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ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acuerdo  con  motivo  del  fallecimiento  del  secretario 

doctor  José  E.  Dominguez 


En  Buenos  Aires,  á  2  de  Mayo  de  1898,  reunidos  en  acuerdo 
extraordinario  los  señores  Presidente  y  Ministros  de  la  Supre- 
ma Corte  de  Justicia  Federal,  doctores  Benjamin  Paz,  Luis  V. 
Tárela,  Abel  Bazan  y  Juan  £,  Torrente  dijeron:  Que  habiendo 
fallecido  el  Secretario  de  la  Suprema  Corte  doctor  José  E. 
Dominguez  y  al  objeto  de  honrar  la  memoria  de  este  distin- 
guido funcionario,  que  por  espacio  de  más  de  catorce  años  ha 
desempeñado  con  inteligencia,  honradez,  ilustración  y  con- 
sagración austera  el  delicado  empleo  que  le  estaba  conñado, 
debían  acordar,  y  acordaron:  1°  asistir  en  corporación  á  la 
inhumación  de  sus  restos,  debiendo  igualmente  concurrir 
todos  los  empleados  de  la  Secretarla;  2""  depositaren  su  tura- 
ba una  corona  en  nombre  del  Tribunal;  3""  dirigir  á  la  seño- 
ra viuda  una  carta  de  pésame.  Todo  lo  cual  dispusieron  y 
acordaron  mandando  se  registrase  en  el  libro  respectivo  y  se 
publicase,  .firmándolo  por  ante  mí. 

« 

4 

.  BENJAMÍN  PAZ.-^LUIS  V.   VÁRELA. — 
ABEL    BAZAN*  —  JUAN  £.  TORRKNT» 

José  A .  FriaSy 
Secretario. 
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Acuerdo  nombrando  secretario  al  doctor  Adolfo  F.  Olivares 

En  Buenos  Aires  á  5  de  Mayo  de  1898,  reunidos  en  su  sala 
de  acuerdos  los  señores  Presidente  y  Ministros  de  la  Suprema 
Corte  Federal  doctores  Benjamin  Paz,  Luis  V.  Várela,  Abel 
Bazan,  Octavio  Bunge  y  Juan  E.  Torrent,  con  el  objeto  de 
nombrar  secretario  en  reemplazo  del  doctor  Juan  E.  Domin- 
guez,  acordaron  por  unanimidad  devotos,  designar  al  doctor 
Adolfo  F.  Olivares.  Asi  lo  dispusieron  y  mandaron  ordenando 
se  registrase  en  el  libro  respectivo  y  se  comunicase  á  quienes 
corresponda,  firmándolo  por  ante  mí. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  LUIS  V .  VÁRELA. — 
ABEL  BAZAN.—  OCTAVIO  BUNGE.— 
JUAN  E.    TORRENT. 

José  A.  Frías, 
Secretario. 


Acuerdo  con  motivo  del  fallecimiento  del  secretario 

doctor  Adolfo  F.  Olivares 

En  Buenos  Aires,  á  10  de  Junio  de  1898,  reunidos  en  acuer- 
do extraordinario  los  señores  Presidente  y  Ministros  de  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  Federal,  doctores  Benjamin  Paz,  Luis 
V.  Várela,  Abel  Bazan,  Octavio  Bunge  y  Juan  E.  Torrent,  di- 
jeron: Que  habiendo  fallecido  el  secretario  doctor  don  Adol- 
fo F.  Olivares  y  en  consideración  á  la  alta  estimación  en  que 
la  Suprema  Corte  tenía  la  competencia  y  demás  cualidades 
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personales  que  le  distinguían,  acordaron  :  P  asistir  en  cor- 
poración á  la  inhumación  de  sus  restos,  debiendo  igualmen- 
te concurrir  todos  los  empleados  de  la  Secretaría;  y  á*  diri- 
gir á  la  señora  viuda  una  carta  de  pésame.  Todo  lo  cual  dis- 
pusieron y  acordaron,  mandando  se  registrase  en  el  libro  res- 
pectiva, y  se  publicase,  firmándolo  por  ante  mí. 

benjamín  paz. —  LUIS  V.  VÁRELA.— 
ABEL  BAZAN.  — OCTAVIO  BÜNGE.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 

José  Á .  FriaSj 
Secretario. 
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(ConHnuaeionJ 


CAUSA   W'Vl 


ReoagnOf  Olcesey  Casenave^  contra  Lacroze,  Ballestery  Olmedo, 

por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia 


Sumario.  — No  corresponde  á  la  justicia  federal  la  caasa  en 
que  no  puedan  demandar  y  ser  demandados  ante  los  tribunales    . 
nacionales^  todoséindividualmentelosqaeson  parte  activa  y  pa- 
siva en  la  demanda. 


Caso. — Los  antecedentes  de  esta  causa  se  encuentran  en  el 
tomo  LXYI,  página  354. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1897. 

Vistos:  Estando  correctamente  aplicada  la  disposición  del 
articulo  diez  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia,  pues  que 
es  indudable  que  conforme  á  ella^  para  que  surta  el  fuero  fede- 
ral, es  preciso  que  cada  uno  de  los  demandantes,  individualmente, 
tenga  el  derecho  de  demandar  y  cada  uno  de  los  demandados 
pueda  ser  demandado  ante  los  tribunales  nacionales,  lo  que  no 
sucede  en  el  presente  caso,  por  razón  de  la  distinta  vecindad  que 
se  invoca^  y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador 
General,  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia  de  foja  ciento  se- 
senta y  cinco  en  la  parte  apelada.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN. — 
JUANE.  TORRBNT. 


CAVUA  XXVII 


El  doctor  don  Julio  Fonrouge,  contra  don  Serafín  Bernigola^ 
por  detwlucion  del  precio  de  un  bote;  sobre  competencia 

Sumario.  —  1®  No  corresponde  á  la  justicia  federal  ratio- 
ne  materiae  la  causa  por  devolución  de  precio  de  un  bote  no 
destinado  al  comercio  marítimo. 
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2°  Tampoco  corresponde  ratione  personae,  si  su  importancia 
no  excede  de  la  que  pertenece  á  la  justicia  de  paz. 


Ccíso.  —  Don  Felipe  Sangninetti,  por  el  doctor  Fourouge,  se 
presentó  al  juzgado  diciendo :  Que  en  15  de  Diciembre  de  1892, 
su  mandante  había  comprado  á  don  Serafín  Bernigola^  vecino  de 
las  islas,  en  elToro^  partido  de  Las  Conchas,  un  bote  forma 
<  gíg  *7  ^6  seis  remos,  por  intermedio  de  don  Cipriano  Maderna, 
quien  le  manifestó  que  el  bote  era  nuevo  y  se  hallaba  en  perfec- 
tas condiciones  de  navegabilidad. 

Que  su  mandante  no  conocía  ni  de  vista  al  señor  Bernigola  y 
tenía  plena  confianza  en  el  señor  Maderna,  á  quien  entregó  los 
400  pesos,  á  fin  de  que,  en  caso  de  cerrar  el  trato,  los  entrega- 
ra á  Bernigola.  Maderna  en  vez  de  traer  el  bote  para  que  fuese 
reconocido,  y  sin  proceder  él  mismo  á  un  reconocimiento,  entre- 
gó á  Bernigola  el  dinero  que  él  había  recibido  y  llevó  el  bote  á 
la  isla  €  Concordia»,  donde  habita  su  poderdante,  quien  le  dijo 
que  no  estaba  dispuesto  á  recibir  el  bote  que  se  le  entregaba, 
pues  se  hallaba  en  pésimas  condiciones  y  era  hasta  peligrosa  esa 
embarcación,  pues  tenía  todo  el  fondo  podrido,  tapado  con  agu- 
jeros malamente  disimulados  con  sebo,  y  haciendo  aguas  por 
todas  partes,  pues  ya  venía  lleno  de  agua.  Que  Maderna  mismo, 
que  se  hal.ía  puesto  de  acuerdo  con  Bernigola  para  este  negocio, 
86  disculpó  diciendo  que  él  no  conocía  esa  clase  de  embarcaciones 
y  volvió  á  llevarla  y  la  entregó  á  Bernigola,  dejando  á  su  man- 
dante el  recibo  que  acompaña. 

Que  desde  esa  fecha  hasta  el  día  de  hoy,  y  á  pesar  de  las  nume- 
rosas diligencias  practicadas,  no  ha  podido  obtaner  el  doctor 
Fonrouge  la  devolución  del  dinero,  á  pesar  de  haberse  recibido 
Bernigola  del  bote.  Que  se  le  ha  manifestado  extrajudicialmente 
que  Bernigola  ha  depositado  el  bote  en  la  subprefectura  del 
Tigre,  pero  ese  depósito  no  puede  producirlos  efectos  de  entrega 
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que  el  demandado,  prueba  coa  el  testimonio  de  poder  de  foja 
10,  que  es  vecino  de  la  provincia  de  Buenos  Aires. 

Los  documentos  referidos  satisfacen  la  exigencia  de  justifi- 
cación del  fuero,  establecida  en  el  artículo  2^  de  la  ley  de  pro- 
cedimientosde  1863,  y  como  la  diversa  vecindad  de  los  intere- 
sados no  ha  sido  negada,  ni  impugnadas  á  su  respecto  las  refe- 
rencias de  los  poderes  presentados,  á  Y.  E.  pido  se  sirva  confir- 
mar el  auto  de  foja  17,  en  cuanto  declara  la  procedencia  del 
fuero  federal  en  esta  causa. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  C^rte 

Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Que,  como  lo  dice  el  señor  Procurador 
General,  la  demanda  deducida  es  únicamente  por  cobro  de  pe- 
sos, siendo  así  cierto  que  el  caso  no  está  comprendido  en  la  dis- 
posioion  del  inciso  nueve,  artículo  dos  de  la  ley  de  jurisdicción 
y  competencia. 

Que  no  lo  está  tampoco  en  el  inciso  diez  del  mismo  artículo, 
ni  por  razón  de  las  especialidades  en  él  contenidas,  ni  por  razón 
de  la  disposición  general  que  se  registra  en  su  parte  final,  por 
no  tratarse  de  hecho  concerniente  á  la  navegación  6  comercio 
marítimo. 

Que  aunque  aparece  que  hay  distinta  vecindad  entre  los  in- 
teresados, la  cuantía  del  pleito  es  de  cuatrocientos  pesos  y  la 
competencia  de  los  jueces  de  paz  de  la  provincia  de  Buenos  Ai- 
res, fuero  reconocido  del  demandado,  pasa  de  dicha  cantidad 
(artículo  veintiuno  de  la  ley  de  justicia  de  paz  de  la  citada  pro- 
vincia). 
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Que  en  tal  caso,  y  siendo  éste  de  jarisdiccion  concurrente, 
supuesta  la  distinta  vecindad,  el  conocimiento  de  la  causa  está 
excluido  de  la  competencia  de  la  justicia  federal,  con  arreglo  al 
articulo  primero  de  la  ley  de  tres  de  Setiembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  ocho . 

Por  estos  fundamentos :  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez 
y  siete,  declarándose  que  el  conocimiento  de  esta  causa  no  co- 
rresponde á  la  justicia  federal.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

benjamín    paz.  —ABEL    BAZAN. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA    XXYIII 


Don  Ignacio  Giraldez  contra  D.  David  Kingsland,  por  rescisión 
de  contrato  y  daños  y  perjuicios;  sobre  rebeldía 


Sumario. —  No  puede  darse  por  decaido  en  primera  instancia 
el  derecho  de  contestar,  si  después  de  acusada  la  rebeldía  no  se 
han  acordado  las  24  horas  que  prescribe  el  artículo  12  de  la  Iqy 
de  procedimientos,  aun  cuando  se  haya  concedido  prórroga  del 
término  respectivo. 
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Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 


CERTIFICADO 

üertifico  en  cuanto  hubiere  lugar  por  derecho  que :  con  fecha 
diez  7  seis  de  Setiembre  se  notificó  a)  demandado,  como  consta 
de  la  cédula  de  foja  i  6;  en  veinte  y  seis  del  mismo  se  presentó  Don 
Carlos  M*  del  Castillo,  enrepresentacion  del  demandado,  pidien- 
do se  le  concediera  una  prórroga  de  seis  dias  más  para  contestar 
el  traslado  de  la  demanda  conferido,  y  en  otrosí  expo- 
nía :  que  no  acompañaba  el  poder  por  cuanto  se  encontraba 
agregado  en  el  juicio  que  el  actor  había  promoTido  contra  su 
mandante  en  el  Juzgado  de  Comercio  del  Dr.  Figueroa,  á  lo 
que  el  Juzgado  mandó  se  acompañara  previamente  el  poder  pa- 
ra proveer.  En  treinta  de  Setiembre  el  señor  del  Castillo  acom- 
pañó el  poder  que  indicaba  en  su  anterior  escrito,  á  lo  que  el 
Juzgado  proveyó^  teniéndolo  por  parte,  y  de  acuerdo  al  pedido 
anterior,  respecto  á  la  prórroga,  le  concedía  tres  dias  más  con 
denegación  de  otro  término. 

En  7  de  Octubre  el  señor  Amaya,  representante  del  actor, 
presentó  escrito  acusándole  rebeldía,  por  haber  vencido  el  dia 
anterior  el  término  qua  se  le  había  concedido  para  evacuar  el 
traslado  de  la  demanda. 

En  conseonencia,  el  término  para  contestar  la  demanda  em- 
pezó á  correr  el  dia  diez  y  siete  del  mes  de  Setiembre,  y  termi- 
nó, incluyendo  los  tres  dias  de  prórroga  concedidos,  el  dia  seis 
del  corriente  mes.  En  fé  de  ello  y  en  cumplimiento  á  lo  man- 
dado en  el  precedente  decreto,  pongo  el  presente  que  sello  y  fir- 
mo en  Buenos  Aires  á  los  catorce  dias  del  mes  de  Octubre  ano 
de  este  sello. 

Juan  C.  Almandos. 


"» 
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Fallo  del  Jíuem    Federal 


fiaeoos  Aires,  Octubre  23  de  1896. 

Aato8  y  Tistos  :  Resaltando  del  certificado  del  aotnario,  co- 
Tríente  á  foja  22,  que  el  término  para  contestar  el  traslado  de  la 
demanda  yenoía  el  dia  26  de  Setiembre  pr&zimo  pasado,  en  cu- 
yo día  se  presentó  D.  Carlos  M*  del  Oaatillo^  en  representación 
del  demandado,  ordenándose  por  el  juzgado  qne  acompañase  el 
poder  por  el  cual  pedía  se  le  tuviese  por  parte.  Que  el  30  del 
mismo  mes  presentó  testimonio  del  mandato  y  el  juzgado,  en 
Tirtud.  de  lo  manifestado  en  el  primer  escrito  del  recurrente,  le 
concedió  tres  días  de  prórroga,  con  denegación  de  otro  término. 
Que  vencido  este  plazo  el  seis  de  Octubre,  el  representante  del 
demandante  le  acusa,  rebeldía  y  pidió  se  proveyera  con  arreglo 
al  estado  del  juicio. 

Y  considerando :  Que  la  demanda  ha  sido  contestada  después 
de  vencida  la  prórroga  acordada,  con  denegación  de  otro  tér- 
mino, en  cuyo  caso  no  es  indispensable  la  conminación  de  las 
24  horas  establecidas  en  el  artículo  12  de  la  ley  de  Procedi- 
mientos. 

Por  esto,  y  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida  por 
la  Exma;  Suprema  Corte,  háse  por  decaido  el  derecho  para  con- 

* 

testar  el  traslado  de  la  demanda,  y  autos;  devolviéndose  al  de- 
mandado el  esoritode  foja  23. 
Bepónganse  las  fojas  simples. 

P.  Olaechea  y  Alcorta. 


•  • 
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IfAllo  de  la  Suprema  Certe 

> 

Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Qne  mediante  la  prórroga  concedida, 
el  demandado  gozaba  para  contestar  la  demandado  tpdo  el  tér- 
mino prorrogado. 

Que  despaes  de  sn  vencimiento  podía  recien  acnsarse  la  co- 
rrespondiente rebeldía  con  los  mismos  efectos,  si  ella  fnere 
aonsada  despaes  del  término  legal,  para  usar  del  derecho  en  los 
casos  en  que  no  media  prórroga  de  ese  término. 

Que  el  artículo  doce  de  la  ley  de  procedimientos  dispone  de 
ana  manera  general  que  la  rebeldía  aoasada  se  ha  de  despachar 
en  el  término  de  veinticuatro  horas  y  que  sólo  después  de  pa- 
sadas éstas  se  tendrá  por  decaido  el  derecho  que  hubiere  dejado 
de  usar  la  parte  á  quien  se  le  haya  acusado. 

Que  las  reglas  establecidas  por  la  citada  ley  de  procedimientos 
para  el  que  debe  observarse  en  la  instancia  de  apelación. ante 
esta  Suprema  Corte,  no  pueden  invocarse  sino  para  su  respec- 
tiva especialidad  y  de  ninguna  manera  como  derogatorias  del 
citado  artículo  doce  para  el  procedimiento  en  primera  ins- 
tancia. 

Que  no  habiéndose  acordado  al  demandado  las  veinticuatro 
horas  prevenidas  por  el  mencionado  artículo  doce,  no  puede  ha- 
berse por  decaido  el  derecho  de  contestar  la  demanda. 

Por  esto  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veintiséis,  decla- 
rándose que  debe  quedar  agregado  el  escrito  de  contestación 
corriente  á  foja  veintitrés.  Repuestos  lossellos,  devuélvanse. 

^  benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN.  — 

—  OCTAVIO  BUNGE.  — JUAN  E. 
TORRENT. 
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CAVÜA  XXIX 


Don  Rafael  Icasate,  contra  don  José  Wells; 
sobre  escrituración 


Sumario.  —  El  comprador  que  ha  tomado  sobre  sí  el  cargo 
de  pagar  las  letras  que  el  vendedor  debía  abonar  al  gobierno  de 
la  provincia,  para  obtener  la  escrituración  del  terreno  vendido, 
y  que  ha  rehusado  hacer  el  pago  de  dichas  letras  al  vencimien- 
to, no  puede  obligar  al  vendedora  que  le  escriture  el  mencio- 
nado terreno. 


Caso .  —  Besulta  del 


Falle  del  Juem  federal 


La  Plata,  Agosto  28  de  1895. 

Y  vistos:  Los  seguidos  por  don  Bafael  Icasate,  contra  don 
José  Wells,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato. 

Y  resultando:  1®  Que  á  foja  3,  con  fecha  20  de  Noviembre  de 
1894,  se  presentó  don  Rafael  Icasate  exponiendo:  Que  el  día  1® 
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deOotabrede  1891,  había  celebrado  xxn  contrato  de  compra* 
Tenta  con  don  José  Wells,  por  el  coal  éste  se  comprometió  á 
hacerle  adquirir  la  propiedad  de  un  campo  situado  en  Las 
Flores. 

2®  Que  este  campo  es  el  mismo  que  Wells  tiene  concedido  en 
venta  por  el  excelentísimo  gobierno  de  la  provincia,  según  consta 
del  expediente  respectivo  que  obra  en  ía  oficina  de  tierras  pú- 
blicas . 

3®  Que  el  boleto  6  instrumento  privado  en  que  consta  el  con- 
trato, se  hallft)conoabido  en  estos  tétminos:  c  Don  José  Wells 
vende  á  don  Bafael  Icasate,  un  oao»p««obraste  que  compró  en  re- 
mate, del  superior  gobierno,  ubicado  en  el  partido  de  Las  Flores, 
compuesto  de  390  cuadras,  más  ó  menos.  Esta  venta  la  efectuó 
en  las  condiciones  siguientes :  cEl  señor  Icasate  entregará,  al 
firmar  la  escritura,  2000  pesos  moneda  nacional  al  señor  Wells, 
cargando  el  comprador  con  cuatro  letras  firmadas  por  el  ven- 
dedor, y  á  favor  del  gobierno  de  la  provincia,  de  valor  cada  una 
de  2101  pesos  moneda  nacional,  debiendo  escriturar  dicho  cam- 
po tan  pronto  le  sea  permitida  la  transferencia  por  el  superior 
gobierno;  encaso  que  hubiere  algún  inconveniente  para  su  escri- 
turación, queda  sin  efecto  y  sin  ningún  valor  este  boleto;  á  sus 
efectos  firmamos  dos  de  un  tenor,  y  ante  el  testigo  que  suscribe 
en  Buenos  Aires,  etc.  >• 

40  Que  hace  cinco  meses  que  está  reconocido  y  acordado  por 
el  superior  gobierno  al  señor  Wells,  el  derecho  de  compra  al 
campo  mencionado,- «otopgand» la  respeetiv» escritura  inmedia- 
tamente que  éste  haya  oblado  en  tesorería  la  parte  de  precio  y 
firmado  por  el  resto  las  letras,  según  las  disposiciones  de  las  le- 
yes de  la  materia;  pero  que  Wells  ha  rehusado  hasta  hoy  hacerlo, 
no  obstante  ias  io^taaciaB' reiteradas  quaal  efecto  le  ha  hecho 
el  demandante,  reViOlando  con  su  piooeéer  rataidaterioiel  pro* 
pósito4^^1odjp(  e^o«iiipM«ieajlio  iie  lo  paotado.  ; 

5^  Quoel.casoieatá^regiio  portólos  aftiealMtli85*y..  1187  d<d 
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Código  Ciñl,  y  en  sa  oonseoneocia  Yíene  á  entablar  formal  de- 
manda contra  Wells,  pidiendo  se  le  condene  á  otorgar  la  escri- 
tora de  Tenta,  6  lo  qne  es  equivalente  á  transferir  ante  el  supe- 
rior gobierno  el  derecho  de  compra  al  campo  alndido,  6  en  sn 
defecto  pagarle  la  cantidad  de  10.000  pesos  moneda  naciotial, 
en  qae  estima  los  daños  é  intereses,  caso  de  rebasar  otorgar  la 
escritura  6  la  transferencia;  imponiéndose  además  las  costas. 

6<^  Que  conferido  traslado,  lo  evacuó  el  demandado  áfoja  15^ 
diciendo:  Que  efectivamente,  en  i  891  convino  con  Icasate  trans- 
ferirle la  propiedad  del  campo  mencionado,  mediante  el  pago  de 
una  parte  del  precio  al  contado  y  el  resto  en  cuatro  letras. 

7^  Que  la  primera  de  ellas  venció  en  Diciembre  de  i 882;  sin 
ser  pagada;  y  estando  convenido  con  Icasate  en  que  éste  se  ha- 
ría cargo  de  la  obligación  de  pagar  dichas  letras,  se  formuló  y 
firmó  el  boleto  transcrito  en  la  demanda. 

8^  Qne  Wells  descansó  en  la  confianza  do  que  Icasate  paga» 
ria  esas  letras,  para  poderse  obtener  la  escrituración  del  gobier- 
no; pero  que  no  sucedió  así,  y  el  exponente  fué  ejecutado  por  el 
fisco  por  la  primera  letra  vencida,  teniendo  que  abonar  no  sola- 
mente el  capital,  sino  también  la  suma  de  1793  pesos  cotí'86 
centavos  moneda  nacional,  por  intereses  y  costas.  Que  es  sa- 
bido  que  el  fisco  no  escritora  tierras  Tendidas  mediante  letras 
firn^adas,  una  vez  vencidas  éstas  y  menos  en  vías  de  ejecución. 
Que,  por  consiguiente,  Icasate  al  no  pagar  esa  letra,  dificultó 
la  escrituración. 

9^  Que  después  de  esto  intimó  repetidas  veces  á  Icasatcpa- 
ra  que  abonara  las  letras  ulteriores,  pero  sin  haber  obtenidOTe- 
soltado  alguno,  pues  siempre  contestaba  que  nada  entregaría 
mientras  no  se  le  otorgara  la  escritora;  habiéndosele  hecho  tam- 
bien,  con  resultado  negativo,  la  prevención  de  quesinocnmi^lía 
con  la  obligación  contraída  de  pagar  las  referidas  letras,  sé  ha- 
ría efectiva  la  cláusula  de  dejar  sin  efecto  el  boleto  por  los  In- 
convenientes que  ponía  para  la  i>seríturacion . 
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iO^  Que  aún  se  propaso  á  Icasate  alterar  el  contrato,  otor- 
gándole ona  escritura  de  yentk  de  las  acciones  y  derechos  sobre 
el  indicado  terreno,  cargando  él  con  todas  las  letras,  como  esta- 
ba conyenido,  á  lo  que  contestó  que  aceptaba  y  entregaría  los 
2000  pesos,  pero  que  no  cumplió. 

11°  Que  Wells  vio  al  escribano  Barbier  para  hacer  la  escri- 
tura y  éste  fué  informado  en  la  oficina  de  tierras  de  que  el  go- 
bierne no  escrituraba  existiendo  letras  vencidas  y  no  pagadas. 

12^  Que  entre  tanto  venció  la  segunda  letra  y  el  fisco  inició 
por  ella  nueva  ejecución;  que  entonces  Wells,  perjudicado  ya 
con  el  resultado  del  primer  juicio,  por  culpa  de  Icasate,  era  del 
caso  evitar  los  perjuicios  del  segundo,  haciendo  efectiva  la  cláu- 
sula de  rescisión  del  boleto.  Que  entonces  firmó  un  otro  boleto 
de  venta  á  don  Ángel  Paz,  desligado  ya  de  toda  obligación  con 
Icasate,  y  pudo  de  esta  manera  evitar  el  segundo  juicio,  pagan- 
do la  segunda  letra  con  fondos  recibidos  de  Paz. 

13°  Que  es  con  estos  antecedentes  que  Icasate  se  cree  autoriza- 
do para  interponer  esta  demanda,  olvidando  que  se  habían  con- 
traído obligaciones  bilaterales  de  las  que  no  ha  cumplido  las 
que  le  correspondía. 

14°  Que  ha  olvidado  que  los  inconvenientes  que  han  surgido 
para  que  el  gobierno  escriturase,  provenían  de  él .  Apoya  su  de- 
fensa en  los  artículos  1201,  1197  y  1198  del  Código  Civil,  y 
termina  pidiendo  que  se  deseche  con  costas  la  demanda. 

15°  Que  á  foja  24  la  causa  se  recibió  á  prueba  sobre  si  el 
demandante  cumplió  por  su  parte  las  obligaciones  que  le  impo- 
nía el  boleto  de  compra-venta. 

Que  producidas  las  pruebas  que  las  partes  vieron  convenien- 
tes, y  hechos  los  alegatos  sobre  su  mérito,  se  llamaron  autos 
para  definitiva. 

T  considerando:  1^  Que  de  los  términos  del  boleto  de  venta 
transcrito  á  foja  8  vuelta  de  la  demanda,  en  cuya  exactitud  las 
partes  están  conformes,  resulta  claramente  que  Icasate  se  ha- 
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cía  cargo  desde  ese  instante  de  las  letras  firmadas  por  Wells  á 
favor  del  gobierno  de  la  proTincia,  como  precio  del  campo  en 
cuestión. 

2°  Qne  Icasate  pretende  que  sólo  estaba  obligado  á  levantar  y 
atender  esas  letras,  desde  que  se  le  extendieran  las  escrituras  de 
la  compra  qoe  hacía;  pero  no  es  éste  el  concepto  de  dicho  docu- 
mento . 

3®  Que  en  él  se  habla  de  tiempo  presente,  que  Wells  vende  á 
Icasate  nn  campo,  cargando  el  comprador  con  cuatro  letras, 
etc. 

Lo  único  que  se  menciona  como  obligación  de  futuro  cumpli- 
miento, es  que  Icasate  entregará  al  firmar  la  escritura  2000  pe- 
808  moneda  nacional. 

4°  Que  los  hechos  siguientes  concurren  á  demostrar  que  la  in- 
teligencia del  referido  documento  es  la  que  el  Juzgado  le  asig- 
na :  a)  Que  al  firmarse  el  documento  (13  de  Abril  de  1893)  había 
ya  vencido  una  de  esas  letras,  lo  que  sucedió  en  3  de  Diciembre 
de  1S92  (certificado  de  foja  54),  cuya  circunstancia  imposibili- 
taba la  escrituración  á  Icasate,  á  menos  de  ser  pagada  dicha 
obligación  (foja  84);  por  consiguiente,  si  Icasate  cargaba  con 
las  letras,  su  deber  era  abonar  ia  ya  vencida,  para  poder  recibir 
las  escrituras;  b)  Que  Icasate  entró  desde  luego  en  posesión  del 
campo,  aún  sin  habérsela  dado  Wells,  lo  que  demuestra  que  en 
su  concepto  la  venta  con  todos  sus  efectos  regía  desde  que  se 
firmó  el  boleto  (posiciones  de  foja  77,  y  cartas  de  fojas  67  y  68 
y  69;  posiciones  de  foja  39,  pregunta  14');  c)  Las  reiteradas 
instancias  que  Wells  hizo  á  Icasate,  para  que  levantara  las  le- 
tras  vencidas,  á  fin  de  hacer  posible  la  escrituración,  llegando 
hasta  proponerle  alterar  los  términos  del  contrato,  otorgándole 
una  escritura  de  venta  de  las  acciones  y  derechos  á  la  compra 
al  gobierno,  cargando  Icasate  con  las  letras,  como  se  había  con- 
venido (interrogatorio  y  declaraciones  de  fojas  91  á  96). 

5°  Que  se  explica  que  Icasats  no  quisiera  levantar  las  refe- 
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ridas  letras,  para  que  se  le  pudiera  extender  la  escritura,  con  el 
hecho  de  que  él  tenía  pretensiones  sobre  el  mismo  terreno  obje- 
to de  la  compra,  Hegun  se  ve  por  el  certificado  de  foja  liO,  del 
que  resulta  que  recien  en  28  de  Noviembre  de  1893  se  desestima- 
ron por  la  Suprema  Corte  de  la  provincia,  dichas  pretensio- 
nes. 

.  6^  Que  siendo  esto  así  ¿  cómo  puede  ser  exacto  lo  que  afirma 
en  la  tercera  pregunta  de  &ü  interrogatorio  de  foja  63,  según  la 
que,  desde  mediados  de  1893  hizo  instancias  á  Wells  para  que  le 
extendiera  las  escrituras? 

7\  Que  está  probada  la  buena  fé  con  que  Wells  trató  de  cum- 
plir  por  su  parte  las  obligaciones  del  boleto  de  foja  3  vuelta  (de- 
claraciones  de  fojas  91  á  96,  y  de. foja  84  vuelta) ;  no  pudiéndose 
decir  otro  tanto  de  loasate,  que  aparece  como  compr^idor  de 
Wells,  al  propio  tiempo  que  jpor  cuerda  separada  gestionaba  an- 
te los  tribunales  mejor  derecho  que  éste  para  escriturar;  aparte 

'de  la  evidente  falsedad  en  que  ha  incurrido,  cuando  absolviendo 

•         * 

las  posiciones  de  foja  77  aseguró^que  no  tenía  arrendado  el  cam- 
po en  cuestión,  cuando  de  las  cartas  de  .fojas  67  á  69^  recono- 
cidas por  él,  resulta  lo  contrario. 
8^  Que  el  boleto  defoja  3  vuelta  tenía  la  cláusula  resoluto- 

'  ria  de  que  en  caso  de  que  hubiere  algún  inconveniente  para  la 
escrituración,  quedaba  él  sin  efecto  y  ningún  valor. 
9^  Que  ese  inconveniente  se  presentó  desde  que  loasate  no  - 

•  levantaba  las  letras  vencidas,  haciéndose  por  este  motivó  impo- 
sible la  escrituración  por  el  gobierno;  otro  inconveniente  no  me- 
nos  grave  era  el  pleito  que  el  mismo  Icasate  habla  iniciado  con- 
tra  el  gobierno  por  mejor  derecho  al  campo. 

10^  Que  siendo  esto  así,  ^Vells  estuvo  autorizado  para  consi-  , 

derar  como  disuelto  y  no  existente  el  contrato  aludido,  según 

los  artículos  1203  y  1197  del  Código  Civil,  mucho  más  cuando 

había  prevenido  á  ícasate  que  si  no  daba  cumplimiento  al  deber 

.  que  se  impuso  de  tomar  á  su  cargo  las  letras  mencionadas,  con- 
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8iderar(a  qae  había  llegado  el  caso  de  hacer  aso  de  la  cláusala 
resolutoria  del  contrato  de  fojas  91  i  96. 

11^  Qae,  además,  Icasate  ha  demandado  la  escritaracion  6  en 
sa  defecto  la  indemnizacioa  de  daños  y  perjaícios,  qae  ha  esti- 
mado en  10.000  pesos  moneda  nacional. 

12®.  Qae  siendo  imposible  la  escritaracion,  porque  de  ^utos 
consta  que  Wells  tiene  vendido  el  campo  á  don  Ángel  Paz  (foja 
79),  la  única  condQuacion  posible  en  su  contra,  si  hubiese  mé- 
rito para  ello,  sería  la  de  daños  y  perjuicios. 

{3^  Que  sin  embargo,  tal  condenación,  no  podría  ser  formu- 
lada, porque  Icasate  no  ha  probado  ni  el  monto  de  los  daños  j 
perjuicios,  que  los  estimó  en  iO.OOO  pesos,  ni  tampoco  antece- 
dentes 6  puntos  de  partida  que  dieran  base  para  liquidarlos. 
.  14"*  Que  no  podría  argüirse  que  la  fijación  de  daños  y  perjui- 
cios quedaría  para  otro  juicio;  porque  habiéndose  hecho  en  éste 
la  estimación,  es  aquí  donde  ha  debido  ser  justificado,  pues  de 
otra  manera  se  haría  un,  nuevo  pleito  sobre  la  misma  cosa. 

Por  estas  consideraciones,  fallo:  desechando  la  demanda  al- 
ternativa  sobre  escrituiracion  é  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios,  imponiendo  á  Icasate  perpetuo  silencio  y  todo  con  espoT 
<;ial  condenación  en  costas.  Notifíquese  con  el  original^  regís- 
trese en  el  libro  de  sentencias  y  repónganse  las  fojas. 

Mariano  5.  de  Áurrecoechea. 


/ 


Fallo  de  lá  Suprema  Carte 


»       « 


Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Primero:  Que  según  lo  han  declarado 
ambas  partes  en  sus  respectivos  escritos  de  demanda  y  de  con- 
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testación,  don  José  Wells  se  comprometió  con  don  Bafael  loa- 
sate^  en  primero  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ano, 
á  hacer  adquirir  al  último  la  propiedad  de  un  campo  situado  en 
el  partido  de  Las  Flores,  en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  con  la 
extensión  que  se  menciona  en  la  demanda  de  foja  tres. 

Segundo :  Que  ese  campo  fué  comprado  por  Wells  en  remate 
público  al  gobierno  de  la  provincia  de  Bnenoe  Aires,  firmándole 
cuatro  letras  por  valor  de  dos  mil  ciento  un  pesos  moneda  na- 
cional cada  una^  y  pagaderas  á  diferentes  plazos,  el  primero  de 
los  cuales  vencía  en  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos. 

Tercero:  Que  no  habiéndose  otorgado  todavía  á  Wells  escri- 
tura del  campo  hasta  trece  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres,  como  resulta  del  certificado  de  foja  cincuenta  y  cuatro,  á 
pesar  de  haber  realizado  su  compra  en  la  forma  indicada,  y  no 
creyendo,  por  tal  circunstancia,  que  pudiese  trasmitirse  á  Icasate 
la  propiedad  de  éi,  ambas  partes  convinieron  en  las  estipulacio- 
nes que  contiene  el  boleto  inserto  en  la  demanda  de  foja  tres, 
y  suscrito  por  ellas  en  la  fecha  ya  mencionada  de  treoe  de  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres. 

Cuarto:  Que  habiéndose  obligado  Icasate  por  las  cláusulas 
de  ese  boleto,  á  entregar  á  Welis,  al  firmar  la  escritura  de  ven- 
ta, dos  mil  pesos  moneda  nacional  y  á  cargar  con  las  cuatro  le- 
tras suscritas  por  éste  al  gobierno,  es  claro  que  no  ha  podido 
negarse  á  hacer  el  pago  de  ellas,  como  ha  sucedido  con  las  dos 
primeras,  cuando  requerido  para  efectuarlo,  por  haberse  venci- 
do y  cobrarse  ejecutivamente  á  Wells  su  importe,  rehusó  veri- 
ficarlo, diciendo  que  nada  tenía  que  ver  con  dichas  letras  has^ 
ta  tanto  le  escriturasen  el  terreno  (respuesta  á  la  quinta  posi- 
ción de  foja  treinta  y  nueve). 

Quinto:  Que  la  negativa  de  Icasate  á  realizar  ese  pago,  no  se 
justifica,  como  lo  pretende  el  recurrente,  con  los  términos  del 
boleto  que  dicen :  c  El  señor  Icasate  entregará,  al  firmar  la  es- 
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critura,  dos  mil  pesos  moneda  nacional,  al  señor  Wells,  cargan- 
do el  comprador  con  cnatro  letras  firmadas  por  el  vendedor 
etc. »,  alegando  que  esto  significa,  que  los  dos  hechos,  la  entre- 
ga de  los  dos  mil  pesos  y  la  carga  de  las  letras,  debía  hacerse 
al  firmar  Ix, escritora;  paes  semejante  significación  no  es  la  que 
corresponde  á  dichos  términos. 

Sexto:  Que  para  demostrarlo^  basta  observar,  como  lo  hace 
notar  la  sentencia  apelada,  que  por  la  construcción  misma  de 
las  palabras  transcriptas  del  boleto,  no  se  subordina  al  acto  de 
firmar  la  escritura,  la  obligación  que  asume  Icasate  de  cargar 
con  las  letras,  como  sucede  con  la  de  entregar  los  dos  mil  pesos 
moneda  nacional  en  ese  acto. 

Séptimo:  Que  no  es  posible,  además,  dar  á  la  estipulación  de 
que  se  trata,  el  alcance  que  le  atribuye  Icasate,  por  cuanto  el 
pago  de  las  letras  era,  según  el  boleto,  el  de  parte  del  precio  por 
el  que  se  vendía  el  campo,  y  como  al  firmar  el  boleto  se  hallaba, 
tiempo  ha,  vencida  la  primera  délas  letras  suscritas á favor  del 
gobierno,  lo  que  implica  que  debía  ser  abonada,  como  todas  las 
demás,  por  aquel  que  en  dicho  boleto  cargaba  con  ellas,  siendo 
así  evidente  que  Icasate,  que  asumía  esta  carga,  era  quien  debía 
pagarla,  como  todas  las  otras  que  fuesen  venciéndose,  sin  espe- 
rar para  ello  á  que  se  le  firmase  la  escritura  de  venta,  hecho  que 
debía  tener  lugar,  cuando  á  Wells  le  fuese  permitida  la  trans- 
ferencia por  el  superior  gobierno,  según  se  previene  en  el  mismo 
boleto,  y  cuando  ese  permiso  no  podía  obtenerse  sin  el  previo 
pago  déla  letra,  ó  letras  vencidas  que  se  le  adeudasen,  como  re- 
sulta de  la  declaración  de  foja  ochenta  y  tres  vuelta,  prestada 
por  el  escribano  don  Yictorio  Barberis  y  lo  convence  la  natura- 
leza del  caso . 

Octavo:  Que  tratándose  de  un  contrato  bilateral,  como  es  el 
celebrado  en  el  boleto  de  venta,  el  cual  imponía  á  Icasate  la 
obligación  de  pagar  las  letras  firmadas  al  gobierno,  pago  que,  á 
pesar  de  habérsele  requerido  oportunamente  respecto  de  las  dos 
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primeras,  no  lo  verificó,  ni  paede  tampoco  ofrecer  realisarlo 
útilmente,  porque  no  existe  ya  e)  crédito  que  representaban, 
claro  es  que  no  ha  podido,  mediante  tal  antecedente,  demimdar 
á  la  parte  de  Wells  el  camplimiento  de  la  obligación  de  escri- 
turar el  campo,  qae  á  su  vez  contrajo,  porque  lia  carecido  de 
derecho  para  hacerlo,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  mil 
doscientos  uno  del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos  7  concordantes  de  la  sentencia  apelada 
de  foja  ciento  sesenta  j  siete,  se  confirma  ésta,  con  costas.  Be- 
puestos  los  sellos,  devuélvanse,  debiendo  previamente  tesbarae 
el  párrafo  señalado  al  margen  del  escrito  de  foja  ciento  noven- 
ta cinco,  previniéndose  al  procurador  y  letrado  del  recurrente 
qué  deben  guardar  estilo. 

EENJAMni  PAZ.— AREL  RAZAN. 
—  OCTAVIO  RURGE .  —  Whti 

m 

E.  TORRBHT. 


CAUSA   XX  % 


■ 

El  Ferrocarril  del  Oeste  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  oon- 
ira  Doña  Angela  Machado  Ventury  y  otros ;  sobre  expro- 
piación. 


Sumario,  t-  No  habiendo  mérito  parami^dificarel  precio  é 
indemnización  fijada  por  el  inferior,  debe  coufirmarae  su  aw* 
J^cia. 
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Caso.  —  Lo  explica  el. 


Vulto  del  Swtmm  Federal 


Buenos  Aires,  Diciembre  23  de  1896. 


Y  yistos :  Las  presentes  aetnaciónes  sobre  expropiación,  se- 
gnUhtó  por  el  Ferrocarril  del  Oeste,  contra  Doña  Angela  B.  de 
Machado  Ven  tur  j  y  otros. 

Besulta:  1®  Qae  á  foja  4,  Don  Nicandro  Dorr,  representante 
del  Ferrocarril^  expone :  Que  se  halla  autorizada  la  Empresa  de 
su  representación,  por  la  ley  del  Congreso  número  3170,  para 
construir  una  línea  férrea  que  arrancando  de  los  kilómetros  7  -f- 
629.50  y  9  +  445^50  de  su  vía  principal  termine  en  las  inmedia- 
cienes  del  Riachuelo,  para  lo  cual  ha  adquirido  particularmente 
la  casi  totalidad  de  los  terrenos  que  le  son  necesarios*  pero  que  no 
ha  podido  hacerlo,  ni  auna  eleyado  precio,  con  un  terreno  que 
pertenecerá  las  señoras  Vicenta  Cabrera  de  Silva,  Angela  B.  de 
Machado  Ventttry,  María  Josefa  B.  de  Zamhrano,  Eosa  B.  de 
Siglos,  Francisca  B.  de  Franco  y  Arsenia  H.  de  Romero;  cuya 
parttt  iifecMiada  por  lá  trata  es  de  15.552  metros  45  centímetros 
cuadrados^  por  lo  que  entabla  demanda  de  expropiación  contra 
dichas  ¡personas,  depositando  en  el  Banco  de  la  Nación  Argen- 
tina, á  la  orden  del  Juzgado  y  á  los  efectos  del  artículo  ^'^  de  la 
ley  de  la  materia,  la  cantidad  de  12.441  pesos  96  centavos  mo- 
neda nacional,  en  que  estima  el  valor  del  teri^eno  y  la  indemni- 
zación de  I6s  perjuicios,  áfin  de  que  en  oportunidad  se  transfiera 
á  la  Eml>i%s(i'la  proiiíiedAd  de  la  tiertá,  cuya  expropíiacion 
inioitt.  > 

^  Qtié  corrido  traslado,  Don:  Juan  T.  Avalas,  en  representa- 

w  i 

cioü  dé  los  herédi^ros^de  Doña  Triilidi^d  Mtimoy  de  Silva,. con- 
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testa:  que  si  bien  es  innegable  el  derecho  déla  Empresa  para 
inicilEtr  el  juicio  de  expropiación,  segnn  susdatos,  la  fracción  de 
terreno  ocupada  por  la  via  es  mayor  que  la  que  expresa  la  de- 
manda, así  como  el  precio  que  se  le  asigna,  el  que,  á  su  juicio, 
es  de  5  pesos  moneda  nacional  el  metro  cuadrado,  comprendida 
la  indemnización  por  los  perjuicios,  por  lo  qae  solicita  se  les 
cite  á  un  comparendo,  para  el  nombramiento  de  peritos. 

3^  Que  nombrados  los  peritos^  estos  se  expiden  ;  el  de  la  Em- 
presa á  foja  37  7  el  de  la  contraparte  á  foja  45,  apreciando  el 
primero  el  valor  del  terreno  ocupado,  en  la  cantidad  de  4665 
pesos  moneda  nocional  con  73  centavos  y  el  segundo  en  53.395 
pesos  con  10  centavos  de  la  misma  moneda,  estando  ambas  con- 
formes en  cuanto  á  la  área  á  expropiarse. 

Y  considerando :  1^  Que  dada  la  notable  diferencia  que  existe 
entre  la  estimación  hecha  por  la  Empresa  al  consignar  el  precio 
y  la  de  su  perito  señor  Silveyra,  el  juzgado  debe  pronunciarse 
tomando  s61o  en  consideración  el  justiprecio  hecho  por  la  Em- 
presa y  el  del  perito  de  la  contraparte  señor  Fierro,  por  cuanto 
la  consignación  del  precio,  si  bien  verificada  á  los  efectos  de  la 
ocupación  inmediata,  debe  ser  considerada  como  la  avaluación 
que  la  Empresa  hace  del  terreno,  basada  en  antecedentes  y 
elementos  de  criterio  particulares,  con  que  ha  de  contar,  dada 
la  diversidad  de  adquisiciones  en  forma  privada  6  judicial  que 
debe  haber  necesitado  hacer  para  construir  su  via ;  hallándose 
corroborada  esta  consideración  por  la  circunstancia  de  que  la 
ley  de  expropiación  no  se  pone  en  el  caso,  por  ser  poco  probable, 
de  que  la  avaluación  judicial  sea  inferior  á  la  estimación  parti- 
cular que  hace  el  expropiante. 

2°  Que  tomando  como  base  de  cálenlo  para  la  avaluación  del 
terreno  ocupado  por  la  vía,  el  valor  asignado  al  metro  cuadrado, 
por  el  señor  Fierro,  teniendo  presente  el  promedio  del  precio 
pagado  por  los  terrenos  en  la  parroquia  de  Flores,  que  arroja  el 
Anuario  Estadístico  de  la  Capital^  la  estimación  hecha  por  la 


DE  JUSTIGU  NACIONAL  31 

Empresa,  verificando  la  consignación  para  la  ocupación  por 
ambos  conceptos  de  valor  del  terreno  é  indemnización  de  daños 
j  perjuicios,  está  por  debajo  de  la, cantidad  que  resulta  por  solo 
el  primer  concepto . 

3^  Que  si  bien  el  perito  señor  Fierro  no  toma  en  considera- 
ción los  perjuicios  sufridos  por  el  fraccionamiento  del  terreno, 
por  conceptuarlos  insignificantes  al  lado  de  los  provenientes  de 
las  dificultades  que  se  experimentará  para  la  edificación,  á  con- 
secuencia del  terraplenamiento  que  la  elevación  del  nivel  hecha 
por  la  Empresa  para  colocar  su  via  hará  necesario,  con  todo,  en 
el  caso  sub'judicej  aquellos  perjuicios  son  los  que  deben  ava- 
luarse 7  no  estos,  por  cuanto  los  primeros  son  reales  y  conse- 
cuencia inmediata  de  la  expropiación^  y  los  segundos^  evidente- 
mente hipotéticos  y  solamente  apreciables  en  un  futuro  lejano, 
si  se  considera  la  apartada  situación  del  terreno  de  las  grandes 
lineas  de  edificación  de  la  ciudad,  sus  condiciones  de  fácil  ane- 
gación, la  considerable  extensión  de  terrenos  altos  y  adecuados 
para  levantar  edificios^  que  hay  más  próximos  á  la  parte  edifica- 
da; naturaleza  de  perjuicios  ésta  que  la  ley  de  la  materia  no 
toma  en  cuenta,  cuando  trata  de  la  indemnización. 

Por  estas  consideraciones,  y  avaluando  equitativamente  en 
10.000  pesos  los  perjuicios  provenientes  del  fraccionamiento, 
definitivamente  juzgando,  fallo:  fijando  en  23.375  pesos  con  10 
centavos  moneda  nacional,  la  cantidad  que  el  expropiante  de- 
berá pagar  en  el  término  de  diez  dias,  por  ambos  conceptos  de 
valor  del  terreno  é  indemnización  dé  perjuicios,  siendo  á  su  car- 
go las  costas,  de  acuerdo  con  el  artículo  18  de  la  ley  respectiva. 

Hágase  saber  original  y,  repuestos  los  sellos,  archívese  el  ex- 
pediente si  no  fuere  apelada  esta  sentencia.  Así  lo  resuelvo  en 
Buenos  Aires,  Capital  de  la  Bepública  fecha  uí  supra. 

P.  Olaechea  y  Alcorta. 
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Falto  «le  la  Suprema  Carto 

Baenos  Aires,  Marzo  6  de  1897. 

Vistos  :  No  habiendo  mérito  en  autos  para  modificar  el  pre- 
cio 7  la  indemnización  fijada  en  la  sentencia  apelada,  se  con- 
firma ésta,  declarándose  qne  la  cantidad  asignada  por  tales  con- 
ceptos comprende  los  intereses.  Bepaestos  los  sellos,  devaél- 
yanse. 

benjamín  PAZ.  —  áBEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BDNGE.  —  JUAN  B. 
TORRENT. 


CAUSA   XXXI 


Don  Juan  de  la  Cruz  Gálica  contra  Don  Juan  Pedro  Belzunce ; 

por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario,  —  El  ejecutado  por  una  deuda  solidaria  no  puede 
defenderse  oponiendo  excepciones  personales  á  su  codeudor. 
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Caso  —  Lo  explica  el 


Fall«  del  Jurs  Federal 


San  Luis,  Octubre  2  de  1895. 

Y  vistos :  las  excepciones  opuestas  por  el  ejecatado*  que 
son :  falta  de  personería  del  apoderado  del  ejecutante,  quitas  y 
esperas. 

Y  considerando,  con^especto  á  la  falta  de  personería: 

.1^  Que  ésta  se  funda  en  qne  por  el  poder  otorgado  al  señor 
Tristan  S.  Barbosa  (f .  9),  qne  sirvió  para  iniciar  la  ejecncion, 
no  se  le  autorizaba  para  demandar  al  ejecutado  señor  Belzunce ; 
hecho  cierto,  pues  que  el  poder  es  especial  y  limitado  á  otro 
objeto. 

^  Que  después  de  observada  la  personería  del  señor  Barbo- 
sa, se  hizo  parte  en  el  juicio  nn  nuevo  mandatario-  del  ejecu- 
tante, el  señor  Ambrosio  Rodríguez,  con  el  poder  qne  corre  á 
foja  37,  en  cuyo  mérito  se  le  tuvo  por  parte,  dictándose  la  pro- 
videncia de  foja  40,  que  no  fué  objetada  por  el  ejecutado. 

3®  QüB  según  lo  tiene  resuelto  la  Suprema  Corte  en  diversos 
casos  (serie  2%  tomo  i 9,  página  184,  y  tomo  17,  página  219  de 
sus  fallos),  al  resolver  sobre  excepciones  de  falta  de  personería, 
deben  tenerse  en  cuenta  los  poderes  presentados  aun  después 
de  señalado  el  defecto;  por  lo  que  en  el  caso  ocurrente,  debe 
tenerse  en  consideración  el  poder  del  señor  Bodríguez. 

4®  Qne  dicho  podgr  ha  sido  extendido  en  forma  legal  y  con- 
tiene facultad  bastante  para  seguir  la  presente  ejecución,  como 
86  desprende  de  so  simple  lectura;  por  todo  lo  que,  debe  tenerse 
por  subsanada  la  deficiencia  que  motiva  la  primera  excepción. 

En  cuanto  á  las  otras  excepciones,  que  se  fundan  en  las  qni- 

T.  LXVII  3 
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tas  7  esperas  concedidas  aote  la  jasticia  provincial,  al  señor  £^e- 

« 

Upe  Elein,  codeador  del  ejecutado  señor  Belzunce,  sostoDián- 
dose  que  el  beneficio  de  ella  es  extensivo  á  éste,  debe  conside- 
rarse: 

1^  Qae  los  documentos  dé  fojas  I  j  %  que  sirven  de  base  á  la 
ejecución,  son  pagarés  comerciales,  por  contener  lo^  requisitos 
determinados  en  el  artículo  740  del  Código  de  Comercio  ;  y  por 
consiguiente,  deben  reputarse  como  letras  de  cambio  y  regirse 
por  lo  que  dispone  el  Código  de  Comercio  sobre  estas^  en  cuanto 
sea  aplicable  (art.  740  y  741,  Código  de  Comercio). 

2<^  Que '  ainbas  excepciones  están  esgeciñcadas  en  el  artículo 

ñ76del  Código* citado,  pudiendo,  por  lo  tanto,  oponerle  leglti- 

*  mámente,  faltando  sólo  examinar  si  se  han  justificado  enferma. 

3°  Que  por  el  Código  de  Comercio,  toda  negociacionf  sobre  le-  * 
tras  de  cambio,  ó  cualquier*  género  de  papel  endosable,  es  decla- 
rada .acto  de  comercio  {art .  8**,  ina.  4^*)  y  los  que  verifican,  aun-  ! 

« 

.  que  sea  accidentalmente,,  un  acto  de  comercio,  sin  ser  comer-  * 
ci'antes  quedan  sujetos,  en  cnanto  á  las  controversias  qae  ocu- 
rran  sobre  ese  acto,  á  las  leyes  y  jurisdicción  de  comercio  (art. 
B°).  Por  lo  tanto,  aun  en  el  supuesto  de  que  los  que  suscriben 
los  pagarés  de  fojas  1  y  2  no  fueren  comerciantes,  estarían  su- 
'  bordinados  i  lo  dispuesto  por  el  Código  de  Comercio,  para  la 
solución  del  presente  juicio. 

4**  Que  haciendo  aplicación  del  Código  prenombrado  al  caso 
sub'judice,  tenemos  que  el  excepcionante  es  un  codeudor  solida- 
rio, ya  porque  la  solidaridad  está  expresamente  estipulada,  ya 
porque  así  lo  sanciona  el  artículo  736. 

5^  Que,  en  consecuencia,  la  quita  6  remisión  concedida  al  co- 
deudor Elein,  en  concurso  ante  la  justicia  provincial,  no  se  ex- 
tiende ó  no  aprovecha  al  ejecutado  Belzunce,  atento  lo  estatuido 
en  el  Código  citado,  artículos  677,  segunda  parte,  y  1478. 

6^  Que  igual  cosa  debe  decirse  de  la  espeta,  de  conformidad 
al  artículo  1601  del  Código  de  Comercio,  que  dispone  que  lamo- 
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ratoria  (espera)  es  personal  al  deudor  y  no  aprovecha  á  los  co- 
deudores ó  fiadores,  salvo  estipulación  en  contrario ;  estipula- 
ción que  no  ha  existido  en  el  caso  actual. 

4 

La  circunstancia  de  que  la  espera  haya  sido  acordada  en  con- 
curso civil,  no  obsta  á  la  aplicación  d^l  artículo  citado ;  porque, 
como  se  ha  demostrado,  la  obligación  ó  pagarés  de  que  se  trata 
es  comercial,  y  debe  aplicarse  el  Código  de  Comercio  para  fijar 
los  efectos  de  la  prórroga  del  plazo  estipulado,  como  cualesquie- 
ra otros  que  surjan  del  citudo  papel  de  comercio. 

Lo  dicho  basta^  á  juicio  de  este  juzgado,  para  evidenciar  la 
improcedencia  de  las  excepciT)nes  de  quitas  y  esperas  deducidas 
j  justificar  su  jéchazo. 

Por  tanto,  se  resuelve  r  no  baeer  lugar  á  las  excepciones  for- 
'muladas  por  e>  ejecutado,  mandando  llevar  adelante,  la  e>ecu- 
cion^oon  costas.  Hágase  saber,  reponiéndose  los  sellos  que  fal- 
taren.       •        "  .  * 

Valentín  Luco. 


Wtklím  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Que  aun  en  el  supuesto  de  tratarse  de 
una  obligación  civil,  no  cabe  duda  que  la  solidaridad  estipulada 
en  los  documentos  de  fojas  una  y  dos,  da  derecho  al  acreedor 
para  demandar  el  integro  pago  de  la  deuda  á  cualesquiera  délos 
deudores  (artículos  seiscientos  noventa  y  nueve  y  setecientos 
cinco  del  Código  Civil). 

Que  el  ejecutado  no  puede  defenderse  oponiendo  excepciones 
personales  á  su  codeudor  (artículo  setecientos  quince  del  citado 
Código). 
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Por  esto  7  por  sos  fundamentos:  se  confirma,  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  setenta  y  siete.  Repuestos  los  sellos, 
devuélvanse . 

RENJAHIN  PAZ.  — AREL  RAZAN.  — 
OCTAVIO  RUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAVfi^A  ?i:xxii 


El  Banco  Nacional,  en  liquidación,  contra  D.  Policarpo  Castro^ 

por  cobro  de  pesos;  sobre  recusación 

Sumario,  —  £1  pleito  pendiente  de  una  de  las  partes  contra 
el  Juez,  es  justa  causa  de  recusación . 


Caso. — El  representante  del  Banco  recusó  al  juez  por  ser 
udor  moroso  del  establecimiento  y  tener  pleito  pendiente 


deudor  moroso 
con  éh 


Fallo  del  Jues  Pedernl 


La  Plata,  Febrero  9  de  1897. 


Autos  y  vistos:  Considerando  que  la  recusación  deducida 
se  funda  en  que  el  infrascrito  es  deudor  moroso  del  Banco  eje- 
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catante;  y  tratándose  de  un  establecimiento  q[ae  sólo  es  una  en- 
tidad moral  6  persona  de  existencia  ideal,  j  que  no  puede  apli- 
carse por  lo  tanto  la  disposición  in?ocada  como  si  se  tratase 
de  una  persona  ó  personas  de  existencia  visible,  que  difiere  para 
el  caso  ocurrente  de  aquellos  contra  los  que  no  pueden  existir 
legalmente  odio  ni  rencor,  ni  otra  causa  equivalente,  resuelvo 
no  hacer  lugar,  con  costas^  á  la  recusación  deducida  y  corran 
los  autos  según  su  estado. 
Repónganse  las  fojas  en  su  oportunidad. 

M.  S.  de  Aurrecoechea. 


Fallo  «le  ím  Suprema  Certe 

Baenos  Aires,  Marzo  9  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Que  según  resulta  de  autos,  no  sólo 
existe  entre  el  juez  y  el  recusante  relaciones  de  acreedor  y  deu- 
dor, sino  que  hay  juicio  pendiente^  promovido  por  el  Banco  con- 
tra el  juez,  cobrando  las  sumas  adeudadas. 

Que,  en  consecuencia,  median  no  sólo  las  Himples  relaciones 
de  acreedor  y  deudor  entre  el  recusante  y  recusado,  sino  otra 
causal  más,  ó  sea,  la  de  pleito  pendiente,  resultando  así  bien 
fundada  la  recusación  interpuesta. 

Por  esto,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  una  vuel- 
ta, admitiéndose,  por  tanto,  la  recusación  deducida  en  el  es- 
crito de  foja  treinta  y  una.  Devuélvanse. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN .  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
KRENT. 
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CAUSA  XXXIII 


Criminal  contra  Carlos  Monsegur,por  defraudación; sobre  recur- 
so d  la  Suprema  Corte  de  autos  de  los  tribunales  locales 


Sumario. —  La  interpretación  y  aplicación  délas  leyes  de 
procedimientos  hechas  por  tos  tribunales  locales,  no  autoriza 
el  recurso  á  la  Suprema  Corte. 


Caso.  —  Lo  explica  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  y  la 


VISTA   DEL  SEflOR  PROCURADOR   GENERAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1896. 

Suprema  Corte  : 

E\  auto  de  foja  117  confirmó  el  de  1*  instancia  de  foja  112 
Yuelta. 

Tratando  éste  de  restablecer  los  procedimientos  correspon- 
dientes al  estado  de  la  causa,  se  ha  apoyado  en  las  disposicio- 
nes relativas  del  Código  de  Procedimientos  y  en  la  jurispruden- 
cia'de  los  Tribunales  de  la  Capital,  que  han  fijado  su  al- 
cance . 
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No  se  ha  disentido  ni  resuelto  sobre  punto  alguno  regido 
por  la  Constitución  nacional,  ni  puede  seriamente  afirmarse 
que  ha  faltado  amplitud  á  la  defensa,  cuando  se  ha  caido 
en  la  prodigalidad,  abusándose  de  ella. 

No  estando  autorizado  el  recurso  traido  a'nte  Y.  £.  ni  por  el 
artículo  14  de  la  ley  de  competencia  de  1863,  ni  por  e\  artí- 
22  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal,  ya  que  no  se 
trata,  ni  de  sentencia»  definitiva,  ni  de  punto  regido  por  la 
Constitución  ó  leyes  especiales  del  Congreso,  se  ha  de  servir 
V.  £.  declarar  improcedente  el  recurso  interpuesto  á  foja  1^ 
y  mandar  devolver  los  autos  acompañados,  al  Tribunal  deque 
proceden . 

Sabiniano  Kier, 


Fallo  de  I»  SiupreinA  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1897. 

Autos  y  vistos :  Considerando  :  Queía  resolución  de  foja  cien- 
to veinte,  confirmatoria  de  la  foja  ciento  doce«  declarando  que 
el  auto  de  prueba  ha  sido  debidamente  notificado  con  la  notifi- 
cación hecha  al  defensor  del  procesado,  se  limita  á  interpre- 
tar el  Código  de  Procedimientos  penales. 

Que  la  interpretación  de  las  leyes  de  procedimiento  dictadas 
por  el  Congreso  Naoianal  en  su  carácter  de  legislatura  local, 
no  autoriza  el  retiurso  á  que  se  refiere  el  inciso  segundo  del  ar- 
tígala veintidós  del  citado  Código,  como  lo  tiene  resuelto  esta 
Suprema  Corte  en  diversos  fallos  estableciendo  jurisprudencia 
al  respecto. 

Que,  por  otra  parte,  no  se  ha  puesto  en  cuestión  ante  los 
tribunales  locales  la  cláusula  de  la  Constitución  q^ue  ahora  se 
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inTooa,  de  modo  que  no  ha  podido  recaer  resolución  sobre 
ella. 

Foresto  y  de  acaerdo  con  lo  expuesto  7  pedido  por  el  señor 
Procarador  General,  se  declara  bien  denegado  el  recnrso.  Agre- 
gúense estas  actuaciones  al  expediente  remitido  como  informe  y 
devuélvanse  al  tribunal  de  su  origen. 

BENJAUIN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BOlfGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 


CAVHA  .ICXXIV 


Criminal  contra  don  Ricardo  Gaché  y  otros,  por  defraudación; 

sobre  prisión  preventiva 


Sumario.  —  1^  El  auto  que  ordena  la  prisión  preventiva,  es 
apelable. 

2°  La  prisión  preventiva  no  procede  si  no  existe  semiplena 
prueba  ó  vehementes  indicios  de  culpabilidad  contra  la  persona 
á  quien  afecta. 


Caso.  —  Lo  explica  el 
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Pallo  del  Juez  Pederal 


Buenos  Aires,  Febrero  14  de  1897. 

Autos  7  vistos :  Resaltando  de  las  constancias  de  este  suma- 
rio mérito  bastante  para  sospechar  que  el  autor  del  delito  que 
lo  ha  motivado,  es  el  detenido  Ricardo  G-ache,  y  habiéndose  lle- 
nado los  extremos  á  que  se  refiere  el  artículo  366  del  Código  de 
Procedimientos  Penales.  Por  esto :  se  ordena  la  prisión  pre- 
ventiva de  Ricardo  Gache^  sin  sobrenombre  ni  apodo,  argenti- 
no, de  veintiocho  años  de  edad,  soltero;  segundo  jefe  déla 
oficina  de  cuentas  corrientes  del  Banco  de  la  Nación  Argen- 
tina, domiciliado  en  la  calle  de  Santiago  del  Estero  número 
1055,  el  que  deberá  permanecer  detenido  en  el  Departamento 
de  Policía  en  calidad  de  comunicado  y  á  la  orden  de  este  juzgado 
hasta  nueva  disposición. 

A  los  efectosdel  artículo  41 1  del  citado  código,  trábese  embargo 
en  sus  bienes  por  la  suma  de  diez  mil  pesos  moneda  nacional  de 
curso  legal,  á  cuyo  efecto  se  librará  mandamiento  de  embargo 
entregándose  para  ser  diligenciado  al  oficial  de  justicia  del  juz- 
gado y  líbrese  oficio  alJefe  de  Policía. 

Proveyendo  respecto  á  los  demás  detenidos  y  á  que  se  refieren 
los  autos  de  foja  80  á  foja93  vuelta,  se  ordena  su  libertad  en 
el  día,  á  cuyo  efecto  se  librará  oficio  al  Jefe  de  Policía. 

A  los  efectos  consiguientes,  notifíquese  esta  resolución  al  Ge- 
rente del  Banco  de  la  Nación  Argentina. 

P.  Olaechea  y  Alcor ta. 
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VISTA  DEL  SEJlOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  32  de  1897. 
Suprema  Corte  : 

"El  auto  de  foja  108  declara  haber  mérito  legal  para  la  pri- 
sión preventiva  del  procesado  Ricardo  Qache  y  el  embargo  de 
bienes  bastantes  á  la  responsabilidad  de  los  resaltados  de  la 
cansa. 

Esa  resolución  procede,  con  sujeción  á  las  disposiciones  de  los 
artículos  366  y  411  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  crimi- 
nal. Consta  ya  la  existencia  de  un  delito  por  desfalco  al  Ban- 
co de  la  Nación  Argentina;  se  ha  tomado  ya  la  declaración  in- 
dagatoria,  y  las  de  muchos  empleados  del  Banco;  y  del  cúmulo 
de  hechos,  tan  profusamente  acumulados,  resultan  indicios  su- 
ficientes, á  juicio  del  juez  de  la  causa,  para  la  adopción  de  la 
prisión  decretada . 

Si  á  ello  se  agrega  que  el  artículo  411  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal  prescribe  el  embargo  de  bienes  sufi- 
cientes del  procesado,  junto  con  la  orden  de  prisión  preventiva, 
no  puede  desconocerse  que  los  dos  actos  decretados,  encuentran 
fundamento  legal  en  las  constancias  del  sumario  y  las  prescrip- 
ciones del  procedimiento  legal . 

No  pienso  que  ese  auto  fuera  de  gravamen  irreparable  y  con- 
tra él  procediera,  en  consecuencia^  el  recurso  de  apelación;  pe- 
ro si  así  no^fuera,  sus  propios  fundamentos  autorizarían  la  con- 
firmación que  solicito  de  Y.  E. 

Sabiniano  Kier. 
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Fallo  de  la  Suprema  l^orte 

Buenos  Aires,  Marzo  11  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Que  según  lo  tiene  resuelto  esta  Supre- 
ma Corte,  el  auto  que  ordena  la  prisión  preventiva  es-apelable. 

Que  las  constancias  de  autos  son  bastantes  á  demostrar  la  co- 
misión del  delito  que  motiva  este  proceso,  siendo  verosímil,  co- 
mo lo  expresan  las  varias  declaraciones  prestadas  por  los  em- 
pleados del  Banco  en  la  oficina  de  cuentas  corrientes,  que  el 
autor  ó  autores  del  hecho^  esté  entre  los  citados  empleados. 

Que  así,  el  procedimiento  observado  por  el  juez  es  conforme 
con  lo  dispuesto  en  el  artículo  trescientos  sesenta  y  cuatro,  inci- 
so primero,  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal,  á  los 
efectos  de  la  detención. 

Qoe  no  puede  decirse  otro  tanto  en  relación  al  auto  apelado^ 
pues  que  para  individualizar  la  persona  del  autor  del  delito  y 
motivar  la  prisión  preventiva,  es  necesario  que  exista  contra 
persona  determinada  semiplena  prueba  ó  vehementes  indicios 
de  culpabilidad,  como  lo  previene  el  artículo  segundo  del  cita- 
do Código  de  Procedimientos,  que  debe  concordarse  con  el  in- 
ciso tercero  del  artículo  trescientos  sesenta  y  seis  del  mismo. 

Que  en  el  estado  de  la  causa,  no  hay  elementos  suficientes 
que  sirvan  á  establecer  que  deba  sospecharse  más  bien  de  Ga- 
ché^ que  de  varios  otros  empleados  de  la  misma  oficina. 

Por  estos  fundamentos,  y  oido  el  señor  Procurador  G-eneral: 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento  ocho,  sin  perjuicio  de  lo 
que  corresponda  proveer  en  mérito  de  las  ulteriores  investiga- 
ciones del  sumario;  y  devuélvanse. 

benjamín  PAZ.  — ABEL  BAZAN.  — 
JOAN  E.  TORRENT. 
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rAIJS.4  \XX\ 


Bergen  y  Gurí,  contra  Williams  y  C*,  por  cumplimiento  de  un 
contrato  de  fletamento^  daños  y  perjuicios;  sobre  pruebas 


Sumario.  —  1^  La  pertineDcia  6  do  de  las  medidas  proba- 
torias solicitadas,  debe  apreciarse  al  dictar  sentencia. 

2^  Son  inapelables  los  simples  decretos  de  trámite  que  no 
traen  gravamen  para  la  definitiva. 


Caso.  —  Estando  esta  causa  á  praeba,  la  parte  actora 
pidió  (jue  se  Ubre  oficio  al  Presidente  de  la  Bolsa  de  Co- 
mercio, para  que  se  sirva  constatar  si  se  han  suscitado  ante 
la  Cámara  Sindical  cuestiones  entre  fletantes  y  fletadores  de 
buques,  para  cargar  animales  en  pie  ó  mercaderías  para  la 
exportación,  sobre  el  punto  de  saber:  qué  debe  entenderse, 
según  los  usos  del  comercio  marítimo,  cuando  se  fleta  un 
buque  oAout,  en  inglés;  environ,  en  francés;  alrededor  6  próxi- 
mamente en  nuestro  idioma  nacional;  en  31  de  Agosto,  Y  en 
caso  afirmativo  se  sirva  expresar  cuántos  días  después  del  pla- 
zo estipulado  deben  esperar  los  cargadores  ó  fletadores,  que  el 
fletante  les  ponga  listo  el  buque  fletado,  sin  exigir  indemniza- 
ción alguna  por  perjuicios  causados  por  la  demora,  según  los 
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fallos  de  la  Cámara  Siadical  y  los  usos  del  comercio  marítimo. 

T  para  que  se  digne  contestar,  igaalmente,  con  arreglo  á  sus 
fallos  si  los  hnblere,  ó  de  acuerdo  con  los  usos  del  comercio  ma- 
rítimo: qué  interpretación  corresponde  á  la  cláusula  que  faculta 
la  sustitución  del  vapor  fletado,  como  cuando  se  dice:  el  Bis^ 
hopsgate  6  sustituto;  si  debe  entenderse  la  sustitución  sin  causa 
de  fuerza  mayor  6  caso  fortuito,  y  con  otro  boque  cualesquiera 
por  convenir  más  á  los  intereses  del  fletante,  ó  bien  si  debe 
obedecer  á  las  causas  antedichas  y  hacerse  con  otro  buque  de 
iguales  dimensiones  y  condiciones  de  navegación,  tratándose  de 
un  contrato  para  transportar  animales  en  pié. 

El  juez  proveyó  de  conformidad. 

La  parte  contraria  dedujo  revocatoria  diciendo  : 

El  pedido  en  cuestión  es  improcedente  en  todas  sus  partes, 
pues  se  pretende  con  él  traer  al  juicio  una  simple  opinión  que  no 
tiene  valor  alguno.  Admitir  tal  diligencia  de  prueba  importa 
admitir  que  la  opinión  del  juez  puede  ser  sustituida  por  la  Cá- 
mara Sindical  para  la  interpretación  de  las  cláusulas  de  un  con- 
trato. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1896. 

T  vistos  :  Por  los  fundamentos  del  escrito  de  la  parte  actora, 
y  no  podiendo  el  juzgado  apreciar  en  el  estado  actual  de  la  causa 
la  pertinencia  ó  impertinencia  de  la  medida  probatoria  solicitada 
por  la  parte  actora,  no  ha  logar,  con  costas,  á  la  reposición 
solicitada;  y  se  concede  en  relación  el  recurso  de  apelación 
subsidiariamente  interpuesto,  elevándose  los  autos  á  la  Supre- 
ma Corteen  la  forma  de  estilo. 

Juan  del  Campillo. 
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Después  de  dictada  esta  resolución.,  el  Juez  Federal,  por  de- 
eretos  fecha  25  y  26  de  Febrero  respetivamente,  mandó  agregar 
dosoñcios  librados,  uno  al  ministro  deHaoienda y  otro  ala  Pre- 
fectura Marítima,  con  motivo  de  diligencias  de  pruebas  pedidas 
por  la  parte  actora . 

£1  demandado  apeló  y  dijo  de  nulidad  de  esos  decretos  por 
haberse  desprendido  el  juzgado  de  su  jurisdicción  en  virtud  de  la 
apelación  concedida. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 

*        * 

Buenos  Aires,  Marzo  ll  de  1897. 

Vistos  y  considerando  :  Qufe  es  exacto  que  ál  dictarse  una  sen- 
tencia deñnitiva  será'  la  oportunidad  de  apreciar  el  mérito  de 

los  informen  que  se  solicitan,  lo  que  basta  á  demostrar  que  el 

*  » 

JuBz  no  se  deaprende  de  la  facultad  de  juzgar . 

Por  esto,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  ochen- 
ta y  cuatro. 

Y  considerando  sobre  la  apelación  interpuesta  á  foja  ciento 
veinticuatro:  que  ella  se  dirije  contra  simples  decretos  de  trá- 
mite que  el  Juez  ha  podido  dictar,  y  que  no  traen  gravamen 
para  la  definitiva,  como  lo  requiere  el  artículo  doscientos  seis 
de  la  ley  de  procedimientos,  se  declara  mal  concedido  dicho  re- 
curso. Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

benjamín    paz. — ABEL    BAZAN. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 
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CADfilA   XXWW 


El  Banco  Nacional,  en  liquidación,  contra  don  Manuel  Ferré  y 
don  Be7iito  L  Ramayon,  por  nulidad  de  chancelación  de 
deuda  ;  sobre  embargo  preventivo. 


Sumario.  — Procede.el  embargó  preventivo  para  asegtirar  el 

pago  de  una  deuda  qae  se  reconoee  hab,er  existido,  y  se  alega 

*  •  • 

haber  sida  obancelada  sin  derecho. 


Caso. ' —  Besultadel  fallo  de  la  Suprema  Corte  y  del 


.    Fallo  del  Jiies  Federal 

Corrientes,  Agosto  28  de  1895. 

Vi8t<»s  :  Fundándose  la  excepción  de  litis*pendencia,  opues- 
ta por  los  demandados,  en  la  existencia  del  proceso  criminal 
que  el  Banco  les  seguía,  y  habiendo  terminado  ese  juicio  con 
la  sentencia  definitiva  dictada  por  la  Suprema  Corte,  de  cuya 
parte  dispositiva  se  agregará  copia,  ya  no  tiene  razón  de  ser  di- 
cha excepción,  debiendo,  por  consiguiente^  los  demandados  con- 
testar derechamente  la  demanda  en  el  término  de  seis  dias. 

Y  considerando  en  cnanto  al  otrosí  del  precedente  escrito  : 
Que  el  objeto  de  la  acción  civil  instaurada  contra  don  Manuel  A. 
Ferré  y  Benito  L.  Bamayon  y  lo  que  se  pide  es,  según  se  ex- 
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presa  claramente  en  el  segando  y  tercer  panto  del  escrito  de 
demanda,  cque  la  sentencia  definitiva  declare  qae  son  nalas  6 
quedan  anuladas  las  cancelaciones  hechas  en  el  Banco,  de  las 
deudas  que  tenían  los  expresados  señoies  Manuel.  A.  Ferré  y 
Benito  L.  Ramayon  y  Nicolás  Ferré,  que  fueron  sustituidas  el 
16  de  Noviembre  de  1891,  por  la  de  Juan  R.  Lara ;  y  en  conse- 
cuencia, que  el  señor  señor  Manuel  A.  Ferré  es  deudor  del 
Banco  Nacional  en  liquidación,  déla  cantidad  de  188.903  peso^, 
que  importaban  las  deudas  canceladas,  más  los  intereses  co- 
rrespondientes, lo  mismo  que  el  señor  Benito  L.  Ramayon  es 
garante  solidario  de  la  de  Manuel  A.  Ferré  por  la  suma  de 
123.595  pesos  moneda  nacional,  con  sus  intereses  y  más  los 
daños  y  perjuicios,  y  las  costas  del  juicio  >.  Gomo  se  vé,  no  se 
trata,  en  el  presente  caso,  de  responsabilidades  civiles  resul- 
tantes de  las  operaciones  sustituidas,  como  parece  insinuarlo 
en  el  otrosí  el  representante  del  Banco,  con  las  vacilaciones 
propias  en  presencia  de  la  sentencia  absolutoria  de  colpa  y  car- 
go de  la  Suprema  Corte,  siúó  que  esas  operaciones  vuelvan  al 
mismo  ó  igual  estado  en  que  se  hallaban  antes  de  las  sustitucio- 
nes. Colocada  así  la  cuestión  en  el  verdadero  terreno,  elegido 
por  el  actor,  no  se  alcanza  la  razón  6  el  fundamento  que  haga 
procedente  *il  embargo  de  los  bienes  de  los  demandados,  como 
medida  precautoria  para  asegurar  las  resultas  del  juicio,  porque 
suponiendo  que  la  sentencia  definitiva  que  cerrase  el  pleito  les 
fuese  adversa  á  los  demandados,  ¿qué  dispondría?  Simplemen- 
te que  Manuel  A.  Ferré  y  Benito  L.  Ramayon  no  habían 
dejado  de  ser  deudores  del  Banco  de  las  obligaciones  que  ex- 
tinguieron por  medio  de  las  sustituciones  que  se  declararon 
nulas;  no  iría  hasta  hacer  efectivas  esas  obligaciones,  mandar 
pagar  la  deuda  6  afianzarla  con  sus  bienes,  pues  eso  sería  mate- 
ria de  otro  juicio,  y  entonces  el  secuestro  que  se  solicita  no  tie- 
ne razón  de  ser,  máxime  cuando  no  consta,  ni  se  dice,  que  esas 
obligaciones  hubiesen   estado  originariamente  garantidas  con 
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los  mismos  bienes,  cuyo  embargo  se  pide,  6  con  otros  que  sq 
hubiesen  sustraído  á  las  garantías  í  consecuencia  de  las  mis- 
mas sustituciones.  Por  esto,  no  se  hace  lugar  al  embargo  que 
se  solicita  en  el  otrosí. 

Luj  amblo. 

Auto  del  Ju«B  ffederal 

« 

Corrieotes,  Setiembre  28  de  1895.  . 

Vistos  y  considerando:  Primeramente,  el  escrito  de  la  par- 
te de  Ferré  y  Ramayon,  en  el  que  pide  por  vía  de  reposición 
se  declare  que  las  costas  de  la  excepción  opuesta  á  la  de- 
manda son  á  cargo  del  Banco;  que  esa  declaración  no  sería  pro^ 
cedente  ni  justa  en  nuestro  caso,  desde  que  ella  tendría  que 
ser  una  consecuencia  necesaria  de  la  solución  favorable  que  se 
habría  dado  á  la  excepción  opuesta;  que  en  la  época  en  que  se 
dictó  el  auto  en  cuestión,  no  hubo  ya  necesidad  de  que  el  juz- 
gado se  pronunciara  sobre  la  justicia  ó  improcedencia  de  esa  ex- 
cepción, por  haber  dejado  de  tener  razón  de  ser,  según  se  expresa 
en  el  auto  referido,  y  isí  lo  reconoce  el  recurrente.  Que,  por  con- 
siguiente, el  excepcionante,  no  puede  atribuirse  los  fueros  de 
vencedor  en  la  contienda  entablada,  para  pedir  se  condene  en  las 
costas  á  su  adversario,  quien,  con  igual  derecho  que  él,  podría 
creersetambien  vencedor,  ya  que  no  hay  un  fallo  que  discierna 
á  quién  corresponde  la  victoria. 

Y  considerando  la  revocatoria  deducida  por  el  Banco,  de  la 
parte^  del  mismo  auto,  denegatoria  del  embargo  solicitado  en 
el  otrosí  del  escrito  que  le  antecede  :  que  por  las  razones  ex- 
puestas  en  el  auto  de  la  referencia,  que  no  han  sido  desvirtuadas 
por  el  recurretite  y  por  los  fundamentos  del  escrito  del  deman- 
\  dado,  debe  tenerse  por  sobsistente  esa  resolución. 

T.  LXV3I  4 
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Por  estos  fnnd  amen  tos,  no  se  hace  lugar  á  las  reposiciones 
solicitadas,  y  en  virtud  de  las  apelaciones  snbsidiariamente  in-* 
terpoestas,  que  se  conceden,  remítanse  los  autos  á  la  Suprema 
Corte,  á  costa  de  ambas  partes,  con  el  oficio  de  estilo,  sin  es- 
pecial condenación  en  costas,  por  reputarse  compensadas  las  que 
han  debido  ser  recíprocamente  á  cargo  del  demandante  y  de- 
mandado, en  los  incidentes  resueltos  por  este  auto.  Hágase  saber 
en  el  original  y  repóngase. 

Luj  amblo. 


Fallo  de  la  Suprema  Corfe  (i) 


Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1897. 

Vistos  y  considerando  :  Primero :  Que  el  embargo  preventivo 
solicitado  por  el  representante  del  Banco  Nacional  á  foja  qui- 
nientas dos,  tiene  por  objeto  asegurar  las  responsabilidades  de 
don  Manuel  A.  Ferré  y  Benito  L.  Ramayon,  para  el  pago  de  la 
deuda  á  que  se  refiere  la  demanda  de  foja  primera,  que  aquel 
pretende  pesa  sobre  este  último  á  favor  del  Banco,  su  repre- 
sentado, en  virtud  de  los  antecedentes  y  hechos  relacionados 
en  la  demanda  citada. 

Segundo  :  Que  para  declarar  sí  procede  ó  no,  dicho  embar- 
go, corresponde  examinar  si  el  caso  se  halla  ó  no,  comprendi- 

(1)  Integrada  con  el  conjaez  doctor  Manuel  Obarrio.  En  la  misma  fecha 
SQ  dictaron  iguales  resoluciones  en  dos  causas  análogas  del  Banco  Nacio- 
nal, contra  don  i Eugenio  Minvielle,  una,  y  la  otra  contra  don  Benito  L. 
Ramayon.  En  la  primera  componían  el  Tribunal  los  señores  Ministros  doc- 
tores Bazan,  Bunge'y  Torrent,  y  en  la  segunda  los  dos  primeros  y  el  conjuez 
doctor  Obarrio.  En  ambas,  el  señor  Ministro  doctor  Bunge  estuvo  en  disi- 
dencia, como  en  la  presente. 
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do  tanto  eD  la  disposición  del  artículo  cincuenta  y  cinco»  inciso 
tercero,  de  la  ley  de  enjuiciamiento  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  bajo  cuyo  imperio  se  pidió  y  fa- 
lló en  primera  instancia  el  embargo  solicitado,  como  en  las  dis- 
posiciones concordantes  sobre  la  materia  del  título  trece  del 
Código  de  Procedimientos  civiles,  vigente  en  esta  Capital,  que 
por  la  ley  número  tres  mil  trescientos  setenta  y  cinco  se  han  in- 
corporado últimamente  á  aquella  ley,  ó  sea,  si  la  deuda  por  la 
cual  se  pide  el  arraigo  de  Ferré  y  Bamayon,  bajo  la  responsa- 
bilidad del  Banco,  se  halla  6  no  acreditada  con  escritura  au- 
téntica ú  otra  prueba  fehaciente. 

Tercero  :  Que  por  tas  constancias  del  proceso  criminal  se- 
guido á  Teodoro  Brasch  y  otros,  inclusive  Ferré  y  Ramayon, 
por  defraudación,  y  que  esta  Suprema  Corte  ha  tenido  á  la 
vista,  se  halla  plenamente  comprobado  hasta  por  declaración 
de  los  mismos  Ferré  y  Bamayon,  que  adeudaban  al  Banco 
Nacional,  por  capital  é  intereses,  la  suma  á  que  se  reñere 
la  demanda  de  foja  primera^  y  que  cancelaron  su  deuda,  me- 
diante la  operación  concertada  con  el  ex-gerente  Brasch.  de 
sustituir  como  deudores  de  su  obligación,  á  otras  personas, 
que  asumieron  la  de  pagar  aquélla  coa  hipoteca  de  varias  pro- 


Cuarto:  Que  es  también  un  hecho  incontestable,  que  en  la  sen* 
tencia  de  esta  Suprema  Corte,  que  se  registra  en  la  serie  cuarta, 
tomo  diez,  página  doscientos  setenta  y  siete,  y  que  absolvió  de 
culpa  y  cargo  á  los  procesados  en  el  juicio  de  la  referencia,  al 
apreciarse  las  operaciones  de  sustitución  practicadas  por  el  ex- 
gerente Brasch,  con  el  mérito  de  los  hechos  justificados  en  el 
proceso,  se  hizo  la  siguiente  declaración:  c  Es  induble  que,  al 
producir  esas  operamones  el  ex-gerente  Brasch  ha  excedido 
las  facultades  del  mandato  que  le  había  conferido  el  Banco  Na- 
cional ». 

Quinto  :  Que  dado  el  mérito  de  esta  declaración,  hecha  de 
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conformidad  con  la  dísposicioa  del  artículo  cuatrocientos  no- 
venta y  cinco,  inciso  cuarto,  del  Código  de  Procedimientos  en 
io  criminal,  y  el  del  reconocimiento  judicial  de  la  deuda,  hebha 
por  Ferré  y  Ramayon,  áqne  se  refiere  el  tercer  considerando  de 
esta  resolución,  es  indudable  que  el  embargo  preventivo  solici- 
tado por  el  representante  del  Banco  á  foja  cincuenta,  se  halla 
comprendido  no  sólo  en  la  disposición  del  artículo  cincuenta  y 
cinco,  inciso  tercero,  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  sino  también 
en  los  artículos  cuatrocientos  cuarenta  y  tres,  inciso  segundo, 
y  cuatrocientos  cuarenta  y  ocho  del  Código  de  Procedimientos 
de  la  Capital,  para  declarar  su  procedencia,  sin  que  á  ello  obs- 
ten los  términos  del  peíiium  de  la  demanda  de  foja  primera  ni 
la  resolución  que  en  definitiva  haya  de  pronunciarse,  según  se 
desprende  del  texto  mismo  del  artículo  cincuenta  y  cinco  de  la 
ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres 
ya  citada. 

Por  estos  fundamentos :  se  revoca  el  auto  de  foja  cincuenta 
y  una,  en  cuanto  no  hace  lugar  al  embargo  preventivo  solicita- 
do en  el  otrosí  del  escrito  de  foja  cincuenta,  el  que  se  declara 
procedente;  admítese  el  desistimiento  formulado  á  foja  ochenta 
y  dos,  relativo  á  las  costas,  y  se  confirma  el  auto  de  foja  cin- 
cuenta y  una,  en  su  primera  parte,  ósea,  en  cuanto  no  contiene 
la  condenación  reclamada  á  foja  cincuenta  y  ocho,  en  virtud  de 
los  fundamentos  que  al  respecto  se  aducen  en  el  auto  de  foja 
cincuenta  y  nueve.  Devuélvanse. 

ABEL  RAZAN.  —  MANUEL  OBARRIO. 

—OCTAVIO  BtNGE  (eu  disidencia). 
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DISIDENCIA 


Vistos  :  Admítese  el  desistimiento  formulado  en  el  escrito  de 
foja  ochenta  y  dos;  y  por  los  fand amentos  del  auto  de  foja 
cincuenta  una,  relativos  al  embargo  preventiTO^  se  confirma 
éste;  confirmándose  también,  en  virtud  de  las  consideraciones 
aducidas  en  el 'auto  de  fojanesenta  y  nueve,  el  mismo  de  foja 
cincuenta  y  una,  en  cuanto  no  contiene  la  condenación  en  costas 
reclamada  á  foja  cincuenta  y  ocho, 

OCTAVIO  BUNGE. 


CAIJSIA  XXXVII 


Don  Antonio  Vgueroaga^  contra  don  José  Benjarhin  Divalos, 
por  devolución  de- una  finca  y  reconvención  por  escritura' 
don ;  sobre  depósito  ó  afianzamiento  del  precio  entregado  y 
competencia* 


Sumario.  —  Sí  durante  el  pleito  sobre  devolución  ó  escritu- 
ración de  una  finca>  se  ha  entregado  el  precio  bajo  la  responsa- 
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bilidad  solidaria  d6  dos  personas,  y  por  insolvencia  de  una  de 
estas,  el  comprador  pide  qu^  la  otra  deposite  el  precio  re- 
cibido ó  refuerce  la  garantía  con  lañrma  solidaria  de  otra  perso- 
na abonada,  este  incidente  no  importa  una  acción  contra  el 
vendedor,  y  por  consiguiente,  si  éste  ha  fallecido,  no  debe  ser 
remitido  al  juez  de  su  testamentarla. 


Caso,  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas 


Fallo  del  Jues  Federal 


Salta,  Diciembre  14  de  1894. 

Y  vistos:  Considerando  que  el  juicio  seguido  ante  este  juzgado 
por  don  Antonio  TTgueroaga  contra  don  José  Benjamín  Dávalos 
sobre  devolución  de  la  finca  c  Las  Pilcas»  y  consiguiente  recon- 
vención por  escrituración  de  venta  de  la  misma,  al  cual  se  refiere 
don  Pedro  Cánepa  en  la  declinatoria  opuesta  á  foja  67  y  don  Teo- 
doro M.  Lindosso  en  la  inhibitoria  deducida  ante  el  señor  juez 
en  lo  civil  doctor  don  Andrés  Molina,  concluya  por  sentencia 
definitiva  de  foja  58  á  foja  62  vuelta,  ejecutoriada  por  resolu- 
ción déla  Suprema  Corte,  foja  79  vuelta,  y  cumplida  por  autos  de 
foja  126  á  foja  128,  y  de  foja  141,  confirmado  por  la  Suprema 
Corte  á  foja  153  vuelta,  en  vida  del  finado  Ugueroaga. 

Que  en  los  últimos  obrados  consta  que  el  incidente  sobre  pre- 
sentación de  fianza  por  don  Pedro  Cánepa  6  en  su  defecto  devo- 
lución de  la  cantidad  depositada  por  don  José  Benjamín  Dava- 
les en  cumplimiento  de  la  citada  sentencia,  se  trabó  únicamente 
entre  éstos,  sin  figurar  como  parte  la  sucesión  del  finado  ugue- 
roaga, pues  si  bien  tiene  ella  un  interés  in  espectattcio  en  la  can- 
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itdad  referida,  ésta  bia  sido  destinada  por  aqaella  sentencia  á 
responder  al  comprador  de  las  resultas  de  nn  juicio  que  sobre 
reivindicación  de  la  misma  finca  siguen  terceras  personas  ante 
los  tribunales  de  la  Provincia. 

Que,  en  consecuencia,  no  pende  anteeste  Juzgado  ningún  jui- 
cio en  el  qneligure  como  demandante  ó  demandadala  testamen- 
taría de)  recordado  señor  ügueroaga;  ni  se  trata,  por  lo  tanto^ 
de  ninguno  de  los  casos  á  que  se  refieren  las  disposiciones  del 
artículo  3284  del  Código  Civil,  el  artículo  12  de  la  ley  de  Se- 
tiembre de  1863,  ni  los  fallos  de  la  Suprema  Corte  citados  por 
fos  ocurrentes. 

Por  estas  razones,  fallo  :  no  haciendo  lugar  á  la  declinatoria 
opuesta  por  don  Pedro  Cánepa,  con  costas,  niá  la  inhibitoria  so- 
licitada por  S.  S.  el  juez  en  lo  civil  de  la  Provincia, ;  mando  se 
estéá  b  ordenado  en  decreto  de  23  de  Julio  ultimo.  Bepóngan- 
se,  notifíqoese  original  y  comuniqúese  á  S.  S.  el  juez  exhortan- 
te, expresando  que  se  expedirán  las  copias  que  tuviere  Á  bien 
solicitar  de  autos. 

David  ¿amhrano. 


VISTA  DEL  SENOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayo  29  de  1895. 

Suprema  Corte : 

La  cuestión  sub-judice  interesa  muy  principalmente  á  la  tes- 
tamentaría del  señor  IJgueróaga. 

Se' trata  de  la  devolución  ó  afianzamiento  de  una  suma  de  di- 
nero, preciode  la  finca  testamentaría  vendida,  y  déla  que  debe 
otorgarse  escritura  de  venta  por  los  representantes  de  ésta. 

Recibido  por  el  albacea  el  precio  depositado,  que  por  otra  par- 
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te  estaba  afectado  á' responsabilidades  en  favor  de  un  tercero, 
surge  la  cuestión  actual,  tendente  á  la  devolución  ó  depósito  dd 
la  suma  recibida  ó  su  afianzamiento  á  los  resultados  de  las  ges- 
tiones pendientes. 

El  albacea  ha  recibido  esas  sumas  á  nombre  de  la  testamen- 
taría; lo  que  comprueba  el  poder  de  foja  8,  el  escrito  de  foja 
10  y  las  diligen<^ias  posteriores,  y  la  fianza  otorgada  á  fo- 
ja 29. 

No  puede  afirmarse;   entonces  que  las   gestiones  pendientes 
sean  extrañas  á  la  testamentaría  de  Ugueroaga  desde  que  cons- 

4 

ta  que  el  dinero  recibido  por  el  albacea  pertenece  á  la  testa- 
mentaría como  precio  de  la  finca  vendida,  desde  que  consta  que 
lo  recibió  en  su  carácter  de  albacea,  desde  que  consta  que  por 
su  estado  de  quiebra  su  responsabilidad  personal  puede  uo  ser 
efectiva.  No  debe  desconocerse  entonces  que  el  resultado  final 
de  loB  gestiones  sobre  depósito  6  afianzamiento,  afectará  los  in- 
tereses testamentarios.  Es  entonces  de  aplicación  el  artículo  3284 
del  Código  Civil  y  su  correlativo  12,  inciso  1^,  déla  ley  sobre 
justicia  nacional  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

Opino  por  ello  que  y.  E.  debiera  revocar  el  auto  apelado, 
declarando  la  competencia  del  juez  civil  del  domicilio  del  cau- 
sante, que  la  ha  reclamado  por  oficio  de  foja  74;  sin  que  proceda 
por  ello  ante  Y.  E.  la  nulidad  expresada  por  defecto  de  repre- 
sentación de  la  testamentaría  y  de  los  herederos,  por  cuanto  la 
decisión  de  esos  puntos  correspondería  al  juez  que  resulte  con 
jurisdicción  legal  al  efecto. 


Sabiniano  Kter. 
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Fallo  de   tm  Suprem»  Oorte 


Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1897. 


Vistos  y  considerando:  Qne  segaa  consta  de  estos  aatos,  los 
dineros  de  cuja  devolución  ó  garantía,  se  trata,  fueron  entre- 
gados bajo  la  responsabilidad  personal  de  don  Bernardo  Canta 
y  garantía  ulterior  dada  por  don  Pedro  Cánepa  á  consecuencia 
de  las  actuaciones  de  foja  veintiuna  adelante,  obligándose  soli- 
dariamente. 

Qne  por  haber  caido  ^Canta  al  estado  de  insolvencia,  segnnlo 
dice  Canepa  á  foja  treinta  y  una  y  lo  afirma  también  la  parte 
de  Dávalos  á  foja  treinta  y  dos,  esta  parte  pide  que  Cánép'a  de- 
posite en  el  Banco  de  la  Nación  Argentina  la  suma  á  que  se  ha 
hecho  referencia,  6  refuerzo  su  garantía  con  la  firma  solidaria 
de  otra  persona  abonada. 

Qne  es  esa  petición  la  que  estáen  tramitación  ante  el  Juez  Fe- 
deral, siendo  así  cierto  que  no  hay  acción  deducida  contraía 
testamentaría  de  Ugueroaga. 

Que  intertanto  es  exacto  que  para  que  el  caso  dejara  de  ser  de 
la  competencia  de  la  justicia  federal,  que  ha  conocido  há'sta 
ahora  del  asunto,  sería  necesario  que  se  tratara  de  acciones  per- 
sonales de  los  acreedores  vlel  difunto  deducidas  contra  la  suce- 
sion,  con  arreglo  al  inciso  cuatro  del  artículo  tres  mil  doscien- 
tos ochenta  y  cuatro  del  Código  Civil,  desde  qne  es  indudable 
que  no  se  trata  de  demandas  referentes  á  los  demás  incisos  de 
ese  artículo. 

Por  estos  fundamentos,  oido  al  señor  Procorador  General,  y 
por  los  concordantes  del  auto  apelado  dé  foja  setenta  y  ocho,  se 
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confirma  éste,  con  costas;  no  haciéndose  lagar  al  recurso  de  nn- 
lidad,  por  no  haber  mérito  para  ello. 
Repuestos  los  sellos,  devuélvaose. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN. — 
JUAN  £.  TORRENT. 


CAUSA     XXÜIYIII 


El  Banco  de  la  Nación  contra  Don  Pedro  A.  Lataillade,  por  co- 
bro ejecutivo  de  pesos ;  sobre  competencia 

Sumario,  —£1  domicilio  indicado  en  el  documento  de  obliga* 
cion,  importa  la  elección  de  un  domicilio  especial  para  su  eje- 
cución . 


Caso.  —  Resulta  del 


Pallo  del  Jíuea  Federal 


Buenos  Aires,  Agosto  26  de  1896. 

Y  Tistes :  En  las  excepciones  de  espera  é  incompetencia  de 
jurisdicción  deducidas  á  foja  22. 


I 
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T  considerando  en  cuanto  á  la  segunda:  Que  según  se  des- 
prende del  documento  materia  de  la  ejecución,  él  fué  firmado  en 
esta  Capital,  en  donde  el  deudor  tenía  su  domicilio,  como  lo 
comprueban  la  misma  letra,  el  escrito  de  foja. 7  del  ejecutado, 
y  la  diligencia  de  foja  H  ynelta ;  por  lo  que,  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  por  el  artículo  121Í  del  Código  Civil^  el  pago  deberá 
efectuarse  en  esta  ciudad . 

2*  En  cuanto  á  la  de  espera:  que  sobre  ella  ni  aun  se  ha  in- 
tentado producir  pr4ieba. 

Por  esto,  7  las  consideraciones  aducidas  en  el  escrito  de  foja  24 
00  ha  lugar,  con  costas,  á  las  excepciones  opuestas,  de  espera  é 
incompetencia  de  jurisdicción. 

En  consecoencia,  lléTese  adelante  la  ejecución  hasta  hacerse 
efectiyOy  íntegro  pago  al  acreedor  del  capital,  intereses  y  cos- 
tas. Hágase  saber  y  repónganse  las  fojas. 

P.  Olaeehea  y  Alcor ta. 


YUTA  DEL  SBHOR  PROCURADOR  GUeRAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1896. 

Suprema  Corte: 

m 

El  auto  de  foja  S4  se  ajusta  á  las  constancias  citadas  y  i  la 
disposición  del  Código  Cítü  que  le  es  aplicable.  Ruego  i  Y.  E. 
se  siirm  confirmarle  por  sus  fundamentos. 

Sabiniano  Kier. 
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Fallo  de  la  Supreoia  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Qae  aun  en  el  oaso  en  qae  el  deador 
no  tuviere  en  esta  ciudad  su  domicilio  real,  el  domicilio  indi- 
cado en  el  documento  de  foja  una  importaría  la  elección  de  un 
domicilio  especial  para  la  ejecución  de  la  obligación  contraida^ 
con  su  correspondiente  efecto,  respecto  á  jurisdicción  (artículos 
ciento  uno  y  ciento  dos  del  Código  Civil). 

Por  esto,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  y  por  suá  fundamentos  se  confirma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  cuatro.  Repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

benjamín  Paz.  —  abel  bazan. 
—  juan  e.  torrent. 


CAUSA  %%\1X 


El  Banco  de  la  Nación  contra  Don  Victoriano  Alba  y  otro^ 
por  cobro  ejecutivo  de  pesos  ;  sobre  nulidad 

Sumario,  —  No  precédela  nulidad  fundada  en  notificaciones 
hechas  en  domicilio  equivocado,  si  consta  que  el  mandamiento 
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de  embargo  ha  sido  notificado  personalmente  al  ejecutado,  y 
la  citación  de  remate  se  ha  hecho  á  su  apoderado  para  el  jui- 
cio. 


Caso.  —  Citado  de  remate,  el  apoderado  del  deudor  opuso  la 
excepción  de  nulidad  del  procedimiento,  diciendo : 

£1  domicilio  en  que  se  han  efectuado,  á  pedido  del  actor,  las 
diligencias  de  notificación,  no  ha  sido  el  que  correspondía  como 
elegido  por  el  presunto  deudor,  al  firmarse  el  documento  de  fo* 
ja  i. 

En  efecto :  citóse  á  Alba  en  la  casa  calle  Pozos  982,  en  vez  de 
hacerlo  en  la  señalada  en  el  número  852. 

Siguieron  asi  las  diligencias  á  solicitud  del  ejecutante,  hasta 
que,  á  foja  16  vuelta^  se  da  cuenta  de  otra  gestión  llevada  á  ca- 
bo en  el  domicilio  Pozos  952. 

No  paran  en  esto  las  variaciones  de  domicilio.  A  foja  20  se 
denuncia  como  tal,  en  relación  á  Alba,  la  casa  calle  Catamarca 
955  y  resultó  no  vivir  allí.  Por  manera  que  el  procedimiento 
ha  sido  vicioso  ab-initio  sin  culpa  de  la  secretaría. 

El  apoderado  del  Banco,  contestando  el  traslado  conferido, 
expuso : 

Que  si  bien  es  cierto  que  en  sus  primeros  escritos  indicó  como 
domicilio  del  ejecutado,  el  número  982  de  la  calle  de  Pozos,  y 
no  el  952,  fué  engañado  por  la  mala  escritora  de  este  número  en 
la  letra,  pues  en  ésta,  el  cinco,  parece  un  ocho.  No  obstante 
esto,  las  notificaciones,  se  le  hicieron  t^nel  número'  952  de  esa 
calle,  porque  los  empleados  de  la  oficina  le  informaron  de  que 
ése  era  su  verdadero  domicilio ;  y  fué  en  la  misma  oficina  ac- 
tuarla qne  se  le  hizo  saber  que  las  notificaciones  se  hacían  en 
ese  donüciliu  por  la  lazon  indicada. 

Fné  entóncesiqae,  apercibido  del  error  .^ii  que. 1q, había  he- 
eho  iocorrir  Is,  naala  escritura  de  la  letra,  pidi4  que  el  ^mAnda- 
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miento  de  embargo  se  diligenciase  con  Alba,  en  la  calle  Pozos 
número  952.  Según  resalta  del  ditigen.ciamiento  de  este  man- 
damiento, esta  diligencia  se  extendió  con  el  mismo  ejeciítadoen 
persona,  quien  manifestó  que  no  pagaba  porque  no  tenía  dinero 
disponible,  agregando  que  había  presentado  una  solicitud  al 
Banco  de  la  Nación. 

Resulta^  pues^  que  aunque  no  hubieran  tenido  lugar  las  noti- 
ficaciones de  las  providencias  tendentes  á  obtener  el  reconoci- 
miento de  las  firmas  del  ejecutado,  en  su  verdadero  domicilio 
(lo  que  no  ha  sido  así),  nunca  podrá  hacer  valer  éste  esa  circuns- 
tancia contra  el  reconocimiento  de  la  firma,  desde  que  posterior- 
mente ha  reconocido  la  deuda  en  un  acto  público,  cual  ha  sido 
el  diligenciamiento  del  mandamiento  del  embargó. 


Fallo  del  Jues  Pedenil 


Buenos  Aires,  Agosto  4  de  1894. 

Y  vistos:. Por  los  fundamentos  del  precedente  escrito,  no  ha 
lugar  á  la  excepción  opuesta,  con' costas  al  demandado. 

Juan  del  Campillo, 


Fallo  do  lo  Suprcoio  Corto 


Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1897. 

Vistos  j  considerando:  Que  es  indudable,  como  se  ve  á  foja 
diez  y  seis  vuelta,  que  el  mandamiento  de  embargo  ha  sido  per- 
sonalmente notificado  al  ejecutado,  quien  reconoció  en  ese  acto 
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la  existencia  de  la  obligación,  lo  que,  por.  otra  parte,  no  ha  con- 
testado ulteriormente  en  la  estación  oportuna  del  juicio. 

Que  consta  igualmente  qne^lut  sido  citado  de  remate  en  la 
persona  del  apoderado  constituido  para  el  juicio. 

Por  estos  fundamentos :  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apela- 
do de  foja  cincuenta  y  cuatro,  no  haciéndose  lugar  al  recurso  de 
nulidad  deducido  contra  éste,  por  no  exponerse  ni  resultar  de 
autos  motivo  alguno  que  lo  funde.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

benjamín   paz.  —  ABEL  BAZAlt. 
—  JUAN  E.  TORKENT. 


CAVfiA    XIa 


El  doctor  don  Marcelino  Torino,  por  don  Ramotí  Oyhenart, 

sobre  recurso  de  habeas  corpus 


Sumario.  —  La  orden  de  arresto  del  fallido,  dictada  por  el 
juez  de  la  quiebra,  no  es  susceptible  del  recurso  de  habeas 
corpus. 


Caso.  —  Besulta  de  las  siguientes  piezas : 
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VISTA   FISCAL 


Buenos  Aires,  Febrero  4  de  1897. 
Señor  Juez  : 

V.  S.  no  debe  hacer  lagar  al  presente  recurso  de  habeas  cor- 
puSt  por  las  siguientes  razones  : 

1"  Porque  la  solicitud  de  foja  l,en  que  se  interpone  el 
recurso,  no  trae  consigo  el  requisito  impuesto  para  ella  por  el 
inciso  6*  del  artículo  B22  del  Código  de  Procedimientos  Penal; 

2*  Que  desprendiéndose  del  informe  que  precede,  del  se- 
ñor Juez  de  Comercio  doctor  Amuchástegni,  que  la  orden  de 
prisión  dictada  por  él  ha  sido  en  ejecución  de  carta  rogatoria 
del  señor  Juez  de  Comercio  de  la  provincia  de  Córdoba,  en  vir- 
tud del  inciso  6**  del  artículo  1396  del  Código  del  Comercio,  lo 
que  vale  decir  que  la  prisión  de  que  se  trata  procede  de  juez 
competente,  el  auto  de  habeas  corpus  de  que  se  trata,  no  pro- 
cede, dado  el  texto  expreso  del  artículo  621  del  citado  Código 
de  Procedimientos. 

J.  Botet. 


Fallo  del  Jíues  rederal 


Buenos  Aires,  Febrero  5  de  1897. 

Autos  j  vistos :   Téngase  por  resolución  la  precedente  vista 
fiscal  y  repónganselos  sellos. 

P.  Olaechea  y  Alcor  la. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOK  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1897. 
Suprema  Corte  : 

El  detenido  señor  Oyheaart,  lo  ha  sido  en  virtud  de  orden 
dictada  por  el  juez  de  un  concurso  en  Córdoba,  y  está  á  dispo- 
sición de  ese  juzgado,  según  el  informe  de  foja  7. 

Si  existen  irregularidades  en  el  procedimiento  ó  deficiencias 
en  el  derecho,  deben  deducirse  ante  el  juez  de  la  causa;  pero 
no  pueden  ser  materia  de  un  auto  de  habeos  corpus. 

Pido  por  ello  á  Y.  E.  se  sirva  confirmar  el  auto  recurrido  de 
foja  9  vuelta. 

Sabimano  Kier, 


Valle  de  le  Aupreme  Cerie 

Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1897. 

Vistos :  Resultando  de  estos  autos  que  el  arresto  del  recu- 
rrente ha  sido  ordenado  por  el  juez  de  su  quiebra. 

Que  con  arreglo  al  artículo  mil  trescientos  noventa  y  seis  del 
Código  de  Comercio,  la  providencia  que  declare  el  estado  de 
quiebra  de  un  comerciante,  Jebe  contener  la  orden  de  arresto 
del  fallido,  en  los  casos  prevenidos  en  el  inciso  sexto  del  ar- 
tículo citado. 

Que,  en  consecuencia,  el  juez  de  la  quiebra  es  competente 
para  diotar  la  orden  de  arresto. 

Que  las  consideraciones  anteriores  son  bastantes  á  demostrar 

T.  LZVU  5 
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la  improcedencia  del  recurso  de  habeos  corpus  deducido  en  es- 
ta causa. 

Por  esto,  y  de  acuerdo  con  16  expuesto  j  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de 
foja  nueve  vuelta.  Devuélvanse. 

benjamín  PAZ.  —  ABEL    BAZAN. 
—  JUAN  B.   TORRE^T. 


CAUSA     X1.I 


Doña  Pascuala   Toledo,  contra  don  Carlos  Marta  Querencio, 

sobre  reivindicación  de  un  campo 


Sumario.  —  El  jnsto  título,  la  buena  fé  y  la  posesión  con- 
tinuada por  más  de  veinte  años,  confiere  al  poseedor  el  dominio 
del  inmneble  poseído,  y  le  da  el  derecho  de  rechazar  la  acción 
reivindicatoría  que  se  intente  contra  él. 


Caso.  —  Resulta  del 
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Fallo  del  Jíues  Federal 


Paraná,  Setiembre  28  de  1894. 

Vistos  :  Los  autos  seguidos  por  don  Nicanor  Calderón,  en  re- 
presentación de  doña  Pascuala  Toledo,  contra  el  doctor  don 
Carlos  María  Querencio,  sobre  reivindicación  de  un  campo  si- 
tuado en  el  distrito  Mandisovi,  departamento  Federación  de  esta 
provincia,  con  los  traídos  á  la  vista  á  pedido  de  las  partes  liti- 
gantes, de  todo  lo  cual  resalta : 

Qne  en  24  de  Julio  de  1867,  don  Gabriel  Viniegras  y  don  Lo- 
reto  Saenz,  en  el  carácter  de  apoderados  generales  de  los  here- 
deros de  don  Miguel  Gerónimo  Toledo,  venden  á  don  Juan  Pe- 
dro Salvagnach  los  derechosy  acciones  que  correspondan  ó  pue- 
dan corresponder  á  sus  poderdantes,  por  la  herencia  á  la  po- 
sesión 6  propiedad  de  un  campo  como  de  4  leguas  más  ó  menos 
situado  en  la  delegación  de  Federación^  costa  del  Mocoretá  y  pa- 
raje y  arroyo  de  Toledo,  cuyos  títnlos  se  encuentran  extra- 
viados. 

Los  poderes  de  Saenz  y  Yiniegras  no  se  transcriben  en  el 
cuerpo  de  esta  escritura,  pero  el  escribano  autorizante  expresa 
en  ella  que  ante  él  y  con  este  objeto,  doña  Pascuala  Toledo  otor- 
gó poder  general  á  don  Loreto  Saenz,  con  fecha  9  de  Abril  del 
mismo  año  1867,  juntamente  con  el  otorgado  por  los  demás 
herederos  de  Toledo,  agregado  á  sn  protocolo. 

Don  Joan  Pedro  Salvagnach,  en  19  de  Agosto  de  1867,  hizo 
transferencia  á  favor  de  don  Gerónimo  Benitez  y  del  doctor  don 
Carlos  María  Querencio,  á  título  de  venta,  de  los  derechos  y  ac- 
ciones al  mismo  campo  de  Toledo  á  que  se  refiere  la  escritura 
anterior;  y  en  26  de  Marzo  del  año  siguiente  1868,  Salvagnach 
amplía  los  términos  de  este   contrato,  haciendo  extensiva  la 
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venta  al  derecho  de  domiuio  que  hubiesen  tenido  los  de  Toledo 
(fojas  1  á6,  expediente  administrativo). 

£1  doctor  QuerenciOy  por  sí  y  por  su  condómino  Benitez;  pro- 
dujo información  sumaria  ante  elJuez  del  Uraguay  para  reponer 
el  título  de  los  Toledo  que  se  decía  destruido  por  un  incendio, 
(fojas  7  á  27,  expediente  administrativo). 

Con  esta  información  se  presentó  don  Gerónimo  Benitez  ante 
el  Gobierno  de  la  Provincia  á  mejorar  la  oposición  á  mensura  de 
un  campo  contiguo  de  Iturraspe,  pidiendo  á  la  vez  se  renovase 
su  título,  de  acuerdo  con  la  ley  de  1 8  de  Marzo  de  i  875.  El  Poder 
Ejecutivo,  por  resolución  de  17  de  Diciembre  de  1876,  declaró  que 
la  información  de  testigos,  tal  como  se  había  producido  era  ine- 
ficaz parajustiíicar  el  derecho  de  dominio  ni  aun  el  de  posesión, 
negando  en  consecuencia,  la  renovación  de  título  solicitada  (tes- 
timonio de  fojas  29  á  30  del  mismo) . 

Benitez  apeló  al  Superior  Tribunal  de  Justicia  en  uso  del  re- 
curso que  le  acordaba  el  artículo  5  déla  citada  ley  de  18  de  Mar- 
zo de  1875,  y  en  8  de  Agosto  de  1882,  el  Tribunal  falla  confir- 
mando la  resolución  del  Poder  Ejecutivo,  esto  es,  declarando 
que  la  información  de  testigos  de  fojas...  no  es  prueba  bas- 
tante del  derecho  de  propiedad  (fojas  112  áll8,  expediente  ad- 
ministrativo). 

Al  ^ño  siguiente,  el  doctor  don  Carlos  María  Querenoio  se 
presenta  al  Poder  Ejecutivo  declarando  que  desaprueba  los  pro- 
cedimientos seguidos  por  su  socio  Benitez  á  su  nombre,  y  que 
ellos  como  las  sentencias  pronunciadas  por  el  Ejecutivo  y  Supe- 
rior Tribunal,  respecto  del  campo  de  Toledo,  no  tenían  efecto 
contra  él  por  no  haber  sido  legalmente  representado  en  el  jui- 
cio, y  pide,  en  consecuencia,  se  le  reconozca  el  derecho  de  pro* 
piedad  del  expresado  campo,  ofreciendo  ampliar  la  información 
de  testigos  antes  producida  para  reponer  el  título,  si  necesario 
fuese. 

El  Poder  Ejecutivo  resuelve,  en  10  de  Agosto  de  1883,  reco- 
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nocer  al  doctor  Querencio  la  propiedad  déla  mitad  del  campo 
de  Toledo,  comprado  por  él  ea  comnn  con  don  Juan  Grego- 
rio Benitez,  fundándose  para  ello,  en  la  misma  sumaría  infor- 
mación qne  había  sido  antes  declarada  ineficaz  para  el  derecho 
de  propiedad  de  Benitez  (fojas  191  á  200,  expediente  adminis- 
trativo). 

Con  tales  antecedentes,  Benitez  demandó  ¿  Querencio  ante 
este  juzgado  para  que  lo  reconozca  condómino  en  la  parte  del 
campo  cuya  propiedad  le  había  reconocido  el  Poder  Ejecu- 
tivo. 

Tramitado  el  juicio,  fué  resuelto  por  sentencia  de  20  de  Ju- 
lio de  1888,  no  haciendo  lugar  ¿  la  demanda  (foja  56). 

Este  fallo  lo  fundaba  el  Juzgado  en  que  la  sentencia  del  Su- 
perior Tribunal  de  la  Provincia,  confirmando  la  del  Poder  Eje- 
cutivo que  declaró  que  la  sumaria  información  á  que  se  ha  hecho 
referencia  no  era  ni  suplía  el  título  de  propiedad  j  que  por  lo 
tanto  Benitez  no  había  probado  su  dominio  en  el  campo,  erauna 
sentencia  ffnal  é  irrevocable;  y  el  reconocimiento  que  posterior- 
mente hizo  el  Poder  Ejecutivo  á  Querencio,  del  derecho  de  pro- 
piedad de  la  mitad  de  ese  campo,  fundado  en  la  misma  infor- 
mación sumaria,  sin  otra  prueba,  no  importaba  una  reconsidera- 
ción del  fallo  anterior,  porque  él  no  podía,  según  la  Constitución 
y  leyes  de  la  provincia,  revocar  ó  modificar  los  fallos  del  Supe- 
rior Tribunal;  de  manera  que  el  reconocimiento  hecho  á  favor 
de  Querencio  sólo  debía  considerarse  como  una  merced  hecha  á 
su  favor  que  no  hacía  reaparecer  el  derecho  de  propiedad  alega- 
do por  Benitez  como  adquirido  de  los  Toledo  y  extinguido  por 
la  sentencia  final  del  Superior  Tribunal. 

Apelado  el  fallo  á  este  juzgado^  la  Suprema  Corte  lo  confirma 
por  el  de  16  de  Setiembre  de  1892  (foja  117),  fundada  en  que 
la  compra  del  campo  hecha  á  Salvagnach,  no  fué  para  la  socie- 
dad de  Benitez  y  Querencio,  según  instruye  el  intrumento  del 
contrato^  sino  por  y  para  dichos  señores  á  su  nombre  particu- 
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lar  en  condominio;  que  podiendo  cada  condómino  enajenar  su 
parte  con  completa  independenciade  los  otros,  es  evidente  que 
pueda  también  perderla  de  la  misma  manera.  Que  de  estos 
principios  se  deduce,  que  Benitez  no  puede  alegar  derechos  de 
condominio  al  campo,  invocando  los  que  le  daba  la  compra  á 
Salvagnach  y  la  información  para  reponer  el  título  de  Toledo, 
porque  esos  quedaron  extinguidos  por  las  resoluciones  d^l  Po- 
der Ejecutivo  y  Superior  Tribunal  de  la  Provincia  que  declara- 
ron fiscal  el  campo.  Que  no  afectando  esas  resoluciones  los  de- 
rechos de  Querencio,  que  no  fué  representado  en  esa  gestión  ni 
la  ratificó,  y  habiendo  obtenido  él  con  posterioridad,  el  recono- 
cimiento á  su  solo  nombre  de  la  propiedad  de  la  mitad  del  cam- 
po comprado  á  Salvagnach,  este  derecho  pertenecía  á  Querencio 
exclusivamente. 

Dos  meses  después  de  pronunciada  la  sentencia  de  este  juz- 
gado, esto  es,  en  14  de  Setiembre  de  1888,  don  Juan  Siburu,  con 
poder  de  doña  Pascuala  Toledo,  ofrece  ante  el  Juez  de  1*  ins- 
tancia de  Concordia  información  sumaria  para  justificar  que 
aquella  era  hija  legítima  de  don  Miguel  Gerónimo  Toledo  y  que 
éste  había  fallecido  en  el  año  1826.  Producida  ésta,  el  Juez 
declara  justificado  el  fallecimiento  de  don  Miguel  Gerónimo 
Toledo  en  la  época  expresada,  así  como  que  doña  Pascuala  era 
hija  y  heredera  de  él  (testimonio  de  foja  3 de  estos  autos). 

En  seguida  se  abre  el  juicio  sucesorio  de  don  Miguel  Geró- 
nimo Toledo  por  el  mismo  juez,  y  se  incluye  en  el  inventario  de 
bienes,  el  campo  reconocido  por  el  Poder  Ejecutivo  á  favor  del 
doctor  Querencio  que  fué  materia  del  pleito  con  Benitez  (foja  7 
del  mismo). 

En  11  de  Agosto  de  1892,  el  juez  mandó  poner  en  posesión  de 
él  á  doña  Pascuala,  y  en  Diciembre  del  mismo  año,  don  Juan 
Gregorio  Benitez,  que  lo  poseía  desde  1867^  en  su  carácter  de 
condómino  y  socio  del  doctor  Querencio,  pacta  con  el  apoJerado 
de  la  Toledo,  en  la  ciudad  de  Concordia,  la  entrega  de  la  pose- 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  71 

sioD,  mediante  el  pago  de  5000  pesos  por  las  mejoras  hechas 
(fojas  Svaelta  y  10  del  mismo  expediente). 

Mientras  tanto,  en  Setiembre,  ya  la  Suprema  Corte  había 
pronunciado  su  fallo  confirmatorio  á  que  se  ha  hecho  referencia, 
y  en  Noviembre  siguiente,  vueltos  los  autos,  á  pedido  déla  parte 
de  Querencio  en  cumplimiento  de  dichas  sentencias^  este  Juz- 
gado ordenó  la  desocupación  y  el  embargo  de  los  arriendos,  y 
de  la  alfalfa,  carbón  y  leña  existente  en  él. 

Al  notificarse  esta  providencia  á  don  Juan  G-.  Benitez,  expo- 
ne que  él  había  dejado  de  poseer  el  campo  entregándolo  á  doña 
Pascuala  Toledo,  en  cumplimiento  de  una  orden  del  Juez  de  1* 
Instancia  de  Concordia,  diligencia  defoja179y  siendo  deadver> 
tir  que  en 2 de  Diciembre,  antes  de  pactar  Benitez  la  entregado 
la  posesión  á  doña  Pascuala,  ya  había  sido  notificado  d^  la  orden 
de  desocupación  y  embargo,  don  Gregorio  G.  Benitez^  hijo,  en 
ausencia  del  padre,  don  Juan  Gregorio  Benitez,  que  rehusó  con- 
currir al  Juzgado  de  Paz  á  notificarse  (diligencia  de  foja  154, 
expediente  de  Benitez  contra  Querencio). 

La  parte  de  Querencio^  en  vista  de  lo  ocurrido,  pidió  al  juez  y 
éste  decretó,  que  se  lanzase  por  la  fuerza  á  don  Juan  Gregorio 
Benitez,  á  su  hijo  ó  cualquiera  otro  á  quien  él  hubiese  entrega- 
do la  posesión  del  campo  litigado.  El  lanzamiento  de  Benitez, 
hijo,  fué  cumplido  el  18  Febrero  de  1893  (foja  192,  expediente 
contra  Querencio). 

Con  estos  antecedentes  se  presentó'don  Nicanor  Calderón, 
en  representación  de  doña  Pascuala  Toledo,  demandando  al  doc- 
tor don  Carlos  M.  Querencio  por  reivindicación  del  campo,  que 
le  fué  reconocido  por  el  Poder  Ejecutivo  en  10  de  Agosto  del883y 
compuesto  de  6172  hectáreas  y  40  áreas,  situado  en  el  distrito 
Mandisoví,  y  linda  por  el  Norte  con  el  arroyo  Toledo,  por  el 
Sud  con  Dionisio  Carbajal,  por  el  Este  con  don  Juan  Luis  Ca- 
minos y  Manuel  Gambin,  y  por  el  Oeste  con  Amezaina  y  Frei- 
tas. 
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Bice  que  por  orden  de  esce  Juzgado  fué  despojada  su  repre- 
sentada de  I&  posesión  de  dicho  campo,  en  que  entró  por  dispo- 
sición del  juez  de  Concordia,  para  dársela  áQuerencio,  en  el  plei- 
to con  don  Juan  Gregorio  Benitez. 

Que  reconocido  por  el  Poder  Ejecutivo  el  título  de  propiedad 
de  don  Gerónimo  Toledo,  el  campo  descripto,  á  requisición  de 
Querencio,  y  declarada  doña  Pascuala  Toledo,  por  resolución  del 
Juez  de  Concordia,  hija  legítima  y  heredera  de  don  Miguel  Ge- 
rónimo, le  pertenecía  el  campo  en  pleno  dominio^  pues  el  título 
conque  el  doctor  Querencio  pretende  tenerlo,  á  saber,  la  compra 
hecha  por  él  y  don  Gregorio  Benitez  en  1867  ádon  Juan  Pedro 
Salvagnach  y  por  éste  á  don  Loreto  Saenz  y  don  Gabriel  Yinie- 
gras,  titulados  apoderados  de  los  herederos  de  don  Miguel  Geró- 
nimo Toledo,  es  de  ningún  valor,  por  cuanto  es  falso  que  don 
Loreto  Saenz  tuviese  poder  de  doña  Pascuala  para  tal  venta, 
como  se  afirma  en  el  instrumento  del  contrato. 

Pide,  en  conclusión,  se  condene  al  doctor  Querencio  ádevolveí 
eloampOy  con  los  frutos,  éntrelos  que  se  han  de  comprender  27 
fardos  de  alfalfayOOO  pesos  oro  de  arrendamiento,  que  este  Juz- 
gado mandó  embargar  como  pertenecientes  á  Querencio^  siendo  así 
que  doña  Pascuala,  al  tomar  posesión,  los  adquirió  de  Benitez 
por  convenio  celebrado  con  él,  corriente  á  foja 7,  y  además  á  pa- 
gar los  daños  y  perjuicios  y  costas  del  jnicio, 

Corrido  traslado  de  esta  demanda  al  doctor  Querencio^  lo  con- 
testa su  procurador  don  Pedro  J.  Romero. 

Él  atribuye  este  nuevo  juicio  á  un  procedimiento  hábil  de 
Benitez  para  frustrar  los  efectos  de  la  sentencia  confirmada  por 
la  Suprema  Corte. 

Doña  Pascuala  Toledo,  dice,  no  tiene  título  para  reivindicar  el 
campo,  porque  ni  la  incorporación  de  él  al  inventario,  ni  su  ta- 
sación, ni  la  posesión  que  ordenó  el  llamado  juez  de  la  sucesión 
de  don  Miguel  Gerónimo  Toledo,  pueden  formar  un  título  en  fa- 
vor de  la  demandante;  sucesión  abierta  en  previsión  de  que  laSu- 
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prema  Corte  oonfirmase  el  fallo  de  este  Juzgado  roconociendo  á 
Querencio  el  dominio  exclusivo  eo  el  campo,  y  así  se  nota  la 
aberración  de  que  la  Toledo  funde  su  acción  contra  Querencio 
precisamente  en  el  título  de  éste. 

Alega  que,  en  el  expediente  administrativo  seguido  por  Beni-» 
tez  como  sucesor  singular  de  doña  Pascuala  Toledo,  el  Poder 
Ejecutivo  declaró  que  los  documentos  presentados  por  él  no  jns- 
ticabanque  el  campohubiese  sido  propiedad  de  don  Miguel  Geró- 
nimo Toledo^  siendo  confirmada  esta  resolución  por  el  Superior 
Tribunal.  Que  posteriormente  se  presentó  Querencio  por  sí  solo 
7  entonces  el  Poder  Ejecutivo  le  reconoció  á  él  exclusivamente 
la  propiedad  de  la  parte  que  hoy  se  pretende  reivindicar. 

Que  á  esto  sucedió  el  juicio  promovido  por  Benitez  contra 
Querencio  para  que  lo  reconociese  condómino,  en  el  que  recayó 
sentencia  de  este  Juzgado,  declarando  que  el  título  de  Queren- 
cio no  tenía  su  origen  en  el  de  Toledo,  por  cuanto  éste  había  si- 
do declarado  nulo  y  sin  valor  para  justificar  la  propiedad  per  sen- 
tencia inapelable,  debiendo  considerársele  como  una  merced  he- 
cha en  favor  de  Querencio» 

Que  confirmada  esta  resolución  por  la  Suprema  Corte,  que- 
daba establecido  que  el  llamado  título  de  Toledo  no  era  tal. 

Que  los  títulos  de  don  Gerónimo  Toledo  fueron  transferidos  á 
Querencio  por  contrato  de  foja  ...  y  esos  títulos,  según  la  con- 
ciencia de  sus  mismos  herederos,  eran  de  simple  arrendatario; 
y  así  se  vé  en  los  términos  del  intrumento  de  transferencia  en 
que  dicen  que  enajenan  á  Salvagnach  los  derechos  que  pudieran 
tenerpor  carecer  de  título  de  propiedad  y  de  posesión. 

Que  esto  resulta,  además,  déla  advertencia  que  el  escribano 
hace  al  final  de  la  escritura  de  venta  de  que  ese  contrato  no  po- 
día hacerse  sin  autorización  del  general  ürquiza,  pues  esa  au- 
torización sólo  era  requerida  por  ley  del  año  49  para  la  tierra 
fiscal,  más  no  respecto  á  la  de  posesión  ó  propiedad  parti- 
cular. 
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No  puede  dudarse,  agrega,  que  los  derechos  de  Toledo,  cuales- 
quiera que  hubiesen  sido,  fueron  trasmitidos  á  Quereucio.  En  la 
escritura  de  enajenación  á  Salvagnach,foja...,el  escribano  afir- 
ma haber  visto  el  poder  suficiente  de  doña  Pascuala  Toledo  au- 
torizando á  don  Loreto  Saenz  para  vender  :  á  esta  venta  siguió 
la  tradición  y  la  posesión  quieta  y  pacífica  de  Benitez  y  Queren- 
cío,  sDcesores  de  Salvagnach,  á  la  vista  de  los  verdaderos  herede- 
ros de  Toledo,  que,  25  años  después,  movidos  por  la  codicia  de 
terceros,  pretenden  utilizar  los  trabajos  ajenos.  La  venta  con- 
cluida bajo  el  imperio  del  antiguo  derecho,  quedó,  pues,  perfecta 
y  consumada,  desde  que  según  ella  ni  la  constancia  en  escritura 
pública  era  necesaria. 

Agrega  que,  por  otra  parte,  después  de  la  compra  que  su  re- 
presentado y  Benitez  hicieron  de  los  derechos  de  Toledo,  y  á 
mérito  de  la  sociedad  formada  entre  los  dos  compradores,  Beni- 
tez, administrador  de  ella,  entró  á  poseer  el  campo,  continnando 
en  esa  posesión  durante  25  años,  hasta  que  fué  vencido  en  plei- 
to por  Querencio;  posesión  bastante  para  poner  á  éste  á  cubier- 
to de  cualquier  acción  de  los  Toledo,  porque  ella  ha  consolida- 
do su  derecho  de  propiedad  por  la  prescripción. 

Termina  sosteniendo  que  doña  Pascuala  Toledo  no  recuperó 
la  posesión  del  campo  por  medio  de  su  apoderado  Siburu,  pues 
las  confabulaciones  de  éste  con  donjuán  Gregorio  Benitez,  para 
despojar  al  doctor  Querencio  de  la  posesión  en  que  estaba  por 
medio  de  su  socio  administrador  Benitez,  no  han  podido  produ- 
cir ese  efecto,  mucho  menos  cuando  la  pretendida  entrega  de  la 
posesión  se  hacía  por  un  simple  convenio  celebrado  á  muchas  le- 
guas del  campo,  sin  los  actos  materiales  que  caracterizan  la  tra- 
dición. 

Abierta  la  causa  á  prueba,  el  actor  produce  la  que  corre  de 
foja. ..  áfoja.,  y  el  demaudado  la  de  foja  ...  á  foja...  que  el 
Juzgado  ha  estudiado,  así  como  los  alegatos  finales  de  foja...  á 
foja... 
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Considerando^  en  cnanto  al  despojo  :  Que  aan  en  el  supuesto 
de  que  don  Gregorio  E.  Benitez  hubiese  entrado  á  ocupar  el 
campo  por  doña  Pascuala  Toledo,  á  consecuencia  del  convenio 
de  Diciembre  de  1893,  esa  transmisión  déla  posesión  durante  t*! 
pleito  mantenido  entre  Querencio  y  Benitez,  sobre  condominio 
del  mismo  campo,  y  cuando  ya  la  Suprema  Corte  había  fallado 
la  causa  contra  las  pretensiones  de  este  último,  importa  una  in- 
novación en  el  estado  de  la  cosa  litigada. 

Que  según  la  ley  13,  título  7^,  partida3'^,  son  nulas  y  sin  nin- 
gún valor  las  innovaciones  que  cualquiera  de  los  litigantes  ha- 
gan en  la  posesión  6  propiedad  de  la  cosa  litigada,  pues  ella  debe 
conservarse  en  condiciones  de  poder  cumplirse  la  sentencia  fi- 
nal que  recaiga  y  no  quede  frustrada  en  sus  efectos. 

Que  esta  disposiciones  tanto  más  aplicable  al  caso  presente, 
cuanto  que  el  comisionado  para  recibir  la  posesión  por  doña 
Pascuala  era  conocedor  de  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte, 
por  notificación  del  Juez  de  Paz,  hecha  antes  del  convenio  de 
Diciembre,  y  el  mismo  apoderado  de  dicha  señora,  conocedor  de 
la  posesión  del  doctordon  Carlos  María  Querencio^  era  cómplice 
en  el  fraude  contra  los  derechos  de  éste . 

Que  desde  luego,  no  puede  calificarse  de  despojo  el  acto  por 
el  cual  el  juez  de  la  causa,  en  cumplimiento  de  una  ley,  resta- 
blece el  estado  anterior  de  la  cosa  litigada,  y  hace  cumplir  un 
fallo  inapelable;  mayormente  cuando  por  no  haber  transcurrido 
un  año  desde  la  entrega  de  la  posesión,  Querencio  aún  no  la  ha- 
bía perdido,  ni  doña  Pascuala  la  había  ganado :  artículo  2456 
del  Código  Civil. 

Considerando  en  (o  principal :  Que  por  la  ley  de  esta  provincia, 
de  18  de  Mayo  de  1875,  artículo  5'',  el  Superior  Tribunal  de  la 
misma  fué  investido  de  jurisdicción  para  rever  en  segunda  y 
última  instancia,  las  resoluciones ,  administrativas  del  Poder 
Ejecutivo  sobre  validez  ó  nulidad  de  los  títulos  de  propiedad  y 
posesioH,  de  los  campos  de  pastoreo,  lo  que  da  á  las  decisiones 
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de  dicho  Tribnnal,  una  autoridad  indiscutible  sobre  las  del  Po- 
der Ejecutivo  en  los  casos  regidos  por  la  citada  ley. 

Que  si  bien  las  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo  de  17  de  Di- 
ciembre de  1877  y  del  Superior  Tribunal  de  8  de  Agosto  de  1882 
que  la  confirma,  no  han  podido  afectar  los  derechos  del  doctor 
Querencio,  por  no  haber  sido  parte  en  el  juicio  ni  haber  ratifi- 
cado lo  obrado  en  su  nombre  por  su  condómino  Benitez;  con 
todo,  haciendo  abstracción  de  las  personas,  es  manifiesto  que  la 
citada  sentencia  del  Tribunal,  de  8  de  Agosto  de  1882  y  la  reso- 
lución posterior  del  Poder  Ejecutivo  de  10  de  Agosto  de  1883, 
son  abiertamente  contradictorias,  en  cuanto  la  primera  declara 
que  la  información  producida  en  1869,  no  es  prueba  bastante  de 
que  don  Miguel  Gerónimo  Toledo,  fuese  propietario  ni  poseedor 
legal  del  campeen  cuestión,  y  la  última  la  considera  y  reconoce 
como  prueba  suticiente,  sin  que  se  hayan  producido  ni  agregado 
nuevos  elementos  de  justificación. 

Que  en  esta  contradicción  debe  estarse  á  la  doctrina  consagra- 
da por  decisión  del  Superior  Tribunal,  que  reviste  mayor  auto- 
ridad que  la  del  Ejecutivo  en  esta  materia,  según  el  artículo  5^ 
de  la  citada  ley  de  1875. 

Que  siendo  esto  así,  es  manifiesto  que  doña  Pascuala  Toledo 
no  ha  justificado  el  dominio  en  que  apoya  su  acción  reiviadica- 
toria,  porque  el  único  título  que  aduce  para  sostener  ese  derecho, 
es  la  citada  información  y  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo 
sobre  ella  de  1883,  que  como  se  ha  visto,  carecen  de  mérito  pro- 
batorio. 

Que  prescindiendo  de  estas  resoluciones,  y  juzgando  el  Tri- 
bunal por  su  propio  criterio,  como  puede  y  debe  hacerlo,  la  in- 
formación aludida,  le  bastaría  agregar  á  las  consideraciones  ex- 
puestas por  el  Superior  Tribunal,  sobre  ella^  en  su  fallo  de  1882 
que  los  Toledo,  hasta  1867,  fecha  en  que  transfirieron  sus  dere- 
chos á  Salvagnach,  poseían  el  campo  á  título  de  precario,  como 
arrendatarios  del  fisco,  pues  pagaban  arrendamiento,  según  se 
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Ye  por  el  certificado  del  Receptor  de  Rentas  de  Concordia,  foja 
39,  que  si  bien  uo  es  auténtico  se  complementa  para  probar  con 
el  acta  en  testimonio  de  foja  94,  y  la  liquidación  de  la  Conta- 
duría de  fojas  31  á  32,  expediente  administrativo,  de  que  re- 
sulta, que  hasta  1867  se  pagó  arrendamiento,  pues  recien  Sal- 
vagnach  principió  á  pagar  Contribución  Directa,  de  manera  que 
esa  información,  en  que  no  consta  que  los  testigos  viesen  el  títu- 
lo de  Toledo,  de  donación,  según  unos,  y  de  compra  según  otros, 
tampoco  prueba  una  posesión  hábil  para  ganar  la  propiedad  por 
prescripción . 

Que,  por  otra  parte,  Querencio  presenta  un  título  traslativo 
de  la  propiedad  del  campo,  como  lo  es  la  compra  que  de  él  hizo 
conjuntamente  con  don  Juan  G.  Benitez  á  don  Juan  Pedro  Sal- 
vagnach,  e.i  9  de  Agosto  de  1867 ;  y  está  probado  que  lo  poseyó 
desde  esa  fecha,  animus  domini,  no  sólo  porque  la  ley  así  lo 
presume  á  falta  de  prueba  en  contrario,  artículo  4003,  código 
citado,  sino  porque  la  misma  parte  actora  confiesa  que  don 
Juan  Oregorio  Benitez  estuvo  en  esa  fecha  en  la  posesión  del 
campo,  y  continuó  en  ella  después  de  la  compra  á  Salvagnaoh, 
hasta  el  22  de  Diciembre  de  1892,  en  que  vencido  en  pleito  por 
Querencio,  pretendió  entregarla  á  dona  Pascuala  Toledo;  y  la 
posesión  de  Benitez  ejercida  á  título  de  condominio  con  Que- 
rencio, aprovecha  á  éste,  porque  el  condómino  que  ejerce  la  ad- 
ministración se  reputa  mandatario  de  los  otros  :  artículo  2701 , 
Código  Civil. 

Que  esta  posesión  del  doctor  Querencio  mantenida  por  más 
de  20  años,  con  título  traslativo  de  la  propiedad,  es  de  buena 
íé,  porque  así  se  presume  de  derecho  á  falta  de  prueba  que  de- 
muestre la  mala  fé :  artículo  2362  del  código  citado. 

Considerando  en  cuanto  á  la  objeción  formulada  por  el  actor 
á  este  respecto,  á  saber,  que  siendo  Benitez  arrendatario  de 
dona  Pascuala,  es  estala  que  ha  continuado  poseyendo  por  me- 
dio de  aquel,  pues  ni  Benitez  ni  Querencio,  su  socio,  no  pudie- 
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ron  por  sí  mismos,  ai  por  el  transcurso  del  tiempo  oambiar  la 
causa  de  su  posesión  según  la  ley  10,  título  14,  página  3°  j  ar- 
tículo 2353  del  Código  Civil;  que  esta  es  una  simple  presunción 
legal^  pneb  el  mismo  artículo  citado  agrega,  qire,  el  que  ha  prin- 
cipiado á  poseer  por  otro,  se  presume  que  continúa  poseyendo 
por  el  mismo,  mientras  no  se  prueba  lo  contrario;  y  el  artículo 
2458  dispone  que:  cuando  el  que  tiene  la  cosa  á  nombre  de  otro, 
manifiesta  por  actos  exteriores  la  intención  de  privar  al  posee- 
dor de  disponer  de  la  cosa  y  cuando  sus  actos  producen  ese  efec- 
to, se  pierde  la  posesión.  La  explotación  del  campo  porBtrnitez 
y  Queroncio  en  su  provecho  exclusivo  durante  25  años,  prece- 
dida del  título  de  compra-venta  que  caracteriza  en  éstos  el  ant- 
mus  dominiáe  su  posesión,  sin  que  en  ese  tiempo  doña  Pascuala 
Toledo  que  vivía  en  el  mismo  departamento,  les  exigiese  arren- 
damiento ó  les  reclamase  la  posesión,  si  no  importa  una  ratifi- 
cación de  la  venta  hecha  por  Saenz  á  su  nombre,  por  lo  menos 
basta  para  que  dicha  señora  perdiese  la  posesión  del  campo,  se- 
gún el  artículo  citado.  Aparte  de  que,  si  la  objeción  tuviese  al- 
guna fuerza  contra  Benitez,  nunca  procedería  contra  Querencio 
que  no  fué  arrendatario  de  la  demandante. 

Que  es  igualmente  insubsistente  el  argumento  de  que,  sien- 
do vicioso  el  título  de  adquisición  por  no  estar  don  Loreto  Saenz 
investido  de  las  facultades  bastantes  perdona  Pascuala  Toledo 
para  otorgar  !a  venta  del  campo  que  otorgó  como  apoderado 
suyo,  la  posesión  de  Querencio  es  de  mala  fé,  según  el  artículo 
400 del  Código  Civil.  Esta  consideración  probaría  la  mala  fé 
de  Salvagnach  á  quien  vendió  Saenz,  si  el  vicio  fuese  manifiesto 
y  constase  de  la  misma  escritura,  pero  no,  cuando,  como  en 
este  caso,  no  se  transcribióenellael  poder  de  Saenz,  limitándo- 
se el  escribano  á  afirmar  que  él  había  sido  extendido  en  su  re- 
gistro y  era  suficiente  para  ese  acto,  como  pudo  hacerlo;  por  lo 
tanto,  sólo  hay  un  error  de  hecho  que  no  induce  la  presunción 
de  la  malafé  (artículos  4007  y  2356  del  Código  Civil);  pero  en 
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ningún  caso  puede  militar  esa  consideraoion,  paia  destruir  la 
presunción  legal  de  la  buena  fé  de  Qnerencio  (artículo...  del 
Código  Civil),  que  ao[habiendo  comprado  á  Saenz,  sinóSalvag- 
nach,  no  estaba  en  el  caso  de  verificar  la  suficiencia  de  los  po- 
deres de  aquél,  mayormente  cuando  el  escribano  había  afirmado 
en  la  escritura  anterior,  tenerlo  bastante. 

Qne,  finalmente,  no  es  exacto  que  según  el  Código  Romano  ci^ 
tado  por  Majnz,  párrafo  113,  nota  45,  sólo  sea  hábil  para  la 
prescripción  el  título  pro  empto,  cuando  el  vendedor  se  atri- 
buye él  mismo  el  carácter  de  dueño  sin  serlo,  ó  la  venta  se  hace 
por  el  propietario  incapaz,  pues  estos  casos  se  aducen  por  via 
de  ejemplo  y  no  excluyen  los  análogos  como  el  de  que  se  trata. 
Pero  haciendo  abstracción  de  esto,  el  Código  nacional,  vigente, 
bajo  cuyo  imperio  ha  corrido  la  mayor  parte  del  término  de  po- 
sesión, no  hace  distinción  alguna,  y  según  él,  basta  que  la  cau- 
sa ó  título  sea  traslativo  de  la  propiedad,  aunque  sea  nulo  ó 
anulable,  y  sin  consideraoion  á  la  persona  de  que  emane,  siem« 
pre  que  revista  las  formas  legales  (artículo  4010,  Código  Civil). 

Que  de  las  consideraciones  que  quedan  expuestas,  resulta  como 
segura  conclusión  que,  aun  admitiendo  hipotéticamente  el  ab- 
surdo de  que  el  fallo  del  poder  ejecutivo,  de  10  de  Agosto  de 
1883,  tayiese  mayor  autoridad  legal  que  el  del  Superior  tribu- 
nal, su  superior  en  grado,  de  fecha  8  de  Agosto  de  1882,  y  por  lo 
tanto  que  la  información  sumaria  de  foja...  fuese  prueba  sufi- 
ciente de  la  propiedad  de  don  Migue  Jerónimo  Toledo,  y  por  su 
muerte,  de  la  de  su  hija  doña  Pascuala,  en  el  campo  cuestio- 
nado, y  siendo  cierto,  como  lo  es,  que  el  poder  otorgado  por 
doña  Pascuala  á  don  Loreto  Saenz,  en  Abril  de  1867,  por  el 
escribano  Coronel,  no  lo  autorisaba  para  vender  el  campo,  sino 
simplemente  para  gestionar  la  reposición  del  título  del  mismo 
(copia  testimoniada  de  foja  84),  lo  que  hace  que  don  Juan  Pe- 
dro Salvagnaoh  no  adquiriese  la  propiedad  de  él,  por  la  venta 
que  le  otorgó  Saenz  en  1867,  ni  pudiese  trasmitirla  válidamente 
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al  doctor  Qaerencio,  segua  los  principios  de  qae  los  contratos 
hechos  á  nombre  de  otro,  sin  estar  autorizado  para,  ó  sin  tener 
so  representación  legal,  son  nulos  (ley  10,  título  34,  partida  7, 
7  artículos  1161  y  1329  del  Código  Civil),  y  de  que  la  tenta  de 
cosa  ajena  es  nula;  con  todo,  el  doctor  Querencio  ha  probado 
cumplidamente  su  excepción  de  prescripción,  pues  ha  exhibido 
un  título  traslativo  déla  propiedad^  y  consta  que  poseyó  de  bue- 
na fé  el  inmueble  disputado  por  más  de  20  años,  lo  que  consti- 
tuye á  su  favor  un  título  de  dominio  (artículo  3999  del  Código 
Civil). 

Por  estas  consideraciones,  declaro  que  doña  Pascuala  Toledo 
no  ha  probado  su  dominio  en  el  inmueble  que  reivindica,  y  por 
el  contrario,  el  doctor  Querencio  ha  justificado  que  lo  adquirió 
por  la  prescripción,  en  consecuencia,  fallo  no  haciendo  lugar  á 
la  demanda,  con  costas. 

M.  de  T.  Pinto, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  14  de  1897. 

Vistos  y  considerando  :  Que  consta  por  las  cuestiones  que  en 
testimonio  corren  de  fojas  tres  vuelta  á  seis  vuelta  de  los  autos 
administrativos,  y  lo  reconocen  sin  contradicción  ambas  partes, 
que  la  venta  otorgada  por  don  Juan  Pedro  Salvagnach  á  favor 
de  don  Gregorio  Benitez  y  del  doctor  Carlos  M.  Querencio,  se  re- 
fiere al  inmueble  de  la  cuestión,  la  que  versa  sobre  la  mitad  de 
la  cosa  enajenada  que  ha  sido  reconocida  á  favor  del  citado  doc- 
tor Carlos  M.  Querencio. 

Que  la  citada  escritura  está  revestida  de  las  formas  ó  solem- 
nidades exigidas  para  la  validez  del  título  y  tiene  éste  por  ob- 
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jeto  transmitir  un  derecho  de  propiedad,  que  se  habría  trans- 
mitido en  efecto  á  ser  el  enajenante  propietario  de  la  cosa 
enajenada. 

Que,  en  consecuencia,  el  expresado  título  entra  en  los  téc- 
nicamente denominados  ;u5¿os,  álos  fines  de  la  prescripción,  de 
conformidad  á  lo  dispuesto  por  la  ley  diez  y  ocho,  título  Teinte 
y  noeTe,  partida  tercera,  y  artículos  cuatro  mil  diez  y  cuatro 
mil  once  del  Código  Civil. 

Que  el  actor  no  ha  producido  prueba  alguna  que  sirva  á  des- 
truir la  presunción  juris  que  atribuye  buena  fé  al  poseedor,  de 
acuerdo  con  los  preceptos  de  la  antigua  y  de  la  nueva  legis- 
lación . 

Que  con  esos  antecedentes  y  con  la  posesión  continuada  por 
más  de  veinte  años,  invocada  y  comprobada  por  parte  del  de- 
mandado, no  puede  dudarse  que  el  juez  inferior  ha  aplicado  co- 
rrectamente en  el  caso  las  disposiciones  de  la  citada  ley  diez 
y  ocho,  título  veinte  y  nueve,  partida  tercera,  y  del  artículo 
tres  mil  novecientos  noventa  y  nueve  del  Código  Civil. 

Que  la  buena  K  de  Salvagnach  no  tiene  influencia  alguna  res- 
pecto á  esta  causa,  ni  tampoco  la  cuestión  sobre  si,  para  la 
prescripción,  el  enajenante  se  ha  de  atribuir  á  él  mismo  el  ca- 
rácter de  dueño,  puesto  qae,  en  concepto  de  tal  es  que  el  citado 
Salvagnach  formalizó  la  enajenación  á  favor  de  Querenoiu,  pues- 
to que  el  sucesor  particular  de  buena  fé  puede  prescribir,  aun- 
que la  posesión  de  su  autor  hubiese  sido  de  mala  fé. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  de  la  sentencia  apelada 
de  foja  ciento  cuarenta,  en  lo  que  se  refiere  á  la  prescripción, 
se  confirma  aquélla»  con  costas.  Repuestos  los  Slellos,  devuél- 
vanse. 

BBNIAMIN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OGTATIOBUNGE.  —  JUAN 
E.  TORRENT. 

T.  LXTU  6 
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rAVSA  Xlill 


El  Banco  déla  Nación  contra  don  ArUlides  Sacristi  y  otro, 
por  cobro  ejecutivo  de  pesos;  sobre  gastos  judiciales 


Sumario.  —  La  manifestaoion  del  ejecatante  de  haber  sido 
íntegramente  pagado  del  crédito,  intereses  y  gastos  judiciales, 
que  le  corr-esponden  pagar,  importa  que  entre  éstos  se  hallan 
comprendidos  los  honorarios  de  los  peritos  tasadores. 


Co^o .  — Bncontrándose  pendiente  ante  la  Suprema  Corte, 
nn  incidente  relati?o  al  pago  de  honorarios  deljíerito  tasador 
délos  bienes  embargados,  éste  y  el  deador  manifestaron  que  el 
Banco  había  sido  satisfecho  del  capital,  costos  y  gastos  corres- 
pondientes, por  cuyo  motivo  el  juicio  no  tenía  motivo  de  con- 
tinuar. Oide  la  parte  del  Banco,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  úm  im  fNipreniA  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  16  de  1897. 

Vistos:  Resultando  de  lo  manifestado  en  este  escrito  y  en  el 
de  foja  setenta  y  tres,  que  el  ejecutante  ha  sido  íntegramente 
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pagttdopor  el  ejecutado,  del  crédito  demandado,  con  sas  intere- 
ses y  gastos  judiciales,  qne  corresponden  pagar  al  Banco,  segon 
éste  lo  dice. 

Que  esos  gastos  no  pueden  ser  sino  los  de  lu  ejecución,  que 
son  de  pago  preferente,  conforme  al  artíciflo  doscientos  noventa 
y  ocho  de  la  ley  de  procedimientos,  entre  los  que  están  compren- 
didos los  honorarios  de  los  peritos  tasadores. 

Por  esto,  dase  por  terminado  el  incidente  promovido  por  el 
Banco,  en  .el  escrito  de  foja  cincuenta  y  siete,  y  devuélvanse, en 
consecuencia,  los  autos  /al  juzgado  de  3u  origen,  para  que  pro- 
ceda con  arreglo  á  la  presente  resolución.  Repóngase  el 
papel . 

benjamín  paz.  —luis  V.  VÁRELA. 
-^ABEL  BAZAN .  —OCTAVIO  BUNGE. 
—JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA   .l^lilll 


Don  Francisco  S.  Menn  contra  don  Horacio  Alemán,  por  rendid 
cion  de  cuentas;  sobre  suspensión  del  alegato  sobre  el  mérito 
de  la  prueba . 

Sumario.  —  1^  El  juez  no  tiene  autorización  para  suspender 
el  término  que  la  ley  señala  para  alegar  sobre  el  mérito  de  la 
prueba  producida. 
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2^  Esto  no  obsta  á  que  mande,  aun  después  de  los  alegatos, 
agregar  las  pruebas  producidas  en  tiempo,  y  no  agregadas  sin 
culpa  del  interesado. 


Caso,  — Resulta  del 


Falle  del  Jues  Federal 


La  PlaU,  Diciembre  21  de  1896. 

Y  vistos :  Ei  incidente  promovido  por  el  demandado  en  el  es- 
crito de  foja  319,  pidiendo  revocatoria  del  decreto  de  foja  302,  j 
resultando: 

Que  el  demandante  manifestó  en  el  escrito  de  foja  301,  que  se 
hallaban  pendientes  todavía  algunas  diligencias  de  prueba  pe* 
didas  oportunamente  7  ordenadas  por  el  juzgado,  pero  que  por 
cansas  ajenas  á  su  voluntad  no  se  habían  podido  practicar. 

Que  una  de  estas  diligencias  era  el  informe  solicitado  al  Ban- 
co Hipotecario  de  la  Provincia,  sobre  el  remate  del  arrenda- 
miento de  la  estancia  c  El  Sauce  »^  y  la  agregación  del  expe- 
diente sobre  cumplimiento  de  un  contrato,  cuyo  juicio  lo  pro- 
movieron el  doctor  Marcelino  Ar^vena  y  don  Adolfo  Alemán. 

Que  no  ha  sido  por  causa  que  le  sea  imputable,  que  el  Banco 
Hipotecario  no  ha  remitido  el  informe  solicitado,  por  haber  em- 
pleado toda  diligencia  á  ese  fin. 

Que  antes  de  presentarse  los  alegatos,  debe  agregarse  la 
prueba  pedida  y  ordenada  en  tiempo,  y  cuyo  retardo  no  leerá 
imputable^  por  lo  cual  pidióse  suspendiera  el  término  paraale- 
gar, hasta  tanto  se  hiciera  la  agregación  de  esa  prueba,  decre- 
tándose por  el  juzgado  de  conformidad. 
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Yoonsiderando:  Qae  el  demandado^  fundándose  en  el  artículo 
ciento  setenta  y  siete  de  la  ley  de  procedimientos,  que  dispone 
que  á  los  dos  días  de  vencido  el  término  de  prueba  el  expedien- 
te quedará  en  la  oficina  por  seis  días  para  alegar  de  bien  proba- 
do, pidió  revocatoria  del  citado  decreto,  y  que«e  mandaran  po- 
ner  los  autos  en  la  oficina. 

Que  sustanciado  el  recurso,  el  actor  ha  sostenido  que  estaba 
en  su  derecho  pedir  la  admisión  de  la  prueba  que  había  sido  de- 
cretada durante  el  término  probatorio,  aun  cuando  éste  estu- 
viera vencido,  por  cuanto  esa  prueba  si  no  ha  sido  producida  en 
tiempo,  no  es  por  negligencia  ó  causa  que  le  sea  imputable,  por 
haber  instado  por  su  parte  ante  el  Banco  Hipotecario,  que 
fuese  remitido  en  tiempo.  Que  este  retardo  depende  exclusiva- 
mente de  aquel  establecimiento  público  y  que  de  ningún  modo 
le  puede  causar  perjuicio. 

Que,  por  otra  parte,  de  autos  consta  la  calidad  y  extensión 
de  los  hechos  que  debía  probar  el  demandante^  debiéndose  re- 
cibir la  prueba  en  diversos  partidos  de  la  Provincia  y  alterna- 
tivamente, ó  al  mismo  tiempo,  loque  ha  podido  demorar  un  tan- 
to las  gestiones  probatorias  en  esta  ciudad,  cuando  su  presen- 
cia era  reclamada  en  aquellos  partidos. 

Que  sin  entrar  á  considerar  mérito  alguno  respecto  de  la 
prueba,  se  hace  necesario  tejier presente,  alo  menos,  el  número 
bastante  considerable  de  la  prueba  testimonial  rendida  por  el 
actor,  para  llegar  al  reconocimiento  indispensable  de  que  el 
término  probatorio,  le  ha  debido  ser  por  extremo  limitado,  y 
como  el  fin  de  la  justicia  es  el  de  la  averiguación  y  declaración 
de  la  verdad,  si  no  fuese  admisible  la  prueba  presentada  fuera 
de  tiempo,  tendríamos  que  la  justicia,  por  el  rigorismo  de  la 
ley  de  forma,  se  vería  prirada  de  algún  elemento,  acaso  indis- 
pensable, para  fundar  la  convicción  del  juez. 

Que  en  el  caso,  claramente  resulta  que  si  el  Banco  Hipoteca- 
rio no  ha  remitido  á  este  tribunal   el  informe  que  se  le  pidió, 


86  FALLOS  DE   LA  SWaBMA  CORTE 

dentro  del  término  de  prueba,  erto  no  constituye  un  bocho  im- 
potable al  demandante,  y  esa  prueba,  presentada  después  de 
Tencido  el  término,  debe  seradmitida«  A^í  lo  tiene  resuelto  en 
diTersos  fallos  la  Suprema  Corte  Nacional.  (Véase  serie  2f, 
tomo  14^  página  98). 

T  considerando,  en  cuanto  al  incidente  sobre  personería 
producido  por  don  Adolfo  Alemán  en  el  escrito  de  foja. . . , 
que  en  el  presente  juicio  se  ha  seguido  en  toda  su  tramitación 
por  don  Francisco  S.  Menn  contra  don  Horacio  Alemán^  hallán- 
dose perfectamente  deñnida  la  litis  coníestatio  entre  las  dos 
personas,  una  de  las  cuales  ha  sido  representada  en  carácter  de 
mandatario  por  don  Adolfo  Alemán,  lo  que  hace  indiscuti- 
ble la  personería  personal  y  propia  que  éste  pretende  asumir 
ahora  en  este  juicio» 

Que  no  se  trata  en  esta  causa  de  derechos  que  el  señor  Ale- 
mán (Adolfo)  pudiera  tener  y  ejercitar  contra  don  Francisco 
Menn,  loque  es  indudable  que  este  juicio  no  puedeafectar,  des- 
de el  punto  de  vista  en  que  él  se  ha  constituido,  quedando  traba- 
do como  cuasi  contrato  entre  Menn  y  don  Horacio  Alemán,  no 
existieudo  con  don  Adolfo  ningún  motivo  que  induzca  res  ínter 
altos  acia,  etc. 

Por  estas  consideraciones  no  as  hace  lugar  al  recurso  de  re- 
posición interpuesto,  con  costas  ^y  se  concede  el  de  apelación  pa^ 
ra  ante  la  Suprema  Corto;  y  en  cuanto  á  la  personería  solicitada 
por  don  Adolfo  Alemán,  tampoco  se  hace  lugar  por  las  razones 
expuestas.  Repónganse  los  sellos. 

Mariano  5.  de  Aurrecoeehea. 
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Falle  de  to  Saprema    Corte 

BaeDOs  Aires,  Marzo  16  de  1897. 

Vistos  7  considerando:  Que  según  lo  dispone  el  artícolo 
ciento  setenta  y  siete  de  la  ley  de  procedimientos,  á  los  dos 
días  de  rencido  el  término  probatorio,  el  secretario  debe  po- 
ner, de  oficio,  el  certificado  de  las  pruebas  qne  se  hubieren 
producido,  agregándolas,  j  hacer  saber  á  las  partes,  por  cédn- 
la,  que  el  expediente  está  en  la  oficina  por  seis  días,  para  que 
puedan  instruirse  de  aquellas  j  presentar,  si  les  conTiniere, 
dentro  del  mismo  término,  un  escrito  sobre  su  mérito. 

Que,  por  consiguiente^  los  alegatos  de  bien  probado  deben 
producirse  sin  necesidad  de  auto  ó  mandato  judicial  alguno,  de 
donde  se  deduce  que  el  juez  no  tiene  autoridad  para  suspender 
el  término  que  para  el  efecto  señala  la  ley . 

Que  esto  no  obsta,  sin  embargo,  á  que  el  juez  mande,  aun  des- 
pués de  los  alegatos,  agregar  las  pruebas  que  se  hubieren  pro- 
ducido en  tiempo,  y  que  no  se  hubieren  agregado  á  los  autos 
por  motivos  independientes  de  la  voluntad  del  interesado. 

Foresto:  se  revoca  el  auto  apelado  do  foja  trescientas  dos, 
sin  perjuicio  de  que  el  Juez  de  Sección  proceda,  llegado  el  caso, 
como  se  expresa  en  el  último  considerando  de  la  presente  re- 
solución. Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA. — ABEL  BAZAN. 
—  OGTATIO  BUROE.  —  JÜAÜ  E. 
TORRBin. 


^ 


I 
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CAUSA  Xlilir 


Don  Luis  Gardey,  contra  don  Andrés  D,  CapurrOf  por  cobro 
de  pesos;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda 


Sumario.  — Debe  rechazársela  eicepcion  de  defecto  legal 
en  el  modo  de  proponer  la,  demanda,  cuando  resulta  que  ésta 
reúne  los  requisito^  exigidos  por  la  ley  de  procedimientos. 


Caso,  —  Lo  explican  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  y  el 


WmUm  del  Summ  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1896. 

Tristes:  Estos  autos  para  resolver  sobre  la  excepción  de 
defecto  legal  en  la  demanda  interpuesta  por  don  Luis  Gardey  . 

Y  considerando  :  Que  aquella  contiene  todos  los  requisitos 
exigidos  por  el  artículo  57  de  la  ley  nacional  de  procedimientos , 
es  decir,  el  nombre  del  demandante  y  el  demandado ;  la  cosa 
demandada;  ios  hechos  en  que  se  funda,  explicados  con  claridad 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  89 

en  párrafos  separados  y  numerados ;  el  derecho  expuesto  su- 
ointamente  y  la  petición  en  términos  claros  y  positivos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  que  se  consignan  en  el  escrito 
de  foja...^  DO  ba  lugar,  cori  costas^  á  la  excepción  opuesta  por 
el  demandado,  llévense  adelante  los  procedimientos,  debiendo 
el  demandado  evacuar  el  traslado  conferido,  dentro  del  térmi- 
no de  la  ley . 

P.  Olaecheay  Alcorta. 


Falle  de  I»  Suprema  Certe 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1897. 


% 


Vistos  y  considerando  :  Que,  como  lo  establece  el  auto  apela- 
do, en  la  demanda  de  foja  seis  se  encoentfan  reunidos  los  requi- 
sitos exigidos  por  la  ley  de  procedimientos,  no  siendo  exacto, 
como  lo  pretendtj  el  demandado,  que  no  estén  claramente  ex- 
puestos los  hechos  y  el  derecho  en  que  se  funda. 

Por  esto,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  diez 
y  seis  vuelta.  Repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

BEBiJAMIN    PAZ. —ABEL  BAZAN. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 


/ 
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CAVIIA   XliV 


Criminal  contra  Antonio  Boceutici,  por  circulación  de  billetes 
falsos  de  curso  legal;  sobre  excarcelación  bajo  fianza 


Sumario.  —  V  La  sola  circulación  de  billetes  falsos  de  corso 
legal  admite  la  excarcelación  bajo  fianza. 

2<^  No  obsta  qae  sobre  el  procesado  recaiga  la  sospecha  de  ser 
la  persona  á  que  se  refiere^ otra  cansa  seguida  por  ignal  delito, 
si  de  esta  no  resulta  contra  dicha  persona  semiplena  prueba  6 
indicios  vehementes  die culpabilidad. 


Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas : 


VISTA    FISCAL 


Buenos  A.ires,  Febrero  12  de  1897. 
Señor  Juez: 

El  delito  imputado  á  Antonio  Boccntici^  es  el  de  circulación 
de  billetes  de  banco,  falsos. 
En  el  estado  actual  del  proceso,  en  que  se  trata  de  establecer 
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sa  verdadera  identidad  personal,  para  saber  si  es  el  mismo  que 
fué  enjuiciado  con  anterioridad  por  ei  mismo  delito,  no  es  pro- 
cedente la  excarcelación . 

« 

G.  G.  Vieyra. 


Falle  del  4íaeK  Vederal 


La  Plata,  Febrero  15  de  ]807. 

Aa¿08  7  Tiatos:  £1  incidente  seguido  contra  el  detenida  An- 
tonio Boccntió,  sobre  exd^roelacion  bajo  fiama. 

Y  consíáefaiid'0 :  1®  Que  i  pesar  de  las  consideraciones  invo- 
cadas por  el  señor  Procurador  Fiscal,  no  es  justo  ni  macho  me- 
noaeqnitativo  privar  á  una  pesaona  su  libertad,  cuando  no  existe 
saieto  delincneato. 

2^  Que  aún  en  el  caso  supuesto,  do  que  fuera  esta  persona  de- 
tenida la  eircnlaéora  ¿el  billete  en  cuestión,  aa  delito,  jnsEgado 
4  la  fas  de  la  ley  fedesal,  sería  penado  con  el  triple  del  valor, 
7  por  coasigniente  exeareelable . 

3^  Que  someter  el  estado  del  proceso  con  estos  anteoedeatea 
á  la  clani  evidencia  de  la  cnlpabilidad ,  se  trocaría  en  deprimente 
perJAieio  paMel  detenido. 

Por  esto,  no  obstante  lo  dictamiimde  per  el  señor  Fiscal,  se 
acepta  la  fianza  7  el  fiador  propuesto,  fijándose  su  responeabili- 
dad  eOf  mit  peeos  7  prério  otorgamiento  de  la  esof  itura,  líbrense 
lee  efiaioe  neeesariee. 

M.  S.  de  Aurreeo^ehmé 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


BueDOS  Aires,  Marzo  6  de  1897. 

r 

Suprema  Corte : 

No  88  había  podido  comprobar  por  el  sumario  acompañado, 
que  el  procesado  Domingo  Fusco  6  Antonio  SeTerine,  fuese 
circulador,  á  sabiendas,  de  billetes  de  banco  falsificados.  Fué  por 
tal  causa  y  por  la  imposibilidad  de  llevar  adelante  la  iuTesti- 
gacion,  que  el  Juzgado,  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el 
señor  Procurador  Fiscal,  decretó  el  sobreseimiento  proTisional 
de  foja  29. 

Han  pasado  algunos  años  después  de  la  fecha  de  aquel  auto, 
y  hoy  se  aprehende  al  individuo  Antonio  Boccutici,  suponiendo 
ser  el  mismo  Fusco  óSeverino,  del  antiguo  proceso. 

No  se  ha  justificado  la  identidad,  pues  la  única  declaración 
de  foja  36  Tuelta  prestada  al  respecto,  aparece  en  contradicción 
con  las  circunstancias  personales  del  preso,  como  lo  reconoce  el 
mismo  Procurador  Fiscal  á  foja  31. 

Pero,  aun  admitido  que  Boccutici  fuese  el  mismo  Fusco,  como 
contra  éste  no  resultaba  comprobada  otra  circulación  que  la  del 
billete  de  20  pesos,  que  según  su  confesión  hizo  )K)r  mandato  de 
su  patrón  é  ignorando  la  falsedad,  no  podría  tener  mayor  pena 
en  el  peor  de  los  casos,  que  la  establecida  en  el  articulo  63  de  la 
ley  sobre  crímenes  contra  la  Nación.  Aun  en  ese  caso,  el  delito, 
por  razón  de  la  pena,  caería  bajo  el  régimen  de  la  excarcelación, 
con  sujeción  á  lo  establecido  en  el  artículo  376  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal. 

Creo  por  ello  injustificado  el  recurso  interpuesto  por  el  Pro- 
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carador  Fiscal  contra  el  auto  de  excarcelación,  á  foja  4Sí  vuelta 
de  este  incidente;  y  pido  á  Y.  E.  se  sirva  confirmar  aquel,  por 
sus  fundamentos. 

Sabiniano  Kier. 


Valle  4e  %m  Suprema  Certe 

Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1807. 

Vistos;  considerando:  Que  aun  admitiendo  que  Antonio  Boc- 
cutici  sea  la  persona  de  Domingo  Fusco,  á  que  sp  refiere  el  pro- 
ceso adjunto  á  esta  causa,  los  autos  no  contienen  elementos  su- 
ficientes para  atribuir  al  mencionado  Fusco,  siquiera  por  se- 
miplena prueba  6  indicio  vehemente,  la  circulación  con  cono- 
cimiento de  la  falsedad  del  billete  falso  de  veinte  pesos  que 
motiva  el  sumario. 

Por  esto  y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador 
Oeneral:  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  dos. 
Devuélvanse. 

benjamín  paz.  — LUIS  V.  VÁRELA. 
—  ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUN- 
GE.  —  JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA   XIsWl 


El  Banco  Agrícola  Comercial  contra  el  Banco  Hipotecario  de 
la  provincia  de  Buenos  Aires,  por  cobra  ejecutivo  de  costas  ; 
sobre  apelación  denegada. ' 


Sumario.  —  El  anto  ordenando  el  embargo  en  el  juicio  eje* 
cativo,  no  es  apelable. 


Caso.  —  Resolta  del  signieóte: 


INFORME 


La  Plata,  Marzo  15  de  1897. 

A I  señor  Secretario  de  la  Suprema  Corte : 

Cumplimentando  lo  dispuesto  en  el  recurso  de  heclro  dedu- 
cido por  el  Banco  Hipotecario  de  la  Proyincia  en  autos  con  el 
Banco  Agrícola  Comercial,  tengo  el  honor  de  informar  á  esa 
Suprema  Corte : 

Que  el  Banco  Agrícola  inició  un  juicio,  en  Abril  de  1894,  con- 
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tTR  «I  Baooo  Hipotecario  de  la  Provincia,  sobre  consignación, 
7  en  COJO  juicio  se  diotó  sentencia  definitiva  en  Abril  de  1895, 
declarándose  que  la  consignación  hecha  tenía  el  efecto  legal  del 
pago,  con  costas  al  demandado. 

Consentida  la  sentencia,  los  representantes  del  Banco  Agrí- 
cola Comercial,  pidieron  regalacion  de  sus  honorarios,  la  que  se 
hiso  por  el  Tribunal  en  Mayo  14  de  1895,  quedando  también 
consentida  esta  ragulacion,  y  en  Julio  del  mismo  año  se  ordenó 
librar  mandamiento  á  petición  de  parte,  por  el  importe  de  las 
regulaciones  y  la  planilla  de  sellos. 

No  habiendo  sido  ejecutado  este  mandamiento,  también  á 
petición  de  parte,  se  reiteró  en  Setiembre  24  del  año  anterior, 
y  en  este  estado»  el  Banco  Hipotecario  se  presentó  pidiendo  ver 
posición  de  e^  última  providencia,  por  hallarse  el  Banco  en 
moratorias  y  dednoiendo  en  subsidio  el  reeu? ao  de  apelación. 

Sustanciado  el  recurso  y  teniéndose  presente  que  se  trataba 
de  un  juicio  ejecutivo,  en  que  el  ejecutado  no  había  sido 
aún  citado  de  remate,  el  Juzgado  dictó  la  siguiente  resolu- 
ción : 

«La  Plata,  Noviembre  13  de  1896.  Y  vistos:  Por  las  con- 
sideraciones aducidas  en  el  precedente  escrito,  y  sólo  en  cuanto 
se  refiere  &  la  forma  del  juicio,  no  se  hace  lugar  al  recurso  de 
reposición  ni  al  de  apelación  interpuesto  en  e!  escrito  de  foja  43. 

«  Y  proveyéndose  á  lo  pedido  por  el  ejecutante  á  foja  47,  trá- 
bese el  embargo  solicitado,  notificándose  al  Tesorero  para  que 
retenga  en  su  poder  la  cantidad  demandada  bajo  su  responsabi- 
lidad personal .  > 

£n  este  estado  se  recibió  de  esa  Suprema  Corte  lá  nota  pi- 
diendo el  presente  informe,  que  se  ha  demorado  un  tanto  su 
remisión  y  porque  en  esta  misma  fecha  más  ó  menos,  se  ha  tra- 
mitado un  incidente  de  recusación  al  Secretario,  que  había  dedu- 
cido el  ejecutante,  y  es  por  este  solo  motivo  que  no  fué  enviado 
este  informe  al  finalizar  el  año  anterior. 
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Dejando  así  expuesto  el  incidente  que  motiva  el  recurso  de 
hecho  deducido,  tengo  el  honor  de  saludar  atentamente  á  V, 

Mariano  S.  de  Aurrecoechea . 


WmUm  de  la  Suprema  C^rte 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1897. 

Autos  7  vistos :  Considerando  que  en  el  juicio  ejecutivo  sólo 
son  apelables  los  autos  qae  se  declaren  tales  por  la  ley  (artículo 
trescientos  de  la  ley  de  procedimientos). 

Que  entre  esos  autos  no  está  comprendido  el  mandamiento 
de  embargo.* 

Por  esto  y  en  mérito  délo  informado  por  el  juez  de  la  causa, 
se  declara  bien  denegado  el  recurso.  Repuestos  los  sellos,  re- 
mítanse estas  actuaciont^s  al  inferior  para  ser  agregadas  á  sus 
antecedentes. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 
—  ABEL  BAZAN.  — OCTAVIO  BÜN- 
GE . —  JUAN  E .  TORRENT . 
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CAUSA  XliYII 


Doña  Antonia  Viera  de  Pérez  y  otros,  contra  doña  Francis- 
cisca  P,  de  Rodriguez  y  otros,  por  cobro  de  pesos;  sobre 
excepciones  dilatorias. 


Sumario, — Los  padres  que  están  llamados  á  representar  á 
sas  hijos  menores  en  virtud  de  la  patria  potestad,  no  están 
obligados  á  acompañar  comprobantes  para  justificar  su  perso- 
nería. 


Caso.  —  Resulta  del 


Falle  del  Sueu  Federal 


.  La  Plata,  Abril  17  de  1896. 

T  vistos  :  Los  seguidos  por  doña  Antonia  Viera  de  Pérez  j 
otros,  contra  doña  Francisca  P.  de  Rodríguez  j  otros,  sobre 
cobro  de  pesos,  á  fin  de  resolver  las  articulaciones  sobre  falta 
de  jurisdicción  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer,  promo- 
vidas (véase  foja  23). 

Y  considerando  :  i^  Que  en  cuanto  á  la  falta  de  jurisdicción, 
con  las  declaraciones  de  los  tres  testigos  hábiles  j  libres  de 

T.   LXVII  7 


98  FALLOS   DE  LA  dSUPMllA   CORTE 

toda  excepción  que  han  declarado  (véase  fojas  61,  62  y  63),  ha 
quedado  plenamente  comprobado  ser  los  actores  vecinos  de  la 
Capital  federal. 

2^  Que  referente  al  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  deman- 
da, esta  excepción  se  funda  en  que  los  demandantes  no  han  jus- 
tificado el  fuero  federal  al  deducir  su  acción. 

3®  Que  igualmente  presentándose  la  señora  Viera  de  Pérez, 
por  si  y  su  hijo  menor,  ha  omitido  acompañar  los  documentos 
justificativos  de  la  patria  potestad . 

4®  Que  asimismo  no  ha  acompañado  el  plano  de  mensura  que 
invoca  como  justificativo  del  derecho  que  se  atribuye  para  co- 
brar la  medianería  del  alambrado. 

5^  Que  menos  ha  acompañado  los  títulos  de  propiedad  del 
campo  en  que  se  hizo  el  alambrado  medianero. 

6^  Qoe,  como  consecuencia  de  lo  anterior,  los  hechos  en  que 
la  demanda  se  funda  no  están  explicados  claramente. 

7^  Que  no  ha  sido  citada  la  ley  de  una  manera  concreta,  pues 
sólo  se  dice  que  la  demanda  se  apoya  en  el  libro  3^,  título  8^  del 
Código  Civil,  y  finalmente,  como  última  observación,  asegura 
que  el  domicilio  fijado  es  fuera  del  radio  de  diez  cuadras. 

8^  Que  la  excepción  de  deifecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda  es  sólo  procedente  ciando  no  se  hayan  llenado  los 
requisitos  establecidos  en  el  artículo  57  de  la  ley  de  procedi- 
mientos en  lo  federal ;  cuyos  requisitos  aparecen  todos  cum- 
plidos en  el  escrito  de  fecha  5  de  Octubre  de  i894  (fojas  8  á  12) 
que  contiene  los  nombres  de  demandantes  y  demandados,  la 
cosa  demandada,  los  hechos  y  el  derecho,  explicados  sucintamen- 
te y  la  petición  clara  y  precisa  de  lo  que  se  pretende. 

9^  Que  de  los  defectos  que  se  hacen  notar  por  el  demandado, 
á  ser  ciertos,  darían  lugar  á  otras  excepciones  ó  defensas  muy 
distintas  de  las  propuestas,  como  es  fácil  notarlo  con  un  sim- 
ple análisis. 

10*  Qne  el  hecho  consignado  bajo  el  segundo  considerando 
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es  relativo  á  la  excepción  de  falta  de  jarisdiccioa,  ya  examina- 
da; el  del  tercero  implica  falta  de  poder  en  la  señora  Viera  de 
Pérez  para  demandar  en  nombre  de  sq  hijo  menor;  el  del  coarto 
daría  derecho  para  que  se  presentaran  después  los  docomentos 
omitidos  (artículo  10  de  la  ley  de  procedimientos),  como  su- 
cede con  el  quinto. 

La  falta  de  estos  documentos  no  hacen  la  demanda  menos 
clara,  como  se  dice  bajo  el  sexto;  no  siendo  tampoco  exacto 
se  haya  dejado  de  citar  el  derecho,  porque  se  menciona  todo  un 
título  del  Código  Civil^  mucho  menos  coando  se  individnaliza 
el  artículos^  del  mencionado  título.  Finalmente,  la  circunstan- 
cia de  no  baberse  fijado  domicilio  en  el  radio  de  diez  cuadras,  no 
constituye  defecto  en  la  demanda,  sino  sólo  la  infracción  de  una 
disposición  dictada  en  mira  del  buen  seryicio  y  del  orden  inter- 
no de  la  secretaría,  cuya  deficiencia  puede  subsanarse  de  oficio 
y  en  coalqnier  momento. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  :  desechando,  con  costas,  las 
excepciones  propuestas,  debiendo  el  demandado  contestar  dere- 
chamente á  la  demanda  dentro  del  plazo  legal.  Constituya  el 
actor  en  el  primer  escrito  que  presente,  domicilio  dentro  del 
radio  legal. 

Notifíquese  con  el  original,  regístrese  en  el  libro  de  senten- 
cias, y  repónganse  las  fojas. 

M.  S.  de  Áurrecoechea. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROGURAOOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  19  de  1896. 
Suprema  Corte : 

La  excepción  de  incompetencia  opuesta  á  foja  33  se  fundaba 
en  que  ifo  se  había  comprobado  á  los  efectos  del  fuero  federal, 


100  FALLOS  DE   LA  SUPREMA  CORTE 

el  domicilio  de  la  señora  de  Pérez  y  de  su  hijo  en  la  Capital  fe- 
deral. 

Recibida  la  caasa  á  prueba,  se  ha  ratificado  ol  domicilio  es- 
tablecido en  el  instrumento  público  de  foja  1'  con  las  declara- 
ciones de  foja  61  á  foja  63;  de  cuyo  constesto  resulta  compro- 
bado el  domicilio  permanente  en  la  Capital,  de  la  demandante, 
y  por  ello  su  derecho  al  fuero  federal  en  demanda  contra  la 
parte  domiciliada  en  la  provincia  de  Buenos  Aires. 

Pido  á  y.  E.  se  sirva  así  declararlo,  confirmando  en  esta 
parte  el  auto  recurrido  de  foja  70. 

Sabintano  Kier. 


Pallo  de  la  Huprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  SO  de  1897. 

Vistos  y  considerando  :  Que  como  se  desprende  claramente 
del  artículo  cuarto  de  la  ley  de  procedimientos,  ese  artículo  se 
refiere  á  personas  que  obrando  á  nombre  de  otro,  deben  estar 
munidas  de  comprobantes  destinados  á  justificar  su  personería. 

Qne  tal  cosa  no  sucede  en  relación  á  los  padres  que  están 
llamados  á  reprentar  á  sus  hijos  menores,  en  virtud  de  los  de- 
rechos que  da  la  patria  potestad  y  sin  que  medie  discernimiento 
que  sirva  á  acreditar  su  representación,  á  diferencia  de  lo  que 
acontece  con  los  tutores,  mencionados  en  primer  término  por  el 
citado  artículo  cuarto. 

Por  esto,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
procurador  general,  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  setenta.  Repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

benjamín  paz. — ABELBAZAN. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 


■»     -  •■        ■• 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  10 i 


CAUSA    XI.YIII 


Rée  Hermanos  contra  don  Th.  Kundig,  por  cobro  ejecutivo 

dé  pesos;  sobre  competencia 


Sumario.  — El  vecino  demandado  ante  su  propio  juez,  no 
paede  invocar  ia  jurisdicción  federal  por  razón  de  residir  el  de- 
mandante en  el  extranjero. 


Caso.  —  Besulta  de  las  siguientes  piezas  : 


AUTO  DEL  JUEZ  DE  COMERaO 


Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1896. 

Vistos  estos  autos,  resulta:  Que  iniciada  ejecución  por  don 
Jaan  Trant,  en  representación  de  los  señores  Bée  hermanos^ 
contra  contra  don  Th.  Eündig,  por  cobro  de  los  pagarés  de  fo- 
jas una,  tres  y  cinco,  importantes  la  suma  de  setecientos  pesos 
oro  sellado  j  más  cuarenta  pesos  con  cincuenta  centavos  mo- 
neda nacional,  importe  de  los  gastos  de  protesto,  se  han  seguí- 
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dolos  procedimientos  del  juicio  ejecutivo  marcados  por  la  lej. 
Que  citado  de  remate  él  ejecutado  se  presentó  á  foja  veinte  y 
tres  oponiendo  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción 
acordada  por  el  artículo  488  del  Código  de  Procedimientos. 
Funda  la  excepción  en  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  la 
cual  en  su  articulo  2®  establece  que  cuando  un  ciudadano  Te- 
cino  de  una  provincia  demanda  al  vecino  de  otra,  la  jurisdicción 
que  corresponde  es  la  federal.  Que  como  los  demandantes  seño- 
res Rée  hermanos  residen  en  París,  y  él  en  esta  ciudad^  era  in- 
dudable que  la  jurisdicción  que  correspondía  en  este  juicio  era 
la  federal  y  no  la  local,  pues  que  si  la  ley  había  establecido 
que  correspondía  á  la  primera  los  juicios  entre  vecinos  de  dis- 
tintas provincias,  con  más  razón  correspondía  cuando  el  vecino 
de  una  nación  den^anda  al  de  otra,  como  sucedía  en  el  presente 
caso.  Que  el  juzgado  debió  inhibirse  de  conocer  en  el  juicio 
desde  el  primei  momento,  de  acuerdo  con  el  artículo  7^  del  Có- 
digo de  Procedimientos.  Cita  otros  <2aso8  en  su  apoyo,  que  sos- 
tiene han  sido  declarados  favorablemente  por  la  Suprema  Corte 
en  el  sentido  de  las  pretensiones  que  sostiene. 

Conferido  traslado  al  demandante, lo  evacuó  á  foja  25,  y  soli- 
citó fuera  rechazada,  con  costas,  la  excepción  por  las  razones  si- 
guientes: Porque  entre  vecinos  de  diferentes  provincias  el  fue- 
ro es  del  que  ocurre  á  demandar  en  la  provincia  de  la  que  no  es 
vecino;  que  en  estos  casos,  tanto  el  extranjero  como  el  ciudada- 
no que  «curre  á  provincia  en  que  no  es  vecino,  tiene  el  derecho 
á  demandar  ante  el  juez  federal  6  ante  el  local,  importando  ello 
una  renuncia  del  fuero  federal  ó  prorrogar  jurisdicción  cuando 
se  ocurre  al  local;  que  el  demandado  no  podía  alegar  incompe- 
tencia, ya  porque  el  fuero  federal  no  es  de  él,  sino  del  extran- 
jero 6  del  vecino  de  otra  provincia,  y  ya  porque  nadie  podía  ne« 
gar  competeneia  de  un  juez  natural,  que  es  el  local  de  un  domi- 
cilio jDeiao  4^  del  artículo  12  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863;  que  por  otra  parte,  la  distinta  vecindad,  aun   tratándose 
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de  las  provincias  argentinas,  sólo  se  aplica  á  los  argentinos  en- 
tre sí  y  jamás  á  un  extranjero  con  otro,  como  lo  ha  establecido 
la  Suprema  Corte  de  la  Nación  en  la  seatencia  que  corre  en  la 
página  47i,  tomo  T"",  serie  2*  de  sus  fallos. 

Y  considerando:  1®  Que  las  razones  en  que  funda  la  ex- 
cepción opuesta  por  el  ejecutado  carecen  de  fundamento 
legal,  pues  la  disposición  de  la  lej  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  en  que  se  apoya,  no  es  aplicable  al  caso,  desde  que  esta 
ley  es  de  alcance  territorial  en  la  República  y  se  refiere  á  las 
cuestiones  que  puedan  ocasionarse  entre  Tecinos  de  distintas 
proTÍnoías. 

V  Que  consta  de  autos  que  los  demandantes  no  residen  en 
la  República  sino  en  la  ciudad  de  París  (Francia),  lo  que  de- 
muestra la  improcedencia  de  la  excepción  referida. 

Por  estas  consideraciones,  las  del  escrito  de  foja  25  y  lo  dic- 
taminado por  el  Agente  Fiscal,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  ex- 
cepción opuesta  á  foja  23  por  el  ejecutado,  y  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  los  artículos  498  y  507  del  Código  deProoedimien- 
tos,  llévese  adelante  la  ejecución  hasta  hacer  íntegro  pago  al 
acreedor  del  capital  reclamado  con  sus  instereses  y  costas  del 
juicio.  Repónganselos  sellos  y  regístrese . 


Luis  A.  PeyreL 


Ante  mí : 


Carlos  M.  González^ 

Secretario. 
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ACUERDO  Y  SENTENCIA  DE  LA  CÁMARA  DB    APELACIONES 

EN  LO  COMBRCUL 


En  Buenos  Aires  á  catorce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noyenta  y  seis,  reunidos  los  señores  vocales  én  la  sala  de  acuer- 
dos y  traídos  para  conocer  los  autos  seguidos  por  los  señores 
Bée  hermanos  contra  don  Th.  Eündig,  por  cobro  ejecutivo  de 
pesos,  se  practicó  la  insaculación  que  ordena  al  artículo  doscien- 
tos cincuenta  y  seis  del  Código  de  Procedimientos,  resultando 
de  ella  que  debían  votar  los  señores  vocales  en  el  orden  si- 
guiente: doctores  López  Cabanillas,  Estoves,  Saavedra. 
.  Estudiados  los  autos,  la  cámara  sometió  á  votación  las  si- 
guientes cuestiones  á  resolver :  . 

1*^  ¿Es  nula  la  sentencia  apelada?  2*  En  caso  negativo,  ¿Es 
.procedente  la  excepción  opuesta? 

A  la  primera  cuestión  el  doctor  López  Cabanillas,  dijo:  La 
nulidad  se  hace  consistir  en  no  haber  el  juez  recibido  á  prueba 
la  excepción,  pero  como  no  existía  disconformidad  entre  las 
partes  respecto  del  hecho  alegado  para  fundarla,  sino  sobre  el 
derecho  que  debe  regirla^  no  había  para  qué  abrir  término  pro- 
batorio ni  correspondía,  por  consiguiente,  hacer  la  recepción  á 
prueba  (art.  104,  Cód.  de  Proced.). 

El  juez  procedió,  pues,  con  arreglo  á  derecho^  prescindiendo 
de  tal  formalidad,  no  proscripta  para  el  caso;  y  no  existe,  por 
lo  tanto,  omisión  que  pueda  invalidar  el  procedimiento,  y  co- 
mo tampoco  la  hay  en  las  formas  y  solemnidades  prescriptas 
para  las  sentencias,  el  recurso  no  procede  y  debe  así  declararse. 
Yoto  en  tal  sentido. 

Por  razones  análogas  los  doctores  Estoves  y  Saavedra  se  ad- 
hirieron al  voto  anterior. 
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A  la  segunda,  el  mismo  señor  vocal,  dijo:  La  excepciou  de 
incompetencia  del  Juez  de  Comercio,  para  conocer  de  esta  eje- 
cocion  interpuesta  ante  él,  se  funda  por  el  ejecutado  en  que  el 
actor  reside  en  la  ciudad  de  París,  y  siendo  el  demandado  veci- 
no de  esta  ciudad,  la  jurisdicción  á  que  corresponde  el  conoci- 
miento de  la  causa  es  la  federal,  con  arreglo  á  lo  establecido  en 
el  artículo  segundo,  inciso  segundo,  de  la  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863. 

Para  demostrar  la  improcedencia  de  tal  excepción  basta  re- 
cordar que  el  citado  artículo,  en-  cuanto  á  la  diversa  vecindad 
que  se  invoca,  se  refiere  á  la  vecindad  en  diversas  provincias,  se- 
gún de  su  propio  texto  resulta,  y  en  el  presente  caso  se  princi- 
pia por  reconocer  que  sólo  una  de  las  partes,  el  ejecutado,  es  ve- 
cino de  la  Bepública,  demostrándose  así  con  ella,  la  inaplicabi- 
Hdad  de  la  disposición  invocada. 

Además,  el  fuero  federal,  por  razón  de  la  diversa  vecindad  de 
las  partes,  corresponde  á  la  no  vecina  del  lugar  en  que  se  de- 
manda, mas  no  al  demandado  vecino,  á  quien  por  este  título  só- 
lo corresponde  el  fuero  común  de  su  domicilio.  Por  consiguien- 
te, es  únicamente  al  no  vecino  á  quien  compete  elegir  entre  el 
fuero  común  del  demandado  ó  el  federal  que  &  él  le  correspon- 
de; pero  si  él  renuncia  á  éste,  y  prorroga  jurisdicción  ocurrien- 
do al  fuero  común  del  demandado,  éste  no  puede  objetar  tal  pro- 
rrogación, alegando  la  incompetencia  de  su  propio  juez.  Esto 
lo  tiene  ya  decidido  una  constante  jurisprudencia  y  no  hay  para 
qoé  abundar  en  mayores  consideraciones  para  votar,  como  lo 
hago,  negativamente. 

Por  razones  semejantes  los  doctores  Esteves  y  Saavedra  se 
adhirieron  al  voto  anterior. 

Con  lo  que  terminó  este  acuerdo,  que  firmaron  los  señores 
vocales  doctores  Estevea,  López  Cabanillas,  Saavedra.  — ^^Ante 
mí :  Daniel  J.  Frías. 
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Buenos  Aires,  NoTÍembre  14  de  1896. 

Y  vistos:  Por  los  fondamentos  consignados  en  el  acuerdo 
qae  precede,  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia  apelada  de 
foja  28,  7  devuélvanse.  Repónganse  los  sellos. 

Miguel  Esleves.  —  L.  López 
Cabanillas,  —  Diego  Saa- 
vedra. 


VISTA  DEL  SBfiOR  PROCURADOR  OENERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  20  de  1896. 

Suprema  Corte  : 

La  resolución  de  la  Excelentísima  Cámara  en  lo  Civil,  recu- 
rrida á  foja  45,  se  ajusta  en  sus  fundamentos  j  conclusiones  á 
las  prescripciones  sobre  competencia  nacional  de  1863,  y  i  la 
jurisprudencia  uniforme  establecida  al  respecto  en  los  fallos  de 
V.  £.  Se  ha  de  servir  Y.  E.,  por  ello,  confirmarla  por  sus  fun- 
damentos. 

Sabiniano  Kier. 
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Fall*  de  la  Sviprema  Carte 


Buenos  Aires,  Marzo  20  de  1897. 

Vistos:  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  geueral,  y  por  sos  fundamentos,  relativos  á  la  com- 
petencia, se  confirma,  con  costas,  la  sentencia  de  foja  cua- 
renta y  coatro  vuelta  en  la  parte  apelada.  Repuestos  los  se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BA2AN.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 


« 


CAVSA    XIíIK; 


El  Banco  Francés  del  Rio  de  la  Plata,  contra  don  Teodoro 
Kundig,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos;  sobre  competencia 


Sumario. —  Corresponde  á  la  justicia  local,  el  cobro  de  una 
letra  endosada  por  nn  residente  en  el  extranjero  á  un  vecino  de 
la  Capital,  contra  otro  de  la  Capital. 
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Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 


FALLO  DEL  JUEZ  DE  COMERCIO 


Buenos  Aires,  Setiembre  25  ele  1896. 

T  vistos :  estos  autos  de  los  que  resalta :  l^  Que  á  foja  14,  con 
fecha  ^  de  Mayo  de  1896,  se  presentó  don  Fernando  Bouidieu, 
por  el  Banco  Francés  del  Río  de  la  Plata,  acompañando  el  paga- 
ré de  foja  1,  valor  de  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  cinco  pesos 
treinta  y  dos  centavos  oro  sellado,  pidiendo  para  preparar  la  ac- 
ción ejecutiva  contra  don  Teodoro  Eündig,  que  se  le  llamara  á 
reconocer  la  firma  del  pagaré. 

2^  Qneá  foja  11,  en  rebeldía  de  don  Teodoro  Eündig,  se  le 
dio  por  reconocida  la  firma  del  pagaré  de  foja  1,  librándose  á 
foja  12,  mandamiento  deejecuciony  embargo. 

3^  Que  habiéndose  citado  de  remate  á  don  Teodoro  Eündig, 
éste  opuso  á  foja  i7,  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, fundándose  en  que  el  pagaré  que  origina  este  juicio  fué 
firmado  á  favor  de  los  señores  Aubert  Dutilleux  y  C",  de  la  ciu- 
dad deParis,  por  cuya  razón,  según  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  artículo  2°,  este  juicio  corresponde  á  la  jurisdicción  fe- 
deral, y  que  en  este  caso  no  podía  alegarse  en  contra  que  la  le- 
tra había  sido  endosada  al  Banco  Francés,  que  tiene  su  domici- 
lio en  la  Capital  de  la  República,  en  primer  lugar  porque  el  he- 
cho no  era  cierto,  pues  el  Banco  desempeñábalas  funciones  de 
un  intermediario,  para  percibirel  cobro  del  pagaré  y  en  segundo 
lugar  porque  aunque  el  hecho  del  endoso  fuese  cierto,  él  no  pue- 
de cambiar  la  jurisdicción  de  origen  federal . 

4^  Que  corrido  traslado  al  ejecutante  de  la  excepción  opuesta 
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por  el  ejecutado,  aquél  lo  evacuó  diciendo :  que  debía  rechazarse 
con  costas,  la  excepción  de  incompetecia  de  jurisdicción, 
porque  la  ejecución  se  había  entablado  de  acuerdo  con  lo  pros- 
cripto por  nuestras  leyes  de  procedimientos  civiles  y  comercia- 
les, j  el  Banco  era  de  hecho  y  de  derecho  propietario  del  docu- 
mento de  foja  1,  no  pudiendo  el  ejecutado  oponer  excepciones 
que  no  se  refieran  al  documento  en  sí,  ó  al  Banco  como  deman- 
dante. 

5^  Que  el  Agente  Fiscal,  áfoja  21,  expuso  que  debía  deses- 
timarse la  excepción  opuesta. 

T  considerando:  t^Que  la  jurisdicion  federal  es  una  jurisdicción 
deexcepcion,  introducida  en  el  mecanismo  judiciario  déla  Repú- 
blica con  fines  políticos  y  sociales  déla  mayor  transcendencia.  To- 
mada de  la  Constitución  norteamericana,  consulta  entre  nosotros 
como  en  la  gran  República,  el  interés  primordial  de  la  paz  y  de 
las  cordiales  relaciones  internacionales  y  previene  en  el  orden 
interno  los  peligros  de  parcialidad  y  de  celos  de  los  jueces  de 
una  provincia  en  favor  de  sus  convecinos  ó  en  contra  de  los  veci- 
nos de  otra  provincia. 

2^  Que  drí  este  fundamento  nacen  aplicaciones  y  consecuencias 
de  la  mayor  importancia  que  el  tribunal  analizará  cuidadosa- 
mente. En  primer  lugar,  para  que  la  causa  competa  al  fuero 
federal  por  razón  de  distinta  vecindad  de  las  partes,  es  menes- 
ter que  estos  sean  ciudadanos  argentinos  (Fallos  de  la  Supre- 
ma Corte  Nacional,  serie  1^,  tomo  7,  página  471)  y,  en  consecuen- 
cia, siendo  extranjeros  los  acreedores  originarios  de  la  obliga- 
ción de  foja  1",  según  la  misma  afirmación  del  mismo  deudor, 
no  es  aplicable  el  artículo2®,  inciso  2^,  de  !a  ley  14  de  Setiembre 
de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  fe- 
derales. 

3^  En  segundo  lugar,  el  endoso  de  las  letras  de  cambio,  ó  paga- 
rés á /a  órtíen,  transfiere  la  propiedad  del  crédito  al  endosatario 
(artículo  624,  Código  Civil);  y  la  jurisprudencia  de  la  Suprema 


fio  FALLOS  DE  LA  SUFRBMA  CORTE 

Cortehaestablecido^queenlas  causas  entre  el  tenedor  de  an  ina* 
trámente  de  esta  especie  y  el  6  los  obligados,  debe  atenderse  á 
]a  nacionalidad  6  vecindad  del  actnal  poseedor,  y  no  á  las  del 
endosante  (Fallos,  serie  III,  tomo  14,  página64>;  serie  IV,  tomo 
3«,  página  99). 

4°  Por  fin,  el  priyilegio  del  fuero  federal  concedido  á  los  ex- 
tranjeros, eolas  cansas  con  ciudadanos  argentinos,  6  á  los  ve- 
cinos de  una  provincia  con  vecinos  de  otra,  puede  ser  renuncia- 
do por  las  personas  que  lo  gozan  (artículo  12,  inciso  4^,  ley  14  de 
Setiembre  de  1863).  En  consecuencia,  en  suposición  de  quelos 
verdaderos  propietarios  del  pagaré  de  foja  1'  fuesen  ios  señores 
Aubert,  Dutilleui  y  G*,  como  lo  afirma  el  ejecutado,  estos  se- 
ñores han  renunciado  al  fuero  federal  por  el  hecho  de  haber 
iniciado  el  presente  juicio  ante  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
locales  (artículo  12,  inciso  4*,  citado),  no  pudiendo  el  demanda- 
do sustraerse  do  ningún  modo  á  ella  (Fallos,  serie  II,  tomo  17, 
página  157;  serie  IV,  tomol^  página 427).  Así,  pues,  sea  que 
debe  atenderse  para  determinar  la  competencia  del  tribunal  á 
la  nacionalidad  ó  vecindad  de  los  endosantes,  ó  á  la  del  endosa- 
tario, sea  que  el  ejecutado  resida  en  un  Estado  distinto  ó  que  sea 
extranjero,  este  juzgado  es  competente  para  entender  en  la  pre- 
sente causa. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  rechazando,  con  oostas,  la 
excepción  de  incompetencia  deducida  contra  la  ejecución,  orde- 
nando se  lleve  ésta  adelante.  Begúlanse  los  honorarios  del 
doctor  Bilbao  en  trescientos  pesos  y  en  ciento  cincuenta  los  del 
procurador  Bourdieu.  Regístrese.  Bepónganse  los  sellos. 


iV.  Amuchástegui . 
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ACUERDO  Y  SENTENCIA  DE  LA  CÁMARA  DE  APELACIONES  EN  LO 

COHERGUL 


En  Buenos  Aires,  á23deNoTiembre  de  1806,  reunidos  los  se- 
ñores Tócales  en  la  sala  de  acuerdos  7  traídos  para  conocer  los 
autos  seguidos  por  el  Banco  Francés  d^el  Rio  de  la  Plata  contra 
don  Teodoro  Kündig,  por  cobro  de  pesoa^  se  pmcticó  la  insacu- 
lación que  ordena  el  artículo  256  del  Código  de  Procedimien- 
tos, resultando  de  e!la  que  debían  votar  los  señores  vocales  en 
orden  siguiente  :  doctores  Pérez,  García,  Estoves. 

Estudiados  los  autos,  la  Cámara  sometió  á  votación  las  cues- 
tiones siguientes  : 

1'  ¿  Es  nula  la  sentencia  de  foja  152? 

2'  ¿  Es  procedente  la  excepción  de  incompetencia  deducida  ? 

El  doctor  Pérez,  dijo:  El  ejecutado  alega  la  nulidad  de  la  sen- 
tencia dictada  á  foja  25,  fundándose  en  que  en  ésta  no  se  ha 
abierto  un  término  de  prueba  para  acreditar  los  hechos  en 
que  fundaba  la  excepción  de  incompetencia  deducida. 

De  las  actuaciones  obradas  resulta,  tanto  de  las  manifesta- 
ciones del  ejecutado,  como  de  las  del  ejecutante,  probados  los 
hechos  á  que  las  partes  se  refieren  en  sus  escritos  sobre  la  ex« 
cepcion  alegada. 

Consta  también  por  el  mismo  documento  ejecutado,  pues  no 
se  ha  alegado  su  falsedad,  que  el  Banco  Francés  es  el  dueño  del 
pagaré  de  foja  1  (artículo  624  del  Código  de  Comercio),  por  lo 
que  ha  sido  innecesario  abrir  la  causa  á  prueba. 

Forestas  consideraciones  voto  por  la  negativa  en  esta  cues- 
tión. 

Los  doctores  García  7  Estevas,  por  razones  análogas,  se  adhi- 
rieron al  voto  anterior. 
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A  la  2"  caestioQ  el  mismo  vocal  dijo:  El  ejecutado  funda  prin* 
cipalmente  la  excepción  de  incompetencia  en  que  los  primitivos  te- 
nedores del  documento  ejecutado,  son  vecinos  de  Paris,  j  el 
ejecutado  vecino  de  esta  Capital,  y  en  que  el  Banco  Francés  no 
es  verdadero  propietario  del  pagaré  de  foja  1,  sino  un  comisio- 
nado para  su  cobro. 

La  excepción  alegada,  por  la  causa  invocada,  es  improcedente 
porque  ella  no  se  encuentra  comprendida  en  las  enumeradas  por 
la  ley  de  14de  Setiembre  de  1863,  para  que  sea  de  competencia 
de  los  tribunales  de  sección  nacional. 

Por  otra  parte,  en  el  presente  juicio  no  se  trata  de  los  se- 
ñores Anbert,  Dutillenx  y  C*^,  de  Paris,  quienes^  como  queda 
dicho^  endosaron  el  pagaré  en  forma  legal  al  Banco  Francés^  el 
que  está  domiciliado  en  esta  Capital,  y  es  actual  ejecutante  y 
contra  quien  únicamente  se  le  podía  oponer  la  excepción. 

Por  esto  y  demás  consideraciones  del  fallo  recurrido,  voto  por 
su  confirmación. 

Fundados  en  consideraciones  semejantes  los  doctores  García  y 
Estoves,  se  adhirieron  al  voto  anterior. 

Con  loque  terminó  este  acuerdo  que  firmaron  los  señores  vo- 
cales doctores  :  Estoves,  García,  Pérez. 

Ante  mí : 

Daniel  J.  Frías, 


VISTA  D£L  SEftOR  PROCURADOR   CBNERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  19  de  1896. 
Suprema  Corte  : 

Besultando  exactas  las  referencias  de  hecho  y  de  derecbo 
consignadas  en  el  acuerdo  de  la  Exma.  Cámara  de  Apelaciones 
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en  lo  comeroial  de  foja  35,  pido  á  Y.  £.  se  sirva  confirmar  el 
aoto  recurrido  de  foja  36. 

Sabiniano  Kter. 


Fall*  de  1»  Suprenuí  C^rte 


Buenos  Aires,  Marzo  20  de  1897. 

Vistos  :  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  y  por  sus  fundamentos,  relatiTos  á  la  com- 
petencia, se  confirma,  con  costas,  la  sentencia  de  foja  treinta 
y  seis  vuelta  en  la  parte  apelada.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  — JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


T.  LXTII  8 
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CAUSA  Ia 


Criminal  contra  Luis  A .  Maldonado  ;  por  lesiones 


Sumario.  —  La  calificación  de  la  confesión  no  ejerce  influen- 
cia para  la  resolncion  de  la  cansa,  cuando  el  delito  está  plena- 
mente averiguado  con  independencia  de  ella . 


Caso.  — Resulta  del 


Falto  del  Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Noyiembre  3  de  1896. 

Y  vistos:  esta  causa  criminal  seguida  de  oficio  á  Luis  A. 
Maldonado,  sin  sobrenombre  ni  apodo,  argentino,  de  37  años 
de  edad,  casado,  empleado,  domiciliado  Lamadrid  762,  proce- 
sado por  el  delito  de  lesiones  corporales,  inferidas  al  ingeniero 
director  de  las  obras  del  Riachuelo,  don  Julio  Alison,  y  de  cujo 
estudio  resulta : 

Que  el  dia  14  de  Setiembre  de  1896,  encontrándose  el  men- 
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cioDado  Alison,  dirigiendo  las  obras  de  reparaoion  de^  la  chata 
número  12,  y  con  motivo  de  una  orden  dada  verbalmente  á  Mal* 
donado  para  que  tuviera  listo  y  activase  un  trabajo  emprendido 
en  la  misma,  fué  amonestado  por  su  falta  de  actividad,  y  sin 
más  antecedente,  fué  agredido  por  la  espalda,  recibiendo  con 
una  llave  de  hierro,  que  aquel  tenía  en  la  mano,  dos  golpes  en  la 
cabeza  que  le  produjeron  las  lesiones  informadas  á  foja  8  y  fo- 
ja 20.  Estos  antecedentes  nacen  de  la  denuncia  y  declaracio- 
nes contestes  prestadas  á  foja  4  y  foja  5  vuelta,  foja  6  vuelta 
y  foja  8  vuelta,  debidamente  ratificadas  ante  este  Juzgado. 

Llamado  Maldonado  á  prestar  declaración,  lo  hace  á  foja  3 
y  la  ratifica  ante  el  suscrito,  manifestando  ser  el  autor  del  de- 
lito de  lesiones  que  se  le  imputa^  cometido  el  dia  indicado  en  la 
persona  del  ingeniero  Alibon,  agregando  que  el  hecho  lo  come- 
tió en  un  momento  de  indignación  y  de  creerse  ofendido  en  su 
amor  propio  á  causa  de  las  palabras  que  aquel  le  dirigiera. 

Elevada  la  causa  á  plenario  y  producida  la  acusación  fiscal, 
que  pedía  para  el  encausado  la  pena  señalada  en  el  artículo  120, 
inciso  2^del  Código  Penal,  la  defensa,  por  su  escrito  de  foja 
30,  conceptuando  arreglada  á  derecho  esa  acusación,  pide  que 
sü  defendido  sea  condenado  al  mínimun  de  la  penalidad  de  ese 
artículo,  teniendo  en  cuenta  sus.  antecedentes  personales  y  cir- 
cunstancias que  en  la  misma  se  mencionan. 

Que  habiéndose  recibido  la  causa  á  prueba,  de  común  acuerdo 
de  partes,  renuncióse  á  su  trámite,  llamándose  autos  para  de«- 
fínitiva. 

Y  considerando :  Que  el  cuerpo  del  delito  se  halla  legalmente 
comprobado  por  los  certificados  médicos  legales  de  foja  8  y 
foja  20,  declaración  del  herido  y  heridor,  y  testigos  sumariales. 

Que  el  procesado  Maldonado  se  encuentra  convicto  y  confeso 
ser  aator  del  delito  de  lesiones  inferidas  á  Alison,  motivo  por  el 
que  esa  confesión  prestada  en  forma  amplia  y  absoluta,  merece 
fé  plena,  con  arreglo  alo  preceptuado  por  los  artículos  316  y  321 
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del  Código  de  lastruccion  Criminal,  tanto  más  si  se  observa 
qne  ella  se  encuentra  en  perfecta  ooncordanoia  con  los  demás 
antecedentes  que  fluyen  de  la  causa. 

Qje  los  testigos  Pedro  Caseaux,  Jorge  Séguen,  José  Laglio 
y  Alfonso  Fremond^  dando  razones  satisfactorias  de  sus  decla- 
raciones y  como  testigos  presenciales  del  hecho,  confirman  ple- 
namente la  agresión  de  que  fué  objeto  Alisen  y  lesiones  que  re- 
cibió de  parte  de  Maldonado,  cuyas  declaraciones,  con  arreglo  á 
la  ley  32,  título  16,  partida  3%  y  artículos  305  y  306  del  Código 
citado,  constituyen  prueba  legal  en  relación  al  hecho  á  justifi- 
carse y  que  es  objeto  del  proceso. 

Que  el  delito  cometido  es  el  de  lesiones  corporales,  por  no 
resultar  de  la  causa  motivos  ó  antecedentes  bastantes  que  hagan 
verosímilmente  presumir  circunstancias  homicidas  en  el  heri- 
dor,  desde  qne  el  acto  delictuoso  cometido  fué  instantáneo,  y 
desde  luego,  ageno  á  toda  deliberación  previa ;  delito  qne  por 
tal  concepto  y  dada  la  naturaleza  leve  de  las  lesiones  causadas, 
encuadra  en  el  inciso  2®  del  artículo  120  del  Código  Penal. 

Que  la  penalidad  de  ese  delito  debe  serlo  en  la  forma  preve- 
nida por  el  artículo  52  del  mismo  código,  esto  es^  debe  serlo  en 
su  término  medio,  por  falta  ó  ausencia  de  circunstancias  agra- 
vantes ó  atenuantes,  que  puedan  autorizar  al  Juzgado  á  hacer 
uso  de  las  facultades  discrecionales  conferidas  por  dicho  artícu- 
lo, desde  que  el  procesado  no  ha  comprobado  las  palabras  inju- 
riosas é  hirientes  de  su  decoro  personal,  que  dice  profirió  Alisen 
y  que  fueron  el  motivo  determinante  de  su  acción,  y  por  el  con- 
trario, los  testigos  referidos  lo  contradicen  fundamentalmente, 
y  califican  así  los  términos  de  la  indivisibilidad  de  su  confesión. 

Por  estas  consideraciones  legales,  de  acuerdo  con  la  acusación 
fiscal,  y  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  los  artículos  52  y  120, 
inciso  2®,  del  Código  Penal,  definitivamente  juzgando  fallo: 
condenando  á  Luis  A.  Maldonado  como  autor  del  delito  de  le- 
sienes  corporales  inferidas  á  Julio  Alisen,  á  la  pena  de  6  n^eses 
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y  medio  de  arresto,  con  íniposicion  de  las  costas  procesales ;  de- 
biendo descontarse  de  esta  condena,  con  arreglo  al  artíoolo  49 
del  mismo  código  y  por  razones  elementales  de  eqaidad  y  justi- 
cia, el  tiempo  de  prisión  preTentiTa  sufrida.  Y  encontrándose 
Maldonado  en  libertad  provisoria  bajo  la  fianza  personal  de  don 
Agnstin  F.  Sonsa,  intímese  áéste  presente  á  su  fiado  dentro  de 
tercero  dia,  bajo  apercibimiento  de  derecho.  Hágase  saber  al 
Jefe  de  Policía  para  la  debida  anotación  y  notifíquese  original. 
Repóngase  el  papel. 

Agustín  Urdinarrain. 


VISTA    DEL  SBflOR    PROCUKADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1897. 
Suprema  Corte: 

Siendo  el  herido  señor  Alison,  ingeniero  en  jefe  de  las  obras 
del  Riachuelo,  la  agresión  del  maquinista  de  la  chata  bomba 
número  12,  de  improviso  y  por  la  espalda,  se  agrava  por  las  cir- 
cunstancias prevenidas  en  los  incisos  2^  y  15  del  artículo  84  del 
Código  de  Procedimientos. 

Merecería  por  ello  el  procesado  Maldonado,  pena  mayor  que 
laimpaesta,  pero  habiendo  la  sentencia  de  foja  38  sido  consen- 
tida por  el  agraviado  y  el  Procurador  Fiscal,  me  limito  á  pedir 
áV.  E.  se  sirva  confirmarla. 

Sabiniano  Kier. 
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Vallo  de  la  Suprema  OarCe 


Buenos  Aires,  Marzo  23  de  1897. 

Vistos  7  considerando :  Que  el  delito  que  motiva  este  proceso 
está  plenamente  averiguado,  con  independencia  déla  confesión 
del  procesado,  por  el  mérito  de  la  prueba  pericial  y  testimonial 
producida. 

Que,  por  consiguiente,  la  calificación  de  la  confesión,  que  no 
tiene  otro  fundamento  que  la  afirmación  misma  del  procesado, 
no  puede  ejercer  influencia  para  la  resolución  de  la  causa. 

Que  aunque  es  verdad,  como  lo  hace  notar  el  señor  Procura- 
dor General,  que  hay  circunstancias  agravantes,  no  lo  es  menos, 
como  lo  dice  el  mismo  funcionario,  que  no  habiendo  sido  apelada 
la  sentencia  sino  por  parte  del  procesado,  ella  no  puede  ser  re- 
formada en  sentido  desfavorable  á  éste. 

Por  esto,  de  acuerdo  cou  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  y  por  sus  fundamentos  concordantes :  se 
confirma,  con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  treinta  y 
ocho.  Devuélvanse. 


BENJAMÍN  PAZ.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 
—  ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUN- 
6E.  —  JUAN  E.  TORRBNT. 
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4;AIJSA    I.I 


Don  Pablo  Amespil  contra  don  Ángel  Ferrari;  sobre  cumplí- 

miento  de  contrato 


Sumario,  —  1°  Debe  fijarse  un  término  para  la  prestación 
que  es  objeto  de  la  obligación,  si  resolta  que  no  se  ba  hecho  y 
no  hay  plazo  estipulado. 

2^  La  Suprema  Corte  no  puede  resolver  sobre  las  consecuen- 
cias que  entrañe  la  falta  de  cumplimiento  en  el  plazo  fijado,  si 
el  inferior  no  se  ha  pronunciado  sobre  ese  punto. 


Caso.  —  Resulta  del 


rallo  del  Jíuea  Vederal 


Vista  :  esta  causa  seguida  por  Pablo  Amespil,  contra  Ángel 
Ferrari,  por  cumplimiento  de  contrato,  de  que  resulta :  Que 
con  fecha  14  de  Setiembre  de  1895,  don  Pablo  Amespil  se 
presentó  ante  este  Juzgado,  manifestando  que  en  Abril  30  de 
1893  celebró  un  contrato  con  Ferrari  por  el  que  transmitía 
la^^  propiedad  de  una  casa  situada  calle  Piedad  número  2447, 
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obligándose  aqnél,  en  su  carácter  de  concesionario  del  excelentí- 
simo gobierno  nacional,  para  la  constrnccion  del  teatro  muni- 
cipal que  se  denominará  c  Colón  >,  á  hacerlo  gozar  durante  el 
término  de  cuarenta  años  de  la  propiedad  de  un  palco  y  dos  ter- 
tulias de  dicho  teatro,  avaluados  en  60.000  pesos  y  i 5 .000  pe- 
sos moneda  nacional  respectivamente^  según  todo  resulta  de  la 
escritura  pública  y  boleto  que  en  dicho  acto  presenta. 

Que  habiendo  él  cumplido  con  las  obligaciones  impuestas  en 
el  contrato,  el  señor  Ferrari  entró  en  posesión  de  la  menciona- 
da casa  desde  la  fecha  de  la  escritura  pública  á  que  alude,  pero 
que  Ferrari  no  ha  cumplido  con  las  suyas  :  el  teatro  no  ha  sido 
concluido,  y,  por  consiguiente,  el  palco  y  las  tertulias  no  han 
sido  entregados. 

Que  según  los  términos  de  la  concesión  celebrada  por  Ferra- 
ri con  el  gobierno  nacional,  1&  construcción  del  teatro  debió 
quedar  terminada  antes  de  la  fecha  en  que  se  celebró  el  con- 
trato con  Amespil,  pero  en  esta  época  corría  una  prórroga  que 
vencía  el  31  de  Diciembre  de  1894.  £1  contrato  del  30  de  Abril, 
por  otra  parte,  obliga  á  Ferrari  á  entregar  el  palco  desde  el 
dia  de  la  inauguración  del  teatro  por  el  término  de  cuaren- 
ta años. 

Que  cumplido  por  su  parte  el  contrato,  existe  por  la  de 
Ferrari  una  obligación  de  dar  una  cosa  cierta  y  de  hacer  gozar 
de  ella  durante  un  tiempo  determinado.  Y  como  la  época  del 
cumplimiento  de  esta  obligación  no  está  fijada  en  el  contrato  y 
su  término  implícito  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  ha 
vencido  sin  que  Ferrari  haya  entregado  las  cosas  á  que  se  com- 
prometió, solicita  se  señale  un  plazo  determinado  para  el  cum- 
plimiento de  dicha  obligación,  y  se  le  ordene  entregar  el  va- 
lor de  la  cosa  y  los  daños  é  interesa  si  no  la  cumpliera  en  el  plazo 
que  se  le  fijare. 

Que  acreditado  el  fuero  federal  y  corrido  el  respectivo  tras- 
lado de  la  demanda  ordinaria  promovida,  fué  evacuado,  soste- 
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niendo  Ferrari  ser  Terdad  que  celebró  un  contrato  de  permuta 
con  Amespil  en  30  de  Abril  de  I8d3,  por  el  que  dicho  señor  le 
cedió  y  transfirió  una  cusa  de  su  propiedad;  en  cambio  él,  en  su 
carácter  de  concesionario  del  gobierno  nacional  y  dueño  de  la 
explotación  del  teatro  Colon  en  construcción,  por  el  término  de 
cuarenta  años,  á  contar  desde  el  dia  de  la  inauguración,  le  ce- 
dió Y  tranb^firió  un  palco  y  dos  tertulias  de  dicho  teatro,  con 
arreglo  y  por  el  tiempo  de  la  concesión  y  la  ubicación  fija  deter- 
minada en  el  contrato  agregado. 

Que  las  apreciaciones  y  pretensiones  de  Amespil  se  fundan 
en  un  error  evidente  y  en  el  concepto  equivocado  de  los  efectos 
del  contrato,  pues  la  entrega  del  palco  y  tertulias  que  se  pide 
como  consecuencia  de  él,  ha  sido  ya  hecha  y  no  puede  ser  ma- 
teria de  obligación  á  cumplirse,  ni  de  fijación  de  término  pan 
cumplirla,  desde  que  tal  obligación  ha  sido  satisfecha;  y  serla 
absurdo  ordenar  el  cumplimiento  de  obligaciones  que  han  dejado 
de  existir. 

Que  el  actor  confunde  el  uso  á  que  se  destinan  los  palcos 
y  las  tertulias  de  un  teatro  con  la  propiedad  de  las  mismas 
localidades,  que  por  el  momento  no  puede  usar  de  su  palco, 
en  el  sentido  de  presenciar  un  espectáculo  teatral^  pues  él 
adquirió  por  medio  de  una  permuta,  la  propiedad  de  localida- 
des de  un  teatro  en  construcción,  pero  la  circunstancia  de  no 
haberse  aún  concluido  éste,  no  limita  ni  aplaza  esa  propiedad, 
que  tiene  ya  un  valor  propio  y  comercial,  á  prescindir  del  uso 
que  tendrá  cuando  el  teatro  se  halle  inaugurado. 

Qoe  el  palco  y  tertulia  adquiridas  por  Amespil  constituyen 
una  propiedad  perfecta,  que  puede  conservar,  como  puede  tam- 
bién enajenar,  sin  que  el  hecho  de  la  inauguración  del  teatro 
pueda  impedirle  el  ejercicio  de  ese  derecho  exclusivo  del  pro- 
pietario, que  es  la  enajenación. 

Que  no  se  trata  de  una  promesa  de  permnta,  sino  de  un  he- 
cho qne  se  ha  cumplido  :  el  palco  y  las  tertulias  han  pasado  á 
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ser  propiedad  del  señor  Amespil,  dentro  de  los  límites  de  la 
concesión,  y  desde  luego  no  puede  exigir  que  se  fije  un  plazo 
para  recibir  lo  que  tiene. 

Por  todo  lo  que  concluye  solicitando  el  rechazo  de  la  deman- 
da, con  costas. 

Que  recibida  la  cansa  á  prueba,  se  produjo  la  que  expresa  el 
certificado  de  foja...  mandándose  agregar  ios  alegatos  presen- 
tados y  llamándose  autos  para  definitiva. 

Y  considerando  :  i^  Qu^  estudiadas  las  constancias  de  autos, 
fáciles  observar  que  las  partes  están  conformes  en  los  hechos 
fundamentales  en  que  descansa  la  demanda,  discrepando  sólo 
en  cuanto  ai  alcance,  interpretación  y  significación  de  las  cláu- 
sulas del  contrato  celebrado  y  que  corre  agregado  á  foja  3,  arri- 
bando, como  consecuencia,  á  bien  diversas  conclusiones  jurí- 
dicas, y  cuyo  estudio  el  Juzgado  pasa  á  hacer,  cumpliendo  así 
el  precepto  del  artículo  217  del  Código  de  Procedimientos. 

2®  Que  es  principio  de  derecho  y  de  buena  legislación  que 
los  contratos  deben  cumplirse  con  estrictez  y  en  el  sentido  que 
lo  hicieron,  desde  que  las  convenciones  forman  una  regla  ala 
que  las  partes  deben  someterse  como  á  la  ley  misma  (artículo 
H97,  Código  Civil). 

Las  diferentes  cláusulas  del  contrato  cuyo  cumplimiento  se 
pide,  son  perfectamente  claras  y  precisas;  por  él,  Amespil  trans- 
fiere á  Ferrari  la  finca  de  su  propiedad  sita  calle  de  Piedad 
número  4169  (hoy  número  2447),  y  éste,  en  su  carácter  de  con- 
cesionario del  excelentísimo  gobierno  de  la  nación  del  terreno 
fiscal  donde  se  construye  el  teatro  municipal  que  se  denomina- 
rá €  Colón  >,  y  del  que  tiene  la  explotación  por  el  término  de 
40  años,  á  contar  desde  el  dia  déla  inauguración,  cede  y  trans- 
fiere por  el  mismo  término  y  á  contar  en  idéntico  modo,  un 
palco  balcón  y  dos  tertulias  de  platea,  con  seis  entradas  perma- 
nentes, cuyas  localidades  se  encuentran  precisadas  é  individua- 
lizadas en  la  escritura  de  foja  3. 
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3*  Se  hace  necesario  ante  todo  conocer  la  clase  de  contrato 
celebrado,  pues  según  sea  él,  así  serán  sus  efectos. 

Si  bien  la  escritora  de  foja  3  habla  del  contrato  de  permu- 
ta, estudiado  éste  resulta  que  no  es  tal,  por  no  contener  sos  ele- 
mentos constitutivos. 

El  contrato  de  trueque  6  permuta,  como  lo  determina  el  ar- 
tículo 1485  del  Código  Ci?il,  tiene  lugar  cuando  uno  de  los 
contratantes  se  obliga  á  transferir  á  otro  la  propiedad  de  una 
cosa.  Ahora  bien;  se  necesitaba  desde  luego,  para  la  existencia 
del  contrato,  que  haya  transmisión  de  una  y  otra  parte  del  domi- 
nio de  la  cosa  prometida.  En  cambio  de  la  propiedad  que  reci- 
be Ferrari,  cede  un  palco  y  dos  tertulias,  las  cuales  les  corres- 
ponde en  TÍrtud  del  contrato  que  tiene  celebrado  con  el  gobier- 
no déla  nación  para  la  construcción  del  teatro  municipal  deno*' 
minado  c  Colón  »,  y  del  cual  tiene  la  explotación  por  el  término 
de  40  años. 

Los  términos  de  dicho  contrato  cTidencian  que  Ferrari  no  es 
el  dueño  de  la  propiedad  ;  que  lo  que  él  tiene  no  es  sino  el  dere- 
cho para  su  explotación,  el  uso  ygoce  de  ella  y  desde  que  na- 
die puede  transmitir  un  derecho  más  extenso  del  que  goce  lógica- 
mente, se  desprende  cuál  es  la  naturaleza  de  la  prestación  que 
él  hace.  Lo  que  Ferrari  cede  es  el  oso  y  goce  de  la  cosa  du- 
rante el  término  de  su  concesión,  y  por  consecuencia,  y  no 
obstante  los  términos  con  que  en  la  escritura  se  denomina  en 
el  contrato  celebrado  entre  Ferrari  y  Amespil,  él  no  es  el  de 
permuta,  desde  que  le  falta  el  elemento  esencial,  ó  sea^  la  trans- 
misión irrevocable  del  dominio  de  la  cosa  por  aquel  cedida,  que 
es  el  derecho  en  virtud  del  cual  una  cosa  se  encuentra  someti- 
da á  la  voluntad  y  acción  de  una  persona  (artículo  2506,  Código 
Civil). 

En  el  contrato  celebrado  por  Ferrari  con  el  gobierno  nacio- 
nal, aquél,  como  muy  bien  lo  determina  la  escritura  de  foja  3, 
sólo  tiene  la  explotación  por  el  término  de  40  años,   pudien- 
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do,  en  consecuencia,  disponer  libremente  de  las  localidades, 
son  sus  palabras,  lo  que  demuestra  que  Ferrari  no  tiene  el  do- 
minio que  cede,  por  ser  un  simple  derecho  de  uso  del  que 
dispone. 

Basta  ver  los  efectos  que  da  el  dominio  para  convencernos, 
por  otra  parte,  deque  Ferrari  no  tiene  la  propiedad  del  bien 
que  ba  cedido  á  Amespil.  Es  inherente  á  la  propiedad  y  el  dere- 
cho de  poseer  la  cosa  de  disponer  ó  servirse  de  ella,  de  usarla 
y  gozarla,  según  la  voluntad  del  propietario  que  puede  desnatu- 
ralizarla, degradarla  6  destruirla,  etc.  (artículo  2513,  Código 
citado)  ;  y  en  el  caso  que  nos  ocupa,  estos  atributos  no  pueden 
ser  ejercitados,  pues  que,  si  pudiera  admitirse  que  el  propieta- 
rio de  un  palco  y  de  tertulias  pudiera  destruirla,  importaría  su- 
ponerle la  facultad  de  destruir  todo  el  teatro,  porque  siendo  el 
derecho  de  propiedad  absoluto,  virtual  é  implícitamente  ten- 
dría esa  facultad.  Al  invocar  Ferrari  el  derecho  que  tiene  hacia 
las  localidades  del  teatro  que  construye,  no  puede  ser  en  otro 
sentido  que  en  el  que  su  contrato  le  da,  ts  decir,  de  disponer 
del  uso  de  ellas,  siendo  desde  luego  ese  el  derecho  único  que  ha 
podido  transmitir. 

4®  Sea  entonces  cualquiera  la  denominación  que  las  partes 
hayan  dado  al  contrato  de  la  referencia,  resulta  que  nos  halla- 
mos en  presencia  de  un  verdadero  contrato  innominado,  pues 
que,  dados  sus  elementos  propios  y  constitutivos,  no  se  halla 
comprendido  en  ninguno  délos  legislados  por  el  Código  Civil, 
como  juiciosamente  lo  hace  ver  el  codificador  argentino  en  su 
nota  al  artículo  1493  del  mencionado  Código,  y  desde  luego,  no 
teniendo  esta  clase  de  contratos,  leyes  especiales  que  rijan  su 
constitución,  son  las  disposiciones  de  los  contratos  en  general 
las  que  deben  aplicarse,  y  sólo  por  excepción,  la  de  los  contratos 
que  tengan  más  analogía  (Machado,  Comentarios  al  título  de 
los  contratos  del  Código  Civil) . 

5°  Si  bien  Ferrari  sostiene  haber  cumplido  las  obligaciones 
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qae  sobre  sí  pesaban  haciendo  entrega  del  palco  y  tertalias, 
esto  no  se  halla  en  manera  alguna  justiücado.  La  propia  escri- 
tura de  foja  3,  lejos  de  comprobar  tal  aseveración,  justifica  lo 
contrario,  cuando  dice  c  cede  un  palco  y  dos  tertulias  de  pla- 
tea de  las  que  se  construirán  >,  lo  que  claramente  demuestra 
su  no  existencia  al  tiempo  de  la  obligación. 

Esta  escritura  determina  sólo  el  objeto  del  contrato,  pero  ella 
no  importa  en  manera  alguna  comprobar  la  entrega  de  la  cosa. 
El  objeto  del  contrato  por  parte  de  Amespil  ha  sido  adquirir 
las  localidades  en  el  teatro  á  los  objetos  propios  de  su  destino, 
6  sea  el  de  gozar  de  las  representaciones,  y  esto  está  bien  de- 
terminado cuando  en  la  escritura  se  consigna  que  ellas  le  per- 
tenecen por  el  término  de  cuarenta  años,  á  contar  desde  la 
enajenación.  Usas  palabras  demuestran  también  que  Ferrari  no 
ha  podido  entregar  la  cosa  á  que  se  obligó,  en  razón  de  que  ella 
recien  podría  llevarse  á  efecto  una  vez  inaugurado  el  teatro.  La 
designación  del  palco  y  número  de  las  localidades  no  tiene  otro 
propósito  que  precisar  la  cosa  objeto  del  contrato  que  se  cede, 
así  que  cualquiera  que  haya  sido  el  sentido  ó  la  causa  de  la 
demanda  que  instauró  Amespil  á  Ferrari,  yaque  hace  referen- 
cia el  certificado  de  foja  53,  ella  no  podría  nunca  tener  el  efecto 
de  alterar  la  verdad  de  los  hechos  :  esa  designación  de  las  lo- 
calidades no  puede  nunca  significar  la  entrega  misma  de  la 
cosa,  mayormente  que  el  mismo  título  habilitante  lo  establece, 
la  designación  dada  queda  sujeta  á  la  modificación  que  pueda 
hacerse  del  local  destinado  á  la  orquesta,  lo  que  claramente 
demuestra  que  no  ha  hecho  la  entrega  de  la  cosa,  aparte  de  que 
absolviendo  Ferrari  la  primera  posición  de  foja  61 ,  confiesa  ser 
cierto  que  los  palcos  no  se  hallan  construidos  y  listos  por  con- 
siguiente para  ser  ocupados,  lo  que  viene  á  ser  la  prueba  más 
acabada  de  la  falta  de  cumplimiento  á  las  cláusulas  de  su  con- 
trato. 

Es,  pues,  el  derecho  de  uso  y  goce  el  cedido,  y  desde  luego. 
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siendo  esta  la  causa  determinante,  Ferrari  estaba  en  el  deber, 
para  cumplir  sn  obligación,  de  terminar  la  edificación  del  teatro, 
á  fin  de  que  fuera  él  inaugurado,  pues  que  este  acto,  á  la  vez 
que  habilitaba  á  este  establecimiento  para  funcionar,  fijaba  el 
comienzo  del  plazo  durante  el  cual  Amespil  debía  gozar  del  bien 
que  se  le  cedía. 

Es  esa  inauguración,  el  principio  del  contrato  que  va  á  per- 
mitir á  Amespil  usar  y  gozar  de  la  cosa  con  la  amplitud  del  do- 
minio, pues  que  si  bien  pudo  transmitir  el  derecho  que  se  le  ha- 
bía cedido,  no  es  este  hecho  suficiente  por  sí  sólo  para  compro- 
bar la  entrega  de  la  cosa,  porque,  de  acuerdo  con  el  artículo  1327 
del  Código  Gi?il,  pueden  venderse  todas  las  cosas  que  pueden 
ser  objeto  de  los  contratos,  aunque  sean  futuras,  siempre  que 
su  enajenación  no  sea  prohibida,  entendiéndose  por  la  palabra 
€  cosa  »,  como  lo  establece  el  Codificador,  todo  lo  que  puede  ser 
parte  de  un  patrimonio:  cosas  corporales  ó  derechos,  etc.  Inau- 
gurado el  teatro  recien  podrá  disponer  de  las  localidades  cedidas 
en  el  sentido  de  uso  y  goce  y  efectuar  todos  los  actos  jurídicos 
de  que  son  ellos  susceptibles  y  en  la  extensión  del  dominio,  po- 
seerlas, gozarlas  á  voluntad  y  arrendarlas. 

6°  Tratándose  de  una  obligación  de  dar,  como  es  la  que  sobre 
Ferrari  pesa,  debe  cumplirla  en  el  tiempo  estipulado  (artículo 
576,  Código  citado),  y  demostrado  como  queda  en  ^lla  no  lo  ha 
sido  aún,  toca  ver  cuál  es  la  época  que  el  contrato  fijaba  para 
la  entrega  de  esa  prestación. 

El  contrato  de  foja  3  establece  que  el  palco  y  las  tertulias  le 
corresponden  á  Amespil  por  el  término  de  cuarenta  años,  á  contar 
desde  la  inauguración  del  teatro  y  si  bien  nada  dice  acerca 
del  día  en  que  esa  inauguración  debe  efectuarse,  por  lo  que  pa- 
reciera tratarse  de  un  plazo  incierto  (artículo  568),  la  prueba 
rendida  ha  venido  á  demostrar  que  ese  plazo  estaba  convenido. 
El  documento  de  foja  4,  que  es  el  testimonio  de  la  solicitud 
presentada  por  Ferrari  al  poder  ejecutivo  nacional^  pidiendo 
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prórroga  del  término  para  concluir  el  teatro,  demuestra  que  el 
eontratode  1^  de  Agosto  de  1889  fijaba  en  su  artículo  5*^61 
plazo  de  treinta  meses  para  su  terminación,  salvo  caso  de  fuer- 
za mayor  comprobada.  Haciendo  ?aler  esta  causal,  el  11  de 
Julio  de  1892  se  pidió  por  el  concesionario  del  teatro  una  prórro- 
ga para  la  conclusión  de  la  obra,  la  que  le  fué  acordada  por 
resolución  de  fecha  8  de  Octubre  de  1892,  fijándose  hasta  el 
primero  de  Enero  de  1895  para  la  completa  terminación  del 
referido  edificio,  siendo  bien  entendido,  desde  esa  resolución, 
que  si  en  esa  fecha  no  diera  cumplimiento  á  la  condición  ex* 
presada,  se  hará  efectiva  contra  el  empresario  la  multa  esta- 
blecida en  el  contrato  correspondiente  y  que  se  considerará 
inaugurado  el  teatro  desde  la  fecha  expresada,  á  los  efectos  de^ 
empezará  contar  el  plazo  déla  concesión  otorgada  por  ley; 
todo  lo  que  demuestra  que  la  obligación  del  concesionario  del 
teatro  tenía  un  plazo  cierto  de  duración  (artículo  567,  Código 
invocado),  y  desde  luego  es  bajo  la  condición  pactada  que  Fe- 
rrari ha  debido  cumplir  su  obligación,  pues  que  las  convencio- 
nes hechas  en  los  contratos^  son  regla  de  los  contratantes. 

Cuando  se  celebró  el  contrato  de  foja  3,  ambas  partes  cono- 
cían el  nuevo  plazo  acordado  por  el  gobierno  para  la  termina- 
ción del  teatro,  y  por  lo  tanto,  cuando  la  escritura  establece 
que  las  localidades  que  entregue  Ferrari  le  pertenecerán  á  Ames- 
pil  por  el  término  de  cuarenta  años,  á  contar  desde  que  dicho 
teatro  sea  inaugurado,  ha  entendido  significar  que  ese  plazo 
no  podía  ser  otro  sino  el  i**  de  Enero  de  1895. 

7°  El  documento  de  foja  57  justifica  que  el  concesionario 
del  teatro  obtuvo  del  gobierno  de  la  nación  una  nueva  prórroga 
para  la  terminación  del  edificio,  pero  este  beneficio  que  es  de 
carácter  privado  y  afecta  sólo  las  relaciones  entre  el  gobierno  y 
Ferrari,  no  puede  surtir  efecti»,  en  el  sentido  de  alterar  ó  modi- 
ficar las  relaciones  jurídicas  de  éste  con  Amespil.  Ferrari  se 
ha  comprometido,  se  ha  obligado  en  una  forma  precisa  y  dada, 


128  FALLOS   DE   LA   SUPREMA   CORTE 
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j  desde  luego  debe  cumplirse  esa  obligación  tal  cual  fué  la  in- 
tención y  Toluntad  de  los  contratantes,  puesto  que  Amespil  no 
ha  sido  consultado^  ni  prestó  su  asentimiento,  por  lo  tanto,  á 
la  nueva  prórroga  solicitada  y  obtenida  por  Ferrari:  las  rela- 
ciones de  derecho  entre  éste  y  el  gobierno  no  pueden  perjudi- 
carlo, por  tratarse  de  hechos  diversos. 

Desde  que  Amespil  tenia  un  derecho  adquirido  en  la  conce- 
sión del  teatro,  Ferrari,  para  prorrogar  los  efectos  de  su  con- 
trato, ha  debido  consultar  la  voluntad  de  aquél,  por  la  sencilla 
razón  de  que  los  términos  en  las  obligaciones  se  presumen  siem- 
preestablecidos  en  beneficio  de  ambas  partes  (artículo  570). 
Los  contratos  y  las  condiciones  en  ellos  establecidas  tienen 
entre  los  contratantes,  como  lo  dicen  Q-utierrez  y  Fernandez, 
autoridad  y  fuerza  de  ley  estando  éstos  obligados  á  cumplir  re- 
ligiosamente lo  convenido. 

Cuando  Amespil  contrató  con  Ferrari ,  lo  hizo  teniendo  en 
vista  el  contrato  de  éste  con  el  gobierno,  y  desde  que  en  -él  se 
fijaba  el  tiempo  y  modo  para  concluir  las  obras,  lógicamente  re- 
sulta demostrado  que  ese  plazo  no  pudo  de  motu  propio  por  Fe- 
rrari ser  prorrogado,  pues  importaba  alterar  derechos  adquiri- 
dos, violando  así  la  disposición  del  artículo  1 196  del  Código  Civil, 
mayormente  que,  como  lo  dice  Marcado,  las  convenciones  de- 
berán apreciarse  de  buena  fé  y  darles  todos  los  efectos  que  ha 
sido  la  intención  de  las  partes,  intención  que  debe  buscarse, 
no  tanto  en  el  sentido  literal,  como  en  los  principios  de  equidad 
y  justicia». 

8°  Si  bien  en  el  contrato  celebrado  entre  Ferrari  y  el  poder 
ejecutivo  nacional,  se  fijaba  como  plazo  para  la  terminación  de 
las  obras  del  teatro  el  de  treinta  meses,  salvo  caso  de  fuerza 
mayor,  esta  última  circunstancia  fué  modificada  por  decreto 
de  8  de  Octnbre  de  1892^  que  obra  á  foja  43  vuelta,  aceptado 
por  aquél  cuando  al  conceder  la  prórroga  del  plazo  pedido,  dice 
el  Grobierno  que  si  en  el  nuevo  término  acordado  hasta  el  i®  de 
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EQero4e  1895,  no  se  hubieran  terminado  las  obras,  se  considera- 
rá inaugurado  el  teatro  á  los  efectos  de  empezar  á  contar  el  plazo 
de  la  concesión .  Pero,  aun  admitiendo  que  ese  decreto  no  tu- 
TÍera  el  efecto  de  modificar  el  primitivo  contrato,  que  invoca 
la  fuerza  mayor  como  excepción,  debe  comprobarla  y  en  el  pre- 
sente caso  Ferrari  no  lo  ha  hecho  ni  ha  presentado  prueba 
alguna  al  respecto  y  ni  siquiera  la  ha  alegado,  y  por  el  contra- 
rio, el  informe  de  foja  35,  expedido  por  el  director  general  de 
obras  públicas  de  la  nación,  demuestra  que  ha  habido  culpa  en 
el  contratista  en  la  no  terminación  de  las  obras  cuando  expresa 
que  esos  trabajos  se  llevaron  con  tanta  lentitud  durante  el  año 
de  1893,  que  podían  reputarse  paralizadas  desde  el  principio 
del  año  de  1894,  época  en  que  sólo  se  hacían  pequeñas  obras  de 
yesería  y  esa  culpa  nace,  teniendo  presente  que  el  artículo  5®  de 
su  contrato  dice  que  Ferrari  se  compromete  á  ejecutar  las  obras 
con  la  regularidad  y  actividad  requerida,  y  mientras  tanto  ab- 
solviendo la  séptima  posición  del  pliego  de  foja  65^  confiesa  que 
ellas  se  encuentran  paralizadas. 

9^  Que  si  bien  la  facultad  judicial  para  fijar  un  plazo  para 
el  cumplimiento  de  una  obligación,  de  acuerdo  con  el  artículo 
576,  es  para  cuando  él  no  existe  estipulado,  en  el  presente  caso, 
no  obstante  haber  existido  ese  plazo,  como  queda  demostrado, 
el  juzgado  va  á  us^r  de  esa  atribución  por  espíritu  y  razones  de 
equidad,  facultado  además,  por  la  parte  de  Amespil,  á  quien 
sería  el  único  que  tal  facultad  podría  perjudicar  por  la  nueva 
prórroga  que  se  acordare  á  Ferrari  para  el  cumplimienio  de  las 
obligaciones  pactadas  y  cuya  voluntad  expresamente  surge  de 
lo  peticionado  en  su  escrito  de  demanda. 

Por  estos  fundamentos  y  consideraciones  aducidas  en  el  es- 
crito de  foja  81,  y  teniendo  además  presente  la  manifestación 
jurada  por  Ferrari,  absolviÍ3ndo  la  segunda  posición  del  pliego 
de  foja  65,  definitivamente  juzgando,  fallo  :  fijando  el  plazo  de 
diez  meses,  á  contar  desde  la  fecha  de  estas  entencia  para  que  don 

T.  HYII  9 


130  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Ángel  Ferrari  cumpla  la  obligación  qne  le  impone  el  contrato  de 
foja  3,  de  entregar  á  Amespil  el  palco  y  tertulias  allí  indicadas, 
de  acuerdo  con  los  términos  de  la  demanda,  sin  especial  condena- 
cion  en  costas,  por  razón  de  la  naturaleza  de  la  cuestión  deba- 
tida 7  porque  dicha  condenación  no  fué  requerida  por  el  actor. 
Así  lo  prononciot  mando  y  firmo  en  Buenos  Aires,  á  los  veinte 
dias  del  mejs  de  Agosto  del  año  de  mil  ochocientos  noTenta  y 
seis. 

Aqmíin  Urdinarrain. 


Fallo  dio  ta  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  2S  de  1897. 

Tistes  7  considerando  :  Que  procediendo  de  un  contrato  las. 
relaciones  de  derecho  entre  demandante  7  demandado  que  han 
motivado  este  juicio,  los  efectos  del  citado  contrato  se  producen 
activa  7  pasivamente  entre  los  contratantes  (artículo  1195  del 
Código  Civil). 

Que  Ferrari,  en  consecuencia,  no  puede  desligarse  de  sus 
obligaciones,  sin  voluntad  del  acreedor,  pendiente,  como  se 
halla,  el  cumplimiento  de  esas  obligaciones. 

Que  es  indudable  que,  con  arreglo  al  contrato  7  al  objeto  de 
la  prestación  por  parte  de  Ferrari,  éste  no  ha  hecho  entrega 
del  palco  7  tertulias  convenidas. 

Que  no  habiéndose  pronunciado  el  inferior  sobre  las  conse- 
cuencias que  entrañaría  para  Ferrari  la  no  entrega  del  palco  7 
tertulias  en  el  plazo  fijado  en  la  sentencia,  ese  punto  no  puede 
ser  materia  de  apelación  para  ante  esta  Suprema  Corte,  debien* 


DB  JU8TIGU  NACIONAL  131 

do,  por  tanto,  ser  materia  de  sentencia  en  primera  instancia. 
Por  esto  y  sus  fundamentos  :  se  confirma  la  sentencia  apela- 
da de  foja  noventa  y  dos.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN.  — 
—  OCTAVIO  BUNGE.  — JUAN  E. 
TORRENT. 


CAUSA  I.II 


Contra  Epifanio  Quirós  y  otros,  por  infracción  d  la  ley  de 
enrolamiento^  y  contra  Desiderio  Rios  y  Sabá  Morel,  por  tn- 
fraccion  d  la  ley  de  movilización  de  la  Guardia  Nacional. 


Sumario. — 1^ La  pena  deservicio  militar  en  el  ejército  perma- 
nente, impuesta  por  un  año  á  los  infractores  de  la  ley  de  enrola- 
nüento,  y  por  dos  años  á  los  infractores  de  la  ley  de  moviliza- 
ción de  la  Guardia  Nacional,  debe  ser  disminuida  á  razón  de 
un  dia  de  servicio  por  cada  día  de  prisión  sufrida. 

2^  Tratándose  de  hechos  diversos  con  relación  á  personas  di- 
ferentes y  que  fundan  causas  independientes  entre  sí,  debe  for- 
marse un  proceso  para  cada  una  ellas. 
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Caso.  —  Resulta  del 


Fallo  del  Juez  Federal 


Paraná,   Setiembre  3  de  1896. 

Y  vistos:  la  causa  seguida  contra  Epifanio  Quiros,  Nicasio 
González,  Eloy  Gómez,  Antonio  Bobé,  Gervasio  Gáceres  y  Car- 
los Mazon,  por  no  haberse  enrolado  en  la  Guardia  Nacional;  j 
contra  Desiderio  Bios  y  Sabá  Morel  por  no  haberst;  presentado 
á  prestar  servicio  en  el  ejército  permanente,  como  guardias  na- 
cionales movilizados  en  el  corriente  año,  de  que  resolta  :  Que 
Epifanio  Quiros  en  la  indagatoria  de  foja  5,  confiesa  no  haber- 
se enrolado,  alegando  no  haberlo  hecho  por  encontrarse  ausen- 
te del  país  mientras  permaneció  abierto  el  enrolamiento  y  por- 
que creía  bastante  haberse  enrolado  enei  año  de  1893;  Nicasio 
González,  también  confiesa  su  falta  y  trata  de  justificarse  como 
el  anterior,  diciendo  que  estuvo  en  la  República  del  Uruguay, 
foja  16;  Eloy  Gómez,  confiesa  no  haberse  enrolado,  y  dice  que 
nunca  lo  habían  citado  para  el  efecto,  foja  7;  Antonio  Bobé, 
también  confiesa  no  haberse  enrolado,  por  estar  domiciliado  en 

4 

la  República  Oriental  desde  hace  veinte  años  y  haber  regresa- 
do al  país  recien  este  año;  Gervasio  Cáceres,  que  no  tuvo  cono- 
cimiento de  la  obligación  de  enrolarse,  pues  anduvo  en  campa- 
ña, que  por  esto  y  por  tener  desquiciadas  las  articulaciones  de 
las  rodillas  y  de  los  codos  no  cumplió  ese  deber,  declaración  de 
foja  0;  Cirios  Monzón,  como  los  anteriores,  confiesa  no  haberse 
enrolado  y  da  como  motivo  ser  enfermo,  foja  10. 

Desiderio  Eios,  confiesa  no  haber  asistido  ,á  la  convocatoria 
de  la  Guardia  Nacional  porque  estuvo  enfermo  y  haber  cum- 
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plido  veinte  años  en  1895;  j  Sabá  Morel^  foja  14,  declara  no 
haber  asistido  al  llamado  de  la  Guardia  Naciona  de  veinte  años 
porque  el  comisario  de  sn  distrito  nada  le  dijo  al  respecto. 

£1  Procurador  Fiscal,  acusa  á  los  seis  primeros  por  el  delito 
de  falta  de  enrolamiento  definido  y  castigado  con  dos  años  de 
servicio  en  el  ejército  permanente,  por  la  ley  de  21  de  Setiem- 
bre de  1872,  artículo  16,  inciso  1°,  y  á  los  dos  últimos  por  el 
de  no  haberse  presentado  á  cumplir  el  decreto  de  movilización 
de  la  Guardia  Nacional  de  20  años,  expedido  en  conformidad 
con  lo  que  dispone  la  ley  N^  3318,  artículo  2®,  inciso  2°,  del  títu- 
lo 1^,  pidiendo  para  ellos  la  misma  pena  que  páralos  anteriores, 
de  dos  años  de  servicio  en  el  Ejército. 

£1  defensor  délos  procesados  contesta  áfoja  22,  pidiendo  se 
abra  la  causa  á  prueba  para  justificar  las  excepciones  alegadas 
por  ellos. 

De  la  prueba  rendida  resulta  que  Antonio  Bobé  hace  más  de 
diez  años  que  está  domiciliado  con  su  padre  en  el  Salto,  Repú- 
blica del  Uruguay  (informe  del  juez  de  paz  del  Salto,  foja  26; 
declaraciones  de  Ángel  y  Estovan  Mariani,  fojas50y  51),  y 
además,  que  tiene  nn  vicio  orgánico,  insuficiencia  mitral,  según 
el  informe  médico  de  foja  80. 

Que  Gervasio  Gáceres  padece  de  sífilis,  enfermedad  que  ha 
llegado  á  un  grado  muy  avanzado,  por  descuido,  de  modo  que  hoy 
le  es  imposible  la  locomoción,  informe  de  foja  67. 

Respecto  de  Desiderio  Ríos,  sólo  el  testigo  Ramón  Yitor,  foja 
56,  afirma  que  estuvo  enfermo  al  tiempo  de  marchar  los  guar- 
dias nacionales  de  20  años,  pero  sólo  le  duró  la  enfermedad  seis 
dias  después  de  la  marcha. 

Y  considerando :  Que  está  probado  por  sus  propias  confesiones, 
que  Epifanio  Quiros,  Nicasio  González^  Eloy  Gómez,  Carlos 
Monzón,  Antonio  Bobé  y  Gervasio  Gáceres  son  ciudadanos  ar- 
gentinos, mayores  de  18  años  y  que  no  se  enrolaron*  en  la  Guat- 
dia  nacional  el  año  de  1895,  no  asistieron  á  la  movilización  del 
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corriente  año  decretada  por  el  Gobierno  Nacional  para  los  guar- 
dias nacionales  de  esa  edad. 

Que  Antonio  Bobé  ha  probado  satisfactoriamente  su  descar- 
go de  no  haberse  enrolado^  por  estar  domiciliado  con  sus  padres 
fuera  déla  República  desde  hace  más  de  diez  años,  aparte  de 
que  por  adolecer  de  vicio  orgánico,  no  podría  aplicársele  la 
pena  del  servicio  militar^  que  es  la  que  corresponde  al  delito. 

Que  Gervasio  Gáceres  ha  probado  también  su  imposibidad  fí- 
sica para  el  servicio  militar. 

Que  Epifanio  Quiros,  Nicasio  González,  Eloy  Gómez,  Garlos 
Monzón,  Desiderio  Rios  y  Sabá  Mor  el  no  han  justificado  sus 
descargos. 

Que  según  la  ley  3318,  la  falta  de  enrolamiento  debe  ser 
penada  con  la  destinación  por  un  año  á  servir  en  el  ejército  per- 
manente, artículo  35,  y  la  falta  de  presentación  á  la  convocato- 
ria de  la  Guardia  Nacional  de  20  años  para  prestar  servicios  en 
campamento  ó  cuarteles,  con  la  misma  pena,  por  el  término  de 
dos  años :  artículo  14»  inciso  2®,  de  la  misma  ley  citada. 

Que  si  bien  la  falta  de  enrolamiento  que  se  juzga,  fué  come- 
tida antes  de  la  sanción  de  la  ley  N^  3318  y  cuando  aún  jregía 
la  ley  de  5  de  junio  de  1865,  que  imponía  la  pena  de  dos  años« 
corresponde  aplicar  la  que  aquella  determina  por  ser  la  más  be- 
nigna, según  la  regia  de  derecho  consagrada  por  el  artículo  48 
del  Código  Penal. 

Por  estas  consideraciones  fallo:  condenando  á  Epifanio  Qui- 
ros, Nicasio  González,  Eloy  Gómez  y  Garlos  Monzón  á  prestar 
servicio  militar  por  un  año  en  el  ejército  permanente  de  la  Na- 
ción; y  á  Desiderio  Bios  y  á  Sabá  Morel  á  sufrir  la  misma  pena 
por  el  término  de  dos  años,  con  costas;  y  declaro  absneltos  li- 
bremente á  Antonio  Bobé  y  á  Gervasio  Gáceres.  Notifiqueseen 
el  original  y  expídase  la  orden  de  libertad  á  estos  últimos,  una 
•;7ez  ejecutoriada  esta  resolución. 

M.  de  T.  Pinto. 
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VISTA  DEL  SBSOR  PROCURADOA  GENERAL 


Baenos  Aires,  Marzo  11  de  1897. 

Suprema  Corte  : 

Los  procesados  Epífanio  Qqítos,  Nicasio  Oonzalez,  Eloy  Gó- 
mez 7  Garlos  Monzón,  no  han  justificado  ninguna  excepción 
que  les  escuse  de  la  infracción  de  la  ley  de  enrolamiento. 

El  estado  mental  de  Monzón  no  era  causa  de  exoneración  del 
servicio,  pues  si  no  ha  alcanzado  completo  desarrollo  según  el 
certificado  médico  de  foja  78,  no  está  impedido  para  el  servicio 
militar,  por  su  constitución  robusta  y  sana. 

Bespecto  á  Epif anio  Quiros  no  existe  prueba  alguna  bastante 
de  su  ausencia  del  país  durante  la  época  del  enrolamiento  ;  y  en 
cnanto  al  comprobado  por  los  informes  de  fojas  64  y  65  no  era 
bastante  para  escusarle  del  no  cumplimiento  no  ya  de  simples 
decretos  gubernativos,  sino  de  la  ley  que  había  proscripto  nn 
nuevo  enrolamiento  general. 

Desiderio  Eios  y  Sabá  Morel  tampoco  han  justificado  plena- 
mente las  excepciones  alegadas,  siendo  justa  en  consecuencia  la 
sentencia  en  cuanto  les  impone  los  dos  años  de  servicio  militar, 
que  prescribe  la  ley  N^  3318  á  su  respecto. 

Por  ello,  pido  á  y.  E.  se  sirva  confirmar  el  auto  recurrido, 
con  la  declaración  de  deber  descontárseles  el  tiempo  de  prisión 
sufrida,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  49  del  Có- 
digo Penal,  y  á  lo  establecido  en  resoluciones  anteriores  de 
V.  E, 

Sabiniano  Kier. 
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Fall«  de  la  Suprema  Carie 


Baenos  Aires,  Marzo  27  de  1897. 

Vistos  :  De  acaerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procarador  General  y  por  sus  fundamentos  se  confirma  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  setenta  y  oúa,  con  declaración  de  que  de- 
be descontarse  á  los  procesados  el  tiempo  de  prisión  sufrida,  á 
raion  de  un  día  de  ésta  por  otro  de  servicio  en  el  ejército.  De- 
Tuélyanse,  haciéndosepresenteal  juez  de  sección  que^  en  Tírtud 
de  tratarse  de  hechos  diversos  con  relación  á  personas  diferen- 
tes y  qne  fundan  una  causa  independiente  la  una  de  la  otra, 
debe  en  lo  sucesivo  formar  un  proceso  para  cada  detenido. 


benjamín  PAZ.  —ABEL    BAZAIf. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  I4III 


Criminal  contra  Augusto  Herner  y  otros ^ por  infracción  á  la  ley 
'    de  enrolamiento  y  movilización  de  la  Guardia  nacional 


Sumario.  —  1^  De  la  pena  impuesta  por  infracción  á  la  ley  de 
enrolamiento  y  moyilizacion  de  la  Guardia  nacional,  debe  des- 
contarse el  tiempo  de  prisión  sufrida  á  razón  de  un  dia  de  pri- 
sión por  cada  dia  de  servicio  militar. 

^  La  imposibilidad  para  el  seryicio  militar  por  defecto  físi- 
co, funda  la  excepción  absoluta  establecida  por  la  ley. 

3®  Debe  seguirse  proceso  separado  para  cada  infractor. 


Caso.  —  Resulta  del 


Ffill«  del  Jíuea  Federal 


Paraná,  Agosto  14  de  1896. 

Y  vistos:  La  causa  criminal  seguida  contra  Augusto  Her- 
ner, Baymundo  Torres,  Nicolás  Giménez,  Lorenzo  Gauna,  Ne* 
mesio  Gonil,  Pedro  Maydana,  Marcelino  Barco,  Mateo  Duar- 
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tOy  Epífanio  G-oró,  Gregorio  Bios,  Pedro  González^  Juan  Ro- 
jas, Eómnlo  Miño,  Cruz  Somero,  Justo  Pastor  Luna  y  Toribio 
Bamirez,  ciudadanos  argentinos,  los  catorce  primeros  por  no 
haberse  enrolado  en  la  Guardia  nacional  en  el  año  1895,  j  los 
dosú!timos  por  no  haberse  presentado  al  llamado  de  la  movili- 
zación de  la Gua.rdia  nacional  de  veinte  años,  resulta: 

Que  en  la  indagatoria  todos  confiesan  el  delito  que  se  les  im- 
puta, pero  alegan  para  exculparse  :  Augusto  Herner,  Nicolás 
Giménez^  Baymundo  Torres  y  Laureano  Yelazquez,  no  haber 
cumplido  diez  y  ocho  años  en  la  época  en  que  estuvo  abierto  el 
enrolamiento  en  1895;  Nemesio  Conil,  Juan  Rojas  y  Cruz  Ro- 
mero, que  estuvieron  enfermos  durante  el  enrolamiento  de  1895; 
Pedro  Maidana  dice  lo  mismo,  y  agrega:  que  es  quebrado  del 
muslo  derecho,  teniendo  esa  pierna  mucho  más  corta  que  la  otra; 
Marcelino  Barco,  que  no  sh  enroló  el  95  por  creer  que  el  enrola- 
miento del 93  en  que  se  había  inscrito,  le  bastaba;  Mateo  Buar- 
tedioe  estar  enrolado  el  93  y  que  creía  que  el  enrolamiento  del 
95  no  le  correspondía  y  que  por  eso  no  se  enroló  segunda  vez; 
Gregorio  Rios,  que  no  se  enroló  por  estar  sirviendo  en  esa  épo- 
ca en  el  Piquete  de  policía  de  Concordia  y  creer  que  esto  le  bas- 
taba; Pedro  González,  que  estaba  avecindado  desde  tiempo 
atrás  en  el  Estado  Oriental  y  recien  hacía  cinco  meses  que  había 
vuelto  á  la  República,  no  habiéndose  hallado  en  ella  durante  el 
enrolamiento;  Rómulo  Miño  alega  haber  estado  ausente  de  la 
provincia  durante  la  época  del  enrolamiento;  Justo  Pastor  Lu- 
na y  Toribio  Ramírez,  se  escusan  de  no  haber  asistido  á  la  mo- 
vilización por  estar  ocupados  con  sus  patrones. 

£1  Fiscal  acusa  á  todos  estos  y  pide  para  ellos  la  pena  de  dos 
años  de  prisión. 

El  Defensor  de  los  procesados  hace  valer  los  motivos  de  escu- 
sacien  que  alegan  los  procesados,  los  que  el  Juzgado  ha  tenido  á 
la  vista,  así  como  todas  las  pruebas  rendidas  por  éste  y  la  que 
resultan  del  sumario. 
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Y  considerando :  Que  de  la  partida  de  bautismo  de  foja  3,  se- 
gon  la  cual  consta  que  Augusto  Herner  nació  el  dia  ocho  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  setenta  j  siete,  está  plenamente 
probado  que  este  ciudadano  no  tenía  la  edad  de  diez  j  ocho  años 
cumplidos  en  el  período  de  tiempo  corrido  desde  el  primero  de 
Febrero  hasta  ñnes  de  Abril  de  1895,  en  que  estuvo  abierto  el 
enrolamiento. 

Que  ni  Baymundo  Torres,  ni  Nicolás  G-imenez,  ni  Laureano 
Yelazquez  han  justificado  la  minoridad  que  alegan,  pues  del 
informe  de  foja  31,  del  cura  párroco  do  Concordia,  en  cuyo  de- 
partamento dicen  haber  nacido,  no  aparece  la  partida  de  bau- 
tismo de  ellos. 

Que  tampoco  ha  justificado  Nemesio  Conil  que  estuviese  im- 
posibilitado de  cumplir  con  la  obligación  de  enrolarse. 

Que  del  informe  médico  de  foja  122,  resulta  que  efectivamen- 
te Pedro  Maidana  es  quebrado  del  muslo  derecho  y  por  defecto 
en  la  soldadura  de  huesos,  tiene  esa  pierna  más  corta  que  la 
otra ;  pero  si  este  es  un  motivo  legítimo  de  excepción  del  servi- 
cio militar,  no  loes  de  justificación  para  eximirse  de  la  pena, 
por  cnanto  él  no  estaba  autorizado  para  declararse  exceptuado 
por  sí  mismo  y  su  obligación  era  enrolarse  y  solicitar  su  excep- 
ción del  servicio,  de  la  autoridad  competente. 

Que  el  motivo  alegado  por  Marcelino  Barco  y  Mateo  Duarte, 
de  haberse  enrolado  el  año  1893,  no  lo  justifica  ni  e8cusa,pues 
el  enrolamiento  del  95  no  era  la  continuación  de  aquél,  y  por 
lo  tanto,  debieron  volverse  á  enrolar^  sin  que  sea  atendible  la 
ignorancia  de  derecho  con  que  pretenden  excusarse. 

Que  tampoco  es  atendible  la  excusa  de  Gregorio  Kios,  de  ha- 
ber estado  sirviendo  como  gendarme  en  el  piquete  de  seguridad 
de  Concordia,  aparte  de  que,  según  el  informe  del  jefe  político 
de  aquel  departamento,  foja  85,  cuando  se  abrió  el  enrola- 
miento, ya  Ríos  no  se  encontraba  de  servicio  en  el  "piquete. 

Qne  Pedro  G-onzalez  no  ha  justificado  su  ausencia  de  la  Bepú- 
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blica  en  el  período  del  enrolamiento,  y  Jaán  Rojas  tampoco  ha 
probado  que  su  enfermedad  fuese  ta)  que  lo  imposibilitase  para 
asistir  á  inscribirse  en  el  padrón  de  la  Guardia  nacional,  pues  si 
bien  Paulino  Paez  afirma  á  foja  128  que  lo  pasa  enfermo  eñ  su 
oasa  durante  todo  el  año  95,  no  dice,  sin  embargo,  que  se  encon- 
trase en  el  estado  de  absoluta  imposibilidad,  y  sn  testimonio  es, 
además,  singular,  porque  Luis  Ferrari,  ique  es  el  otro  testigo 
presentado,  no  sabe  si  Rojas  estuvo  enfermo  precisaoiente  en  la 
época  del  enrolamiento. 

Que  la  escusa  de  Bómulo  Miño,  de  haber  estado  ausente  de 
esta  Proyincia,  residiendo  en  la  de  Buenos  Aires,  no  es  atendi- 
ble, por  cuanto  bien  pudo  enrolarse  en  esta  última. 

Que  Cruz  Romero,  Justo  Pastor  Luna  y  Toribio  Ramirez  no 
han  probado  las  justificaciones  que  alegan. 

Que  según  el  artículo  35  de  la  ley  de  3  de  Noviembre  de  1895, 
los  ciudadanos  que  estando  obligados  á  enrolarse,  no  lo  verifica- 
sen, deben  sufrir  la  pena  de  un  año  de  servicio  en  el  ejército  de 
línea  de  la  nación. 

Que  si  bien  esta  ley  es  posterior  á  las  infracciones  del  decre- 
to por  el  que  se  dispuso  el  último  enrolamiento  de  la  Gruardia 
nacional,  abierto  en  1^  de  Febrero  y  cerrado  el  30  de  Abril  de 
1895,  corresponde  aplicarse,  en  el  presente  caso,  por  ser  más 
benigna  que  las  anteriores  en  cuanto  á  la  pena,  según  la  regla 
consagrada  por  el  artículo  48  del  Código  Penal, 

Que  el  artículo  14,  inciso  2^,  de  la  misma  ley  citada,  castiga 
la  falta  de  presentación  á  prestar  el  servicio  militar  obligatorio 
durante  dos  años  en  el  ejército  permanente;  y  según  el  artículo 
2"^,  inciso  2^,  son  obligados  al  servicio  en  el  ejército  permanente 
los  ciudadanos  que  en  el  año  anterior  al  de  sn  llamamiento  hu- 
biesen cumplido  veinte  años  de  edad. 

Por  estas  consideraciones,  declaro  á  Raymundo  Torres,  Ni- 
colás Giménez,  Lorenzo  Gauna,  Nemesio  Conil,  Pedro  Maidana, 
Marcelino  Barco,  Mateo  Duarte,  Epifanio  Goró,  Gregorio  Rios^ 
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Pedro  González,  Juan  Rojas,  Bómnlo  Miño  y  Cruz  Romero, 
confesos  en  el  delito  de  no  haberse  enrolado  en  la  Guardia  na- 
cional en  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  cinco;  á  Justo  Pas- 
tor Luna  y  Toribio  Ramírez,  en  el  de  no  haberse  presentado  al 
seryicio  en  la  movilización  de  la  Guardia  Nacional  de  veinte 
años,  decretada  para  el  corriente  año,  y  declaro  que  augusto 
Herner  ha  probado  cumplidamente  su  justificación,  fundada  en 
la  falta  de  edad  para  enrolarse,  y  condeno  á  los  trece  primeros 
á  sufrir  la  pena  de  un  año  de  servicio  en  el  ejército  permanente 
de  la  nación;  á  Justo  Pastor  Luna  y  á  Toribio  Ramírez  á  la  mis- 
ma pena  de  servicio  en  el  ejército  de  línea  por  el  término  de 
dos  años;  y  declaro  á  Augusto  Herner  absuelto  libremente  de  la 
acusación,  con  costas  á  cargo  de  los  condenados.  Notifíquese  en 
el  original  y  expídase  la  orden  de  libertad  á  favor  de  Augusto 
Herner . 

M.  de  T.  Pinto. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  25  de  1897. 

Suprema  Corte : 

La  sentencia  de  foja  130,  condena  legalmenteá  un  año  de  ser- 
vicio militar  á  los  procesados  en  esta  causa  Raymundo  Torres, 
Nicolás  Giménez,  Nemesio  Conil^  Marcelino  Barco,  Epifanio 
Goró,  Mateo  Duarle,  Rómulo  Miño  y  Toribio  Ramírez. 

Pero  las  observaciones  del  defensor,  sobre  descuento  del  tiem- 
po de  prisión  sufrida,  es  justa  á  su  respecto,  con  sujeción  á  lo 
prescripto  en  el  Código  Penal,  y  á  lo  establecido  por  Y .  £. ,  que 
constituye  una  jurisprudencia  incontestable. 
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Gregorio  Bios  no  ha  jastifioado  la  excepción  alegada,  pues  el 
informe  telegráfico  de  foja  84,  es  contraproducente;  lo  mismo 
SQcede  respecto  de  Juan  Bojas  y  de  Cruz  Bomero,  que  no  han 
jastifioado  la  enfermedad  con  qoe  se  escasaran  de  la  falta  de 
complímiento  á  la  ley  de  enrolamiento;  paes  las  declaraciones 
de  testigos  ni  son  bastantes  para  sustituir  los  certificados  mé- 
dicos, ni  en  sí  mismas  ofrecen  manifestaciones  asertivas  de  la 
época  y  duración  de  las  enfermedades  alegadas.  Y  en  cuanto  á 
Pedro  González,  tampoco  consta  su  ausencia,  pues  el  certificado 
de  foja  76  nada  afirma  ásu  respecto.  Considero  que  la  senten- 
cia recurrida  debe  confirmarse  también  respecto  de  esos  tres 
procesados,  siempre  con  deducción  del  tiempo  de  prisión  su- 
frida. 

Pedro  Maidana,  según  el  informe  médico  de  foja  124,  es  un 
inválido,  inutilizado  para  el  servicio  militar. 

Si  bien  es  cierto^  como  lo  observa  la  sentencia,  que  debió  ocu- 
rrir á  enrolarse  y  obtener  la  excepción  correspondiente,  aquella 
omisión  ni  le  priva  de  su  derecho  de  ser  exceptuado,  ni  permite 
la  condena  á  un  servicio  para  el  que  está  absolutamente  inuti- 
lizado. 

Justo  Pastor  Luna  ha  justificado  con  la  partida  de  bautis- 
mo de  foja  150,  haber  nacido  el  año  1873,  aun  cuando  en  esa 
partida  no  se  designa  el  nombre  del  bautizado,  pienso  que  esa 
omisión  no  debe  perjudicar  al  procesado;  y  que  en  la  duda  debe 
interpretarse  favorablemente,  según  lo  prescribe  el  artículo  13 
del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal. 

Encuentro,  por  ello,  que  respecto  de  estos  dos  últimos  proce- 
sados, debiera  revocarse  la  sentencia  recurrida,  declarándose 
su  absolución. 

No  debo  concluir  sin  adherir  á  la  justa  observación  del  de- 
fensor en  su  último  párrafo  de  foja  155. 

La  aglomeración  de  presos  por  hechos  separados,  sin  rela- 
ción entre  sí,  produce  en  la  causa  las  pertorbaciones  y  demo- 
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ras  oonsiguientes  al  diverso  procedimiento  de  pruebas,  y  traen 
oomplicaciones  al  estudio  mismo  y  decisión  oportuna.  Sería, 
por  ello^  de  oportunidad ,  que  Y.  E.  se  sirviera  hacer  saber  al  se- 
ñor Juez  de  ia  causa,  que  tratándose  de  hechos  diversos  y  de 
procedimientos  sumarios,  convendría  para  la  rapidez  de  los  jui- 
cios Ja  separación  de  los  procesos. 

PidoáV.  E.  se  sirva  resolver  en  la  forma  que  dejo  expre» 
sudo. 

Sabiniano  Kier. 


WmHm  de  la  Suprem»  Carie 


Buenos  Aires,  Marzo  27  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Que  está  probada  la  imposibilidad 
para  el  servicio  militar,  pur  defecto  físico,  alegada  por  el  proce- 
sado Pedro  Maidana,  lo  que  funda  la  excepción  absoluta  esta- 
blecida en  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  ley  de  la  materia. 

Que  la  partida  de  foja  ciento  cincuenta,  presentada  cuando  Id 
causa  se  hallaba  ya  sometida  al  conocimiento  de  esta  Suprema 
Corte,  no  es  bastante  á  probar  que  el  procesado  Luna  ha  nacido 
el  ano  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  porque  no  consignándose 
el  nombre  del  bautizado  no  puede  afirmarse  que  se  refiera  al 
mencionado  Luna. 

Por  esto,  y  por  los  fundamentos  concordantes  de  la  vista  del 
señor  Procurador  general  y  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  treinta,  se  absuelve  de  culpa  y  cargo  al  procesado  Mai- 
dana,  revocándose  en  esa  parte  la  citada  sentencia,  la  que  se 
confirma  en  lo  demás  que  contiene;  con  declaración  de  que  de- 
be descontarse  á  los  procesados  el  tiempo  de  prisión  sufrida,  á 
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razón  de  undia  de  ésta  por  otro  de  servicio  en  el  ejército.  De- 
TuélTanse,  haciéndose  presente  al  Inferior^  que  en  casos  análo- 
gos al  presente,  debe  formar  proceso  por  separado  para  cada 
uno  de  los  detenidos^de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  al  res- 
pecto por  el  señor  Procurador  general. 

Déjanse  á  salvo  los  derechos  del  procesado  Luna  para  hacer- 
los  valer  como  corresponda,  con  relación  á  la  partida  de  foja 
ciento  cincuenta. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA  l4l¥ 


DonEnriqueSolanety  contra  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  sobre 

escrituración 


Sumario. —  La  acción  personal  sobre  cumplimiento  de  con- 
trato, deducida  después  de  más  de  veinte  años,  desde  que  se 
alega  haber  sido  celebrado,  se  halla  extinguida  por  la  prescrip- 
ción. 


Caso,  —  Lo  explica  el 
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Fnllo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  27  de  1897. 


Vistos  :  Estos  autos  seguidos  por  do.i  Enrique  Solanet,  ex- 
tranjero, contra  la  provincia  de  Buenos  Aires,  de  los  qne  re- 
sulta : 

Qoe  don  Vicente  Pinero,  en  representación  de  don  Enrique 
Solanet,  se  presentó  ante  la  Suprema  Corte,  diciendo  que  su 
mandante  solicitó  del  Gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Ai- 
res, la  compra  de  un  terreno  ubicado  en  el  partido  de  Las  Flo- 
res, aceptándose  su  propuesta  en  veinte  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres. 

Qoe  se  hizo  la  mensura,  y  habiendo  entendido  el  Gobierno  qne 
Solanet  estaba  obligado  al  pago  de  un  canon  por  tener  la  po- 
sesión del  campo  desde  años  atrás,  se  envió  el  expediente  á  Las 
Flores  á  fin  de  que  la  autoridad  competente  informara  sobre  el 
particular. 

Qoe  el  expediente  desapareció  y  transcurrieron  muchos  años 
hasta  que  las  personas  que  lo  tenían  en  su  poder  empezaron  á 
pedir  dinero  á  Solanet  para  su  entrega,  quien  tuvo  que  dar  la  su- 
ma de  quinientos  pesos  para  recuperarlo,  efectuándose  la  de- 
Tolacion  en  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil  ochecientos  noventa 
y  uno. 

Que  se  trata  de  un  contrato  de  compra-venta  cuya  escritora- 
cion  no  se  ha  efectuado  por  causas  ajenas  á  la  parte  qoe  repre- 
Benta,  lo  que  no  afecta  su  validez,  desde  que  este  contrato  es  de 
los  denominados  consensúales  que  se  perfeccionan  con  el  simple 
acuerdo  de  voluntades,  concurriendo  en  el  caso  los  tres  elemen- 
tos necesarios :  la  cosa,  que  es  el  oamporeferido;  precio,  el  de- 

T.  LITO  10 
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signado  en  la  oficina  de  tierras,  y  el  consentimiento  que  consiste 
en  la  aceptación  de  la  propuesta. 

Que  el  contrato  está  perfecto  por  la  promesa  hecha  y  aceptada 
y  sólo  corresponde  obligar  á  la  ProTincia,  á  que  llene  el  re- 
quisito legal  de  reducir  la  venta  efectuada  á  escritura  pú- 
blica. 

Que  el  deudor  de  la  obligación  es  responsable  al  acreedor,  de 
los  perjuicios  é  intereses  por  falta  de  la  entrega  de  la  cosa,  y 
como  el  Gobierno  no  la  ha  hecho  está  obligado  al  resarcimiento 
de  aquellos,  los  que  estima  en  veinte  mil  pesos  moneda  na- 
cional . 

Termina  su  demanda  el  representante  de  Solanet,  pidiendo 
que  la  provincia  de  Buenos  Aires  sea  condenada  á  la  escritura- 
ción dei  terreno  y  al  pago  da  veinte  mil  pesos,  por  indemnización 
de  daños  y  perjuicios,  con  costas. 

£1  representante  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  contestan- 
do la  demanda,  expuso :  Que  sólo  se  trata  de  preliminares  de  un 
contrato  de  compra-venta,  sin  que  hayan  existido  los  elementos 
de  precio  y  consentimiento. 

Que  si  en  efecto  hubo  sustracción  del  expediente,  Solanet  de- 
bió gestionar  oportunamente  su  reposición. 

Que  aún  suponiendo  que  existiera  el  contrato,  la  obligación 
estaría  prescripta,  de  acuerdo  con  los  artículos  cuatro  mil  diez  y 
siete  y  cuatro  mil  veintitrés  del  Código  Civil,  por  tratarse  de 
una  acción  personal,  como  se  reconoce  en  la  demanda. 

Que,  finalmente,  no  se  puede  reclamar  daños  y  perjuicios, 
porque  no  existe  contrato  y  en  la  hipótesis  de  existir,  la  acción 
está  proscripta. 

Considerando:  Que  la  acción  deducida  es  una  acción  personal, 
por  cuanto  se  basa  en  un  contrato  que  se  pretende  celebrado 
entre  el  actor  y  el  demandado  y  se  pide,  en  consecuencia,  el  cum- 
plimiento de  la  obligación  contraída. 

Que  es  evidente,  con  arreglo  al  mérito  de  autos  y  á  lo  expues- 
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to  por  ambos  interesados,  qae  ha  transcurrido  más  de  veinte 
años  desde  la  fecha  de  la  convención,  caya  existencia  afirma  el 
demandante,  hasta  la  iniciación  del  presente  jaicio,  y  aún  hasta 
las  nuevas  gestiones  ante  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia, 
tendentes  ala  compra  de  la  cosaá  que  se  refiere  este  juicio. 

Que  con  tales  antecedentes  la  prescripción  opuesta  por  el  de- 
mandado se  halla  amparada  por  las  disposiciones  expresadas  de 
los  artículos  cuatro  mil  diez  y  siete  y  cuatro  mil  veintitrés  del 
Código  Civil,  siendo  así  indudable  que  aán  admitiéndose  que  al- 
guna vez  hubiese  existido  la  acción  deducida,  el  deudor  había 
quedado  libre  de  toda  obligación. 

Que  el  extravío  del  expediente  administrativo  nunca  pudo  ser 
obstáculo  que  importara  una  imposibilidad  de  hecho,  pero  ni 
siquiera  una  dificultad  seria  bastante  á  impedir  temporalmente 
el  ejercicio  de  la  acción,  pues  que,  supuesto  el  mencinoado  ex- 
travío, Solanet  pudo  y  debió  reconstruir  el  expediente,  si  su 
intención  era  persistir  en  las  gestiones  iniciadas  y  en  tramita- 
ción. ^ 

Que  operada  laprespcricion  en  su  caso,  es  innecesario  juzgar 
sobre  si  hubo  6  no  un  contrato  concluido  que  diera  nacimiento 
á  la  acción  personal  en  que  se  basa  la  demanda. 

Por  estos  f undamentoa :  no  se  hace  lugar  á  la  demanda  de  fo- 
ja una,  de  la  que  se  absuelve,  en  consecuencia,  á  la  provincia 
de  Buenos  Aires^  siendo  las  costas  á  cargo  del  actor,  Notifí- 
qaese  con  el  original  y  repuestos  los  sellos,  archívense. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN .  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  B.  TO- 
RRENT. 
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Don  Andrés  Descours,  contra  don  Roberto  Mac  Iver,  agente  del 
vapor  inglés  «  Jmtin  » ;  sobre  pago  de  averías 


Sumario. — V  Procede  el  pago  de  averías  causadas  por  colpa 
6  negligencia  del  capitán. 

2^  La  protesta  de  éste,  hecha  en  otro  puerto  que  el  de  su  lle- 
gada 7  sin  las  formalidades  legales,  no  tienen  valor. 


Caso.  —  Besnlta  del 


Fallo  del  Juex  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  22  de  1892. 

Y  vistos :  los  presentes  autos  promovidos  por  don  Andrés  Des- 
conrs,  comerciante  de  esta  plaza,  contra  don  Boberto  R.  Mao 
Iver,  como  agente  del  vapor  inglés  c  Justin  » ,  por  cobro  de  cuatro 
mil  sesenta  y  nueve  pesos  moneda  nacional  con  cincaenta  y  tres 
centavos,  procedentes  de  averías  resultantes  en  un  cargamento 
de  mercaderías  conducidas  por  el  expresado  vapor  á  la  consig- 
nación del  demandante;  más  la  suma  de  mil  doscientos  noventa 
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7  seis  pesos  con  cincuenta  y  seis  centaTos,  proced«)nte8  de  ho- 
norarios 7  gastos  para  el  reconocimiento  de  la  averia,  según  se 
detalla  en  la  cuenta  acompañada  á  foja  una  (autos  corrien- 
tes). 

Besulta  de  autos  :  1^  Que  en  el  mes  de  Marzo  del  año  de  mil 
ochocientos  noventa  7  uno  llegó  á  este  puerto  el  vapor  antes  men- 
cionado, del  cual  es  agente  don  Roberto  B.  Mac  Iver,  quien  ha 
asumido  expresamente  la  responsabilidad  en  el  presente  juicio 
como  representante  de  los  dueños  armadores  del  buque,  condu- 
ciendo un  completo  cargamento  de  mercaderías  para  esta  plaza 
7  la  del  Bosario  de  Santa  Fé^  figurando  entre  ellas  dos  mil  ba- 
rricas de  azúcar  á  la  consignación  de  los  señores  Gandolfi,  Moss 
7  C*,  7  dos  mil  quinientos  sesenta  7  seis  atados  ó  bultos  de  fierro 
en  barras  7  planchas  con  peso  de  ciento  treinta  mil  seiscientos 
veintiún  kilogramos,  consignados  á  la  orden  de  A.  Descours^  ba- 
jo las  cláusulas  7  condiciones  estipuladas  en  el  conocimiento 
original  corriente  á  foja  treinta  7  ocho,  traducido  á  foja  cuaren- 
ta 7  tres . 

2^  Que  el  10  de  Abril  del  mismo  año  se  presentaron  al  Juz- 
gado Federal  los  señores  Gandolfi  7 Moss,  consignatarios  de  las 
dos  mil  barricas  de  azúcar,  manifestando  que  uoa  vez  comenzada 
la  descarga  de  ellas,  se  había  visto  que  presentaba  una  avería 
extraordinaria,  la  que,  por  su  forma,  autorizaba  á  presumir  fue* 
se  causada  por  mala  estiva  del  vapor,  solicitando  en  conse- 
cuencia, un  reconocimiento  pericial  del  arrumaje  de  la  carga 
que  todavía  quedaba  á  bordo,  como  asimismo  de  las  condiciones 
en  que  estaba  el  buque  para  el  transporte  de  mercaderías  de  fá- 
cil deterioro,  por  medio  de  un  perito  nombrado  de  oficio  por  el 
Juzgado,  7  al  mismo  tiempo  el  reconocimiento  pericial  déla  car- 
ga á  que  se  refiere  el  artículo  mil  setenta  7  nueve  del  Código  de 
Comercio,  7  estimación  del  daño,  para  lo  cual  proponían  al  pe- 
rito don  J.  W.  Morse,  quien  fué  aceptado  como  perito  único  por 
el  agente  del  vapor  «Justin»;  decretando  el  Juzgado  ambas 


150  FALLOS    DE   LA   SUPREMA   COATE 

diligencias,  según  consta  en  el  expediente  respectivo  agregado 
á estos  autos. 

3°  Que  el  13  del  mismo  mes  se  presentó  también  Desoours,  al 
Juzgado,  manifestando:  que  sabiendo  que  los  señores  Gandol- 
ñ  7  Moss,  habían  solicitado  un  reconocimiento  de  la  estiva  del 
buque,  adhería  á  ese  pedido  y  en  vista  de  los  motivos  que  tenía 
para  creer  que  había  mucha  avería  en  la  carga  conducida  por 
el  €  Justin  >  á  su  consignación,  solicitaba  igualmente  el  reco- 
nocimiento pericial  y  estimación  del  daño  por  el  mismo  perito 
Morse,  siendo  también  aceptado  como  perito  único  para  ese  ac- 
to por  el  demandado  Mac  Iver . 

4°  Que  tanto  el  perito  nombrado  de  oñcio  para  el  reconoci- 
miento del  buque,  como  el  designado  por  las  partes  para  el  exa- 
men de  los  daños  sufridos  por  el  cargamento,  se  expidieron  en 
los  informes  que  respectivamente  corren  agregados,  el  del  pri- 
mero á  foja  ocho  dA  expediente  iniciado  por  G-andolfí  y  Moss,  y 
el  del  segundo,  en  lo  que  respecta  á  la  carga  de  Descours,  á  fo- 
ja nueve  del  iniciado  por  éste;  determinando  la  condición  del 
buque,  el  arrumage  de  la  carga,  la  naturaleza  de  las  averías 
sufridas  por  el  cargamento  y  las  causas  determinantes,  é  indican- 
do como  el  mejor  medio  para  fijar  su  importé  la  venta  de  la  par- 
te averiada. 

B"*  Que  según  conta  del  escrito  corriente  á  foja  veinte  (expe- 
diente de  Gandolfi  yMoss),  estos  arreglaron  particularmente  su 
asunto  con  Mac  Iver  abonándoles  éste  el  importe  de  las  fallas 
y  averías  sufridas  por  sus  mercaderías  y  los  demás  gastos  ori- 
ginados; mientras  que  la  de  Descours  fué  vendida  en  remate 
público  por  convenio  entre  éste  y  el  agente  del  buque,  aunque 
de  ello  no  hay  constancia  auténtica,  dando  una  diferencia  entre 
el  precio  corriente  en  plaza  que  le  asigna  el  perito  Morse  en  su 
informe  de  foja  ...  y  el  de  venta,  de  cuatro  mil  sesenta  y  nue- 
ve pesos  con  cincuenta  y  tres  centavos,  que  forma  la  primera 
partida  de  la  demanda,  constituyendo  la  segunda  partida  el 
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importe  de  los  honorarios  y  gastos  de  la  pericia,  según  se  ha 
establecido  al  principio,  comprobados  por  los  respectivos  justi- 
fioativos  corrientes  á  fojas  cinco,  siete,  nueve  y  once. 

6°  Que  contestada  la  demanda  áfoja  treinta  y  tres,  sostiene 
Mac  Iver,  que  no  puede  aceptar  la  cuenta  presentada  por  el 
actor,  no  sólo  por  no  estar  obligado  á  responder  de  averías  de  la 
carga,  sin6  también  por  incluirse  en  ellas  algunas  partidas  que 
en  ningún  caso  debieran  ser  á  su  cargo,  acompañando  el  cono- 
cimiento y  las  protestas  levantadas  por  el  Capitán  para  justifi- 
car que  las  averías  no  han  sido  producidas  por  hechos  imputa- 
bles al  buque  ni  al  Capitán,  sino  á  hechos  de  fuerza  mayor,  y  al 
mismo  tiempo  una  carta  de  Descours,  de  la  cual  resulta  que  se 
había  dirigido  á  los  aseguradores,  quienes  le  han  dado  un  certi- 
ficado para  cobrar  en  Europa  la  misma  cuenta,  lo  que  importa 
un  desistimiento  de  la  demanda. 

7®  Que  recibida  la  causa  á  prueba  en  los  términos  que  expresa 
el  auto  de  foja  setenta  y  ocho,  sólo  se  ha  producido  por  el  de- 
mandado, además  de  las  declaraciones  corrientes  de  foja  sesen- 
ta y  seis  á  foja  setenta  y  cinco,  recibidas  en  calidad  de  infor- 
mación ad-perpetuam^  antes  del  auto  referido,  las  ya  menciona- 
das protestas  del  Capitán  agregadas  á  foja  cuarenta  y  foja  cua- 
renta y  dos  y  el  conocimiento  de  foja  treinta  y  ocho.  * 

Y  considerando:  Pnmero;Que  seguu  resulta  del  reconocimien- 
to pericial  de  la  carga  consignada  á  Descours,  practicado  en  con- 
formidad y  á  los  efectos  que  determina  el  artículo  mil  setenta  y 
nueve  del  Código  de  Comercio,  por  el  perito  A.  W.  Morse,  que  da 
cuenta  en  su  detallado  informe  corriente  á  foja  nueve  del  expe- 
diente agregado  bajo  la  carátula  «Descours,  Don  Andrés,  sobre 
examen»,  una  gran  parte  de  dicho  cargamento  ha  sido  ave- 
riado por  agua  de  mar  y  manchas  de  ácidos;  ocasionándole 
un  desmérito,  que  la  venta  en  remate  público  efectuada  por  el 
martiliero  G-.  Gowland  ha  venido  á  fijar  en  cuatro  mil  sesenta  y 
nueve  pesos  cincuenta  y  siete  centavos,  pur  ser  esta  cantidad  la 
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diferencia  entre  el  precio   obtenido  por  dicho  martiliero  j  el 
precio  corriente  en  plaza  del  artículo. 

Segundo :  Que  este  panto  debe  además  considerarse  legal- 
mente  establecido  y  fuera  de  discusión,  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  ochenta  y  seis  de  la  ley  nacional  de  en- 
juiciamiento, pues  no  ha  sido  negado,  ni  siqniera  objetado  por 
el  demandado  en  sn  contestación»  en  conjunto,  ni  en  ninguno  de 
los  elementos  constitutivos  del  resultado,  habiendo  limitado  su 
defensa  á  sostener  su  irresponsabilidad,  por  tratarse  de  un  caso 
de  fuerza  mayor. 

Tercero:  Que  el  informe  pericial  expedido  por  el  perito  Si- 
ches,  acerca  del  estado  de  la  estiva  y  de  las  condiciones  del  buque 
para  el  transporte  de  mercaderías  de  fácil  deterioro^  además  de 
establecer  concluyentemente  que  la  estiva  era  mala,  lo  que  está 
confirmado  por  el  testimonio  del  capitán  del  vapor  c  Hildelgar- 
de>,  que  reconoció  el  buque  á  pedido  del  agente  Hac  Iver,  quien 
lo  ha  presentado  como  testigo,  demuestra  que  la  avería  por  agua 
de  mar  y  ácidos  debe  atribuirse  ala  que  penetró  por  un  agujero 
de  cinco  centímetros  en  una  plancha  de  hierro  de  la  cubierta,  cuyo 
agujero  ha  sido  producido  por  la  rotura  ó  derrame  de  una  ó  más 
bombonas  de  ácido  que  conducía  sobre  cubierta,  siendo  además 
probable  que  al  estenderse  por  sobre  ella  el  ácido  haya  pene- 
trado por  las  juntas  de  las  planchas,  habiendo  encontrado  que 
todos  los  fierros  que  estaban  en  la  bodega  correspondiente  al 
agujero,  en  los  contornos  de  este,  estaban  cargados  de  errnm- 
bre. 

Cuarto :  Que  el  mismo  informe  establece  también  que  las 
bombonas  de  ácidos  estaban  estivadas  directamente  sobre  la  cu- 
bierta, sin  tablas  6  calzas  que  las  separasen  deésta^  lo  que  debe 
estimarse  como  estiva  defectuosa,  pues  no  debía  ignorar  el  ca- 
pitán el  peligro  de  corrosión  de  la  cubierta  metálica,  por  el  con- 
tacto directo  del  ácido,  en  casode  derrame,  desde  que,  comodice  el 
mismo  perito  Siches  en  su  de  claracion  de  foja  ciento  once  vuel- 


DB  JUSTICIA  NACIONAL 


153 


ta,  le  faltaban  los  calóes,  qoe  deben  llevar  semejantes  envases. 

Quinto:  Qae.  la  única  praeba  presentada  por  el  capitán  del 
c  Jnstin  >y  en  descargo  de  sos  responsabilidades  consiste  en  la 
protestado  mar  formulada  ante  el  vice-cónsul  británico  en  el 
Rosario,  en  la  que  atribuye  las  averías  sufridas  &  accidentes  de 
mar;  pero  aparte  de  la  observación  á  que  dicho  acto  hállase  su- 
jeto, resultado  la  misma,  confirmada  la  existencia,  debajo  de 
los  cajones  de  ácido,  del  agujero  de  dos  pulgadas  de  diámetro, 
cuyo  agujero  quedó  invisible  hasta  que  los  cajones  fueron  remo- 
Tidos,  al  cual  la  pericia  atribuye  principalmente  la  averia. 

Sesto :  Que  según  el  artículo  ochocientos  treinta  y  nueve  del 
Código  de  Cumercio  todas  las  protestas  formuladas  abordo,  ten- 
dentes á  comprobar  hechazon  á  otras  pérdidas  cualesquiera^  de- 
ben ser  ratificadas  con  juramento  del  capitán  dentro  de  veinti- 
cuatro horas  útiles,  ante  la  autoridad  competente  del  primer 
puerto  donde  llegase,  laque,  siendo  dependiente  déla  Repúbli- 
ca^ deberá  interrogara!  Capitán,  oficiales,  etc.,  sóbrela  ver- 
dad de  ios  hechos,  notándose  desde  luego  que  la  presentada  por 
el  capitán  no  se  ajusta  á  este  precepto,  pues  ha  sido  formulada 
en  el  Rosario,  varios  dias  después  de  entregado  todo  el  carga- 
mentó  que  conducía  para  Buenos  Aires,  en  cuyo  acto  no  hizo 
protesta,  ni  declaración  alguna,  no  obstante  conocer  la  existen- 
cia de  averías  y  el  resultado  de  las  pericias. 

Séptimo :  Que  aparte  de  esta  sustancial  diferencia,  que  quita 
su  valor  á  ese  documento,  no  consta  que  el  capitán  haya  pre- 
sentado al  consulado  británico  el  diario  de  navegación  para  for- 
mularla en  conformidad  con  sos  anotaciones,  lo  que  es  aún  más 
sustancial,  pues  en  dicho  diario  deben  consignarse  todos  los  da- 
ños que  acaezcan  al  buque  ó  á  la  carga  y  sus  causas  (inciso 
nueve,  artículo  nuevecientos  veintisiete  del  Código  de  Comer- 
cio), faltando  ppr  consiguiente  el  control  legal  de  los  hechos  ase- 
verados en  la  protesta;  á  lo  que  se  agrega  que  si  bien  se  relatan 
en  ella  los  malos  tiempos  que  sufrió  el  buque  y  averías  que  ex- 
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perimentóla  carga  de  cubierta,  no  se  levanta  la  responsabilidad 
del  Capitán  respecto  á  la  avería  causada  en  la  parga  de  la  bo- 
dega por  mala  estiva  en  los  ácidos  sobre  cubierta,  tanto  más 
cnanto  que  en  los  conocimientos  se  establece  que  el  buque  no  re- 
cibirá á  su  bordo  mercaderías  por  su  naturaleza  peligrosas  6 
perjudicial,  salvo  previo  convenio  especial,  el  cual  no  puede 
afectará  terceros;  porque  los  malos  tiempos  han  podido  desha- 
cer la  estiva,  arrebatar  parte  de  la  carga,  y  aún  romper  los 
cascos  de  ácidos  cuyo  contenido  se  habría  elevado  con  las  olas; 
pero  no  habrían  penetrado  en  la  bodega,  si  la  filtración  de  sólo 
un  casco  no  removido  de  su-  sitio  no  hubiese  producido  el  agu- 
jero á  que  hace  referencia  el  perito  Siches  y  la  misma  protesta 
del  Capitán. 

Octavo:  Que  por  loque  respecta  al  documento  de  foja  treinta 
y  una,  si  algo  prueba  es  que  el  demandado  ha  reconocido  priva- 
damente la  responsabilidad  del  buque  por  las  averías  del  carga- 
mento consignado  á  Descours,  puesto  que  invitó  á  éste  á  un 
arreglo  amistoso  para  saldar  cuentas  en  dicho  asunto,  no  te- 
niendo importancia  alguna  para  la  solución  del  caso,  el  hecho 
de  haber  recibido  Descours  un  certificado  de  los  agentes  de  se- 
guros para  cobrar  el  importe  de  dichas  averías  en  Europa,  desde 
que  los  mismos  agentes  son  sus  representantes  en  este  juicio  y 
estos  manifiestan  en  el  alegato  de  foja  ciento  treinta  y  siete, 
que  otorgaron  el  referido  certificado  á  fin  de  obtener  el  poder 
necesario  para  continuar  la  presente  gestión,  de  modo  que  pro- 
piamente son  procuradores  in  rem  suam. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito  de  foja 
ciento  treinta  y  siete,  fallo  :  condenando  á  don  Roberto  B.  Mac 
Iver,  como  agente  y  representante  del  capitán  del  vapor  «  Jus- 
tin>,  al  pago  de  la  suma  demandada,  con  sus  intereses  desdóla 
interpelación  judicial,  en  el  término  de  dit'z  dias.  Notifíquese 
original  y  repónganse  las  fojas . 

'  Virgilio  M.  Tedin. 
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Por  auto  posterior,  esta  sentencia  fué  adicionada,  declarán- 
dose á  cargo  de  la  parte  vencida  las  costas  del  juicio. 


Fallo  de  I»  Supremn  Corto 


Buenos  Aires,  Marzo  30  de  1897. 

Vistos  7  considerando :  Primero :  Que  según  resulta  del  in- 
forme del  perito  Siches,  presentado  como  prueba  á  foja  ochenta 
7  siete*  7  de  la  declaración  de  foja  ciento  once,  la  avería  de  las 
mercaderías  del  demandante  se  produjo  por  estar  mal  estivadas 
7  sin  calces  de  madera,  las  bombonas  de  ácido  sulfúrico  que  ve- 
nían sobre  cubierta,  lo  que  dio  lugar  á  qu«  se  formara  un  agu- 
jero en  una  plancha,  por  donde  penetró  el  ácido  en  la  bodega. 

Segundo :  Que  si  bien  la  mala  estiva  de  las  barricas  de  azúcar 
no  ha  podido  causar  la  avería  del  hierro,  ella  demuestra  lañe- 

■ 

gligencia  del  capitán  y  es  un  elemento  corroborante  de  prueba 
para  demostrar  la  mala  estiva  de  las  bombonas  de  ácido . 

Tercero:  Que  la  protesta  formulada  por  el  capitán  del  buque 
en  la  ciudad  del  Rosario,  no  tiene  mérito  legal,  porque  no  se  hizo 
en  el  puerto  de  esta  ciudad,  que  fué  el  primero  donde  llegó,  y 
porque  al  hacerla  no  se  observaron  las  demás  formalidades  que 
el  Código  de  Comercio  prescribe. 

Por  esto  y  por  sus  fundamentos :  se  conñrma,  con  costas,  la 
sentencia  apelada  corriente  á  foja  ciento  cincuenta.  Repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

benjamín  paz.  —ABEL  BAZAH.  — 
OCTAVIO  BONGE.  —  JUAN  B. 
TORRENT. 


156  FALLOS  DE  Lk   SUPAEMA  CORTE 


CAUSA    liVI 


Don  Julio  Gutiérrez  contra  don  Manuel  Hortal  Torroba,  por 
cobro  de  daños  y  perjuicios;  sobre  competencia 


Sumario.  —  No  corresponde  á  la  jasticia  federal^  la  deman- 
da por  daños  7  perjuicios  procedentes  de  embargo  ordenado  en 
causa  seguida  ante  la  jasticia  local. 


Caso. — Lo  explican  la  vista  del  señor  Procurador  Greneral  y  el 


]P»II«  del  Suem  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1894. 

Y  vistos  :  para  resolver  sobre  las  excepciones  opuestas  por  el 
demandado. 

Y  considerando;  Que  en  lo  relativo  á  la  excepción  de  incom- 
petencia de  jurisdicción,  consta  de  los  propios  términos  de  la 
demanda  que  el  presente  juicio  versa  sobre  daños  y  perjuicios 
que  el  demandante  pretende  se  le  le  han  irrogado  con  un  em- 
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bsTgo  mandado  trabar  en  otro  litigio,  ante  jarisdioeion  distinta 
de  la  de  este  juzgado. 

Qne  en  tal  virtud  este  juicio  debe  conceptuarse  un  incidente 
de  aqnel  en  qne  se  trabó  el  embargo,  al  cnal  se  atribuyen  los 
daños  reclamados  7  su  conocimiento  corresponde  al  jaez  del 
principal. 

Por  estos  f andamentos,  y  de  conformidad  con  lo  que  estable- 
cen las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  insertas  en  la  serie  2*, 
tomo  1^,  página  408;  j  tomo  15,  página  498,  se  declara  que  el 
Juzgado  carece  de  competencia  para  entender  en  este  asunto. 
Con  lo  que  se  hace  innecesario  tomar  en  consideración  la  otra 
excepción  deducida.  Repóngase  el  papel. 

J.  V,  Lalanne. 


VISTA  DEL  SENOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  6  de  1894. 
Suprema  Corte: 

El  recurrente  don  Julio  G-utierrez,  reconoce  en  su  escrito  de 
foja  1*  que  fué  demandado  ejecutivamente  ante  el  Juez  del  de- 
partamento del  centro  de  la  provincia  de  Buenos  Aires^  por  cu- 
ya orden  se  embargaron,  depositaron  j  extrajeron  sus  ha- 
ciendas, del  campo  arrendado. 

Beconoce  también,  que  de  esos  mandatos  que  fueron  protes- 
tados y  reclamados  ante  el  jnez  de  la  causa,  yendo  hasta  la 
cámara  de  apelaciones,  proceden  los  perjuicios  que  motivan  el 
nuevo  juicio  instaurado. 

Siendo  el  ejecutado  Qutierrez  argentino,  no  gozaba  del  fuero 
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federal,  y  el  adversario,  aunque  extranjero,  tenía  el  derecho  de 
renunciarlo,  como  lo  hizo,  ocurriendo  á  la  jurisdicción  coman, 
donde  el  pleito  fué  trabado,  sustanciado  y  resuelto. 

La  nueva  acción^  es  un  incidente  de  aquel.  Se  reñere  á  la  in- 
demnización de  perjuicios  que  se  dicen  ocasionados  por  las  pe- 
ticiones ventiladas  y  deddídas  en  el  juicio  concluido  ante  la 
jurisdicción  de  los  tribunales  provinciales.  Considero,  enton- 
ces, de  rigurosa  aplicación  la  jurisprudencia  establecida  en  los 
fallos  de  Y.  E.,  muy  oportunamente  invocados  en  el  auto  recu- 
rrido. Y,  sin  abrir  opinión  respecto  á  las  costas  que  motivan 
el  recurso  de  foja  58,  por  no  interesar  la  acción  fiscal,  me  limito 
á  pedir  á  Y.  E.  la  confirmación  del  auto  recurrido,  en  cuanto 
declara  la  incompetencia  del  juzgado  federal. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  1"*  de  1897. 

Yibtos  :  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  por  los  fundamentos  del  auto  apelado  y 
teniendo  además  en  consideración  que  al  ser  demandado  ante 
la  justicia  local,  Torroba  no  declinó  de  jurisdicción  y  dedujo  ex- 
cepción de  arraigo^  se  confirma  dicho  auto,  corriente  á  foja  cin- 
cuenta y  tres,  siendo  las  costas  de  ambas  instancias  á  cargo 
del  actor.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

BENJAMÍN  PAZ.  — ABEL  BAZAN.  — 
JUAN  E.  TOURENT. 
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CAUSA  liVII 


Contra  Ibañez  y  Sarsotli,  por  infracción  á  las  ordenanzas  de 

aduana;  sobre  dobles  derechos 


Sumario. — Debe  confirmarse  la  pena  impuesta  de  dobles 
derechos,  si  la  sentencia  qae  la  impone  no  ha  sido  recurrida, 
aunque  pudiera  aplicarse  á  los  hechos  ocurridos  la  de  comiso. 


Caso.  — Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 


■  ■ 


RESOLUCIÓN  DE  LA  ADUANA 


Rosario,  Octubre  22  de  1894. 

Y  vistos  :  lo  actuado  en  este  expediente  con  motivo  de  la  de- 
nuncia hecha  por  el  oficial  mayor  de  esta  aduana,  por  la  falta 
de  dos  fardos  de  tabaco  en  la  descarga  del  vapor  «  Rio  Paraná  > . 

Resultando:  1®  Que  efectivamente  se  han  omitido  de  mani- 
festar como  carga  para  este  puerto,  los  dos  fardos  con  trescien- 
tos kilos  tabaco  conducidos  por  el  mencionado  vapor  que,  pro- 
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oedeate  de  Montevideo  y  Buenos  Aires,  dio  entrada  en  Febrero 
7  del  corriente  ano,  bajo  registro  número  158. 

2°  Que  á  pesar  de  la  omisión  indicada  y  que  hubiera  pasado 
ignorada  por  la  Aduana,  á  no  ser  los  documentos  consulares  re- 
cibidos posteriormente,  que  la  ban  puesto  de  manifiesto  sus 
agentes,  declaran  han  sido  introducidos  á  plaza  (sin  ser  mani- 
festados á  su  entrada),  explicándose  así  que  ellos  han  salido  fur- 
tivamente, por  cuanto  en  todas  estas  actuaciones  no  se  halla 
un  solo  documento  que  haga  fé  de  cómo  se  hizo  la  operación. 

3°  Que  los  informes  producidos  por  la  alcaidía  y  resguardo, 
corriente  á  foja  1  vuelta  y  foja  6  vuelta,  respectivamente,  co- 
rroboran dé  una  manera  evidente  que  la  Aduana  no  ha  tenido 
intervención  alguna  en  la  introducción  á  plaza  de  la  mercadería. 

4°  Que  á  foja  5  vueltu  los  señores  Fígari  y  compañía  decla- 
ran que  el  vapor  «José  Gibert»,  entrado  á  este  puerto,  proceden- 
te de  Asunción,  en  24  de  Enero  pasado,  condujo  los  fardos, 
origen  de  este  parte,  con  seis  más,  los  que  fueron  pedidos  á 
despacho  y  que  como  en  la  descarga  no  resultaran  á  mano,  pi- 
dieron por  solicitud  número  229,  se  les  permitiera  seguir  viaje 
hasta  Buenos  Aires  (y  no  á  Montevideo)  para  retornarlas  á 
vuelta  de  viaje  como  tránsito  del  «Gibert»  de  este  puerto,  lo 
que  fué  concedido. 

5^  Que  aun  cuando  los  agentes  declaran  no  recordar  si  en  al- 
gunos de  los  manifiestos  constan  los  dos  fardos,  no  resulta  así, 
ni  consta  tampoco  en  la  relación  de  descarga. 

6°  Que  el  anterior  resultado  destruye  los  informes  producidos 
por  el  oficial  de  sección  y  el  guarda  Andrade,  al  afirmar  que  los 
dos  fardos  han  sido  introducidos,  pues  á  ser  así  figurarían  en 
la  relación  de  descarga,  y  más,  existirían  las  constancias  oficia- 
les de  In  extracción  en  el  parcial  (dadas  las  condiciones  espe* 
ciales  de  la  mercancía). 

7^  Que  si  el  parcial  del  «  José  Gibert  »  se  halla  cumplido  por 
el  todo,  no  por  eso  se  puede  aceptar  que  su  cancelación  hayase 
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hecho  con  los  fardos  que  resaltan  embarcados  en  Montevidea 
en  el  cRío  Paraná»  :  1®  por  la  falta  de  manifestación;  2®  porque 
en  el  documento  parcial  sólo  consta  que  los  interesados  han  re- 
cibido los  fardos,  sin  que  el  empleado  que  interrino  establecie- 
ra una  simple  constancia,  por  lo  menos,  de  sus  antecedentes;  y 
finalmente,  porque  la  procedencia  de  ellos,  no  es  la  del  punto 
al  cual  se  concedió,  por  la  solicitud  número  S29,  la  conducción 
de  los  que  lieTaba  el  c  José  Oibert  ». 

Y  considerando:  l^^Que  el  hecho  de  estar  manifestada  en  los 
djcumentos  consulares  para  este  puerto  la  mercancía  de  que  se 
trata  (conforme  á  lo  establecido  en  el  decreto  reglamentario  del 
artículo  10  de  la  ley  de  Aduana)  y  que  los  agentes  lo  hayan 
omitido  en  el  general,  como  asimismo,  el  que  consten  en  la  re- 
lación de  descarga,  es  un  caso  que  no  puede  explicarse  de  otro 
modo,  sino  en  el  previsto  por  los  artículos  1025  y  1026  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana. 

2°  Que  si  bien  el  oñcial  de  sección  y  el  guarda  Andrade,  han 
contribuido,  faltando  á  su  deber,  en  el  despacho  de  los  dos  far> 
dos,  que  dice  el  señor  Fernandez,  estaban  pendientes  como  des- 
cargados de  menos  del  c  José  Gibert  >,  en  nada  exime  de  la  res- 
ponsabilidad que  para  con  el  fisco  tienen  los  agentes  como  en  el 
caso  ocurrente  (artículo  899  de  las  Ordenanzas),  haciendo  tanto 
major  la  infracción  por  la  falta  de  manifestación  en  el  general 
del  «Rio  Paraná  >,  como  por  la  no  constancia  en  la  relación  de 
descarga  y  parcial  del  despacho,  lo  que  denota  claramente  la 
operación  ilegal . 

3^  Que  los  informes  producidos  por  el  oficial  y  guarda  Andra- 
de DO  levantan  los  cargos  que  resultan  contra  los  agentes  del 
buqae,  por  estar  en  contradicción  con  los  hechos. 

4^  Quede  todo  lo  actuado  no  aparece  un  documento  de  adua- 
na relacionado  con  esta  operación,  que  legalice  los  actos,  sino 
simples  afirmaciones,  que  por  el  artículo  1058  de  las  ordenanzas 
se  rechazan  en  absoluto. 

T.  LXVU  11 
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5°  Que  los  dos  fardos  resultan   con  procedencia   extranjera. 

Por  tanto,  esta  administración,  de  acaerdo  con  lo  establecido 
por  el  artículo  16  de  la  ley  de  Aduana,  resuelve :  aplicar  la  pena 
de  dobles  derechos  por  los  dos  fardos  de  tabaco  que  originan 
este  expediente,  como  lo  prescribe  el  artículo  1013  de  las  orde- 
nanzas, y  apercibir  seriamente  al  oficial  de  sección  y  guarda 
que  aparecen  como  intermediarios  en  una  operación  irregular 
en  que  el  fisco  ha  podido  perjudicarse,  á  no  ser  la  denuncia,  ha- 
ciéndoseles presente  que,  en  caso  de  reincidencia,  serán  suspen- 
didos y  castigados  en  proporción  á  la  falta  de  cumplimiento  y 
celo  en  que  incurran . 

Hágase  saber  y  pase  á  contaduría  y.  tesorería  para  la  ejecu- 
ción, y  á  los  efectos  del  artículo  29  de  la  ley  de  Aduana  vigente. 
Bepuestos  los  sellos,  archívese. 

C.  Castañeda. 


Fallo  del  Jíue»  VederAl 


Rosario,  Marzo  15  de  1895. 

Y  vistos :  el  recurso  de  apelación  traído  por  los  señores  Ibañez 
y  Sarsotti,  de  la  resolución  administrativa  de  aduana,  fecha  22 
de  Octubre  de  1894. 

Y  considerando,  en  cuanto  á  la  competencia  de  la  Aduana: 
que  la  jurisdicción  de  la  Aduana  en  el  presente  caso  es  compe- 
tente para  conocer  y  fallar,  porque  se  trata  de  una  operación 
procedente  del  paquete  cRio  Paraná  ». 

Considerando :  que  la  disposición  del  artículo  1034  de  las 
ordenanzas,  que  se  invoca,  no  es  aplicable  áeste  caso,  pues  tra- 
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tándose  de  un  paquete  á  vapor,  el  artículo  842  de  las  mismas, 
al  constituir  á  los  armadores  ó  agentes  personalmente  responsa- 
bles para  con  la  Aduana,  por  diferencias  en  la  descarga,  que 
impedirían  en  los  buques  de  .vela  su  despacho  y  salida,  susti- 
tuye esta  responsabilidad  á  la  mercadería  misma,  debiendo  por 
consiguiente,  para  los  efectos  del  articuló  1034,  considerarse 
presente  ésta^  mientras  hayan  armadores  ó  agentes  contra  quie- 
nes puede  hacerse  efectiva  ia  responsabilidad. 

Que  los  privilegios  concedidos  para  favorecer  la  expedición  de 
los  paquetes  á  vaporen  los  capítulos  3^  y  4®  de  las  ordenanzas, 
exigen  que  las  operaciones  de  éstos  uo  puedan  revisarse  por  la 
Aduana  después  de  su  salida,  por  lo  que  las  infracciones  que 
puedan  descubrirse  entonces  no  han  pasado  desapercibidas  al 
tiempo  del  despacho,  como  lo  exige  el  artículo  1034,  para  des- 
prender su  conocimiento  de  la  Aduana. 

Que  si  hubiera  de  estarse  á  lu  interpretación  que  se  da  por 
la  parte  apelante  á  este  artículo,  no  pudiendo  llegar  á  conoci- 
miento de  aquella,  infracciones  cometidas  en  los  vapores,  sino 
después  de  su  salida  del  puerto,  cuando  las  mercaderías  han 
salido  ya  de  su  jurisdicción,  sería  el  Juzgado  Nacional  quien  co- 
nocería de  todas  ellas  en  primera  instancia. 

Que  la  aplicación  del  fallo  de  la  Suprema  Corte  citado  por 
la  parte  apelante,  no  es  procedente  en  el  caso  sub-judice,  por- 
que en  aquel  han  salido  las  mercaderías  de  la  Aduana  para  la 
exportación,  mientras  que  en  este  caso  se  considera  importada 
la  mercadería  como  existente  en  los  depósitos.  (Véase  Fallos  de 
la  Suprema  Corte,  tomo  1^  serie  2%  página  268). 

En  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión,  considerando:  Que  se  trata 
de  aplicar  pena  al  hecho  siguiente  no  negado  por  la  parte  ape- 
lante y  comprobado  en  autos,  de  que  el  buque  <  José  Gibert  > 
era  el  autorizado  por  el  resguardo  para  llevar  hastaBuenos  Aires 
dos  fardos  de  tabaco  procedentes  de  Goya;  mientras  que  los  em- 
barcados en  este  punto  son  traídos  por  el  cRio  Paraná»,  proce- 


164  FALLOS   DE   LA   SUPREMA    CORTE 

dentes  de  Montevideo  con  manifiesto  6  despacho  para  el  paquete 
c  Venus  >. 

Por  consiguiente,  debe  considerarse  la  mercadería  como 
procedente  del  extranjero,  porque  no  se  ha  probado  la  identidad 
de  los  fardos,  ni  que  fueron  los  mismos  autorizados  á  llevar  por 
el  c  José  Gibert  »  á  Buenos  Aires. 

Considerando:  que  según  el  artículo  10^ de  las  ordenanzas, 
se  presume  como  fraude  toda  falta  de  requisitos,  toda  falsa  de- 
claración, ó  todo  hecho  que  despachado  en  confianza  por  las 
aduanas  ó  que  si  pasara  desapercibido,  produjera  menos  renta 
que  la  que  legítimamente  se  adeuda. 

Que  los  introductores  del  tabaco  por  el  cRio  Paraná»  han 
dejado  vencer  el  plazo  prescrito  por  el  inciso  4^  del  artículo 
847  de  las  ordenanzas  para  salvar  el  error,  si  de  error  puede  ca- 
lificarse el  hecho  referido  en  el  primer  considerando. 

Por  estas  consideraciones,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  455, 
842,  849,  915  y  1058  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  concordan- 
tes con  el  fallo  apelado  y  dictamen  fiscal^  se  confirma  la  reso- 
lución apelada  fecha  22  de  Octubre  de  1894  y  ampliada  en  No- 
viembre 2  del  mismo  año.  Dado  en  esta  sala  de  audiencias  en  la 
fecha  arriba  expresada.  Notifíquese  con  el  original  y  repóngan- 
se las  fojas. 

Daniel  Goytia. 


VISTA  DEL  SEAOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Judío  5  de  1895. 

Suprema  Corte : 

Es  evidente  y  está  reconocido  además  por  los  consignatarios 
del  vapor  c  Rio  Paraná  »,  que  los  dos  fardos  en  cuestión  entra- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  165 

ron  á  este  paerto,  con  procedencia  de  Montevideo,  y  sin  consig- 
narse ni  en  el  manifiesto  general  de  carga,  ni  en  los  parciales 
de  despacho . 

La  excepción  opuesta  sobre  procedencia  de  Goya  en  el  vapor 
€  Q-ibert  »,  y  su  trasbordo  en  el  puerto  de  Montevideo,  así  como 
la  identidad  con  los  que  antes  fueron  solicitados  á  despacho,  no 
se  ha  demostrado  por  documento  alguno,  ni  por  otra  prueba  su- 
pletoria. 

A  los  hechos  constantes,  serían  tal  vez  aplicables  las  disposi- 
ciones de  las  ordenanzas  que  invoca  el  Procurador  Fiscal,  en 
su  vista  de  foja  25,  pero  no  habiendo  sido  por  su  parte  recurri- 
da la  resolución,  que  sólo  impone  á  la  infracción  la  pena  de  do- 
bles derechos,  pido  á  Y.  E.  se  sirva  confirmar  por  sus  funda- 
mentos el  fallo  recurrido  de  foja  34. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema    Corte 


Buenos  Aires,  Abril  3  de  1897. 

Vistos:  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de 
foja  treinta  y  cuatro.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAH» 
—  JüaN  B.  TOBRENT. 
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t^AVSA   liTIII 


Rivas  y  compañía  contra  el  Ferrocarril  Central  Argentino,  por 
entrega  de  cargamento  y  daños  y  perjuicios;  sobre  prescrip' 
don. 


Sumario.  —  La  acción  sobre  entrega  de  cargamento,  nacida 
de  un  contrato  de  transporte  terrestre  celebrado  y  concluido 
bajo  el  régimen  del  antiguo  Código  de  Comercio,  se  prescribe 
por  un  año. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Pallo  del  Jíuea  Federal 


Rosario,  Julio  14  de  1694. 

Y  vistos  :  los  presentes  iniciados  por  los  señores  F.  Bivas  y 
compañía  contra  la  empresa  del  Ferrocarril  Central  Argenti- 
no, por  daños  y  perjuicios. 

Resulta:  l^  Que  según  la  demanda  de  foja  5  y  conocimien- 
to de  foja  4,  los  señores  Bivas  y  compañía,  en26  de  Febrero  de 
i890,  entregaron  á  la  indicada  empresa  la  cantidad  de  dosoien- 


I 
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tos  6  doscientos  sesenta  atados  de  flejes  para  ser  transportados 
á  la  estación  San  Jnan,  á  consignación  del  señor  Jesús  Ten- 
rreiro. 

^  Que  ala  fecha  de  la  demanda,  es  decir,  en  30  de  Setiem- 
bre de  i  882,  dicha  mercadería  no  había  sido  entregada  todavía 
al  mencionado  consignatario  de  ella,  señor  Tenrreiro. 

3^  Que  en  mérito  de  esta  demora  extraordinaria,  que  hacía 
presumir  el  extravío  de  la  mercadería,  se  inicia  por  el  actor  la 
presente  acción,  en  la  que  solicita  que  la  empresa  del  Ferroca- 
rril Central  Argentino  le  abone  el  valor  de  los  efectos  indica- 
dos, que  estima  en  la  suma  de  mil  pesos,  pidiendo  asimismo  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  pago  de  costas. 

4°  Que  en  un  otrosí  del  escrito  de  demanda,  piden  animismo 
los  señores  Bivas  y  compañía  se  declare  no  estar  ellos  obliga-^ 
dos  al  pago  del  flete  de  las  mercaderías  enumeradas,  en  vista  de 
lo  dispuesto  por  el  artículo  i 88  del  Código  de  Comercio. 

5^  Que  dado  el  traslado  de  la  demanda,  ésta  se  contesta  á  fo- 
ja  23  pidiendo  su  rechazo  con  costas,  para  lo  cual  se  aduce  la 
prescripción  liberatoria  contenida  en  el  artículo  853  del  dicho 
Código  de  Comercio;  observando  esta  parte,en  su  alegato  de  bien 
probado,  que  los  actores  se  contradicen  en  la  demanda  y  en  las 
posiciones  puestas  á  foja  29,  respecto  al  número  de  bultos,  ase- 
gurando unas  veces  ser  estos  doscientos  y  otras  doscientos  se- 
senta. 

0^  Que  en  el  penúltimo  párrafo  del  escrito  de  contestación  á 
la  demanda,  se  maniñesta  por  la  parte  de  la  empresa  del  Ferro- 
carril, que  la  cuestión  queda  reducida  á  una  de  puro  derecho. 

7®  Que  abierta  la  causa  á  prueba,  solóse  produce  la  de  posi- 
ciones puestas  por  el  actor  á  la  empresa  demandada  y  que  co- 
rren á  fojas  29  y  30;  y 

Considerando :  i°  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  cuanto 
á  los  hechos  que  dan  origen  ala  cuestión,  consoló  la  excep- 
ción que  se  deja  consignada  al  final  del  resultando  quinto. 
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2^  Que  sólo  resta,  así,  considerar  si  es  ó  no  legal,  j  por 
tanto  aceptable,  la  prescripción  liberatoria  del  artículo  853  del 
Código  de  Comercio  qne,  como  única  excepción  ha  opuesto  la 
Empresa  demandada  al  contestar  la  acción  en  su  contra  dedu- 
cida. 

3*^  Que  el  indicado  artículo  establece  textualmente  lo  si- 
guiente: c  Las  acciones  que  se  derivan  del  contrato  de  fleta- 
mentó  se  prescriben  por  el  transcurso  de  un  año^  contado  desde 
la  terminación  del  viaje  >. 

4®  Que  como  se  ve,  dicho  artículo  hace  referencia  sólo  á 
los  contratos  de  netamente,  definidos  claramente  por  el  artícu- 
lo 1018  del  Código  de  Comercio,  cuando  éste  dice  que  :  cFleta- 
mento  es  el  contrato  de  arrendamiento  de  un  buque  cualquiera, 
para  ol  transporte  de  mercaderías  ó  personas  » ,  de  lo  cual  se  des- 
prende evidente  el  hecho  de  que  la  voz  fletamento  no  tiene  en 
derecho  comercial  una  significación  genérica,  comprensiva  de 
todos  los  medios  de  transporte^  sino  sola  y  exclusivamente  refe- 
rente á  los  buques^  excluyéndose  por  ende  á  los  ferrocarriles , 
como  lo  es  el  demandado. 

» 

5^  Qne  siendo  esto  así,  no  puede  caber  duda  que  la  prescrip- 
ción invocada  por  la  Empresa  demandada  no  tiene  aplicación 
al  caso  sub-]u4ice,  el  cual  está  regido  por  lo  estatuido  en  los  ar- 
tículos 844  y  846  y  concordantes  do  igual  Código,  en  mérito 
de  no  haber  una  disposición  directa  que  modifique  las  reglas 
generales  establecidas  por  los  citados  artículos. 

6*^  Que  el  reducido  tiempo  de  un  año  determinado  por  el 
recordado  artículo  853,  al  tratar  éste  de  buqueSy  se  explica  fá- 
cilmente en  razón  del  múltiple  y  variable  derrotero  que  las  na* 
ves  tienen,  practicando  sus  viajes  á  cualquier  rumbo  adonde  se 
les  proporcione  la  conducción  de  un  transporte  cualquiera,  ha- 
ciendo así  por  demás  instable  y  rápido  su  estacionamiento,  en 
nn  punto  determinado  para  poder  atender  los  reclamos  que  pue- 
dan formulárseles  sobre  sus  obligaciones;  lo  que  á  la  inversa  su- 
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cede  con  los  ferrocarriles,  que  no  tienen  más  rata  que  la  per- 
manente 7  bien  determinada  de  las  cabeceras  de  su  línea  férrea, 
encontrándose  así  esta  otra  clase  de  empresas,  acequibles  á 
recibir  j  atender  cualquier  reclamo  en  un  lapso  de  tiempo  mu- 
cho  más  dilatado. 

7°  Que  no  siendo  así^  entonces,  aceptable  la  única  excep- 
ción opuesta  por  la  empresa  demandada,  persisten  las  obliga- 
ciones que  imponen  á  ésta  los  artículos  i62,  187  y  i90  del  Có- 
digo de  Comercio. 

8^  Que  existe,  en  efecto,  vacilación  de  parte  de  los  actores 
respecto  al  número  de  bultos  entregados  á  la  empresa  del  Cen- 
tral Argentino,  no  habiendo  tampoco  aquellos  probado,  como 
debieron  hacerlo,  cuál  sea  el  verdadero  valor  de  aquellos. y  el  de 
los  perjuicios  sufridos. 

Por  tanto ,  definitivamente  juzgando,  fallo:  haciendo  lugar  á 
la  demanda,  y  declaro  que  la  empresa  del  Ferrocarril  Central 
Argentino  está  obligada  á  abonar  á  los  actores  señores  Fernan- 
do Bivas  y  Compañía  el  valor  de  los  flejes  cuya  pérdida  ha  moti- 
vado esta  cuestión  y  el  de  los  perjuicios  ocasionados  por  la  no 
entrega  de  esos  bultos  en  tiempo  oportuno,  y  cuyas  dos  sumas 
serán  fijadas  por  las  que,  bajo  de  juramento,  confiese  la  parte  de 
los  señores  Fernando  Rivas  y  Compañía,  ser  las  que  en  justicia 
le  correspondan  percibir  por  las  causas  indicadas;  declarándose, 
por  último,  que  los  actores  no  deben  flete  alguno  á  la  Empresa 
demandada,  sin  especial  condenación  en  costas,  por  ser  este  el 
primer  caso  que  sobre  este  punto  se  ventila  ante  este  Tribunal. 

Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos . 

G.  Escalera  y  Zuviria. 
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FAlto  do  la  Suprenm  €orte 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Que  según  be  expresa  en  la  demanda 
7  resulta  de  la  carta  de  porte  con  aquella  acompañada,  el  con- 
trato para  el  transporte  de  atados  flejes,  á  que  dicha  carta  se 
refiere,  fué  convenido  en  veinte  y  seis  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa. 

Que  tratándose  de  un  transporte  por  ferrocarril,  el  contrato 
ha  debido  quedar  ejecutado  dentro  del  mes  de  Marzo  inmedia- 
to siguiente  al  de  la  fecha  de  la  carta  de  porte,  no  pudiendo  po- 
nerse en  duda  que  durante  el  tiempo  intermedio  transcurrido 
entre  dichas  fechas,  el  ferrocarril  ha  iniciado  y  terminado  va- 
rios viajes. 

Que,  en  consecuencia,  tanto  por  razón  de  la  fecha  del  contra- 
to, como  por  la  del  término  del  viaje  en  que  la  mercadería  debió 
ser  transportada,  con  arreglo  al  artículo  ciento  setenta  y  nueve 
del  Código  de  Comercio  aún  no  reformado,  los  hechos  de  qne 
deriva  la  acción  intentada  han  tenido  lugar  antes  de  la  vigencia 
del  Código  reformado. 

Que  la  acción  sobre  entrega  del  cargamento,  en  la  fecha  en 
que  los  hechos  se  produjeron,  se  prescribía  por  el  término  de 
nn  año  contado  desde  el  día  en  que  acabó  el  viaje,  sin  que  al 
hablar  de  cargamento  la  ley  hubiera  hecho  diferencia  entre  los 
medios  de  transporte,  quedando  así  todos  comprendidos  en  la 
disposición  general,  que  debe  aplicarse  general  é  indistinta- 
mente. 

Que  comenzada  la  prescripción  antes  de  la  vigencia  del  Códi» 
go  reformado^  está  sujeta  á  las  leyes  entonces  en  vigor,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuatro  mil  cincuenta  y  uno  del 
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Código  Civil,  desde  que  el  caso  no  entra  en  la  excepción  á  esa 
regla  qne,  en  fayor  de  la  prescripción,  establece  el  mismo  ar- 
tículo. 

Qnees  deberán  el  jaez  aplicar  la  ley  pertinente,  annqae  las 
partes  no  la  hubieren  invocado,  ó  invocasen  otras  equivocada- 
mente, á  los  hechos  que  sirven  de  base  á  las  acciones  j  excepcio- 
nes deducidas  en  la  demanda  y  en  la  respuesta,  6  en  la  oportu- 
nidad legal  del  juicio,  en  su  caso. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo mil  seis,  inciso  tercero,  del  Código  de  Comercio  vigen- 
te á  la  época  del  contrato,  se  declara  proscripta  la  acción  dedu- 
cida en  la  demanda  de  foja  cinco,  quedando,  en  consecuencia, 
revocada  la  sentencia  apelada  de  foja  cincuenta  y  tres.  Repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse.  Notifíquese  original. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN.  — 
—  OCTAVIO  BUNGE.  — JUAN  E. 
TORBENT. 


CJAVSA  lilX 


Don  Dalmiro  Magan,  contra  el  Banco  Hipotecario  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires ;  sobre  nulidad  de  venta 

Sumario. —  V  Si  los  hechos  alegados  no  son  conducentes  á 
modificar  el  resultado  del  pleito,  la  no  recepción  de  la  causa  á 
prueba  no  causa  nulidad . 
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2®  La  venta  hecha  por  el  Banco  Hipotecario,  en  virtud  de  las 
facultades  que  le  acuerda  su  ley  orgánica  y  el  contrato  de 
préstamo,  reconocidas  y  aceptadas  por  el  deudor  hipotecario, 
es  válida,  y  no  puede  ser  tachada  por  éste  de  nula. 


Caso.  —  Besulta  del 


Fallo  del  Jues  Federal 


La  Plata,  Junio  17  de  1895. 

Y  vistos :  los  seguidos  por  don  Dalmiro  Magan  contra  el  Ban- 
co Hipotecario  de  la  Provincia,  sobre  nulidad  de  una  venta  y  de-* 
más  en  ellos  deducidos. 

Y  resultando  :  i°  Que  én  10  de  Mayo  de  1892  se  presen- 
tó, por  intermedio  de  apoderado,  ante  este  Juzgado,  don  Dal- 
miro Magan  interponiendo  demanda  sobre  nulidad  de  una  ven- 
ta, contra  el  citado  Banco  Hipotecario,  y  fundando  la  compe- 
tencia de  este  tribunal,  en  el  hecho  de  la  distinta  vecindad  de 
las  partes  (v.  f.  11 ,  párrafo  12®). 

2°  Que  fundando  la  acción  deducida,  solícita  se  declare  en 
definitiva,  nula  y  de  ningún  valor  la  venta  que  el  ya  menciona- 
do establecimiento  bancario  ha  realizado  de  una  propiedad  de 
pertenencia  del  actor,  situada  en  esta  provincia,  todo  con  es- 
pedal  condenación  en  costas,  daños  y  perjuicios  (v.  f .  2,  párra- 
fo 1°). 

2°  Que  haciendo  la  referencia  de  hechos,  manifiesta:  a)  haber 
hipotecado  al  Banco,  en  Junio  de  1889,  una  propiedad  ubicada 
en  el  partido  de  Navarro,  á  inmediaciones  de  la  estación  Las 
Heras,  y  laque  linda  por  el  norte  con  Foggio  hermanos,  al  sud- 
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oeste  con  la  testamentaría  de  Miranda,  al  sud-este  con  los  here- 
dederos  de  Serigton,  y  al  nordeste  con  Zamadio  y  herederos  de 
Alvarez;  compuesta  de  ana  saperfície  de  cuatrocientas  ochenta 
j  dos  hectáreas,  cinco  áreas  y  noventa  centiáreas.  La  cEstan- 
snel^»  está  alambrada  y  dividida  en  tres  potreros, con  cincuenta 
cuadras  alfalfadas,  con  montes  de  importancia  y  algunos  edifi- 
cios. 6)  La  hipoteca  se  constituyó  por  la  suma  de  cincuenta  mil 
pesos  oro  en  cédulas  de  la  serie  A,  en  las  condiciones  de  emi- 
sión de  dichas  cédulas  y  en  la  ordinaria  de  los  préstamos  que 
hacía  el  dicho  establecimiento  (v.  f.  2  vuelta,  párrafo  2%  pun- 
to 2^);  que  atendió  el  servicio  del  préstamo  durante  más  de  un 
año,  hasta  que  el  oro  subió  á  doscientos  quince  por  ciento,  en 
que,  no  pudiendo  soportar  ladiferencia,dejódehacer  el  servicio. 
Agregando  que  no  fué  molestado  por  mucho  tiempo,  ni  reque- 
rírsele el  pago  del  servicio  atrasado,  lo  que  evidencia  la  mala 
administración  del  Banco,  que  no  se  cuidaba  de  exigir  el  pago 
de  sus  deudores,  c)  Que  habiendo  llegado  por  extraño  conduc- 
to á  su  conocimiento,  la  venta  de  su  campo,  presentó  al  estable- 
cimiento bancario  una  protesta  fundada  en  las  irregularida- 
des que  anulaban  el  remate,  pidiendo  su  desaprobación,  pero 
su  queja  no  fué  atendida  y  el  remate  fué  aprobado, ordenándose 
la  escrituración  (v.  f .  3,  párrafos  2 y  3). 

4°  Que  ocupándose  de  las  mejoras  del  establecimiento  c  La 
Estanzuela»,  manifiesta:  haber  hecho  las  mejoras  que  enume- 
rará, desde  que  recibió  el  préstamo,  en  edificios  ha  invertido 
una  suma  de  no  menos  de  cuarenta  mil  pesos  moneda  nacional; 
ha  alfalfado  cincuenta  cuadras  más^  teniendo  en  su  época  cien 
cuadras  de  alfalfa;  que  el  arrendamiento  de  cLa  Estanzuela» 
estaba  estipulado  por  contrato  público,  en  tres  mil  pesos  mo- 
neda nacional  anuales,  estimándose  su  valor  por  no  menos  de 
sesenta  mil  pesos,  que  darían  un  interés  de  cinco  por  ciento  so- 
bre los  campos;  y  que,  no  obstante  esto,  ese  campo  ha  sido  ven- 
dido en  veinte  mil  pesos  (v.  f.  4  vuelta,  párrafo  4®). 
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5°  Qae  ocupándose  del  error  de  número  en  el  anuncio,  debe 
manifestar :  a)  que  el  Banco  no  ha  tenido  derecho  para  proceder 
á  la  venta  de  su  propiedad;  b)  que  ella  se  ha  anunciado  ocultando 
las  condiciones  en  que  se  encontraba  el  establecimiento  y  cons- 
taban en  la  hipoteca,  y  las  transformaciones  y  mejoras  que  pos- 
teriormente había  recibido;  c)  que  un  establecimiento  agríco- 
la, con  galpones  magníficos,  potreros  de  cien  cuadras  de  alfal- 
fa arboledas  demás  de  veinte  años,  alambrado  todo,  ha  sido 
anunciado  en  esta  forma: — aquí  la  parte  transcribe  textual- 
mente el  aviso  de  remate  —  (v.  f.  27);  d)  que  el  Banco  no  ha 
indicado  siquiera  la  arboleda,  el  pastoreo  alfalfado,  la  edifíca-r 
cion,  lo  que  producía  una  renta  muy  buena,  lo  que  importa  una 
ocultación  maliciosa,  para  que  el  establecimiento  fuera  adqui- 
rido por  esos  terceros  que  ocultan  y  guardan  el  nombre  del  pode- 
roso comprador;  e)  que,  sin  embargo,  no  se  atreve  á  sostener 
lo  dicho,  en  vista  de  la  equivocación  del  número  de  la  hipoteca, 
que  en  vez  de  ser  diez  mil  quinientos  cincuenta  y  tres,  como  di- 
ce el  anuncio,  es  diez  mil  trescientos  cincunta  y  tres  (v.  f.  5, 
párrafo  5^). 

6®  Que  entrando  en  las  consideraciones  de  derecho,  dice:  cLa 
ley  de  25  de  Noviembre  de  1871,  que  creó  el  Banco  Hipoteca- 
rio, dispuso  en  el  artículo  28,  que  el  Banco  está  facultado  para 
exigir  el  pago  íntegro  del  capital^  cuando  el  deudor  no  hubiere 
cumplido  con  la  obligación  de  abonar  las  amortizaciones  é  inte- 
reses en  un  trimestre  ó  semestre;  y  por  el  artículo  29,  para  que 
proceda  ala  venta  del  bien  hipotecado,  ya  sea  extra  judicialmen- 
te, sin  forma  de  juicio,  ya  en  remate  público»;  y  agregad  actor : 
cpero  como  se  trata  de  una  obligación  contraída  por  el  deudor, 
es  personal,  garantizada  con  el  derecho  real  de  hipoteca,  debe 
naturalmente  proceder  la  intimación  de  pago  al  deudor,  y  en  ca- 
so de  no  hacerlo,  verificar  la  venta  de  la  cosa.  Y  como  el  Banco 
no  ha  procedido  as^í,  comete  un  verdadero  despojo». 

7®  Que  el  Banco  ha  faltado  á  su  carta  orgánica  que  le  precep  • 
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túa,  para  exigir  el  pago,  e!  deber  de  exigir  el  reintegro  total  de 
la  deuda  j  así  la  ley  expresa  que  el  Banco  tendrá  dereoho  para 
exigir  7  no  para  cobrarse  ejecutando  la  propiedad,  sin  previa- 
mente haber  exigido  sa  pago  (v.  f.  6,  párrafo  6®). 

8^  Que  en  el  párrafo  7°  estudia  los  caracteres  de  la  hipoteca, 
citando  el  artículo  3108  del  Código  Civil  y  ordenando  las  si- 
guientes conclusiones :  Que  debe  existir  como  condición  previa 
onorédito;  que  debe  garantizarlo;  que  debe  ser  sobre  inmue- 
ble; que  los  inmuebles  deben  continuar  en  poder  del  deudor;  y, 
finalmente,  que  se  concede  un  derecho  real  sobre  la  cosa,  para 
ejecutarla,  si  no  abonase  el  deudor. 

9°  Que  si  se  recorre  desde  el  artículo  3149  hasta  el  3157  del 
Código  Civil,  se  comprende  que  el  deudor,  al  conceder  hipoteca 
sobre  su  finca,  ha  conservado  el  ejercicio  de  todas  las  facultades 
inherentes  al  derecho  de  propiedad^  con  la  única  limitación  de 
no  disminuir  el  inmueble;  y  así«  si  resultare  lo  contrario  de  lo 
legislado  por  la  nación,  se  tendrá  que  la  provincia  no  ha  podi- 
do modificar  el  principio  entrañado  por  la  ley  civil. 

10^  Que  continuando  la  discusión,  se  cita  también  el  artículo 
3155del  Código  Civil,  sobre  si  el  crédito  estuviere  sometido  á 
una  condición  resolutiva,  el  acreedor  puede  pedir  una  coloca- 
ción actual,  etc.  Y  como  la  hipoteca  no  priva  de  ninguna  de  las 
facultades  inherentes  al  derecho  de  propiedad  que  conserva  el 
deudor,  la  ley  no  ha  tenido  necesidad  de  una  disposición  como 
la  del  artículo  3222, declarando  nula  toda  cláusulaque  autorice 
al  acreedor  á  apropiarse  de  la  prenda  ó  disponer  de  ella,  fuera 
de  los  modos  establecidos,  y  que  son :  el  quedarse  con  la  pren- 
da previa  intimación  que  se  haga  al  tiempo  del  vencimiento  de 
la  deuda,  á  pedir  que  se  haga  la  venta  en  remate  público,  con  ci- 
tación del  deudor:  artículos  3223 y  3224  del  CódigoCivil  (v.  fo- 
ja 7  vuelta). 

11®  Que  termina  su  argumentación,  sosteniendo:  que  la  ley 
de  1871  creando  el  Banco  Hipotecario  y  conceliéndole  faculta- 
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des  que  se  le  niegan  por  el  Código  Civil,  como  alargando  el  pla- 
zo de  diez  años,  señalado  por  el  artículo  3151,  no  tiene  efecto; 
y  el  Banco  se  encontrará  con  qne  no  tiene  hipoteca  pasados  los 
diez  años,  si  no  solicita  del  Congreso  una  ley  especial  (v.  f.  7 
Tuelta). 

Que  en  el  párrafo  S°  entra  á  estudiar  la  inconstitucionalidad 
de  ialey  de  creación  del  Banco  Hipotecario,  citando  al  respecto 
el  artículo  17  de  la  Constitución  Nacional,  los  artículos  21^  872, 
2^2  y  3965  del  Código  Civil^  para  concluir  que  el  contrato 
que  autoriza  al  acreedor  á  vender  la  cosa  hipotecada,  particu- 
larmente ó  en  remate  público,  es  una  ley  que  altera  por  su  base 
el  procedimiento  establecido  é  instituido  para  defensa  y  garan- 
tía de  los  derechas  particulares,  cuya  renuncia  no  se  puede  ha- 
cer, y  que  hecha,  no  tiene  valor  alguno  (v.  f.  9  vuelta). 

12°  Que  explicando  la  manera  cómo  el  Banco  ha  procedido  á 
la  ventadelbien  hipotecado^  dice:  ha  vendido  por  cincuenta  mil 
cédulas  de  la  serie  A  oro,  que  reconoce  como  gravamen  y  que 
se  cotizan  actualmente  al  doce  por  ciento,  lo  que  importa  la  su- 
ma de  seis  mil  pesos  oro,  que  al  tipo  de  trescientos  treinta  por 
ciento,  hacen  veinte  y  dos  mil  doscientos  pesos, una  cosa  qne  va- 
le setenta  mil  pesos,  ha  sido  arrojada  por  la  tercera  parte  (v. 
f.   11,  párrafo  10«). 

13^  Que  dándose  por  acreditada  la  competencia  delJnzgado, 
se  dio  traslado  de  la  demanda  al  Banco,  haciéndosele  presente 
la  petición  del  actor  sobre  suspensión  de  la  escrituración  por 
ahora. 

14°  Que  evacuando  el  Banco  el  traslado  de  la  demanda  (v. 
f.  15)  solicitó  del  Juzgado  se  impusiese  al  actor  perpetuo  silen- 
cio y  el  pago  de  las  costas  procesales,  á  cuyo  efecto  funda  su 
derecho  en  los  hechos  y  derecho  que  expone. 

15^  Que  no  es  extraño  haya  llegado  el  Banco  al  estado  fi- 
nanciero que  se  describe,  si  ha  de  agregarse  á  su  mala  adminis- 
tración anterior,  á  sus  deudores,  que  no  sólo  dejan  de  cumplir 
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sas  compromisos  sino  que  tratan  de  trabar  sn  marcha  actual 
con  demandas  como  la  presente.  Que  el  actor  dejó  de  cumplir 
los  compromisos  que  había  contraído  al  constituirse  deudor  del 
Banco,  y  el  Directorio  del  mismo,  procediendo  de  estricto 
acuerdo  con  la  ley  que  rige  la  existencia  del  estableciíniento. 
Tendió  en  pública  subasta  el  bien  hipotecado  (y.  f.  15  vuelta). 

i 6^  Que  referente  al  error  del  número  de  la  hipoteca,  no  lo 
ha  observado,  pero  que  en  manera  alguna  afecta  ó  vicia  la  na- 
turaleza del  acto  para  producir  sn  nulidad.  El  bien  que  se  ven- 
dió estaba  designado  con  toda  claridad  y  no  fuera  posible  que  el 
error  en  una  publicación,  sobre  el  número  hipotecario,  haya 
producido  confusión  á  los  licitadores  ó  al  deudor. 

17"^  Que  en  cuanto  á  las  mejoras  de  que  se  ocupa  el  actor,  son 
completamente  ignoradas  por  el  Banco,  hasta  ahora.  Ha  pro- 
cedido, en  todo,  de  acuerdo  con  los  datos  que  tenia  en  su  poder, 
los  contenidos  en  la  escritura  de  propiedad  y  en  la  hipoteca  y 
no  hay  ley  alguna  que  le  obligue  á  conocer  otros  (v.  f .  i6). 

i 8^  Que  el  gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  tiene 
la  facultad  esdusiva  de  legislar  sobre  su  Banco  Hipotecario,  en 
mérito  del  pacto  de  li  de  Noviembre  de  1859.  Que,  por  consi- 
guiente, las  disposiciones  de  la  carta  orgánica  de  ese  estable- 
cimiento, no  están  en  contradicción  con  el  Código  Civil,  pues 
son  legislaciones  diversas,  aplicables  á  casos  distintos. 

19^  Que  interpreta  mal,  el  actor,  la  disposición  constitucio- 
nal que  dispone,  que  nadie  puede  ser  privado  de  su  propiedad 
sin  previa  sentencia;  pues  olvida  que  los  derechos  se  modifican 
por  los  contratos  que  las  partes  formulan  • 

20^  Que  el  orden  público  no  sufre  porque  los  contratantes 
hayan  resuelto  que  el  acreedor  pueda  vender  la  propiedad  hi- 
potecada, si  no  es  satisfecho  de  su  crédito  en  un  plazo  determi- 
nado. 

21^  Que  igualmente  interpreta  mal  el  demandante  el  artícu- 
lo 98  de  la  ley  de  25  de  Noviembre  de  1871 ,  pues  ese  artículo 
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no  impone   la  obligación  de  intimar  previamente  el  pago  al 
deudor. 

22®  Qae  abierta  la  cansa  á  prueba  y  producida  la  que  expre- 
sa el  certificado  del  Secretario  (y.  f .  i03)^  como  igualmente  co* 
rrido  los  demás  trámites  de  ley,  se  llamó  autos  para  definitiva, 
y  hja  llegado  el  momento  de  dictar  sentencia. 

T  considerando:  1°  Que  no  es  aceptable  la  causal  de  nulidad 
del  remate,  proveniente  del  error  del  número  hipotecario, 
anunciado  en  el  aviso  de  venta :  a)  porque  el  error  no  ha  sido 
justificado;  y  b)  porque,  dado  existiera,  él  no  podría  viciar 
aquel  acto,  porque  ninguna  influencia  tendría  sobre  el  mismo, 
si  la  ubicación,  extensión  y  linderos  del  terreno  á  venderse  es- 
taba anunciado  con  exactitud,  ello  bastaba  para  la  debida  in- 
dicación de  la  cosa,  de  cuya  enajenación  se  trataba  y  para  que 
los  interesados  en  su  compra  concurrieran  al  remate. 

2®  Que  el  número  hipotecario  del  préstamo,  sólo  es  conocido 
por  el  Banco  y  el  deudor ;  por  consiguiente,  su  inserción  en  el 
aviso  de  venta,  ninguna  indicación  útil  puede  proporcionar  á  los 
interesados  en  tomar  parte  en  la  licitación,  ello  es  secundario 
y  del  régimen  interno  del  establecimiento. 

3"^  Que  tan  es  del  régimen  interno  el  uso  del  número  en  la 
hipoteca,  y  no  afecta  al  vínculo  de  derecho  entre  el  deudor  y  el 
prestamista  mismo,  que  la  supresión  de  su  enunciación  tampo- 
co importaría  afectar  el  régimen  del  contrato;  en  una  palabra, 
la  importancia  que  se  trata  de  atribuir  al  número  hipotecario, 
tendría  lá  misma  influencia  que  la  supresión  en  el  anuncio  de 
remate  del  nombre  del  propietario  ó  del  cambio  de  una  letra  en 
el  apellido  de  éste,  no  haría  ello  en  manera  alguna  á  la  nulidad 
ó  interrumpiría  eficazmente  las  relaciones  jurídicas  entre  el 
vendedor  ó  propietario,  y  el  comprador;  si  ese  error  existe,  no 
desvincula  en  manera  alguna  al  vendedor  de  las  obligaciones 
contraidas  con  el  comprador,  ni  menos  al  mandatario  de  las  que 
le  impone  la  ley  con  el  mandante. 
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¥  Qae  tampoco  es  caasal  bastante  de  nulidad,  el  hecho  de 
¿ó  haberse  anunciado  en  los  avisos  de  remate  las  mejoras  in- 
teriores, verificadas  pura  yexclusivamenteporel  hipotecario  en 
el  inmueble  hipotecado,  tanto  porque  el  establecimiento  no  te- 
nía el  deber  de  conocerlas,  cuanto  porque  de  hecho  no  las  cono- 
cía, como  el  mismo  actor  lo  confirma  en  la  pregunta  décima  de 
las  posiciones  (y.f. 35). 

5^  Que  el  mayor  valor  que  la  propiedad  pudo  haber  tomado, 
después  del  contrato  de  hipoteca,  á  causa  de  las  mejoras  indica- 
das^ tampoco  puede  influir  en  nada  sóbrela  nulidad  demandada, 
desde  que  habiéndose  sacado  á  remate  el  terreno,  todos  los  in- 
teresados han  podido  hacer  posturas  y  obtenerse  de  esta  mane- 
ra el  mayor  precio  posible. 

6®  Que  el  Banco,  en  cumplimiento  de  su  deber,  ordena  láven- 
la de  las  propiedades  que  no  hacen  los  servicios  reglamentarios, 
y  si  ese  acto  se  realiza  en  condiciones  desventajosas  para  el 
deudor,  ello  de  ninguna  manera  le  es  imputable;  y  más,  cuando 
86   ha  sujetado  estrictamente  á  la  ley,  contrato  que  le  rige. 

7^  Que  el  Banco  no  tiene  el  deber  de  hacer  intimaciones  pre- 
vias al  deudor  antes  de  proceder  al  remate,  pues  la  ley  no  se 
lo  impone;  antes  por  el  contrario,  el  artículo  29  de  su  carta  or- 
gánica, terminantemente  preceptúa  que  proceda  forzosamente  al 
remate,  encaso  de  no  verificarse  los  servicios. 

8^  Que  el  artículo  28  de  la  ya  mencionada  carta  orgánica,  in- 
vocado por  el  actor,  no  importa  otra  cosa  que  facultar  al  esta- 
blecimiento bancario  para  alterar  los  términos  del  contrato, 
exigiendo  inmediatamente  la  chancelación  de  la  deuda  en  el  ac- 
tual estado,  lo  que,  por  cierto,  no  significa  obligación  de  hacer 
intimaciones  de  pago,  antes  de  proceder  al  remate. 

9^  Que  la  inconstitucionalídad  que  se  alega  de  la  carta  orgá- 
nica, comp  opuesta  al  Código  Civil,  en  cuanto  admite  un  térmi- 
no mayor  para  la  hipoteca  que  el  que  dicho  código  establece,  no 
puede  ser  tomada  en  consideración  en  el  presente  caso,  dadoque 
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la  hipoteca  de  que  se  trata,  se  constituyó  en  1889  y  la  venta 
por  falta  de  pago  tuvo  lugar  en  i892,  no  habiendo,  por  lo  tan- 
to, pasado  el  referido  término  de  diez  años. 

10°  Que,  por  otra  parte,  si  bien  el  artículo  3151  del  Código 
Civil  limita  á  diez  años  el  derecho  del  acreedor  sobre  el  in- 
mueble hipotecado,  ello  se  refiere  solamente  al  privilegio  de  éste 
respecto  á  tercero  y  de  ninguna  manera  impide  que  el  deudor 
pueda  facultar  al  acreedor  para  que  en  cualquier  tiempo  ena- 
jene el  bien  raíz  en  que  se  constituyó  el  gravamen  y  se  pague 
con  el  producido  de  la  venta. 

11^  Que  la  facultad  acordada  por  el  deudor  al  Banco  para 
enajenar  el  bien  hipotecado,  no  puede  considerarse  opuesta  á  la 
garantía  constitucional,  según  laque  nadie  puede  ser  privado 
de  su  propiedad  sino  en  virtud  de  sentencia  fundada  en  ley. 
Esta  garantía  tiene  por  objeto  asegurar  la  propiedad  en  poder 
de  su  dueño  cuando  él  la  quiere  conservar. 

12®  Que  es  de  notar,  que  si  voluntariamente  el  propietario  de 
un  bien  raíz,  lo  donadlo  vende,  y  aún  lo  destruye,  como  puede 
hacerlo,  según  los  designios  de  su  libre  albedrío,  seguramente 
no  practica  un  acto  contrario  á  la  ley  fundamental;  ejercita 
pura  y  exclusivamente  un  derecho  propio  :  disponer  de  sus  bie- 
nes; se  trata  del  ejercicio  de  un  derecho  que  la  ley  ampara,  pe- 
ro cuyo  abandono  no  impide. 

13^  Que  la  libertad  y  la  vida,  á  que  el  actor  se  refiere,  son 
en  verdad,  derechos  inenajenables,  no  así  la  propiedad;  por 
consiguiente,  sí  bien  serían  nulas  y  sin  ningún  efecto  las  con- 
venciones sobre  aquellos,  pueden  válidamente  hacerse  las  que 
se  quieran,  siempre  que  no  estén  expresamente  prohibidas,  so- 
bre la  propiedad,  y,  en  tal  caso,  tales  convenciones  tienen  la 
misma  autoridad  de  la  ley,  según  el  precepto  del  artículo  1197 
del  Código  Civil. 

14®  Que  otro  tanto  puede  decirse  respecto  á  la  facultad 
acordada  al  Banco  Hipotecario  para  proceder  á  la  venta,  sin  ne- 
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oesidad  de  ocurrir  á  los  tribanales:  rige  para  ellos  siempre,  y 
en  todo  instante,  la  ley-contrato. 

15^  Que  respecto  á  la  observación  de  que  la  hipoteca  debe  dar- 
se, según  el  artículo  3108  del  Código  Ciyil,  en  seguridad  de  un 
crédito  ^n  dinero,  puede  contestarse  satisfactoriamente,  dicien- 
do :  que  en  efecto,  el  deudor  queda  obligado  por  el  contrato  de 
préstamo  con  el  Banco  á  derolver  en  dinero  la  suma  que  recibe 
en  cédulas  (y.  art.  11  de  la  carta  orgánica).  Así,  pues,  la  hi- 
poteca constituida  lo  es  en  garantía  de  un  crédito  en  dinero  y 
queda  con  ello  celebrado  el  contrato,  con  arreglo  y  dentro  de  las 
prescripciones  y  doctrina  encuadrada  por  el  artículo  3108  ci- 
tado. 

Por  las  consideraciones  expuestas  y  demás  concordantes 
apuntadas  por  el  demandado  en  los  escritos  que  anteceden,  fa- 
llo: desechando  la  acción  de  nulidad  deducida  por  don  Dalmiro 
Hagan  contra  el  Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires  é  imponiendo  al  respecto  perpetuo  silencio;  y  todo^  con 
especial  condenación  en  costas. 

Notífíquese  con  el  original^  regístrese  en  el  libro  de  senten- 
cias y  repónganse  las  fojas. 

Mariano  S.  de  Aurrecoechea . 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1897. 

Vistos  :  Considerando  en  cuanto  al  recurso  de  nulidad :  Que 
mal  puede  la  parte  de  Hagan  invocar  á  ese  objeto  el  hecho  de 
haberse  excusado  el  Juez  para  el  conocimiento  de  la  causa,  des- 
de que  es  cierto  que  con  su  asentimiento  resolvió  dicho  jues 
re  asumir  la  jurisdicción  que  ejercía,  y  después  de  tal  censen- 
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timiento  fué  que  recien  se  pronunció  la  sentencia  recurrida. 

Que  los  hechos  fundamentales  que  deben  servir  para  la  reso- 
lución de  la  causa,  están  debidamente  comprobados,  de  manera 
que  es  innecesaria  la  producción  de  pruebas,  que  aún  produci- 
das no  podrían  modificar  el  resultado  final  del  pleito,  como  se 
demuestra  por  las  consideraciones  de  la  sentencia  apelada,  que 
admitiendo  en  hipótesis  las  afirmaciones  del  actor,  establece 
la  insubsistencia  de  las  conclusiones  á  que  éste  quiere  llegar, 
haciendo  al  efecto  mérito  de  los  principios  legales  pertinentes. 

Que  no  es  exacto  que  el  Juez  no  haja  invocado  los  principios 
y  disposiciones  de  derecho  que  reglan  el  caso. 

Por  esto  y  j  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscien- 
tos treinta  y  tres  de  la  ley  de  procedimientos,  no  se  hace  lugar 
á  dicho  recurso. 

T  considerando  en  cuanto  al  de  apelación  :  Que  el  presente 
caso  está  regido  por  la  ley  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  que 
oreó  y  organizó  su  Banco  Hipotecario. 

Que  el  demandante,  por  acto  voluntario  y  en  el  ejercicio  de 
su  capacidad  legal,  ha  aceptado  las  obligaciones  y  convenido  en 
reconocer  en  el  Banco  los  derechos  establecidos  en  la  citada  ley 
orgánica,  sometiéndose  asía  una  regla  que  tiene  para  las  partes 
la  fuerza  de  ley,  según  lo  preceptúa  el  artículo  mil  ciento  no- 
venta y  siete  del  Código  Civil,  invocado  en  la  sentencia  del  In- 
ferior . 

Que  las  mejoras  que  el  actor  afirma  haber  realizado  en  el  in- 
mueble hipotecado,  lo  han  dejado,  sin  embargo,  sustancialmen- 
te  el  mismo;  de  suerte  que  no  ha  habido  error  esencial  de  par- 
te del  Banco,  al  enajenarlo,  lo  que  se  prueba,  además,  por  la  ac- 
titud del  Directorio  del  Establecimiento,  qne  sostiene  la  validez 
déla  enajenación. 

Que  el  Banco  al  enajenar  la  cosa  de  que  se  trata  en  este  jui- 
cio, ha  ejercido  una  facultad  acordada  por  el  demandante  y  ha 
obrado  de  conformidad  con  su  ley  orgánica. 
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Qqb  además,  el  artículo  sesenta  y  nueve  de  la  ley  orgánica 
del  Banco  Hipotecario  Nacional,  dispone  que  los  gobiernos  de 
provincias  podrán  autorizar  la  existencia  de  bancos  hipoteca- 
rios con  la  facultad  de  hacer  préstamos  por  más  de  diez  años, 
sobre  propiedades  situadas  dentro  de  sus  respectivos  territo- 
rios. 

Por  estos  fundamentos  y  los  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  cuarenta  y  nueve,  se  confirma  ésta,  con  costas.  Repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse,  pudiendo  notificarse  con  el  original. 

benjamín  paz.  —  OCTAVIO  BUN6E. 
—  JUANE.  TORRENT. 


CAUSA  I<X 


El  doctor  don  Marcelino  Freiré,  contra  don  Eduardo  Passo,  por 
cobro  de  daños  y  perjuicios;  sobre  competencia 


Sumario.  —  Si  la  petición  de  revocatoria  de  un  auto«  impor- 
ta decir  de  incompetencia  del  juzgado  por  causa  superviniente, 
el  Inferior  debe  previamente  pronunciarse  sobre  ella. 


Caso.  —  Acusada  y  decretada  la  rebeldía  á  instancia  del  pro- 
curador de  don  Eduardo  Passo,  que  había  fallecido  durante  el 
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juicio,  la  parte  de  Freiré  pidió  revocatoria,  alegando  que  por  la 
muerte  de  Faeso,  su  procurador  había  cesado  en  su  personería 
y  no  pudo  acusar  rebeldía,  y  que  los  autos  debían  ser  pasados 
al  juez  de  la  sucesión. 


WmUo  del  Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  18  de  1895. 

Y  vistos:  Por  los  fundamentos  del  escrito  de  foja  . . .  revóca- 
se por  contrario  imperio  el  auto  de  foja  . . .  dejándose  sin  efec- 
to la  rebeldía  decretada,  y  en  su  consecuencia,  intímese  contes- 
te el  demandante  el  traslado  pendiente  dentro  del  término  de 
ley. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  la  Suprema  Oorte 


Buenos  Aires,  Abril  6  de  1897. 

Vistos :  Importando  la  petición  contenida  en  el  escrito  de 
foja  cien  decir  de  incompetencia  del  Juzgado  por  causa  su- 
perviniente,  sobre  lo  cual  el  Inferior  ha  debido  pronunciarse 
previamente,  con  arreglo  á  la  doctrina  que  surge  del  artículo 
ochenta  y  tres  de  la  ley  de  procedimientos,  devuélvanse  á  dicho 
efecto.  Repóngase  el  papel. 

benjamín  paz.  —ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BONGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  185 


CAUSA    I«XI 


Criminal  contra  don  Ángel  Echeguren,  por  infracción  d  la  ley 
sobre  lotería  nacional;  sobre  destrucción  de  billetes  de  lote- 
rías extrañas. 


Sumario .  —  La  destrucción  de  billetes  de  loterías  extrañas, 
ordenada  por  sentencias  válidas  de  los  tribnnales  locales  inter- 
pretando 7  aplicando  la  ley  de  la  materia,  no  es  yiolatoria  de 
ningnna  garantía  constitucional. 


Caso.  —  En  la  causa  seguida  contra  Echeguren,  por  infrac- 
ción á  la  ley  de  loteria,  el  Juez  Correccional  sobreseyó  defini- 
tivamente, ordenando  la  destrucción  de  los  billetes  secuestrados 
al  procesado.  Este  apeló  de  esa  parte  de  la  sentencia. 


SBNTEIfCIá  DE  LA  CÁMARA  DE  APELACIONES  EN  LO  CRIMINAL 


Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1896. 

T vistos:  La  ley  3313    prohibe  la  introducción  y  ventado 
toda  otra  loteria,  en  la  Capital  y  territorios  nacionales  que  no 
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sea  la  de  Beneficencia  Nacional  (art.  9)  y  entre  una  de  sus  san- 
ciones prescribe,  en  su  artículo  13,  que  los  billetes  serán  deco- 
misados y  destruidos  en  el  mismo  día  del  secuestro,  haciéndose 
constar  el  hecho  en  la  forma  que  el  mismo  prescribe.  El  auto  de 
foja  38  sobresee  definitivamente  en  esta  causa  respecto  áEche- 
guren,  pero  manda  inutilizar  los  billetes  que  se  le  secuestraron 
y  de  estaparte  de  dicho  auto  ha  apelado  el  defensor  de  aquél, 
sosteniendo  en  el  informe  in  voce  ante  esta  Cámara,  que  la 
sanción  recordada  es  contraria  á  la  garantía  consagrada  en  el 
artículo  18 de  la  Constitución  Nacional. 

Desde  luego  ocurre  obseryar  que  el  pronunciamiento  del  Juez 
se  funda  en  la  ley,  y  ha  sido  dictado  mediando  juicio  previo;  y 
por  consiguiente,  que  los  requisitos  exigidos  en  el  artículo  cita- 
do han  sido  llenados ;  pero  aun  cuando  así  no  fuera,  siendo  pro- 
hibida la  introducción  y  venta  de  los  billetes  de  lotería  secues- 
trados, y  no  desconociéndose  la  constitucionalidad  de  esa  pro- 
hibición, no  puede  desconocerse  la  de  la  sanción  mencionada, 
ni  buscar  la  protección  de  la  autoridad  para  garantir  la  propie- 
dad ó  posesión  de  una  cosa  ilícita,  pues  la  misma  Constitución 
al  garantirla  libertad  de  comercio  é  industria,  sólo  se  refiere  á 
las  que  sean  lícitas,  conforme  á  las  leyes  que  reglamenten  su 
ejercicio. 

Por  ello,  se  confirma  el  auto  de  foja  38  enlaparte  apelada,  y 
devuélvanse. 

Esteves.  —  {jarcia.  —  Pérez.— 
López  Colanillas .  —  Saave- 
dra. 

Ante  mí : 

Luis  S.  Aliaga, 

Secretario. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  187 


VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Diciembre  9  de  1896. 
Suprema  Corte: 

El  recurso  ooncedido  para  ante  V.  E . ,  por  auto  de  foja  47 
Yoelta,  lo  ha  sido  legalmente,  pues  se  refiere  á  la  resolución  de 
foja  45,  que  declara  inaplicables  al  caso  las  garantías  invocadas 
de  la  Constitución  nacional. 

Considero  aquella  resolución  plenamente  justificada  ante  los 
mismos  textos  constitucionales  invocados  para  impugnarla, 
pues  el  derecho  al  ejercicio  de  cualquier  industria,  está  sujeto, 
según  su  artículo  14,  á  las  leyes  reglamentarias;  la  propiedad 
puede  ser  vulnerada  en  virtud  de  sentencia  fundada  en  ley,  se- 
gún el  articulo  17;  y  la  supresión  de  confiscación  de  bienes  no 
excluye  la  destrucción  de  aquellos,  que,  como  los  billetes  de  lo- 
tería^ los  de  banco  falsificados  y  todos  los  que  entrañan  la  per- 
petración de  un  delito,  constituyen  el  cuerpo  de  ese  delito,  ó  el 
instrumento  utilizado  para  su  ejecución. 

Por  ello,  pienso  que  ha  sido  bien  concedido  el  recurso  para 
anteV.E.,  pereque  la  resolución  recurrida,  no  está  afectada 
de  inconstitucionalidad;  por  lo  que  pide  á  Y .  E.  se  sirva  confir- 
marla . 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  ém  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  6  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Que  con  la  debida  audiencia  y  trami- 
tación correspondiente,  los  jueces  de  la  Capital  en  primera  y  se* 
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ganda  instancia,  han  declarado  que  deben  ser  destrnidos  Iob 
billetes  de  lotería  á  que  esta  causa  se  refiere. 

Que  al  hacerlot  han  interpretado  y  aplicado^  según  su  propio 
criterio,  la  ley  námero  tres  mil  trescientos  trece  y  los  princi- 
pios generales  de  derecho,  sobre  lo  que,  dado  el  recurso  inter- 
puesto, esta  Suprema  Corte  no  está  llamada  á  pronunciarse. 

Que,  en  tal  oaso*  es  evidente  que  no  se  ha  violado  el  artíeulo 
diez  y  siete  de  la  Constitución  Nacional  que,  al  garantir  la 
propiedad,  no  niega  la  legitimidad  de  las  sentencias  judiciales 
pronunciadas  en  caso  de  litigio. 

Que  tampoco  pueden  estar  afectados  los  derechos  que  el  ar- 
ticulo catorce  de  la  citada  Constitución  asegura  á  los  habitan- 
tes de  la  Bepública,  pues  que  esos  derechos,  en  lo  que  al  ejerci- 
cio de  industria  se  refiere,  sólo  comprenden  el  de  trabajar  y 
ejercer  las  industrias  lícitas,  en  cuyo  número  no  éntrala  intro- 
ducción y  espendio  de  billetes  de  lotería  no  autorizados  por  la 
ley  de  la  materia,  y  que  según  ésta  se  declaran  acbos  reproba- 
dos y  punibles . 

Por  esto,  de  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  se- 
ñor Procurador  general  y  teniendo  además  en  consideración 
que  la  abolición  de  la  confiscación,  no  importa  en  modo  alguno, 
sustraer  de  la  acción  de  los  poderes  públicos  los  instrumentos 
del  delito,  se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  deducido.  De- 
vuélvanse. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN .  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 
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CAUSA  I<X  II 


El  Banco  de  locación  contra  don  Marcos  Arredondo^  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos;  sobre  denegación  de  apelación 


Sumario.  —  £1  auto  de  solyendo  es  inapelable. 


Caso .  —  Lo  explica  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  8  de  1897. 

Autos  7  vistos :  Considerando  que  el  aato  de  foja  treinta  y 
cinco^  que  resuelve  la  excepción  de  incompetencia  opuesta  por  el 
demandado,  no  ha  sido  apelado,  quedando  en  consecuencia  aje- 
no ese  punto  al  recurso  de  hecho  deducido. 

Que  lo  es  también  lo  mandado  en  el  auto  de  foja  diez  y  ocho 
sobre  la  entrega  al  demandante  de  la  suma  á  que  se  refiere  la 
tercera  petición  del  escrito  de  foja  diez  y  seis,  pues  que  en  mé- 
rito de  la  reconsideración  pedida,  el  citado  auto  de  foja  treinta 
y  cinco  dispone  la  suspensión  de  la  entrega  ordenada. 
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Que,  por  lo  tanto,  la  apelación  denegada  se  refiere  sólo  al  aq- 
todesolvendo  de  foja  diez  y  siete  vuelta  y  al  de  foja  yeintey 
una  que  manda  librar  el  oficio  respectivo  para  que  se  pongan  á 
disposición  delJuzgado  los  dineros  depositados  ante  el  Juez  de 
Paz  y  como  pertenecientes  á  este  juicio. 

Que  es  de  derecho  expreso  que  el  auto  de  solvendo  no  es  ape- 
lable por  el  ejecutado, con  arreglo  al  artículo  trescientos  de  la 
ley  de  procedimientos. 

Que  el  auto  de  foja  veintiuna  no  causa  gravamen  al  recu- 
rrente. 

Por  esto,  se  declara  bien  denegado  el  recurso*  Agregúense  es- 
tas actuaciones  al  expediente  remitido  como  informe,  y  devuél- 
vase .  Repóngase  el  papel . 

BENJAMÍN  PAZ. —  LUIS  Y.  VÁRELA. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA    I.XIII 


Don  Honorio  Acevedo  contra  don  Adolfo  Grümbein,  por  cobro 

de  pesos;  sobre  pruebas 

Sumario.  — Nopudiendo  apreciarse  sin  prejuzgamiento,  si 
una  carta  dirigida  á  tercero,  que  aparece  vincularse  con  el  ne- 
gocio en  litigio^  importa  un  mandato  ú  otro  acto  jurídico  en  el 
interés  del  destinatario,  ó  de  quien  la  presente  en  juicio,  debe 
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ordenarse  su  reconocimiento,  sin  perjaicio  de  apreciarse  en  la 
sentencia  definitiva  su  pertinencia  6  impertinencia. 


Caso.  —  Estando  la  cansa  recibida  á  praeba,  la  parte  de 
Orümbeia  solicitó  diversas  diligencias,  entre  ellas  el  reconoci- 
miento de  cartas  que  acompañó  al  contestar  la  demanda,  diri- 
gidas por  el  demandado  á  don  Carlos  M.  Schweitzer. 


Fallo  del  Juea  Federal 

Baenos  Aires,  Marzo  20  de  1896. 

En  todo^  como  se  pide;  designándose  la  audiencia  del  dia  26 
del  corriepte  á  las  dos  de  la  tarde  á  efecto  del  reconocimiento 
de  firmas  solicitado  y  absolución  de  un  pliego  de  posiciones. 

Provee  el  infrascrito  por  autorización  superior. 

Campillo. 

El  demandado  dedujo  los  recursos  de  revocatoria  y  apelación 
en  subsidio,  fundado  en  el  articulo  1036  del  Código  Civil. 


Auto  del  Jíuea  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  V*  de  189(5. 


Y  vistos  :  el  pedido  de  desglose  hecho  por  el  señor  Acevedo 
de  las  cartas  acompañadas  por  Grümbein  y  recurso  de  apela- 
ción en  subsidio  interpuesto;  y 

Considerando:  Que  dicha  petición  no  debe  por  hoy  ser  acor- 
dada>  desde  que  la  parte  demandada,  en  su  escrito  de  oposición^ 


i  92  FALLOS  DE  LA  áCPREMA  CORTE 

daá  dichos  documentos  un  alcance  y  signiñcacion  especial  qae 
corresponde  al  Juzgado  resolver  sobre  su  verdadero  sentido  y 
carácter  probatorio  atribuido,  resolución  que  no  puede  pronun- 
ciar en  el  estado  del  procedimiento  sino  al  tiempo  de  su  senten- 
cia definitiva,  época  única  para  apreciar  el  grado  de  procedencia 
y  mérito  de  las  pruebas. 

Por  ello,  no  se  hace  lugar  á  la  revocatoria  solicitada,  sin 
costas,  por  no  encontrar  el  Juzgado  mérito  bastante  para  su 
imposición,  dada  la  naturaleza  de  la  petición  hecha;  y  se  conce- 
de el  recurso  de  apelación  subsidiariamente  deducido  para  ante 
la  Suprema  Corte«  donde  se  elevarán  los  autos  en  la  forma  de 
estilo.  Repóngase  el  papel. 

Agustín  ürdinarrain. 

Fallo  de  la  Suprema  Cmwte 

Buenos  Aires,  Abril  8  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Que  los  hechos  y  defensas  expuestos 
en  la  contestación  á  la  demanda,  no  permiten  apreciar,  sin  pre- 
juzgamiento,  si  la  carta  de  cuyo  reconocimiento  se  trata  impor- 
ta ó  no  la  constitución  de  un  mandato,  ó  un  otro  acto  jurídico 
en  interés  del  destinatario  y  del  tercero  que  la  ha  presentado. 

Que  en  tal  caso  es  conforme  á  las  reglas  del  procedimiento 
reservar  parala  definitiva  la  apreciación  de  la  pertinencia  ó  im- 
pertinencia de  dicha  carta,  la  qxxe,  prima  facie,  parece  vincular- 
se con  el  negocio  en  litigio. 

Por  esto,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  de  foja  cuarenta  y 
seis  vuelta,  en  la  parte  apelada.  Repuestos  los  sellos^  devuél- 
vanse. 

benjamín  paz.  —  LUIS  V.  TÁRELA.— 
ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE. 
— JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  I4XIT 


El  doctor  don  Justo  Barcos,  tutor  de  la  menor  Fanny  de  la  Roz^ 
contra  don  Felipe  de  la  Hoz,  por  cobro  de  pesos  y  alimentos  ; 
sobre  competencia. 


Sumario.  —  1®  Coando  la  excepción  de  competencia  de  la 
justicia  federal  se  rechaza  en  concepto  de  no  poder  hacer  uso  ya 
de  ese  priyilegio,  el  auto  que  la  niega  debe  tenerse  por  definiti- 
vo, 7  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte. 

2^  La  acción  personal  dirigida  por  un  argentino  contra  un 
extranjero  corresponde  al  fuero  federal,  si  éste  no  ha  reconocido 
la  jurisdicción  de  los  tribunales  locales. 


Caso,  — El  señor  Barcos^  tutor  de  la  menor  Fanny  de  la  Hoz, 
dedujo  demanda  contra  el  padre  natural  de  ésta,  don  Felipe  de 
la  Hoz,  por  cobro  de  cantidad  de  pesos  invertida  por  aquel  en  la 
alimentación  y  educación  de  esa  niña,  durante  cuatro  años,  y 
para  que  se  le  obligue  además  á  abonar  una  suma  mensual  ade- 
lantada  para  los  futuros  alimentos. 

El  demandado  opuso  la  excepción  de  incompetencia,  por  la 
diversa  nacionalidad  de  las  partes,  sosteniend(»  que  se  trata  de 
una  acción  personal  del  tutor,  y  no  de  actos  relativos  única- 
mente á  la  tntela. 

T.  LXTII  13 
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AUTO  DEL  JUEZ  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Buenos  Aires,  Abril  9  de  1896 
• 

Vistos  7  considerando:  1®  Que  el  fuero  federal  acordado  á 
los  extranjeros  en  sas  contiendas  judiciales  con  los  nacionales, 
no  excluye  la  jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios,  y  sólo 
constituye  un  privilegio  á  favor  de  los  extranjeros,  de  que  estos 
deben  usar  con  arreglo  á  derecho,  esto  es,  acogiéndose  á  él  en 
el  tiempo  y  forma  que  las  leyes  determinan. 

i^  Que  el  artículo  83  del  Código  de  Procedimientos  fija  el  de 
nueve  dias  para  alegar  excepciones  dilatorias,  como  la  de  in- 
competencia de  jurisdicción,  siendo  perentorio  ese  término 
(art.  46). 

3^  Que  no  habiendo  el  demandado  de  la  Hoz  deducido  la  ex- 
cepción de  incompetencia  por  la  diferente  nacionalidad  dentro 
del  término  perentorio  que  la  ley  le  fija»  ha  perdido  el  derecho 
de  acogerse  al  fuero  federaU 

i*"  Que  la  demanda  de  foja  32  no  es  otra  cosa  que  el  ejercicio 
de  los  derechos  reconocidos  y  declarados  á  favor  de  la  menor 
Fanny  de  la  Hoz,  en  los  autos  agregados  ad  effectum  videndi 
por  sentencia  dictada  por  este  mismo  juzgado^  que  el  tutor  de 
la  menor  trata  de  hacer  efectiva. 

Que^  por  consi{i;uiente,  no  puede  de  la  Hoz  deducir  la  incom- 
petencia de  jurisdicción  que  alega,  en  perjuicio  de  otros  medios 
de  defensa  que  en  la  debida  oportunidad  puede  alegar  y  que  se- 
rán tenidos  en  cuenta. 

Por  esto  y  de  acuerdo  con  lo  dictaminado  por  los  ministerios 
públicos  á  fojas  60  y  62,  no  ha  lugar  á  la  excepción  dilatoria 
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opaesta  á  foja  40  y  contéstese  derechamente  la  demanda.  Be- 
póngase  las  fojas. 

i.  S.  Pizarra. 

Ante  mí : 

Alejandro  Cejas. 


ACTO  DB  LA   CÁMARA  DE  APBLACIONBS 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  J896. 

Y  vistos :  Por  su  fundamento  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  defoja  63,  fijándose  en  treinta  pesos  los  honorarios  del 
doctor  Barcos.  Deyaélvanse,  reponiéndose  los  sellos. 

Diaz.  —  Molina  Arrotea.  — 
Gelly. 

Ante  mí: 

Felipe  Arana. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1896. 
Suprema  Corte : 

De  los  autos  acompañados  resulta :  que  don  Felipe  de  la  Hoz, 
aonqnu  extranjero,  no  invocó  á  su  favor  el  fuero  federal  que  le 
acordaba  la  ley  de  1863,  y  siguió  hasta  su  final  resolución  ante 
la  jurisdicción  común,  el  pleito  sobre  filiación  natural. 


ii 
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Es  el  mismo  tutor  dativo  de  la  menor  declarada  hija  de  don 
Felipe  de  la  Hoz,  qoien,  haciendo  efectivas  las  responsabilidades 
legales  emanadas  de  aquella  deolaraoion,  viene  á  solicitar  ante 
el  mismo  juez  de  la  tutela,  las  pensiones  alimenticias  y  demás 
gastos  de  la  menor. 

Tratándose,  entonces,  de  la  ejecución  de  sentencias  ejecuto- 
riadas y  de  derechos  derivados  de  ellas,  el  mismo  juez  que  co- 
noció en  aquellas  debe  resolver  en  éstas.  La  e&cepcion  estable- 
cida en  elartículo  14  de  la  ley  de  competencia  nacional,  respec- 
to á  los  juicios  radicados  en  los  tribunales  de  provincia,  deter- 
mina el  fenecimiento  del  actual  incidente  ante  la  jurisdicción 
originaria. 

No  obsta  á  ello  que  el  tutor  dativo  tenga  interés  personal  en 
la  gestión,  por  haber  anticipado  parte  de  las  pensiones  alimen- 
ticias de  la  menor. 

Esos  alimentos  debidos  á  un  tercero,  que  los  anticipó  en  el 
pasado,  ó  á  la  menor  que  los  requiere  en  el  futuro,  son  obliga- 
ciones emanadas  del  derecho  declarado  en  las  sentencias  ejecu- 
toriadas, y  ejercido  por  la  tutela  como  derivadas  de  aquelUas. 
Por  ello,  pienso  que  la  jurisdicción  común  de  la  Capital  ha  sido 
bien  declarada  en  el  caso  y  pido  á  Y.  E.  se  sirva  así  declararlo, 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Soprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  8  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Que  la  resolución  de  foja  sesenta  y 
tres,  confirmada  á  foja  setenta  y  una,  no  se  limita  á  pronunciarse 
sobre  la  excepción  de  incompetencia  en  clase  de  dilatoria,  sino 
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que  la  rechaza  definitivamente,  de  tal  suerte  que,  ejecotorián- 
doseesa  resolución,  la  citada  excepción  no  podría  oponerse  ul- 
teriormente. 

Que  es  sobre  esa  base  que  ha  procedido,  sin  duda,  la  Exma. 
Cámara  de  apelaciones  al  conceder  el  recurso  interpuesto  á  foja 
setenta  y  dos,  dando  el  carácter  de  defínitiya  á  la  mencionada 
resolución,  como  antecedente  necesario  para  fundar  el  recurso 
del  artículo  catorce  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de 
los  tribunales  federales. 

Que  ec  mérito  de  esos  antecedentes  y  de  lo  dispuesto  en  el 
inciso  tercero  de  dicho  artículo  catorce,  esta  Suprema  Corte 
debe  pronunciarse  sobre  la  competencia^  6  incompetencia  de  la 
justicia  federal  para  el  conocimiento  de  la  causa. 

Que  la  demanda  producida  á  foja  treinta  y  dos  por  el  doctor 
Justo  Barcos,  se  dirige  á  pedir  contra  don  Felipe  de  la  Hoz  el 
pago  á  favor  del  demandante  de  una  suma  de  pesos  que  él  estima 
en  cinco  mil  seiscientos  cuarenta  pesos  moneda  nacional,  y  que 
dice  haber  gastado  por  cuenta  del  demandado. 

Que  la  demanda,  en  consecuencia,  en  la  parte  del  petitum 
mencionado,  inicia  una  causa  en  que  se  trata  de  una  acción  per- 
sonal y  perteneciente  al  demandante. 

Que  la  excepción  de  incompetencia  opuesta  en  el  escrito  de 
foja  cuarenta,  sólo  se  refiere  á  la  acción  de  que  tratan  los  prece- 
dentes considerandos,  no  estando  por  tanto  á  la  resolución  de 
esta  Corte  el  punto  relativo  á  la  parte  de  la  demanda  en  la  que 
se  pide  que  se  condene  al  demandado  al  pago  de  una  mensuali- 
dad para  los  alimentos  futuros  de  la  pupila  del  actor. 

Que  está  probado  que  el  demandante  doctor  Barcos  es  argen- 
tino y  que  el  demandado  don  Felipe  de  la  Hoz  es  extranjero, 
lo  que  funda  uno  de  los  motivos  de  jurisdicción  federal,  como  lo 
prescribe  el  inciso  segundo  del  artículo  segundo  de  la  ley  de  ju- 
risdicción y  competencia. 

Que  según  lo  demuestra  el  expediente  acompañado,  el  juicio 
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en  él  tramitado  y  resuelto  versaba  tan  sólo  sobre  el  estado  civil 
de  la  menor  Fanny  en  sns  relaciones  con  don  Felipe  de  hi  Hoz, 
habiéndose  declarado  en  definitiva  la  paternidad  natural  del 
segundo  respecto  á  la  primera. 

Que  ese  antecedente  convence  suficientemente  de  que  la  de- 
manda del  doctor  Barcos  no  importa  la  ejecución  de  la  senten- 
cia pronunciada  en  la  causa  sobre  filiación,  que,  como  ya  se  ha 
dicho,  se  limitó  á  declararla,  aunque  la  acción  deducida  por  el 
doctor  Barcos  haya  de  fundarse  en  derechos  derivados  de  las 
relaciones  de  familia  entre  el  demandado  y  la  menor  Fanny, 
pero  que  el  citado  doctor  Barcos  hace  valer  en  su  interés  indi- 
vidual é  invocando  acciones  directas  que  pretende  tener  contra 
don  Felipe  de  la  Hoz. 

Que  en  el  estado  de  la  causa  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  inciso  cuarto,  articulo  doce  de  la  ley  de  jurisdicción  y  com- 
petencia, don  Felipe  de  la  Hoz,  que  no  ha  contestado  la  deman- 
da ni  ha  hecho  acto  demostrativo  de  someterse  á  los  tribunales 
locales,  no  ba  prorrogado  la  jurisdicción  de  éstos,  y  puede  aco- 
gerse á  la  jurisdicción  federal. 

Por  estos  fundamentos:  se  revoca  la  sentenciado  foja  setenta 
y  una  en  la  parte  apelada,  y  se  declara  que  el  conocimiento  de 
esta  causa,  en  lo  que  se  refiere  á  la  acción  que  personalmente  de- 
duce el  doctor  Barcos,  corresponde  á  la  justicia  federal .  Hágase 
saber  con  el' original  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos 
al  tribunal  de  su  origen. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  LUIS  V.  VÁRELA. — 
ABEL  RAZAN.  —  OCTAVIO  BUNGB. 
— JUAN  E.  TORRBNT. 
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CAUSA  I4XT 


Long  y  Santos,  contra  la  compañía  de  seguros  «  La  Porléñai^y 

por  cobro  de  seguros 


Sumario. —  1^  No  puede  atribuirse  á  las  manifestaciones  del 
capitán,  hechas  en  la  protesta  de  un  siniestro,  una  fuer* 
za  probatoria  tan  absoluta,  que  baste  por  sí  sola  á  esta- 
blecer la  verdad  de  un  hecho,  máxime  cuando  el  hecho  puede 
entrañar  responsabilidades  para  el  capitán  protestante . 

2^  Ese  hecho^  consistente  en  haberse  cargado  la  madera  so- 
bre la  cubierta,  no  basta  para  comprobar  mal  arrumaje  de  la 
carga,  ni  que  éste  haya  sido  la  causa  eficiente  del  naufra- 
gio. 


Caso. — Resulta  del 


Fallo  del  Juea  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  16  de  1893. 


Y  vistos :  estos  autos  seguidos  por  los  señores  Long  y  San- 
tos contra  .<  Lá  Forteña  >,  por  cobro  de  pesos,  importe  de  un 
seguro^  de  los  que  resulta  lo  siguiente  : 
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A  foja  15  don  Juan  Antonio  Amado,  en  representación  de 
los  señores  Long  y  Santos,  se  presenta  exponiendo  que  sns  re- 
presentados aseguraron,  segnnlo  acredita  la  póliza  qae  acom- 
pañan, en  la  sociedad  cLa  Forteña»,  en  Jnliode  1890,  por  el  tér- 
mino de  un  año  y  por  el  valor  íntegro  de  20.000  pesos  moneda 
nacional,  el  baque  de  su  propiedad  denominado  «Pichincha  », 
que  hacía  la  navegación  entre  la  Boca  del  Riachuelo  y  Martín 
García  y  que  por  cláusula  adicional  fué  autorizado  á  exten- 
der su  navegación  hasta  Bahía  Blanca .  Agrega  que,  según  lo 
acredita  el  documento  de  foja  2,  el  «  Pichincha  >  fué  despa- 
chado el  i 8  de  Noviembre  de  1890,  con  carga  de  333  toneladas 
de  mercaderías  con  destino  á  Bahía  Blanca  y  que  al  dia  siguien- 
te á  las  7  de  la  mañana  salió  del  Riachuelo,  perfectamente  esti- 
vado  y  provisto  de  todo  lo  necesario  para  el  viaje;  que  después 
de  un  trayecto  recorrido  en  circunstancias  que  detalla,  el  bu- 
que encalló  en  el  Banco  Chico,  perdiéndose  allí  completamente . 
Manifiesta  luego  que  los  hechos  relatados  están  conformes  con 
la  narración  hecha  por  el  capitán  del  «Pichincha»  á  foja  12  y 
que  la  protesta  formulada  por  el  mismo  capitán  ante  la  escri- 
banía de  marina  no  es  la  expresión  de  la  verdad  de  lo  ocurrido. 
Que  el  artículo  1207  del  Código  de  Comerrio  establece  que  co- 
rren de  cuenta  del  asegurador  todas  las  pérdidas  y  daños  que 
sobrevengan  en  las  cosas  aseguradas,  y  consta  de  la  póliza  que 
«La  Porteña»  había  asegurado  el  casco,  quilla,  velas,  aparejo, 
armamento  y  provisiones  del  «  Pichincha  >,  y  habiéndose  co- 
municado á  tiempo  á  la  compañía  aseguradora  la  pérdida  del 
buque.  Que  habiéndose  negado  la  compañía  á  satisfacer  el  im- 
porte del  seguro,  entablaba  contra  ella  la  demanda  correpon- 
diente. 

A  foja  30,  contestando  la  demanda,  el  gerente  de  la  com- 
pañía «  LaPorteña  >,  expone  :  Que  es  verdad  que  los  señores 
Long  y  Santos  aseguraron  en  esa  compañía  el  buque  «  Pichin- 
cha >  con  las  condiciones  expresadas  en  la  póliza  acompañada 
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por  los  demandantes;  qae  le  parecía  inútil  examinar  el  valor 
legal  de  este  contrato,  porque  tiene  qae  pedir  el  rechazo  de  la 
demanda  fundado  en  otros  motiyos  :  pero  hace  expresas  reser- 
Tas  al  efecto,  pues  le  consta  que  Long  y  Santos  no  han  adqui- 
rido la  propiedad  del  buque  «  Pichincha  »  y  que  en  el  momento 
mismo  del  naufragio  ese  buque,  según  se  dice,  era  objeto  de 
una  demanda  de  reivindicación,  lo  que,  en  caso  de  ser  cierto, 
traería  la  nulidad  de  la  póliza. 

Expresa  en  seguida  que  reservándose  volver  sobre  esos  pun- 
tos, se  limitará  á  tratar  la  siguiente  cuestión,  cuya  solución 
basta  para  sentenciar  el  pleito  :  que  los  aseguradores  sólo  res- 
ponden por  los  daños  que  resulten  del  caso  fortuito,  y  no  de 
los  que  sobrevengan  por  mal  arrumaje  de  la  carga  y  tampoco 
por  los  que  se  produzcan  á  causa  de  la  falta  de  exacta  obser- 
vancia de  las  leyes  y  reglamentos  (artículo  1210  del  Código  de 
Comercio).  Que  según  la  protesta  del  capitanFraacioni,  el  nau- 
fragio del  €  Pichincha  >  se  ha  debibo  al  mal  arrumaje  de  la 
carga  y  también  por  no  haberse  cumplido  lo  preceptuado  por 
los  reglamentos,  desde  que  se  había  puesto  en  sobrecubierta 
mucha  cantidad  de  madera,  con  desprecio  del  reglamento  de  30 
de  Julio  de  i881,  que  prohibe  á  los  buques  que  hacen  la  carrera 
entre  Buenos  Aires  y  Patagones  llevar  más  carga  que  la  que 
permitan  sus  bodegas ;  y  tal  era  la  carrera  del  c  Pichincha  >, 
pues  salió  de  Buenos  Aires  con  destino  á  Bahía  Blanca. 

Finalmente,  expone  que  no  hubo  caso  fortuito,  como  queda 
establecido  y  que  habiendo  sido  mal  arrumada  la  carga  y  en 
contravención  á  los  reglamentos  respectivos,  la  responsabili- 
dad del  siniestro  no  corresponde  á  los  aseguradores,  sino  al  ca- 
pitán y  álos  armadores.  Por  ello,  pide  el  rechazo  de  la  deman- 
da, con  costas. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  determinándose  que  debía  justifi- 
carse la  culpa  de  los  aseguradores  en  el  mal  arrumaje  de  la 
carga,  no  se  produjo  ninguna. 
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Y  considerando  :  Que  la  compañía  demandada  se  ha  excep- 
clonado,  en  principal  término,  atribuyendo  la  pérdida  del  bu- 
que asegurado  á  mal  arrumaje  de  la  carga,  y  en  ese  concepto 
le  correspondía  la  prueba  del  hecho  en  que  apoyaba  su  des- 
cargo . 

Que  esta  prueba  no  se  ha  producido  y  deantos  noresnltaque 
la  carga  llevada  por  el  c  Pichincha  >,  en  aquel  viaje,  hubiese 
sido  mal  i  arrumada;  no  pudiendo  considerarse  como  mal  arru- 
maje la  simple  colocación  sobre  cubierta  de  la  parte  del  carga- 
mento que  no  tuvo  cabida  en  la  bodega;  pues  esto  estaba  auto- 
rizado por  el  Código  de  Comercio  (artículo  911),  sin  que  pue- 
da atribuirse  á  la  ordenanza  de  marina  invocada  la  eñcacia 
necesaria  para  invalidar  esta  conclusión.  Que  tampoco  es  bas- 
tante para  establecer  el  naufragio  del  buque  por  mal  arrumaje 
de  la  carga,  la  protesta  del' capitán  Francioni,  de  foja  7,  pues 
de  allí  no  resulta  justificada  tal  circunstancia,  yantes  bien,  de 
esa  protesta,  como  del  documento  de  foja  9,  se  desprende  con 
bastante  evidencia  que  el  naufragio  se  produjo  en  una  forma 
que  se  opone  á  toda  idea  de  pérdida  por  causa  de  la  mala  colo- 
cación de  la  carga  que  iba  sobre  cubierta. 

Que  si  bien  se  han  insinuado  otras  eicepciones,  por  parte  de 
la  compañía  demandada,  como  la  de  no  pertenecer  el  buque 
asegurado  á  los  demandantes  y  que  el  importe  del  seguro  ex- 
cedía del  valor  de  la  cosa  asegurada,  no  se  ha  probado  ninguno 
de  estos  hechosy  las  constancias  de  autos  no  son  suficientes  pa- 
ra justificarlos. 

Que  siendo  perfectamente  válida  la  póliza  otorgada  por  la 
compañía  <  La  Porteña»,  á  favor  de  los  señores  Long  y  Santos, 
sobre  el  buque  c  Pichincha  >  ;  y  no  habiéndose  probado  que  la 
pérdida  de  este  buque  haya  sido  debida  á  otra  causa  que  el 
caso  fortuito,  la  compañía  demandada  debe  ser  obligada  al 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que  contrajo  por  aquel  contra- 
to de  seguro. 
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Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  que  dispone 
el  artículo  i207  del  Código  de  GomerciOy  fallo  condenando  á 
la  compañía  t  La  Porteña  »  al  pago  de  la  suma  demandada,  y 
las  -costas  del  juicio,  en  el  término  de  10  días,  dejándoseles  á 
salTo  á  los  demandantes  las  demás  acciones  que  pudieran  co- 
rresponder les.  Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los 
sellos. 

J.  V.Lalanne. 


Fallo  de  la  Suprenuí  fuerte 


Buenos  Aires,  Abril  10  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Que  si  bien  es  cierto  que  en  la  protesta 
formulada  por  el  capitán  del  buque  c  Pichincha  >  ante  el  escri- 
bano de  marina,  manifestó  que  atribuía  el  naufragio  de  su  bu- 
que al  exceso  de  carga  que  llevaba  sobre  cubierta,  más  tarde 
ante  la  Capitanía  del  Puerto  desautorizó  esa  protesta,  sostenien- 
do que  en  ella  no  se  había  consignado  sus  palabras,  por  cuan- 
to se  formuló  la  protesta  sin  intervención  del  intérprete  y  sin 
poseer  él  el  idioma  nacional. 

Que  aún  sin  esta  última  rectificación,  la  primera  manifesta- 
ción del  capitán  pierde  su  fuerza  legal,  por  cuanto  negadoel  he- 
cho por  los  demandantes  y  alegado  él  por  los  demandados  como 
punto  primordial  de  su  defensa,  éstos  no  han  probado  ni  pre- 
tendido probar  durante  el  término  señalado  al  efecto  por  el 
jaez. 

Que,  por  otra  parte,  no  puede  atribuirse  alas  manifestaciones 
de  un  capitán  de  buque,  hechas  en  la  protesta  de  un  siniestro, 
una  fuerza  probatoria  tan  absoluta  que  baste  por  sí  sola  para 
establecer  la  verdad  de  un  hecho,  tanto  más  cuanto  como  en  el 
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oaso  ocurrente  ese  hecho  puede  entrañar  responsabilidades  para 
el  mismo  capitán  protestante. 

Que,  por  otra  parte,  el  hecho  mismo  enunciado  en  la  protesta 
de  haberse  cargado  la  madera  sobre  la  cubierta,  no  basta  para 
comprobar  el  mal  arrumaje  de  la  carga^  ni  menos  aún  que  ese 
mal  arrumaje  fuese  la  causa  eficiente  del  naufragio. 

Que  en  el  mismo  caso  j  con  motivo  del  seguro  de  la  carga  del 
€  Pichincha  »,  esta  Suprema  Corte  ha  tenido  ocasión  de  exami- 
minar  j  resolver  sobre  los  puntos  alegados  en  este  juicio,  ha- 
ciéndolo en  el  sentido  de  la  responsabilidad  del  seguro  (Fallos 
de  la  Suprema  Corte,  serie  tercera,  tomo  diecíol^ho,  página  qui- 
nientos treinta  y  tres). 

Por  estos  fundamentos:  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  setenta  y  tres  ;  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

BENJABUN  PAZ.  — LUIS  V.  VÁRELA. 
—  ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUN- 
GE.  —  JUAN  E.   TORRENT. 


CAUSA   I4XTI 


El  escribano  de  marina  don  Emilio  Casavega,  denunciando  el 
establecimiento  de  una  sucursal  de  la  escribania  del  escriba^ 
no  de  marina  don  T.  López  Cabanillas. 

Sumario. — No  es  contrario  á  ninguna  disposición  de  orden 
público  que  el  escribano  de  marina  con  registro  de  contratos  en 
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la  Capital,  j  derecho  de  Qjeioer  so  oficio  en  todas  sas  seocioaes, 
establezca  en  ana  de  éstas  ana  oficina  para  recibir  los  datos  y 
antecedentes  de  sos  clientes,  á  fin  de  otorgar  las  escrituras  en 
su  registro. 


Caso.  —  Don  Emilio  Gasayega,  escribano  de  marina,  dennn- 
ció  ala  Suprema  Corte  que  su  colega  don  Tomás  López  Cabani- 
Uas  había  establecido  una  sucursal  de  su  oficina  en  la  Boca  del 
Biachuelo,  lo  que  es  contrario  á  la  ley,  y  le  irroga  serios  per- 
juicios, por  cuyo  motivo  pide  se  haga  cesar  ese  hecho  completa- 
mente irregular. 

El  denunciado  dijo:  Que  es  efectiyamente  cierto  el  hecho  que 
denuncia  el  escribano  Casayega  en  cuanto  á  que  tenga  estable- 
cida en  la  sección  20  de  Policía  (Boca),  una  agencia  regenteada 
por  uno  de  los  empleados  de  su  Registro;  pero  es  de  todo  pun- 
to inexacto  que  en  esa  agencia  ó  sucursal,  como  se  la  ha  deno- 
minado, se  Ueye  un  Registro  especial  y  separado  del  único  que 
regentea;  que  no  hay  ley  alguna  que  le  prohiba  proceder  en  esa 
forma. 


VISTA  DBL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  30  de  1897. 

Suprema  Corte  : 

El  escribano  de  marina  tiene  un  registro  de  contratos  en  la 
Capital,  que  leda  el  derecho  de  ejercer  su  oficio  en  todas  las 
secciones  de  aquella. 

Afirma  que  conserva  un  registro  único;  que  no  ha  estableci- 
do otro  alguno  en  la  Boca,  donde  sólo  tiene  una  oficina  para 
recibirlos  datos  y  antecedentes  de  sus  clientes  y  otorgarlas 
escrituras  en  el  Registro  único  de  la  oficina  central. 
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Tal  proceder  no  contraríadisposiciou  alguna  de  orden  público, 
7  faoilitH  el  mejor  servicio,  respecto  de  las  secciones  distantes . 

Resnltando  de  ello,  que  el  escribano  Gabanillas  no  lleva  re- 
gistro ni  otorga  contratos  en  la  Boca,  opino  que  no  procederían 
las  resoluciones  solicitadas  con  referencia  á  aquellos  actos,  por 
el  escribano  Gasavega. 

Sabiniano  Kier. 


WmVLo  de  lü  Suprema  l?orte 

Baenos  Aires,  Abril  10  de  1897. 

Téngase  por  resolución  el  precedente  dictamen  del  señor  Pro- 
curador general.  Hágase  saber  y  repóngase  el  papel. 

benjamín  paz.  —LUIS  V.  VÁRELA. 
—  ABEL  BAZAN.  — OCTAVIO  BCN- 
GE.  —  JUAN  E .  TORRENT . 


CAVÍIA  I.XTII 


Don  Joaquín  Garayar  contra  el  Ferrocarril  de  Buenos  Aires  y 

Rosario;  sobre  daños  y  perjuicios 

Sumario.  — 1^  La  falta  de  guardián  en  los  pasosa  nivel  de 
las  calles  de  la  ciudad  dondapasa  la  vía  férrea,  constituye,  por 
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parte  de  la  empresa,  ana  negligencia  culpable  qae  la  responsa- 
biliza por  los  daños  oonrridos  á  oonsecaencia  de  dicha  falta. 

2o  La  condenación  encestas  entra  en  la  indemnización  debi- 
da al  damnificado,  cuando  se  ha  negado  en  absoluto  el  derecho  á 
ella. 


Caso.  —  Besulta  del 


FaIIo  del  Jueft  Vederal 


Rosario,  Marzo  28  de  1893. 

Y  vistos:  los  presentes  en  que  don  Joaquín  Oarayar  de- 
manda á  la  empresa  del  Ferrocarril  de  Buenos  Aires  y  Rosario, 
por  daños  y  perjuicios. 

Besulta:  1®  Que  según  se  manifiesta  en  el  escrito  de  foja  2, 
eH^  de  Octubre  de  1890,  queriendo  Grarayar  atravesar  la  pro- 
longación déla  calle  San  Luis  de  esta  ciudad,  yendo  en  una  jar- 
dinera hacia  las  afueras  del  Rosario,  el  tren  de  pasajeros  que 
sale  de  la  estación  c  Súnchales  >  para  Buenos  Aires  á  las  9  y  20 
minutos  de  la  mañana,  chocó  con  dicho  vehículo  haciendo  el 
convoy  pedazos  á  la  jardinera  é  hiriendo  á  Garayar  en  el  hom- 
bro y  pierna  derecha,  le  produjo  una  luxación  en  el  primero  y 
una  herida  desgarrante  y  prolongada  en  la  segunda. 

2^  Que  á  mérito  de  este  accidente,  Garayar  deduce  esta  de- 
manda en  contra  de  la  empresa  ferroviaria  indicada,  pidiendo 
fuera  ella  condenada  como  única  responsable  del  hecho,  al  pa- 
go de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  habían  inferido,  los 
que  apreciaba,  cuando  menos,  en  la  sumado  40.000  pesos,  y  se 
la  condenara  asimismo  al  pago  de  las  costas  del  juicio. 

3^  A  foja  17  se  contesta  la  demanda  pidiendo  su  rechazo  y 
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fundándose  para  ello  en  que,  si  bien  era  cierto  que  el  accidente 
relatado  se  había  en  efecto  producido,  de  él  había  tenido  exclu- 
sivamente  la  culpa  el  demandante  Oarayar,  por  cuanto  el  punto 
en  que  tuyo  lugar  el  choque  era  despejado  y  abierto,  siendo  así 
fácil  descubrir  á  muchas  cuadras  de  distancia  la  marcha  del 
convoy,  pudiendo,  en  consecuencia,  evitar  todo  choque,  si  hu- 
biera procedido  con  prudencia  y  sin  provocar  el  peligro  pasan- 
do por  el  punto  indicado  cuando  el  tren  se  veía  aproximarse;  pre- 
cauciones  que  había  estado  lejos  de  tener  el  demandado,  siendo 
completamente  inculpable  del  hecho  la  empresa  demandada,  sus 
empleados  y  agentes;  agrégase,  por  último,  que  Garayar  pare- 
ció no  haberse  encontrado  en  el  momento  del  choque  en  condicio- 
nes psicológicas  normales  y  se  concluye  por  manifestar  que,  en 
cualquier  concepto,  la  suma  que  se  cobraba  de  40.000  pesos»  era 
exhorbitante  en  extremo. 

4°  Abierta  la  causa  á  prueba  por  el  auto  de  foja  20,  se  produce 
por  parte  del  actor,  la  de  testigos  que  corre  á  fojas  25,  de  62  á 
71  y  la  pericial  de  fojas  46  á  51 ,  en  la  que  coadyuva  también  la 
empresa  demandada;  y  ésta,  la  de  posiciones  de  fojas  72  á  75  y 
la  testimonial  de  fojas  80  á  82, 89  y  dO,  99  y  100;  asimismo  tie- 
ne lugar  una  inspección  ocular  de  que  instruye  el  acta  de  foja 
29;  y 

Considerando:  i®  Que  la  culpabilidad  del  hecho  acusado,  se 
ha  probado  cumplidamente  en  autos,  la  tiene  la  empresa  de- 
mandada, no  sólo  por  no  tener  ésta  en  el  paraje  donde  se  produ- 
jo el  choque, el  guardián  correspondiente  que  esa  misma  empre- 
sa tiene  en  otras  calles  que  se  encuentran  exactamente  en  la 
misma  altura,  como  en  la  calle  Córdoba,  si  que  también  por 
la  gran  velocidad  de  10  leguas  por  hora,  impresa  al  convoy  al 
pasar  estopor  la  prolongación  de  las  calles  de  esta  ciudad,  que 
bien  sabido  es,  tienen  á  esa  altura  un  tránsito  continuo  de  ve- 
hículos y  peatones. 

2^  Que  la  misma  empresa  demandada  ha  reconocido  proce- 
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día  con  omisión  irreprobable  al  no  tener  Yigía  6  gaarda  en  la 
calle  San  Luis,  para  evitar  colisiones  como  la  aeasada,  se  des- 
prende del  hecho  de  haberse  apresurado  á  colocar  nn  guarda  6 
vigía,  de  manera  permanente,  dos  días  después  del  suceso  que 
se  demanda,  según  lo  atestiguan  uniformemente  casi  todos  los 
testigos  presentados  en  esta  causa. 

3^  Que  es  un  principio  de  derecho,  consagrado  por  el  Código 
Civil  en  su  artículo  902,  el  deque:  c Cuanto   mayor  sea  el  de-  ^ 

ber  de  obrar  con  prudencia  y  pleno  conocimiento  de  las  cosas, 
mayor  será  la  obligación  que  resulte  de  las  consecuencias  po- 
sibles de  los  hechos»,  y  dicho  principió  ha  sido  descuidado  y  no 
puesto  en  práctica  por  la  empresa  demandada,  que  se  encontraba 
.  obligada á  obrar  con  toda  prudencia,  al  conducir  sus  trenes  por 
un  trayecto  que,  como  el  de  la  prolongación  de  las  calles  de  esta 
ciudad,  aquella  sabía  y  notorio  es,  ser  de  tránsito  público  y  fre- 
cuente. 

4°  Que  la  misma  legislación  civil,  en  sus  artículos  903  y 
904,  preceptúa  que :  c  Las  consecuencias  inmediatas  de  los  he- 
chos libres,  son  imputables  al  autor  de  ellos,  y  que  las  conse- 
cuencias mediatas,  son  también  imputables  al  autor  del  hecho 
cuando  las  hubiera  previsto  y  cuando  empleándola  debida  aten- 
ción y  conocimiento  de  la  cosa,  haya  podido  preveerlas  >,  princi- 
pios que  son  de  aplicación  ajustada  al  caso  sub-judice,  en  que  la 
empresa  ferroviaria  demandada  ha  procedido  con  la  tan  poca 
precaución  y  cuidado  que  se  ha  hecho  notar  en  los  consideran- 
dos 1*»  y  2^ 

5^  Qne  el  Código  de  Comercio, en  su  artículo  184,  sienta  igual 
doctrina  que  la  consignada  en  la  legislación  civil  que  se  deja 
apuntada,  siendo  aquella  aún  más  terminante. 

6**  Qoe,por  otra  parte,  la  inculpabilidad  de  Garayar,  surge  asi- 
mismo de  las  constancias  de  autos:  1^  porque,  como  se  ha  cons- 
tatado en  la  inspección  ocular,  los  trenes  que  salen  de  la  esta- 
ción «  Súnchales  >,  á  la  altura  de  la  calle  San  Luis,  sólo  son  vi- 

T.  LXVII  14 
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sibles  para  las  personas  qae,  como  Garayar,  caminen  deE.  á  O. 
á  la  pequeña  distancia  de  dosoaadras,  por  la  corya  que  la  linca 
férrea  hace  hasta  la  calle  Córdoba,  mostrándose  el  convoy  re- 
cien desde  allí,  y  el  que,  con  una  velocidad  de  diez  leguas  por 
hora,  6  sea  de  casi  siete  cuadras  por  minuto,  deja  sólo  un  espa- 
cio de  tiempo  de  diez  y  ocho  segundos  aproximadamente  desdA 
.  el  momento  en  que  se  le  puede  percibir,  hasta  aquel  en  que  lle- 
ga dicho  convoy  á  la  calle  San  Luis,  lugar  del  suceso;  tiempo 
brevísimo  é  insuficiente  para  evolucionar  yendo  en  un  vehículü 
como  el  de  Garayar,  ouyas  paredes,  propias  de  esa  dase  de  ca- 
rruajes, impiden  la  visual  lateral  do  la  persona  que  las  conduce; 
2®  porque  los  silbatos  de  la  locomotora  que  previenen  su  apro- 
ximación sólo  fueron  hechos  por  el  conductor  del  tren  á  una  dis- 
tancia tan  inmediata  al  punto  dondese  encontraba  Oarayar,  que 
hizo  á  éste  imposible  evitar  la  colisión,  pues  como  dicen  también 
casi  todos  los  testigos  del  actor  y  algunos  del  mismo  demanda* 
dot  los  silbatos  fueron  producidos  cuando  ya  el  tren  estaba  sobre 
Garayar  y  su  vehículo;  3^  porque  encontrándose  Garayar  en  el 
uso  completo  de  sus  facultades  psicológicas,  como  también  se  ha 
comprobado  por  el  testimonio  uniforme  de  todos  los  testigos 
interrogados,  nada  autoriza  á creer  haya  el  demandado,  en  aquel 
momento,  procedido  de  manera  tardía,  inconsciente  ó  contra- 
ria á  procurar  su  salvación,  evitando  la  colisión,  si  para  ello  se 
hubiera  dado  el  tiempo  necesario;  y  4®  porque  el  mismo  declive 
que  tiene  el  terraplén  de  la  vía  en  el  cruce  de  ébta  por  la  calle 
San  Luis  y  que  Garayar  debió  comenzar  á  vencer,  ascendiendo 
cuando  el  tren  se  presentó,  dicho  terraplén  le  hacía  menos  fácil 
evolucionar  en  cualquier  sentido,  mucho  más  si  se  tiene  presen- 
te la  clase  de  tiro  que  llevaba,  siendo  éste  un  mal  caballo  de 
aquellos  que,  llamados  mancarrones ^  sólo  obedecen  á  la  rienda 
con  lentitud  y  torpeza. 

7^  Que  establecida  así  la  inculpabilidad  del  demandante,  y  la 
culpabilidad  del  demandado,  resta  sólo  entrar  á  estudiar  cuál 
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sea  la  responsabilidad  efeotiva  é  indemnización  que  corres- 
ponda abonarse  á  aquél  por  la  acción  punible  ejecutada  por 
éste. 

8®  Que  se  ha  probado  por  medio  del  informe  pericial  de  los 
doctores  Capderila  y  Quiroga,  corriente  á  foja  46,  y  también 
por  la  declaración  de  los  testigos  presentados:  1^  que  Garayar 
tiene  una  deformidad  en  el  hombro  derecho  consecutiva  de  una 
luxación  completa  con  desórdenes  articulares  considerables,  no 
ejerciendo  su  brazo  derecho  sus  moyimientos  fisiológicos  con  to- 
da su  amplitud;  2®  que  el  miembro  inferior,  ó  pierna  derecha, 
presenta  en  el  tercio  superior  y  hacia  la  parte  de  atrás,  una  ci- 
catriz que  mide  ocho  centímetros,  de  forma  irregulary  dirigida 
en  sentido  transversal,  con  dos  puntos  de  supuración  sero-pu-- 
rulenta  correspondientes  á  la  desembocadura  de  dos  trayectos 
fistulosos  que  se  internan  en  los  tejidos  blandos  de  la  región, 
encontrándose  una  gran  parte  de  ésta  indurada;  y  3^  que  la  di- 
gestión del  sujeto  es  perezosa  por  la  inacción  prolongada  que  se 
ha  visto  obligado  aguardar;  arribando  los  facultativos  nombra- 
dos á  las  siguientes  conclusiones :  a)  que  la  herida  de  la  pierna 
es  grave;  b)  que  la  luxación  de  la  articulación  escápulo-hume- 
ral,  puede,  con  el  tiempo,  desaparecer  en  sus  consecuencias;  c) 
que  estas  lesiones  aún  no  están  completamente  curadas,  lo  que 
se  explica  por  su  naturaleza  contusa  y  por  los  desórdenes  con- 
siderables queprodujeroUy  pudiendo,  sin  embargo,   esperar  su 
curación  en  un  tiempo  más  6  menos  próximo,  si  es  que  no  media- 
ra algún  accidente  extraño  al  proceso;  d)  que  el  estado  general 
de  Garayar  es  satisfactorio,  no  obstante  hallarse  debilitado, 
por  la  prolongada  y  abundante  supuración  de  la  herida  del  mus- 
lo; e)  que  Garayar  puede  ya  dirigir  su  negocio,  pero  está  por 
ahora  imposibilitado  para  desempeñar  cualquier  trabajo  que  re- 
quiera esfuerzo;  y,  f)  por  último,  que  es  de  advertir  que  á  pe- 
sar del  estado  satisfactorio  que  se  ha  indicado  anteriormente, 
la  clase  de  lesiones  recibidas  por  Garayar,  dejan  siempre  predis- 
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posioioQ  á  sufrir  nuevos  accidentes  nn  las  partes  afectadas.  Se 
ha  probado,  además,  el  destrozo  completo  de  la  jardinera  del  de- 
mandado. 

9°  Que  el  valor  de  esta  última,  se  ha  constatado  ser  el  de 
trescientos  pe^os  moneda  nacional,  délos  cuales  rebajados  equi- 
tativamente ochenta  pesos  por  los  fierros  de  ese  vehículo,  que 
Garayar  confiesa  haber  aprovechado,  queda  en  220  pesos  mo- 
neda nacional. 

10^  Que  asimismo  se  ha  constatado  por  las  declaraciones  de 
fojas  62^  64,  67  y  68,  que  la  cantidad  que  Oarayar  podía  ganar 
mensualmente,  es  la  de  300  pesos  moneda  nacional  de  curso  le- 
gal, tomando  por  base  la  ocupación  á  que  de  ordinario  se  dedi- 
ca y  que  es  la  de  atención  de  un  almacén  y  una  jardinera. 

11®  Que  según  se  desprende  de  los  autos,  el  tiempo  que  ha 
durado  la  imposibilidad  de  Garayar  para  atender  su  negocio,  es 
el  que  corre  desde  el  1^  de  Octubre  de  1890,  en  que  tuvo  lugar 
el  suceso  que  se  juzga,  hasta  el  1®  de  Junio  de  1891,  en  que, 
con  pocos  días  de  diferencia,  los  facultativos  Capdevila  y  Qui- 
roga,  dicen  podría  ya  Garazar  dirigir  su  negocio,  ósea  el  espa- 
cio de  ocho  meses,  que  á  razón  de  300  pesos  al  mes,  hacen  un 
perjuicio  importante  2400  pesos,  que  deben  serle  abonados 
á Garayar,  juntamente  con  los  220,  importe  de  la  jardinera 
destrozada  por  la  empresa  que  produjo  esos  perjuicios. 

12®  Que  otro  de  los  perjuicios  causados  al  mismo  Garayar  pox 
la  empresa  demandada,  y  que  debe  abonarle,  es  el  de  los  gastos 
de  su  curación. 

13®  Que  apreciando  equitativamente  los  demás  perjuicios 
originados  al  mismo  por  la  dicha  empresa,  y  que  consiste  entre 
otros,  en  el  de  la  predisposición  á  sufrir  nuevos  accidentes  en 
las  partes  afectadas  é  imposibilidad  para  desempeñar  cualquier 
trabajo  que  requiera  esfuerzos  y  á  que  se  refieren  las  conclusio- 
nes 4''  y  5*"  del  informe  pericial  de  foja  46,  el  Juzgado  los  ava- 
lúa en  justicia  y  equidad,  en  la  suma  de  8000  pesos  moneda 
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nacional  de  corso  legal,  teniendo  para  ello  presente  laescalaso- 
cial  á  qne  el  demandado  pertenece. 

14^  Que  noobstante  lo  expuesto  por  el  actor  en  el  número  60 
de  su  elegatode  bien  probado,  respecto  á  la  nueva  y  más  alar- 
mante faz  qne  se  dice  haber  tomado  las  heridas  de  Q^arayar,  el 
Juzgado  no  manda  hacer  la  nueva  inspección  pericial  que  se  so- 
licita, porque  de  los  informes  verbales  que  al  estudiar  esta  cau- 
ca ha  tomado  de  los  facultativos  doctores  Quiroga  y  Capdevila 
que  han  vuelto  á  ver  al  demandado,  resulta  no  existir  en  los  su- 
frimientos del  enfermo  otra  variación  que  las  consecutivas  6  ne- 
cesarias del  mal  que  les  da  origen  y  que  ya  se  preveyeron  en  la 
conclusión  5^  del  informe  de  foja  46,  respondiendo  aquellas  á 
esquirlas  desprendidas  del  hueso  del  muslo  fracturado  y  que 
signen  el  proceso  consiguiente  á  su  eliminación. 

Por  estos  fundamentos^  definitivamente  juzgando,  fallo:  ha- 
ciendo lugar  á  la  demanda  interpuesta,  y  en  consecuencia,  se 
declara  que  la  empresa  del  Ferrocarril  de  Buenos  Aires  y  Rosa- 
rio, se  encuentra  obligada  á  abonar  y  abone  dentro  del  término 
de  diez  días  posteriores  á  la  de  la  ejecutoria  de  esta  sentencia, 
la  suma  de  10.680  pesos  moneda  nacional  de  curso  legal,  im- 
porte de  los  perjuicios  que  el  demandado  ha  irrogado  al  deman- 
dante, según  se  ha  constatado  en  autos,  con  más  los  gastos 
completos  de  curación  de  Garayar  y  costas  del  juicio. 

Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

G.  Escalera  y  Zuviría. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  10  de  1897. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  de  acuerdo  con  lo  resuelto  por 
esta  Suprema  Corte  en  caso  análogo  (serie  cuarta,  tomo  terce- 


214  FALLOS  DE  LA  SDPR£MA  CORTE 

ro,  página  doscientas  noventa  y  cinco),  y  teniendo  en  conside- 
ración que  la  condenación  en  costas  entra  en  la  indemnización 
debida  al  damnificado,  cuando  el  dererecho  á  ella  se  ha  negado 
en  absoluto,  como  en  el  presente  caso,  se  confirma,  con  costas, 
la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  setenta  y  siete.  Bepuestos 
los  sellos,  devnélTanse. 

benjamín  paz.  — LUIS  V.  VÁRELA.  — 
ABEL  BAZAN .  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA  liXYIIt 


La  compañía  c  Depósitos  y  Muelle  de  las  Catalinas  > ,  contra  el 
Gobierno  de  la  Nación;  sobre  giro  de  cargas  é  indemnización 
de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  — 1®  La  concesión  acordada  á  la  sociedad  c  Depó- 
sitos al  norte  y  muelle  de  las  Catalinas  »  por  decreto  de  21  de 
Julio  de  1875,  y  aprobada  por  ley  de  12  de  Octubre  de  1877, 
está  en  vigor . 

2®  Esa  concesión  no  comprende  el  derecho  al  prorateo  de  la 
carga  con  los  almacenes  que  el  gobierno  construye  en  los  terre* 
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nos  ganados  al  Bio  de  la  Plata,  por  las  obras  del  puerto ;  pero  lo 
comprende  respecto  de  los  demás  depósitos  de  la  Capital,  en  la 
proporción  y  condiciones  establecidas  en  el  artículo  1®  del  de- 
creto citado,  7,  por  consiguiente,  la  compañía  tiene  acción  á  ser 
indemnizada  por  la  falta  de  giro  proporcional  que  se  hubiese 
efectuado  de  la  carga  en  la  medida  de  la  priTacion  de  ese  de« 
recho. 


Caso.  —  Besulta  del 


Fallo  del  Jíuea  rederta 


Buenos  Aires,  Octubre  16  de  1895. 

Vistos  estos  autos  :  en  la  demanda  interpuesta  por  don  Gle- 
mentino  Sañudo,  en  representación  de  la  empresa  c  Depósitos  y 
Muelle  de  las  Catalinas»,  á  mérito  de  la  autorización  conferi- 
da por  la  ley  número  2900,  de  fecha  4  de  Octubre  de  1893,  con- 
tra el  Exmo.  Gobierno  de  la  Nación,  por  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios  que  dice  leba  irrogado  y  sigue  irrogándole  la 
vigencia  del  artículo  10  del  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  fe- 
cha 4  de  Setiembre  de  1890,  resulta : 

Que  como  fundamentos  de  la  demanda  se  aducen  los  hechos 
siguientes: 


I 


Que  el  señor  Francisco  Seeber,  como  representante  de  la  aso- 
ciación que  posteriormente  debía  llamarse  c  Empresa  de  Depó- 
sitos y  Muelle  de  las  Catalinas»  obtuvo  en  1867  permiso  para 
habilitar  almacenes  generales  en  la  barraca  de  Fragueiro,  que 
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faeron  destinados  á  recibir  mercaderías  á  depósito  de  los  di- 
versos consignatarios;  y  posteriormente,  en  1872,  para  construir 
nuevos  depósitos  de  aduana  en  la  barraca  aludida  y  un  maelle 
de  carga  y  descarga  en  el  paraje  denominado  las  c  Catalinas  > 
y  €  La  Batería»,  estableciéndose  en  el  artículo  3®  del  decreto 
respectivo  de  concesión,  que  siempre  que  los  depósitos  del  go- 
bierno estuviesen  ocupados  con  un  número  de  bultos  suñciente 
á  cubrir  su  renta,  la  administración  de  aduana  permitiría  lle- 
var á  los  depósitos  del  norte  las  mercaderías  de  los  consignata- 
rios que  lo  solicitasen,  reservándose  el  derecho  de  negar  este 
permiso  cuando  lo  considerase  perjudicial  á  los  intereses  del 
Estado.* 

Que  en  Noviembre  del  mismo  año  la  compañía  propuso  al 
Poder  Ejecutivo  la  construcción  de  los  almacenes  necesarios 
para  depósitos  de  Aduana,  bajo  la  condición  de  que  el  gobierno 
suprimiera  los  que  tenía  arrendados  sin  compromiso,  cuya  pro- 
puesta fué  aceptada  en  19  de  Junio  de  1873,  imponiéndose  á  la 
empresa  las  condiciones  que  en  este  decreto  se  expresan. 

Que  en  1875,  la  empresa  propuso  también  al  Poder  Ejecutivo 
la  construcción  de  diques  y  de  otros  depósitos  y  la  prolongación 
del  muelle,  todo  de  acuerdo  con  las  bases  que  acompañó  á  la  pro- 
puesta, dictando  en  seguida  y  previos  informes  favorables,  el 
decreto  de  21  de  Julio  de  1875,  por  el  que  se  resolvió  t  permitir 
á  la  empresa  la  prolongación  del  muelle  y  la  construcción  de 
las  demás  obras  que  propone  bajo  las  bases  del  contrato  co- 
rriente á  foja  tres,  para  hacer  las  operaciones  de  carga  y  des- 
carga y  depósitos  de  mercaderías;  debiendo  la  administración 
de  rentas  disponer  que  se  gire  carga  distribuyéndola  proporcio- 
nalmente  entre  estos  y  los  demás  depósitos,  según  su  cantidad, 
especie  y  la  comodidad  del  comercio»  (art.  1**),  cuyo  decreto  fué 
enteramente  aprobado  y  legalizado  por  la  ley  de  13  de  Octubre 
de  1877. 

Que  desde  1875  hasta  Setiembre  de  1890,  el  decreto  aludido 
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fué  camplído  sin  difícaltad,  girándose  la  carga  en   la  forma  y 
proporción  establecida  en  él. 

Qne  el  decreto  del  75,  convertido  en  ley  el  77,  dejó  sin  efecto 
todos  los  decretos  anteriores  relativos  á  las  Catalinas,  especial- 
mente los  qne  le  eran  opuestos  ó  contenían  disposiciones  contra- 
rias áios  suyos,  entre  los  qne  se  hallaba  el  de  19  de  Junio  de 
1873,  agregando  que  los  almacenes  construidos  desde  1875  y 
aún  desde  1872  en  adelante,  lo  han  sido  por  incitación  de  las 
autoridades  de  la  aduana  y  con  intervención  de  las  oficinas  com- 
petentes . 

Que  en  8  de  Marzo  de  1890^  la  dirección  de  rentas  ofició  al 
administrador  de  rentas,  manifestándole  que  habia  observado 
que  existían  muy  pocas  embarcaciones  en  el  dique  número  uno 
y  en  la  Dársena  Sud  y  que  los  almacenes  del  fisco  estaban  va- 
cíos, por  lo  cual  le  ordenaba,  entre  otras  medidas,  cno  girar  bu- 
que alguno  á  depósitos  particulares  sino  cuando  los  del  gobierno 
estuviesen  repletos  y  no  pudiesen  contener  más  mercade- 
rías ».  Que  reclamada  esta  orden,  el  ministro,  por  una 
resolución  de  carácter  interno,  y  con  su  sola  firma,  apro- 
bó los  procedimientos  de  la  dirección  de  rentas  en  23  de 
Julio  de  1890,  resolución  que  no  tuvo  efecto  en  la  práctica;  pe- 
ro el  4  de  Setiembre  del  niismo  año,  el  Poder  Ejecutivo  expidió 
un  decreto  sobre  giro  de  cargas,  entradas  de  buques  al  puerto, 
etc.,  disponiéndose  por  su  artículo  10  lo  siguiente:  c  Siempre 
que  en  los  depósitos  fiscales  de  propiedad  de  la  nación  hubiese 
lugar  par^  recibir  mercaderías,  la  administración  de  Aduana  no 
podrá  destinar  carga  alguna  para  ser  depositada  en  almacenes 
de  empresas  particulares, salvo  los  casos  en  que  sea  imposible  la 
descarga  en  aquellos  por  deficiencia  de  aparatos  >;  y  en  el  13  : 
cLa  descarga  de  las  grandes  máquinas,  de  mayor  peso  de  quin- 
ce toneladas,  que  por  ahora  no  pueda  hacerse  dentro  de  la  Dár- 
sena y  diques,  se  efectuará  en  Catalinas  ó  en  el  muelle  hubilita- 
do  donde  el  introductor  lo  solicite  » . 
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Que  reclamado  por  la  empresa  este  decreto^objetando  el  artf* 
culo  10  como  ?iolatorio  de  sus  derechos,  el  Poder  Ejeoutivo  im- 
prlmió  al  reclamo  una  larga  tramitación  en  que  le  fueron  ad- 
versos los  dictámenes  de  la  dirección  de  rentas  y  procurador 
del  tesoro,  menos  el  del  Procurador  General,  de  fecha  10  de 
Diciembre  de  1890,  que  consignó  todos  los  antecedentes  de  la 
cuestión,  expidiéndose  del  modo  más  terminante,  reconociendo 
los  derechos  adquirido»  perpetua  é  irrevocablemente  por  la 
compañía;  pero  sin  resolverse  nada  al  respecto,  se  acordó,  por 
fin*  librar  los  reclamos  pendientes  á  la  decisión  de  arbitros,  y  el 
Honorable  Congreso,  en  vez  de  aprobar  el  decreto  referente  á 
este  convenio,  sancionó  una  ley  autorizando  á  la  empresa  para 
reclamar  en  juicio  contra  la  nación,  ante  los  tribunales  federa- 
les, el  reconocimiento  de  sus  derechos,  desconocidos  y  atacados 
por  el  decreto  de  4  de  Setiembre  de  1890. 


II 


Consigna  aquí  los  razonamientos  de  la  Dirección  de  Rentas  y 
procurador  del  tesoro  impugnando  los  reclamos  de  la  compañía 
y  en  relación  á  ellos  observa. 


III 


Que  el  decreto  de  1873  ha  sido  derogado  por  el  de  1875  y  por 
la  ley  del  77  que  aprobó  este  último,  y  es  obvio  que  un  decreto 
posterior  deroga  al  anterior,  y  más  aún,  que  una  ley  deroga  un 
decreto,  siendo  de  observarse  que  la  cláusula  segunda  del  decreto 
del  73  deja  á  discreoion  de  la  aduana  el  giro  de  cargas  á  las 
Catalinas  mientras  que  el  artículo  1^  del  decreto  de  75  ordena 
imperativamente  á  la  administración  de  rentas  que  se  distri- 
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bayao  proporcionalmente  las  cargas  entre  los  almacenes  de  la 
compañia  y  los  demás  depósitos;  y  siendo  imposible  la  subsis- 
tencia de  los  dos  preceptos,  como  contrarios  entre  sí,  es  claro 
qne  debe  regir  el  último  que  tiene  á  su  favor  también  la  auto- 
ridad del  Congreso.  Agrega  qne  en  la  sesión  del  senado  del  12 
de  Octubre  de  1877,  se  estableció  que  la  concesión  otorgada  á 
la  empresa  de  las  Catalinas  por  el  decreto  de  21  de  Julio  de 
1875,  era  á  perpetuidad  y  que  por  ella  quedaban  derogadas  to- 
das las  concesiones  anteriores  á  que  aludían  el  decreto  de  1873 
y  los  que  le  precedieron. 

IV 

Que  en  cuanto  al  argumento  designado  en  el  número  2*  (In- 
formes de  la  Dirección  de  Rentas  y  del  Procurador  del  tesoro) 
él  en  nada  hiere  la  cuestión, porque  nada  tiene  quehacer  la  obli- 
gación del  gobierno  de  girar  cargas  á  los  depósitos  de  las  Ca- 
talinas en  una  proporción  determinada  con  el  hecho  de  que  el 
Poder  Ejecutivo  haya  librado  de  trabas  la  construcción  del  puer- 
to y  haya  declarado  que  edificaría  depósitos  siempre  que  tuviera 
la  voluntad  de  hacerlo . 

Que  el  gobierno  ha  podido  realizar  el  puerto  ó  construir  de- 
pósitos, sin  que  eso  le  haya  impedido  ni  le  impida  cumplir  inde- 
finidamente el  compromiso  contraído  con  la  empresa.  Agrega 
que  en  los  considerandos  del  decreto  del  75,  el  Poder  Ejecutivo 
no  libra  de  trabas  á  la  obra  del  puerto,  pues  que,  al  contrario, 
hace  constar  que  las  obras  proyectadas  no  perjudican  ni  á  la 
navegación  ni  al  proyecto  del  puerto. 


Que  no  es  exacto  que  la  proporcionalidad  áque  alude  el  artí- 
culo 1^  del  decreto  de  1875,  se  refiere  á  los  depósitos  de  las  Ca- 
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talinas  y  á  los  otros  depósitos  particulares,  porque  el  artículo 
mencionado  dice  que  la  carga  se  girará  proporcionalmente  entre 
los  almacenes  de  la  compañía  y  los  demás  depósitos.,  sin  hacer 
distinción  alguna  de  ellos,  y  que  durante  quince  años  se  enten- 
dió y  observó  constantemente  que  la  proporcionalidad  era  entre 
los  depósitos  de  las  Catalinas  y  los  depósitos  generales. 


VI 


Que  en  el  conflicto  entre  el  gobierno  y  la  compañía,  no  se  halla 
como  se  pretende,  en  contradicción  el  interés  privado  de  una  so- 
ciedad con  el  interés  general  del  Estado,  sino  el  derecho  de  la 
compañía  con  el  interés  del  gobierno  en  su  calidad  de  persona 
jurídica  y  no  como  entidad  política,  como  persona  de  derecho 
público. 

Que  la  obligación  del  fisco  de  girar  mercaderías  á  la  empresa, 
y  el  derecho  correlativo  de  ésta  á  exigir  que  se  le  gire,  no  afecta 
ninguna  atribución  del  gobierno.  Agrega  que  el  almacenaje  no 
es  un  importe  sino  el  precio  de  depósito,  y  que  no  es  indispen- 
sable que  el  gobierno  tenga  almacenes  para  la  guarda  de  las 
mercaderías  que  llegan  á  sus  puertos;  como  en  la  generalidad  de 
las  naciones,  los  almacenes  para  depósitos  de  mercaderías  exis- 
tentes en  los  puertos  ó  aduanas  pertenecen  á  particulares  6  á 
empresas  privadas. 


VII 


Que  aunque  no  existieran  el  decreto  y  ley  de  concesión,  el  Po- 
der Ejecutivo  no  habría  podido  dictar  el  artículo  10  del  decreto 
de  4  de  Setiembre,  si  de  él  hubiera  de  seguirse,  como  se  seguirá 
seguramente  sí  él  continúa  en  vigencia,  el  aniquilamiento  de 
los  derechos  de  la  compañía  y  ruina,  porque  es  deber  primordial 
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del  gobieiBo  asegurar  y  proteger  todos  ios  derechos  legítima- 
mente creados,  y  el  Estado  faltaría  alas  obligaciones  que  le  im- 
pone la  Constitución  si  propendiera  á  destruirlos  por  un  acto 
despótico. 

VIII 

Que  los  perjuicios  irrogados  á  la  empresa  por  la  vigencia  del 
artículo  10  del  decreto  de  1890  consisten : 

1^  En  el  importe  del  almacenaje  y  eslingaje  que  la  compañía 
ha  dejado  de  percibir  por  no  habérsele  girado  cargas  en  la  pro- 
porción á  que  le  da  derecho  el  artículo  1^  del  decreto  de  1875; 

2®  En  la  depreciación  que  han  sufrido  las  acciones  á  conse- 
cuencia de  aquel  decreto,  estableciéndose  el  monto  de  los  de  la 
primera  categoría  en  la  planilla  que  acompaña  y  que  asciende, 
hasta  el  28  de  Febrero  del  año  pasado,  á  la  cantidad  de 
1.398.823  pesos  con  17  centavos  moneda  nacional. 


IX 


Pide,  en  conclusión,  se  declare  que  el  gobiernoestá  obligado á 
girar  cargase  los  almacenes  de  la  empresa  c  Depósitos  y  muelle 
de  las  Catalinas  »,  en  la  proporción  establecida  por  el  artículo 
1®  del  decreto  de  21  de  Julio  de  1875;  y  se  condene  al  Poder 
Ejecutivo  á  indemnizar  á  la  empresa  el  importe  de  los  daños  y 
perjuicios  que  le  irroga  y  sigue  irrogándole  la  vigencia  del 
enunciado  decreto  en  su  artículo  10,  con  más  el  pago  de  las  cos- 
tas del  juicio. 

Comunicada  en  traslado  la  demanda  al  Poder  Ejecutivo,  el 
doctor  Enrique  Grarcla  Merou,  en  representación  del  mismo,  con- 
testa á  foja  28  exponiendo  por  su  parte : 
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Qae  reclamada^  en  efecto, por  la  empresa  laresolaeíon  del  Po- 
der Ejecntivo  de  4  de  Setiembre  de  1890,  reglamentando  la  en- 
trada de  buques  7  las  operaciones  de  carga  y  descarga  en  el 
puerto  de  la  Capital,  exponiendo  entonces  análogas  considera- 
ciones á  las  que  fundan  su  demanda,  el  Poder  Ejecutivo  no  se 
creyó  habilitado  para  pronunciarse  inmediatamente  sobre  la 
reclamación  de  la  empresa,  en  vista  de  la  absoluta  disconformi- 
dad entre  los  informes  de  la  dirección  general  de  rentas  y  del 
procurador  del  tesoro  con  el  del  procurador  general  de  la  nación^ 
quedando,  empero,  vigente  el  decreto  aludido  que  la  originaba; 
alentada  aquella  por  la  opinión  favorable  á  sus  pretensiones  de 
este  último  funcionario,  insistió  en  sus  gestiones  y  por  vía  de 
transacción  convino  en  el  arreglo  de  que  instruye  el  mensaje  y 
proyeoto  de  ley  remitido  al  Honorable  Congreso  en  16  de  Octu- 
bre de  1891,  consistente  en  contratar  con  la  empresa  la  admi- 
nistración y  explotación  de  los  almacenes  fiscales  de  la  Aduana 
de  la  Capital,  sobre  la  base  de  la  fusión  del  servicio  existente 
de  la  empresa  con  el  del  fisco  y  la  constitución  de  un  servicio 
general  que  ésta  administraría  por  un  número  de  años  en  par- 
ticipación de  utilidades  con  el  fisco. 

Que  aplazada  en  el  honorable  Senado  la  consideración  del  pro- 
yecto, la  empresa  propuso  someter  la  cuestión  á  la  decisión  de 
un  tribunal  arbitral,  y  aceptada  ésta  se  requirió  del  Congreso 
la  autorización  del  caso,  que  fué  negada,  facultándose  en  cam- 
bio á  la  empresa  para  deducir  la  presente  demanda  contra  la 
nación. 

II 

Enunciando  el  origen  de  la  concesión  actual  álaempresa,  men- 
ciona como  en  la  demanda  los  decretos  ya  citados  de  16  de  Agos- 
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to  de  1872,  otorgando  el  permiso  pedido,  por  el  término  de  diez 
años,  para  la  constrnccion  de  los  depósitos  particulares  del  norte 
7  del  muelle  de  las  Catalinas;  la  propuesta  de  la  empresa  del  22 
de  Noviembre  del  mismo  año  é  informes  del  administrador  de 
rentas  señor  Aguirre,  de  7  de  Enero  de  1873,  y  de  la  oficina  de 
ingenieros  nacionales,  y  decreto  de  19  de  Junio  del  mismo  año, 
declarando  que  el  gobierno  tomaría  para  depósitos  generales  de 
aduanas  los  almacenes  que  la  empresa  se  proponía  construir, 
bajo  las  condiciones  que  en  el  mismo  se  expresan. 

Que  dictado  el  decreto  de  19  de  Junio  de  1873,  la  empresa 
inició  varias  gestiones  tendentes  á  modificar  las  cláusulas  que 
ponían  á  cubierto  los  intereses  del  fisco,  y  el  Poder  Ejecutivo, 
después  de  los  informes  adversos  de  la  alcaidía  y  del  adminis- 
trador de  rentas  señor  Cristóbal  Aguirre,  rechazó,  por  decreto 
de  30  de  Enero  de  1874,  las  pretensiones  de  la  empresa,  quien 
en  ese  mismo  día  solicitó  se  declarase  que  los  almacenes  del  es- 
tado á  que  se  refiere  la  cláusula  2*  del  decreto  de  1873,  son  los 
que  actualmente  posee  y  los  que  pueden  hacerse  en  el  puerto  de 
abrigo  que  se  trata  de  construir,  pero  no  los- que  tiene  alquila- 
dos luego  que  terminen  los  contratos  de  locación,  ampliación 
que  fué  también  rechazada  en  fecha  13  de  Marzo  de  1874. 

Que  en  10  de  Marzo  de  1875], la  empresa  propaso  al  Poder  Eje- 
cutivo la  construcción  dediques  y  otros  depósitos  como  también 
la  prolongación  del  muelle  bajólas  bases  que  acompañaba,  dec- 

■ 

larandoqne  no  pedía  privilegio  alguno;  y  considerada  por  el  res- 
guardo y  administración  de  rentas  conveniente  la  propuesta,  en 
general,  con  limitaciones  sobre  ciertas  bases^  se  dictó  el  decreto 
de  21  de  Julio  de  1875  en  que  se  funda  la  demanda. 

Que  en  13  de  Octubre  de  1877  fué  promulgada  la  ley  núme- 
ro 902,  aprobándose  la  concesión  que  se  acordó  á  la  empresa 
por  decreto  de  21  de  Julio  de  1875. 
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III 


Que  la  empresa  pretende  que  el  gobierno  está  obligado  á  gi- 
rar cargas  á  sus  almacenes  proporcionalmente  á  su  capacidad 
con  relación  á  los  del  físco^  lo  que  implica  el  derecho  de  concu- 
rrir indefinidamente  con  éste,  participando  á  perpetuidad  de  las 
utilidades  de  impuestos  públicos,  pretensión  que  reposa  en  sim- 
ples deducciones  superficiales  de  cláusulas  que  ofrecen  enreali- 
dad  un  sentido  distinto  de  que  se  les  atribuye. 


IV 


Que  las  autoridades  aduaneras  han  entendido  siempre  que  el 
depósito  es  un  servicio  público,  que  sólo  por  excepción,  cocdicio- 
nalmente  para  ciertas  mercaderías  y  bajo  una  fiscalización  ad- 
ministrativa discrecional,  ha  podido  ó  puede  prestarse  por  par- 
ticulares ó  empresas  privadas,  mientras  el  Estado  no  dispnsiose 
de  suficientes  almacenes  de  su  propiedad;  concepto  que  se  des- 
prende de  todas  las  leyes  y  decretos  dictados  sobre  almacenaje 
y  depósito  para  la  Aduaaa  de  esta  ciudad. 

Que  la  empresa  no  ha  gestionado  en  un  principio,  ni  después, 
el  derecho  de  concurrir  para  el  depósito  de  mercaderías  con  los 
almacenes  que  construyese  el  gobierno,  siendo  su  única  aspira- 
ción que  se  suprimiesen  los  depósitos  particulares,  demostrando 
también  los  documentos  relativos  á  sus  reclamaciones,  que  ella 
concretaba  sus  esfuerzos  á  monopolizar  el  almacenaje  de  las 
cargas  que  no  tuviesen  cabida  en  los  almacenes  fiscales  existen- 
tes, ó  en  los  que  el  gobierno  pudiese  construir. 

Que  el  decreto  de  21  de  Julio  de  1875,  ampliando  la  concesión 
primitiva,  lejos  de  derogar  el  de  Junio  de  1873,  lo  ratifica  en 
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suB  considerandos,  pues  en  el  1^  se  establece  que  el  permiso  se 
acuerda  bajo  la  condición  expresa  de  que  las  obras  de  prolonga- 
ción del  muelle  y  construcción  de  almacenes  de  depósito,  no 
perjudiquen,  ni  á  la  navegación,  ni  al  proyecto  de  puerto^  y  no 
puede  pretenderse  aboraqne  se  perjudiquen  las  obras  del  puer- 
to teniendo  vacíos  sus  depósitos  para  que  se  encuentren  reple- 
tos los  de  las  Catalinas. 

Pasa  en  seguida  á  explicar  el  alcance  de  la  disposición  con- 
tenida en  el  artículo  I''  del  decreto  de  1875  que  dice:  ...c  de- 
biendo la  administración  de  Rentas  disponer  que  se  gire  carga 
distribuyéndola  proporcionalmente  entre  éstos  y  los  demáF  de- 
pósitos, según  su  cantidad,  especie  y  la  comodidad  del  comer- 
cio >;  aduciendo  extensas  consideraciones  tendentes  á  demos- 
trar quB  dicbo  artículo  no  derogó  en  absoluto  todas  las  resolu- 
ciones anteriores  sobre  la  concesión,  como  lo  pretende  la  empre- 
sa, á  cuyo  efecto  invoca  la  discusión  habida  en  el  honorable 
Senado  con  motivo  de  la  ley  aprobatoria  del  decreto  alu- 
dido. 


Befuta  aquí  los  argumentos  de  la  demanda  sosteniendo  que 
la  concesión  hecha  á  la  empresa  ha  sido,  desde  su  origen 
hasta  el  dia,  transitoria,  como  lo  demuestran  los  decretos  del 
Poder  Ejecutivo  y  las  prescripciones  de  las  ordenanzas,  las  con- 
diciones de  la  operación  comercial  que  la  empresa  ha  llevado  á 
cabo  y  sus  propias  declaraciones. 


VI 


Que  en  resumen:  I""  El  decreto  de  21  de  Julio  de  1875  no  ha 
derogado  la  disposición  contenida  en  el  artículo  S®  del  de  17  de 
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Joüio  de  1873;  2°  Que  la  aprobación  de  la  concesión  de  1875 
hecha  por  la  ley  del  77  recayó  sobre  el  decreto  de  21  de  Julio 
de  1875^  con  el  mismo  carácter  y  alcance  que  tenía  al  tiempo 
de  ser  dictado;  3^  Que  la  referida  ley  fué  sancionada  por  la 
Cámara  de  Diputados  en  la  inteligencia  de  que  sólo  importa- 
ba revalidar  el  permiso  para  prolongar  el  muelle  de  las  Cata- 
linas^ haciéndolo  extensivo  á  las  obras  existentes,  construidas 
sin  autorización  legislativa;  4®  Que  el  Senado  prestó  su  san- 
ción en  la  inteligencia  de  que  la  concesión  que  se  aprobaba  no 
derogaba  lo  dispuesto  en  la  anterior  del  73,  sobre  las  obras  del 
puerto^  declarando  que  quedaba  subsistente  esa  condición  ;  5"* 
Que  el  artículo  3®  del  decreto  del  73  respondía  á  lo  establecido 
en  los  artículos  284  y  288de  lan  ordenanzas  de  Aduana  de  1866, 
concordantes  con  los  263  y  272  de  las  vigentes;  6^  Que  en  el  su- 
puesto de  tener  el^  alcance  que  la  empresa  atribuye  al  decreto 
del  75  se  trataría  de  una  convención  bilateral ,  cuyo  cumpli- 
miento no  podría  ésta  demandar  al  gobierno,  según  el  artícu- 
1201  del  Código  Civil,  por  haber  faltado  á  sus  obligaciones 
no  construyendo  los  ramales  y  muelle  transversal  que,  con  sus 
correspondientes  rompeolas,  debían  formar  el  puerto  de  abri- 
go para  los  buques  de  mediano  calado;  1^  Que  el  decreto  del  4 
de  Setiembre  de  1890  se  dictó  en  uso  de  un  derecho  perfecto, 
por  haberse  realizado  el  hecho  previsto  en  el  artículo  3®  del 
de  1873;  y  8^  Que  al  adoptar  esta  medida,  los  compromisos  del 
gobierno  respecto  al  giro  de  cargas  habían  cesado  por  la  ex* 
piracíon  del  término  fijado  al  efecto  y  por  haber  faltado  la 
compañía  á  sus  obligaciones. 

En  mérito  de  lo  relacionado  y 

Considerando:  1<>  Que  dados  los  hechos  alegados  por  las  partes, 
la  cuestión  á  resolverse  en  el  caso,  puede  reducirse  simplemente  á 
los  siguientes  términos:  Si  el  decreto  del  Poder  E  jecutivoNacional 
de  fecha  21  de  Julio  de  1875,  aprobado  por  la  ley  del  Congreso 
de  14de  Octubre  de  1877,  ha  derogado  ó  no  en  todas  sus  partes,  los 
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anteriores  de  fecha  16  de  Agosto  de  1872  y  19  de  Junio  de  1873^ 
referentes  á  las  concesiones  acordadas  á  la  empresa  c  Depósitos  y 
Muelle  de  las  Catalinas»,  paradecidir,enoonsecuencia,  sí  el  decre« 
to  último  de  4  de  Setiembre  de  1890  ha  sido  dictado  con  perfecta 
facultad  por  el  Poder  Ejecutivo  ó  por  el  contrarío  con  violación 
del  decreto  y  la  ley  aludidos,  como  se  preten<le  en  la  demanda. 

2^  Que  á  este  efecto  procede  analizar  el  carácter  é  índole 
de  las  concesiones  acordadas  á  la  empresa  demandante,  estu- 
diando éstas  en  su  letra  y  espíritu,  pura  decidir  igualmente  si 
la  ley  aprobatoria  del  decreto  de  21  de  Julio  de  1875  entendió 
acordar  la  concesión  que  se  invoca  con  e)  carácter  de  perpetua, 
como  también  se  sostiene  en  la  demanda. 

3^  Que  entrando  al  estudio  de  la  concesión  aludida,  se  vé 
que  ella  tiene  su  origen  en  el  decreto  de  l6de  Agosto  de  1872, 
recaído  en  una  solicitud  del  señor  Francisco  Seeber,  proponien- 
do la  construcción  de  almacenes  de  depósitos  en  la  Barraca  de 
Fragueiro  y  un  muelle  en  el  bajo  de  las  Catalinas.  Que  por 
dicho  decreto  se  concedió  permiso  al  señor  Seeber  para  cons- 
truir depósitos  de  aduanas  en  el  paraje  indicado,  bajo  los  pla- 
nos presentados,  estableciéndoseentreotras  las  siguientes  condi- 
ciones :  €  2®  que  el  término  de  la  concesión  será  de  10  años,  á 
contar  desde  la  fecha  del  decreto.  3**  Que  siempre  que  los  de- 
pósitos del  gobierno  estén  ocupados  por  un  número  de  bultos 
suficiente  para  cubrir  su  renta,  la  Administración  de  Aduana 
permitirá  que  vayan  á  los  depósitos  del  Norte  las  mercaderías 
délos  consignatarios  que  lo  soliciten,  resevándose  el  derecho  de 
negar  este  permiso  cuando  lo  considere  perjudicial  á  los  inte- 
reses del  Estado.  7®  Qae  el  concesionario  señor  Seeber,  ó  socie- 
dad que  representa,  se  obliga  á  remover  á  su  costa  el  muelle, 
cuando  á  juicio  del  gobierno  entorpezca  las  obras  del  puerto^ 
no  pudiendo  para  ello  pedir  indemnización  de  ninguna  especie 
y  comprometiéndose  á  levantarlo  en  el  término  de  tres  meses 
de  la  notificación  espresada». 
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4'^  Que,  como  se  vé,  esta  concesión^  la  primera  acordada  á 
la  empresa  demandante,  se  hallaba  limitada  no  sólo  en  cuanto 
al  tiempo  de  su  duración,  sino  también  en  cnanto  á  las  reser- 
vas que  el  gobierno  establecía  en  su  favor;  de  negar  el  envío 
de  carga  á  los  depósitos  do  aqoella,  como  de  hacer  remover  á 
costa  de  la  misma  el  muelle  á  construirse,  cuando  á  juicio  del 
gobierno  entorpeciera  las  obras  del  puerto. 

5®  Que  por  decreto  de  19  de  Junio  de  1873,  recaído  en  solici- 
tud del  señor  Juan  Aldao,  representante  de  la  empresa,  se  re- 
suelve contestar  á  ésta  que  se  tomará  para  depósitos  generales 
de  aduánalos  almacenes  que  se  propone  construir,  imponién- 
dose entre  otras  las  siguientes  condiciones:  €«..2^  Queda  á  dis- 
creción de  la  Aduana  mandar  á  estos  depósitos  las  mercaderías 
que  á  ella  convenga,  después  que  tenga  bien  ocupados  los  de  pro- 
piedad fiscal  y  los  contratados.  3"^  Que  si  se  lleva  á  efecto  la 
obra  del  puerto  al  frente  de  esta  ciudad  y  en  terreno  que  se 
gane  al  río  y  el  Estado  construyese  almacenes  de  depósitos,  ce- 
sará el  compromiso  que  aquí  contrae  con  los  peticionantes,  á 
medida  que  se  vdyan  habilitando  dichos  almacenes  fiscales.  4° 
Que  sólo  se  mandará  mercaderías  á  estos  depósitos  cuando  los 
depositantes  lo  pidan  y  la  Aduana  lo  consienta  >. 

6^  Que  el  decreto  transcripto,  como  el  anterior  de  1872,  tan 
esplícitos  y  claros  en  sus  disposiciones,  revela  como  se  vé  la 
previsión  y  propósito  en  el  Poder  Ejecutivo  de  salvar  en  todo 
tiempo  las  obras  del  puerto  proyectado,  al  establecer  que  se 
mandará  á  los  depósitos  de  la  empresa  las  mercaderías  que  á  la 
Aduana  convenga  después  que  tenga  bien  repletos  los  de  propie^ 
dad  fiscal  y  los  contratados;  como  de  que  en  caso  de  efectuarse 
la  obra  del  puerto  cesará  el  compromiso  con  los  peticionantes 
á  medida  que  se  vayan  habilitando  dichos  almacenes  fiscales^ 
es  decir,  los  que  el  Estado  construyese. 

T*  Que  posteriormente  y  á  mérito  de  una  propuesta  del  mismo 
señor  Juan  Aldao,  elevada  al  gobierno  en  10  de  Marzo  de  1875, 
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se  expidió  el  decreto  de  JqIío  21  del  mismo  año  resolviéndose  : 
el''  Permitir  á  la  sociedad  c  Depósitos  del  Norte  y  Muelle  de  las. 
Catalinas  »  la  prolongación' del  muelle  y  construcción  de  las  de- 
más obras  que  propone  en  la  base  del  contrato  corriente  á  foja 
S  para  hacerlas  operaciones  de  carga,  descarga  y  depósito  de 
mercaderías,  debiendo  la  Administración  de  Bentas  disponer 
qae  se  gire  carga  distribuyéndola  proporcionalmente  entre  es- 
tos y  los  demás  depósitos,  según  su  cantidad,  especie  y  la  como- 
didad del  comercio.  2®  Aceptar  en  consecuencia  todos  los  artí- 
culos de  las  bases  propuestas,  con  excepción  del  5°,  16°,  17^  y 
19®  en  cuanto  se  opone  á  los  considerandos  y  artículo  1®  de  este 
decreto.  3®  Aprobarlos  planos  presentados,  nombrando  una  co- 
misión compuesta  del  Administrador  de  Aduana,  Capitán  del 
Puerto  y  Presidente  de  la  Comisión  Nacional  de  ObrasPúblicas, 
para  que  inspecciónela  fiel  ejecución  de  las  obras,  de  manera 
que  resulten  útiles  por  su  seguridad  y  comodidad  alas  operacio- 
nes que  se  destinan  ». 

8'^  Que  este  decreto  fué  aprobado  por  la  ley  de  12  de  Octu- 
bre de  1877,  haciéndose  extensivas  las  cláusulas  del  mismo  á 
las  obras  existentes. 

9®  Que  desde  luego  se  observa  que  en  el  considerando  1°  del 
decreto  aludido  de  1875  se  establece  :  cQue  según  los  informes 
de  la  Administración  de  Aduana,  Comisión  de  Obras  Públicas 
y  demás  oficinas  subalternas  de  Hacienda,  hay  conveniencia 
para  la  administración  y  el  comercio  en  permitir  á  la  sociedad 
referida  la  construcción  de  almacenes  de  depósitos  y  la  prolon- 
gación del  muelle,  con  arrreglo  á  los  planos  presentados^  5tn  ^t^ 
las  referidas  obras  perjudiquen  ni  á  la  navegación  ni  al  pro- 
yecio  de  puertos.  En  el  segundo,  que  no  resulta  igual  conve- 
niencia en  suprimir  inmediatamente  ios  depósitos  particulares, 
sin  perjuicio  de  que  el  Poder  Ejecutivo  pueda  hacerlo  cuando 
ios  operaciones  de  Aduana  indicasen  su  oportunidad;  y  en  elter- 
cerOy  que  para  lahabilitacion  de  los  nuevos  depósitos,  no  es  indis- 
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pensable   que  el  Poder  Ejecutivo    se  obligue  á  no  crear  nuevos, 
cuando  las  necesidades  del  comercio  pudiesen  exigirlo. 

10°  Que  la  empresa  sostiene,  como  se  ha  visto,  que  el  decreto 
de  1875  y  ley  de  1877,  aprobatoria  del  mismo,  ha  derogado  los 
anteriores  referentes  á  su  concesión,  6  sea  los  ya  citados  de  1872 
y  1873.  Pero  &  este  respecto  es  de  observarse  que  ni  la  ley  ni  el 
decreto  enunciados,  contienen  en  sí  cláusula  alguna  derogatoria 
de  estos,  ni  de  sus  términos  puede  racionalmente  deducirse  que 
en  el  Poder  Ejecutivo  ni  en  el  Congreso  hubiera,  al  dictarlo,  la 
mente  de  derogar  las  cláusulas  contenidas  en  ellos  en  salva- 
guardia de  los  derechos  é  intereses  del  Estado. 

11°  Que,  por  el  contrario,  déla  propia  discusión  que  precedió 
á  la  sanción  de  la  ley  aludida,  que  es  sin  duda  la  mejor  fuente 
de  interpretación  de  la  misma,  se  desprende  el  propósito  y  evi- 
dente tendencia  de  salvaren  la  nueva  concesión  que  ella  acor- 
daba, las  cláusulas  que  con  tanta  previsión  se  consignaron  en 
las  anteriores,  amparando  para  el  futuro  los  intereses  del  Esta- 
do; y  como  lo  observa  muy  bien  la  Dirección  de  Rentas,  no  es 
presumible  que  sin  subvertir  los  principios  fundamentales  del 
derecho  administrativo,  el  Gobierno  de  la  Nación  se  ate  las  ma- 
nos en  obsequio  del  interés  particular,  cerrando  las  puertas  de  la 
nación  á  los  grandes  intereses  presentes  que  vienen  á  beneficiar 
las  obras  del  Puerto.  Ten  verdad  noesconcebibleque  al  acor- 
darse la  concesión  que  se  invoca,  se  quisiera  dejar  al  Estado  im- 
posibilitado perpetuamente  de  construir  almacenes  de  depósito 
en  su  puerto,  pues  no  otra  cosa  importaría  esa  concesión  en  la 
extensión  que  se  pretende,  desde  que  la  carga  girada  proporcio- 
nalmente  entre  los  almacenes  de  la  empresa  y  los  del  fiisco  po* 
día  dejar  á  éstos  vacíos,  como  ha  sucedido  ya,  motivándose  por 
ello  el  decreto  de  4  de  Setiembre  de  1890,  fundamento  de  la  de- 
manda. 

12^  Que  al  discutirse  en  el  honorable  Senado  la  ley  recorda- 
da, se  mencionó  expresamente  la  concesión  anterior  de  1872 


DE  JUSTiaA  NACIONAL  23 < 

y  el  señor  senador  doctor  Uladislao  Frias,  tratando  de  penetrar 
el  alcance  de  la  nneva  concesión,  pregnnta  á  la  comisión  si  ella 
entiende  que  por  ésta  queda  derogada  otra  que  antes  se  hizo  á 
la  misma  Empresa,  en  la  oaal  se  establecía  que  en  caso  de  que 
las  obras  de  este  muelle  y  dique  perjudicasen  á  las  obras  que 
se  proyectaban  respecto  al  puerto,  entonces  la  empresa  ten- 
dría que  levantarlos  á  su  costa,  sin  que  el  Estado  tuviera  que 
indemnizarle  cosa  alguna^  á  lo  que  contesta  el  señor  «cenador 
Igarzabal:  c  La  Comisión  entiende  que  toda  concesión  anterior 
que  se  oponga  á  ésta,  desaparece  ;  pero  entiende  también  que 
la  prolongación  de  este  muelle  no  perjudica  ni  puede  perjudi- 
car la  obra  del  puerto,  cualquiera  que  ella  sea»,  é  invoca  al 
efecto  el  informe  del  Departamento  de  Ingenieros  y  del  ingenie- 
ro señor  Moore,  repres  entante  del  señor  Bateman,  agregando: 
c  Por  eso  es  que  el  señor  Presidente  de  la  República,  en  el  de- 
creto de  aprobación  de  la  concesión,  establece  que  él  también  la 
concede  en  cuanto  no  se  oponga,  en  manera  alguna,  á  la  reali- 
zación de  las  obras  del  puerto». 

13^  Que  el  mismo  señor  senador  doctor  Frias,  para  acordar  su 
voto  al  artículo  2°  en  discusión,  interroga  nuevamente  :  €¿  En- 
tonces esa  condición  queda  subsistente?  »  y  el  señor  Igarzabal 
contesta:  «queda  subsistente  en  cuanto  lo  expresa  el  decreto  del 
Presidente  de  la  República.  Y  aquí  no  se  hace  otra  cosa  que 
aprobar  el  decreto,  con  ventajas  para  el  país^  puesto  qne  el 
tránsito  de  pasajeros  queda  libre,  y  la  empresa  hace  el  servicio 
gratnitamente  » ;  terminando  el  señor  Frias  :  «Yo  daré  mi  voto 
por  el  artículo  que  se  discute,  en  la  inteligencia  de  que  esta  nue- 
va concesión  que  se  hace  á  la  empresa  (alude  al  decreto  de 
1875)  no  deroga  loque  se  dispuso  anteriormente  en  nna  conce- 
sión hecha  el  año  1872 ;  es  decir,  qne  queda  subsistente  en  esa 
concesión  todo  lo  que  no  sea  contrario  á  la  realización  de  la 
obra  del  Puerto  ».  (Sesión  del  honorable  Senado,  de  12  de  Oc- 
tubre de  1877). 
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14^  Qne  entonces,  pues,  la  interpretación  á  la  ley  qae  fluye 
en  los  antecedentes  que  precedieron  á  su  Bancion,  no  puede 
ser  otra  que  la  que  se  le  da  y  se  le  ha  dado  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo é  informe  de  las  oñcinas  de  su  dependencia,  al  dictar  la  úl- 
tima resolución  de  4  de  Setiembre  de  1890,  considerando  sab- 
bistentes  las  cláusulas  de  la  anterior  ó  anteriores  concesiones, 
procediendo  de  acuerdo  con  lo  que  prescriben  las  ordenanzas  de 
aduana  respecto  al  depósito  de  mercaderías  generales  y  en  uso 
de  la  facultad  reservada  por  el  artículo  3^  del  decreto  de  19  de 
Junio  de  1878,  concordante  con  las  salvedades  consignadas  en 
los  considerandos  de  1875. 

15°  Que  )a  última  concesión  contenida  en  ei  decreto  de 
1875  no  es  más,  entonces,  que  una  ampliación  de  la  primi- 
tiva y  de  la  otorgada  por  el  de  19  de  Junio  de  1873,  pues  en  el 
primer  considerando  de  aquel  se  establece  que  el  permiso  se 
acuerda  bajo  la  expresa  condición  de  que  las  obras  de  prolon- 
gación del  muelle,  como  construcción  de  almacenes  de  depó- 
sitos, no  perjudiquen  ni  á  la  navegación  ni  al  proyecto  del  puer- 
to ;  y  no  otra  cosa  importaría  conceptuar  esa  concesión  en  la 
amplitud  que  se  pretende,  porque  entonces  habría  el  peligro  de 
que  los  depósitos  fiscales  construidos  en  el  puerto  quedaran  va- 
cíos como  ha  sucedido  ya,  y  por  consiguiente  sin  objeto  si  hu- 
biera de  llevarse  la  carga  á  los  de  la  empresa  con  preferencia 
á  estos  ó  en  la  proporción  qne  se  invoca,  lo  que,  como  se  ha  di- 
cho ya,  motivó  la  resolución  de  la  Dirección  de  Rentas  de  8  de 
Mayo  de  1890  y  decreto  de  4  de  Setiembre  del  mismo. 

16"*  Que  la  Empresa,  como  se  ha  visto,  invoca  en  defensa  de  sus 
derechos  los  términos  en  que  se  halla  consignado  el  articulóla 
del  decreto  de  1875  y  que  dice  al  final:  c  debiendo  la  adminis* 
tracion  de  Rentas  disponer  que  se  gire  carga^  distribuyéndola 
proporcionalmente  entre  éstos  y  los  demás  depósitos,  según  su 
cantidad,  especie  y  la  comodidad  del  comercio  >,  sosteniendo  que 
el  giro  de  la  carga  debe  hacerse  proporcionalmente  entre  sus 
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depósitos  y  todos  los  demás,  es  decir,  los  particnlares  y  los  del 
Fisco ;  pero  esta  iaterpretacion,  en  el  sentido  de  qne  las  palabras 
y  los  demás  depósitos  comprende  también  los  almacenes  de  pro- 
propiedad fiscal,  no  es  admisible^  ni  se  deduce  del  espirito  y 
tendencia  del  mismo  decreto,  pues  se  ha  visto  ya  que  en  los 
considerandos  del  mismo  se  coloca  como  libre  de  toda  traba  el 
proyecto  de  construcción  de  un  puerto  y  la  facultad  del  Poder 
Ejecutivo  de  crear  nuevos  depósitos^  cuando  lo  creyese  oportu- 
no, salvedades  que  demuestran  evidentemente  que  en  este  de- 
creto ha  habido  también  el  propósito  de  no  trabar  la  acción  del 
gobierno  en  lo  que  respecta  á  la  construcción  del  puerto  y  depó- 
sitos fiscales. 

i7®  Que  entonces,  pues,  no  cabe  otra  interpretación  ala  cláu- 
sula indicada  que  la  que -le  ha  dado  la  Dirección  de  Rentas  al 
sostener  que  la  proporcionalidad  proscripta  en  ella  debía  obser- 
varse solamente  entre  los  depósitos  particulares  y  los  que  cons- 
truyesela Empresa,  pues,  como  bien  se  dice,  no  es  posible  supo- 
nerque  el  Poder  Ejecutivo,  que  tan  celoso  se  mostraba  de  no 
comprometer  sus  altas  atribuciones  administrativas  en  el  de- 
creto de  1873  y  en  los  considerandos  del  de  1875,  abdicara  de 
esas  atribuciones  y  creara  una  competencia  desastrosa  é  insó- 
lita entre  los  depósitos  costeados  con  dineros  fiscales  y  los  depó- 
sitos construidos  por  una  empresa  particular. 

18°  Queademás,  el  artículo S"" del  decreto  de  1875,  al  aceptar 
las  bases  propuesta?  por  la  Empresa,  excluye  eipresamente  los 
artículos  5,  16, 17  y  19  agregando:  c  en  cuanto  se  oponen  á  los 
considerandos  y  artículo  1°  de  este  decreto».  Ahora  bien,  lara- 
zon  de  eliminar  el  decreto  y  ley  aprobatoria  de  éste,  especial- 
mente las  cláusulas  16  y  17,  se  manifiesta  en  sus  propios  consi- 
derandos, al  establecerse  que  hay  cunveniencia  en  permitir  la 
construcción  de  almacenes  de  depósitos,  etc.,  sin  que  las  refe- 
ridas obras  perjudiquen  ni  á  la  navegación  ni  al  proyecto  de 
puerto;  que  no  resulta  igual  conveniencia  en  suprimir  los  de- 
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pósitos  particalares  sin  perjuicio  de  qae  el  Poder  Ejecutivo  pue- 
da hacerlo  coando  las  operaciones  de  aduana  indicaren  su  opor- 
tunidad, y,  finalmente,  que  para  lahabilitacion  de  los  nuevos  de- 
pósitos no  es  indispensable  que  el  Poder  Ejecutivo  se  obligue 
ano  crear  nuevos  cuando  las  necesidades  del  comercio  pudie- 
sen exigirlo;  entonces,  pues,  si  tales  declaraciones  se  contienen 
en  los  considerandos  del  propio  decreto  en  que  se  fundan  las 
pretensiones  de  la  Empresa,  es  evideute  que  la  concesión  acor- 
dada en  él  no  tiene  el  alcance  que  se  pretende  y  debe  apreciarse 
con  la  limitación  antes  expuesta. 

19^  Que,  además,  no  es  concebible,  ni  puede  siquiera  supo- 
nerse que  ante  las  ingentes  sumas  que  la  Nación  debía  invertir 
en  la  construcción  de  un  puerto,  los  poderes  públicos  del  Es- 
tado entendieran  acordar  una  concesión  que  desde  luego  viniera 
á  esterilizar  en  gran  parte  los  beneficios  que  de  tales  obras  de- 
bía reportar ;  y  si  se  quería  á  todo  trance,  como  resulta  de  los 
antecedentes  enumerados,  salvar  expresamente  en  dicha  conce- 
sión, Ifts  obras  del  proyectado  puerto,  al  decirse  que  las  que 
proponía  la  Empresa  no  perjudiquen  á  la  navegación  ni  al  pro- 
yecto de  puerto,  ¿puede  racionalmente  sostenerse  que  no  sea 
un  positivo  perjuicio  para  el  Estado,  que  á  sus  propios  depósi- 
tos sólo  hubiera  de  llevarse  limitada  carga  ?  ¿  puede  decirse 
que  no  se  perjudican  las  obras  del  puerto  reconociendo  á  la 
empresa  el  derecho  que  pretende  de  proratear  á  perpetuidad 
con  el  Fisco  el  giro  de  carga  &  sus  respectivos  almacenes  ?  ¿no 
hay,  en  fin,  un  evidente  perjuicio  para  el  Estado  en  que,  por  tal 
distribución,  sus  almacenes  corran  el  peligro  de  encontrarse 
vacíos,  como  había  sucedido  ya? 

20^  Que  como  un  antecedente  favorable  á  las  pretensiones  de 
la  empresa,  se  invoca  también  la  opinión  del  entonces  Procu- 
rador General  de  la  Nación,  doctor  Antonio  E.  Malaver,  con- 
signado en  su  dictamen  de  19 de  Diciembre  de  1890;  pero  síes 
verdad  que  tan  autorizada  opinión  es  contraria  á  las  concluaio- 
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nesde  este  fallo,  existen,  por  otra  parte,  en  so  favor,  las  no  me- 
nos autorizadas  del  señor  doctor  Carlos  L.  Marenco,  Procura- 
dor del  Tesoro  entonces,  contenida  en  su  vista  de  fecha  27  de 
Setiembre,  como  la  de  la  Dirección  General  de  Rentas^  que  en 
su  informe  del  24  del  mismo  mes  j  año,  sostiene  que  la  dispo- 
sición del  articulo  3°  del  decreto  de  1873  no  ha  sido  derogada 
por  el  de  1875  y  ley  de  1877. 

21®  Que  aún  suponiendo  que  el  decreto  aludido  de  1876  se 
refiere  á  todos  los  depósitos,  tanto  fiscales  como  particulares, 
respecto  ala  distribución  proporcional  de  la  carga,  ella  no  im- 
portaría el  reconocimiento  del  derecho  que  pretende  la  empre- 
sa y  que  dice  viola  el  artículo  10  del  citado  decreto  de  4  de  Se- 
tiembre de  1890,  porque  no  habiendo  sido  derogados  los  ante- 
riores referentes  á  la  misma  concesión,  no  puede  negarse  que  el 
Poder  Ejecutivo  usaba  en  él  del  derecho  que  en  estos  se  había 
reservado . 

22®  Que  también  se  pretende  en  la  demanda  que  el  almace- 
naje no  es  un  impuesto  sino  simplemente  la  retribución  al  de- 
positario por  la  guarda  de  la  mercadería  confiada  á  su  custodia, 
para  deducir  de  ello  que  la  obligación  del  Fisco  de  girar  mer- 
caderías á  los  depósitos  déla  Empresa  y  el  derecho  correlativo 
de  ésta  á  exigir  que  se  le  gire,  no  afecta  ninguna  atribución 
del  gobierno,  pero  aparte  de  que,  cualquiera  que  sea  el  carácter 
de  este  servicio,  ninguna  importancia  tendría  en  la  solución  de 
la  cuestión  sub-judice,  ó  en  el  sentido  de  favorecer  las  preten- 
siones de  la  empresa :  basta  para  demostrar  lo  erróneo  de  este 
concepto  el  observar  que  los  derechos  de  depósito,  almacenaje 
y  eslingaje,  constituyen  parte  de  la  renta  del  Estado,  y  se  ha- 
llan sujetos  á  la  sanción  legal  del  Congreso,  que  anualmente  los 
vota  como  renta  de  aduana. 

23®  Que,  finalmente,  se  sostiene  también  que  la  concesión  in- 
vocada tiene  el  carácter  de  perpetua,  y  á  este  respecto  procede 
también  recordar  que  tal  concepto  no  se  contiene  en  la  ley  ni 
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decreto  de]  Poder  EjecativOy  pero  ni  aan  siqaiera  en  la  solici- 
tad respectiva  de  la  Empresa,  y  sólo  se  anancia  como  funda- 
mento de  tal  aserción  la  opinión  manifestada  por  el  señor  se- 
nador Igarzabal  en  la  discusión  que  precedió  á  la  sanción  de 
aquella;  y  si  es  verdad  que  en  dicha  ley  y  decreto  no  se  contiene 
cláusula  alguna  que  fije  un  tiempo  de  duración  á  la  concesión 
que  se  acuerda,  de  esto  no  puede  deducirse  en  manera  alguna 
que  ella  tenga  tal  carácter.  Por  el  contrario,  para  que  así  fuera, 
sería  necesario  que  expresamente  se  hubiera  así  declarado  en  la 
misma  ley;  y  menos  puede  atribuirse  tal  carácter  á  dicha  con- 
cesión cuando  en  el  decreto  mismo  se  eliminaban  algunas  de  las 
cláusulas  propuestas  con  tal  tendencia;  aparte  de  que  también 
noes  concebible  que  tuvieran  la  mente  ni  el  Poder  Ejecutivo  ni  el 
Congreso  de  acordar  una  concesión  con  tal  amplitud,  contra- 
riando los  usos  que  son  de  práctica  en  toda  concesión  6  con- 
tratos de  esta  naturaleza;  y  entonces  sólo  puede  considerarse 
como  ana  concesión  indefinida  qnc  ningún  derecho  puede  crear 
á  perpetuidad  en  favor  del  concesionario. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  del  escrito  de  con- 
testación y  aducidos  en  el  informe  in  voce  de  que  instruye  el 
folleto  agregado  á  los  autos  á  petición  del  doctor  García  Me- 
rou,  fallo  definitivamente :  absolviendo  al  Exmo.  Gobierno  de  la 
Nación  de  la  presente  demanda,  sin  especial  condenación  en 
costas . 

Hágase  saber  original  y  repónganse  las  fojas. 

Juan  del  Campillo . 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  10  de  1897. 

0 

Vistos:  La  sociedad  cDepósitos  del  Norte  y  Muelle  de  las 
Catalinas»  demanda  al  Poder  Ejecutivo  solicitando,  «que  se  de- 
clare que  el  gobierno  está  obligado  á  girar  cargas  á  los  almace- 
nes déla  empresa,  en  la  proporción  establecida  por  el  articulo 
primero  del  decreto  de  veintiuno  de  Julio  de  mil  ochocientos  se- 
tenta 7  cinco»,  pidiendo  además  que  ese  condene  al  Poder  Eje- 
cutivo á  indemnizar,  á  la  empresa  de  los  daños  y  perjuicios  que 
le  ha  irrogado  y  sigue  irrogándole  la  vigencia  del  artículo  diez 
del  decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta». 

Para  apoyar  sus  pretensiones,  la  empresa  de  Catalinas  histo- 
riri  en  la  demanda  los  orígenes  de  su  existencia  desde  el  decre- 
to de  diez  y  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  (en 
cuanto  se  refiere  al  gobierno  de  la  nación)  hasta  la  ley  de  trece 
de  Octubre  de  1877,  que  aprobó  el  decreto  de  veintiuno  de  Ju- 
lio de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco. 

£1  gobierno  de  la  nación,  contestando  la  demanda,  sostiene 
principalmente  que  todos  los  derechos  que  los  decretos  admi- 
nistrativos y  la  ley  de  i877  acordaron  á  la  empresa  de  las  Cata- 
linas, han  caducado,  no  sólo  por  la  expiración  del  término  fija- 
do para  que  ellos  tuvieran  efecto,  sino  también  por  haber  fal- 
tado la  compañía  á  sus  obligaciones,  lo  que  la  colocaba  en  las 
condiciones  del  artículo  mil  doscientos  uno  del  Código  Civil, 
pidiendo,  en  consecuencia,  el  representante  del  Poder  Ejecutivo, 
el  rechazo,  con  costas,  de  la  demanda. 

Trabado  así  el  pleito,  las  partes  han  discutido  preferente- 
mente dos  puntos  capitales,  á  saber:  duración  de  la  concesión 
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hecha  por  los  poderes  públicos  á  la  empresa,  é  ÍQterpretacion 
del  alcance  del  último  período  del  decreto  deveintíano  de  Jalio 
de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  en  cuanto  se  refiere  á  ladis- 
tribucioü  proporcional  de  la  carga,  entre  los  depósitos  de  la  em- 
presa j  los  demás  depósitos. 

AI  objeto  de  la  resolución  conviene  recordar  las  disposicio- 
nes, que,  en  cuanto  se  refiere  á  las  relaciones  entre  el  gobierno 
de  la  nación  y  la  empresa  de  las  Catalinas,  han  servido  para 
dar  origen  y  mantener  la  existencia  de  aquella  empresa. 

Cuatro  son  los  actos  oficiales  que  á  este  respecto  se  han  invo- 
cado por  las  partes  eu  litigio :  el  decreto  de  diez  y  seis  de  Agos- 
to de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  el  decreto  de  diez  y  nueve 
de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  el  decreto  de  vein- 
tiuno de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  y  la  ley  de  tre- 
ce de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  formando  es- 
tos dos  últimos  una  misma  disposición,  con  la  doble  sanción 
legislativa  y  administrativa. 

En  la  parte  pertinente  á  la  cuestión,  el  decreto  de  diez  y  seis 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  decía  expresamente 
que  «  el  término  de  esta  concesión  será  de  diez  años  á  contar 
desde  la  fecha»  (artículo  tercero). 

El  decreto  de  Junio  diez  y  nueve  de  mil  ochocientos  setenta 
y  tres,  estableció  que  c  si  se  lleva  á  efecto  la  obra  del  puerto  ai 
frente  de  esta  ciudad  y  en  terreno  que  se  gane  sobre  el  rio  el 
estado  construyese  almacenes  de  depósitos,  cesará  el  compro- 
miso que  aquí  contrae  con  los  peticionarios,  á  medida  que  se 
vayan  habilitando  dichos  almacenes  fiscales»,  lo  que  importaba 
aumentar  ó  disminuir  el  término  taxativo  de  diez  años,  fijado 
por  el  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  según  que  las 
obras  del  puerto  de  esta  Capital,  y  la  construcción  de  depósitos 
en  los  terrenos  ganados  al  rio,  se  realizase  antes  ó  después  de 
ese  término.  Finalmente,  el  decreto  de  veintiuno  de  Julio  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cinco,  confirmado  por  la  ley  de  trece  de 
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Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  j  siete,  nada  dijo  expresa- 
mente respecto  á  la  duración  de  los  derechos  que  por  esas  dis* 
posiciones  se  acordaban  á  la  sociedad  cDepósitos  del  Norte  y 
Muelle  de  las  Catalinas  »,  limitándose  el  artículo  primero  á  es- 
tablecer que,  f  la  administración  de  rentas  debía  disponer  que 
se  gire  carga,  distribuyéndola  proporcionalmente  entre  estos 
(los  de  Catalinas)  y  los  demás  depósitos,  según  su  cantidad, 
especie  y  la  comodidad  del  comercio  » . 

Al  pedir  la  empresa  la  modificación  del  artículo  tercero  del  de- 
creto de  diez  y  nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres, 
quelibrabaála  c discreción  déla  aduanamandaráestosdepósitos 
(los  de  Catalinas)  las  mercaderías  que  á  ella  convengan,  después 
que  tenga  bien  ocupados  los  de  propiedad  fiscal  y  los  contrata- 
dos »,fundaba  su  petición  en  la  dificultad  de  encontrar  capitales, 
sin  tener  una  base  de  estabilidad,  agregando  que  c  para  termi- 
nar estas  obras,  es  necesario,  cuando  menos,  un  capital  de  un 
millón  de  duros,  y  será  preciso  recurrir  á  nuevos  accionistas, 
que  no  aceptarían  una  concesión  en  términos  tan  vagos  i  (foja 
ciento  cuarenta). 

No  habiendo  tenido  solución  los  reclamos  hechos  por  la  em- 
presa de  Catalinas  contra  el  artículo  segundo  del  decreto  de 
mil  ochocientos  setenta  y  tres,  y  tramitándose  aún  aquellos  en 
Octubre  diez  y  seis  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro  (foja 
ciento  cuarenta  y  vuelta)  en  Marzo  diez  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  cinco,  el  representante  de  la  sociedad  c  Depósitos  del 
Norte  y  Muelle  de  las  Catalinas  »  formulaba  la  nueva  propuesta 
que  dio  origen  al  decreto  de  Julio  veintiuno  del  mismo  año,  pro- 
puesta en  la  que  no  se  fijaba  término  alguno  para  la  duración, 
y,  por  el  contrario,  se  establecían  cláusulas  que  demostraban 
su  carácter  indefinido,  tales  como  las  que  consagran  el  derecho 
del  gobierno  para  expropiar  las  obrad,  la  denegación  de  todo 
privilegio  exclusivo,  puesto  que  el  gobierno  se  reservaba  el  de- 
recho de  dar  concesiones  análogas  á  otras  empresas  y  la  fijación 
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de  un  largo  plazo  (dos  años  después  de  aprobados  los  planos  de- 
finitivos) para  la  terminación  de  las  obras  de  los  diques  pro- 
yectados. 

Por  otra  parte,  los  mismos  actos  del  gobierno  han  demostra- 
do que  el  carácter  indefinido  acompañaba  á  la  concesión  de  los 
derechos  reconocidos  á  la  empresa  de  las  Catalinas  por  el  de- 
creto de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  y  ia  ley  de  mil  ocho- 
cientos setenta  v  siete. 

Según  los  mismos  informes  oficiales  de  los  sucesivos  admi- 
nistradores de  rentas,  ellos  han  entendido  que  al  girar  cargas  á 
los  depósitos  de  Catalinas  después  de  vencido  el  plazo  señalado 
por  el  artículo  segundo  del  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y 
dos,  entendían  no  haber  hecho  otra  cosa  que  cump  lir  la  ley  del 
Congreso. 

Y  es,  precisamente^  porque  tenía  ese  carácter,  que  no  se  ha 
desconocido  á  la  empresa  de  Catalinas  ninguno  de  los  derechos 
que  le  acordaron  el  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  y 
la  ley  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  por  ningún  acto  admi- 
trativo,  con  la  sola  excepción  del  artículo  décimo  del  decreto  de 
cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa^  que  ha  moti- 
vado esta  demanda,  y  que  se  refiere,  como  se  desprende  de  sus 
términos,  al  reparto  proporcional  de  la  carga  que  la  empresa  de 
Catalinas  pretende  tener  derechoáquese  haga  en  concurrencia 
con  los  depósitos  fiscales  construidos  en  los  terrenos  ganados 
al  río,  con  motivo  déla  construcción  del  puerto. 

Lejos  de  haberse  desconocido  por  el  Poder  Ejecutivo  la  sub- 
sistencia de  la  concesión,  ella  ha  sido  respetada  en  los  términos 
en  que  la  demanda  lo  sostiene  desde  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco  hasta  el  decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa,  y  aun  este  mismo  decreto,  en  vez  de  declarar  la  ca- 
ducidad de  la  concesión, 'expresamente  reconoce  y  ratifica  su 
existencia  en  calidad  de  almacenes  generales  cuando  en  su  ar- 
tículo trece  establece  que  da  descarga  de  las  grandes  máquinas 
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de  mayor  peso  de  qaince  toneladas,  qne  por  ahora  no  puede  ha- 
cerse dentro  de  la  dársena  j  diques  se  efecttmrá  en  Catali'- 
nos. ..»  lo  qae  importa  reconocer  explícitamente  I&ezistencia 
legal  de  estos  depósitos,  legalidad  que  no  tiene  otro  origen  que 
el  decreto  de  veintiuno  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco,  ratificado  por  la  ley  de  trece  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y   siete. 

Y  no  es  esta  sola  disposición  del  mismo  decreto  de  cuatro  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa,  la  que  autoriza  á  afir- 
mar que  para  el  Poder  Ejecutivo  la  concesión  hecha  á  Catalinas 
estafen  pleno  vigor. 

En  Mayo  siete  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  el  gobierno 
nacional,  haciendo  uso  del  derecho  que  le  acuerdan  algunas 
cláusulas  de  la  concesión,  dispuso  que  la  administración  de  ren- 
tas €  ordenase  ala  alcaidía  que  las  cargas  de  La  Plata,  giradas 
en  tránsito  ala  aduana  de  la  Capital,  como  también  las  que  se 
descargan  en  lanchas  en  la  rada,  procedentes  de  los  buques  en 
cuarentena,  sean  giradas  á  los  almacenes  de  la  empresa  de  Ca- 
talinas» (página  cien  del  folleto),  estando  esa  disposición  aún  en 
vigor .. 

En  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  en  otras  convenciones  pro- 
yectadas entre  el  gobierno  y  la  empresa  y  mediante  las  cuales 
ésta  tomaba  á  su  cargo  la  administración  de  todos  los  depósi- 
tos de  aduana,  tanto  fiscales  como  de  la  empresa,  el  Poder  Eje- 
outivo  había  manifestado,  con  el  mismo  personal  que  lo  forma- 
ba al  dictar  el  decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa,  en  el  mensaje  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno,  que  mediante  el  arreglo  proyectado, 
qoeda  solucionada  la  controversia  existente  entre  el  gobierno  y 
la  empresa,  acerca  de  la  recta  interpretación  de  las  cláusulas 
del  contrato  de  la  empresa,  sancionado  por  la  ley  de  trece  de  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  setenta  y  siete, y  fundadoen  el  cual  ésta 
gestiona  una  fuerte  cantidad  á  título  de  indemnización  de  da- 
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ños  y  perjuicios»;  y  en  el  proyecto  de  ley  qoe  acompañaba  á  ese 
mensaje  proponía  la  sanción  de  un  articulo  ñnal  que  decía  así: 
€  El  contrato  existente  entre  la  empresa  de  Depósitos  y  Muelle 
de  las  Catalinas,  aprobado  por  la  ley  de  trece  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  queda  rescindido  y  sin  valor,  renun- 
ciando las  dos  partes  contratantes  á  toda  acción  6  derecho  que 
pudiera  surgir  de  él ». 

Dados  todos  estos  antecedentes,  no  puede  ponerse  en  duda  que 
para  el  Poder  Ejecutivo,  en  todos  los  momentos,  el  contrato  con 
la  empresa  de  Catalinas  ha  estado  en  vigor,  y  esto  resulta  aún 
rnás  evidente  si  se  recuerda  que  el  origen  del  actual  litigio  ante 
los  tribunales  de  justicia,  es,  precisamente,  el  proyecto  de  arbi- 
traje rechazado  por  el  honorable  Congreso  nacional  y  reempla- 
zado por  la  ley  de  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres,  que  autorizó  á  la  empresa  de  cDepósitos  del  Norte  y 
Muelle  de  las  Catalinas»  á  demandar  al  poder  ejecutivo  ante 
la  justicia  federal. 

Del  estudio  metódico  y  armonizado  de  las  sucesivas  concesio- 
nes de  que  ha  sido  objeto  la  empresa  délas  Catalinas  desde  mil 
ochocientos  setenta  y  dos  hasta  mil  ochocientos  setenta  y  sie- 
te, resolta  evidente  que  todo  lo  que  se  refiriese  al  puerto  de  la 
Capital,  ó  los  depósitos  fiscales,  que  en  él  se  construyesen  y  á 
las  operaciones  de  carga  que  en  estos  últimos  se  hiciesen,  no  ha 
sido  materia  de  convención  alguna  entre  las  partes,  habiendo, 
por  el  contrario,  sido  expresamente  excluidos  de  toda  conven- 
ción los  puntos  que  se  referían  á  las  obras  del  puerto. 

En  la  propuesta  de  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  seten- 
ta y  tres,  que  don  Francisco  Seeber  presentaba  al  gobierno  na- 
cional á  nombre  de  una  sociedad  anónima,  solicitando  la  habili- 
tacion  del  primitivo  muelle  de  las  Catalinas,  el  solicitante  decía: 
«este  muelle  se  hará  con  carácter  provisorio  y  contraigo  la  obli- 
gación de  removerlo  tan  pronto  como  entorpezca  las  obras  del 
puerto»;  y  el  Poder  Ejecutivo,  al  aceptar,  en  diez  y  seis  de  Agos- 
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todemil  ochocientos  setenta  y  dos,  la  propuesta  mencionada, 
decía  expresamente  en  el  artículo  séptimo,  que  c  el  concesiona- 
rio ó  la  sociedad  que  representa,  se  obliga  á  remover  á  su  cos- 
ta el  muelle,  cuando  á  juicio  del  gobierno  entorpezca  las  obras 
del  puerto,  no  pudiendo  por  ello  pedir  indemnización  de  ningu- 
na especie  > .  Durante  la  tramitación  de  esa*  propuesta  y  acon- 
sejando su  aprobación,  la  oficina  de  ingenieros  nacionales^  en 
Junio  veintitrés  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  había  pre- 
cisado que  la  concesión  debía  acordarse  siempre  que  cías  obras 
que  van  á  hacerse  no  limiten  la  libertad  del  gobierno  en  su  pro- 
pósito de  construir  el  puerto  y  depósitos  de  aduana»^  agregan- 
do que  €  sería  facultativo  del  gobierno  mandar  las  mercancías 
á  los  almacenes  que  la  sociedad  se  propone  construir  ó  á  los  lla- 
mados depósitos  generales»,  que  eran  los  fiscales  (fojas  ciento 
catorce  vuelta,  ciento  diez  y  nueve  y  ciento  veinte). 

En  veintidós  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos, 
la  empresa  de  las  Catalinas  propone  al  Poder  Ejecutivo  de  la 
nación,  « construir  todos  los  depósitos  que  fuesen  necesarios, 
siempre  que  el  gobierno  quisiese  suprimir  los  que  tiene  arren- 
dados »;  y,  tramitándose  esta  nueva  propuesta,  que  dio  origen  al 
decreto  de  diez  y  nueve  de  Junio  de   mil  ochocientos  setenta  y 
tres,  las  oficinas  fiscales  vuelven  á  insistir  en  que  todo  lo  refe- 
rente á  la  construcción  del  puerto  y  á  los  depósitos  que  en  ellos 
construyese  el  gobierno,  debe  quedar  excluido  de  la  nueva  con- 
cesión, resolviéndolo  así  expresamente  el  Poder  Ejecutivo,  que 
mandaba  por  el  artículo  tercero  del  mencionado  decreto  de  Ju- 
nio diez  y  nueve  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  que:  c  si  se 
lleva  á  efecto  la  obra  del  puerto  al  frente  de  esta  ciudad  y  en  te- 
rreno que  se  gane  sobre  el  rio,  el  Estado  construyese  almacenes 
de  depósitos,  cesará  el  compromiso  que  aquí  contrae  con  los  peti- 
cionarios, á  medida  que  se  vayan  habilitando  dichosalmacenes 
fiscales». 

Con  esta  disposición  venía  á  precisarse  el  alcance  de  los  de- 
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rechos  que  se  acordaron  á  la  empresa  de  Catalinas  j  qne  podían 
resumirse  en  esta  fórmula  concreta  :  la  concesión  nunca  podía 
afectar  la  construcción  material  de  las  obras  del  puerto,  ni  el 
derecho  del  gobierno  para  girar  carga  á  los  depósitos  que  se 
construyesen  en  nquel. 

Es  verdad,  que,  durante  el  juicio,  la  empresa  délas  Catali- 
nas ha  sostenido  que  ella  no  aceptó  el  decreto  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  tres;  pero  esto  aparece  contradicho,  no  sólo  por 
su  propia  invocación  de  ese  decreto  en  el  escrito  do  demanda 
sino  también  por  las  constancias  de  los  expedientes  adminis- 
trativos. 

Efectivamente,  en  trece  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  tres,  en  treinta  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cuatro  y  en  Junio  primero  del  mismo  año  (fojas  ciento  treinta  y 
uno  á  ciento  cuarenta)  el  representante  de  la  sociedad  de  Cata- 
linas presentó  escritos  ante  el  Poder  Ejecutivo  observando  las 
disposiciones  del  decreto  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
tres;  pero  entonces,  como  ahora,  las  objeciones  no  se  dirigieron 
contra  el  cuerpo  del  decreto  mismo,  sino  contra  uno  de  sus  ar- 
tículos. Así  como  el  pleito  pendiente  lo  motiva  el  artículo  diez 
del  decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa, 
las  reclamaciones  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  y  mil  ocho- 
cientos setenta  y  cuatro,  formuladas  por  la  empresa  de  Catali- 
nas se  dirigieron  únicamente  contra  el  artículo  segundo  del  de- 
creto de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  limitándose 
esas  objeciones  á  la  facultad  discrecional  que  aquel  artículo  re- 
conocía á  la  aduana  para  girar  carga  á  los  depósitos  de  Catali- 
nas, como  la  gestión  actual  se  dirige  sólo  á  reclamar  la  distri- 
bución proporcional  de  la  carga,  sin  discutirse  el  alcance  de  las 
demás  cláusulas  de  la  concesión  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco . 

Es  también  de  notarse  que  entre  las  bases  acordadas  entre  la 
administración  de  rentas  y  la  empresa  de  las  Catalinas  en  mil 
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ochocientos  setenta  y  dos,  j  acompañadas  por  ésta  á  ano  de  sus 
escritos,  la  empresa  asintió  en  la  redacción  del  artículo  cuarto 
de  esas  bases,  que  establecía  que  c  el  gobierno  no  construirá  ni 
habilitará  más  depósitos  generales,  siempre  que  la  empresa 
tenga  los  bastantes  almacenes  para  depositar  las  mercaderías 
que  se  le  pidan,  d  excepción  de  los  almacenes  que  se  relacionen 
con  las  obras  del  puerto^  (foja  ciento  treinta  y  siete).  Como  en 
mil  ochocientos  setenta  y  dos^  en  mil  ochocientos  setenta  y 
tres  consiente  excluir  de  su  concesión  todo  lo  que  se  refiera  á 
las  obras  del  puerto  y  á  los  almacenes  que  en  ella  se  constru- 
yan. 

En  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  tanto  la  propuesta  de  la 
empresa  Catalinas,  como  el  decreto  de  veintiuno  de  Julio  y  la 
ley  de  trece  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  na- 
da dicen  respecto  de  los  almacenes  de  depósitos,  que  se  constru- 
yesen en  los  terrenos  ganados,  con  ese  motivo,  al  Rio  de  la 
Plata.  Sólo  el  considerando  primero  del  decreto  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  cinco  consigna,  al  respecto,  una  frase  :  c  sin 
que  las  teferidas  obras  perjudiquen  ni  á  la  navegación,  ni  al 
proyecto  del  puerto  »,  frase  que  tanto  puede  afirmar  un  hecho 
evidente,  como  lo  pretende  la  empresa,  es  decir,  que  sus  cons- 
trucciones no  perjudican  las  obras  del  puerto,  puesto  que  están 
fuera  de  ellas,  como  un  hecho  hipotético,  como  lo  sostiene  el 
representante  del  gobierno,  es  decir,  que  la  concesión  subsis- 
tiría en  tanto  que  las  obras  de  la  empresa  no  perjudicasen  ma- 
terial ó  económicamente  las  obras  del  puerto  y  el  producto  ren- 
tístico délos  depósitos  construidos  en  los  terrenos  ganados  al 
rio, 

Esy  pues,  precisamente,  sobre  ese  tópico  que  el  gran  debate 
jurídico  se  ha  hecho  :  ¿cuál  es  el  alcance  de  la  proporcionali- 
dad en  el  giro  de  la  carga  entre  los  depósitos  fiscales  del  puerto 
y  los  depósitos  de  las  Catalinas? 

O  más  claramente  aún,  precisados  los  términos  de  la  contien- 
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da  ¿están  los  4&P¿sitos  fiscales  construidos  en  terrenos  ga^ 
nados  al  rio  de  la  Plata,  jnclnidos  entre  aquellos  que  deben  ser- 
vir de  base  al  reparto  proporcional  de  las  cargas,  entre  los 
depósitos  fiscales  y  los  de  la  empresa  de  Catalinas? 

Existe  en  autos  indudablemente  la  verdad  jurídica  de  que 
esos  depósitos  construidos  en  terrenos  ganados  al  rio,  no  fue- 
ron nunca  objeto  de  convenciones  ni  contratos  entre  la  empre- 
sa de  Catalinas  y  el  gobierno  de  la  nación . 

La  gestación  de  la  concesión  acordada  á  la  empresa  en  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  por  la  ley  de  trece  de  Octubre,  lo 
demuestra  evidentemente . 

Con  esmerado  y  persistente  cuidado^  en  todos  los  actos  ad- 
ministrativos que  importaban  una  concesión  á  la  empresa  de 
Catalinas,  el  Poder  Ejecutivo  ha  excluido  la  posibilidad  de  que 
esas  obras,  que  la  empresa  proyectaba,  pudiesen  perjudicar  la 
libertad  de  acción  del  gobierno,  en  cuanto  se  refiere  á  los  depó- 
sitos que  se  construyesen  en  el  puerto. 

Corroborando  esto  mismo,  pueden  invocarse  las  leyes  que 
han  autorizado  la  construcción  de  los  dos  proyectos  de  puerto 
frente  de  esta  Capital.  Tanteen  la  de  cinco  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  setenta  y  dos,  en  que  la  nación  entraba  en 
participación  con  la  provincia  de  Buenos  Aires  en  la  construc- 
ción del  proyecto  de  puerto  propuesto  por  el  señor  Bateman, 
como  en  la  de  veinte  y  siete  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos,  que  autorizó  definitivamente  el  que  se  ha  cons- 
truido y  proyectó  el  señor  Madero,  el  Congreso  nacional  enten- 
dió autorizar,  no  sólo  la  construcción  de  un  puerto  de  abrigo  y 
diques  de  desembarque,  sino  también  almacenes  de  depósito  pa- 
ra servir  á  todas  las  operaciones  de  carga  que  se  efectúan  con 
intervención  de  la  Aduana. 

T  considerando:  Primero:  Que  los  antecedentes  de  esta  cau- 
sa y  la  exposición  hecha  por  el  actor  y  demandado  en  sus  escri- 
tos de  demanda  y  contestación,  permiten  asegurar  que  los  de- 
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oretos  de  diez  j  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos, 
diez  7  nueve  de  Jnnio  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  y  vein- 
te y  nno  de  Jnlio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  aprobado 
por  ley  de  trece  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete, 
han  sido  dictados  para  reglar  y  han  reglado,  en  efecto,  los  dere- 
chos y  deberes  de  la  empresa  de  Catalinas  en  sns  relaciones 
con  el  gobierno,  en  lo  qnese  refiere  á  la  concesión  que  motiva  el 
presente  juicio. 

Segundo:  Que  esos  decretos  sucesivamente  dictados  á  con- 
secuencia también  de  sucesivas  gestiones  de  la  empresa,  se  ex- 
plican y  complementan  respectivamente  de  tal  suerte  que  los 
primeros  no  sólo  importan  un  dato  histórico  para  el  desarrollo 
ulterior  de  la  situación  déla  empresa,  sino  que  siguen  incorpo- 
rados á  esa  situación  misma  en  cuanto  la  existencia  de  sus  dis- 
posiciones sean  compatibles  con  las  de  los  subsiguientes. 

Tercero  :  Que  para  llegar  á  esta  conclusión  basta  comparar 
las  cláusulas  de  los  mencionados  decretos  para  no  abrigar  la 
menor  duda  de  que  el  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  como  el 
de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  las  ccmtienen  en  vigor  aún, 
no  obstante  el  posterior  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  ex- 
plicándose así  que  esta  Suprema  Corte,  en  resoluciones  relati- 
vamente recientes,  haya  aplicado  disposiciones  del  citado  de- 
creto de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  (serie  cuarta,  tomo  pri- 
mero, página  veinticinco). 

Cuarioi  Que  tanto  por  los  motivos  expresados,  como  porque 
los  decretos  ulteriores  de  referencia  no  contienen  cláusula  dero- 
gatoria, hay  que  aceptar  como  existentes  todos  los  mencionados 
decretos  en  cuanto  no  sean  contrarios,  primando,  en  el  caso  de 
incompatibilidad  de  sns  disposiciones,  las  contenidas  en  los  úl- 
timos. 

Quinto  :  Que  con  ese  criterio  se  consúltala  regla  elemental 
de  derecho,  de  que  las  leyes  posteriores  derogan  á  las  anterio- 
res, consoltándose  á  la  vez  el  principio  no  menos  elemental  de 
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interpretación  que  enseña  que,  á  menos  de  cláasnla  derogato- 
ria general,  las  leyes  posteriores  no  derogan  á  las  anteriores, 
sino  en  lo  quesean  contrarias,  subsistiendo  en  lo  demás  y  sir- 
viendo para  explicarse  y  completarse  las  unas  con  las  otras. 

Sexto:  Que  en  mérito  délas  consideraciones  que  preceden  y 
debiendo  observarse  también  que  las  concesiones  anteriores  del 
año  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  han  quedado  bajo  el  am- 
paro de  la  ley  citada  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete^  que  hi- 
zo extensivas  sus  cláusulas  á  las  obras  existentes,  hay  que  estu- 
diar los  decretos  de  concesiones,  en  lo  que  ala  cuestión  se  refie- 
re, para  precisar  cuáles  sean  en  la  actualidad  los  derechos  del 
demandante. 

Séptimo  :  Que  respecto  al  término  de  diez  años  para  la  du- 
ración de  la  concesión  que  ñja  el  artículo  ^"^  del  decreto  de  mil 
ochocieirtos  setenta  y  cinco,  á  cuyo  contesto  general  no  se  presta 
la  limitación,  la  que  resulta,  al  contrario,  repugnante  á  lo  es- 
tatuido en  el  artículo  veinte  de  la  propuesta  aceptada  y  al  se- 
gando de  la  ley  aprobatoria  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete. 

Octavo:  Que  si  todavía  quedara  al^^una duda  al  respecto,  ella 
desaparecería  ante  la  inteligencia  dada  á  la  concesión  y  probada 
por  hechos  constantes  y  reiterados,  desde  que  consta  que  con 
posterioridad  al  año  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  en  que  ha- 
bría vencido  el  plazo  de  diez  años  fijado  en  el  decreto  de  mil 
ochocientos  setenta  y  dos,  ha  continuado  reconociéndose  durante 
años  el  derecho  de  la  Empresa  al  giro  proporcional  de  la  carga , 
y  puesto  que  los  hechos  subsiguientes  de  los  interesados  en  un 
acto  son  importante  elemento  para  la  interpretación  del  mismo 
acto . 

Noveno:  Que  no  puede  ponerse  en  cuestión  que  el  artículo 
primero  del  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  se  refie- 
re tanto  á  los  depósitos  particulares  comoá  los  fiscales,  al  dispo- 
ner la  distribución  propocional  de  la  carga  entre  esos  depósitos 
y  los  délas  Catalinas,  porque  la  generalidad  con  que  se  halla 
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concebido  el  expresado  artículo  no  permite  sino  entenderlo  y 
aplicarlo  general  é  indistintamente ;  porque  así  se  ha  entendido 
7  aplicado  por  la  administración  de  una  manera  invariable  has- 
ta la  resolución  que  ha  motivado  este  pleito,  y  porque  así,  so- 
bre todo,  se  reconoce  en  la  contestación  á  la  demanda. 

Décimo :  Que,  en  consecuencia,  la  derogación  del  artículo 
tercero  del  decreto  del  setenta  y  dos  y  del  segundo  del  decreto 
del  setenta  y  tres  resulta  evidenciada,  puesto  que  sus  disposi- 
ciones son  repugnantes  al  deber  establecido  por  el  posterior  de 
mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  de  girar  proporcionalmente  la 
carga  entre  los  depósitos  de  Catalinas  y  los  demás  depósitos, 
inclusives  los  fiscales,  y  eso  aunque  éstos  no  estuvieren  ocupa- 
dos suficientemente. 

Undécimo:  Que  no  puede  decirse  otro  tanto  respecto  al  artí- 
culo tercero  del  citado  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres, 
según  el  que  c  si  se  lleva  á  efecto  la  obra  del  puerto  en  frente  de 
esta  ciudad,  y  en  el  terreno  que  se  gana  sobre  el  rio,  el  Esta- 
do construyese  almacenes  de  depósitos,  cesará  el  compromiso 
que  aquí  contrae  con  los  peticionarios,  á  medida  que  se  vayan 
habilitando  dichos  almacenes  fiscales». 

Duodécimo:  Que  lejos  de  haber  oposición  entre  la  citada  cláu- 
sula y  el  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  éste  se 
encargaal  contrario  de  confirmarla  y  robustecerla,  expresando 
en  el  primero  de  sus  considerandos  que  las  obras  de  la  empresa 
de  las  Catalinas,  consistentes  en  almacenes  de  depósito  y  prolon- 
gación del  muelle,  no  afectan  al  proyecto  del  puerto,  6  como 
lo  dice  textualmente  c  sin  que  las  referidas  obras  perjudiquen 
ni  á  la  navegación  ni  al  proyecto  de  puerto  » . 

Decimotercero:  Que  sin  esfuerzo  se  vé  claro  el  pensamiento 
del  gobierno  de  no  afectar  en  lo  mínimo  el  proyecto  de  puerto 
en  esta  ciudad  con  la  concesión  á  las  Catalinas,  no  sólo  en  lo 
que  á  navegación  se  refiere  sino  también  á  almacenes  de  depósi- 
to, poniendo  así  á  cubierto  los  que  se  construyeren  en  el  puerto 
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en  proyecto,  de  toda  competencia  con  los  de  las  Catalinas. 

Décimo  cuarto :  Que  el  proyecto  de  puerto,  y  dejando  de  lado 
la  discusión  meramente  teórica  en  que  han  entrado  las  partes 
en  el  juicio,  comprendía  lo  mismo  que  los  diques,  la  construc- 
ción de  almacenes  que  servirían  á  facilitar  el  comercio  y  al  au- 
mento y  mejor  percepción  de  la  renta,  loque  se  prueba  plena- 
mente por  la  ley  número  quinientos  ochenta  y  cinco,  de  cinco  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  cqn  la  referencia 
contenida  en  el  artículo  tres  de  dicha  ley,  y  se  confirma  por  la 
ley  de  veintisiete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos, 
y  contrato  en  su  virtud  celebrado  con  don  Eduardo  Madero  en 
diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  coa* 
tro,  aprobado  el  diez  y  nueve  del  mismo,  parala  construcción 
del  puerto. 

Décimo  quinto :  Que  no  puede  pretenderse  que  cuando  se 
dice  que  los  almacenes  de  las  Catalinas  no  perjudiquen  al  pro- 
yecto del  puerto,  se  salva  solamente  el  derecho  del  gobierno,  en 
todo  caso  incontestable  para  construir  almacenes  en  el  número 
que  repute  conveniente,  ó  de  no  estorbarse  materialmente  ena 
construcción,  sino  que  la  salvedad,  lógica  con  sus  anteceden- 
tes é  inspirada  en  las  conveniencias  públicas,  se  dirige  i  elimi- 
nar la  competencia  e¿tre  los  almacenes  del  puerto  y  los  de  las 
Catalinas,  porque  seguramente  los  de  ésta  perjudicarían  á 
aquellos,  parte  integrante  del  puerto  en  proyecto,  si  los  fiscales 
que  se  construyesen  hubieren  de  estar  vacíos  ó  insuficientemen- 
te ocupados  por  exigencias  de  un  competidor  vecino. 

Décimo  sexto :  Que  aunque  la  parte  de  la  empresa  de  las  Ca- 
talinas en  el  alegato  de  bien  probado,  ó  sea,  después  del  venci- 
miento del  término  de  prueba,  inicia  un  medio  de  defensa  ne- 
gando que  el  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  hubiese 
ligado  alguna  vez  á  la  empresa,  no  debe  perderse  de  vista  que 
tal  afirmación  se  halla  desautorizada  por  la  exposición  de  la 
misma  parte  contenida  en  solicitudes  ante  el  Poder  Ejecutivo, 
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7  sobre  todo  en  la  demanda,  que  con  la  respuesta  es  el  c  co-* 
menzamiento  e  raiz  de  todo  pleito  sobre  que  debe  seer  dado  jui-* 
zio  »  (Ley  tercera,  título  diez,  partida  tercera). 

Decimoséptimo:  Que  además^  del  expediente  administra- 
tivo que  corre  á  foja  ciento  treinta  j  una,  resulta  cTidenciado 
que  la  empresa  pidió  tan  sólo  la  reconsideración  del  artículo  se- 
gnndodel  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  lo  que  de- 
muestra que  aceptaba  y  nada  tenía  que  observar  respecto  al 
artículo  tercero  del  mismo  decreto. 

Décimo  octavo:  Que  este  antecedente  no  deja  duda  de  que 
jamás  la  empresa  pretendió,  ni  estuvo  en  su  intención,  que  su 
concesión  había  de  limitar  en  lo  mínimo  la  acción  del  gobierno 
en  lo  que  al  puerto  en  proyecto  con  sus  respectivos  almacenes, 
en  número  indefinido,  se  refiere. 

Décimo  noveno :  Que  si  la  empresa  nunca  pretendió  hacer 
competencia  con  sus  almacenes  á  los  almacenes  del  puerto  en 
proyecto^  no  puede  en  manera  alguna  sostenerse  que  el  gobier- 
no hubiera  tenido  la  voluntad  de  otorgar  lo  que  no  se  le  pedía, 
perjudicando  á  la  cosa  pública  y  poniéndose  en  contradicción  con 
BUS  propios  precedentes. 

Vigésimo  :  Que  la  insubsistencia  del  argumento  aducido  por 
la  parte  del  gobierno,  que  niega  todo  derecho  á  la  empresa,  por 
no  haber  ésta  construido  los  ramales  transversales  del  muelle, 
se  demuestra  de  una  manera  concluyente  por  los  actos  de  la 
Administración  que,  no  obstante  esa  falta  de  construcciones,  ha 
reconocido  hasta  mil  ochocientos  noventa,  en  que  se  dictó  el  decre- 
to que  ha  motivado  esta  causa,  el  derecho  de  la  empresa  al  giro 
proporcional  de  la  carga;  porque  no  se  ha  requerido  á  la  empresa 
la  construcción  délos  expresados  ramales,  resultando  del  citado 
decreto  y  sus  antecedentes,  que  él  es  fundado,  no  en  deficiencias 
de  parte  de  la  empresa,  sino  en  razones  de  otro  orden  é  impor- 
tancia; y  porque  es  suficiente  tener  presente  que  los  ramales 
de  muelles,  como  el  muelle  mismo,  en  su  mayor  extensión,  eran 
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incompatibles  en  su  existencia  con  las  obras  del  puerto,  ante 
las  que  aquellos  debían  desapareoer,  como  desapareció  el.  mue- 
lle en  cuanto  lo  requería  la  ejecución  de  dichas  obras,  levan- 
tándose por  la  empresa  y  por  orden  del  gobierno,  sin  que 
ello  modificara  en  lo  demás  los  derechos  del  concesionario. 

Vigésimo  primero :  Que  al  contrario,  la  obligación  de  levan- 
tar los  muelles,  por  razón  de  las  exigencias  de  las  obras  del 
puerto,  era  una  limitación  á  la  concesión,  que  no  afectaba  á  la 
subsistencia  de  los  demás  derechos  acordados  ála  raipresa,  se- 
gún lo  establece  el  artículo  sétimo  del  decreto  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  dos,  y  lo  confirma  el  considerando^primero  del 
decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco. 

Vigésimo  segundo  :  Que  la  empresa,  á  quien  es  justo  reco- 
nocer que  ha  prestado  verdaderos  servicios  al  país,  facilitando 
las  operaciones  del  comercio,  se  ha  limitado  en  la  demanda  á 
ejercitar  los  dt^rechos  que  cree  tener  en  virtud  del  artículo 
primero  del  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  lo  que 
vale  decir  que  la  sentencia  debe  concretarse  á  resolver  lo  que 
corresponde  sobre  esa  cuestión,  porque,  como  ya  se  ha  dioho, 
es  sobre  la  demanda  y  la  respuesta  que  debe  recaer  la  senten- 
cia, según  la  citada  ley  tercera,  título  diez,  partida  tercera;  y 
puesto  que,  como  lo  manda  el  artículo  trece  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos, la  sentencia  definitiva  ha  de  contener  decisión  ex- 
presa, positiva  y  precisa,  con  arreglo  á  las  acciones  deducidas 
en  el  juicio. 

Vigésimo  tercero :  Que  en  mérito  de  todo  lo  considerado,  debe 
concluirse  que  el  gobierno  está  en  su  perfecto  derecho  para  dis- 
puner  que  no  se  gire  carga  á  los  almacenes  de  las  Catalinas,  en 
perjuicio  de  los  almacenes  construidos  ó  que  se  construyesen  en 
el  puerto,  y  que  la  empresa  demandante  lo  tiene  al  efecto  de 
la  distribución  de  la  carga  con  los  demás  almacenes  de  depósito 
en  la  Capital. 

Vigésimo  cuarto :  Que  si  el  giro  de  la  carga  entre  los  alma- 
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cenes  de  la  empresa  y  los  demáas  almacenes  de  depósitos,  ex- 
cepción hecha  de  los  del  puerto,  no  se  hubiese  efectuado  en  la 
proporción  establecida  eñ  el  articulo  primero  del  decreto  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cinco,  es  justo  que  la  empresía  sea  indem- 
nizada en  la  medida  de  la  privación  de  su  derecho. 

Por  estos  fundametos  se  declara  : 

Primero:  Que  la  concesión  acordada  á  la  sociedad  cDepósitos 
del  Norte  y  Muelle  de  las  Catalinas»  por  decreto  de  veintiunode 
Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  y  aprobado  por  ley  de 
doce  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  ha  estado  y 
está  en  rigor. 

Segundo:  Que  esa  concesión,  en  su  articulo  primero,  no 
comprende  el  derecho  al  prorateo  de  la  carga  con  los  almacenes 
que  el  gobierno  haya  construido  6  construyese  en  los  terrenos 
ganados  al  Bio  de  la  Plata  por  las  obras  del  puerto,  á  cuyo  res- 
pecto la  acción  del  gobierno  puede  ejercerse  ampliamente  y  sin 
limitación. 

Tercero:  Que  con  respecto  de  los  demás  depósitos  de  la  Ca- 
pital, la  empresa  de  Catalinas  tiene  derecho  al  prorateo,  en 
la  proporción  y  demás  condiciones  establecidas  por  el  artículo 
primero. 

Cuarto  :  Que  la  Empresa  de  Catalinas  tiene  derecho  á  ser 
indemnizada  por  la  falta  de  giro  proporcional  déla  carga,  en  el 
caso  y  en  las  condiciones  del  considerando  veinticuatro  de  es  ta 
resolución.  Hágase  saber  con  el  original  y  repuestos  los  sellos, 
deTuélyánse. 

benjamín  paz.—  luis  y.  varbla.-— 

JOAN  E.  TORAENT.  —  ABEL  BAZAN 

(en  disidencia). — octavio  bunge 
(en  disidencia). 
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DISIDENCIA 


Vistos  :  Considerando  :  Qae  la  demanda  dedncida  á  foja  seis 
por  la  empresa  de  las  Catalinas,  contra  el  Poder  Ejecutivo  de 
la  Nación,  tiene  los  siguientes  objetos:  Primero,  que  se  declare 
que  el  gobierno  está  obligado  á  girar  carga á  los  almacenes  déla 
empresa  en  la  proporción  establecida  por  el  artículo  primero 
del  decreto  de  veintiuno  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco ;  Segundo^  que  se  condene  al  Poder  Ejecutivo  á  indemni- 
zar á  la  empresa  el  importe  de  los  daños  j  perjuicios  que  le  ha 
irrogado  7  sigue  irrogándole  la  vigencia  <lel  articulo  diez  del 
decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa;  y 
Tercero,  que  se  le  condene,  igualmente,  al  pago  de  las  costas  del 
juicio. 

Que  para  declarar  la  procedencia  6  improcedencia  de  esta 
demanda,  y  confirmar,  por  consiguiente,  6  revocar  la  sentencia 
apelada  de  foja  doscientos  cuarenta  y  nueve,  que  la  ha  recha- 
zado, hay  que  considerar  y  resolver  la  siguiente  cuestión  sobre 
que  ha  versado  todo  el  debate  de  ambas  instancias,  á  saber  :  si 
estaba  en  vigor  el  articulo  primero  del  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo, de  veintiuno  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco, 
aprobado  por  la  ley  del  Congreso  de  trece  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  cuando  se  dictó  por  el  Poder  Eje- 
cutivo de  la  Nación  el  decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  noventa,  por  cuyo  articulo  diez  debia  dejar  de  ha- 
cerse á  los  depósitos  de  las  Catalinas,  el  giro  de  carga  en  la  for- 
ma que  lo  establece  el  articulo  primero  de  aquel  decreto. 

Que  la  empresa  de  las  Catalinas  ha  sostenido  la  afirmativa 
en  esta  cuestión,  alegando  que  la  concesión  que  se  le  hizo  por 
el  articulo  primero  del  recordado  decreto  de  mil  ochocientos 
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setenta  y  cinco,  es  un  derecho  sayo,  que  está  bajo  el  amparo 
áe  nna  ley  del  Congreso,  y  qae  no  ha  podido,  por  lo  tanto,  el 
Poder  Ejecntiyo  desconocerlo  y  anularlo,  como  ha  sucedido,  sin 
violar  los  derechos  dé  la  empresa  y  hacerse  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios  que  le  ha  inferido . 

Que  á  su  vez,  el  representante  del  gobierno  ha  sostenido  la 
negativa  en  dicha  ouestion,  aduciendo  dos  capitales  razones  de 
oposición,  y  que  consisten  :  la  primera,  en  que  á  la  fecha  del 
decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa  había 
caducado  la  concesión  hecha  á  la  empresa  de  las  Catalinas,  so- 
bre giro  de  carga  á  sus  almacenes,  por  haber  expirado  el  tér- 
mino fijado  á  su  duración ;  y  la  segunda^  en  que  aun  cuando 
se  admitiera  que  no  hubiese  expirado  el  término  asignado  á  la 
dnracion  de  la  concesión,  como  la  empresa  de  las  Catalinas  ha- 
bía ofrecido  y  comprometídose  para  obtenerla,  á  construir 
ciertas  obras,  como  ser  la  prolongación  del  muelle  al  sud- 
este y  nordeste,  con  un  muelle  transversal  y  rompeolas  con 
que  formaría  diques,  en  los  cuales  podían  entrar  y  permanecer 
buques  durante  los  temporales,  ó  esperando  su  turno  para  des- 
cargar y  cargar,  y  no  había  cumplido  ¿  este  respecto  sus  obli- 
gaciones con  el  gobierno,  no  podría,  por  su  parte,  demandar  á 
éste  el  cumplimiento  de  Las  suyas,  desde  que  se  trataría  de  un 
contrato  bilateral,  regido  por  la  disposición  del  artículo  mil 
doscientos  uno  del  Código  Civil. 

Que  como  en  el  debate  sobre  el  mérito  de  la  primera  de  estas 
razones  de  oposición^  ambas  partes  se  han  referido  á  los  decre- 
tos del  Poder  Ejecutivo  de  dieciseis  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  dos,  diecinueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  seten- 
ta y  tres  y  veintiuno  de  Jalio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco,  invocando  sus  disposiciones  eu  favor  de  la  tesis  que  res- 
pectivamente defienden,  conviene  tener  presente  lo  que  hay  en 
ellos  de  pertinente  á  la  cuestión^  para  arribar  á  la  solución  que 
corresponde  • 
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Que  por  el  decreto  de  dieciseis  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
setenta  y  dos  se  concedió  permiso  á  don  Francisco  Seeber  para 
la  construcción  de  depósitos  de  aduana,  que  se  denominarían 
€  Depósitos  del  Norte  >  estableciéndose,  entre  otras  condiciones^ 
la  del  artículo  segundo,  que  dice:  c  El  término  de  esta  conce- 
sión será  de  diez  años,  á  contar  desde  la  fecha  »;  y  la  del  ar- 
tículo tercero,  concebida  en  los  siguientes  términos:  €  Siempre 
que  los  depósitos  del  gobierno  estén  ocupados  con  un  número 
de  bultos  suficiente  para  cubrir  su  renta,  la  Administración  de 
Aduana  permitirá  que  vayan  á  los  depósitos  del  Norte  las  meT- 
caderías  de  los  consignatarios  que  lo  soliciten,  reservándose  el 
derecho  de  negar  este  permiso  cuando  lo  considere  peí  judicial 
á  los  intereses  del  Estado  ». 

En  el  artículo  sexto  del  mismo  decreto  se  concede  también 
al  señor  Seeber  permiso  para  la  construcción  de  un  muelle  de 
carga  y  descarga  en  el  paraje  denominado  «Las  Catalinas  »,  ó  la 
«  Batería  »;  por  el  artículo  sétimo  se  obliga  ^l  concesionario  á 
remover  á  su  costa  el  muelle  y  sin  cobrar  indemnización,  cuando, 
á  juicio  del  gobierno,  entorpézcalas  obras  del  puerto. 

Que  habiendo  la  empresa  de  las  Catalinas  propuesto  al  Poder 
Ejecutivo,  después  del  anterior  decreto,  centralizar  los  depó- 
tos  de  Aduana  en  el  bajo  de  las  Catalinas,  comprometiéndose 
á  construir  todos  los  depósitos  que  fuesen  necesarios,  siempre 
que  el  gobierno  quisiera  suprimir  los  que  tenía  arrendados  sin 
compromiso,  y  que,  diseminados  y  situados  á  largas  distancias, 
recargaban  degustes  al  fisco  y  al  comercio,  el  Poder  Ejecuti- 
vo dictó  el  decreto  de  diecinueve  de  Junio  de  mil  ochocientos 
setenta  y  tres,  resolviendo  que  tomaría  para  depósitos  genera- 
les  de  aduana,  los  almacenes  que  se  proponía  construir  la  com- 
pañía, bajo  las  condiciones  que  en  él  se  consignan,  entre  las 
cuales  figuran  la  segunda,  que  dice  :  «Que  queda  á  discreción  de 
la  Aduana  mandar  á  estos  depósitos  las  mercaderías  que  á  ella 
convenga,  después  que  tenga  bien   ocupados  los  depósitos   de 
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propiedad  fiscal  y  los  contratados  >;  la  tercera,  redactada  en 
estos  térmíos :  «  Qae  si  se  lleva  á  efecto  la  obra  del  puerto  al 
frente  de  esta  ciudad  y,  en  terreno  que  se  gane  sobre  el  rio,  el 
Estado  construyese  almacenes  de  depósitos,  cesará  el  compro- 
miso que  aquí  contrae  con  los  peticionarios,  á  medida  que  se 
vayan  habilitando  dichos  almacenes  fiscales  >;  y  la  sexta:  cque 
los  proponentes  aceptan  todas  las  responsabilidades  que  correa- 
ponden  al  gobierno  por  la  pérdida  de  mercaderías  depositadas  en 
estos  almacenes». 

Que  por  el  decreto  de  veintiuno  de  Julio  de  mil  ochocientos 
setenta  y  cinco,  el  Poder  Ejecutivo  concedió  el  permiso  solicita- 
do por  la  empresa  de  las  Catalinas  para  la  prolongación  del 
muelle  y  construcción  de  las  demás  obras,  que  propuso  en  las 
bases  del  contrato  á  que  se  refiere  dicho  decreto,  considerando 
que  había  conveniencia  en  permitir  la  construcción  de  esas 
obras,  sin  que  perjudiquen,  ni  i  la  navegación,  nial  proyecto 
de  puerto^  y  ordenando  en  el  artículo  primero,  que  se  haga  el 
giro  de  cargas  álos  almacenes  déla  empresa,  en  los  siguientes 
términos:  c  debiendo  la  Administración  de  Rentas  disponer 
que  se  gire  carga^  distribuyéndola  proporcionalmente  entre  es- 
tos  y  los  demás  depósitos,  según  su  cantidad,  especie  y  comodi- 
dad del  comercio  » . 

Que  es  de  observar,  en  presencia  de  estos  decretos,  y  como 
una  verdad  incontestable,  que  ellos  han  sido  los  que  han  dado 
existencia  á  la  concesión  de  almacenes  como  depósitos  de  adua- 
na para  mercaderías  generales,  y  que  han  reglado  también  las 
relaciones  jurídicas  entre  el  gobierno  y  la  empresa  de  las  Gata- 
Unas,  habiéndose  reconocido  y  ampliado  las  prestaciones  que 
en  dichos  decretos  se  establecieron  en  favor  de  la  empresa,  sin 
dificultad  alguna,  hasta  que  se  dictó  el  decreto  de  cuatro  de  Se- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa,  que  prohibió  el  giro  pro- 
porcional de  carga  que  se  hacía  á  Catalinas. 

Que  en  demostración  de  lo  expuesto  precedentemente,  y  para 
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desautorizar  como  infundada  la  aseveración  de  la  empresa de^ae 
el  decreto  de  veintiuno  de  Juiiode  mil  ochocientos  setenta  y  cki- 
00,  aprobado  por  la  ley  del  Congreso  de  trece  de  Octubre  4e  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  liabía  dejado  sin  efecto  los  decretos 
anteriores  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  y  mil  ochocientos 
setenta  y  tres,  basta  tener  presente  el  hecho  de  que  la  empresa 
délas  Catalinas  ha  continuado  cobrando  después  del  decreto  de 
mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  y  cobra  hasta  hoy  mismo,  los 
derechos  de  almacenaje  y  eslingaje  de  la  carga  que  introduce  á 
sus  depósitos,  conforme  al  artículo  octavo  del  decreto  delse- 
u*ntaydos  y  se  rige  por  tas  disposiciones  diez  y  once  del  mis» 
mo  decreto,  habiéndose  considerado,  como  lo  ha  resuelto  el  fa- 
llo de  esta  Suprema  Corte  que  se  registra  en  la  serie  cuarta, 
tomo  primero,  página  veinticinco^  con  todas  las  reeposabilida- 
des  que  corresponden  al  gobierno  por  la  pérdida  de  mercaderías 
depositadas  en  sus  almacenes,  punto  sobre  los  cuales  nada  se 
estatuyó  en  el  decreto  del  setenta  y  cinco,  ni  en  la  ley  que  lo 
aprobó,  resultando  así  evidente  que  han  estado  en  vigor  los  de- 
cretos de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  y  mil  ochocientos  se- 
tenta y  tres,  aún  después  del  de  veintiunode  Julio  de  mil  ooho- 
cientoe  setenta  y  cinco,  aprobado  por  la  ley  del  Congreso,  en  to- 
das aquellas  disposiciones  que  expresa^  ó  implícitamente,  no  han 
sido  derogadas  por  el  último  decreto  de  la  referencia,  lo  que  es- 
tá de  perfecto  acuerdo  con  los  principios  que  rigen  la  materia, 
conforme  á  los  coales  las  leyes  y  decretos  posteriores  no  derogan 
los  anteriores,  sino  cuando  expresamente  así  lo  disponen,  ó  con- 
tienen disposiciones  incompatibles  con  la  de  estos. 

Que  es  de  observar  también,  ante  el  texto  de  los  decretos  ya 
citados,  que  son  dos  cosas  completamente  diferentes  entre  sí, 
aunque  existan  conexas,  la  habilitación  de  los  almacenes  de 
las  Catalinas  como  depósitos  de  aduana  y  el  giro  de  carga  que 
hiija  ó  deba  de  hacerse  á  ellos  en  una  proporción  establecida  de 
antemano  6  según  el  libre  criterio  del  poder  que  hu  concedido 
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aqoella  habilitación;  siendo  inoontestable,  oomo  verdad  de 
simple  sentido  oomon,  qne  cualquiera  que  sea  la  variación  que 
se  haga  por  decretos  ulteriores  en  el  giro  de  la  carga  en  cuan- 
to ¿  la  proporcionalidad  de  su  distribución,  esa  variación  en 
nada  puede  afeotar  al  tiempo  expresamente  fijado  más  antes, 
para  la  duración  de  la  concesión  que  habilitó  como  depósito 
de  aduana  á  los  almacenes  que  construyese  la  empresa  de 
las  Catalinas,  con  tal  que  dicha  variación  se  decrete  cuando 
aán  no  esté  vencido  el  tiempo  asignado  á  la  duración  de  aque* 
Da,  ni  en  el  decreto  que  ordene  tal  variación  se  haya  consig- 
nado cláusula  alguna  de  la  cual  resulte  expresa  ó  implícita- 
mente derogado  el  término  de  la  habilitación,  ó  concesión  de 
que  se  trata. 

Que  basta  consignar  los  antecedentes  expuestos  hasta  aquí, 
para  que  de  ello  se  desprenda^  con  la  fuerza  de  la  evidencia,  la 
solución  afirmativa  de  la  cuestión  que  se  debate,  en  el  sentido 
que  la  sostieae  el  representante  del  gobierno,  ó  sea.  de  que  á 
la  fecha  del  decreto  de  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  había  caducado  ya  la  vigencia  del  artículo  primero  del 
decretode  veinte  y  nnode  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco»  relativo  al  giro  proporcional  de  cargas  á  los  almacenes  de 
Catalinas. 

Que  los  fundamentos  de  esta  solución  se  patentizan,  teniendo 
presente,  con  relación  á  los  antecedentes  ya  mencionados:  Pri- 
mero, que  por  el  artículo  segundo  del  decreto  de  diez  y  seis  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  la  concesión  á  Seeber 
del  permiso  para  destinar  á  depósito  de  aduana  los  almacenes 
qoese  proponía  construir  en  el  bajo  délas  Catalinas,  sólo  debía 
durar  diez  años  desde  la  fecha  del  decreto,  y  habiendo  termina- 
do este  plazo  en  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  es 
evidente  que  había  caducado  ya,  en  Setiembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa,  la  disposición  del  decreto  de  veinte  y  uno  de 
Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco;  en  lo  referente  al  giro 
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proporcional  de  la  carga,  que  él  estableció,  y  que  do  se  concibe 
que  pudiera  continuar  efectuándose  de  acuerdo  con  una  ley  6 
decreto  que  no  se  ha  dictado,  después  de  expirar  el  término  por 
el  cual  se  habrían  habilitado  como  depósitos  de  aduana  los  alma- 
cenes de  la  empresa;  habilitación  á  cuya  condición  está  necesa- 
riamente subordinado  el  giro  de  carga,  sea  cual  fuere  la  pro- 
porción 6  la  forma  en  que  se  haga;  Segundo,  porque  nada  hay 
en  el  decreto  del  setenta  y  cinco,  ni  en  la  ley  que  lo  aprobó^ 
ni  en  las  cláusulas  de  la  propuesta  de  la  empresa,  aceptadas  por 
dicho  decreto,  que  se  refiera  al  tiempo  que  había  de  durar  el 
giro  de  la  carga,  en  la  proporción  establecida  en  él^  en  cuyo 
caso  es  correcta  la  conclusión  de  que  ha  caducado  la  disposición 
del  referido  articulo  primero,  desde  que  ni  el  decreto  que  lo 
contiene,  ni  en  lá  ley  que  lo  aprobó  hay  una  derogación  expre- 
sa del  artículo  segundo  del  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y 
dos,  cuyo  vigor  subsiste  en  presencia  del  decreto  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  cinco,  como  ya  se  ha  dicho,  en  todo  lo  que  ex- 
presa ó  implícitamente  no  esté  invocado  en  este  posterior  de- 
creto ;  y  Tercero,  porque  es  menos  cierto  que  tampoco  hay  cláu- 
sula alguna,  de  las  propuestas  por  la  empresa  y  que  aprobaron 
el  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  y  la  ley  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  ni  disposición  alguna  en  éstos  qne 
implícitamente  haya  derogado  el  artículo  segundo  del  decreto 
del  setenta  y  dos,  pero  ni  que  deje  la  duda  siquiera  sobre  la 
existencia,  hasta  hoy,  de  la  concesión  hecha  á  la  empresa  de 
las  Catalinas,  para  poder  resolver  esa  duda  por  los  hechos  pos- 
teriores de  las  partes,  que  ordinariamente  sirven  para  estable- 
cerla inteligencia  y  el  alcance  que  debe  darse  á  las  cláusulas 
dudosas  de  los  contratos. 

Que  desde  luego,  puede  y  debe  afirmarse  que  no  conduce  en 
manera  alguna  á  la  conclusión  que  defiende  la  empresa  de  las 
Catalinas,  la  cláusula  veinte  de  las  propuestas  que  aprobó  el 
decreto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  por  la  muy  sencilla 
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razón  de  qne  estaolánsnla  sólo  establece  que  el  gobierno  podrá 
expropiar  las  obras  de  la  empresa  por  el  valor  de  su  tasación, 
más  un  yeinte  por  ciento,  lo  que  ciertamente  nada  tiene  que  yer 
con  el  plazo  fijado  en  el  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y 
dos,  á  la  duración  del  permiso  6  concesión '  para  destinar  á  de- 
pósitos de  aduana  los  almacenes  de  la  empresa,  desde  que  por 
ser  temporal  la  concesión,  el  gobierno  no  ha  dejado  de  tener, 
durante  ella,  esa  autorización,  no  siendo  condición  indispensable 
para  poder  ejercerla,  que  aquella  seaperpétua,  y  cuando  además, 
por  el  hecho  de  haberse  fijado  sólo  por  diez  años  su  duración, 
no  se  priya  á  la  empresa  de  la  propiedad  de  las  obras,  que  no 
hay  que  confundir  con  el  giro  de  la  carga,  para  atribuir  á  éste 
la  perpetuidad  de  aquella,  y  cuando,  finalmente,  ni  ello  es  un 
obstáculo  para  que  el  gobierno  compre  dichas  obras,  si  acuerda 
al  efecto  un  precio  con  la  empresa. 

Que  no  puede  tampoco  admitirse  como  una  demostración  de 
haber  desaparecido  el  término  á  que  ha  estado  subordinada  la 
concesión  acordada  á  la  empresa  en  el  artículo  primero  del  de- 
creto del  setenta  y  cinco,  la  yaga  referencia  al  conjunto  de  este 
decreto,  y  el  de  la  ley  que  lo  aprobó,  porque  ni  la  prolongación 
del  muelle,  ni  la  construcción  de  los  ramales  laterales,  que  en 
él  se  establecen,  tienen  carácter  de  perpetuidad,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  séptimo  del  decreto  de  mil  ochocientos 
setenta  y  dos,  y  lo  previsto  en  el  considerando  primero  del  de- 
creto de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco^  ni  la  concesión  del  gi* 
ro  proporcional  de  la  carga,  que  en  éste  se  acuerda,  implica 
que  la  habilitación  de  los  almacenes  para  recibir  carga,  necesa- 
riamente haya  de  ser  perpetua,  y  no  temporal,  como  lo  estable- 
ció el  artículo  segundo  del  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y 
dos,  siendo  no  menos  cierto,  también,  que  no  hay  en  dicho  de- 
creto, ni  en  la  ley  del  año  setenta  y  siete,  punto  alguno  que 
ofrezca  la  duda  sobre  el  carácter  de  la  concesión  hecha  á  Cata- 
linas, en  el  sentido  de  las  pretensiones  de  la  einpresa  deman- 
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dante,  para  que  deba  resolverse  haciendo  aplicación  de  la  regla 
de  derecho  de  que  los  actos  posteriores  de  los  contratantes  sir<^ 
ven  para  interpretar  y  establecer  el  alcance  de  la  cláosula  dudo- 
sa en  los  contratos  bilaterales. 

Que  el  hecho  de  que  la  empresa  de  las  Catalinas  haya  conti- 
nuado gozando  después  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  hasta 
mil  ochocientos  noventa,  de  la  concesión  que  se  le  hizo  por  el 
artículo  primero  del  decreto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco, 
aunque  es  efectivamente  cierto,  no  prueba,  en  verdad,  que  dicha 
concesión  no  estuviese  regida  por  el  artículo  segundo  del  de- 
cteto  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,'en  cuanto  á  su  duración, 
y^  que  el  gobierno  no  tuviese  derecho  para  ponerle  término  en 
cualquier  día  de  ese  período,  como  sucede  en  los  contratos  de 
locación  á  término,  en  los  cuales  el  hecho  de  continuar  el  loca* 
tario^  después  del  vencimiento  del  término,  en  el  usu  y  goce  de 
la  cosa  arrendada,  aunque  sea  en  las  mismas  condiciones  bajo 
las  cuales  se  estipuló  la  locación,  no  le  da  derecho  para  retener 
la  cosa,  la  que  podrá  pedir  el  locador  en  cualquier  tiempo,  sea 
cual  fuese  el  que  el  arrendatario  hubiese  continuado  en  el  uso 
ygocedelacosa,  conforme  á  la  terminante  disposición  del  arti- 
culo mil  seiscientos  veintidós  del  Código  Civil,  disposición  que 
es  de  perfecta  aplicación  en  el  caso  sub'judice^  por  la  analogía 
que  este  caso  tiene  con  el  del  artículo  citado,  y  por  lo  proscrip- 
to en  el  artículo  diez  y  seis  del  mismo  Código.  Además,  el  goce 
de  una  liberalidad  no  da  derecho  para  seguir  su  repetldon. 

Que,  por  último,  el  argumento  que  se  ha  hecho  por  el  repre- 
sentante del  gobierno  con  la  disposición  del  artículo  mil  dos-^ 
cientos  uno  del  Código  Civil,  para  pedir  el  rechazo  de  la  demanda 
de  la  empresa,  no  es  menos  concluyente  y  decisivo  para  conseguir 
este  objeto;  y,  áfin  de  poder  apreciar  mejor  su  importancia,  en 
la^hipótesis  bajo  la  cual  se  ha  hecho,  deque  no  hubiese  termina* 
do  todavía  la  duración  de  lo  que  se  conviene  en  llamar  contrato 
bilateral,  es  necesario  tener  presente  los  siguieates  hechos : 
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Primero:  Qne  la  empresa  demandante  no  prolongó  el  muelle 
de  8u  propiedad  en  toda  la  longitud  que  ofreció  hacerlo,  ni  cons- 
trajólos  ramales  laterales  de  mueUe,  ni  el  muelle  transversal 
ligado  por  un  puente  cou  el  principal,  como  lo  prometió  en  las 
propuestas  aceptadas  por  el  decreto  del  setenta  y  cinco,  hecho 
cuya  verdad  ha  sido  reconocida  por  la  misma  empresa ; 

Segundo:  Que  estas  obras^  según  lo  demuestra  el  texto  nüs- 
oso  de  las  mencionadas  prapuestas,  ha  sido  el  principal  y  único 
fundamento  de  la  concesión  del  giro  proporcional  de  la  carga 
acordada  á  la  empresa  en  el  ártica  lo  primero  del  decreto  de 
veintiuno  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  como  jus- 
ta retribución  de  los  grandes  beneficios  que  de  ellas  iban  á  re- 
portar el  gobierno  y  el  comercio,  desde  que  no  ha  podido  tam* 
bien  ser  un  motivo  de  dicha  concesión,  la  construcción  de  todos 
lo8^  almacenes  necesarios  para  recibir  la  carga  que  se  le  girase, 
siendo  ella  una  obligación  que  ya  se  impuso  la  empresa  cuando 
ofreció  al  gobierno  reconcentrar  todos  los  depósitos  en  el  bajo 
délas  Gatalirias»  para  que  no  hubiese  otros  diseminados  á  lar- 
gas distancias,  en  la  ciudad. 

Que  sentados  estos  hechos,  basta  la  simple  lectura  del  artículo 
mil  doscient;o8  uno  del  Código  Civil,  para  convencerse  de  su  per- 
feota  ^licajcion  al  presente  caso,  y  de  que  absolutamente  no 
ha  tenido  razón  la  empresa  de  las  Catalinas  para  demandar  al 
gobierno  como  lo  ha  hecho. 

Que  siendo  los  términos  del  citado  artículo,  loa  siguientes : 
ten  los  contratos  bilaterales  una  de  las  partes  no  podrá  deman- 
dar su  cumplimiento,  sino  probase  haberlo  ella  cumplido  ú  ofre- 
cido cumplirlo,  oque  su  obligación  es  á  plazo  »,  y  no  habiendo 
la  empresa  probado  que  cumpliera  las  obligaciones  que  contra- 
jo por  su  parte,  referentes  á  la  ejecución  de  muelles,  ni  pu- 
diendo  tampoco  ofrecer  ahora  cumplirlas,  por  haber  dejado  pa- 
sar el  tiempo  de  poder  hacerlo  con  derecho,  como  lo  prueban  la 
base   veintidós  de  la  propuesta  aprobada,  de  la  empresa,   y 
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el  artícalo  tercero  del  decreto  de  veintiuno  de  Julio  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cinco;  y  porque,  además,  el  estado  de  las 
obras  del  puerto  no  le  permitiría  efectuarlas,  de  conformidad  al 
derecho  reservado  al  gobierno  por  un  decreto  suyo,  anterior  itl 
decreto  de  mil  chocientos  setenta  y  cinco,  y  aceptado  por  la 
empresa,  es,  sin  duda,  por  todo  ello,  manifiesta  y  de  toda  evi- 
dencia la  improcedencia  de  la  demanda- deducida. 

Que  no  se  oscurece  ni  debilita  la  verdad  de  esta  conclusión 
porque  se  alegue  que  el  Poder  Ejecutivo  no  ha  exigido  antes,  á 
la  empresa  de  las  Catalinas,  la  ejecución  de  las  obras  de  los 
muelles,  desde  que  aun  cuando  fuera  cierto  el  hecho,  esa  exigen- 
cia no  es  una  condición  que  pueda,  en  virtud  de  ley  alguna,  invo-^ 
car  el  demandante  para  eximirse  del  cumplimiento  de  los  re- 
quisitos taxativamente  prescriptos  por  el  artículo  mil  dos- 
cientos uno  del  Código  Civil,  á  fin  de  permitirle  demandar  á  la 
contrariad  cumplimiento  de  sus  obligaciones, ni  vale  tampoco 
alegar  qne^  porque  las  obras,  que  hacen  la  principal  prestación 
de  la  parte  del  demandante,  hayan  estado,  desde  antes  del  con- 
trato, amenazadas  de  desaparecer  á  petición  del  otro  contratan- 
te, como  aquí  sucedía  con  los  muelles,  ello  autorice  á  los  jue- 
ces para  dar  como  hechas  obras  que  no  lo  han  sido,  y  declarar 
en  su  mérito,  habilitado  al  que  no  las  ha  ejecutado,  á  deman- 
dar lo  que  la  ley  no  le  permite. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  doscientos  cuarenta  y  nueve;  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

AB£L  RAZAN.  —  OCTAVIO  BDNGE. 
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CAUSA   I.XIX 


El  doctor  don  Belisario  Saravia,  por  la  dirección  de  Ferroca- 
rriles, contra  la  empresa  del  Ferrocarril  Central  Argentino^ 
por  cobro  ejecutivo  de  una  multa;  sobre  cobro  de  honorarios 
y  falta  de  personería. 


Sumario.  —  El  decreto  del  Poder  Ejecutivo,  de  7  de  Noviem- 
bre de  1895,  que  prohibe  encargar  del  cobro  de  las  maltas  álos 
empleados  de  la  dirección  de  ferrocarriles,  no  se  opone  á  la  in- 
terpretación que  dicha  dirección  le  ha  dado,  entendiendo  que  se 
venere  no  á  nombramientos  de  apoderados  hechos  ya,  sino  á 
nombramientos  por  hacerse. 


Caso.  — En  la  ejecución  seguida  por  el  doctor  Belisario 
Saravia,  con  poder  de  la  Dirección  de  ferrocarriles,  contra  la 
empresa  del  Central  Argentino,  por  cobro  de  una  multa,  se 
practicó  la  liquidación  de  los  honorarios  de  aquel  j  de  las  cos- 
tas del  juicio,  declaradas  á  cargo  de  dicha  empresa . 

Practicada  y  consentida  la  liquidación,  se  dictó  auto  de  sol- 
vendo  por  su  importe,  y  no  verificado  el  pago  se  libró  manda- 
miento de  embargo. 

Trabado  éste, se  citó  de  remate  á  la  empresa,  laque  opuso  ex- 


d 


966  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  GORTB 

cepcion  de  falta  de  personería,  fundada  en  qae,  por  decreto  del 
Poder  Ejecutivo,  el  juicio  sobre  pago  de  multas  no  podía  ser 
seguido  por  ninguno  de  los  miembros  de  la  dirección  de  ferroca* 
rriles,  de  que  forma  parte  el  doctor  Siiravia. 


Pallo  del  Jfvtmm  Federal 


Buenos  Aires,  Mayo  13  de  1896. 

Y  vistos :  Considerando  que  el  doctor  Saravia  ha  acreditado  á 
foja...  la  representación  con  que  interviene  en  estos  autos,  lo 
que  se  encuentra  ratificado  por  el  documento  que  corre  agregado 
á  foja  7  del  juicio  seguido  por  la  Dirección  de  ferrocarriles 
nacionales  contra  la  empresa  del  Ferrocarril  de  Buenos  Aires  j 
puerto  de  la  Ensenada;  que  la  disposición  gubernativa  de  7  de 
Noviembre  último,  que  el  ejecutado  invoca,  no  puede  oodisiderar- 
se  como  anulatoria  ó  revocatoria  de  la  referida  representación  • 

Por  esto,  desestímase  la  excepción  opuesta  por  el  ejecatadot 
con  costas,  7  llévese  adelante  la  ejecución.  Bepóagase  la  foja* 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  la  Suprema  €)owim  (1) 


Buenos  Aires,  Ai)ril  20  de  1897. 

Vistos  7  considerando:  Que  el  doctor  Saravia  ha  estado  en 
ejercicio  de  la  personería  en  cu7a  virtud  ha  obrado  en  esta  oan- 

(1)  Igual  resolución  se  dictó  en  siete  causas  idénticas  á  la  presente. 
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say  mediante  rnaadato  dado  por  la  direocion  de  f errooarriles^  ao- 
tarizada  al  efecto  por  decreto  del  Poder  Ejecativo . 

Qpeei  DueTO  decreto  del  siete  de  NoTiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  7  cinco,  enqnese  basa  la  excepción  opuesta  por  el 
ejecatado^  no  se  opone  de  una  manera  esplícita  á  la  interpreta- 
ción que  le  ha  dado  la  Dirección,  entendiendo  que  se  refiere,  no 
á  nombramientos  ya  hechos,  sino  á  nombramientos  por  hacerse. 

Por  esto  7^ por  sus  fundamentos,  se  confirma^con  costas,  el 
aoto.  apelado  de  foja  cuarenta  7  una.  Repuestos  los  sellos,  de- 
TuélTanse^. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGB.  — JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAVSA    liXX 


Don  Roberto  Mackill,  contra  don  Tomás  Murray  y  compañía^ 
por  falsificación  de  patente  de  invención ;  sobre  caución 


Sumario.  —  El  querellante  por  falsificación  de  patente  de 
infencion,  que  insiste  en  el  embargo  decretado  contra  el  que- 
rellado, está  obligado,  si  éste  la  pide,  á  prestar  caución  para 
responder  á  las  resultas  del  juicio. 
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« 

CcLSO.  —  Don  Roberto  Mackill  dedujo  contra  los  señores  To- 
más Murray  j  compañía,  querella  por  falsificación  de  patente 
de  iuTencion,  pidiendo  que  fuera  condenado  á  abonar  la  multa 
de  600  pesos,  con  costas  j  daños  y  perjuicios. 

Por  un  otrosi  pidió,  bajo  su  responsabilidad,  embargo  pre- 
yentivo  del  específico  fabricado  por  los  demandados. 

El  juez  hizo  lugar  al  embargo. 

Los  demandados  contestaron,  por  medio.de  procurador,  el 
traslado  de  la  querella,  y  por  un  otrosí  dijeron :  <  que  de  acuerdo 
con  lo  que  dispone  el  artículo  57  de  la  ley  de  patentes  de  inven- 
ción, se  ba  de  servir  Y.  S.  levantar  el  embargo  trabado  y  permitir 
á  mi  mandante  que  continúe  con  la  explotación  del  específico, 
fijando  el  importe  de  la  ^anza,  ó  en  caso  contrario,  mandar  que 
el  señor  Mackill  preste  caución  conveniente  (cuyo  monto  fijará 
y.  S.),  dentro  del  plazo  qae  Y.  S.  señale,  y  suficiente  para  res- 
ponder á  las  resultas  del  juicio,  bajo  apercibimiento  que,  de  no 
hacerlo  así,  se  mandará  levantar  el  embargo  trabado  y  se  per- 
mitirá á  mi  mandante  continuar  con  la  explotación  del  producto 
que  ha  motivado  este  expediente  ». 


Pallo  del  Juem  Vederal 


Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1896. 

T  vistos :  En  virtud  de  la  oposición  hecha  por  el  actor  al  le- 
vantamiento del  embargo  trabado  en  uso  de  la  facultad  acorda- 
da por  el  artículo  5^  de  la  ley  de  patentes  de  invención,  cuyo 
embargo  fué  decretado  bajo  la  responsabilidad  de  esa  parte  y 
en  razón  del  derecho  acordado  por  el  artículo  32  de  la  ley  de 
marcas  de  fábrica  y  de  comercio;  por  ello,  no  se  hace  lugar  al 
levantamiento  solicitado  en  el  otrosí  del  escrito  de  contestación. 
Y  tenieudo  en  consideración  el  pedimento  sobre  caución  que  se 
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exige  al  demandante,  pedido  procedente  por  acordarlo  el  artíoa- 
lo  58  antes  recordado,  el  Juzgado  resuelve  :  que  don  Roberto 
Mackill  preste  en  forma  dicha  caución,  fijándose  al  efecto  su 
importe  en  la  suma  de  5000  pesos  moneda  nacional  curso  legal, 
destinada  á  responder  á  las  resultas  del  juicio,  y  cuya  caución 
deberá  prestarla  dentro  del  término  de  cinco  días,  bajo  el  aper- 
cibimiento solicitado  en  dicho  otrosí. 

Agustín  Urdinarrain. 


Falle  de  la  Suprema  Certe 


Buenos  Aires,  Abril  20  de  1897. 

I  Vistos :  De  conformidad  á  lo  dispuesto  en  la  última  parte  del 

i  artículo  cincuenta  y  ocho  de  la  ley  de  patentes  de  iuTencion,  se 

confirma,  con  costas,  el  auto  de  foja  sesenta   y  una  en  la  parte 

apelada.  Repuestos  los  sellos,  dcTuélvanse. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN. 
—OCTAVIO  BUNGE. —  JUAN 
E.  TORRENT. 
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CAUSA  JLXXI 


Contra  don  Domingo  Georges;  sobre  comts  o 


Sumario, — Las  mercaderías  traídas  en  baúles,  manifestadas 
por  el  interesado  entregando  al  empleado  respectiTo  las  factu- 
ras, antes  de  ninguna  veriñcaoion,  y  al  pedirse  su  despacho 
como  mercaderías  sujetas  al  pago  de  derechos,  no  caen  en  co- 
miso. 


Caso.  —  Besulta  de  las  siguientes  piezas  : 


RESOLUCIÓN   DE  LA  ADUANA 


Buenos  Aires,  Setíembre  17  de  1894. 

Visto  lo  actuado  de  lo  que  resulta  que  los  bultos  de  que  se  tra- 
ta no  constan  en  el  manifiesto  general  del  vapor  conductor,  en 
contravención  á  lo  establecido  por  el  artículo  838  de  las  ordenan- 
zas de  aduanas,  y  con  arreglo  á  los  artículos  005  y  1054  de  las 
citadas  disposiciones,  declaro  caldos  en  comiso  los  dos  baúles  y 
un  cajón  mercaderías  de  que  se  trata,  debiendo  manifestar  el 
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interesado  en  el  acto  de  la  notificación  si  está  conforme  en  abo- 
nar el  importe  del  comiso  ó  hacer  abandono  de  la  mercadería . 
Hágase  saber,  pase  á  contadarla  á  sus  efectos  j  repónganse  los 
sellos. 

5.  BaiAiene. 


Fallo  del  ^uea  Eederal 


BueDos  Aires,  Febrero  12  de  1895. 

T  vistos:  Considerando  que  los  baltosá  que  esta  apelación  se 
refiere,  fueron  traídos  j  desembarcados  en  calidad  de  equipaje, 
sin  que  constaran  manifestados  en  el  manifiesto  general  del  bu- 
que que  los  condujo. 

Que  siendo  así  que  dichos  bultos  contenían  mercaderías,  no 
pueden  ser  considerados  como  equipaje,  según  los  términos  del 
artículo  201  de  las  ordenanzas  de  aduana;  y  su  conducción  y 
desembarco  en  tal  condición,  sin  estar  manifestados,  es  contra- 
ria á  las  disposiciones  legales  que  determinan  la  manera  y  forma 
en  que  debe  hacerse  la  importación  y  despacho  de  mercaderías. 

Forestes  fundamentos,  de  conformidad  con  la  jurispruden- 
cia establecida  por  la  Suprema  Corte  en  el  fallo  dictado  en  la 
cansa  de  Leymaire  y  en  los  que  se  registran  en  la  página  403, 
tomo  8^,  sérit!  3*,  y  de  acuerdo  con  lo  que  disponen  los  artículos 
005, 1025  y  1037  de  las  ordenanzas,  fallo  confirmando,  con  cos- 
tas, la  resolución  apelada  de  foja  12.  Notifíquese  con  el  origi- 
nal, repónganse  los  sellos,  y  en  oportunidad  devuélvanse  los  au- 
tos á  la  Aduana,  á  los  efectos  correspondientes. 

J.  V.  Lalanne. 
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VISTA  DEL  SESOR  PROCURADOR  GENERAL 


Baenos  Aires,  Judío  3  de  1895. 
Suprema  Corte  : 

Los  bultos  traídos  y  desembarcados  para  el  pasajero  don  Do- 
mingo Georges,  no  eran  ni  equipajes  ni  encomiendas,  como  él 
mismo  lo  reconoce.  Eran  artículos  de  comercio,  como  lo  com- 
prueban las  mismas  facturas  por  él  presentadas .  Esos  artícu- 
los debieron  ser  incluidos  en  el  manifiesto  general,  según  el  ar- 
tículo 838  de  las  ordenanzas;  y  la  omisión  de  ese  requisito  de- 
termina la  imposición  de  pena,  que  prescribe  el  artículo  1025. 

No  son,  por  ello,  aplicables  los  artículos  214, 216  y  218,  que  se 
refieren  á  las  muestras,  equipajes,  encomiendas  ó  bultos  de  mer- 
caderías, que  constan  en  el  manifiesto  general  de  la  carga,  y 
sobre  las  que  se  haya  presentado  manifiesto  de  despacho.  Ese 
manifiesto  de  despacho, rigurosamente  requerido  en  las  ordenan-^ 
zas,  no  puede  ser  suplido  por  la  exhibición  de  las  facturas^ 
cuando  los  bultos  iban  ya  á  ser  abiertos  y  examinados  en  el  res- 
guardo. Porque  si  el  despacho  en  confianza  se  hubiera  hecho, 
sin  intentar  abrirse  los  bultos,  las  mercaderías  en  cuestión,  pa- 
sando desapercibidas,  se  hubieran  despachado  como  equipaje, 
produciendo  la  defraudación  de  la  renta.  Por  ello,  pidoá  Y.  E. 
se  sirva  confirmar,  por  sus  fundamentos,  la  sentencia  recurrida 
de  foja  27. 

Sabiniano  Kier. 
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FAlle  ém  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  2S  de  1897. 

Vistos  7  considerando  :  Que  segon  resalta  del  parte  de  foja 
primera,  el  empleado  qne  lo  suscribe  acompañó  ásu  denancia 
los  conocimientos  de  las  facturas  de  las  mercaderías  que  conte- 
nían los  baúles  pertenecientes  al  pasajero  Domingo  Jeorges. 

Que  según  consta  de  autos,  esas  facturas  le  fueron  entrega- 
das á  dicho  empleado  por  el  mismo  interesado  al  pedir  el  des- 
pacho délos  baúles,  no  como  equipaje,  sino  como  mercaderías 
sujetas  al  pago  de  derechos,  con  arreglo  á  los  artículos  doscien- 
tos diez  7  seis  á  doscientos  diez  7  ocho  de  las  ordenanzas. 

Qne  los  mencionados  baúles  han  permanecido  en  el  resguar- 
do de  la  aduana  varios  días,  sin  que  su  contenido  ha7a  sido 
*Terificado  por  empleado  alguno  de  la  misma,  habiéndose  hecho 
la  denuncia  de  foja  primera  sólo  á  mérito  de  la  solicitud  de  des- 
pacho del  propietario,  quien,  lejos  de  ocultar  su  contenido,  lo 
manifestó  expresamente,  entregando  las  facturas,  que  verifica- 
das han  resultado  ser  exactas. 

Que  si  bien  las  referidas  mercaderías  no  figuraban  en  el  ma- 
nifiesto general  del  buque,  el  artículo  doscientos  diez  j  ocho  de 
las  ordenanzas  autoriza  el  despacho,  de  las  mercaderías  que  se 
desembarquen  en  la  forma  délas  que  motivan  estos  autos, 
cuando  resulte  evidente  la  falta  de  intención  criminal  en  el 
dueño  de  la  carga;  que  esta  misma  jurisprudencia  surge  de  la 
doctrina  establecida  por  esta  Suprema  Corte  en  la  causa  que  se 
registra  en  la  serie  cuarta,  tomo  octavo,  página  cuatrocientos 
veinticuatro . 

Que  la  ampliación  que  contiene  el  artículo  treinta  7  siete  de 
la  ie7  de  aduana  para  el  corriente  año,  haciendo  aplicables  las 

T.  LITll  18 
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disposiciones  de  las  ordenanzas  del  ramo  sobre  falsas  manifes- 
taciones á  las  mercaderías  que  no  estando  comprendidas  en  el 
artículo  doscientos  de  dichas  ordenanzas,  limitada  como  loes 
solamente  á  las  muestras,  deja  en  pié  las  disposiciones  relati- 
vas álos  equipajes  y  encomiendas. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
veinte 7  siete.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse,  pudiendo  no- 
tificarse con  el  original. 

benjamín  paz.  — LUIS  V.  VÁRELA. 
— OCTAVIO  BONGB.— JUAN  E,   TO- 

HRENT .  —  ABEL  BAZAN  (en  disi- 
dencia). 


DISIDBNCU 


Vistos :  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  en  su  precedente  vista,  de  conformidad  tam- 
bién con  la  jurisprudencia  establecida  por  esta  Suprema  Corte 
en  la  causa  que  se  registra  en  la  serie  cuarta,  tomo  séptimo,  pá- 
gina ciento  veinte  y  nueve,  resolviendo  un  caso  igual  al  pre* 
senté,  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  sen* 
tencia  apelada  de  foja  veinte  y  siete ;  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

ABEL  BAZAN. 
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CACSA  I4XXII 


El  Consejo  de  Higiene,  contra  don  Cesar  Genzana,  sobre  re- 
curso i  la  Suprema  Corte  de  autos  de  los  tribunales  lo- 
cales. 


5umano.— La  simple  interpretación  y  aplicacionde  las  leyes 
de  Procedimientos,  hecha  por  los  tribunales  locales,  no  autoriza 
ei  recurso  á  la  Suprema  Corte.  ' 


Caso. —  Ló  explica  el 


Fallo  de  la  Suprema  Caerte 


Buenos  Aires,  Abril  20  de  1897. 

Besaltando  de  U  propia  exposición  de  esta  parte,  que  en  el 
pleito  no  se  ha  puesto  en  cuestión  sino  disposiciones  del  Código 
de  Procedimientos  en  lo  Criminal;  que  la  simple  interpretación 
y  aplicación  de  ese  Código,  dictado  por  el  Congreso  en  su  ca- 
rácter de  legislatura  local  de  la  Capitalino  funda  el  recurso  au- 
torizado por  el  artículo  veintidós,  incisa  segundo,  del  expresado 
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Código,  como  lo  tiene  resuelto  en  diversos  casos  esta  Suprema 
Corte. 
Por  esto  se  declara  bien  denegado  el  recurso,  y  archívese. 


BENJAMÍN  PAZ.  —  LUÍS  V.  VÁRELA. 
—  ABEL  BAZAN.  — OCTAVIO  fiUN- 
6E.  —  JUAN  E .  TORRENT. 


CAVSA  IjXXm 


Don  Roberto  Mackülj  contra  Mac  Dougal  hermanos,  "por  falsificar- 
don  de  una  patente  de  invención; sobre  defecto  en  la  demanda 


Sumario.  —  Sin  acompañarse  á  la  demanda  la  patente  res- 
pectiva, no  puede  dársele  curso. 


Caso. —  Don  Roberto  Mackill  demandó  á  los  señores  Mao 
Dongal  hermanos  por  falsificación  de  una  patente  de  invención,  y 
pidió  7  obtuvo  embargo  de  las  mercaderías  de  los  demandados 
que  consideraba  falsificadas. 

Los  demandados,  sin  contestar  la  demanda,  opusieron  la  ex- 
cepción de  arraigo  y  solicitaron  el  levantamiento  del  embargo 
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fundados  en  el  artícalo  57  de  la  ley  de  patentes,  por  no  haberse 
acompañado  el  títnlo  otorgado  por  la  oficina  respectiva. 

El  secretario  informó,  por  orden  del  juez,  qae  dicho  título 
estaba  agregado  á  otro  expediente  análogo . 


Ftollo  del  JuMB  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1896. 

Besultando  del  certificado  que  precede,  que  la  patente  á  que 
se  ha  hecho  referencia  fué  presentada  en  el  expediente  seguido 
por  el  mismo  demandante,  contra  Bamsay,  Bellony  y  compa- 
ñía, y  que  por  omisión  no  se  mandó  certificar  en  tiempo  sobre  la 
misma,  téngasele  por  presentado  para  estos  autos^  y  proveyen- 
do al  principal:  traslado  de  la  excepción  opuesta.  Repóngase  el 

« 

papel. 

Urdinarrain. 


De  este  auto,  los  demandados  pidieron  reposición  y  apelación 
en  subsidio,  insistiendo  en  que  no  ha  debido  darse  curso  á  la 
demanda,  con  arreglo  al  artículo  57  de  la  ley  de  patentes. 


Auie  del  JTuem  redenil 


Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1896. 

T  vistos,  los  recursos  de  revocatoria,  apelación  y  nulidad  de- 
ducidos en  el  escrito  de  foja  29,  y 
Considerando:  Que  si  bien  el  artículo  57  de  la  ley  nacional 
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de  patentes  de  invención  impone  al  actor  el  deber  de  acompañar 
con  80  demanda  la  patente,  y  sin  cayo  requisito  no  se  le  dará  onr- 
80,  tal  disposición  en  el  caso  sub-judice  no  debe  razonablemente 
conceptuarse  infringida,  desde  qae  el  escrito  de  presentación  ó 
demanda  la  menciona  especialmente  como  existente  y  agregada 
á  un  expediente  iniciado  por  el  mismo,  en  la  misma  fecba  y 
radicado  ante  este  juzgado  y  Secretaría,  cuya  expresión  y  sai- 
yedad  á  los  efectos  legales  y  objeto  de  la  ley,  á  sancionar  tal 
principio,  llena  sus  exigencias^  de  acuerdo  con  el  artículo  10  de 
la  ley  nacional  de  procedimientos  de  14  de  Setiembre  de  1863, 
artículo  72  del  Código  de  Procedimientos  para  la  Capital,  y  co- 
mo así  lo  enseñan  los  tratadistas;  desde  que  esa  parte  ha  he- 
cho mención  especial  y  con  la  individualidad  necesaria  de  la 
oficina  pública  y  lugar  donde  la  patente  se  halla  presentada, 
evitando  así  las  sorpresas  que  eí  demandado  podría  sufrir  con 
su  exhibición,  y  demostrando  á  la  ves?  desde  su  origen  las  razo* 
nes  legales  que  asisten  al  actor  para  promover  su  juicio,  móvi- 
les que  parecen  ser  los  que  han  servido  de  fundamento  de  tal 
disposición . 

En  el  certificado  del  señor  secretario,  expedido  por  mandato 
judicial  para  comprobar  la  presentación  de  esa  patente,  dado 
su  carácter  de  tal,  se  encuentra  correctamente  expedido,  sin  que 
la  no  mención  de  la  fecha  y  término  de  la  patente  pueda  ser 
causa  de  nulidad,  puesto  que  como  certificado  basta,  como  que- 
da expresado,  para  evidenciar  el  extremo  que  se  trataba  de  cons- 
tatar. 

Por  estas  consideraciones  y  las  aducidas  áfoja  45,  no  se  hace 
lugar  á  la  revocatoria  y  nulidad  pedida,  y  se  conceden  los  recur- 
sos de  apelación  y  nulidad  para  ante  la  Suprema  Corte,  donde 
se  elevarán  los  autos  en  la  forma  de  estilo. 

Agustin  Urdinarrain. 
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Fallo  de  ím  Suprema  Ciarte 


Buenos  Aires,  Abril  22  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Que  el  artículo  cincuenta  y  siete  de 
la  ley  nacional  sobre  patentes  de  invención,  requiérela  exhi* 
bicion  de  la  patente  respectiYa  para  que  el  juicio  sea  debida- 
mente iniciado,  disponiendo  que  sin  el  lleno  de  ese  requisito  qo 
se  dé  curso  &  la  demanda. 

Que  el  claro  precepto  de  la  ley  no  se  presta  á  interpretacio- 
nes que  limiten  el  mandato  general,  sobre  todo  cuando,  como 
en  el  presente  caso,  la  posibilidad  de  la  presentación  de  la  pa- 
tente es  manifiesta,  desde  que  el  actor,  para  cumplir  los  debe- 
res legales,  ha  debido  pedir  la  devolución  de  la  patente  pre- 
sentada en  otro  juicio,  dejándose  en  él  la  debida  constancia. 

Que  además  y  ni  aún  por  analogía  puede  invocarse  el  artículo 
diez  de  la  ley  general  de  procedimientos,  porque  ese  artículo 
impone  el  deber  de  producir  con  la  demanda  las  escrituras  y  do- 
cumentos que  justifiquen  el  derecho  que  se  deduce,  no  al  efecto 
de  impedir  la  prosecución  del  juicio,  sino  al  de  privar  al  de- 
mandante del  derecho  de  presentarlos  después,  viniendo  asi  á 
reglar  una  situación  diferente  de  la  que  motiva  esta  causa. 

Por  estos  fundamentos  :  se  revoca  el  auto  de  foja  veintiocho, 
ea  la  parce  apelada.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

behjamin  paz. — luis  ▼.  várela.  — 
abel  bazan .  —  octavio  bunge.  — 

lUAM  E.  TORRrar. 
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CACSA  liXXIV 


Los  herederos  de  don  Domingo  Carballo,  contra  don  Roque 
Ruzzito  y  don  Antonio  Donadío ^  por  reivindicación;  sobre 
pruebas . 


Sumario.  — £1  incidente  sobre  pruebas  de  una  de  las  partes, 
suspende  el  curso  del  término  probatorio. 


Caso.  —  Estando  recibida  á  prueba  la  causa,  don  Hanricio 
Frias,  tutor  de  los  menores  Carballo,  pidió  que  se  designara  día 
7  hora  para  que  los  testigos  Mansilla^  Caminos,  Luna,  López  y 
Colman,  comparezcan  á  prestar  declaración  con  arreglo  al  in- 
terrogatorio que  cerrado  acompañaba. 

El  juzgado  admitió  la  prueba  ofrecida  j  señaló  día  para  la  aa- 
diencia. 

De  este  auto,  la  parte  de  los  demandados  pidió  revocatoria  y 
apelaojion  en  subsidio,  fundada  en  que  los  testigos  habían  sido 
ofrecidos  después  de  vencido  el  término  de  prueba,  no  siendo 
por  tanto  admisible,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo 
120  de  la  ley  de  procedimientos. 

El  señor  Frias,  evacuando  el  traslado  conferido,  pidió  que  no 
se  hiciera  lugar  á  la  revocatoria  solicitada»  alegando  que  el  tér- 
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mino  de  prueba  no  había  yeneido,  en  mérito  de  haber  sido  sus- 
pendido á  conseoaencia  de  an  incidente  sobre  representación 
común . 

El  juzgado,  para  mejor  proveer,  mandó  informara  el  secreta- 
rio acerca  de  la  oportunidad  de  la  presentación  de  la  prueba. 

Aquel  se  expidió  del  siguiente  modo : 

Señur  Juez :  El  término  probatorio  en  este  juicio,  comenzó 
á  correr  el  día  4  de  Octubre  del  año  pasado.  Por  decreto  del  6 
del  mismo  se  declaró  prorrogado  por  todo  el  de  la  ley.  Por  otro 
del  21  del  mismo  mes  y  año,  fué  suspendido  por  tres  días,  du- 
rante los  cuales  debían  los  demandados  proveerse  de  común 
representación.  Yencidos  los  tres  días,  las  partes  han  produci- 
do la  praeba  de  posiciones  corriente  á  foja  61 ,  resolviéndose 
recien  el  incidente  de  la  común  representación,  en  17  de  Febre- 
ro corriente.  Si  debiera  considerarse  reabierto  el  término  de 
praeba  por  el  mero  transcurso  de  los  tres  días  por  los  cuales  fué 
suspendido,  la  solicitud  de  prueba  que  ha  originado  este  inci- 
dente resultaría  extemporánea,  pero  si  esa  reapertura  debe  ha- 
cérsela arrancar  desde  el  día  de  la  resolución  del  incidente  que 
motivóla  suspensión,  aquella  petición  estaría  en  tiempo.  Es 
cuanto  creo  deber  informar,  si  es  que  Y.  S.  no  me  exigiera  otra 
explicación . 

Federico  B .   Valdez  • 

Secretaría,  Febrero  27  de  1892. 


Fallo  del  JTuem  Federal 


Rosario,  Febrero  27  de  1892. 


Autos  y  vistos  :  Este  incidente  solventado  por  la  parte  de- 
mandada oponiéndose  á  la  prueba  ofrecida  por  la  contraria  á 
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foja  66,  á  títalo  de  ser  ella  extemporánea.  Con  lo  informado 
por  la  secretaría  al  respecto. 

Y  considerando :  Que  es  cierto  haber  el  decreto  de  foja  47 
vuelta  suspendido  el  término  probatorio  por  sólo  tres  días, 
Tencidos  los  cuales  debíase  en  otro  caso  reputarse  aquel  rea- 
bierto. 

Que  es  cierto  iisímismo  baber  la  parte,  después  de  ese  venci- 
miento, continuado  produciendo  prueba,  demutoaconformidad, 
tácitamente  expresada  al  no  oponerse  por  ninguna  de  ellas  in- 
conveniente alguno  á  su  producción. 

Que,  sin  embargo,  en  el  caso  sub-judice  no  debía  conside- 
rarse reabierto  el  plazo  probatorio  por  el  mero  hecho  del  trans- 
curso de  los  tres  días,  por  los  cuales  fué  suspendido,  por  cuan- 
to este  último  término  respondía  á  solucionar  el  incidente  sobre 
representación  común  de  los  demandados,  provocado  por  el  con- 
trario, y  dicho  incidente  no  fué  resuelto  hasta  el  17  del  corrien- 
te á  foja  72,  siendo  entonces  de  aplicación  el  principio  en 
virtud  del  cual  debe  considerarse  suspendido  el  término  de  prue- 
ba por  los  incidentes  que  surjan  en  los  autos  y  que  no  se  hayan 
resuelto  (serie  2%  tomo  11 ,  pág.  215  de  los  Fallos  de  la  Supre- 
ma Corte). 

Que  ademáa  y  tratándose  de  materia  de  prueba,  rige  el 
principio  que  acuerda  á  las  partes  la  mayor  amplitud  para  pro- 
ducirla. N 

Que  de  acuerdo  con  estas  conlusiónes,  resulta  encontrarse 
dentro  del  término  legal  la  petición  objetada. 

Por  tanto,  se  resuelve  no  hacer  lugar  á  la  revocatoria  que  se 
solicita  en  el  escrito  de  foja  68  y  se  concede  en  relación  y  ambos 
efectos  el  recurso  de  apelación  interpuesto,  debiendo  en  conse- 
cuencia remitirse  los  autos  al  superior,  con  noticia  de  partes  y 
emplazamiento  legal.  Notifíquese  y  repóngase. 

G.  Escalera  y  luviHa. 
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Fallo  do  lo  Aupromo  €)orto 

Baenos  Airea,  Abril  32  de  1897. 

Vistos  y  considerando:  Que  el  incidente  sobre  representa- 
ción coman  de  los  demandados,  obsta  por  sn  naturaleza  á  la 
prosecución  de  la  cansa. 

Qoe  tramitado  el  incidente  por  tal  motivo  en  el  mismo  cuer- 
po de  la  cauaa  principal,  ha  debido  suspender  y  ha  suspendido 
OH  efecto  el  término  de  prueba. 

Que  á  esto  no  se  opone  las  notificaciones  hechas  al  apoderado 
de  uno  de  los  demandados,  pues  que  el  término,  como  común, 
debe  correr  simultáneamente  para  todos. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  auto  de  foja  se- 
tenta y  cuatro  vuelta,  se  confirma,  con  costas,  el  apelado  de  fo- 
ja sesenta  y  seis  vuelta.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

BENJAMÍN  PAZ.   —LUIS   V.   VÁRELA. 
—ABEL  BAZAN .  —OCTAVIO  BUNGE. 
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CACfHA  LXi:v 


Bula  de  su  Santidad  el  Papa  León  XIII  por  la  creación  de  las 
nuevas  diócesis  de  La  Plata,  Santa  Fé  y  Tueuman  y  nueva 
circunscripción  de  las  ocho  diócesis  de  la  RepiiAlica  ;  sobre 
pase. 


Sumario.  —  Corresponde  conceder  el  pase  á  la  bula  que  no 
se  opone  á  las  prerrogativas  constitucionales  y  á  los  derechos  de 
patronato  nacional,  que  segnn  aqnellas  ejerce  el  gobierno  nacio- 
nal. 


BULA 


León,  Obispo,  Sieryo  de  los  Siervos  de  Dios,  para  perpetua 
memoria. 

Colocados  en  la  cátedra  de  San  Pedro^  aunque  sin  méritos  pa- 
ra ello,  por  la  misericordia  divina,  siendo  propio  de  nuestro  mi- 
nisterio mirar  por  las  necesidades  espirituales  y  utilidad  de  los 
fieles  de  todo  el  mundo,  con  gusto  procuramos  llevar  á  cabo  to- 
das aquellas  cosas  que  juzgamos  oportunas  en  el  Señor,  para  con- 
seguir ese  fin. 

Habiendo  el  gobierno  de  la  República  Argentina,  enviado  el 
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año  pasado  de  1896,  al  ilustre  señor  Garlos  Calvo,  sn  ministro  en 
la  Corte  de  Berlin,  para  que  viniera  á  Nos,  en  el  mes  de  Di- 
ciembre, con  encargo  especial  de  tratar  con  esta  Sede  Apostóli- 
ca, la  creación  de  tres  nuevas  diócesis  en  la  República  Argenti» 
na,  7  una  nueva  circunscripción  de  las  ya  existentes  en  la  mis- 
ma región,  de  hHcersecon  nuestra  autoridad  apostólica,  elmis- 
mo  ilustre  ministro,  al  efecto,  propuso  á  esta  Santa  Sede,  de 
parte  del  gobierno  argentino,  loque  había  de  tratarse  para  que 
con  nuestra  suprema  autoridad  j  á  norma  de  los  cánones  se 
llevase  á  cabo . 

Propensos  á  secundar  los  deseos. manifestados  por  el  gobier- 
no de  la  República  Argentina  encargamos  el  eximen  de  este 
asunto  á  una  comisión  especial  de  cardenales  de  la  Santa  Igle- 
sia Romana  y.  conforme  á  su  parecer  determinamos  llenar  los 
votos  de  dicho  gobierno  según  su  pedido,  decretando  una  nueva 
circunscripción  en  las  Diócesis  de  dicha  República  y  la  creación 
de  tres  nuevas  Sedes  Epicospales  de  la  manera  siguiente. 

Y  en  primer  lugar  suprimimos  y  completamente  extinguimos 
en  virtud  de  la  plenitud  de  nuestra  Suprema  Potestad  Apostó- 
lica la  circunscripción  eclesiástica  que  actualmente  existe  en  la 
República  Argentina,  ya  de  la  Arquidiócesis  de  Buenos  Aires, 
ya  de  la  Diócesis  del  Paraná  y  Salta,  en  cuanto  sea  necesario  y 
por  lo  que  mira  á  todos  los  que  tengan  cualquier  interén  en 
ello  para  poder  proceder  libremente  á  la  creación  de  las  tres 
nuevas  Diócesis  y  á  la  naeva  circunscripción  de  la  Arquidióce- 
sis de  Buenos  Airos  y  de  las  Diócesis  del  Paraná,  Salta  y  Cuyo, 
como  lo  creemos  mejor  en  el  Señor. 

Quedando  así  extinguida  dicha  circunscripción  y  desmembra- 
ción y  separación  respectivamente^  como  más  abajo  venimos  á 
determinarlo  en  la  Arquidiócesis  de  Buenos  Aires  y  en  las  Dió- 
cesis de  Paraná  y  Salta,  con  nuestra  autoridad  apostólica  de- 
cretamos que  deben  erigirse  tres  nuevas  Sedes  Episcopales  en 
la  República  Argentina,  á  saber,  la  primera  en  la  ciadad  de  La 
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Plata,  la  segunda  en  la  oiadad  de  Santa  Fé»  la  tercera  en  1& 
ciudad  de  Tncumán,  para  los  tres  obispos  que  se  han  de  nom- 
brar respectivamente  para  gobernar  laa  dichas  cindades  y 
Diócesis  y  oonvoear  Sínodos  y  ejercer  todos  y  cada  ano  de  los 
oficios  y  derechos  Episcopales,  Catedrales,  insignias  Episoopa* 
les,  derechos,  jarisdicoiones,  preminencias,  prerrogativas,  ho* 
noréQ,  prÍTilegios,  gracias,  favores  é  indultos  personales,  rea- 
les y  mixtos,  que  acostumbran  á  tener  en  las  otras  partes  de  la 
República  Argentina  las  iglesias  catedrales  existentes,  y  sus 
prelados,  con  tal  que  no  sea  por  título  oneroso  ó  indulto  6  pri- 
vilegio particular.  Por  tanto,  para  mayor  gloria  de  Dios,  incre- 
mentó  de  la  religión  católica  y  bien  délos  fieles,  con  madura 
deliberación,  motn  propio,  con  la  plenitud  dé  nuestra  potestad 
erigimos  y  constituimos  las  ciudades  de  La  Plata,  Santa  Eé  y 
Tucumán,  en  ciudades  episcopales  con  sus  derechos,  honores, 
prorrogativas  de  que  gozan  las  otras  ciudades  episcopales  de  la 
República  Argentina. 

Quedando,  pues,  así  erigidas  estas  Sedes  episcopales,  decre^ 
tamos  para  cada  una  su  diócesis  y  territorio;  y  en  primer  lugar* 
desmembramos  y  completamente  separamos  de  la  arquidiócesis 
de  Buenos  Aires,  la  provincia  de  Buenos  Aires  y  el  territorio 
nacional  vulgo  de  la  Pampa  y  lo  atribuimos  y  concedemos  á  la 
Sede  episcopal  de  La  Plata  por  su  diócesis  y  territorio. 

Igualmente  desmembramos  y  completamente  separamos  de 
la  diócesis  del  Paraná,  la  provincia  de  Santa  Fé,  y  i  la  Sede 
episcopal  de  Santa  Fé  le  asignamos  y  atribuímos  añadiéndole 
los  territorios  nacionales,  vulgo  del  Chaco  y  Formosa, 

Finalmente,  por  lo  que  mira  á  la  Sede  episcopal  de  Tucumán 
desmembramos  y  separamos  de  las  diócesis  de  Salta  á  las  pro* 
vincias  vulgo  de  Tucumán,  Catamarca  y  Santiago  del  Estero  y 
la  asignamos  ala  Sede  episcopal  de  Tucumán  por  su  diócesis  y 
territorio. 

Hechas  estas  nuevas  creaciones  y  asignando  el  territorio  de 
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cada  Diócesis  respectiyamente,  queda  la  nueva. ciroanscripcioii 
eelesiástica  asi,  á  saber : 

Pertenecen  á  la  Sede  arzobispal  de  Buenos  Aires  con  el  actual 
distrito  federal,  la  isla  de  Martin  García,  los  territorios  nacio- 
nales llamados  Rio  Negro,  Chubut,  Santa  Cruz,  Tierra  del  Fue* 
go  7  la  isla  de  los  Estados. 

Las  Diócesis  de  La  Plata,  Santa  Fé  y  Tucuman^  constan  de  los 
territorios  arriba  dichos  y  decretados. 

La  Diócesis  del  Paraná  consta  de  la  provincia  de  Entre  Rios, 
Corrientes,  y  el  territorio  nacional  de  Misiones. 

La  Diócesis  de  Salta  abrázalas  ciudades  de  Salta  y  de  Jujuy. 
'  La  Diócesis  de  Córdoba  conserva  los  conñnes  de  la  provincia 
de  Córdoba  y  laRioja,  guardandoen  todo  su  primitivo  estado. 

Finalmente,  la  Diócesis  de  Cuyo  queda  circunscripta  á  las 
provincias  de  San  Juan,. Mendoza  y  San  Luis,  añadiéndole  el 
territorio  nacional  del  Neuquen . 

En  cuanto  á  las  tres  iglesias  catedrales  de  las  nuevas  Dióce- 
sis mandamos  al  ejecutor  de  estas  nuestras  presentes  letras,  que 
más  abajo  nombraremos,  en  virtud  de  la  facultad  apostólica 
que  le  delegamos,  en  nombre  de  la  Santa  Sede  las  designe,  es- 
tablezca y  erija  respectivamente  como  juzgare  más  oportuno 
en  eL  Señor. , 

Por  lo  que  haoeá  la  congrua  sustentación  de  las  tres  nuevas 
Sedes  y  á  los  auxilios  pecuniarios  que  los  nuevos  obispos,  que 
han  de  ser  nombrados,  necesitan  para  su  mensa  y  dote,  les  ad- 
jodicamos  y  asignamos  lo  que  el  gobierno  argentino  establece 
en  el  presupuesto  del  año  pasado  en  la  parte  correspondiente  al 
ministerio  del  culto  para  los  nuevos  obispos  y  sus  curias  episco- 
pales como  en  las  otras  diócesis  de  la  República. 

Cuidarán  los  nuevos  obispos  que  se  han  de  nombrar  que  en 
cada  una  de  sus  iglesias  catedrales  se  establezca  el  capítulo 
de  la  iglesia  Catedral  cuanto  pueda  hacerse  conforme  al  dere- 
cho canónico*  ITna  vez  que  se  establezcan  los  capítulos  de  las 
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tres  iglesias  catedrales,  los  facultamos  para  que  hagan  sns  re* 
glamentos,  órdenes  y  decretos,  conforme  á  los  sagrados  cánones 
y  particularmente,  según  las  prescripciones  del  concilio  de  Tren- 
te, los  que  deberán  ser  aprobados  y  sancionados  por  cada  uno 
de  los  ordinarios  de  las  tres  iglesias  catedrale;?  respectivamente. 
Entre  tanto,  mientras  que  no  pueda  haber  los  cabildos  catedra- 
les en  las  tres  nuevas  Sedes  episcopales,  deseamos  y  recomen- 
damos encarecidamente  que  los  obispos  que  han  de  ser  nombra- 
dos, se  aconsejen  con  varones  eclesiásticos  probados  y  pruden- 
tes, délos  cuales  desirvan  para  despachar  los  asuntos  más  im- 
portantes de  sus  diócesis  respectivas.  Cuidará  cada  uno  de  los 
tres  nuevos  obispos  que  se  han  de  nombrar,  que  conforme  man- 
da el  concilio  de  Trente  cuanto  antes  se  establezcan  los  semina- 
rios diocesanos  en  cada  una  de  las  diócesis,  en  los  cuales  los 
jóvenes  clérigos  se  formen  en  la  virtud,  doctrina  y  piedad  con 
todo  esmero. 

T  conforme  á  lo  que  hace  ahora  el  gobierno  argentino,  con- 
fiamos que  dará  á  cada  una  de  las  nuevas  diócesis  para  sustento 
de  los  seminarios  en  cuanto  sean  erigidos,  la  asignación  que 
ahora  invierte  en  el  mantenimiento  de  veinte  jóvenes  á  cada  una 
délas  nuevas  diócesis  en  el  seminario  de  la  arquidiócesis  de 
Buenos  Aires. 

Reservamos  á  Nos  y  á  esta  Sede  Apostólica  una  nueva  circuns- 
cripción de  la  arqnidiócesis  y  de  las  demás  diócesis  de  la  Repú- 
blica Argentina,  siempre  que  lo  creyéramos  conveniente  en  el 
Señor,  sin  que  para  ello  sea  necesario  el  consentimiento  de  los 
prelados  ó  de  los  cabildos,  ni  compensación  alguna  territorial. 
Señalamos  y  asignamos  estas  tres  nueras  iglesias  catedrales 
recientemente  erigidas  en  sufragáneas  de  la  iglesia  arzobispal 
y  Metropolitana  de  Buenos  Aires,  de  modo  que  estas  mismas 
quedan  sujetas  al  arzobispo  de  Buenos  Aires,  mientras  la  Santa 
Sede  no  disponga  otra  cosa. 

Queremos  tasar  los  frutos  de  dichas  iglesias  catearales  arriba 
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erigidas^  conforme  á  las  rentas  de  sus  mensas  episcopales  segon 
se  acostumbra  y  que  la  tasa  quede  escrita  en  los  libros  de  la  cá- 
mara apostólica.  Además,  queremos  y  mandamos  que  todos  y 
cada  uno  de  los  documentos  concernientes  á  las  parroquias  y 
pueblos  separados  de  la  arquidiócesis  de  Buenos  Aires  y  de  la 
diócesis  de  Paraná  y  Salta,  y  asignados  á  las  nuevas  diócesis 
episcopales  de  La  Plata^  Santa  Fé  y  Tucuman^  sean  extraídos 
de  las  cancillerías  en  donde  estaban  antes  de  esta  nueva  cir- 
cunscripción y  se  entreguen  alas  cancillerías  délos  tres  nuevos 
obispos,  para  que  allí  se  conserven  perpetuamente. 

Asimismo,  mandamos  que  todo  aquello  que  mira  las  cosas, 
derechos  y  personas  eclesiásticas,  de  que  no  se  ha  hecho  empre- 
sa mención  en  las  presentes,  permanezca  firme  y  fijo  conforme 
á  las  reglas  y  á  la  disciplina  de  la  iglesia  católica.  T  si  se  levan- 
ta alguna  dificultad  ó  controversia  sobre  la  creaeion  de  estas 
diócesis,  se  recurra  á  esta  Santa  Sede  apostólica  para  que,  exa- 
minadas detenidamente  las  cosas^  determine  conforme  al  dere- 
cho. 

Finalmente,  diputamos  é  instituimos  en  ejecutor  de  estas  le- 
tras apostólicas  á  nuestro  querido  hermano  TJIadislao  Castellano, 
arzobispo  de  Buenos  Aires,  y  le  damos  todas  las  facultades  ne- 
cesarias y  oportunas  y  también  la  de  subdelegar  á  cualquier  per- 
sona constituida  en  dignidad  eclesiástica,  al  efecto,  y  la  potestad 
de  fallar  él  ó  sus  subdelegados  definitivamente,  cualquier  caso 
sin  apelación;  con  la  obligación  que  imponemos  á  dicho  ejecutor 
de  enviar  á  esta  Santa  Sede  dentro  de  seis  meses  el  ejemplar  au- 
téntico de  los  actos  canónicos  hechos  para  esta  ejecución  que 
por  estas  letras  apostólicas  le  encomendamos.  Mandamos  que 
por  aquello  que  cualquier  interesado  ó  que  tal  pretenda  ser,  ya 
sea  que  debiera  ser  llamado  y  no  hubiese  sido  oido,  ya  sea  que 
no  esté  conforme  con  loque  queda  ordenado,  aun  cuando  fuera 
persona  digna  de  específica  y  especial  mención,  jamás  las  pre- 
sentes letras  y  todo  cuanto  en  ellas  se  contiene  de  cualquier  se- 
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ñojr  que  sea,  pueden  ser  tachadas  de  sabrepoion,  obrepcioa  6 
cualquier  otro  vicio  de  nulidad  6  de  falta  de  intención  por  nues- 
tra parte  6  de  cualquier  otro  defecto  sustancial,  ni  ser  contro- 
vertidas, sino  que  emanadas  por  cierta  ciencia  y,  con  plenitud 
de  poder  permanezcan  siempre  válidas  y  eficaces  y  siempre  con- 
sigan sus  frutos  plenarios  é  íntegros  efectos  y  por  todos  aque- 
llos á  quienes  corresponde,  sean  siempre  y  de  todos  modos  ob- 
servadas inviolablemente,  por  lo  que  ordenamos  sea  nulo  y  de 
ningún  valor  todo  lo  que  á  sabiendas  6  ignorando  contra  ellas 
se  atentare. 

Sin  que  obsten  las  reglas  de  nuestra  cancillería  apostólica  y 
otras  á  saber  :  de  no  quitar  el  derecho  adquirido,  de  las  supre- 
siones encargadas  á  las  partes,  habiendo  convocado  á  ios  inte- 
resados, ni  las  reglas  de  la  dicha  iglesia  de  Buenos  Aires,  aun 
cnandó  fueran  confirmadas  con  juramento  apostólico  ó  de  cual- 
quier otro  modo,  ni  los  estatutos,  costumbres,  privilegios,  con- 
cesiones apostólicas,  concilios  provinciales  y  universales,  cons- 
tituciones generales  y  ordenaciones.  A  todo  lo  cual,  aunque 
digno  de  especial  mención  y  á  todo  cuanto  hubiese  en  contrario, 
ampliamente,  permanente,  expresamente  y  especialmente  dero- 
gamos por  el  tenor  de  las  presentes. 

Queremos,  además,  que  estas  letras  ó  sus  copias^  aunque  fue- 
ren impresas,  con  tal  que  fueren  firmadas  por  algún  notario  y 
refrendadas  con  el  sello  de  alguna  persona  constituida  en  dig- 
nidad eclesiástica,  merezcan  la  misma  fé  que  si  fueren  preseur 
tadas  las  presentes  auténticas. 

A  nadie,  pues,  sea  lícito  violar  ó  contrariar  con  temerario  atre-? 
vimiento  estas  nuestras  letras  de  supresión,  desmembración, 
creación,  separación,  distinción,  asignación,  atribución,  esta- 
tuto, mandato,  decreto,  derogación  y  voluntad.  T  si  alguno 
atentara  esto,  sepa  que  incurre  en  la  indignación  de  Dios  To- 
dopoderoso y  de  sus  Bienaventurados  Apóstoles  San  Pedro  y 
San  Pablo* 
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Dado  en  Boma  en  San  Pedro  el  año  déla  Encarnación  del  se- 
ñor 1897^  el  día  15  de  Febrero,  año  decimonono  de  naestro  Pon- 
tificado. Luis  Cardenal  Macchi.  —  Á.  Panici,  Sobdatario. — 
Visa  de  Curia,  J.  De  Aquila.  — Vicecomitiba8,iá.  Cremoschi. 
—  Ezpedicionero  apostólico^  J.  Cugnonius. 

Es  traducción  fíel  del  original  que  he  tenido  á  la  rista,  he- 
cha por  encargo  del  ilustrísimo  señor  don  Mariano  Antonio  Es- 
pinosa, obispo  titular  de  Tiberiópolis,  vicario  general  y  encar- 
gado del  gobierno  de  la  arquidiócesis. 

Juan  N,  Terrero. 
Canónigo  Secretario. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Abril  19  de  1897. 
Suprema  Corte: 

La  bula  de  Su  Santidad  León  XIII,  cuya  traducción  debida- 
mente autenticada  úb  ha  mandado  agregar  por  disposición  del 
Poder  Ejecutivo,  no  se  opone  en  sus  disposiciones  fundamenta- 
les ni  á  las  prerrogativas  establecidas  en  la  Constitución,  ni  á 
los  derechos  de  patronato  nacional,  que  según  aquella  ejerce  el 
gobierno  argentino .  Lab  declaraciones  de  Su  Santidad  Leon 
XIU  implican  más  bien  el  reconocimiento  de  aquellas  altas 
prerrogativas  constitucionales. 

La  ley  del  Congreso^  número  2246,  había  autorizado  al  Poder 
Ejecutivo  á  gestionar  la  creación  de  tres  nuevas  diócesis,  de 
La  Plata,  Santa  Fé  y  Tucuman,  y  la  nueva  circunscripción  que 
abrazara  la  adjunción  de  los  territorios  nacionales,  proveyendo 
ata  congrua  dotación  de  las  iglesias,  sus  prelados,  funcionarios 
eclesiásticos  y  demás  necesario  á  la  organización  y  servicio  de 
las  nuevas  diócesis. 
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£1  Poder  £jecativo,  por  medio  de  su  enviado  especia!  el  señor 
Calvo,  propaso  á  la  Santa  Sede  las  bases  para  las  nuevas  crea- 
ciones y  circunscripciones;  y  Su  Santidad,  propenso  á  secundar 
los  deseos  manifestados  por  el  gobierno  de  la  República  Argen- 
tina, según  la  expresión  textual  de  la  bula  pontificia,  determi- 
na llenar  los  votos  del  gobierno  según  su  pedido,  decretando  una 
nueva  circunscripción  en  las  diócesis  de  la  República,  y  la  crea- 
ción de  las  tres  nuevas  Sedes  episcopales. 

Las  demás  referencias  al  cumplimiento  de  los  cánones  y  dis- 
ciplina eclesiástica,  no  afectan  el  ejercicio  del  alto  patronato 
nacional,  que  ha  sido  benévolamente  considerado  por  Su  Santi- 
dad al  acordar  y  aceptar  las  proposiciones  del  gobierno  argen- 
tino. 

Ningún  obstáculo  se  opone  por  ello  áq,ue,  de  conformidad  con 
lo  establecido  en  el  artículo  86,  inciso  9**,  de  la  constitución  na- 
cional, el  Poder  Ejecutivo  pueda  acordar  el  pase  á  la  bula  pon- 
tificia de  Su  Santidad  León  XIII,  referente  ala  creación  y  res- 
pectivas circunscripciones  de  las  tres  nuevas  Sedes  episcopales 
que  fueron  autorizadas  por  ley  del  Congreso  argentino. 

■ 

Sabiniano  Kier. 


Acuerde  de  ln  Supreoui  Certe 

Buenos  Aires,  Abril  22  de  1897. 

Con  las  reborvas  que  emanan  de  la  Constitución  y  leyes  dio- 
tadas con  arreglo  á  ella  sobre  el  patronato,  la  Suprema  Corte 
de  justicia  federal,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  ochen- 
ta y  seis,  inciso  noveno,  de  la  Constitución,  y  atento  lo  dictami- 
nado por  el  señor  Procurador  General,  presta  el  acuerdo  que  el 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  293 

citado  artículo  exige  para  qoe  el  Presidente  de  la  Bepública 
conceda  el  pase  á  la  Bnla  expedida  por  Sa  Santidad  León  XIII 
en  Roma  el  día  qninoe  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete,  por  la  que  se  admite  la  erección  de  las  nuevas  diócesis  de 
La  Plata,  de  Santa  Fé  y  de  Tncnman,  y  se  determina  la  nueva 
oirconsoripcion  de  las  ocho  diócesis  de  la  Bepública  que  resultan 
por  dicha  erección,  todo  de  conformidad  con  la  ley  número  dos 
mil  doscientos  cuarenta  y  seis,  de  veinticinco  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete.  Devuélvase  en  consecuencia 
este  expediente  al  Poder  Ejecutivo,  con  el  correspondiente  oñcio* 

BENJAMÍN  PAZ.  —  LUIS  Y.  TÁRELA. 
—ABEL  B AZAN . — OCTAVIO  BUN- 
6E.  —  JUAN  B.  TORRENT. 


CAUSA  liXXVI 


El  doctor  D.  Belisario  Saravia,  por  la  Dirección  de  Ferro- 
carriles, contra  el  Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino,  por 
cobro  de  una  multa;  sobre  personería. 


Sumario.  —  El  decreto  del  Poder  Ejecutivo,  de  Noviembre  7 
de  1895y  que  prohibe  nombrar  apoderados  para  el  cobro  de  muí- 


294  FALLOS   DE  LA  SUPREMA  CORTE 

tas  á  los  empleados  de  la  Dirección  de  Ferrocarriles,  no  se 
opone  á  la  interpretación  qne  dicha  Dirección  le  ha  dado,  en- 
tendiendo qne  se  refiere  á  nombramientos  por  hacer,  y  no  á 
nombramientos  hechos  ya. 


Caso.  — -  En  13  de  Mayo  de  1895,  el  doctor  Belisario  Saravia, 
por  la  Dirección  de  Ferrocarriles,  dedujo  contra  la  empresa  del 
Gran  Oeste  Argentino,  juicio  de  apremio  por  cobro  de  nna  mul- 
ta de  5000  pesos  moneda  nacional,  y  para  acreditar  su  persone- 
ría presentó  la  siguiente  nota : 


Buenos  Aires,  Marzo  14  de  1894. 

Señor  Secretario  de  la  Dirección    de  Ferrocarriles  Naciona- 
nales,  doctor  Belisario  Saravia. 

Comunico  á  usted  que  el  Directorio  qne  presido,  en  su  sesión 
de  hoy,  y  en  uso  de  lafacultadque  le  confiere  el  artículo  12  del 
Beglamento  de  Procedimientos  sobre  aplicación  de  multas  á  las 
empresas  de  ferrocarriles,  aprobado  por  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo nacional  de  fecha 22  del  mes  pasado,  ha  resuelto  confir- 
mar su  nombramiento  de  apoderado  judicial  de  la  Dirección 
para  representarla  ante  los  tribunales  en  las  acciones  que  de- 
duzca contra  las  compañías  de  ferrocarriles,  por  infracciones 
á  las  leyes  y  reglamentos  sobre  la  materia. 

Dios  guarde  á  usted. 

Miguel  Tedin. 
Julio  Buiz  de  los  Llanos, 

Oficial  primero. 
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Hecha  la  liquidación  de  las  costas,  por  haber  la  empresa 
abonado  la  cantidad  reclamada,  que  asciende  á  la  sama  de  2i  1 
pesos  moneda  nacional,  por  sellos  y  honorarios  del  doctor  Sa- 
.  ravia,  se  libró  mandamiento  de  ejecución  y  embargo  por  dicha 
sama,  y  trabado  éste  se  citó  de  remate  á  la  empresa,  la  qne 
opaso  la  excepción  de  falta  de  personería  del  doctor  Sarayia, 
diciendo  qne  el  poder  presentado  por  éste  es  nulo  en  virtud  del 
decreto  del  gobierno  de  7  de  Noviembre  de  1895,  que  designa 
la  persona  encargada  del  cobro  de  las  multas,  disponiendo  que 
ese  nombramiento  no  puede  recaer  en  ningún  empleado  de  la 
Dirección ;  que  el  doctor  Saravia  es  secretario  de  ésta,  y  en 
consecuencia  no  puede  ser  apoderado. 

El  doctor  Saravia  pidió  el  rechazo,  con  costas,  de  la  excepción 
opuesta. 

Dijo:  Que  el  decreto  invocado  no  se  refiere  ni  puede  referirse 
ala  representación  que  anteriormente  le  fué  conferida  por  la 
Dirección,  la  que  se  le  ha  ratificado  por  medio  de  la  nota  que 
acompaña. 

Pallo  dol  Jíuea  Fedoral 

Bneaos  Aires,  Diciembre  28  de  1895. 

Y  vistos :  Considerando :  que  el  doctor  Saravia  ha  acreditado  á 
foja  41  la  representación  con  que  interviene  en  estos  autos,  la 
que  Sé  encuentra  ratificada  por  el  documento  de  foja  76. 

Que  la  disposición  gubernativa  de  7  de  Noviembre  último,  que 
el  ejecntado  invoca,  no  puede  considerarse  como  annlatoria  6 
revocatoria  de  la  referida  representación. 

Por  esto,  desestímase  la  excepción  opuesta  por  el  ejecutado, 
con  costas,  y  llévese  adelante  la  ejecución.  Bepóngase  el 
papel. 

J.  V.Lalanne. 
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Fullo  de  I»  SupreoMi  Oorte 

BüeDos  Aires,  Abril  22  de  1887. 

Vistos  7  considerando  :  Que  el  doctor  Saravia  ha  estado  en 
ejercicio  dé  la  personería  en  cnya  virtad  lia  obrado  en  esta 
caosa^  mediante  mandato  dado  por  la  Dirección  de  Ferroca- 
rriles, autorizada  al  efecto  por  decreto  del  Poder  Ejecatiyo. 

Que  el  naevo  decreto  de  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y. cinco,  en  que  se  basa  la  excepción  opuesta  por  el 
ejecutado,  no  se  opone  de  una  manera  esplícita  á  la  interpreta- 
ción que  le  ha  dado  la  Dirección,  entendiendo  que  se  refiere,  no 
á  nombramientos  ya  hechos,  sino  á  nombramientos  por  hacerse. 

Por  estoy  por  sus  fundamentos,  su  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta  y  tres.  Repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  LUIS  V .  VÁRELA  .— 
ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUNGB. 
— JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  liXXVII 


El  Banco   Hipotecario  Kacional  contra  D.  Benigno  Acostaj 
por  cobro  de  pesos ;  sobre  demünda  ejecutiva 


Sumario. ^- Corresponde  el  procedimiento  ejecotivo  parala 
cobranza  qae  haga  el  Banco  Hipotecario  Naoionali  fundado  en 
la  escritora  pública  de  préstamo  otorgada  con  arreglo  á  su  ley 
orgánica . 


Caiso.  — Con  la  escritura  de  hipoteca  á  favor  del  Banco  y  la 
liquidación  de  la  deuda  de  D,  Benigno  Acosta^  practicada  con 
arreglo  al  articulo  53  de  la  ley  orgánica  de  dicho  Banco,  el  re- 
presentante de  éste  promovió  juicio  ejecutivo  contra  el  expre- 
sado señor  Acosta  por  el  importe  de  la  mencionada  deuda,  invo- 
cando él  artículo  <42  de  la  citada  ley,  y  pidió  que  se  diotara  auto 
de  solvendo. 

Falle  del  JTae»  Federal 


Córdoba,  Noviembre  3  de  1896. 

Autos  y  vistos :  los  autos  iniciados  por  el  señor  agente  del 
Banco  Hipotecario  Nacional  establecido  en  esta  ciudad,  contra 
el  señor  Benigno  Acosta,  por  cobro  de  una  cantidad  de  pesos, 
iniciando  acción  ejecutiva, y  considerando: 
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V  Que  segon  se  desprende  del  escrito  presentado,  se  deman- 
da á  D.  Benigno  Acosta  por  obligaciones  que  se  dicen  resultan 
de  la  falta  de  cumplimiento  de  esta  parte  del  artículo  6^  del 
contrato  hipotecario  de  foja  3. 

2^  Que  según  esto,  el  objeto  de  la  acción  es  la  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios  originados  por  omisiones  déla  parte 
de  Acosta  en  el  cumplimiento  del  artículo  citado  del  contrato, 
pues  que  no  habiendo  podido  transferir  la  cosa  hipoteca- 
da 7  la  obligación  constituida  con  garantía  de  ella,  sin  previo 
acuerdo  del  Directorio  General  del  Banco,  ha  verificado,  según 
se  expresa,  dicha  transferencia  sin  haber  cumplido  previamente 
esa  prescripción. 

3°  Que  siendo,  pues,  la  obligación  que  se  hace  recaer  en  el 
señor  Acosta  el  resultado  de  la  falta  de  cumplimiento  al  con- 
venio que  éste  había  celebrado  con  el  Banco,  ello  es  materia  de 
un  juicio  ordinario  declarativo,  en  el  que  es  menester  oirá  la 
parte  demandada,  admitiendo  las  pruebas  que  pueda  presentar 
en  su  descargo,  y  principalmente  para  que  el  actor  pruebe  los 
extremos  invocados. 

<1^  Que  según  el  artículo 248  del  Código  de  Procedimientos, 
sólo  procede  la  acción  ejecutiva,  cuando  sh  demanda  con  un 
instrumento  que  traiga  aparejada  ejecución,  una  cantidad  de 
moneda  líquida  ó  cuya  base  de  liquidación  exista  en  el  título  de 
obligación. 

5®  Que  aun  suponiendo  público  el  instrumento  déla  demanda, 
no  resulta  de  él  que  la  parte  de  Acosta  se  encuentre  obligada 
al  pago  de  una  cantidad  de  moneda  líquida  y  exígible,  que  sur- 
ja claramente  de  su  simple  inspección.  En  su  mérito,  no  se  hace 
lugar  á  la  presente  ejecución,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que 
pueda  tener  el  actor  para  hacerlos  valer  en  juicio  ordinario. 
Hágase  saber  y  previa  reposición,  oportunamente^  archívese. 

^  C.  Moyana  Gacitúa. 
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Fallo  de  to  Saprema  <?#rte 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  1897. 

Vistos  y  consideraBdo :  Que  el  Banco  Hipotecario  ha  pre- 
sentado para  jnstifíoar  sn  derecho,  la  escritora  pública  del 
préstamo  hecho  á  D.  Benigno  Acosta,  y  la  cnal  se  otorgó  en 
cumplimiento  de  lo  prescrito  en  el  artículo  cuarenta  y  cinco  de 
la  ley  orgánica  de  dicho  Banco. 

Que,  por  GonsiguientCj^  la  acción  iniciada  por  él,  debe  enten- 
derse fundada  en  esa  escritura  y  no  únicamente  en  las  cuentas 
extraídas  de  los  libros  del  Banco. 

Que  las  escrituras  públicas  tienen  fuerza  ejecutiva,  según  lo 
dispuesto  por  el  artículo  doscientos  cuarenta  y  nueve,  inciso 
tercero^  de  la  ley  de  Procedimientos. 

Por  esto,  se  revoca  él  auto  apelado  de  foja  diez,  y  se  declara 
que  en  el  presente  caso  procede  la  acción  ejecutiva,  sin  perjui- 
cío  de  que  el  demandado  pueda  hacer  valer,  en  la  estación  opor- 
tuna, las  excepciones  que  le  competan.  Bepónganse  los  sellos  y 
devuélvanse. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN.  — 
—  OCTAVIO  BUNGE.  — JUAN  B. 
TOBBENT. 
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CAUSA     I.XXTIII 


Don  Roberto  Thompson,  contra  el  Ferrocarril  Central  itr- 
genlinOy  por  cobro  de  pesos ;  sobre  suspensión  de  la  tramita- 
ción y  costas. 


Sumario. —  El  que  ha  pedido  la  suspensión  de  la  tramitación 
ordinaria,  y  manifiesta  después  que  no  tiene  inconyeniente  en 
que  ésta  continúe  y  desiste  de  la  petición,  es  pasible  de  las  cos- 
tas del  incidente. 


Caso.  —  Don  Boberto  Thompson,  extranjero,  demandó  á  la 
empresa  de  Ferrocarril  Central  Argentino,  por  cobro  de  pesos, 
fundado  en  un  contrato  celebrado  con  ésta  para  el  manejo  y  el 
trabajo  general  del  muelle  de  la  compañía  en  San  Fernando. 

El  representante  de  la  empresa  contestó  la  demanda  y  al 
mismo  tiempo  dijo  que,  con  arreglo  al  contrato  acompañado 
por  el  demandante,  la  causa  debía  ser  resuelta  por  arbitros,  y 
terminó  su  escrito  con  la  siguiente  petición  (foja  23  vuelta): 
c  A  y.  S.  pido,  sin  que  me  corra  término  ni  pare  perjuicio,  se 
sirva  suspender  la  tramitación  ordinaria  que  se  ha  dado  á  esta 
causa  y  convocar  á  las  partes  bajo  apercibimiento  de  rebeldía 
para  constituir  el  tribunal  y  fijar  las  bases  del  arbitraje.  Es 
justicia.  > 
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£1  juez  confirió  traslado,  y  evacuado  éste  se  llamó  autos. 

£d  este  estado  la  parte  del  ferrocarril  presentó  un  escrito  en 
que  manifestó  : 

€Aun  cuando  las  cuestiones  de  j  urisdiccion  y  competencia  ante 
Ift  jnsticia  nacional  son  de  preferente  resolución,  motivo 
por  el  cual  pueden  ser  provocadas  y  resueltas  hasta  de  oficio 
en  cualquier  estado  de  la  causa;  aun  cuando  en  el  cñso  sub-judi^ 
ce  se  tratado  si  él  debe  ventilarse  ante  la  jurisdicción  excep- 
cional y  ordinaria  de  y.  S.  ó  ante  la  voluntaria  ex-^oniracto 
de  arbitros,  y  en  atención  tanto  á  que  en  un  escrito  de  foja  22 
ni  he  pedido  una  revocatoria  ni  he  expresado  que  promovía  una 
articulación  de  previo  pronunciamiento,  como  Y.  S.  podría  con- 
siderarla de  oficio^  cuanto  á  que  la  demanda  de  Thompson  se 
encuentra  contestada  y  contradicha  en  los  números  3, 4  y  5  del 
precitado  escrito,  vengo  á  manifestar  á  Y.  S.  que  por  mi  parte 
no  feengu  inconveniente  en  que  la  causa  se  abra  á  prueba  en 
lo  principal  dejando  para  después  el  pronunciamiento  sobre  si 
debe  ó  no  remitirse  á  la  decisión  arbitral  establecida  por  el  con- 
trato y  por  la  ley. 

€Por  tanto:  pido  que  teniendo  por  hecha  esta  manifestación 
se  sirva  resolver  como  lo  juzgue  más  procedente  y  más  de  acuer- 
do con  sus  atribuciones  y  deberes.» 

El  demandante,  en  vista  de  este  escrito,  dijo  :  que  debía  reci- 
bírsela causa  á  prueba  y.  condenarse  en  costas  al  demandado, 
que  había  deducido  sin  razón  la  articulacin  sobre  incompe- 
tencia. 


ralle  del  JTaes  Pederal 


Rosario/  Mayo  22  de  1894. 

Y  vistos  :  Por  los  fundamentos  del  escrito  de  foja  25  y  á  mé- 
rito de  las  manifestaciones  hechas  por  la  parte  del  ferrocarril. 
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en  su  escrito  de  foja  32,  condénase  á  ésta  en  las  costas  del  in- 
cidente; á  prueba  en  lo  principal  por  diez  dias,  siendo  los  he- 
ches  á  probar  los  alegados  por  las  partes  en  sus  pedimentos  res- 
pectivos. Repóngase. 

G.  Escalera  y  Zuviria. 


Falle  de  %m  Saprema  €#rte 

'  Buenos  Aires,  Abril  24  de  1807. 

Vistos: Importando  la  manifestación  contenida  en  el  escrito  de 
foja  treinta  y  dos  un  desistimiento  de  lo  pedido  en  el  de  foja 
veintidós,  en  cnanto  en  éste  se  solicitaba  un  pronunciamiento 
previo,  con  suspensión  de  la  tramitación  ordinaria  de  la  cansa ^ 
en  cuyo  caso  es  procedente  la  condenación  en  costas,  impues- 
ta por  el  auto  de  foja  treinta  y  siete,  se  oonfirnia  éste  en  esa 
parte,  siendo  las  costas  del  recurso  á  cargo  del  apelante.  Be- 
puestos  los  sellos,  devuélvanse. 

BENJAMIN  PAZ.  —  ABEL  RAZAN . 
—  OCTAVIO  RUNGE.  —  JUAN  E. 
TORRERT. 
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CAIJÍIA   liXXIX 


Don  Pedro  U.  Cortázar,  por  el  Banco  Hipotecario  Nacional, 
contra  don  Manuel  Antonio  y  donNapolen  Peña,  por  nulidad 
de  locación  de  un  inmueble  hipotecado ;  sobre  falta  de  perso- 
nería. 


Sumario. —  1^  La  presentación  del  poder  bastante,  hecha  an- 
tes de  oponerse  legalmente  la  excepción  de  falta  de  persone- 
ría, por  no  haber  sido  acompañado  el  poder  á  la  demanda,  hace 
inadmisible  dicha  excepción. 

2®  La  falta  de  derecho  no  puede  fundar  excepciones  dila- 
torias. 


Caso.  —  Besulta  del 


Falto  del  Jaes  Federal 


Salta,  Julio  13  de  1896. 

Vistos :  en  la  demanda  interpuesta  por  don  Pedro  Cortázar, 
en  representación  del  Banco  Hipotecario  Nacional,  invocando 
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el  cargo  de  agente  de  esta  sucursal,  contra  los  señores  Manuel 
Antonio  y  Napoleón  Peña,  pidiendo  se  declare  nulo  el  contra- 
to de  locación  de  la  finca  nombrada  c  San  Agustín»,  celebra- 
do entre  éstos,  é  hipotecada  por  el  propietario  don  Manuel  A. 
Peña  al  Banco,  resulta:  Que  al  recibir  los  demandados  el  tras- 
lado de  la  demanda  j  testimonio  del  contrato  referido,  don  Ma- 
nuel Antonio,  e^  el  acto  de  la  notificación,  fijó  por  su  domicilio 
legal  la  casa  de  don  Napoleón  Peña  (foja  10).  Afoja  12  el  se- 
ñor Cortázar  pide  que,  no  obstante  estar  acreditada  su  perso- 
nería con  el  cargo  que  inviste,  s^  agregue  á  estos  autos  testi- 
monio  del  poder  general,  presentado  en  el  juicio  que,  por  el 
mismo  Banco,  sigue  con  don  Teodoro  M,  Lindozo;  así  se  orde- 
nó el  7  Abril  último  y  al  dia  siguiente,  á  las  5  p.  m»,  se  notificó 
á  don  Napoleón  Peña,  dejándole  á  la  vez  copia  del  poder  del 
señor  Cortázar,  para  sí  y  para  don  Manuel  Antonio  (diligencia 
de  foja  12  vuelta). 

Afoja  19,  don  Teodoro  M.  Lindozo,  acompañando  poder  de  don 
Napoleón,  presentó  un  escrito,  el  mismo  dia  8  de  Abril  á  las  2 
déla  tarde,  según  cargo  del  margen,  en  el  cual  dice  se  adhiere 
á  la  excepción  opuesta  por  parte  del  locador  don  Manuel  Anto- 
nio Peña,  y  pide  se  tengan  como  aducidas  por  él  las  razones 
en  que  estela  funda; pero  don  Carlos B.  Eckhardt,  por  don  Ma- 
nuel A.  Peña,  se  presentó  recien  á  foja  19,  el  dia  11  del  mismo 
mes  y  año,  y  sin  contestar  la  demanda,  opone  la  excepción 
dilatoria  de .  falta  de  personería  en  el  señor  Cortázar,  por  no 
haber  acompañado  instrumento  alguno  que  lo  acredite,  contra 
lo  mandado  en  el  artículo  4"  de  la  ley  nacional  de  procedimien- 
tos^ ni  el  título  que  acredite  al  Banco  como  acreedor  hipote- 
cario de  su  representado,  como  lo  dispone  el  artículo  10  de  la 
misma  ley. 

El  señor  Cortázar  contesta,  que  si  es  verdad  que  no  acompa- 
ñó á  la  demanda  el  testimonio  de  su  poder,  lo  solicitó  y  pre- 
sentó, constando  que  el  8  de  Abril  último  se  corrió  traslado  de 
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él  álos  demandados,  quienes,  dias  después,  cuando  no  podían 
ignorar  qne  el  poder  estaba  agregado,  oponen  recien  la  falta  de 
personalidad;  que  la  falta  de  personería  cesó  con  la  presentación 
del  poder,  con  más  razón  si  lo  fué  antes  de  oponerse  á  aquella; 
qne  ésta  no  comprende  la  falta  de  título  ó  de  derecho  para  de^ 
mandar,  sino  que  se  refiere  sólo  á  la  persona  del  actor,  como  lo 
tiene  establecido  la  Corte  en  diferentes  fallos  (serie  2**,  tomo 
4',  página  222;  tomo  7%  página  162;  tomo  14,  página  313, 
etc.). 

T  considerando :  1®  Que  si  bien,  en  cumplimiento  del  pre- 
cepto del  artículo  4*^  de  la  ley  de  procedimientos  el  señor  agente 
del  Banco  Hipotecario  Nacional  estaba  obligado  á  constatar  su 
personalidad,  adjnntando  ala  demanda  testimonio  del  poder  que 
le  constituía  representante  legal  de  éste,  binque  pudiera  escusarle 
de  esta  obligación  el  hecho  de  encontrarse  ese  testimonio  en  otro 
juicio,  y  si  es  verdad  también  que  los  demandados  tenían  perfec- 
to derecho  para  negarse  á  contestar  la  demanda  y  para  opo- 
ner la  excepción,  no  es  ilienos  evidente  que  el  señor  Cortázar, 
antes  de  habérsela  opuesto,  reparó  aquella  omisión  pidiendo  y 
agregando  á  foja  13  el  testimonio  omitido;  y  que  se  corrió 
traslado  á  los  demandados  entregándoseles  la  copia  de  este  po- 
der el  día  ocho  de  Abril,  en  el  domicilio  señalado. 

2^  Que  comodón  Teodoro  M.  Lindozo,  en  su  escrito  de  foja 
17,  se  limita  á  pedir  se  tenga  por  opuesta  de  su  parte  la  excep- 
ción previa  de  falta  de  personería  en  el  demandante,  deducida 
por  el  representante  de  don  Manuel  A.  Peña,  refiriéndose  á  los 
fundamentos  que  éste  aduce,  es  igualmente  innegable  que  la  ex- 
cepción no  fué  legalmente  opuesta,  sino  tres  dias  después  de  ha- 
berse entregado  en  traslado,  á  los  demandados,  la  copia  de  di- 
cho poder,  como  consta  en  la  nota  de  cargo,  al  margen  del  es- 
crito de  foja  19,  y  en  la  diligencia  de  foja  12  vuelta. 

3'  Qoe,  pues,  la  excepción  de  la  falta  de  personalidad,  en  el 
actor  ó  su  representante,  no  puede  fundarse  sino  en  la  omisión 

T.  LXVU  20 
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del  testimonio  del  poder,  ó  docamento  qae  constate  la  represen- 
tación invocada,  es  obyio  qne  con  la  exhibición  del  instramen- 
to  requerido  desaparece  el  motivo  de  la  excepción  si  aún  no  fué 
opuesta,  y  cesa  ipso  fado  si  el  documento  habilitante  se  pre- 
sentó después  de  opuesta  la  excepción,  como  lo  ha  establecido 
terminantemente  la  Suprema  Corte  en  el  fallo  de  la  2* serie,  to- 
mo 19,  página  184. 

4°  Que  los  demandados,  si  hacen  notar  la  falta  del  título  de 
acreedor  hipotecario,  que  el  demandante  invoca  como  base  de 
su  acción,  no  fundan  de  una  manera  precisa  en  esta  omisión  la 
excepción  opuesta,  y  aunque  tal  haya  sido  su  intención,  ello  no 
seria  admisible,  pues,  como  lo  sostiene  el  demandante,  con  los 
fallos  que  cita,  la  falta  de  derecho  para  demandar  nunca  puede 
alegarse  en  forma  de  artículo  previo  ó  de  excepción  dilatoria; 
porque  admitir  lo  contrario  sería  autorizar  que  se  resuelva  el 
juicio  antes  de  su  existencia,  antes  de  estar  trabado  por  deman- 
da y  por  respuesta. 

Por  estas  razones  fallo :  no  haciendo  lugar  á  la  excepción  opues  - 
ta,  con  costas  á  los  demandados,  y  ordeno  que  estos  contesten 
derechamente  la  demanda,  en  el  término  de  nueve  dias.  Repón- 
ganse y  notifíqnese  original. 

David  Zambrano. 


Falle  de  la  Suprema   Corte 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  1897. 

Vistos  :  Por  aus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  veintiséis.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

BENJAMIM  PAZ.  —  ABEL  BAZAR. 
—  OdAVIO  BUNGE.  —JUAN  E. 
TORRENT. 


OE  IU8TIGIA  AACfONilL  ^07 


CAVBA    IaULXX 


Crimmal  contra  Francisco  A.  líurrios  y  Pedro  EcheUerria; 

sobre  extradición 


Sumario.  —  Cuando  hay  tratado,  el  pedido  de  extradición 
debe  sú jetarle  á  la  forma  y  requisitos  prescritos  por  él;  y  siendo 
camplidos,  debe  hacerse  lugar  ala  extradición  flolleitada. 


Ca^.  —  Resalta  de  las  siguientes  piezas: 


VISTA    FISCAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  de  18d6. 

Señor  Juez: 

Se  hallan  detenidos  y  puestos  á  disposición  de  Y.  S.  los  sub- 
ditos españoles  Francisco  Acha  Iturrios  y  Pedro  Echeverría, 
con  motivo  de  la  solicitud  de  extradición  presentada  por  el  se- 
ñor Ministro  de  España,  en  cumplimiento  de  órdenes  recibidas 
de  su  gobierno. 

Habiéndose  corrido  los  trámites  ordinarios  ante  el  poder  eje- 
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ciitivo;  habiéndose  pronunciado  en  pro  de  la  extradición  el  se- 
ñor Procurador  General  de  la  Nación,  y  remitido  los  antece- 
dentes á  y.  S.,  la  identidad  de  los  detenidos  ha  sido  perfecta- 
mente constatada,  según  las  declaraciones  que  ellos  mismoshaa 
prestado,  confesando  ser  las  mismas  personas  á  que  el  señor 
Ministro  de  España  se  había  referido. 

En  ejecución  del  procedimiento  á  observarsi*  en  estos  casos, 
V,  S.  intimó  á  los  detenidos  el  nombramiento  de  deCensoT^quiea 
en  el  término  de  la  ley  se  ha  expedido  oponiéndose  á  la  conce- 
sión de  la  extradición  que  se  solicita  por  el  neñor  Ministro  de 
España. 

A  los  efectod  de  evacuar  la  vista  que  Y.  S.  se  ha  servido  con- 
ferirme de  la  mencionada  defensa,  debo  manifestar  á  Y.  S.que 
las  consideraciones  que  la  constituyen  no  son  bastantes  para 
neutralizar  el  pedido  de  ^tradición  que  se  hace,  considerando 
que  Y.  S.  debe  acordarla  en  la  forma  que  corresponde. 

Colocándose  el  defensor  dentro  de  los  términos  del  artículo 
655  del  Código  de  Procedimientos  Penal,  comienza  por  tachar 
la  forma  extrínseca  de  las  piezas  y  recaudos  que  se  acompañan 
por  el  señor  Ministro  requirente. 

Esas  tachas  se  refieren: 

1*  A  la  manera  cómo  viene  autorizada  en  la  sentencia  de  fo- 
ja 1 ,  la  firma  del  juez  que  la  dictó; 

2^  La  manera  cómo  el  dicho  documento  y  los  que  corren  á 
foja  576  han  sido  autenticados. 

La  primera  de  estas  tachas  parte  indudablemente  de  la  falta 
de  conocimiento  de  la  organización  de  los  tribunales  españoles, 
en  los  cuales  ios  secretarios  actuarios  tienen  sus  notarios  ads- 
critos, los  que  á  su  nombre  y  por  su  autorización  dan  fé  de  las 
actuaciones  de  su  principal. 

Por  ello  es  que  en  la  sentencia  acompañada,don  JuIioEnciso, 
por  autorización  de  Sancho  autoriza  la  firma  del  juez  proveyen- 
te  don  Eustaquio   Gutiérrez,   y:  por  ello  es  también  que  por  la 
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míama  autorización. expide  copia  fiel  del  auto  don  Adolfo  Arria- 
ga  acompañando  so  firma,  como  Y.  S.  puede  verlo,  del  sello  que 
corresponde  á  la  escribania  actuaría  de  don  Antonio  Sancho* 
Esta  manera  deexpedir  la  copia  que  acompaña,  estádeacuer* 
do  con  la»  exigencias  del  artículo  11  del  Tratado  de  España  de 
7  de  Mayo  de  1881,  cuando  establece  que  la  sentencia  ó  manda- 
to de  prisión  debe  ser  expedida  por  autoridad  competente  y 
con  las  formalidade  prescritas  por  las  leyes  del  Estado  reqai- 
rente. 

Se  ve,  pues,  por  estas  consideraciones,  que  la  primera  tacha 
opuesta  por  la  defensa  es  de  todo  punto  insostenible. 

La  segunda,  que  se  refiere  á  la  autenticación  y  que  consis- 
te en  sostener  que  siendo  este  pedido  de  extradición  por  la  ?ía 
diplomática  no  puede  ser  valedera  lá  certificación  de  la  firma 
de  Adolfo  de  Arriaga  hecha  por  el  Cónsul  de  la  Bepública  Ar- 
gentina en  España  don  José  B.  de  Olaso,  y  que  corre  á  foja  4. 
No  hay  disposición  alguna  en  el  tratado  que  exclusivamente 
fije  este  caso,  que  indique  que  en  los  casos  de  extradición  por 
la  vía  diplomática,  no  deba  darse  á  las  certificaciones  consula- 
res la  fé  que  de  ordinario  se  les  atribuye;  por  el  contrarío,  ese 
mismo  tratado  habla^  en  sus  artículos  11  y  12,  de  que  las  extra- 
diciones pueden  hacerse  por  una  ú  otra  vía,  lo  que  importa  decir 
que  tanta  importancia  tiene  para  el  caso  presente  las  diligen- 
cias diplomáticas  como  las  diligencias    consulares. 

No  es  exacto  que  el  hecho  de  una  reclamación  diplomática 
excluya  la  fé  de  las  certificaciones  consulares  que  están  perfec- 
tamente autorizadas  por  los  principios  reconocidos  del  Derecho 
Internacional. 

Así,  pues,  las  certificaciones  de  foja  5  vuelta  y  foja  6  vuelta, 
del  mencionado  cónsul  argentino,  son  perfectamente  correctas 
y  capaces  de  producir  su  efecto. 

Continuando  su  oposición,  el  defensor  de  los  detenidos  tacha 
el  auto  de  prisión  que  encierra  el  documento  dorfoja  1,  glosan- 
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do  ana  frase  qne  encierra  ese  docamento,  relativa  al  derecho 
qae  tienen  los  prerenídos  de  pedir  su  reposición,  por  palabra  ó 
por  escrito,  lo  que,  segnn  expresa,  más  qae  un  auto  de  prisión  es 
una   simple  notificación. 

No  creo  necesario  detenerme  macho  á  examinar  este  panto, 
por  cuanto  lo  que  en  ello  se  sostiene  es  ona  simple  sutileza  que 
en  nada  desvirtúa  el  mandato  real  y  efectivo  de  prisión  quecon- 
tiene  la  sentencia  contra  los  individuosFrancisco  Acha  Iturrios, 
Pedro  Echeverría  y  Patricio  Zengotilay  Ormaechea,  dictado  de 
acuerdo  con  los  artículos  502,  503  y  504  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Penal  Español^  mandato  que  no  es  otro  que  aquel  á  que 
se  refiere  el  articulo  11  del  Tratado  con  España  que  rige  el 
caso. 

Ateniéndome  siempre  á  las  prescripciones  del  artículo  11  ya 
oítado  del  Tratado  con  España,  rechazo  las  oposiciones  del  de- 
fensor, consistentes  en  sostener  la  invalidez  del  testimonio  de  fo- 
ja 1 ,  por  no  determinarse  la  época  en  que  se  cometió  el  delito  ni 
la  cantidad  exacta  que  importa  la  defraudación  cometida  y  con- 
fesada por  los  detenidos. 

Me  basta,  para  justificar  este  rechazo,  tener  en  cuenta  qae  la 
sentencia  de  foja  1  contiene  todas  las  enunciaciones  que  por  ley 
son  exigidas  para  que  se  le  considere  sentencia  y  para  que  la 
prisión  qne  ordena  se  haga  efectiva  sin  más  trámite. 

Si  Y.  S.  coteja  la  mencionada  sentencia  con  los  artículos  141 
y  142  de  la  ley  de  enjuiciamiento  penal,  encontrará  que  ella  ha 
sido  dictada  ajustándose  estrictamente  á  esas  prescripciones  le- 
gales, y  que,  en  consecuencia,  el  mandato  de  prisión  que  encie- 
rra, está  expedido  por  autoridad  competente  con  todas  las  for- 
malidades prescriptas  per  las  leyes  españolas  al  respecto;  lo 
que  á  su  vez  importa  que  ese  documento  no  es  otro  que  el  re- 
querido por  el  artículo  11  del  ya  citado  tratado. 

No  oreo,  por  otra  parte,  que  las  consideraciones  déla  defensa 
relativas  á  la  posible  prescripción  de  la  pena  y  á  la  menor  gra- 
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Tedad  del  delito  de  qne  se  trata,  sean  bastantes  para  destruir 
las  enunciaciones  efectivas  de  la  sentencia  de  foja  1,  ni  para 
neutralizar  las  exigencias  del  artículo  citado  del  Tratado  con 
España. 

Haciendo  extensivo  lo  que  acabo  de  decir  á  los  documentos  de 
fojas  5  y  6,  á  efecto  de  contestar  lo  que  respecto  de  esos  docu- 
mentos afirma  la  defensa  en  sus  capítulos  6  y  7,  paso  á  ocu- 
parme déla  oposición  que  ella  levanta  sobre  deficiencia  en  el 
número  de  recaudos  acompañados. 

Si  V.  S.  observa  los  documentos  acompañados  por  el  señor 
Ministro  de  España,  encontrará  : 

i""  El  mandato  de  prisión  y  sentenciado  foja  1; 

2^  Las  señas  características  de  los  acusados,  en  cuanto  ha  si- 
do posible  (foja  5); 

3^  Las  prescripciones  legales  en  copia  autorizada  referentes 
al  hecho  (foja  6). 

Estos  recaudos  sun  precisamente  los  exigidos  por  el  artículo  11 
del  tratado,  únicos  necesarios  en  el  presente  caso,  por  cuanto 
él  es  el  único  que  debe  aplicarse  á  esta  extradición,  de  acuerdo 
con  el  artículo  648  del  Código  de  Procedimientos  Penal;  siendo, 
por  consecuencia,  completamente  ociosas  las  citas  que  al  res- 
pecto se  hacen  por  la  defensa  cuando  se  refieren  las  exigencias 
del  Código  de  Procedimientos  Penal,  las  que  no  son  aplicables 
por  el  texto  mismo  del  artículo  citado.  Por  último,  señor  Juez, 
la  defensa  se  particulariza  con  el  detenido  Pedro  Echeverría, 
contra  quien  no  aparece  el  pedido  de  extradición  por  parte  del 
juez  de  la  causa. 

Si  hubiera  de  aplicarse  el  artículo  651  del  Código  de  Proce- 
dimientos penales,  convendría  en  que  esta  fuera  una  deficien- 
cia atendible;  pero,  como  jalo  he  dicho,  de  acuerdo  con  el  ar- 
tículo 648  del  mismo  Código,  sus  prescripciones  no  son  aplica- 
bles al  caso  por  la  existencia  del  Tratado  referido,  el  que  con  su 
texto  neutraliza  las  mencionadas  prescripciones. 
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Así,  paes,  no  exigiéndose  tal  recaudo  en  el  mencionado  trata- 
do, nohay  razón  para  considerarlo  necesario,  aan  cuando  el  Gódi* 
go  de  Procedimientos  Penal  lo  exija  para  los  casos  en  que  legisla. 

Me  basta  saber  que  la  sentencia  de  foja  1,  expedida  por  auto- 
ridad competente  y  con  las  formalidades  de  ley,  declara  culpa- 
ble á  Pedro  Echeverría  y  libra  contra  él  mandato  de  prisión , 
para  que  considere  suficiente  tal  circunstancia^de  acuerdo  con 
el  artículo  11  del  tratado  que  dejo  referido. 

£n  consecuencia  de  lo  expuesto  debo  manifestar  áY.  S.  que 
considero  procedente  la  extradición  que  se  solicita: 

V  Por  tratarse  de  un  hecho  comprendido  dentro  del  inciso  18 
del  artículo  l^del  Tratado  con  España^  de  7  deMayode  1881; 

2*^  Porque  el  presente  caso  de  extradición  está  única  y  exclu- 
sivamente regido  por  el  expresado  tratado; 

3^  Porque  los  recaudos  acompañados  en  númt^ro  y  condicio- 
nes, son  lob  exigidos  por  el  artículo  11  del  mismo. 

J.BoieL 


Pallo  del  Jue«  Federal 


Buenos  Aires,  Diciembre  34  de  1896. 


Y  vistos :  estos  autos  sohre  extradición,  seguidos  á  requisición 
de  la  Legación  de  España,  de  los  detenidos  preventivamente  en 
la  Penitenciaría  Nacional,  Francisco  A.  Iturrios  y  Pedro  Eche- 
verría^ procesados  ante  los  tribunales  de  esa  nación  por  el  deli- 
to de  sustracción  de  valores  públicos  del  Banco  de  Bilbao,  y 

Considerando:  Que  el  delito  que  motiva  esta  extradiciones 
el  previsto  en  el  inciso  diez  y  ocho  del  artículo  segundo  del  Tra- 
tado de  extradición  celebrado  entre  esta  República  y  el  Reino 
de  España  con  fecha  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  uno,  debidamente  canjeadas  sus  ratificaciones  el  dia  veintiuno 
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de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  cnyo  inciso  se  re* 
fíere  á  ia  sustracción  fraadulenta  de  fondos,  dinero  6  papeles  per* 
teneoientes  á  una  compañía  ó  sociedad  industrial  ó  comercial  ú 
otra  corporación,  por  persona  empleada  en  ella;  siendo,  desde 
lüegOj  las  disposiciones  de  ese  tratado  público  las  que  rigen  el 
oaso  sub'jtulice. 

Que  la  solicitud  de  extradición  ha  sido  introducida  por  la  vía 
diplomática,  en  conformidad  á  lo  prevenido  por  el  artículo  H  de 
dicho  tratado. 

Que  la  identidad  personal  de  ambos  procesados  se  encuentra 
suficientemente  justificada  por  la  declaración  de  los  mismos, 
como  resulta  de  sus  respectivas  indagatorias. 

Que  los  documentos  presentados  por  la  Legación  de  España 
llenan  las  exigencias  del  artículo  11  del  tratado^  desde  que  de 
ellos  resulta  de  una  manera  indubitable  justificada:  la  identi- 
dad personal  de  los  requeridos;  la  sentencia  y  mandato  de  pri* 
sion  expedidas  contra  los  presuntos  reos  por  autoridad  judicial 
competente  y  en  conformidad  á  sus  propias  leyes;  antecedentes 
circunstanciados  déla  causa  que  la  motiva;  prescripciones  le- 
gales aplicables  al  hecho  delictuoso  imputado,  y  cuyos  docu- 
mentos se  encuentran  debidamente  legalizados  por  la  autoridad 
consular  argen^tina  de  dicho  país . 

Que  no  siendo  dado  poner  en  cuestión  la  validez  intrínseca  de 
la  documentación  presentada  por  el  gobierno  requirente,  las 
alegaciones  hechas  para  combatir  la  solicitud  de  extradición 
no  son  procedentes . 

Que  la  defensa  especial  invocada  y  que  tiende  á  demostrar 
que  la  sentencia  de  foja  1  no  pide  la  extradición  de  Pedro  Eche- 
verría, y  que  desde  luego  no  debe  ella  ser  acordada,  por 
cnanto  el  Poder  Ejecutivo  de  España  no  es  autoridad  competen- 
te, según  sus  propias  leyes,  para  ordenar  la  prisión  y  extradi- 
ción consiguiente,  desde  que  el  caso  se  rige  no  por  el  artículo 
651  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  sino  por  su 
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artículo  648,  qae  previendo  el  caso,  dispone  qae,  habiendo  tra- 
tados, la  extradición  será  pedida  ú  otorgada  en  la  forma  y  con 
los  requisitos  que  aquellos  prescriben,  y  desde  que  ese  requi- 
sito no  lo  contiene  el  artículo  li  del  tratado  que  nos  ocupa,  no 
hay  motivo,  ni  menos  razón  de  considerarle  necesario,  bastan- 
do á  sus  fines  que  la  sentencia  recordada  haya  sido  expedida  por 
autoridad  judicial  competente  y,  de  conformidad  á  sus  leyes, 
haya  declarado  á  Echeverría  presunto  culpable  del  delito  incri- 
minado, y  en  su  consecuencia  haya  librado  contra  él  auto  de 
prisión  y  que  el  representante  diplomático  de  esa  nación  ha- 
ya requerido  la  extradición  en  la  forma  correcta  que  expresan 
los  documentos  de  fojas  doce  y  trece. 

Que  la  prescripción  que  la  defensa  esboza,  aparte  de  no  haber 
sido  deducida  ni  probada,  no  existe, desde  que  el  delito  se  come- 
tió á  mediados  del  mes  de  Agosto  del  corriente  año,  como  lo  afir- 
ma Iturrios,  prestando  declaración . 

Por  estas  consideraciones,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y 
aconsejado  por  el  Ministerio  Público  en  su  precedente  dictamen, 
fallo :  declarando  procedente  el  pedido  de  extradición,  hecho 
por  la  Legación  de  España,  de  Francisco  A.  Iturrios  y  Pedro 
Echeverría,  á  fin  de  que  sean  sometidos  á  sus  jueces  y  juzgado- 
res por  el  delito  que  motiva  su  entrega  y  bajo. el  concepto  de 
que  no  podrán  ser  juzgados  por  otro  delito  anterior  al  hecho  de 
la  extradición  y  que  no  se  les  impondrá  mayor  pena  que  la  que 
prescribe  el  Código  Penal  Argentino  para  aquel  delito.  A  sus 
efectos  y  en  su  oportunidad,  remítase  el  expediente  original  al 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  dejándose  constancia  sufi- 
ciente, y  póngase  á  los  detenidos  á  su  disposición,  juntamente 
con  el  dinero,  papeles  y  demás  objetos  secuestrados  y  de  que 
instruyen  los  documentos  de  fojas  veinte,  veintiuna  y  veintidós. 
Notifíquese  con  el  original. 

Agustín  ürdinarrain. 
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VISTA  DEL  SBftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1897. 

Suprema  Corte : 

La  oposición  deducida  por  el  defensordelos  encausados  Fran- 
cisco A.  Iturrios  y  Pedro  Echeverría  contra  la  extradición  re- 
damada por  el  seSor  Ministro  Plenipotenciario  de  España,  ha 
sido  vencida  por  los  fundamentos  legales  de  la  vista  del  Procu- 
rador Fiscal  de  foja  49  y  sentencia  definitiva  de  foja  59. 

Adhiriendo  alas  conclusiones  de  aquella  vista,  nada  necesito 
agregar  para  concluir  pidiendo  á  Y.  E.  la  confirmación,  por  sus 
fundamentos,  de  la  sentencia  recurrida  de  foja  59. 

Sabiniano  Kier. 


Falto  de  te  Huprema  Oorte 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  1897. 

Vistos  y  considerando :  Que  la  reclamación  presentada  en  el 
caso  por  la  vía  diplomática^  para  la  extradición  de  los  detenidos 
Aeha  y  Echeverría,  ha  sido  introducida  con  todos  los  requisitos 
declarados  indispensables  á  ese  objeto  por  el  artículo  once  del 
tratado  sobre  la  materia  entre  España  y  esta  República. 

Que  como  lo  dice  la  sentencia  apelada,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto én  el  artículo  seiscientos  cuarenta  y  ocho  del  Código  de 
Procedimientos  en  lo  Criminal^  habiendo  tratado,  el  pedido  de 
extradición  debe  sujetarse  á  la  forma  y  requisitos  qne  los  trata- 
dos prescriban. 
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Qae,  por  consiguiente,  la  extradición  dé  Acha  y  Echeverría 
debe  acordarse  en  cumplimiento  de  las  estipulaciones  conteni- 
das en  el  mencionado  tratado  y  desde  que  están  llenadas  las 
formalidades  que  éste  exige. 

Que  los  jueces  no  tienen  el  deber  de  contestar  en  detalle  to- 
dos y  cada  uno  de  los  argumentos  hechos  por  las  partes»  bas- 
tándoles fundar  sus  sentencias  en  las  disposiciones  legales  per- 
tinentes. 

Por  esto,  y  de  acuerdo  conr  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  Oeneral  y  por  sus  fund^hneutos:  se  confirma,  con 
costas,  el  auto  de  foja  cincuenta  y  nueve  en  la  parte  apelada, 
no  haciéndose  lagar  al  recurso  de  nulidad^  por  no  haber  mérito 
para  ello.  Devuélvanse. 

BEMAMIM  PAZ.— ABEL  BAZAN. 
OCTAVIO  BCNGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 


t.^ACSA    IaXULXT 


Criminal  contra  Santini  Gemoli,  por  circulación  de  billetes  de 
curso  legal  falsos;  sobre  excarcelación  bajo  fianza 

Sumario.  — Pudiendo  la  pena  que  merezca  el  delito,  ser  ma- 
yor de  la  que  admite  la  excarcelación  bajo  fianza*  debe  ésta 
ser  negada. 
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Caso.  —  Lo  explica  el  ' 


Fallo  del  Juex  Pederal 


Buenos  Aire?,  Marzo  23  de  1897. 

Autos  7  Tistos :  Resaltando  de  la  cansa  que  á  Gemolise  le  pro- 
cesa por  el  delito  previsto  y  penado  por  el  artículo  62de  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  que  tiene  pena  mayor  á  la 
fijada  por  el  artículo  376  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
criminal  para  que  sea  procedente  la  excarcelación.  Por  esto  y 
no  obstante  lo  dictaminado  por  el  procurador  fiscal,  no  ha  lu- 
gar por  ahora  ala  excarcelación  que  bajo  de  fianza  se  solicita 
del  referido  procesado. 

Gervasio   F.  Granel. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Abril  1*  de  ]897. 

Suprema  'Corte : 

Las  circunstancias  que  caracterizan  la  culpabilidad  ó  incul- 
pabilidad del  procesado,  sólo  pueden  considerarse  j  apreciarse 
en  el  proceso  instruido,  sobre  circulación  de  billetes  falsos. 

Entre  tanto,  la  excarcelación  no  procede;  porque^-como  lo 
expresa  el  auto  de  foja  2,  la  pena  que  la  ley  impone  al  delito 
imputado  es  mayor  que  la  fijada  por  el  artículo  376  del  Código 
de  Procedimientos  para  la  procedencia  de  la  excarcelación. 

Por  ello  pido  á  V.  E*  la  confirmación  delante  recurrido. 

Sabiniano  Kier. 
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Fall«  de  la  Suprema  0«rte 


Buenos  Aires,  Abñl  24  de  1897. 

Vistos :  De  acaerdo  con  lo  expuesto  j  pedido  por  el  señor  Pro- 
ourador  General  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  foja  dos.  Devuélvanse. 

m 

BENIAMIN  PAZ.  —  ABEL  BAZAül. 
—  JUAN  E.  TORREKT. 


CAVSA  I4XXXII 


Don  Demetrio  Medina,  en  la  ejecución  por  tercería  de  dominio 
de  don  Domingo  Lorenzo  contra  doña  Lorenza  M.  de  Mai- 
daña,  sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos;  incidente  sobre  prueba 
de  testigos. 


Sumario.  —  Debe  rechazarse  la  prueba  de  testigos,  si  ha  sido 
pedida  dos  días  antes  de  vencerse  el  término  probatorio . 
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Caso.  —  Lo  explica  el 


Falto  del  Sum»  Federal 


Comentes,  Marzo  19  de  1895. 

Vistos  7  considerando :  Qae  el  término  de  prueba  venció  el 
9 del  corriente  y  noel  11,  como  equivocadamente  lo  añrma  el 
demandado;  qae  la  prueba  testimonial  ofrecida  por  esta  parte 
en  el  escrito  de  foja  13,  lo  ha  sido  dos  días  antes  de  vencerse 
el  término,  circunstancia  que  lo  hace  inadmisible,  según  la 
constante  é  invariable  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte.  Qae 
el  hecho  de  que  los  testigos  presentados  son  los  mismos  de  la  es- 
critura hipotecariacorrienteeu  el  juicio  ejecutivo,  no  puede  mo- 
dificar el  principio,  máxime  cuando  el  artículo  120  de  la  ley  de 
procedimientos,  que  legisla  el  caso,  no  hace  distinciones  y  so- 
bre todo  cuando,  al  ofrecer  esos  testimonios,  no  se  dice  que  sean 
para  redargüir  de  falsa  dicha  escritura,  no  versando,  por  otra 
parte,  la  prueba  sobre  ese  punto,  sino  sobre  el  condominio  ale- 
gado, según  se  establece  en  el  auto  de  prueba  de  foja  11  vuelta. 

Por  esto,  se  revoca  el  auto  que  admitió  esa  prueba,  debien- 
do, en  consecuencia,  devolverse  al  interesado  las  diligencias 
practicadas  en  su  virtud,  remitidas  por  el  Juess  de  Paz  de  San 
Luis.  Hágase  saber  y  repóngase. 

Lujambio. 
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V*allo  de  la  Siiprema  Carte 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  1897. 

Vistos :  Por  sas  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  dispues- 
to en  el  artículo  ciento  veinte  de  la  ley  de  procedimientos,  se 
confirma  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  diez  y  nueve.  Be- 
puestos  los  sellos,  devuélvanse. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  4ÜAN  B.  TO- 
RRENT. 


CAUSA  I4XX3IÍIII 


Criminal  contra  Pedro  Codomi,  Cornelio  E.  Martines  y  iZ- 
fredo  Almeida^  por  defraudación  de  dineros  fiscales ;  sobre 
sobreseimiento . 


Sumario. — Cuando  no  resulta  con  evidencia  la  inexistencia 
del  delito,  corresponde  el  sobreseimiento  provisional  y  no  el  de- 
finitivo. 
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Cíiso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas: 


Fallo  del   Jiiea  Federal 

Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1896. 

Autos  y  vistos  :  En  atención  á  las  constancias  del  proceso, 
que  demuestra  que  los  elementos  de  convicción  y  justificación 
agregados  no  son  suGcieotes  á  constatar  la  perpetración  del 
delito  incriminado  á  los  procesados  Pedro  Godomi,  Cornelio  C. 
Martinez  y  Alfredo  Almeida,  no  obstante  lo  aconsejado  y  pedido 
por  el  Procurador  Fiscal  sobre  la  forma  del  sobreseimiento,  y 
en  virtnd  de  lo  prevenido  por  el  articulo  435  del  Código  de 
Procedimientos  en  lo  Criminal,  resuelvo  sobreseer  este  proceso 
provisionalmente. 

Agustín  Urdmarrain. 


VISTA  DEL   SBflOR  PROCURADOR   GENERAL 

Buenos  Aires,  Diciembre  21  de  1896. 

Suprema  Corte: 

No  resulta  con  evidencia  la  inexistencia  del  delito  que  dio  mé- 
rito á  la  formación  de  este  sumario,  aun  cuando  los  medios  de 
justificación  acumulados  no  alcanzan  á  demostrar  su  perpe- 
tración . 

Corresponde  entonces  el  sobreseimiento  provisional,  con  suje- 
ción á  lo  proscripto  en  el  artículo  435  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal ;  y  pido  á  Y.  E.  se  sirva  por  ello,  confir- 
mar el  auto  recurrido  de  foja  107. 

Sabiniano  Kier. 
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Falto  de  la  Suprema  Cerie 

Baenos  Aires,  Abril  27  de  1897. 

Vistos :  De  acuerdo  con  lo.  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  y  en  mérito  de  la  disposición  legal  que  in- 
▼oca,  se  confirma,  con  costas^  el  auto  de  foja  ciento  siete  en  la 

parte  apelada.  DevuélTanse. 

* 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAS.  — 
OCTAVIO  BCNGE.  —JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAUSA  I4XX.ICIT 


Criminal  contra  Enrique  Durand,  José  Soldati  y  Emilio  Lam- 
binet,  por  falsedad  y  estafa;  sobre  prisión  preventiva 


Sumario.  —  No  habiendo  semiplena  prueba  6  indicios  vehe- 
mentes,  no  procede  la  prisión  preventiva. 
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Caso.  — Resaltado  las  siguientes  piezas : 


YIdf  A  FISCAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  de  189Q. 
Señor  Juez: 


Según  los  antecedentes  de  este  astíntO)  los  indÍTidaos  José 
Soldati,  Enriqne  Durand  y  Emilio  Lambinet,  titulándose  el 
primero  presidente  de  la  sociedad  anónima  «La  Trinidad», 
secretario  el  segando,  j  miembro  autorizado  de  ella  el  tercero, 
se  presentaron  al  Poder  Ejecutivo  solicitando  se  diera  á  la  so- 
ciedad expresada  el  carácter  de  persona  jurídica.  El  Poder 
Ejecativo  así  lo  acordó,  pero  saprimiendo  algunos  capítulos  de 
sus  estatutos  que  eran  extraños  al  objeto  de  la  institución  y 
aun  contrarios  á  las  leyes  y  al  orden  público  ;  los  solicitantes 
convinieron  en  tal  supresión,  y  el  Poder  Ejecutivo  acordó  la 
personería  jurídica  que  se  pedía  en  tales  condiciones  y  de  acuer- 
do con  el  artículo...  del  Código  Civil. 

Más  tarde,  por  denuncia:  presentada,  se  llegó  en  conocimiento 
que  los  mencionados  individuos,  directores  de  ladioha  sociedad, 
simulando  aceptar  las  supresiones  ordenadas  por  el  Poder  Eje- 
cutivo, habían  publicado  los  estatutos  sin  hacer  las  supresiones 
mencionadas,  sin  perjuicio  de  decir  públicamente  que  esos  eran 
los  estatutos  aprobados  por  el  gobierno. 

Tal  hecho,  que  importaba  sencillamente  una  falsedad  come- 
tida en  un  documento  nacional,  es  un  delito  penado  y  previsto 
por  la  ley  federal  de  Setiembre  de  1863  en  sus  artículos  64, 
inciso  6^,  y  65  (crímenes  y  delitos  contra  la  Nación). 

El  hecho  está  constatado  por  los  estatutos  que  impresos  se 
acompañan  ala  denuncia, y  en  que  se  ve  que  lo  que  .el  Poder 


-j 
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Ejecutivo  mandó  suprimir  se  hace  aparecer  como  subsistente. 

Para  mayor  abundamiento  y  por  si  esto  no  bastare,  puede 
Y.  S.  recorrer  el  adjunto  expediente  en  que  consta  que,  valién- 
dose de  la  adulteración  de  los  estatutos  de  que  he  hecho  mérito 
el  mismo  Soldati,  Justino  Borcilles,  como  secretario,  y  León 
Ferier,  han  cometido  una  estafa  contra  un  individuo  llamado 
Próspero  Cabrio. 

Este  ministerio  considera  que  hay  prueba  bastante  para  con- 
siderar que  los  individuos  nombrados  han  cometido  el  delito 
mencionado  y  han  usado  de  la  pieza  falseada  para  ñnes  de  esta- 
fa ú  otras  acciones  análogas ;  considera  igualmente  que  por  el 
espíritu  que  encierran  las  disposiciones  de  los  estatutos  que  se 
mandaron  suprimir  y  que  los  citados  individuos  conservaron  en 
los  estatutos,  hay  peligros  contra  la  sociedad  y  las  leyes.  Por 
todo  esto,  vengo  á  pedir  á  Y.  S.  se  sirva  librar  orden  de  prisión 
contra  José  Soldati,  Enrique  Durand,  Emilio  Lambinet,  Justi- 
no Barcilles  y  León  Perier,  de  acuerdo  con  los  artículos  2^  y  264 
del  Código  de  Procedimientos  Penal. 

J.  Botet. 


WmHo  deUuea  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1897. 

Y  vistos:  Considerando:  Que  es  necesario,  ante  todo,  instruir 
el  sumario  en  la  formado  la  ley,  para  una  vez  instruido  juzgar 
si  procede  ó  no  la  prisión  preventiva  que  solicita  desde  ya  el 
Procurador  Fiscal. 

Que  en  el  caso  sub-judice  si  bien  se  inició  á  petición  del  mis- 
mo Procurador  Fiscal  la  instrucción  del  sumario  respectivo,  se 
paralizó  más  tarde  por  las  causas  que  constan  en  autos. 
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Que  ellas  pneden  haber  desaparecido  con  el  transcurso  del 
tiempo  corrido. 

Por  tanto,  se  ordena  la  instrucción  del  sumario  respectivo, 

para  cayo  efecto  se  librarán  los  oficios qae  corresponden  parala 

citación  de  las  personas  expresadas  á  fojas  45  y  21,  y  no  se  hace 

Iqgar,  en  consecuencia,  á  la  prisión  preventiva  pedida  por  el 

Procurador  Fiscal. 

P.  Olaechea  y  Ákorta. 


VISTA  DEL  SESOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  22  de  1897. 
'^94prema  Corte : 

No  existe  en  autos  suficiente  constancia  de  que  los  acusados 
^^c^sé  Soldati  y  Enrique  Durand  sean  los  autores  de  las  adulte- 

«iones  en  los  estatutos  de  la  sociedad  cLa  Trinidad  >,  que 

carecen  autorizados  con  su  nombre  al  pié. 

Como  la  detención  no  debe  decretarse,  según  el  Código  de 
rocedimientos,  sino  respecto  de  aquellos  contra  quienes  bayaa 
dicios  vehementes  6  semiplena  prueba  de  culpabilidad,  en- 

entro  ajustada  la  resolución  recurrida  de  foja  56  que  ordena 

previa  instrucción  del  sumario  y  manda  librar  los  oficios  que 

rresponden  para  la  citación  de  las  personas  indicadas.  Admi- 
^  ^^ndo  entonces  que  el  auto  que  así  lo  provee  fuera  recurrible^ 
t^S.«n8o  que  procedería  en  el  «^so  su  confirmación,  que  solicito 
^^V.  E. 

Sabiniano  Kier. 
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lfall«  delaSupreoiA  Corte 


Bnenos  Aires,  Abril  i7  de  1897. 

Vistos:  Por  sos  fundamentos,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  j 
pedidopor  el  señor  Procarador  General,  y  teniendo  adem«Í8  en 
consideración  lo  expaesto  en  el  escrito  de  foja  reinte  j  tres  del 
expediente  agregado  sobre  el  domicilio  de  Soldati,  Barcilles  y 
Periere,  comprendidos  en  la  petición  fiscal  de  foja  cincaenta  y 
tres,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  seis.  De- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAM. — 
OCTAVIO  BONGE,  —  JUAH  B. 
TORRENT. 


CAUSA  Ia%JKXW 


Hermenegildo  y  Bemabela,  y  Eleuteria  Ojeda,  contra  don  José 
J.  Rolon  y  don  Lean  Spalding,  por  reivindicación;  sobre 
pruebas. 

Sumario.  —  La  ratificación  ó  cotejo  de  firmas,  es  una  dili- 
gencia distinta  de  la  comprobación  de  autenticidad  6  falsedad 
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de  las  mismas.  El  haber  pedido  aquella  dentro  del  término  pro- 
batorio no  autoriza  á  pedir  ésta,  si  la  falsedad  no  fué  alegada 
oportunamente,  j  si  la  comprobación  se  pi  le  después  de  venoido 
dicho  término. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  Jíuea  Federal 


Corrientes,  Agosto  17  de  1896. 

Vistos  j  considerando:  Que  en  el  escrito  de  foja  i^  de  estas 
aetuacion^s,  Ift  parte  de  Spalding  solicitó  la  ratificación  ó  cote- 
jo de  las  partidas  de  nacimiento  y  matrimonio  que  obran  en  el 
expediente  testamentario  de  los  cónyuges  Miguel  G.  Portillo  y 
Ana Gt>nzalez, traídos  ad  efectumvidendi en  estos  autos  sobre 
r eiyindicacion ;  á  la  petición  mencionada,  que  fué  introducida  en 
tiempo,  el  Juzgado  mandó  practicar  las  diligencias  solicitadas, 
librando  al  efecto  los  oficios  necesarios  á  las^autoridades  de  Sa- 
ladas y  San  Boque,  como  se  vé  por  la  nota  de  foja  8  vaelta,  ha* 
biéndose  practicado  hasta  hoy  solamente  la  mandada  evacuar 
en  Saladas,  según  las  actuaciones  de  foja  9  á  foja  12;  estan- 
do, por  consiguiente,  pendiente  aún  la  que  debe  practicarse  en 
San  Boque,  por  las  dificultades  manifestadas  en  el  escrito  de 
foja  15.  Que  i  consecuencia  deesas  dificultades  y  de  la  carta 
de  foja  18,  que  se  ha  mandado  agregar  á  solicitud  de  la  misma 
parte  de  L.  Spalding,  se  ha  solicitado  por  ésta  se  traiga  al  juz- 
gado el  libro  parroquial  de  Saladas,  á  efecto  de  investigarse  si 
las  firmas  que  aparecen  al  pié  de  las  partidas  originales  son  au* 
ténticas,  porque  las  firmas  de  Gasafuz,  que  aparecen  al  pié  de 
ellas,  parecen  estar  escritas  con  distintas  manos.  Que  como  se 
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▼é,  esta  diligencia  es  distinta  de  la  anterior  y  se  dirige  á  eom- 
probar  la  aotenticidad  ó  falsedad  de  las  firmas  que  aparecen 
SQSCribiendo  las  partidas  de  la  referencia.    Que  establecido  el 
oaso,  se  nota  que  la  parte  de  Spalding  pretende  la  comproba- 
ción insinuada,  sin  sujetarse  á  los  trámites  que  el  título  17  de 
la  ley  nacional  de  procedimientos  prescribe  para  los  casos  en 
que  una  de  las  partes  invocare  y  sostuviere  la  falsedad   6  adul- 
teración délos  documentos  presentados;  falsedad  ó  adulteración 
que  la  parte  de  Spalding  no  ha  alegado  de  un  modo  categórico. 
Que  la  ley,  como  resulta  del  texto  de  todos  los  artículos  del  ti- 
tulo citado,  admite  la  comprobación  solamente  cuando  se  ha 
alegado  la  falsedad  ó  adulteración  de  los  documentos  presenta- 
dos, de  tal  modo  que  es  necesario  hacerse  tal  alegación  para  que 
la  prueba  pueda  producirse  sobre  la  base  de  esa  falsedad  ó  adul- 
teración ;  y  con  mayor  razón  cuando,  como  en  el  caso  ^6  -judice , 
se  trata  de  partidas  que,  por  su  naturaleza,  tienen  el  carácter 
de  instrumentos  públicos  que  hacen  plena  fé  en  juicio  y  fuera 
de  él.  Que  aun   cuando  fuese  admisible  la  prueba  de  que  se 
trata,  no  obstante  la  omisión  notada,  ella  no  sería  procedente 
ya,  porque  la  solicitud  de  foja  19  se  ha  introducido  muchos 
dias  después  de  vencido  el  término  probatorio,  pues  éste  ha  fe- 
necido el  22  de  Julio  próximo  pasado,  según  el  cómputo    hecho 
por  el  proveyente,  hecho  que  no  lo  niega  la  misma  parte  in-* 
teresada,  resultando  de  aquí,  que  el  auto  recurrido  de  foja  10 
vuelta  es  justo  y  debe  mantenerse. 

Por  la  expuesto,  no  se  hace  lugar  ala  re  posición  3oli<iitada  y 
se  concede  en  relación  la  apelación  y  nulidad  subsidiariamente 
interpuestos ;  debiendo  en  consecuencia  remitirse  estas  actua- 
ciones ala  Suprema  Corte,  á  costa  del  apelante  y  con  nutioia 
délas  partes.  Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase. 

Lujambio. 
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Fallo  de  la  Suprema  Carie 


i  Buenos  Aires,  Abril  27  de  1897. 

Yistos:  Porios  fandameatos  del  aato  de  foja  veinte  y  seis^ 

se  confirma,  con  costas^  6l  apelado  de  foja  diez  y  nueve  vnelta, 

no  haciéndose  lagar  al  recnrso  de  nulidad,  por  no  haber  mérito 

para  ello.  Devuélvanse,  debiendo  reponerse  los  sellos  ante  el 

Inferior. 

benjamín  paz.—  ABEL  BAZAN.— 
OCTAVIO  BUN6E. 


áJAUSA   I^XXXTI 


ifor^  JP^eregrino  Agüero^  por  tercería  de  dominio  en  la  ejecución 
de  don  Amadeo  Oviedo,  contra  don  José  Espeche 


^mario^  —  El  documento  privado  que  presente  el  tercerista 
^^  ^iene,  con  relación  al  ejecutante,  más  fecha  que  la  de  su 
^^^Hentacion  en  juicio,  sin  que  pueda  alterar  esta  conclnsion, 
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fundada  en  el  artícnlo  1035  del  Código  Giril,  el  hecho  de  haberse 
encontrado aasente el  firmante  del  documento. 


Caso  .-*-  Resulta  del 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Catamarca,  Dicieknbre  12  de  1894. 

Y  Tisios :  En  la  tercería  excluyente  entablada  por  el  señor  Se- 
gundo Salado  Castro,  en  el  carácter  de  apoderado  de  don  Pere- 
grino Agüero,  solicitando  sean  excluidos  los  bienes  semoTientes 
embargados  i  petición  del  doctor  Amadeo  Oviedo,  en  21  de 
Julio  ppdo.^  en  la  ejecución  que  sigue  contra  don  José  L. 
Espeche,  áque  se  refiere  el  expediente  número  913;  y  con  lo 
alegado  j  probado  por  las  partes,  expongamos  algunas  obser- 
vaciones que  servirán  de  antecedentes  para  llegar  á  la  conclu- 
sión que  se  busca. 

Toda  la  cuestión  se  reduce,  j  en  esto  están  conforme  los  inte- 
resados, á  investigar  si,  á  la  época  del  embargo,  el  señor  Gre- 
gorio Agüero  tenía  la  propiedad  de  las  haciendas  ó  bienes  se- 
movientes comprendidos  en  el  mismo  embargo. 

La  tercería  de  dominico  excluyente  debe  fundarse  necesaria- 
mente en  la  propiedad  de  la  cosa  embargada  (art.  301 ,  Código 
de  Procedimientos;  serie  2%  tomo  11,  páginas  63  y  366;  tomo 
15,  página  371). 

Sentado  este  principio,  examinemos  si  el  tercerista,  á  quien 
le  corresponde  la  prueba,  ha  justificado  su  acción,  es  iecirsi 
ha  comprobado  su  derecho  de  dominio . 

La  acción  reivindicatoria  es  la  consecuencia  del  dereeba  real 
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qae  sobre  una  cosa  nos  pertenece  (artículo  2758»  Código  Civil), 
el  cual  no  se  adquiere  por  la  simple  conTencion  de  las  parte», 
sin  qne  antes  se  haya  verificado  la  tradición  ó  entrega  de  pose- 
sión al  adquirente ;  la  posesión,  por  nuestras  lejes,  constituye 
una  condición nne  quanon  se  puede  adquirir  la  propiedad.  7Va* 
dttionibiis  dominia  rerum  non  nvdis  faciis  transfereniur^  dice 
la  íey  Somana.  (Pothier,  tomo  T,  Derecho  al  dominio^  núme- 
ro 245,  edición  española ;  artículo  577,  Código  Civil  y  su  nota 
ilustrativa;  serie  2^,  tonio5*^,  página  414). 

No  es  necesaria,  sin  embargo,  la  tradición  para  adquirir  ó  te- 
ner la  posesión,  cuando  la  cosa  es  tenida  á  nombre  del  propie- 
tario, y  éste,  por  acto  jurídico^  pasa  el  dominio  de  ella  al  que 
poseía  á  su  nombre  (art.  2377,  Código  Civil).  Interdum  etiam 
sine  tradttione,  nuda  voluntas  domini  sufficit  ad  rem  transfe- 
rendara  veluti  si  rem  quam  commodani  aut  locavi  txbi,  dice 
Gayo,  citado  por  Pothier  al  número  246,.  obra  indicada. 

Y  esto  lo  explican  sencillamente  los  jurisconsultos,  diciendo 
que  el  que  posee  á  nombre  de  otro  tiene  ya  el  poder  físico  de 
disponer  de  la  cosa,  y  que  basta  que  á  este  elemento  de  hecho 
se  agregue  el  eWmento  de  derecAo,  mediante  el  consentimiento 
del  dneño,  manifestado  por  alguna  causa  ó  acto  jurídico  sufi- 
ciente para  trasmitir  el  dominio.  Esta  clase  de  tradición  es  la 
qne  se  clasifica  con  el  nombre  de  brevi  manu  (artículos  2601  y 
2602,  Código  Civil).  Admitiendo  como  exacto  el  hecho  afirmado 
por  el  demandante,  de  que  en  unión  con  la  señorita  Adelecia 
Espeche,  hermana  del  señor  José  I.  Espeche,  han  administra- 
do  todas  las  haciendas  de  éste  existentes  en  las  estancias  del 
Tala  y  Catitas,  examinaré  las  consecuencias  jurídicas  que  de 
tal  hecho  se  desprende  en  favor  del  tercerista. 

Si  el  señor  Agüero  principió  i  poseer  á^  nombre  del  señor 
Espeche,  ^^  presume  legalmente  que  por  este  mismo  título, 
continúa  poseyendo,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  porque 
nadie  puede  cambiar  por  sí,  ni  por  el  simple  transcurso  del  tiem- 
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po,  la  causa  de  su  posesioQ(art.  2353,  Código  Civil).  Dada  la 
existeacia  de  la  administración  mencionada^  el  señor  Agúero 
no  necesitaría  indudablemente  de  que  se  le  hiciera  tradición  de 
la  cosa  para  adquirir  la  posesión  verdadera,  pero  sería  preciso^ 
para  este  cambio' 6  mutación,  en  el  caso  de  que  se  trata,  alguna 
razón  6  causa  suficiente  y  esta  causa  6  razón  debe  ser  algún  acto 
jurídico  de  aquellos  á  que  se  refiere  el  artículo  2377  citado. 
Luego,  para  demostrar  que  los  semovientes  embargados  le  per* 
tenecen,  debe  comprobar  la  existencia  del  acto  jurídico  que  ha 
operado  la  transformación  indicada  de  simple  tenedor  de  la  cosa 
en  verdadero  poseedor  y  propietario, 

¿Y  cuál  es  la  prueba  que  en  estos  conceptos  ha  producido  el 
demandante?  El  documento  de  foja  1,  con  que  se  inicia  la  ges- 
tión, y  las  declaraciones  de  testigos  que  corren  en  autos.  Exa- 
minemos cada  una  de  estas  pruebas  por  separado. 

Principiaré  por  el  documento  mencionado  y  procuraré  fijar  sn 
valor  y  las  consecuencias  jurídicas  que  del  mismo  se  desprenden. 

Es  un  axioma  conocido  de  indiscutible  evidencia,  que  ningu- 
na causa  produce  su  efecto  antes  de  su  existencia,  porque  pri- 
mero es  el  ser  que  el  obrar  de  las  cosas ;  es  decir  que  el  efecto 
no  puede  ser  anterior  á  su  cansa. 

El  documento  ó  recibo  que  sirve  de  base  á  la  acción  intenta- 
da, de  fecha  2de  Setiembre  de  1892,  otorgado  por  el  ejecutado 
señor  Espeche,  en  el  cual  consta  el  convenio  por  el  que  se  da  en 
pago  de  la  cantidad  de  10  400  pesos  nacionales  que  éste  debe  á 

Agüero,  todos  los  animales  vacunos,  caballares  y  mulares  que 

§ 

tiene  en  el  puesto  délas  <  Catitas  >  y  c  Tala  »,  en  esta  provincia, 
es  de  carácter  privado  y  como  tal,  no  tiene  existencia  cierta 
respecto  de  los  terceros  acreedores,  sino  desde  la  fecha  de  su 
presentación  en  juicio,  supuesto  naturalmente  su  reconooi- 
míento,  porque  es  la  época  en  que  se  conoce  de  un  modo  exacto 
(artículos  1034  y  1035,  Código  Civil). 
Ahora  bien  :  si  dicho  documento  ha  principiado  á  ecoistir  le- 
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galmeate  y  probar  contra  terceros  desde  el  dia  en  que  la  ley 
le  atribuye  fecha  cierta,  es  decir  desde  el  dia  9  de  Agosto 
último,  no  puede  producir,  en  perjuicio  de  terceros,  nin- 
gún efecto  legal  con  anterioridad  á  la  precitada  fecha,  según  el 
axioma  citado  de  que  el  efecto  no  puede  ser  anterior  á  su  cau- 
sa; luego  tampoco  ha  podido  producir  esa  transformación  ó  me- 
tamorfosis de  que  ya  hemos  hablado,  6  lo  que  es  igual,  e(  señor 
Agüero,  en  la  fecha  en  que  se  praticóel  embargo,  21  de  Julio  de 
1893,  se  encontraba  in  statu  quo^  permaneciendo  administra- 
dor de  las  especiss  embargadas  hasta  entonces,  porque  le  faltaba 
una  de  las  condiciones  esenciales  para  adquirir  su  propiedad, 
cual  era  el  elemento  intencional  ó  de  derecho  (artículos  2601  y 
2602  citado;  serie  2%  tomo  14,  página  407). 

De  lo  que  se  sigue  :  qne  ya  sea  que  el  documento  referido 
contenga  una  venta,  dación  en  pago  ó  donación,  todos  estos 
actos  jurídicos  tienen  que  estar  sometidos  á  los  principios  le- 
gales establecidos,  y  así  los  artículos  779,  781  y  1325»  Código 
Civil,  citados  en  su  apoyo  por  eldemandante,  contienen,  la  doc- 
trina verdadera  pero  en  el  caso  particular,  inaplicable.  Lo  mis- 
mo debe  decirse  de  los  artículos  2510  y  2512,  que  se  se  invo- 
ca también,  porque  estos  suponen  que  el  dominio  de  una  cosa  se 
haya  adquirido  conforme  á  derecho,  lo  que  no  ha  ocurrido  en  el 
presente  caso,  según  se  ha  demostrado. 

Colocados  en  este  punto  de  vista,  se  puede  concluir  que  el 
documento  aducido  para  la  procedencia  y  eficacia  de  la  terce- 
ría, tiene  fecha  posterior  á  la  del  embargo  trabado,  y  no  puede 

m 

por  lo  tanto,  perjudicar  al  ejecutante  en  los  beneficios  y  de- 
rechos que  la  ley  le  acuerda  sobre  las  existencias  objeto  de  la 
demanda,  y  sería  del  caso  aplicar  el  principio  : .  primero  en  el 
tiempo^  superior  en  el  derecho.  Observaré,  además,  que  no  se 
ha  intentado  siquiera  demostrar  que  el  ejecutante  doctor  Oviedo 
haya  tenido  conocimiento  de  la  existencia  del  recibo  de  foja  1" 
con  fecha  anterior  al  embargo. 
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Yamos  ahora  á  estudiar  la  praeba  testimonial  j  examinemors 
si  eonella  ha  satisfecho  el  tercerista  los  extremos  legales. 

Habiéndose  presentado  el  documento  privado,  para  compro* 
bar  con  él  la  existencia  del  titulo  suficiente ,  áqae  se  refiere  el 
artícnlo  2602  del  Código  citado,  ó  sea  el  elemento  de  derecho, 
la  praeba  testimonial  qae  se  ha  producido  con  ese  fin,  es  imper- 
tinente, según  la  disposición  del  artículo  1 193  del  Código,  ¡mr- 
que  el  valor  6  importe  de  dicho  convenio  BSniéíe  doscientos 
pesos  nacionales  y  además  porque  la^  verdad  de  la  praeba  instru- 
mental  debe  resultar  dr  for  mismos  instrumentos  (Pothier, 
tomo  2^,  Obligaciones,  námeros  792  y  793,  edición  citada;  Au- 
bry  y  Rau^  §^763).  Para  evitar  vaguedad  yoonfusion,  procuran* 
do  S6f  breve,  me  concretaré  ala  parte  de  las  declaraciones  que 
tienen  atingencia  ó  conexión  con  el  objeto  del  juicio  deque  se 
trata,  y  prescindiré  de  circunstjmcias  y  detalles  accesorios  que 
«n  nada  influirán  en  la  resolución  del  problema.  También  haré 
abstracción  de  las  tachas  y  de  las  irregularidades  con  que  se  han 
tomado  las  declaracionesy  de  otros  defectos  que,  indudablemen- 
te, quitan  á  mochas  de  ellas  su  mérito  legal. 

Lo  que  se  desprende  del  conjiinto  de  todas  las  deposiciones 
de  los  testigos,  y  en  especial  de  los  señores  Segundo  Yera, 
Agustín  Mercado,  Dermidio  Narvaes,  Tristan  Lobo  (cuñado  de 
Agüero)  y  Vicente  Espeche  (también  cuñado),  contestando  al 
interrogatorio  de  foja  20  y  vuelta,  es  lo  mismo  que  se  ha  dado 
ya  por  supuesto,  aseverado  por  el  demandante  á  foja  &  en  su 
memorial  de  demanda,  es  decir,  que  éste  ae  encuentra  admi-> 
nistrando  las  haciendas  semovientes  del  ejecutado  don  José  L. 
Espeche  conjuntamente  con  la  hermana  de  éste,  señorita  Ade- 
lecia  Espeche.  Todo  esto  se  corrobora  más  con  ia  declaración 
de  los  testigos  Narvaez  y  Mercado  respondiendo  á  la  séptima 
pregunta. 

Por  consiguiente,  los  hechos  de  que  haya  habido  cuentas  pen- 
dientes entre  los  señores  Agüero  y  Espeche,  las  remesas  de  ga- 
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aado  á  San  Jaan,  los  gastos  hechos  en  su  conducción,  etc.,  etc. 
probarán  tal  vez  obligaciones  entre  ellos»  mas  no  el  dominio  de 
las  haciendas  embargadas. 

Con  lo  expuesto  hasta  aquí,  nos  parece  haber  demostrado  que 
ei  señor  Agüero  no  ha  justificado,  en  forma,  su  derecho  real  de 
propiedad  en  los  bienes  embargados  objeto  de  la  tercería  y,  por 
consiguiente,  carece  de  fundamento  legal  (serie  2*,  tomo  11, 
página  63;  tomo  15,  páginas  371  y  414). 

Por  tanto  y  omitieado  otras  observaciones^  declaro  improce- 
dente la  tercería  excluyente  entablada,  con  costas.  Hágase  sa- 
ber, y  ejecutoriada  que  sea^  archívese  previa  reposición . 

JoséM.  Valdez. 


Fulla  4e  to  Suprem»  Carta 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  ldd7. 

Vistos  y  considerando :  Que  el  tercerista  no  ha  justificado  la 
propiedad  de  las  haciendas  embargadas  que  se  atribuye  en  esta 
causa,  con  el  documento  de  foja  primera,  porque  siendo,  como 
es^  un  documento  privado,  su  fecha  cierta  con  relación  al  eje- 
cutante, es  la  de  su  presentación  en  juicio,  desde,  que  éste  es 
un  tercero  respecto  de  dicho  documento,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  mil  treita  y  cinco  del  Código  Civil. 

Que  el  hecho  de  haberse  encontrado  ausente  el  firmante  del 
documento  expresado,  no  favorece  las  pretensiones  del  tercerita 
en  el  sentido  de  alterar  la  terminante  disposición  del  citado  ar- 
tículo, porque  no  está  comprendido  el  presente  caso,  en  ningu- 
na de  las  excepciones  que  en  el  mismo  se  establecen  para  atri- 
buirle la  fecha  que  pretende  el  apelante . 
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Por  esto  y  fandamentos  ooncordantea  de  la  sentencia  apeU' 
da  de  foja  cuarenta  y  seis  vuelta,  se  confirma  ésta,  con  costas 
Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUKGE 
— ^JüAN  E.  TORRENT. 


CAUSA    EiXXX^'II 


Don  Guillermo  üoberts ,  contra  la  provincia  de  Buenos   Aires, 

sobre  escrituración  de  un  terreno 


Sumario.  —  Con  arreglo  á  la  ley  de  contabilidad  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  de  21  de  Enero  de  1890^  toda  venta  en 
subasta  que  se  haga  por  cuenta  de  aquella,  no  se  considera 
consumada  sin  la   aprobación  del    Poder    Ejecutivo. 


Caso. —  Lo  explica  el 


FaIIo  de   ím  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  29  de  1897. 

Vistos:  Besalta:  Don  Guillermo  Roberts  se  presentó  ante  esta 
SupremaCortedemandando  á  la  provincia  de  Buenos  Aires^  sobre 
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escrituración  de    an  terreno.  Dice  que   el  terreno  se  sacó  á 
remate  por  la  Oficina  de  Tierras,  de  acuerdo  con  la  ley  de  la 
materia  y  en  cumplimiento  del  decreto  de  Marzo  doce  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro.  En  catorce  de  Mayo  del  mismo  año  se 
vfectuó  el  remate  y  el  terreno  le  fué  adjudicado  por  la  suma  de 
diez  y  siete  pesos  la  hectárea,  entregando  en  el  acto  la  cantidad 
de  mil  setecientos  treinta  y  cinco  pesos,  correspondiente  al  diez 
por  ciento  de  seña,  y  recibiendo  el  boleto  de  venta  que  acompaña. 
El  H  de  Junio  resuelve  el  Poder  Ejecutivo  no  aprobar  el 
remate,  porque  la  autoridad  que  ejecutó  la  ley  no  tenía  facul- 
tad para  enajenar  la  tierra,   aduciendo  consideraciones  con  el 
objeto  de  demostrar  que  el  interventor  nacional  procedió  en 
uso  de  atribuciones  legales,  á  la  enajenación  de  la  tierra  pú- 
blica. 

La  provincia  es  una  persona  jurídica  con  capacidad  suficiente 
para  ejercer  los  actos  que  no  le  sean  prohibidos,  por  el  minis- 
terio de  los  representantes  que  las  leyes  ó  estatntos  le  hubie- 
8en  constituido  (artículos  treinta  y  tres  y  treinta  y  cinco.  Códi- 
go Civil),  de  donde  resulta  que  ha  podido  realizar  ventas  de  tie- 
rra, de  conformidad  con  la  ley  de  la  materia. 

El  remate  se  efectuó  catorce  dias  después  de  haber  asumido 
oí  mando  el  actual  gobierno,  de  lo  que  resulta  que  se  efectuó  con 
sn  conocimiento.  El  hecho  de  no  haber  tomado  medida  alguna 
para  dejarlo  sin  efecto,  importa  una  ratificación  que  surte  los 
mismos  efectos  que  si  los  mismos  funcionarios  lo  hubieran  or- 
denado. 

Suponiendo  que  la  Intervención  no  tuvo  facultad  para  enaje- 
nar la  tierra  pública,  no  sería  ésta  razón  para  privarle  de  un 
derecho  adquirido. 

Por  la  copia  simple  que   acompaña  se  vé  que  el  gobierno  ha 
aprobado  otro  remate  efectuado  en  las  mismas  condiciones  que 
el  del  terreno  que  se  le  adjudicó. 
El  gobierno  tampoco  entrégala  seña  dada  del  diez  por  ciento. 

T.  Lxvn  2¿ 


I 
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Termina  pidiendo  se  condene  álaproyincia  á  la  escrituración 
del  campo,  con  costas. 

En  otro  escrito  pide,  Roberts,  se  condene  también  á  la  provin- 
cia al  pago  de  daños  y  perjuicios. 

Posteriormente  se  presentó  don  Vicente  H.  Pinero,  en  repre- 
sentación de  don  Snriqae  Solanet,  pidiendo  se  le  tuviera  por 
parte,  en  virtud  de  resultar  de  la  escritura  que  acompaña,  que 
Roberts,  al  comprar  el  terreno  cuya  escrituración  solicita,  pro- 
cedió  por  cuenta  y  orden  de  su  representado. 

Evacuando  el  traslado  de  la  demanda,  dice  el  apoderado  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires  : 
Que  los  argumentos  del  actor  reposan  en  un  sofisma. 
Se  sostiene  que  el  Poder  Ejecutivo  sacó  á  remate  la  fracción 
de  campo  de  acuerdo  con  las  facultades  que  le  confieren  las  leyes; 
esas  leyes  prescriben   también  que  el  Poder  Ejecutivo  debe 
aprobar  previamente  las  ventas  de  tierra  y  le  bastaría  recordar 
que  el  remate  no  ha  sido  aprobado,  sino  que  fué  rotundamente 
desaprobado,  haciéndose  uso  de  una  facultad  discrecional  en- 
cuadrada dentro  de  la  soberanía  provincia],  que  no  está  reñida 
con   la   Constitución  nacional,   ni    con   las  leyes   del    Con- 
greso. 

El  rematA  ha  sido  desaprobado,  porque  el  actual  gobierno 
dice  que  la  tierra  pública  no  debe  enajenarse  sino  en  caso  de 
necesidad,  la  que  no  existe.  No  conócelas  razones  que  determi- 
naron la  intentada  venta.  La  intervención  nacional  debió  tener 
por  objetivo  necesidades  del  futuro  gobierno  constitucional 
que  debía  sucedería  en  el  mando  de  la  provincia,  lo  cual  no  era 
su  misión,  ni  podía  sentirlas  quien  ñolas  tuviere.  El  decreto  en 
que  se  ordena  la  venta  es  de  fecha  doce  de  Marzo  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cuatro,  época  en  que  se  había  verificado  la  elec- 
ción de  gobernador  y  se  llevó  á  cabo  el  catorce  de  Mayo,  cuando 
había  cesado  la  intervención,  de  modo  que  no  existe  la  razón 
de  haherse  ordenado  la  venta  por  urgente  necesidad  de  fondos.   ' 
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No  fué  el  Poder  Ejecutivo  de  la  provincia  el  qne  ordenó  el  re- 
mate, sino  el  iaterventor  nacional;  desconoce  que  éste  estuviera 
revestido  de  facultades  legales,  para  la  enajenación  de  la 
tierra  pública  y  en  apoyo  de  esta  tesis  aduce  extensas  consi- 
deracioneH. 

Termina  pidiendo  se  rechace  la  demanda,  con  costas. 

Y  considerando  :  Que  el  Poder  Ejecutivo  de  la  provincia  ha 
desaprobado  el  remate  á  que  se  refiere  la  demanda,  el  cual  fué 
realizado  después  de  estar  aquel  en  ejercicio  del  poder  y  de  ha- 
ber cesado  la  intervención,  según  lo  reconocen  ambas  partes. 

Que  con  arreglo  al  artículo  cincuenta  y  seis  de  la  ley  de  conta- 
bilidad de  la  provincia,  de  veintiuno  de  Enero  de  mil  ochocientos 
noventa,  toda  venta  en  subasta  que  se  haga  por  cuenta  de  aque- 
lla, lleva  implícita  la  condición  de  que  antes  de  considerarse 
consumada,  el  Pider  Ejecutivo  deberá  prestarle  su  aprobación. 

Qne  esa  condición  no  se  ha  cumplido,  faltando  así  el  vín- 
culo de  derecho  que  pudiera  servir  de  fundamento  á  la  acción 
intentada. 

Que  en  mérito  de  las  precedentes  consideraciones  no  hay  ne- 
cesidad de  estudiar  las  facultades  del  interventor  nacional  que 
dispuso  la  venta  en  cuestión,  para  resolver  si  dicho  interventor 
podía  ejercer^  en  relación  á  la  enajenación  de  tierra  pública, 
las  facultades  que  la  Constituciony  leyes  locales  confieren  al  Po- 
der Ejecutivo. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  porlos 
artículos  inil  ciento  treinta  y  siete,  mil  ciento  cuarenta  y  cua- 
tro y  concordantes  de  CódigoCivil,  no  se  hace  lugar,  con  costas, 
á  la  demanda,  de  la  que  se  absuelve,  en  consecuencia,  á  la  pro- 
vincia demandada.  Notifíquese  con  el  original  y  repuestos  los 
sellos,  archívese. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  É. 
TORRENT. 
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€:AU»A  Ei.^Xi:^'!!! 


Criminal  contra  Enrique  Canori,  por  circulación  de  billetes 

falsos  del  Banco  de  la  Nación 


Sumario,  — Es  jasta  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  traba- 
jos forjados  y  multa  de  2750  pesos  fuertes,  impuesta  al  roo 
convicto  y  confeso  del  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  dil 
Banco  déla  Nación. 


Caso.  —  Resulta  del 


Fallo  del  Juea  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1896, 

Vistos:  esta  causa  criminal  seguida  por  el  ministerio  público 
contra  Enrique  Canori,  sin  sobrenombre  ni  apodo,  italiano,  de 
46  años  de  edad,  viudo,  joyero,  domiciliado  en  la  fonda  Lom- 
barda, sita  en  la  calle  Corrientes  entre  Libertad  y  Talcahuauo, 
«ie  cuyo  estudio  resulta  :  Que  el  procesado  se  encuentra  deteni- 
do desde  el  día  5  de  Febrero  del  corriente  año  de  1896,  á  causa 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  341 

de  estar  sindioado  de  circular  billetes  falsos   del  Banco  de  la 
Nación  Argentina. 

Que  el  agente  de  policía  Francisco  Larrosa  se  presentó  an- 
te la  comisaria  de  pesquisas  denunciando  que  el  dia  expresado 
transitaba  en  compañía  del  agente  Vicente  Garcia  por  la  calle 
de  Lima  y  vio,  al  llegar  á  la  de  Comercio,  á  un  sujeto  que  con 
anterioridad  le  había  sido  indicado  como  circulador  de  billetes 
falsos,  que  penetraba  á  un  negocio  de  tienda  sito  Lima  niimero 
1138, donde  compró  varios  artículos;  que  observando  que  la 
persona  que  le  vendió  esos  artículos  se  fijaba  con  mucha  aten- 
ción en  el  billete  que  le  dio  para  pagarse,  sospechó  en  el  acto 
que  el  billete  no  fuera  de  bnena  ley,  y  consultando  con  su  com- 
pañero sobre  el  procedimiento  á  observarse,  vio  que  el  sujeto 
salía  á  la  calle,  penetró  al  negocio  y  allí  se  le  informó  que  el 
billete  era  falso,  razón  por  loque  lo  arrestó,  secuestrándole  ade- 
más en  la  comisaría  los  artículos  comprados,  un  billete  de  20 
pesos  falso  del  Banco  de  la  Nación  Argentina  y  cuatro  billetes 
falsos  también  de  50  centavos  del  mismo  establecimiento. 

Qoe  tanto  Garcia  como  don  Martin  S.  Johnson,  dueño  de  la 
tienda,  prestaron  declaración  á  fojas  6  y  7  vuelta,  confirman- 
do en  todas  sus  partes  la  dada  por  Larrosa,  lasque  son  ratifica- 
das ante  el  juzgado,  bajo  juramento. 

Que  llamado  Ganori  aprestar  deelaraoioa  indagatoria  confie- 
sa que  el  dia  y  hora  indicados  penetró  ala  expresada  tienda, 
donde  hizo  unas  compras  t)or  valor  de  5  pesos  con  40  centavos  m/n 
dando  al  dueño,  para  que  se  cobrara,  un  billete  falso  de  20  pesos, 
y  recibiendo  el  vuelto;  que  en  seguida  salió  á  la  calle,  donde  lo 
esperaba  su  amigo-  Luis  Barravini,  qué  era  quien  ocultaba  los 
billetes  falsos,  y  fueron  detenidos  por  dos  personas  que  más 
tarde  supo  eran  agentes  de  pesquisas,  reconociendo  en  el  billete 
agregado  el  mismo  que  dio  para  pagar  el  gasto,  y  en  los  4  de  50 
centavos  falsos,  los  que  le  fueron  secuestrados  cuando  fué 
detenido;  agregando  que  él  no  los  falsificó é  ignora  quién pue- 
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da  ser  sa  autor,  y  qneun  individuo  á  quien  conoiie  con  el  nom- 
bre de  Paulino  le  entregó  una  cantidad  de  billetes  de  50  centa- 
vos y  tres  de  20  pesos,  todos  falsos,  á  efecto  de  circularlos,  ofre- 
ciéndole la  suma  de  32  pesos  cuando  terminara  la  operación, 
proposición  que  aceptó^  por  encontrarse  en  la  indigencia,  y  to- 
mando los  billetes  siguió  caminando  sin  destino  fijo  y  á  su  paso 
le  entregó  á  Barravini  un  envuelto  con  los  billetes  de  50  centa- 
vos y  uno  de  20  pesos,  pidiéndole  se  los  guardara  mientras  bacía 
algunas  compras,  y  que  más  antes  había  cambiado  un  billete  de 
20  pesos  en  una  casa  de  música. 

Que  el  ministerio  público,  conceptuando  comprobado  el  delito 
porque  se  acusa  á  Canori,  pide  para  éste  la  pena  señalada  en  la 
primera  parte  del  artículo 285  del  Código  penal,  y  su  defensor, 
reconociendo  la  justicia  de  su  acusación  y  por  razón  de  la  insig- 
nificante suma  que  importan  lus  billetes  que  su  defendido  tenia 
para  expender  y  sus  buenos  antecedentes,  solicita  el  mínimun 
de  la  pena  que  indica  ese  artículo. 

Que  recibida  la  causa  á  prueba  no  se  produjo  ninguna  por  los 
interesados,  llamándose  autos  para  definitiva;  y 

Considerando:  Primero:  Que  el  cuerpo  del  delito  se  halla  su- 
ficientemente  comprobado  no  sólo  por  la  agregación  á  la  causa 
de  los  billetes  falsos  del  Banco  de  la  Nación  Argentina,  erigido 
con  autorización  de  la  autoridad  competente, j  que  le  fueron  se- 
cuestrados al  procesado  en  el  acto  de  su  detención,  los  que  han 
sido  en  forma  inutilizados  con  el  sello  de  la  caja  de  conversión, 
sino  también  por  las  declaraciones  contestes  de  los  testigos  su- 
mariales de  fojas  4,6,  7  vuelta  y  13,  y  por  confesión  am- 
plia del  presunto  culpable . 

Segundo :  Que  se  halla  igualmente  comprobado  de  una  ma- 
nera que  aleja  toda  duda  que  el  procesado  recibió  esos  billetes 
falsos  y  trató  de  circularlos  y  expendió  dos  de  20  pesos  m/n, 
con  conocimiento  pleno  de  su  falsedad  ;  extremos  éstos  en  los  que 
el  mismo  Canori  está  confeso   y  convicto,  razón    por  la  que 
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esa  confesión  merece  fé  probatoria,  por  haber  sido  prestada  con 
las  solemnidades  de  ley  y  porque  ella  concuerda  con  las  circuns- 
tancias y  accidentes  del  delito  (artículos  316  y  321 ,  Código  de 
Procedimientos  Criminales). 

Tercero:  (^ue  la  escusa  alegada  por  el  procesado  para  paliar 
los  efectos  de  su  acción,  la  necesidad  en  que  se  encontraba  cuan- 
do recibió  esos  billetes  para  circularlos,  mediante  la  promesa 
de  una  retribución  pecuniaria,  no  debe  ser  tenida  en  cuenta,  no 
sólo  porque  la  loy  no  la  autoriza,  sino  porque  no  fué  justificado 
ese  extremo  precario  en  el  período  de  la  prueba;  como  tampoco 
debe  servir  de  atenuación  parala  disminución  de  la  pena,  la 
oirconstancia  alegada  por  la  defensa  sobre  el  escaso  valor  de 
Jos  billetes  falsos  que  su  defendido  circuló  y  trató  de  expender, 
desdo  que  la  ley  no  la  menciona  en  su  artículo  83  del  Código 
f^enal  y  ni  hace  distinción  del  quantum,  bastando  ásu  propósito 
de  represión,  que  el  delito   exista  cualquiera  que  sea  su  im- 
I>ortancia. 
I  Cuarto :  Que  comprobado  el  cuerpo  del  delito  y  la  persona  del 

r  <3  ^lincuente,    la  calificación  legal    del  hecho  y  su  penalidad, 

^^  la  que  indica  el  artículo  62 de  la  ley  penal  de  i4  de  Setiem- 
^  x*e  de  i863,  designando  los  crímenes  cuyo  juzgamiento  com.- 
I>^te  á  los  tribunales  nacionales  y  no  el  artículo  285  del  Código 
^E^^nal,  invocado  por  la  acusación  y  por  la  defensa,  por  tratarse 
^^  delitos  esencialmente  especiales  regidos  por  aquella  ley,  tam- 
"i^n  especial,  y  cuya  penalidad  por  razón  de  ausencia  de  circuns- 
'^^ncias  agravantes  ó  atenuantes  y  por  tratarse  de  penas  divisi- 
bles, debe,  con  arreglo  al  artículo  52  del  Código  citado,  apli- 
^J^xse  en  su  término  medio. 

Quinto:  Que  con  arreglo  al  artículo  49  del  mismo  Código,  co- 
'^ Responde  se  descuente  de  la  pena  á  imponerse  al  procesado^  el 
tiempo  de  prisión  preventiva  sufrida  por  el  mismo. 

Por  estas  consideraciones,  definitivamente  juzgando,  fallo : 
Condenando  á  Enrique  Canori  como  autor  del  delito  de  expender 


344  FALLOS   DE   LA   SUPREMA   CORTE 

billetes  falsos  del  Banco  de  la  Nación  Argentina,  ala  penada 
cinco  años  y  medio  de  trabajos  forzados,  multa  de  pesos  2750 
(dos  mil  setecientos  cincuenta  pesos  inertes),  accesorios  lega- 
les y  costas  procesales,  debiendo  descontarse  de  esta  condena  el 
tiempo  de  prisión  preventiva  sufrida.  A  sus  efectos,  comuni- 
qúese al  director  de  la  cárcel  Penitenciaría  7  al  jefe  de  Poli- 
cía, paralas  anotaciones  del  caso. 

Agíistin  Urdinarrain. 


VISTA    DEL  SEfiOR  PROCURADOR    GENERAL 


Suprema  Corte : 

El  procesado  Enrique  Canori  está  convicto  y  confeso  del  do- 
lito  de  circulación  de  billetes  falsos  del  Banco  de  la  Nación. 

Ese  delito  está  sujeto  al  régimen  penal  de  la  ley  nacional 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  como  expresamente  lo  prescribe 
la  ley  número  2216,  de  3  de  Noviembre  de  1887,  sobre  Ban- 
cos garantidos  • 

La  pena  es,  según  el  artículo  63  de  la  ley  de  1863,  de  4á  7 
años  de  trabajos  forzados  y  las  demás  accesorias.  No  medían- 
do  circunstancias  atenuantes  que  el  juez  pudiera  tomar  eu  con- 
sideración, el  término  medio  que  impone  la  sentencia  es  ajusta- 
do á  lo  dispuesto  especialmente  al  respecto  en  el  artículo  52 
del  Código  Penal. 

Por  ello  pienso  que  procede,  en  el  caso,  la  confirmación  de  la 
sentencia  de  foja  63,  que  solicito  de  V.  E. 

Sabiniano  Kier. 
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FAlto  de  Ja  Suprema  Certe 

Buenos  Aires,  Mayo  1*  de  1897. 

Vistos:  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  Geueral  y  por  sus  fnadamentos,  se  confirma,  con 
costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  tres.  Devuél  - 
vanse. 

ABEL    BAZAN.  — OCTAVIO  BUNGB.-— 
JUANE.   TORRENT. 


CAUSA  JjXXXIX 


Don  Carlos  Bossio,  contra  el  Gobierno  nacional,  por  cumplí^ 
miento  de  un  contrato  de  proveeduría  y  daños  y  perjuicios; 
sobre  pruebas. 


Sumario,  —  1®  Si  la  céduja  de  citación  para  la  absolución  de 
posiciones,  no  contiene  las  formalidades  requeridas  por  el  artícu- 
lo 62  de  la  ley  de  procedimientos,  no  pueden  darse  éstas  por 
abstreltas  en  rebeldía,  y   debe  precederse  á  nueva  citación. 

2^  No  puedo  dejar  de  acordarse  la  devolución  de  un  expe- 
diente agregado  á  la  prueba,  que  pida  la  Cámara  de  diputados, 
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sin  pexjaicio  de  tomarse  copia  de  lo  qae  haga  al  derecho  de 
quien  lo  presentó  como  prueba. 


Caso.  —  Resulta  del 


Ffill«  de  la  Suprema  CiNPte 

Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1897. 

Vistos  :  Considerando  respecto  del  anto  de  foja  cuarenta  y 
cuatro  :  Que  la  cédula  de  foja  veintiséis,  con  que  se  citó  á  don 
Carlos  Bossio  para  la  absolución  de  posiciones,  no  contiene  las 
formalidades  requeridas  por  el  artículo  sesenta  y  dos  de  la  ley 
de  procedimientos  para  que  se  entienda  verdadera  la  citación 
que  la  ley  prescribe. 

Que,  en  consecuencia,  no  era  procedente  el  pedido  de  foja  vein- 
te nueve^  del  representante  del  gobierno,  deque  se  dieran  por 
absueltas  las  posiciones  propuestas  por  su  parce. 

Considerando  en  cuanto  al  auto  de  foja  treinta  y  nueve  :  que 
el  expediente  agregado  como  prueba,  por  parte  del  gobierno,  á 
los  presentes  autos,  fué  solicitado  de  la  Cámara  de  diputados, 

■ 

la  cual  ha  pedido  su  devolución. 

Que  dicha  devolución  no  ha  podido  dejar  de  ser  acordada  por 
el  Juez,  sin  perjuicio  de  que  se  tomen  del  referido  expediente, 
copia  de  las  partes  que  hagan  al  derecho  del  que  lo  solicitó  como 
prueba. 

Que  en  cuanto  á  la  apelación  del  auto  de  foja  cuarenta  y  una 
vuelta,  éste  no  importa  sino  la  reproducción  de  lo  mandado  en 
el  de  foja  cuarenta  y  cuatro. 

Por  estos  fundamentos  :  se  confirma  el  aato  de  foja  cuarenta 
y  cuatro,  en  cuanto  señala  nuevo  dia  para  la  absolución  de  po- 
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sicioneS;  y  se  confirma  también  el  de  foja  treinta  y  naeTe,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  delTgobierno  para  solicitar  lo  qué  se 
expresa  en  el  penúltimo  considerando  de  esta  resolución.  De- 
vuélvanse. 

ABEL  BAZAIf . — OCTAVIO  BDNGE. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA 


Don  Hennindio  Nuñez,  contra  Don  Pastor  Acuña,  por  desalojo ; 

sobre  competencia 


Sumario.  —  1®  Se  entiende  prorogadaia  jurisdicción  local^  si 
el  extranjero  demandado  ante  ella  por  un  argentino,  después  de 
haber  declinado  déla  misma,  no  reclamó  de  la  resolución  nega- 
tiva, f  concurrió  después  de  ésta  ante  el  juez  local  interponien  - 
do  recusación  contra  él. 

2^  Deducida  la  excepción  de  declinatoria  de  jurisdicción,  no 
puede  promoverse  la  misma  cuestión  de  competencia  por  inhi- 
bitoria. 


Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 
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Ffill«  del  Su9»  Federal 


Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1897. 

Autos  f  vistos.:  Resaltando  de  las  precedentes  actuaciones 
qne  don  Pastor  Acuña  opuso,  ante  el  Juzgado  de  Paz,  la  de-^ 
clinatoria  de  jurisdicción,  lo  cual  lo  inhabilita  p^ra ocurrir  pos- 
teriormente por  la  vía  de  inhibitoria.  Que  si  bien  de  autos  cons- 
ta el  acta  de  foja  9  vuelta;  por  el  cual,  de  común  conformidad 
de  partes,  se  mandó  pasar  el  expediente  al  Juzgado  federal,  este 
decreto  fué  dejado  sin  efecto  á  foja  15.  Que  además,  la  parte  de 
Acuña  apeló  ante  el  Jnzgado  de  i*  instancia,  el  cual  desestimó 
la  apelación,  existiendo,  por  lo  tanto,  al  respecto,  cosa  juzgada. 

Por  estas  consideraciones,  el  Juzgado  resuelve  que  se  de- 
vuelva este  expediente  al  Juzgado  de  paz  de  la  sección  28,  para 
los  efectos  consiguientes,  y  previa  reposición  de  sellos. 

Agustín  Urdinarrain. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Abril  7  de  1897. 

Suprema  Corte : 

La  apelación  instaurada  no  procede  en  esta  causa. 

Se  trata  de  causa  de  jurisdicción  concurrente,  en  la  qne  la  par- 
te, habiendo  desconocido  la  jurisdicción  común,  ha,  no  obstan- 
te, aceptado  el  auto  de  foja  19  sin  interponer  los  recursos  que 
procedían  para  ante  la  jurisdicción  federal ;  aceptando  ese  auto 
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y  ia  continuación  de  la  causa  ante  el  jaez  de  paz,  ha  perdido  la 
oportonidad  de  ocarTir  á  la  jurisdicción  federal,  ni  por  el  estem- 
poráneo  recnrso  de  inhibitoria  que  rechaza  el  auto  de  foja  40,  ni 
por  el  de  apelación  que  rechaza  el  artículo  i4  de  la  ley  de  com- 
petencia nacional,  cuando,  como  en  el  caso,  el  procesó  ha  sido 
radicado  ante  la  jurisdicción  común. 

Pido  á  V.  E.  sé  sirva  por  ello  declarar  improcedente  el  recur- 
so llevado  ante  la  jurisdicción  federal,  ó,  en  caso  contrario,  con- 
lirmar  por  sus  fundamentos  el  auto  recurrido  de  foja  40. 

Sabiniano  Kier. , 


Fallo  de  la  Boprema  dorie 

,    Buenos  Aires,  Mayo  i  de  1897. 

Vistos  y  considerando  :  Que  segur,  resulta  de  autos,  el  de- 
mandado Pastor  Acuña,  sin  contestarla  demanda,  opuso  la  ex- 
cepcion  de  incompetencia^  fundado  en  sorel  extranjero  y  el  de- 
mandante argentino  (foja  tres). 

Qae  tramitada  la  declinatoria,  el  Juez  de  Paz  de  la  sección 
veinte  y  ocho  no  hizo  lugar  á  ella,  declarándose  con  jurisdicción 
para  (íonocer  en  la  causa  (foja  quince). 

Querecurrida  por  Acuña  esta  resolución  para  anteelJuez  de 
de  primera  instancia,  éste,  por  auto  de  diez  de  Febrero  fiel  co- 
rriente año,  declaró  improcedente  la  apelaóion  por  no  ser  sus- 
ceptibles de  recurso  los  autos  de  los  jueces  de  paz  en  los  juicios 
íle  desalojo  (foja  diez  y  nueve). 

Que  en  diez  y  seis  de  Febrero  de  este  año^  Acuña  ocurrió  al 
Juzgado  federal  de  la  Capital,  promoviendo  la  misma  cuestión 
de  competencia  por  inhibitoria,  no  obstante  la  cual,  en  veinte 
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del  mismo  mes,  compareció  á  la  audiencia  para  que  f  aé  eitado 
por  él  Joez  de  paz,  á  quien  recusó  sin  causa,  siendo  rechazada 
la  recusación,  como  se  ve  á  foja  veinte  y  siete  y  vuelta,  de  cuyo 
auto  dedujo  él  recurso  de  apelación  que  le  fué  denegado  (foja 
treinta  y  dos). 

Que  dados  estos  antecedentes,  es  indudable  que  Acuña  ha 
consentido  ia  resolución  que  no  hacia  logar  á  la  excepción  de 
ÍQCompetencia  y  ha  prorrogado,  en  consecnencia,  la  jurisdicción 
déla  justicia  de  paz. 

Que  además,  es  un  principio  de  derecho  y  de  jurisprudencia 
establecida  por  esta  Suprema  Corte,  que  el  litigante  que  hubie- 
re optado  por  uno  de  los  medios  proscriptos  por  la  ley  para  pro- 
mover las  cuestiones  de  competencia,  esto  es,  la  declinatoria 
ó  la  Inhibitoria,  no  puede  abandonar  el  uno  y  recurrir  al  otro, 
ni  emplear  ambos  sucesivamente,  debiendo  pasarse  por  el  resol- 
tado de  aquel  á  que  se  haya  dado  la  preferencia,  lo  que  demues- 
tra que  Acuña,  una  vez  deducida  la  declinatoria,  no  ha  estado 
legalmente  habilitado  para  interponer  la  inhibitoria. 

Por  estos  fundamentos  y  concordates  de  la  vista  del  señor 
Procurador  general,  y  de  acuerdo  con  su  pedido,  se  confirma, 
con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta. 

Kotifíquese  con  el  original.  Bepónganse  los  sellos  y  devuél- 
vanse. 

ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE. 
—  JÜANE.  TORRBNT. 
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CAUSA  .^ 


Don  Juan  Alberliy  contra  W.  Samson  y  C*,  por  cumplimiento  de 

contrato;  sobre  prueba  de  testigos 


Sumario.  — Pedida  la  praeba  testimonial,  y  presentada  la 
lista  de  testigos  en  tiempo,  debe  aquella  ser  admitida,  sin  que 
pueda  perjudicar  á  la  parte  el  hecho  de  haberse  proveído  por  el 
juez  varios  dias  después. 


Caso.  —  Resulta  del  siguiente : 


CERTIFICADO 


Certifico,  en  cuanto  hubiere  lugar  por  derecho,  que  :  el  tér- 
mino por  el  cual  esta  causa  fué  recibida  á  prneba  venció  el  12 
de  Octubre  próximo  pasado;  el  diaSdel  mismo,  el  señor  Alber- 
ti  presentó  escrito^  pidiendo  se  señalara  dia  y  hora  para  que 
declarasen  los  testigos  que  en  él  se  mencionan  ;  con  fecha  7  del 
mismo  mes,  el  juzgado  mandó  se  acompañara  la  lista  de  los  tes- 
tigos por  separado;  notificado  el  señor  Alberti  en  la  misma  fe- 


352  PALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

cha,  al  siguiente  día  8  de  Octubre,  acompañó  la  lista  de  los  tes* 
tigos  que  había  pedido  declarasen,  proveyendo  entonces,  el  juz- 
gado de  conformidad  á  lo  pedido  en  el  referido  escrito.  En  fé 
de  ello,  7  cumpliendo  lo  mandado,  pongo  el  presente  que  firmo 
y  sello  en  Buenos  Aires  á  nueve  de  noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco . 

Juan  C.  Almandos. 


Futió  del  Jues  Fedeml 


Buenos  Aires,  Abril  24  de  1896. 

Por  lo  que  resulta  del  certificado  det  actuario,  corriente  á 
foja  29,  7  de  conformidad  con  lo  manifestado  en  el  precedente 
escrito,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  en  el  de  fojas  27  y  28  del 
cuaderno  de  prueba  del  demandante,  y  se  concede  eu  relación 
el  recurso  interpuesto  para  ante  la  excelentísima  Suprema  Cor- 
te, á  la  que  se  elevarán  los  autos  en  la  forma  de  estilo. 

Juan  del  Campillo. 


Fnllo  de  ím  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  4 de  1897. 

Vistos:  Resultando  del  certificado  de  foja  veinte  y  nueve 
que  la  petición  contenida  en  el  escrito  de  fdja  diez  y  la  lista  de 
foja  once  han  sido  presentadas  en  tiempo,  sin  que  pueda  perju* 
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dicar  á  la  parte  el  heoho  de  haberse  proveído  ?ario8  días  des- 
poes  de  su  presentación,  por  el  jaez  de  la  cansa. 

Por  esto  7  f andamentos  concordantes  del  anto  de  foja  treinta 
7  tres  se  confirma,  con  costas,  el  apelado  de  foja  doce.  Be- 
pónganse  los  sellos  y  devaélTanse. 

ABEL  BAZAN.  — OCTAVIO  BUNGB, 
—  JDANE.  TORRENT. 


CAUSA  XCII 


Criminal  contra  Cirilo  Murillo  y  Antonio  Bianchi,  por  estafa; 

sobre  apelación 

Sumario.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  entender  en 
la  apelación  de  ana  causa  criminal  por  delito  común,  seguida  ante 
eUuez  Federal,  por  impedimento  del  juez  letrado  territorial. 


Caso. —  Lo  explica  la  vista  del  señor  Procurador  general. 


Fa11«  del  Jues  Federal 

La  Piala,  Diciembre  SO  de  1896. 

Autos  y  Tistes :  Los  seguidos  contra  Cirilo  Murillo,  por  su- 
puesta estafa,  y  de  los  cuales  resulta  que  en  este  sumario  no 

T.  LXYU  23 
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existea  las  más  ligeras  razones  sof icientes  á  acreditar  el  heebo 
imputado,  por  cuanto  las  declaraciones  prestadas  no  reúnen  los 
caracteres  legales  suficientes  á  revestirlas  de  la  autenticidad 
necesaria,  puesto  que  tomando  como  base  la  querella  nos  encon- 
tramos con  que  en  ésta  no  se  han  llenado  los  requisitos  del  artí- 
culo 176  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  y  no 
habiéndose  ésta  presentado  con  poder  especial  se  debe  tener  por 
improcedente  6  no  presentada  (Fallos  de  la  Cámara  de  lo  Cri- 
minal de  la  Capital  Federal,  serie  S'^,  tomo  2"^,  pág.  123) ;  y 

Considerando :  Que  no  existe  ley  alguna  que  autorice  la  pri- 
sión preventiva  de  un  presunto  delincuente*  miefttras  no  exista 
en  autos  semiplena  prueba  del  delito  imputado,  según  el  artí- 
culo 2  de  la  ley  antedicha,  y  que  las  diligencias  solicitadas^ 
tendentes  á  comprobar  ese  delito  no  prosperan,  no  es  po- 
sible, aun  en  el  supuesto  caso  de  que  existiesen  indicios,  justi- 
ficar la  prisión  ante  dicha. 

Por  esto, fallo:  decretando  el  sobreseimiento  provisorio,  si  bien 
sujeto  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  policial,  cuyamedida  este 
juzgado  la  cree  oportuna  por  encontrarse  radicados  en  el  mismo, 
y  contra  la  referida  persona,  otros  delitos.  Notífiquese,  regís- 
trese y  líbrense  los  oficios  del  caso,  reponiéndose  la  foja. 

M.  S.  de  Aurrecoechea. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROGDRADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Marzo  26  de  1897. 
Suprema  Corte : 

Se  trata  en  este  sumario  de  un  delito  de  estafa,  atribuyéndo- 
se á  los  procesados Bianchi  y  Murilio  el  arrebato  de  hacien- 
das del  querellante  por  medios  falsos  y  engañosos,  ejercitados 
en  actos  de  juego,  con  naipes  recortados  y  pintados  al  efecto. 
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Es  aqueU  im  delito  de  carácter  oomon,  cuyo  conocimiento  co- 
rrespondía al  juez  territorial,  y  del  qae  sólo  conoce  ahora  el 
jaez  federal  de  Buenos  Aires,  por  impedimento  de  aquel. 

La  sostitacion  del  jnei,  no  cambia  el  carácter  de  la  jurisdic- 
ción. El  juez  federal,  proveyendo  en  el  caso  como  reempla- 
zante del  territorial  de  la  Pampa  Central,  no  ejerce  la  jurisdic- 
ción federal,  sino  la  común  áque  estaba  sujeto  el  delito  acu- 
sado. En  tal  caso,  tratándose  de  un  auto  dictado  en  ejercicio 
de  la  jurisdicción  territorial,  por  delito  de  carácter  común,  la 
apelación  no  procede  para  ante  V.E.,  según  el  artículo  22^  inciso 
1^,  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  sino  para  an- 
te la  Cámara  de  la  Capital,  según  los  artículos  25,  inciso  1^, 
y  33  de  mismo  Código. 

Por  estas  consideraciones,  pienso  que  la  apelación  concedida 
para  ante  Y.E.  por  el  auto  de  foja  82  no  procede  en  el  caso ;  y 
pido  á  y.  E.  se  sirva  así  declararlo. 

Sabiniano  Kier. 


FaII«  de  ím  Saprenuí  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1897. 

Vistos :  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  G-eneral  en  su  dictamen  de  foja  ochenta  y  siete,  de- 
clárase que  no  corresponde  á  esta  Suprema  Corte  el  conoci- 
miento del  recurso  de  apelación  deducido  en  esta  causa^  y  remí- 
tase, en  consecuencia,  á  la  Exma.  Cámara  de  Apelaciones  en  lo 
criminal  de  la  Capital^  avisándose  por  oficio  al  juez  de  sec- 
ción. 

ABEL  BAZAN .  —  OCTAVIO  BUNGB. 
—JUAN  £.  TORRENT. 
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CAVSA    XCIII 


Don  Eduardo  Artas  contra  la  compañía  de  seguros  M.La  RuraH, 

por  cobro  de  un  seguro;  sobre  costas 


Sumario. — La  declaración  de  incompetenoia  del  jaez,  por 
corresponder,  según  el  pacto  de  la  póliza,  la  apreciación  de 
los  perjuicios  al  tribonal  pericial,  no  da  mérito  para  imponer 
al  actor  eloargo  de  las  costas. 


Ca^o.  —  Lo  explica  la 


VISTA  FISCAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  de  1896. 

Señor  Juez: 

Dada  la  conformidad  que  las  partes  manifiestan  de  que  en 
este  asunto  sólo  se  trata  de  la  apreciación  de  los  perjuicios  6 
daños  sufridos  en  el  asegurado,  á  los  efectos  del  pago  del  segu- 
ro, lo  que  aleja  toda  cuestión  sobre  la  razón  de  ser  de  este  ex- 
pediente. Teniendo  en  cuenta,  por  otra  parte,  que  la  cláusula  42 
de  la  póliza  de  foja  1,  siendo  una  conTencion  entre  partes  i  la 
cual  están  sometidos  como  á  la  ley  misnia,  debe  regir  el  caso  á 
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los  efectos  de  ser  resuelta  la  caestíon  qae  hoy  se  levanta,  por  el 
tribanal  pericial . 

Esto  aleja  la  jnrisdiccion  de  Y.  S.,  debiendo,  en  conseoaen- 
cia,  declararse  incompetente  sin  más  trámite. 

3.  BoteL 


Vallo  del  Summ  Federal 

Buenos  Aires,  Febrero  18  de  1897. 

Autos  j  vistos :  De  conformidad  con  la  vista  del  señor  Pro- 
curador Fiscal  de  foja  20,  y  los  fundamentos  del  escrito  de  foja 
12,  que  el  Juzgado  encuentra  arreglados  á  derecho,  se  declara 
incompetente  para  entender  en  el  presente  juicio,  debiendo  el 
demandante  ocurrir  donde  corresponda.  Repónganse  las  fojas. 

P.  Olaechea  y  Áleorta. 

Fallo  de  lo  Supremo  Cmwte  (1) 

Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1897. 

Vistos :  No  habiendo  mérito  para  la  condenación  en  costas 
que  pretende  el  recurrente,  se  confirma  el  auto  de  foja  veinte  y 
dos  en  la  parte  apelada,  con  costas.  Repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

ABEL  BAZAN .— OCTAVIO  BUNGB.  — 
—JUAN  B.  TORRENT. 

(1)  En  la  misma  fecha  se  declaren  iguales  resoluciones  en  |]a  causa 
análoga  de  don  Francisco  Bargamarco  contra  «  La  Rural  >,  y  de  Pérez  y 
C contraía  misma. 
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CAUSA  XCI¥ 


Don  Salvador  Cacopar do,  contra  don  Francisco  Cacciola,  por 
división  de  condominio  ;  sobre  excepciones  dilatorias 


Sumario.  —  Las  excepciones  dilatorias  opaestas  después  del 
término  señalado  por  el  artículo  72  de  la  ley  de  procedimientos, 
DO  son  admisibles. 


Caso.  —  Lo  explica  el  fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Pallo  del  Jues  Federal 


BueDOs  Aires,  Octabre  20  de  1896. 

Y  vistos  :  Considerando:  1®  Que  en  el  escrito  de  foja  2  se  ex- 
presan con  claridad  los  hechos  y  el  derecho  en  que  se  fonda  la 
demanda,  la  persona  del  actor  y  el  demandado,  la  cosa  que  se 
pide  y  ante  quién  se  pide. 

2^  Que  siendo  claro  el  objeto  de  la  demanda,  debe  resolver- 
se sobre  él,  prescindiendo  de  las  palabras  que  se  han  empleado 
en  la  redacción  del  escrito,  según  lo  ha  consagrado  la  jurispru- 


í 
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deneia  de  la  ezeelentísima  Saprema  Corte  (serie  2*,  tomo  17, 
página  105). 

3®  Que  respecto  á  la  personería  del  señor  Bernasconi,  ella  re- 
solta del  poder  agregado  áfoja  1%  en  el  qaese  determina  clara- 
mente el  objeto  del  mandato,  que  es  el  de  obtener  la  disolución 
del  condominio  en  la  propiedad  del  baque  c  San  Martin  >,  no 
siéndole  permitido  al  demandado  oponer  excepción  dilatoria,  por 
no  dirigirse  la  demanda  contra  todos  los  que  se  creen  interesa- 
dos en  el  asunto  qne  la  motiya  (serie  2*,  tomo  15,  página  116). 

Por  estos  fundamentos  y  los  del  escrito  qne  precede,  no  ha 
lugar,  con  costas,  á  la  excepción  opuesta  por  el  demandado;  y 
contéstese  el  traslado  conferido  en  el  término  de  la  ley.  Repón- 
ganse la  fojai 

P.  Olaechea  y  Alcor ta. 


Pallo  de  la  Suprenui  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  6^áe  1897. 

Vistos  :  Resultando  que  las  excepciones  dilatorias  opuestas 
en  los  escritos  de  foja  siete  y  yeinte  y  cuatro,  lo  han  sido  fuera 
del  término  señalado  por  el  artículo  setenta  y  dos  de  la  ley  de 
procedimientos,  y  con  arreglo  á  lo  establecido  por  esta  Supre- 
ma Corte  en  casos  análogos,  se  declara  no  haber  lugar  á  dichas 
excepciones,  con  costas,  confirmándose,  en  consecuencia,  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  una  yuelta.  Repuestos  los  sellos, 
deyuélvanse. 

ABEL  BAZAN»  —  OCTAVIO  BUNGE. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA    XCW 


Doña  Juana  Burgos,  contra  don  Federico  Lacroze,  propietario 
de  la  empresa  del  Tramway  Ruraly  por  expropiación ;  sobre 
incompetencia,  falta  de  personería  y  defecto  en  la  demanda. 

Sumario. —  1^  No  siendo  anónima  la  empresa  cajo  propieta- 
rio ha  sido  demandado,  es  el  domicilio  de  éste^  y  no  el  consti- 
tuido para  la  empresa,  qae  debe  tenerse  en  yista  á  objeto  de 
determinar  la  procedencia  del  fuero  federal  por  razón  de  la  dis- 
tinta vecindad  de  las  partes. 

2®  El  no  haberse  pasado  copia  del  poder  presentado  por  el 
procurador  del  demandante,  no  justifica  la  excepción  de  falta 
de  personería. 

3^  No  hay  defecto  en  la  demanda,  cuando  ésta  reúne  los  re- 
quisitos que  exige  el  artículo  27  de  la  ley  de  procedimientos. 


Caso. —  Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 


Pallo  del  Jues  Federal 


La  Plata,  Junio  18  de  1895. 

Yyistos:  En  el  incidente  promovido  por  don  Federico  Lacro- 
ze,  sobre  incompetencia  de  jurisdicción,  falta  de  personería  en  el 
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procurador  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  : 
V  Qae  la  incompetencia  la  funda  el  demandado  en  que  el  do- 
micilio de  la  empresa  del  t  Tramway  Rural  >  es  en  la  ciudad  de 
La  Plata,  según  el  artículo  19  del  contrato  que  en  fecha  4  de 
febrero  de  1886  celebró  con  el  gobierno  de  la  Proyincia,  y  que 
por  lo  tanto  el  conocimiento  de  este  juicio  corresponde  á  los 
tribunales  ordinarios  de  la  provincia  y  no  al  conocimiento  de  los 
tribunales  federales,  donde  se  ha  iniciado.  En  cuanto  á  la  falta 
de  personería  en  el  procurador,  consiste  en  el  hecho  de  no  haberse 
acompañado  con  las  copias  el  testimonio  del  poder  que  acredita 
la  personería  invocada  por  don  Rodolfo  Cabral,  que  no  le  cons- 
ta esa  personería  y  no  la  admite ;  y  respecto  del  defecto  ea 
el  modo  de  proponer  la  demanda  establece  que  se  han  omitido 
los  fundamentos  de  derecho  que  sirven  de  base  á  la  acción  de- 
ducida y  á  lo  que  está  obligado  por  el  artículo  57  de  la  ley  de 
14  de  Setiembre  de  1863;  que  esos  fundamentos  de  derecho 
son  tanto  más  necesarios  cuanto  que  ignora  qué  clase  de  acción 
es  la  que  se  inicia,  si  la  de  cobro  de  pesos,  daños  y  perjuicios,  en 
cuyo  caso  debe  seguirse  la  tramitación  de  un  juicio  ordinario, 
6  la  de  expropiación,  que  tiene  un  procedimiento  breve  y  espe- 
cial ;  que  si  se  trata  de  una  expropiación,  el  actor  ha  debido  ci- 
tar la  ley  que  autoriza  sus  pedidos.  Si  una  acción  de  daños  y 
perjuicios,  lo  que  según  él  puede  tener  aplicación  al  caso  mb' 
judicej  habiendo  una  verdadera  confusión  en  la  acción  dedu- 
cida, y  termina  por  pedir  el  rechazo  de  la  demanda,  con  costas. 
2^  Que  corrido  traslado  de  esas  excepciones,  fué  contestado 
por  la  parte  contraria  á  foja  13,  pidiendo  ásu  vez  el  rechazo  de 
ellas,  con  costas,  por  ser  manifiestamente  ilegales  y  temerarias; 
agrega,  que  no  conoce  el  contrato  á  que  se  refiere  el  demandado, 
pues  no  está  registrado,  ni  se  ha  dado  á  la  publicidad,  y  que, 
según  parece,  tampoco  se  establece  en  él  un  domicilio  preciso, 
el  asiento  ú  oficina  pricipal  de  la  empresa,  circunstancia  esen- 
cial para  poder  sostener  que  el  domicilio  se  tiene  en  tal  ó  cual 
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lugar;  qoe  no  obstante  ser  el  señor  Lacroze  una  persona  tan  co- 
nocida, nadie  le  conoce  el  domicilio  legal  que  pretende  tener  en 
esta  ciudad ;  en  donde  no  ;figura  ni  con  casa,  ni  escritorio  abier- 
to, según  se  puede  ver  por  las  mismas  guías  de  esta  ciudad  ; 
que  se  sabe,  porque  es  un  heoho  de  pública  notoriedad,  que  el 
señor  Lacroze  vive  en  Buenos  Aires,  y  en  esa  capital  tiene  tam- 
bién el  asiento  principal  de  sus  negocios,  y  aun  de  la  empresa 
comprometida  en  este  asunto  ;  que  aun  cuando  se  hubiera  esta- 
blecido en  el  contrato  á  que  se  refiere  su  domicilio  formal,  sólo 
tendría  efecto  en  las  relaciones  jurídicas  con  el  gobierno  y  no  po- 
dría obligar  á  terceros,  porque  para  ésto  sería  res  ititer  altos 
acta,  y  que  esas  estipulaciones  no  podrían  dejar  sin  efecto,  le- 
yes en  cuya  observancia  está  interesado  el  orden  público  (art. 
21,  Cód.  Givil)^  y  la  ley  de  9  de  Setiembre  que  extiende  el 
fuero  federal  á  los  vecinos  de  la  Capital  de  la  República,  esen- 
cialmente de  orden  público  y  le  acuerda  el  derecho  de  emplazar 
ante  la  justicia  federal  á  un  deudor,  sin  que  éste  tenga  el  dere- 
cho de  declinar  esa  jurisdicción,  porque  no  hay  derecho  contra 
derecho ;  que  esa  ley  ha  sido  dictada  en  beneficio  del  actor  y  si 
éste  ha  elegido  el  fuero  federal,  el  reo  está  obligado  á  aceptar- 
lo; que  al  elegir  este  juzgado,  lo  ha  hecho  en  virtud  de  un 
derecho  que  le  acuerda  una  ley  nacional  y  nadie  lo  podría  obli- 
gar á  ir  ante  los  tribunales  ordinarios  de  provincia,  por  fuerza 
que  quiera  dársele  á  la  cláusula  del  contrato  que  invoca  el  de- 
mandado, porque  ni  esa  cláusula  importa  necesariamente  dar 
jurisdicción  eiclusivaá  los  tribunales  ordinarios  de  esta  ciudad, 
ni  suprimir  el  derecho  de  elegir  el  que  le  acuerdan  las  leyes  en- 
tre una  y  otra  jurisdicción. 

Que  en  cuanto  á  la  falta  de  personería,  le  basta  mani- 
festar que  es  falso  el  hecho  en  que  se  funda  la  excepción,  pero 
que  suponiendo  que  fuera  verdadero,  él  no  justificaría  en  ma- 
nera alguna  que  no  tenga  personería,  pues  está  el  poder  en  au- 
tos, que  habla  más  elocuentemente  que  todas  las  razones  espe- 
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ciosas  del  señor  Laoroze,  qaien  hubiera  podido,  antes  de  oponer 
sus  excepciones,  exigir  la  entrega  de  esa  copia.  Y,  finalmente, 
sobre  el  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demandaos  tam* 
bien  inexacto,  pues  los  fundamentos  del  derecho  que  asiste  á 
su  mandante,  se  hallan  relacionados  en  el  escrito  de  demanda; 
que  no  está  obligado  á  citar  las  disposiciones  legales  en  que  fun* 
da  su  acción,  y  si  esa  fuere  su  pretensión,  sería  completamen- 
te infundada;  que  pasó  el  tiempo  de  las  fórmulas  rigurosas  del 
derecho,  consagradas  por  el  derecho  romano,  y  que  hoy  los  jue- 
ces deben  atenerse  más  al  espíritu  que  á  la  letra  de  los  escri- 
tos, y  coando  del  espíritu  de  éstos  se  desprende  el  derecho  que 
asiste  al  litigante  el  juez  está  obligado  á  administrar  justicia  ; 
que  él  cumple  con  la  ley  cuando  se  ha  expresado  la  causa,  razón 
ó  derecho  con  que  se  pide,  siguiendo  el  ejemplo  contenido  en  la 
ley  40,  título  2°,  partida  3^^  y  por  eso  es  que  la  Suprema  Corte 
Federal  ha  repetido  en  multitud  de  ocasiones  que,  cuando  las 
circunstancias  en  que  se  funda  una  demanda  estén  claramente 
relacionadas,  no  hay  defecto  en  el  modo  de  proponerla,  ni  es 
menester  citar  la  ley  aplicable  al  caso,  porque  no  hay  disposi- 
ción legal  que  exija  se  cumpla  en  esa  forma  la  prescripción  del 
inciso  5^  del  artículo  57  de  la  ley  de  enjuiciamiento  (Fallos  de 
la  Suprema  Corte  Federal,  serie  2%  tomo  6"*,  página  263 ;  serie 
2*,  tomo  12,  página  18;  serie  3%  tomo  21,  página  33;  serie  3*, 
tomo  l^',  página  37;  serie  3*,  tomo  4"*,  página  418) ;  que,  por  lo 
demás,  el  mismo  Lacroze  reconoce  en  su  escrito  que  lo  que  trata 
de  cobrar  es  el  importe  de  un  terreno  expropiado  por  él,  más  los 
daños  y  perjuicios  consiguientes^  al  referirse,  como  lo  hace,  al 
juicio  verbal  que  solicita  en  su  escrito  el  mismo  demandante. 
S^  Que  llamados  autos,  se  recibió  el  incidente  á  prueba  por  el 
decreto  de  foja  22,  debiendo  versar  la  testimonial  sobre  el  domi- 
cilio del  señor  Lacroze;  produciéndose  por  ésta  la  copia  testi- 
moniada del  artículo  19  del  contrato  de  su  referencia,  corriente 
áfoja  36;  y  por  la  parte  demandante^  las  declaraciones  de  don 
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Albino  Barrios  y  don  Eduardo  Fernandez,  corrientes  &  foja  Ai 
Yuelta,  respectivamente  y  las  posiciones  de  foja  59,  absueltas  á 
foja  61. 

Y  considerando  :  1"*  Qae  cuando  se  oponen  diversas  excepcio- 
nes y  entre  ellas  la  de  incompetencia,  debe  ésta  ser  resuelta  en 
primer  término. 

2^  Que  se  ha  comprobado,  por  las  declaraciones  de  los  testigos 
don  Albino  Barrios,  á  foja  44,  y  do  don  Eduardo  Fernandez, 
á  foja  44  vuelta  (que  no  han  sido  tachadas),  y  por  la  propia 
confesión  del  representante  del  señor  Laoroze,  al  absolver  la 
quinta  posición  del  pliego  de  foja  59,  que  el  domicilio  de  este  úl- 
timo ha  sido  siempre,  y  es,  la  ciudad  de  Buenos  Aires  y  asiento 
de  todas  sus  negocios ;  lo  que,  con  arreglo  al  artículo  89  del  Có- 
digo Civil,  constituye  el  domicilio  real. 

3<*  Que  si  bien  resulta  del  testimonio  de  foja  36,  qne  se  esta- 
tuyó en  el  contrato  celebrado  entre  Lacroze  y  el  gobierno  de  la 
Provincia,  fuera  el  domicilio  legal  de  la  empresa  en  la  ciudad 
de  La  Plata,  esto  no  puede  alterar  la  calidad  de  aquel  domici- 
lio, del  cual  se  hace  derivar  el  derecho  para  demandar  ante  la 
justicia  federal  por  razón  de  la  distinta  vecindad,  fundado  en 
una  ley  nacional  de  orden  público,  que  sólo  y  únicamente  pue- 
de alterarla  6  modificarla  el  soberano  congreso.  Por  consiguien- 
te, la  institución  de  ese  domicilio  legal  sólo  puede  producir 
efectos  para  los  casos  qae  caigan  forzosamente  bajo  la  autori- 
dad de  las  potestades  de  la  Provincia,  ya  seaq  administrativas, 
judiciales  6  políticas,  con  motivo  de  las  obligaciones  6  respon- 
sabilidades que  puedan  surgir  del  contrato  referido,  cuando  no 
caigan  bajo  el  imperio  de  las  leyes  nacionales  y  de  las  que  no 
puede  sustraerse  sino  en  los  casos  previstos  por  los  mismos. 

Por  todo  esto,  fallo  :  no  haciendo  lugar  á  la  incompetencia 
opuesta  por  el  demandado  señor  Lacroze. 

4®  Que  respecto  á  la  excepción  de  falta  de  personería  alegada 
contra  el  procurador  Cabal,  fundada  en  qne  no  se  le  ha  dadocopia 
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del  poder  respectiyo,  esa  falta  ha  sido  negada  de  contrario,  y 
ann  cdando  así  no  fuera,  no  sería  causa  bastante  para  fundar 
una  excepción  dilatoria,  porque  el  instrumento  que  acredita  esa 
personería  se  halla  á  foja  1^  desde  qne  se  intauró  la  demanda, 
7  la  falta  de  la  entrega  de  la  copia  de  ese  instrumento,  sólo  da- 
ría derecho  al  demandado  para  exigir  se  ie  diera  antes  de  expe- 
dirse ;  7  por  otra  parte,  ese  poder  no  ha  sido  atacado  en  su  vali- 
dez: resuelvo  no  hacer  lugar  á  la  excepción  de  falta  de  persona- 
lidad en  el  procurador,  opuesta  por  el  señor  Lacroze. 

5®  Que  entrando  á  considerar  la  excepción  de  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda»  debe  considerarse  por  el  juz- 
gado, pura  7  exclusivamente  dentro  de  los  términos  en  que  ha 
sido  propuesta;  7  á  este  respecto,  7  en  cuanto  a  los  hechos  re- 
lacionados por  el  actor  7  ád  los  cuales  deriva  su  acción,  así 
como  su  objeto  7  cosa  demandada,  están  claramente  determina- 
dos, oomo  se  reconoce  implícitamente  en  el  escrito  en  que  se 
oponen  las  excepciones. 

6**  Que  no  existe  en  derecho  la  excepción  de  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda  cuando  se  encuentran  clara- 
mente relacionados  los  hechos  en  que  se  funda  (véase  fallos,  serie 
2",  tomo  12,  pág.  182);  pues  ese  defecto  sólo  puede  resultar 
de  la  omisión  de  algunos  de  los  requisitos  indicados  expresa- 
mente por  el  artículo  57  de  la  le7  de  procedimientos  (véase  fa- 
llos citados,  serie  2**,  tomo  19,  pág.  39  7  402),  7  no  fuera  de  es- 
tos casos,  como  lo  pretende  la  parte  demandada. 

7®  Que  el  actor  no  necesita  designar  en  su  demanda  la  acción 
que  ejercitaba,  ni  citar  el  texto  de  la  107  aplicable,  por  sus 
nombres  técnicos  7  propios  :  le  bastaba  determinar  con  clari- 
dad lo  que  pedía  ó  la  clase  á  que  aquella  pertenecía  (fallos  ci- 
tados, serie  2%  tomo  21 ,  pág.  33). 

8°  Que  la  demanda  instaurada  contiene  todos  los  requisitos 
exigidos  por  la  le7  de  procedimientos,  de  Setiembre  de  1863, 
7  así  determina  con  precisión  la  cosa  ó  hecho  que  se  demanda  v 
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la  razón  por  qué  lo  pide ;  luego,  al  deducirse  esta  demanda,  no 
ha  infringido  dicha  ley  (véase  fallos  citados,  serie  S**,  tomo 
20,  página  464). 

Por  ello,  fallo  :  no  haciendo  lugar  á  la  excepción  de  defecto 
legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  opuesta  por  el  deman- 
dado ;  todo  con  costas,  y  contéstese  derechamente  la  demanda 
dentro  del  término. 

Notifíquese  con  el  original,  regístrese  y  repónganse  las 
fojas. 

Mariano  S.  de  Aurrecoechea. 


VISTA  DEL   SEftOR  PROCURADOR   GENERAL 


Suprema  Corte : 


Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1895. 


El  poder  de  foja  I**,  como  la  demanda  de  foja  %  no  se  refie- 
ren á  responsabilidades  personales  del  señor  Lacroze,  sino  á  las 
de  la  empresa  del  Tramway  Rural  de  Lacroze,  que  se  demanda 
por  cobro  de  pesos  y  daños  y  perjuicios,  emanados  de  la  ocu- 
pación con  rieles  de  aquella  empresa,  de  un  terreno  ubicado  en 
en  la  campaña  de  Buenos  Aires. 

Esa  empresa  erttá  establecida  en  la  provincia  de  Buenos  Ai- 
res, con  fines  de  circulación  provincial,  y  sujeta  á  la  jurisdic- 
ción de  la  Provincia.  El  artículo  19  del  contrato  de  concesión, 
transcripto  á  foja  36,  establece  por  ello  su  domicilio  en  la  capi- 
tal de  la  provincia. 

Tal  establecimiento  no  contradice  las  leyes  de  orden  público 
en  cuanto  legislan  las  relaciones  individuales. 

Sí  el  individuo  demandado  debe  sujetarse  á  la  jurisdicción 
(le  su  domicilio,  según  ley,  el  mismo  individuo,  en  cuanto  á  la 
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representación  de  ana  empresa  constituida,  sea  dentro  del  terri- 
torio de  ia  nación  6  en  el  extranjero,  queda  eomo  representaute 
de  esa  empresa,  sujeto  á  las  prescripciones  legales  qoe  deter* 
minan  el  domicilio  de  la  empresa. 

£sto  es  lo  qae  lógicamente  se  desprende  de  lo  establecido  en 
los  artículos  9  y  10  de  la  lej  sobre  competencia  de  los  tríbana* 
les  nacionales. 

Estableoída  la  empresa  del  Tramwaj  Rural  en  La  Plata^  j 
fijado  allí  su  domicilio,  según  documentos  fehacientes^  allí  re^ 
side  su  representación  legal,  y  allí  debe  responder  del  cumplí- 
miento  de  sus  obligaciones. 

Demandada  la  empresa,  que  es  argentina,  por  persona  án  la 
misma  nacionalidad,  á  la  jurisdicción  de  su  domicilio,  que  es  la 
jurisdicción  común  protincial,  parece  debe  corresponder  el  t^y 
nocimiento  de  esta  demanda. 

Por  ello,  pienso  que  la  juria^iiccion,  en  el  ca^o,  ^orretpoDde  i 
los  jueces  proTineiaies,  salvo  el  má^  ilustrado  eríterb  de  V,  K« 

Sabxnianff  Ix^. 


:«  la2¿ci^ -1-»- '^  i  i^.  :fj-i-i:t:'-^  e:  .t  s'»-*./^;.!  u  ¿  i-i..- 
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Qae^  en  consecaencia,  el  caso  corresponde  al  conocimiento 
(le  la  JQsticia  federal. 

Que  DO  obsta  á  ello  el  hecho  de  haberse  establecido  la  ciudad 
de  La  Plata  como  domicilio  legal  de  la  mencionada  empresa^  en 
su  contrato  con  el  gobierno  de  la  Frorincia,  pues  no  siendo  anó- 
nima la  citada  empresa,  es  el  domicilio  del  propietario  de  la 
misma,  el  que  debe  tenerse  en  vista  á  objeto  de  determinar  la 
procedencia  del  fuero  federal,  como  en  caso  análogo  lo  ha  re- 
suelto esta  Suprema  Corte  (serie  cuarta,  tomo  once,  página 
doscientos  noventa  y  nna). 

Que  la  excepción  de  falta  de  personería  en  el  procurador 
del  demandante,  se  halla  desautorizada  por  el  testimonio  de 
escritura  de  foja  primera,  no  siendo  bastante  para  fundarla  el 
hecho  alegado  por  el  demandado,  de  que  no  se  hubiese  pasado 
copia  de  dicho  testimonio. 

Que  en  la  demanda  de  foja  tres  se  encuentran  reunidos  los 
requisitos  que  exige  el  artículo  cincuenta  y  siete  de  la  ley  de 
procedimientos,  expresándose  con  claridad  la  acción  deducida. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  auto  apelado  de 
foja  noventa  y  ocho,  se  confirma  éste,  con  costas.  Repuestos  los 
sellos,  devuélvanse,  pudiendo  notificarse  con  el  original. 

ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BCNGE. — 
JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  XCVI 


Dan  Meólas  Mihanovich  contra  C.  O.  Crovetto  y  C*,  par  cobro 

de  lanchaje;  sobre  falta  de  personería 

Sumario.  —  La  excepción  qae  importa  la  falta  de  derecho  en 
el.  actor,  no  puede  ser  admitida  como  dilatoria  por  falta  de 
personeiia. 


Caso.  —  Los  demandados,  sin  contestar  la  demanda,  opu- 
sieron la  excepción  de  falta  de  personería  en  el  actor  (art.  78, 
inciso  2®,  ley  de  procedimientos),  fundados  en  que,  con  motiyo 
de  la  descarga  de  las  mercaderías,  no  se  ha  producido  relación 
alguna  de  derecho  entre  ellos  y  el  demandante  ;  que  éste  ha  pro- 
cedido única  y  exclusivamente  por  orden  y  cuenta  de  los  con- 
signatarios del  huqne ;  que,  en  consecuencia,  nada  tienen  que 
ver  con  el  lanchero  señor  Mihanovich,  quien  dehe  dirigir  su 
acción  contra  aquellos  y  no  contra  él;  que,  por  tanto,  no  tiene 
personería  para  demandarlos. 


Fallo  del  Juez  Federal 

Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1892. 

Y  vistos :  Considerando :  1®  Que  la  excepción  opuesta  por 
los  demandados,  con  el  nombre  de  falta  de  personería  del  actor, 

T.  LXVII  U 
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no  es  propiamente  tal,  puesto  que  no  se  objétala  capacidad  ju- 
rídica  del  actor  ni  de  su  apoderado  para  estar  en  juicio,  ni  se 
pone  en  duda  tampoco  que  el  demandante  se  presenta  por  de- 
recho propio,  resultando  claramente  de  los  términos  del  escrito 
de  foja.. .que  lo  que  se  desconoce  es  el  derecho  para  demandar  por 
sí  el  pago  de  lanchajes,  lo  que  constituye  la  acción  sine  actione 
agis,  falta  de  acción. 

2®  Que  esta  defensa  afecta  al  fondo  de  la  cuestión  por  lo  que 
respecta  áMihanovich,  de  tal  suerte  que  si  se  declara  que  efec- 
tivamente carece  de  acción  para  cobrar  lanchajes  á  Grovetto 
7  C^,  por  no  existir  entre  ellos  relaciou  jurídica  que  lo  autorice, 
el  juicio  sería  definitivo  entre  dichas  partes  ;  lo  que  demuestra 
que  esa  defensa  no  fiMda  imponerse  como  artículo  de  previo 
pronunciamiento  sino  como  razón  perentoria  de  oposición  á  la 
acción  instaurada. 

Por  estos  fundamentos  no  ha  lugar  á  la  referida  excepción,  j 
contéstese  derechamente  la  demanda  en  el  término  de  ley.  Re- 
pónganse los  sellos. 

Virgilio  3f.  Tedin. 


Fallo  de  im  Suprenuí  Corte 

Baenos  Aires,  Mayo  8  de  1896. 

Vistos  :Por  sus  fundamentos  se  confirma,  coa  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  catorce.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

ABEL   BAZAN.  —  OCTAVIO  BIIIIGE. 
—JUAN  E.  TORRERT. 
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CAUSA    XCYII 


Contra  Schiffner  y  O,  por  contrabando  y  cohecho;  sobre  prueba 

.  de  testigos 


Sumario.  —  En  las  oaasas  erimmales  no  es  admisible  la  prue- 
ba de  testigos  después  de  yenoidos  los  primeros  diez  dias  del 
término  probatorio . 


Caso.  —Estando  recibida  la  causa  á  prueba,  la  parte  de 
Schiffner  y  G'  pidió  que  se  señalara  dia  para  que  los  testigos 
que  tenía  ofrecidos,  comparez^'.an  &  prestar  declaración. 


WmMñm  4^1  Juea  Weúmwml 


Rosario,  Julio  16  de  1896. 

I 

Hallándose  vencido  el  término  de  prueba  y  estando  el  juicio 
en  la  estación  de  producir  los  alegatos  de  bien  probado,  según 
consta  de  autos^  no  ha  lugar  á  lo  solicitado,  con  arreglo  á  la  ju- 
risprudencia sentada  por  la  Suprema  Corte. 


Daniel  Goytia. 
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VISTA    FISCAL 

Señor  Juez  de  Sección : 

£1  Procurador  Fiscal  nacional,  en  losantes  segoidos contra 
los  señores  Schiffner  y  C**,  con  motivo  de  nna  extracción  de  una 
cantidad  de  cajones  de  hierro  galvanizado  de  la  barraca  y  em- 
barcaderos de  su  propiedad  sin  llenarse  los  requisitos  de  las  or- 
denanzas de  Adnana,  evacuando  el  traslado  conferido  del  escrito 
en  que  aquellos  solicitan  revocatoria  6  apelación  en  subsidio 
contra  la  providencia  de  foja  69,  ante  Y.  S.  expone:  Que  en 
virtndde  las  breves  consideraciones  que  paso  á  exponer,  Y.  S. 
se  ha  de  servir  no  haoer  lugar  á  lo  pedido  por  los  señores  Schiff- 
ner y  G*,  en  este  incidente,  con  especial  condenación  en  cos- 
tas. La  parte  recurrente  pretende  que  debe  ordenarse  el  exa- 
men y  citación  de  los  testigos  ofrecidos  en  su  escrito  de  foja  64, 
fundándose  para  ello,  en  que  no  ha  sido  por  colpa  ó  negligencia 
suya  que  no  se  hayan  tomado  las  declaraciones^  sino  debido  á 
que  no  se  ha  notificado  á  su  pártela  providencia  de  foja  65, 
que  mandó  recibirlas. 

Verdad  es,  señor  juez^  que  no  aparecen  notificados  los  seño- 
Schiffner  y  C*  de  dicha  providencia»  pero  esta  circunstancia,  á 
nadie  más  que  á  ellos  es  imputable,  ni  los'  puede  disculpar  del 
abandono  que  han  hecho  de  sus  obligaciones  probatorias. 

iBn  efecto,  el  auto  de  apertura  á  prueba  de  foja  62,  fué  noti- 
ficado y  principió  á  correr  el  término  el  dia  siguiente,  18de .Ha- 
yo, fecha  de  la  última  notificación  de  foja  63  vuelta. 

£1  12  de  Junio,  después  de  estar  vencido  eon  exceso  el  térmi- 
no de  los  diez  primerosdias  de  la  prueba,  y  no  pudiendo  ya  ofre- 
cerse por  esta  causa  prueba  testimonial  (artículo  48!)  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Criminales),  se  presenta  el  escrito  de  fo- 
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ja  64,  ofreciendo  testigos  coa  domicilios  f aera  del  radio,  como 
lo  hizo  constar  el  señor  secretario  en  la  nota  de  foja  66,  y  sin 
que  la  parte  interesada  pidiera  sa  citación  en  forma.  Y.  S.  dio 
vista  de  esta  diligencia  á  los  señores  Schiffner  jC*,  y  caando 
éstos  pidieron  señalamiento  de  nuevas  andiencias,  ya  estaba 
Tencido  el  término  probatorio,  por  coya  razón  Y.  S.  no  le  hizo 
logar  á  ello,  por  providencia  de  foja  69  vuelta. 

Es,  pues,  doblemente  impotable  la  falta  ó  negligencia  de  la 
contraria :  1®  porque  no  presentó  los  testigos  dentro  de  los  diez 
primeros  días  del  término  probatorio ;  2*  porque,  no  obstante 
ésto  y  habiéndose  señalado  audiencia  para  que  declararan  los 
testigos,  no  se  pidió  su  citación  en  forma  ni  se  hicieron  diligen- 
cias para  que  declararan  en  tiempo . 

La  Suprema  Corte  Nacional  tiene  establecido  en  infinidad  de 
fallos,  qne  no  basta  presentar  testigos  dentro  del  término,  sino 
cuidarse  de  si  son  ó  no  examinados  dentro  de  él  porque  de  otra 
manera  resultaría  que  el  término  de  prueba  se  prolongaría  in- 
definidamente (serie  3*,  tomo  5^,  pág.  59).  En  este  fallo  están 
citados  varios  otros  sobre  el  mismo  ponto.  En  el  caso  sub-ju^ 
dice,  la  parte  contraria  descuidó  sus  diligencias,  dejando  de  pe- 
dir la  citación  en  forma  de  los  testigos,  lo  que  sólo  á  ella  es 
imputable;  y  dejando  vencer  el  término  de  prueba  sin  solici- 
tar estas  diligencias  que  sólo  á  ella  interesan,  aparte  de  la  ex- 
tempoiinea  presentación  de  los  testigos,  hecha  después  de  los 
diez  primeros  días. 

Por  todo  lo  expuesto,  á  Y.  S.  pido  se  sirva  resolver  este  in- 
cidente como  lo  tengo  solicitado  en  el  exordio  de  este  escrito. 

Será  justicia  etc. 

R.  G.  Purera. 
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Auto  del  JluoB  Vedieral 

Rosario,  Agosto  21  de  1696. 

Vistos 7  considerando:  Qae  la  presente  causa  está  sujeta  en 
BU  trámite  al  Código  de  Procedimientos  en  materia  penal,  por- 
que se  imputa  el  delito  de  contrabando  conexo  con  el  de  cohe- 
cho 6  soborno ;  que  la  prueba  de  testigos  en  causas  criminales, 
para  ser  admitida,  debe  ser  ofrecida  en  los  diez  primeros  días 
del  término  probatorio,  segnn  así  lo  dispone  el  artículo  483  del 
citado  Código ;  que  según  consta  á  foja  62,  se  abrió  la  causa  á 
prueba  el  4  de  Mayo,  notificándose  el  18  del  mismo  á  los  seño- 
res Schiffner  y  C,  y  á  foja  64,  con  fecha  12  de  Junio,  recien 
ofrecen  ios  testigos  que  están  fuera  del  radio,  habiendo  dejado 
transcurrir  con  exceso  el  término  prefijado  en  el  artículo  citado. 

Por  estas  consideraciones,  y  concordantes  con  el  dictamen 
del  señor  Fiscal,  no  se  hace  lugar,  con  costas,  á  la  reyocatoria 
de!  auto  de  foja  66,  y  se  conóede  el  recurso  de  apelación  en  re- 
lación. 

Notifíquese  á  las  partes,  comparezcan  á  oir  sentencia,  y  elé- 
Tense  los  autos. 

Daniel  Goylia. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Diciembre  23  de  1896. 

Suprema  Corte : 

El  término  de  prueba  porque  fué  abierta  esta  causa  á  foja 
62,  fué  notificado  á  los  interesados  en  13  del  mes  de  Mayo,  se- 
gún la  diligencia  de  foja  63  vuelta. 
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Gaando  se  presentó  el  escrito  de  foja  65,  en  12  de  Jnnio  del 
mismo  año,  estaba  javenoido  el  término  fatal  de  10  dias,  que 
el  articulo  183  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal  de- 
termina para  ofrecer  lapraeba  testimonial. 

En  mérito  de  ello,  reprodaciendo  las  justas  obser?aciones  de 
la  vista  fiscal  de  foja  74,  pido  á  V.  E.  la  confirmación,  por  sus 
fundamentos,  del  auto  recurrido  de  foja  77. 

Sabiniano  Kier. 


WmMm  de  Ui  SupreniA  ilmwim 


Buenos  Aires,  Ma^ro  8  de  1897. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  y  dé  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  cuatrocientos  setenta  y  siete  del  Código  de  proce- 
dimientos en  lo  Criminal,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  sesenta  y  nueve  vuelta.  Bepuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BÜNGB. 
—  JUANB.  TOBBENT. 
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CAVSA  XCTIII 


El  Banco  Hipotecario  Nacional  contra  don  David  B.  Pena, 
por  cobro  ejecutivo  de  pesos;  sobre  competencia 


Sumario.  —  El  jaez  del  logar  donde  se  ha  coütraido  la  denda 
hipotecar ia,  estando  domiciliado  allí  el  deador,  es  competente 
para  conocer  en  la  demanda  qae  el  acreedor  promaava  por  co- 
bro del  saldo  de  dicha  deuda,  aunque  el  deudor  hubiese  mudado 
da  domicilio  al  iniciarse  la  demanda. 


Caso.  —  Resulta  del 


WmUm  del  Jíues  Federal 


Jujay,  Noyiembre  13  de  .1896. 

Autos  y  vistos:  £1  agente  del  Banco  Hipotecario  demanda  á 
David  B.  Peña,  el  pago  de  una  cuenta  por  saldo  de  cantidades 
adeudadas  á  dicho  establecimiento,  por  insuficiencia  del  bien 
hipotecado,  que  fué  enajenado  con  arreglo  á  la  ley  y  estatutos 
de  dicho  Banco. 


£1  JQSgado  ha  ordenado  se  compruebe  la.  ooupetenoia  de  este 
tribusal  para  eateiider  en  dieha  causa  y  el  representaoite  del 
BaDOo  expone  :  que  la  institooion  es  fiscal,  creada  con  recarsos 
nacionales  y  mantuda  en  sa  organi:»mo  por  la  ley  espeeial  del 
Congreao  número.. .,  de  24  de  Setiembre  de  1886. 

Bespeotoal  domicilio  deldeador,  repite  lo  qae  expresó  en  la 
dentada,  que  está  radicado  en  Salta,  pero,  agrega,  qae  esta  re- 
sidencia fneta  dol  territorio  de  la  jurisdrceion  de  este  jnagado, 
no  paede  desvirtuar  la  qoe  corresponde  por  razón  del  contrato 
de  que  proeede  su  deuda,  é  invocando  los  artículos  618  y^l2l2 
del  Código  Civil,  sostiese  que,  sino  por  esas  disposiciones  de 
la  ley  común,  por  la  del  artículo  43  de  la  ley  orginioa  del  Banco, 
quedaría  determinada  la  competencia  de  este  juzgado  :  ofreee 
justificar  los  heobos  apuntados  sí  el  juagado  lo  considera  pru- 
dente. 

Oido  el  fiscaly  este  funcionario  dictamina  que,  con  arreglo  á 
los  artículos  1215  y  1216  del  Código  Civil,  el  lugar  donxie  debe 
cumpKrse  una  obligación,  no  determina  la  competencia  de  las 
las  autoridades  públicas,  sino  el  del  domicilio  legal  y  real  del 
deadof.  Expresándose  por  el  demandante  que  dicho  domicilio 
del  deudor  está  en  Salta,  no  compete  á  S.  S.  el  conocimiento 
de  la  cansa. 

Y  considerando :  Qoe  el  procedimiento  á  raiciarse  por  1&  ges*- 
tion  del  Banco  Hipotecario  tiene  por  causa  dcciones  persona- 
les que  dicho  establecimiento  deduce  contra  su  deudor,  por  ia- 
suficiencia  déla  hipoteca  con  que  garantió  el  préstamo  reeib  i- 
do,  materia  de  au  contrato,  según  lo  dispone  la  misma  ley  orgá- 
niea  :  artículos  10  y  42  y  artículo  30  del  decreto  reglamea'- 
tario. 

Que  en  este  caso,  el  domicilio  del  deudor  prima  sobre  el  lu- 
gar de  la  convención,  para  ejercitar  dichas,  acciones  y  detei- 
minar  la  competencia  de  los  jueces ;  teniéndose  presente  que  el 
doflúcilio  puede  cambiarse  sin  que  tal  facultad  pueda  ser  coar- 
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tada;7e8el  domicilio  real  y  de  derecho  el  que  determina  la 
competencia  (artículos  07  y  100  del  Código  civil);  siendo  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  618  subordinado  á  las  prescripciones  espe- 
cíficas de  las  leyes  adjetivas  ó  de  procedimiento. 

Que  según  Qoyena,  el  pago  debe  hacerse  en  el  lugar  designa- 
do en  el  contrato ;  en  el  lugar  donde  exista  la  cosa  cierta ;  ó,  en 
todos  los  demás  casos,  en  el  domicilio  del  deudor  (artículo  1091, 
Concordancias  y  comentarios  del  Código  Civil  español).  No 
tratándose  en  este  caso  de  la  cosa  cierta,  materia  del  contrato 
hipotecario,  sino  de  obligación  personal  del  deudor  por  insufi- 
ciencia de  aquella  garantía  del  préstamo,  el  expresado  obliga- 
do, domicilado  fuera  de  esta  sección,  no  está  sujeto  á  la  juris- 

r 

dicción  atribuida  por  la  ley  á  este  juzgado^  sino  que  debe  de- 
mandársele ante  los  jueces  de  su  domicilio.  (Véase  Fallos,  tomo 
17,  S**  serie,  página  214,  y  tomo  3%  serie  4%  página  55). 

Que  tratándose  de  jurisdicción,  debe  ejercerse  no  con  ampli- 
tud, sino  con  restricción  en  los  casos  únicamente  autorizados  por 
la  ley,  no  siepdo  en  manera  alguna  prorrogable (artículo  l^,ley 
de  procedimientos  de  1863)  • 

Que  el  recurrente  no.funda  su  acción  en  contrato  en  el  que 
se  designe  este  territorio  para  su  ejecución,  sino  que  basa  su  ac- 
ción en  la  cuenta  por  saldo,  corriente  á  foja  1,  que  debe  cobrar 
con  sujeción  á  las  leyes  comunes. 

Que  el  mismo  establecimiento,  según  lo  entiende  el  juzgado, 
en  otros  casos  análogos,  ha  recurrido,  por  este  género  de  cues- 
tiones, al  domicilo  de  sus  deudores. 

Que  la  equidad  impone  que  el  demandado  no  sea  sacado  de 
los  jueces  de  su  domicilio,  si  no  se  hubiese  convenido  de  otra 
manera,  lo  que  no  se  ha  comprobado  en  este  caso ;  pues  es  ra- 
zonable pedir  al  deudor  lo  que  se  le  demande  ante  los  jueces 
que  con  más  facilidad  pueden  oir  sus  defensas. 

Que  si  la  cansa^  por  razón  de  la  materia,  es  de  competenoía  de 
la  justicia  federal,  no  corresponde  á  este  juzgado  de  sección^ 
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por  razón  de  las  personas,  habiéndose  eipresado  reiterada- 
mente que  el  deudor  tiene  su  domicilio  fuera  de  esta  provincia. 

Que  la  ley  y  la  jurisprudencia  han  determinado,  que  si  la 
causa  no  es  de  la  competencia  de  un  juez,  debe  declararlo  en 
cualquier  estado  de  la  causa  j  con  mis  razón  al  iniciarse  por 
demanda. 

Por  tanto:  de  acuerdo  con  el  Ministerio  fiscal,  declaro  á 
este  juzgado  incompetente  para  citar  al  demandado,  como  se  ha 
pedido.  7  que  el  demandante  debe  recurrir  á  la  jurisdicción  don- 
de el  demandado  radica.  Bepuestoslos  sellos,  archívese. 

Joaquín  Carrillo. 


VISTA  DCL  SBftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires»  Noviembre  30  de  1896. 

Suprema  Corte : 

Considero  justo  el  auto  de  foja  7  vuelta,  y  pido  á  V.  E.  se 
sirva  confirmarlo  por  sus  fundamentos. 

Sabiniano  Kier. 


WwMm  de  te  Suprema  C^rte 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1897. 

Vistos :  Considerando:  Que  se  trata  en  los  presentes  autos  de 
una  demanda  ejecutiva  iniciada  por  el  representante  del  Banco 
Hipotecario  Nacional  para  el  pago  del  saldo  de  un  crédito  hipo- 
tecario, contraído  por  don  David  Peña  en  la  ciudad  de  Jujny. 
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Qae  debiendo  cumplirse  la  obligación  ea  dicha  oiadaá,,  don** 
de  se  contrajo  la  deada,  estando  domiciliado  allí  el  doodor,  és> 
fuera  de  duda  la  competencia  del  juez  federal  de  la  seecioa  de 
Jujuy,  tanto  por  la  naturaleza  de  la  causa,  cuanto  porque  e» 
allá  donde  debe  cumplirse  la  obligación,  aun  cuando  el  deudor 
hubiese  mudado  de  domicilio  al  iniciarse  la  demanda,  conforme 
á  la  disposición  de)  articulo  mil  doscientos  doce  del  Gódigo  Ci- 
vil, y  á.  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta,  y  tres  de  ía  ley 
orgánica  del  Banco. 

Por  estpB  fundamentos,  oido  el  señor  Procurador  Oenenü,  so 
revoca  el  auto  apelado  de  foja  siete  vuelta  y  se  declara  que  6l 
juez  dala  sección  da  Jojoy  es  competente  para  conocer  en  esta 
causa,  y  devuélvansele  los  autos,  previa  reposición  de  sellos, 
para  que,  reasumiendo  la  jurisdicción  de  quQ  se  ha  desprendido, 
proceda  á  conocer  y  resolver  en  ellos  lo  que  corresponda  en  de« 
recho. 

ABEL  BAZAN.— OCTAVIO  BÜIIGE* 
—  iüAN  E.  TOHREKT. 


CAUSA   JLeVK 


Don  Federico  Crank,  contra  Frietz  y  Navarro,  por  rescisión 
de  contrato;  sobre  competencia\y  costas 


Sumario.  —  Las  costas  son  de  cai^o  del  que  ha:  oenrsído  á 
j  uez  inoompetente; 


Caso.  —  Dictado  el  auto  que  sigue,  por  el  que  se  deolara  in- 
competente  el  juzgado,  la  parte  aotora  apeló  eu  cuanto  se  le 
imponían  las  costas^         . .  .   « . 


*  VaII»  del  Jíuea  Vederal 

Rosario,  Noviembre  10  de  1896. 

Vistos  j  considerando:  1^  Que  siendo  la  justicia  federal  de 
jurisdicción  excepcional,  no  ha  podido  ocurrirse  á  ella  sino  en 
los  oasoa  expresados  en  la  Coiistitucion  y  la  ley. 

2^  Que  al  permitir  la  ley  de  enjuiciamiento  hacer  las  peti- 
ciones contenidas  en  el  artículo  55,  se  ha  colocado  en  el  ciaso  de 

j 

que  el  juzgado  federal  fuera  competente,  ya  sea  por  razón  de  las 
personas  ó  de  la  materia  de  la  causa. 

3^  Que  el  proveyente,  al  darle  curso,  ha  procedido  en  el  con- 
cepto da  que  se  ejercía  una  acción  proveniente  del  derecho  marí* 
timo,  que  por  razón  de  la  materia  correspondería  á  esta  ja risdíc- 
cion ;  pero  resaltando  del  escrito  déla  parte  de  Grank  que  la  ac- 
ción á  entablar  es  personal  contra  Fríetz  y  Navarro,  prove- 
niente de  un  acto  6  contrato  qué  no  pertenece  al  derecho  ma- 
rítimo, reconociendo  á  la  vez  que  corresponde  la  causa  á  los  tri- 
bunales de  provincia,  por  ser  extranjeros  el  demandante  y  uno  de 
los  demandados,  no  ha  podido,  en  ningún  estado  de  la  causa, 
ocurrir  al  fuero  federal,  que  no  tiene  jurisdicción^  ni  aun  para 
dictar  la  resolución  fecha  6  del  corriente. 

Por  estas  consideraciones,  revócase  por  contrario  imperio  el 
auto  de  fecha  6,  declarando  que  es  incompetente  este  juzgado 
para  entender  en  esta  causa,  tanto  más  que  ha  venido  un  exhor- 
ta del  juezde  provincia  que  ha  avocado  esta  causa.  Con  costas 
á  la  parte  de  Crank. 

Daniel  Goylia. 
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Falto  de  to  üiiprMna  €)mm$e 


Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1897. 

Yistos :  Siendo  impcitable  al  apelante  el  heobo  de  haber  ocn- 
rrido  ante  jaez  incompetente,  se  confirma,  con  costas,  enla  parte 
recurrida,  el  antode  foja  quince.  Devuélvanse,  debiendo  repo' 
nerse  los  sellos  ante  el  inferior. 

ABEL   BAZAN.  —  0G1ATI0   BU19GE. 
—  JUAN  E.  TORRERT. 


CAVSA    C 


El  Banco  de  laNacion  Argentina,  contra  don  Laureano  Ahumada^ 

por  cobro  ejecutivo  de  pesos 


Sumario.  —  No  habiéndose  opuesto  excepciones,  debe  seguir 
adelante  la  ejecución. 
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Caso. —  Yenoido  el  término  de  la  citación  de  remate,  el  re- 
presentante del  Banco  solicitó  que,  en  mérito  de  no  haberse  de- 
ducido excepciones  por  ei  ejecutado,  se  dictara  sentencia  de 
trance  y  remate. 


Fmll^del  Jíues  Federal 


Rioja,  Setiembre  25  de  1896. 

Autos  y  vistos:  No  habiéndose  deducido  excepción  alguna  le- 
gítima, por  el  ejecutado, dentro  del  término  del  encargado,  que 
ha  vencido  con  exceso;  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto  por  los 
artículos  268  y  297  de  la  ley  de  procedimientos:  llévese  adelan- 
te la  ejecución,  hasta  hacerse  trance  y  remate  de  los  bienes 
embargados,  y  con  su  producto  íntegro  y  cumplido  pago  al 
acreedor  de  la  deuda,  intereses  y  costas  de  la  cobranza.  Hágase 
saber  original. 

Gaspar  N.  Gómez . 


FaIIo  de  la  Supreniii  Carte 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1897* 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  au- 
to apelado  de  foja  trece  vuelta. 
Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

ABBL  BAZAN.  —  OCTAVIO    BCNGR. 
—  JUAN  E.  TORKENT. 
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CAUSA  Cl 


Don  Jorge  Magne,  contra  don  Aníyme  Chapeland, 
por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia 


Sumario.  —  Para  justificar  el  f  aero  federal  por  razón  de  per- 
sonas, DO  basta  probar  la  distinta  vecin^d  ;  es  necesario  pro 
bar  también  la  distinta  nacionalidad . 


Caso.  —  Lo  explica  el 


FaII»  €iel  Jilea  Federal 


Paraná,  Janio  25  de  1894. 

Y  vistos:  En  la  excepción  de  competencia  de  jurisdicción, 
promovida  por  el  representante  del  demandado  don  Antyme 
Chapeland,  y 

Considerando:  i^  Que  la  jurisdicción  atribuida  á  los  jueces 
f ederalesy  por  el  artículo  2'',  inciso  2<^,  déla  lev  de  14 de  Setiem- 
bre de  1863,  para  los  casos  en  que  sean  partes  un  vecino  de  la 
provincia  en  que  se  suscita-  el  pleito  y  un  vecino  de  otra,  sólo  se 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1894. 

Suprema  Corte: 

£1  ante  de  foja  29,  que  declara  improcedente  el  fuero  fede- 
ral, por  cuanto  siendo  de  excepción,  no  han  sido  justificados  los 
extremos  que  lo  constituyen,  resulta  bien  fundado^  Pido  á  Y.  E. 
86  sirva  confirmarlo,  en  consecuencia,  por  sus  fundamentos. 

Sabiniano  Kier. 

T.  LXVU  25 


I, 

r. 
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refiere  á  los  nacionales,  y  no  á  los  extranjeros  cuando  litigan 
entre  sí,  según  la  inteligencia  dada  á  esa  disposicioa  por  repe- 
tidos fallos  de  la  Suprema  Corte,  que  hacen  jurisprudencia  en 
la  materia . 

2^  Que  es  á  cargo  del  actor  justificar  las  circunstancias  que 
determinan  la  competencia  de  los  tribunales  federales,  cuando  \ 

ella  es  por  razón  de  las  personas  (artículo  2^,  inciso 2^,  déla  ley 
de  procedimientos),  y  por  lo  tanto,  Magne  debió  probar,  no  sólo 
que  actor  y  demandado  tienen  diverso  domicilio,  sino  que  am- 
bos son  ciudadanos  argentinos,  mucho  más  cuando  el  demanda- 
do, niega  esta  calidad . 

S®  Que  esa  |{rueba  no  ha  sido  rendida,  ni  otra  que  determine 
el  fnero  federal  por  cansa  distinta. 

Por  es||y(  consideraciones,  y  siendo  de  excepción,  este  juz- 
gado se  declara  incompetente  para  entender  en  esta  causa,  sien- 
do las  costas  del  incidente,  á  cargo  de)  demandante;  repóngase 
el  papeleen  los  sellos  correspondientes. 

M.  de  T.  Pinto. 
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JFaII»  de  ta  SupreiMii  €mwtm 


Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1897. 


Vistos :  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  general,  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  Teintinueve.  Repuestos  los  se- 
llos, devuélvanse. 


ABEL  BAZAN.  —-OCTAVIO  BDRGE. 
—  JUAN  B.   TORREMT. 


CAVSA    CU 


Don  Paulino  Escobar,  contra  don  Juan  A.  Guevara,  por  cobro 

de  pesos;  sobre  defecto  en  la  demanda 


Samarlo.  —  La  faltado  citación  de  la  ley  aplicable,  y  de  la 
numeración  en  los  párrafos,  no  constituye  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda. 
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Cctóo.  — -  Besnlta  del 


Fallo  del  Juex  Federal 


¡  Mendoza,  Noviembre  19  de  1896. 

I 

I 

I  Vistos  7  considerando:  1®  Que  la  excepción  de  defecto  legal 

en  el  modo  de  proponer  la  demanda  se  funda  en  que  no  se  expli- 
can los  hechos  claramente  y  en  párrafos  separados  y  numerados, 
ni  se  expone  el  derecho  en  qne  se  afianza. 

2°  Que  la  demanda  viene  acompañada  de  una  cuenta  que  de- 
talla sus  partidas  por  trabajos,  gastos  y  servicios  prestados  al 
demandado,  estableciendo  el  origen  de  cada  una. 

39  Que,  además,  hace  referencia  á  una  causa  seguida  entre 
actor  y  demandado,  ante  este  mismo  Juzgado,  donde  estimaque 
el  demandado  ha  reconocido  los  mismos  hechos. 

4^  Que  el  actor,  en  toda  clase  de  juicios,  puede  hacer  men- 
ción de  las  escrituras  y  documentos  que  justifiquen  el  derecho 
que  deduce,  indicando  el  archivo,  oficina  pública  ó  lugar  donde 
se  encuentren  los  originales,  siempre  que  no  pueda  presentarlos 
por  no  obrar  en  su  poder  (art.  10,  ley  de  procedimientos). 

5^  Que,  de  consiguiente,  por  la  demanda,  cuenta  acompaña- 
da y  referencias  de  la  exposición  que  la  consigna,  el  actor  ha 
llenado  losrequisitosdelaley,en  cuanto  ala  mención  de  los  he- 
chos y  del  derecho  que  le  asiste  en  el  cobro  que,  como  importe 
de  trabajos,  gastos  y  servicios  que  sostiene  fueron  hechos  en  be- 
neficio del  demandado,  gestiona  contra  éste,  como  obligado  á 
indemnizarlos,  por  reconocimiento  en  juicio. 

6^  Que  el  hecho  de  no  haber  citado  la  ley  aplicable  al  caso, 
no  importa  defecto  en  la  demanda  (Fallos  de  la  Suprema  Corte, 
serie  2%  tomo  21,  página  33). 
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7"^  Que  la  falta  de  numeración  en  los  párrafos  de  la  deman- 
da, no  constituye  tampoco  defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
nerla (Fallos  de  la  Suprema  Corte,  serie  2^,  tomo  16,  pág.  127). 

8^  Que  el  Juzgado  no  puede,  á  propósito  de  la  exoepcion  di- 
latoria promovida,  entrar  á  apreciar  la  verdad  ó  la  influencia  en 
la  causa,  de  las  referencias  en  qjae  el  demandante  se  fonda,  ya 
en  lo  que  respecta  á  los  heclios  relacionados,  ya  en  lo  referente 
al  derecho  que  informa  su  gestión  judicial;  cuestionas  que  co- 
rresponden al  fondo  del  litigio  (Fallos  de  la  Suprema  Corte,  se- 
rie 2%  tomo  6%  pág.  263;  tomo  12,  pág.  208,  y  tomo  14,  pági- 
na 404). 

Portante,  fallo  declarando:  no  haber  lugar  á  la  excepción 
opuesta  por  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda^  con 
costas  al  excepcionante,  y  ordenándole,  en  consecuencia,  que 
conteste  derechamente  la  demanda  en  el  término  de  ley.  Há- 
gase saber  original  j  repóngase  el  papel. 

Severo  G.  del  Castillo. 


Fallo  de  Uk  Suprema    Corte 


1 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1897. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  ae  confirma,  con  costas,  el  au- 
to apelado  de  foja  diez  y  seis.  Devuélvanse,  debiendo  reponerse 
los  sellos  ante  el  Inferior. 

ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 


I 
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CAVSA  CU  I 


Don  Julián  Bruny  contra  don  Luis  Ghiglione,  por  cobro 

de  pesos;  sobre  averias 


Sumario.  —  Él  extranjero  domioiliado  ea  la  Bepúblioa  no 
está  obligado  á  arraigar  el  juicio. 


Caso.  —  Resulta  del 


Fallo  del  Ju«b  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  1897. 

Y  vistos :  La  excepción  dilatoria  de  arraigo  del  juicio  deducida 
por  don  Luis  Ghiglione. 

Y  considerando :  Que  el  fundamento  legal  de  dicha  excepción 
reposa  en  que  el  actor,  don  Julián  A.  Bruny,  no  tiene  domicilio 
en  la  Capital,  y  sí  en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  donde  resi- 
de con  su  familia  desde  tiempo  atrás. 

Que  el  artículo  74  de  la  ley  nacional  de  procedimientos  de 
i4  de  Setiembre  de  1863  determina,  que  si  el  demandante  fuera 


390  FALLOS   DE   LA  SUPREMA   CORTE 

extranjero  no  domiciliado,  será  excepción  dilatoria  la  del  arrai- 
go del  juicio. 

Que  el  arraigo  exigido  por  ese  artículo  responde  al  propósito 
de  garantir  á  los  habitantes  de  la  República  contra  las  deman- 
das injustas  7  temerarias  de  los  extranjeros  no  domiciliados 
(serie  2*,  tomo  10,  página  380,  Fallos  de  la  Suprema  Corte). 

Que  según  el  espíritu  de  ese  artículo  é  inteligencia  constante 
de  dicho  tribunal,  la  exigencia  de  la  ley  al  respecto  se  refiere 
exclusivamente  al  extranjero  que  no  tiene  su  domicilio  en  ella, 
no  obstante  la  circunstancia  de  encontrarse  radicado  fuera  de  la 
jurisdicción  del  juez  de  la  causa  (serie  2%  tomo  12,  página  669; 
serie  2%  tomo,16,  página  463,  mismos  fallos  citados). 

Que,  por  consecuencia,  estando  implícita  y  expresamente  re- 
conocido por  el  excepcionante,  que  Bruny  tiene  sn  domicilio  en 
la  proTincia  de  Buenos  Aires,  donde  reside  con  su  familia  desde 
tiempo  atrás,  la  excepción  opuesta  es  sin  fundamento  é  impro- 
cedente, desde  que  basta  á  los  fines  de  la  ley  y  á  las  garantías 
que  la  misma  acuerda  á  los  demandados,  que  ese  domicilio  sea 
en  cualquier  parte  del  territorio  de  la  República. 

Por  estas  consideraciones  y  las  pertinentes  del  escrito  de 
contestación,  fallo  :  rechazando,  con  costas,  la  excepción  de 
arraigo  del  juicio,  interpuesta  por  don  Luis  Ghiglione,  y,  en  su 
conscuencia,  ordeno  conteste  derechamente  y  en  el  término  de 
ley,  el  traslado  pendiente  de  la  demanda  promovida  por  don 
Julián  A.  Bruny . 

Notifíquese  original  y  repónganse  los  sellos. 

Agustín  ürdinarrain. 
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Pallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1897. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ochenta  y  una.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
Tanse. 

ABEL  BAZAN .  —OCTAVIO  BUN6E . 
—  JUAN  B.  TORRENT. 


CAV8A    CIT 


Don  Francisco  Catoni,  contra  don  R .  W.  Romer,  por  cobro  de 

pesos;  sobre  pruebas 


Sumario.  —  Resultando  comprobada  la  negligencia  de  la 
paite,  no  es  admisible  la  prueba  que  solicita  después  de  vencido 
el  término  probatorio. 


Caso.  —  Con  fecha  13  de  Febrero  de  1892,  se  recibió  la  cau- 
sa á  prueba,  habiendo  el  término  empezado  á  correr  en  16  del 
mismo  mes. 
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En  25  de  dicho  mes,  la  parte  de  Bomer  solicitó  diversas  dili- 
gencias de  prueba;  con  motivo  de  nna  de  ellas  se  produce  un 
incidente  que  fué  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  5  de  Agosto 
de  1893. 

En  14  deAgoato  de  i  894,  dia  en  que  se  suministró  el  papel 
sellado  para  la  reposición,  s^  devolvieron  los  autos  al  juez  fede- 
ral, quien  mandó  cumplir  lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte  con 
fecha  31  de  Agosto,  notificándose  á  las  partes  el  mismo  dia. 

Con  fecha  I""  de  Octubre  de  1894,  la  parte  de  Catoni  pidió 
que  el  seoretatio  expida  el  certificado  proscripto  por  el  artí- 
culo 177  de  la  ley  de  procedimientos,  por  hallarse  vencido  el 
término  de  prueba . 

El  juez  así  lo  ordenó  con  fecha  2  de  Octubre,  j  el  secretario, 
con  fecha  16  de  Noviembre,  puso  el  certificado  á  los  efectos  del 
artículo  177  de  la  ley  de  procedimientos. 

Notificada  del  certificado,  la  parte  de  Bomer  solicitó  que  se 
suspenda  el  término  para  alegar  de  bien  probado  hasta  tanto  se 
practiquen  las  diligencias  de  prueba  que  solicitó  oportunamen- 
te, pues  si  bien  el  término  se  halla  vencido  con  exceso,  aque- 
llas no  pudieron  practicarse  porque  el  expediente  se  encontraba 
en  apelación. 

La  parte  de  Catoni,  evacuando  el  traslado  que  se  le  confirió, 
pidió  que  no  se  haga  lugar,  con  costas,  á  lo  solicitado  por  Bo- 
ner.  Dijo  :  que  éste  ha  dejado  paralizar,  por  su  culpa,  el  ex- 
pediente en  la  Suprema  Corte,  por  espacio  de  un  año.  Que  de- 
vueltos los  autos,  tampoco  ha  pedido  que  se  practiquen  las  dili- 
gencias de  prueba,  en  tiempo  oportuno,  sino  después  de  corrido 
el  que  expresa  el  certificado  del  secretario.  Que  ha  procedido, 
pues,  con  negligencia,  estando,  además,  consentido  el  auto  que 
mandó  extender  el  certificado  prescripto  por  el  artículo  177  de 
la  ley  de  procedimientos,  por  haber  vencido  el  término  de 
prueba. 
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Fallo  del  Jíuea  rederal 


Buenos  Aires,  Diciembre  11  de  1894. 

Por  los  f  ondamentos  aducidos  en  el  precedente  escrito  y  aten* 
to  lo  informado  por  el  actnario  á  foja  ^,  no  ha  lugar,  con 
costas,  á  lo  solicitado  en  el  de  foja  81  y  corran  los  autos  según 
su  estado. 

Campillo. 


Fallo  de  lo  Mipremo  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1897. 

Yistos :  Incumbiendo  á  la  parte  el  deber  de  gestionar  para 
que  la  prueba  se  produzca  dentro  del  término,  y  resultando  de 
autos  comprobada  la  negligencia  del  recurrente,  se  confirma, 
con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  ochenta  y  cinco  vuelta.  Be- 
puestos  los  sellos,  devnálvanse. 


ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BÜNGB. 
—JUAN  £.  TORRENT. 


»  • 
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tJAVSA    CY 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  de  la  Ca^ 
pital  y  el  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  sobre  el  concurso 
Perret  y  Grasser. 


Sumario.  —  Eñ  las  contiendas  de  competencia,  el  jaez  reque- 
rido debe  resolver  sobre  la  inhibitoria  reclamada  y  oomnnioar 
su  resolución  al  juez  exhortante.  Si  no  lo  hace,  la  Suprema 
Corte  puede  librar  oficio,  para  que  cumpla  con  esa  prescrip- 
ción. 


Caso.  —  Besulta  del  siguiente 


OriCIO  DEL  JUEZ  DE   COHERGIO 


Buenos  Aires»  Abril  10  de  1897. 

Al  señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la 
Nación.  ^ 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  Y.  E.  en  los  autos  del  concur- 
so formado  álos  señores  Perret  y  Grasser,  á  fin  de  que  se  sirva 
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dictar  las  providencias  del  caso  para  conminar  al  señor  Juez  de 
Santa  Fé,  doctor  Ignacio  Eizagairre,  para  que  dicte  la  resolo- 
cion  que  corresponda  en  el  incidente  de  contienda  de  competen- 
cia de  jurisdicción  por  él  promovida  en  el  juicio  á  que  me  re- 
fiero. 

Como  dato  ilustrativo  debo  poner  en  conocimiento  de  V.  E. 
que  el  señor  juez  de  Santa  Fé  promovió  inhibitoria  con  fecha 
15  de  Mayo  de  1895;  previos  los  trámites  del  caso,  el  infrascrip- 
to no  hizo  lugar  á  la  inhibitoria,  y  con  fecha  5  de  Agosto  del  año 
próximo  pasado  se  libró  el  exhorto  correspondiente  con  todos 
los  recaudos  exigidos,  rogándole  que  desistiera  del  peiido  de 
inhibitoria  6  remitiera  los  antecedentes  á  Y.  E.,  para  los  efec- 
tos consignados  en  el  artículo  3^  de  la  ley  de  3  de  Setiembre  de 
i878.  En  virtud  del  tiempo  transcurrido  sin  que  el  señor  juez 
de  Santa  Fé  comunicara  su  resolución,  con  fecha  29  de  Setiem- 
bre del  año  próximo  pasado  sé  reitera  el  exhorto  librado,  con  re- 
comendación de  pronto  despacho,  á  petición  del  síndico  del  con- 
curso. Este  último  exhorto  tampoco  fué  contestado  y  el  señor 
síndico  presentó  el  escrito  que  para  mayor  abundamiento  trans- 
cribo á  continuación. 


«Buenos  Aires,  Abril  3  de  1897. 


Señor  Juez  de  Comercio : 


€  Emilio  Chayla,  síndico  definitivo  del  concurso  formado  á 
los  señores  Perret  y  Orasser,  á  Y.  S.  como  más  haya  lugar,  digo: 
Que  este  concurso  está  paralizado  desde  hace  largo  tiempo,  con 
grave  detrimento  de  los  intereses  de  los  acreedores,  debido  á 
deliberada  obstrucción  opuesta  por  las  autoridades  judiciales 
de  la  ciudad  de  Santa  Fé.  Radicado  el  juicio  en  esta  ciudad, 
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presentados  ante  la  jurisdicción  de  Y.  S.  la  gran  mayoría  de 
los  acreedores  de  esta  ciadad  y  de  la  de  Santa  Fé,  todo  parecía 
indicar  que  se  llegaría  prontamente  á  la  liquidación  anhelada 
por  los  acreedores, cuando  se  recibió  el  originalísimo  exhorto  de 
inhibitoria,  por  el  cual  uno  de  los  jueces  de  aquella  provincia, 
sin  que  en  ella  se  haya  formado  concurso,  y  á  petición  del  que- 
brado prófugo,  sostiene  su  jurisdicción  para  conocer  en  el  pre- 
sente concurso.  Allí  no  hay  juicio  de  quiebra,  aquí  lo  hay;  Pe- 
rret  y  Orasser  tenían  su  principal  establecimiento  en  esta  ciu- 
dad, allí  sólo  algunos  bienes;  aquí  estaban  matriculados  como 
comerciantes,  según  resulta  del  Begistro,  en  Santa  Fé  no  figura- 
ban siquiera  ea  los  registros  públicos.  Todas  estas  circunstan- 
cias las  demostré  juntamente  con  las  razones  que  apoyan  la  ju- 
risdicción de  Y.  S.  en  mi  escrito  de  foja. . .  y  el  Juzgado  diri* 
gió  exhorto  al  Juez  de  Comercio  que  promoTíó  la  contienda, 
fundando  extensamente  la  jurisdicción  de  este  tribunal.  Este 
exhorto  se  ha  reiterado  sin  que  se  obtenga  respuesta  en  más  de 
un  año,  ni  se  consiga  que  el  Juez  de  Santa  Fé  desista  de  su  inhi- 
bitoria y  eleve  los  antecedentes  ala  Suprema  Corte  Federal* 
para  la  resolución  que  corresponda. 

<  Siendo  esto  así,  no  queda  otro  camino  que  el  de  que  Y.  S. 
acuda  á  aquel  alto  tribunal  para  que  éste  conmine  al  Juez  de 
Santa  Fé  la  remisión  de  los  antecedentes  y  termine  así  la  des- 
graciada cuestión  de  conpetencia  que  tan  estemporánea  como 
inconsultamente  se  ha  promovido. 

<  Quiera  Y.  S.  así  resolverlo,  que  será  justicia.  —  Emilio 
Chayla.  —  Drago  > . 


£1  infrascripto  proveyó  de  conformidad  al  pedido  que  se 
formula  en  el  escrito  antes  transcripto  y  es  en  su  virtud  que 
dirijo á  Y.  E.  el  presente  oficio,  rogándole  se  sirva  diotar  la 
resolución  que  corresponda,  para  evitar  que  la  paralización 
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del  concorso  pueda  ocasionar  mayores  perjaicios  á  los  acree- 
dores. 
Dios  guarde  á  Y.  E. 

Ramón  T.  Figueroa. 
Ramón  S.  Castillo. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCUBADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayo  7  de  1897. 
Suprema  Corte : 

Del  contesto  de  la  precedente  nota  se  deduce  que  tanto  el  se- 
ñor Juez  de  Comercio  de  la  Capital  como  el  de  igual  clase  de  la 
proYinoia  de  Santa  Fé,  pretenden  ejercer  jurisdicción  para  co* 
nocer  del  concurso  de  los  señores  Perret^y  Grasser,  y  que  el  úl- 
timo no  ha  contestado,  no  obstante  el  excesivo  tiempo  transcu- 
rrido, los  reiterados  exhortes  que  le  fueron  dirigidos  con  el  ob- 
jeto de  definir  la  competencia  surgida. 

En  este  concepto,  siendo  V.  E.  llamado  á  resolver,  según 
prescripción  del  artículo  3""  de  la  ley  de  3  de  Setiembre  de  1878, 
las  cuestiones  de  competencia  que  S0  suscitaren  con  motivo  de 
esa  disposición^  está  también  autorizado  para  conocer  respecto 
de  un  retardo  que  obstaculiza  el  ejercicio  de  aquella  atribu- 
ción. 

Por  ello,  pienso  que  Y.  £.  podría  dirigir  el  oficio  solicitado 
por  el  Juez  de  Comercio  de  la  Capital  al  de  igual  clase  de  la  pro- 
vincia de  Santa  Fé,  previniéndole  que  debe  resolver  sobre  la  in- 
hibitoria reclamada,  y  comunicar  su  resolución  al  juez  exhor- 
tante &  los  efectos  á  que  haya  lugar. 

Sabiniano  Kier . 
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RESOLUCIÓN  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Buenos  Aires,  Mayo  11  de  1897. 

Hágase  como  lo  dice  el  señor  Procurador  general,  librándose 
el  oficio  que  indica  al  Juez  de  Santa  ¥é,  para  que  se  pronuncie 
sóbrela  cuestión  de  competencia  pendiente^  y  proceda  en  conse- 
cuencia, como  corresponda.  Avísese  en  contestación  al  Juez  de 
la  Capital. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN. — 
OCTAVIO    BüNGE. 


CAUSA    €¥1 


El  Banco  Nacional  en  liquida^cion,  contra  don  Esteban  Chaine, 

» 

por  nulidad  de  cancelación  de  una  deuda  ;  sobre  embargo 
preventivo. 


Sumario.  —  Procede  el  embargo  preventivo  para  asegurar  el 
pago  de  una  deuda  chancelada,  sí  ha  sido  reconocida  la  existen- 
cia de  la  deuda,  y  se  alega  que  la  cancelación  fué  hecha  sin 

derecho. 
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Caso.  —  En  13  de  Noviembre  de  1893,  el  doctor  Roberto  Le- 
YingstoD,  apoderado  del  Banco  Nacional,  ocurrió  al  juzgado 
entablando  demanda  contra  don  Esteban  Ghaine,  á  fin  de  que 
se  declare  qae  son  nulas  ó  quedan  anuladas  las  cancelaciones 
hechas  en  el  Banco,  de  las  deudas  que  tenía  aquel  á  nombre  de 
la  razón  social  Isseta  j  C,  de  la  que  era  socio  capitalista,  y 
al  suyo  propio,  que  fueron  sostituidas  en  11  y  14  de  Noviembre 
de  1891  por  las  de  Dalniiro  y  Manuel  Acuña;  y  en  consecuen- 
cia» que  Ghaine  es  deudor  del  Banco  Nacional,  de  la  cantidad 
de  61.171  pesos  moneda  nacional,  que  importaban  las  deudas 
canceladas  y  sus  intereses,  debiendo  ser  condenado  en  las  cos- 
tas, daños  y  perjuicios. 

Dijo  :  Que  las  sustituciones  se  hicieron  descontando  letras  á 
Dalmiro  y  Manuel  Acuña,  y  aceptándose,  en  garantía,  bienes 
que  estos  habían  adquirido  simuladamente,  pocos  días  antes, 
de  la  suegra  y  esposa  de  Ghaine,  sin  mediar  solicitud  escrita, 
ni  asistencia  del  consejo  local,  ni  autorización  del  directorio  6 
presidente  del  Banco,  cuyo  reglamento  había  sido  violado  abier- 
tamente, lo  mismo  que  las  instrucciones  expedidas  por  aquel, 
sobre  esas  operaciones. 

Que  el  gerente  carecía  de  facultad  para  aceptarlas;  que  con 
ellas  han  sido  beneficiados  amigos  íntimos  de  aquél,  siendo 
admitidos  en  su  reemplazo,  individuos  sin  responsabilidad  al- 
guna. 

Que  en  la  causa  criminal  seguida  contra  Ghaine  y  otros,  so- 
bre defraudación,  existen  acumuladas  numerosas  circunstan- 
cias que  demuestran  el  dolo  y  fraude  con  que  ha  procedido 
Ohaine  en  las  sustituciones  y  cancelaciones  atacadas. 

Fundó  la  demanda  en  los  artícnlos  932,  935,  1045,  1930, 
1931, 1946,  1050,  506,  942.  1056,  1057, 1077  á  1079  y  1109 
del  Gódigo  Civil. 

£1  juez  confirió  traslado. 

El  demandado,  sin  evacuarlo,  opuso  la  excepción  dilatoria 
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de  litispendencia,  fundado  en  la  existencia  del  juicio  criminal 
sobre  los  mismos  hechos  que  motivan  la  acción  civil,  y  pidió  que 
fuera  admitida^  con  costas,  ai  actor. 

Este  evacuó  el  traslado  de  la  excepción,  con  fecha  A  de  Di- 
ciembre de  1893. 

En  20  de  Agosto  de  1895,  el  apoderado  del  Banco,  ocurrió  al 
juzgado,  diciendo  :  que  habiendo  terminado  el  proceso  cri- 
minal, en  que  se  fundó  la  excepción  de  litis-pendencia,  no  hay 
objeto  en  que  el  juez  se  pronuncie  sobre  ella,  y  pide  que  así  se 
declare,  mandando  que  el  demandado  conteste  el  traslado  de  la 
demanda. 

Por  otrosí  solicito  que  se  decrete,  bajo  la  responsabilidad 
del  Banco,  embargo  preventivo  de  los  mismos  bienes  del  de- 
mandado que  fueron  embargados  en  el  proceso  criminal,  librán- 
dose al  efecto  las  órdenes  necesarias . 


Í*allo  del  Jíue»  Federal 

Corrientes,  Agosto  38  de  1895. 

Vistos  :  fundándose  la  excepción  de  litispendencia,  opuesta 
por  el  demandado,  en  la  existencia  del  proceso  crimina!  que  el 
Banco  le  seguía,  y  habiendo  terminado  ese  juicio  con  la  sen- 
tencia definitiva  pronunciada  por  la  Suprema  Corte,  de  cuVa 
parte  dispositiva  se  agregará  copia,  ya  no  tiene  razón  de  ser  dicha 
excepción,  debiendo,  por  consiguiente,  el  demandado,  contestar 
derechamente  la  demanda  en  el  término  de  seis  días.  Y  consi- 
derando, en  cuanto  al  otrosí  del  precedente  escrito  :  Que  el  ob- 
jeto de  la  acción  civil  instaurada  contra  Esteban  Chaine,  y  lo 
que  se  pide  es,  según  se  expresa  claramente  en  el  segundo  y 
tercer  punto  del  escrito  de  demanda,  que  la  sentencia  definitiva 
declare  que  t  son  nulas  ó  quedan  anuladas  las  cancelaciones  he- 
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chas  en  el  Banco/ de  las  deudas  que  tenía  el  expresado  Gbaine  a 

á  nombre  de  la  razón  social  t  Isetta  y  G^  »  v  al  suyo  propio, 
que  fueron  sostituídas  el  11  y  14  de  Noviembre  de  1891  por  las 
de  Dalmiro  y  Manuel  Acuña,  y  en  consecuencia,  que  Chaine  es 
deudor  del  Banco  Nacional  en  liquidación,  de  la  cantidad  de 
61 .1 71  pesos  moneda  nacional,  qae  importaban  las  deudas  cance- 
ladas y  sus  intereses  correspondientes,  con  más  los  daños  y  per- 
juicios y  las  costas  del  juicio».  Gomo  se  ve,  no  se  trata  en  el  pre- 
sente caso,  de  responsabilidades  civiles  resultantes  de  las  opera- 
ciones sostituídas,  como  parece  insinuarlo  en  el  otrosí  el  repre- 
sentante  del  ^anco  con  las  vacilaciones  propias  en  presencia  de 
la  sentencia  absolutoria  de  culpa  y  cargo  de  la  Suprema  Gorte^ 
sino  que  esas  operaciones  vuelvan  al  mismo  6  igual  estado  en 
que  se  encontraban  antes  de  las  sustituciones.  Colocada  así  la 
cuestión  en  el  verdadero  terreno,  elegido  por  el  actor,  no  se 
alcanza  la  razón  6  el  fundamento  que  haga   procedente  el 
embargo  de  los  bienes  del  demandado,  como  medida  precau- 
toria para  asegurar  (as  resultas  del  juicio,  porque  suponien- 
do que  la  sentencia  definitiva  que  cerrase  el  pleito  le  fuese 
adversa  al  demandado,    ¿  qué  dispondría  ?   Simplemente  que 
Esteban  Chaine  no  había  dejado  de  ser  deudor  del  Banco,  de 
las  obligaciones  que  extinguió  por  medio  de  las  sustituciones 
que  se  declararían  nulas,  pero  no  iría  hasta  hacer  efectivas  esas 
obligaciones,  mandar  pagar  la  deuda  6  afianzarla  con  sus  bie- 
nes, pues  eso  sería  materia  de  otro  juicio^  y  entonces  el  secues- 
tro que  se  solicita,  no  tiene  razón  de  ser,  máxime  cuando  no 
consta,  ni  se  dice,  que  esas  obligaciones  hubiesen  estado  origi- 
nariamente gariointidas  con  los  mismof^  bienes  cuyo  embargo  se 
pide,  ó  con  otros  que  se  hubiesen  sustraído  á  la  garantía  ó  con- 
secuencia délas  mismas  sustituciones.  Por  esto,  no  se  hace  lu- 
gar al  embargo  que  se  solicita  en  el  otrosí. 

Luj  amblo. 

T.  LXYU  36 
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Lft  parte  de  Chaine  dedujo  el  recurso  de  reposieion,  y  sub- 
sidiariameDte,  los  de  apelación  y  nulidad  del  auto  anterior,  en 
cnanto  no  se  condena  al  Banco  en  las  costas  de  la  excepción 
dilatoria  de  litispendencia. 

El  apoderado  del  Banco  dedujo  iguales  recursos,  en  cnanto 
no  se  hacía  lugar  al  embargo  preventiTo. 


Ante  del  Jíuex  Federal 

1 


<  Corrientes,  Setiembre  28  de  1895. 

Vistos  7  considerando  primeramente  el  escrito  de  la  parte 
de  Esteban  Ghaine,  en  el  que  pide,  por  vía  de  reposición,  se  de- 
clare  que  las  costas  de  la  excepción  opuesta  á  la  demanda  son 
á  cargo  del  Banco:  Que  esa  declaración  no  sería  procedente  ni 
justa  en  nuestro  caso,  desde  que  ella  tendría  que  ser  una  conse- 
cuencia necesaria  de  la  solución  favorable  que  se  había  dado 
á  la  excepción  opuesta;  que  en  la  época  en  que  se  dictó  el  auto 
en  cuestión,  no  hubo  ya  necesidad  de  que  el  juzgado  se  pronun- 
ciara sobre  la  justicia  ó  improcedencia  de  esa  excepción^  por 
haber  dejado  de  tener  razón  de  ser,  según  se  expresa  en  el 
auto  referido,  y  así  lo  reconoce  el  recurrente;  que,  por  consi- 
guiente, el  excepcionante  no  puede  atribuirse  los  fueros  de  ven- 
cedor en  la  contiendu  entablada,  para  pedir  se  condene  en  las 
costas  á  su  adversario  quien,  con  igual  derecho  que  él,  podría 
creerse  también  vencedor,  yaque  no  hay  un  fallo  que  discierna 
á  quién  corresponde  la  victoria. 

Y  considerando  la  revocatoria  deducida  por  el  Banco,  de  la 
parte  del  mismo  auto,  denegatoria  del  embargo,  solicitado  en  el 
otrosí  del  escrito  que  le  antecede  :  que  por  las  razones  expues- 
tas en  el  auto  de  referencia,  que  no  han  sido  desvirtuadas  por 
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•I  reearreate,    y  por  loe  fnndamoatoa  del  esertto  del  deautn- 
dÉdo,.  debe  tenerse  sabsistente  esa  resolución. 

Por  estos  fnndamentos,  no  se  hace  iQgar  á  las  reposioiottes 
solicitadas,  y  en  virtud  de  las  apelaciones  sabsidiariamente  in- 
terpuestas, que  se  conceden,  remítanse  los  antos  á  la  Soprema 
Corte,  á  costas  de  ambas  parteas,  con  el  oficio  de  estilo,  sin  espe- 
cial condenación  en  las  costas,  por  reputarse  compensadas  las 
que  han  debido  ser  recíprocamente  i  cargo  del  demandante  y 
demandado  en  los  incidentes  resueltos  por  este  auto.  Hágase 
saber  en  el  original  y  repónganse. 

Lujambio . 


Valto  «•  te  SvtpMMA  Cmrim  (1) 


Buenos  Aires,  Mayo  13  de  1897. 

Vistos  :  Considerando :  Primero.  Que  el  embargo  preyentivo 
solicitado  por  el  representante  del  Banco  Nacional  á  foja  trein- 
ta y  niie?e  Tuelta,  tiene  por  objeto  asegurar  las  responsabili- 
dades de  don  Esteban  Chaine,  para  el  pago  de  la  deuda  de 
sesenta  y  un  mil  ciento  setenta  y  un  pesos  moneda  nacional  y 
sus  intereses,  que  aquél  pretende  pesa  sobre  este  último  á  fa- 
vor del  Banco,  su  representado,  en  virtud  de  los  antecedentes 
y  hechos  relacionados  en  la  demanda  de  foja  primera. 

Segundo.  Que  para  declarar  si  procede  ó  no  dicho  embar- 
go, corresponde  examinar  si  el  caso  se  halla,  ó  no,  comprendido 


(1)  La  causa  XXXVI,  que  aparece  en  la  página  47  de  este  tomo,  fué  fa- 
llada en  la  misma  fecha  que  la  presente,  y  no  en  Marzo,  como  figura  allí. 
Los  antecedentes  de  ésta  son  iguales  á  aquella  y  á  los  que  se  mencionan 
en  la  nota  de  la  página  50. 
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tanto  en  la  disposición  del  artículo  cincuenta  y.  cinco^  inciso 
tercero,  de  la  ley.  de  enjuiciamiento  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  bajo  cuyo  imperio  se  pidió  y 
falló  en  primera  instancia  el  embargo  solicitado,  como  en  las 
disposiciones  concordantes  sobre  la  materia  del  título  trece  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  vigente  en  esta  Capital^  que 
por  la  ley  número  tres  mil  trescientos  setenta  y  cinco  se  ha  in- 
corporado últimamente  á  aquella  ley,  ó  sea,  si  la  deuda  por  la 
cual  se  pide  el  arraigo  de  Esteban  Chaine,  bajo  las  repousabíli- 
dades  del  Banco,  se  halla  6  no  acreditada  con  escritura  autén- 
tica ú  otra  prueba  fehaciente. 

Tercero.  Que  por  las  constanci^is  del  proceso  criminal  segui- 
do á  Teodoro  Brasch  y  otros,  inclusive  Esteban  Chaine,  por  de- 
fraudación, y  que  esta  Suprema  Corte  ha  tenido  á  la  vista,  se 
halla  plenamente  comprobado,  hasta  por  declaración  del  misino 
Esteban  Chaine,  que  él  adeudaba  al  Banco  Nacional,  por  capí* 
tal  é  interereses,  la  suma  á  que  se  refiere  la  demanda  de  foja 
primera  y  que  canceló  su  deuda  mediante  la  operación  concer- 
tada con  el  ex-gerente  Brasch,  de  sustituir,  como  deudor  de 
su  obligación,  á  Dalmiro  Acuña,  qje  asumió  la  de  pagar  aque- 
lla con  hipoteca  de  varias  propiedades. 

Cuarto.  Que  es  también  un  hecho  incontestable  que  en  la 
sentencia  de  esta  Suprema  Corte,  que  se  registra  en  la  serie 
cuarta,  tomo  diez,  página  doscientos  setenta  y  siete,  y  que 
absolvió  de  culpa  y  cargo  á  los  procesados  en  el  juicio  de  la  re- 
ferencia^ al  apreciarse  las  operaciones  de  sustitución  practica- 
das por  el  ex-gerente  Brasch,  con  el  mérito  de  los  hechos  justi- 
ficados en  el  proceso,  se  hizo  la  siguiente  declaración  :  t  Es  in- 
dudable que  al  producir  esas  operaciones  el  ex-gerente  Brasch 
ha  excedido  las  facultades  del  mandato  que  le  había  conferido 
el  Banco  Nacional». 

Quinto.  Que  dado  el  mérito  de  esta  declaración,  hecha  de  con- 
formidad con  la  disposición  del  artículo  cuatrocientos  noventa  y 
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cinco,  inciso  cuarto,  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal, 
7  el  del  reconocimiento  judicial  de  la  deuda,  hecho  por  Esteban 
Chaine  á  que  se  refiere  el  tercer  considerando  de  esta  resolu- 
ción, es  indudable  que  el  embargo  preventivo  solicitado  por  el 
representante  del  Banco,  á  foja  treinta  y  nueve  vuelta,  se  halla 
comprendido,  no  sólo  en  la  disposición  del  artículo  cincuenta  j 
cinco,  inciso  tercero,  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  sino  también 
en  los  artículos  cuatrocientos  cuafenta  y  tres,  inciso  segundo,  y 
cuatrocientos  cuarenta  y  ocho  del  Código  de  Procedimientos  de 
la  Capital,  para  declarar  su  procedencia,  sin  que  á  ello  obsten 
los  términos  del  petitium  de  la  demanda  de  foja  primera,  ni  la 
resolución  que  en  definitiva  haya  de  pronunciarse,  según  se  des- 
prende del  texto  mismo  del  artículo  cincuenta  y  cinco  de  la  ley 
de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres. 

Por  estos  fundamentos :  se  revoca  el  auto  de  foja  cuarenta  y 
cuatro  vuelta,  en  cuanto  no  hace  lugar  al  embargo  preventivo 
solicitado  en  el  otrosí  del  escrito  de  foja  treinta  y  nueve,  el  cual 
se  declara  procedente;  y  en  virtud  de¡las  consideraciones  aduci- 
das en  la  primera  parte  del  auto  de  foja  cincuenta  y  ocho  vuelta, 
se  confirma  el  de  foja  cuarenta  y  cuatro,  en  cuanto  no  contiene 
la  condenación  en  costas,  reclamada  á  foja  cuarenta  y  siete. 
Notifíquese  con  el  original  y  devuélvanse. 

ABEL  BAZAN.  —  JUAN  E.  TORRBNT. 

—  OCTAVIO  BCNGE  (en  disi- 
dencia). 


DISIDENCIA 


Vistos  :  Por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  cincuenta  y 
ocho  vuelta,  y  por  los  del  de  foja  cuarenta  y  cuatro  vuelta,  en 
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lo  relativo  al  embargo  preventivo,  se  oonfírma  éste,  en  cnanto 
no  se  hace  Ingar  á  dicho  embargo  j  no  contiene  la  oondenacion 
en  costas  reclamada  á  foja  cuarenta  y  siete.  Devnélvanse. 

OCTAVIO  BUNGE. 


CAUSA  <;¥II 


Don  Carlos  Hirck,  contra  la  provincia  de  Buenos  Aires;  sobre 

cobro  de  pesos  ;  por  danos  y  perjuicios 


Sumario.  —  Para  que  sea  procedente  la  demanda  por  canti- 
dad de  pesos  procedentes  de  daños  y  perjuicios,  en  cuyo  juicio 
se  ha  abierto  la  causa  á  prueba  sobre  la  existencia  y  monto  de 
los  perjuicios,  y  responsabilidad  del  demandado,  es  necesario 
que  el  actor  demuestre  no  solamente  su  derecho  á  ser  indemni- 
zado, sino  también  la  realidad  y  la  importancia  de  los  daños  y 
perjuicios  sufridos. 


Caso,  —  Lo  explica  el 
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Fallo  i|e  I»  Sviljir^iiMi  C)art9 


Baenos  Aires,  Mayo  13  de  1897. 

Yistos:  Los  segaídos  origiaariameate  ante  esta  Saprema 
Corte  por  don  Carlos  Hirek,  contra  la  proviacía  de  Buenos  Ai- 
re9,  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  cobro  de  canti- 
dad de  pesos,  de  los  qoe  resulta : 

Qaa  por  la  demanda  de  foja  tres,  don  Carlos  Hirck  pidió  se 
condenase  á  la  provincia  de  Buenos  Aires  á  abonarle  en  primer 
logar  la  suma  de  cien  mil  pesos  moneda  nacional^  en  que  es- 
timaba los  daños  y  perjuicios  que  dice  haberle  causado  por  fal- 
ta de  cumplimiento  de  un  contrato  que  celebró  con  la  Dirección 
de  ferrocarriles  déla  provincia^  para  la  construcción  de  cuatro 
galpones  en  la  estación  €  Once  de  Setiembre»  de  esta  capital, 
y  en  segundo  lugar,  la  de  diez  mil  ciento  veinte  pesos  de  igual 
moneda,  valor  de  trabajos  ejecutados  fuera  de  los  convenidos 
en  el  contrato,  y  que  dice  no  se  le  han  pagado. 

Que  fundando  la  primera  parte  de  esta  demanda,  el  actor  ha 
alegado  que  cumplió  estrictamente  las  obligaciones  que  le  im- 
ponía el  contrato,  mientras  que  la  Dirección  de  ferrocarriles 
ñú  hizo  lo  mismo  por  su  parte^  á  pesar  de  las  continuas  y  reite- 
radas exigencias  de  Hirck,  pues  había  faltado  á  las  siguientes 
condiciones : 

Primera:  Que  debiendo,  según  el  contrato,  hacerse  la  delinca- 
ción sobre  el  terreno  por  los  ingenieros  oficiales  dentro  de  veinte 
dias  á  contar  desde  la  fecha  en  que  se  firmó  aquel,  esta  cláusu- 
la no  se  cumplió,  retardándose  la  delineacion  más  de  tres  me- 
sas, y  obligando  á  Hirck  á  esperar  con  todos  los  elementos  pre- 
parados para  emprender  los  trabajos; 

Segunda  :  Que  era  convenido  que  la  Dirección  de  ferrocarriles 
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entregara  los  planos  para  las  obras  dentro  de  un  breve  plazo,  y 
tampoco  lo  cnmplió,  llegando  la  demora  hasta  el  año  de  mil 
ochocientos  noventa,  en  que  se  dieron  todos  los  planos ; 

Tercera:  Qae  la  Dirección  de  ferrocarriles  había  tomado  de  su 
cuenta  la  colocación  de  tirantes  de  fierro,  pero  que  no  se  preo- 
cupó de  hacerlo  en  los  momentos  oportunos,  poniendo  así  al 
contratista  en  la  necesidad  de  suspender  la  obra  varias  veces,  y 
causándole  pérdidas  crecidas  por  el  pago  de  oficiales  y  peones ; 

Cuarta:  Que  al  hacer  el  presupuesto  para  la  licitación,  tomó 
Hirck  por  base  todos  los  trabajos  que  debían  practicarse,  cal- 
culando que  si  sufría  pérdidas  en  unos  casos,  pudiera  ser  compen- 
sada con  ganancias  en  otros,  pero  que  la  contraparte  se  consideró 
con  derecho  para  modificar  lo  pactado  ásu  an(ojo,  y  suprimió 
dos  mil  ciento  ochenta  metros  de  muros  exteriores,  obra  que 
estaba  contratada  á  precio  conveniente ; 

Quinta :  Que  los  pagos  debían  hacerse  del  primero  al  diez  de 
cada  mes,  y  que  esta  cláusula  delcompromiso  fué  violada  escan- 
dalosamente, pues  que  muchas  veces  pasaron  hasta  cuatro  me- 
ses sin  que  se  entregase  ni  un  solo  centavo  ; 

Sexta :  Que  á  pesar  de  haberse  estipulado  el  pago  en  dinero, 
se  obligó  al  contratista  á  recibir  letras,  cuyo  valor  era  ínfimo;  y 
.  Séptima :  Que  la  cuenta  debía  arreglarse  de  común  acuerdo, 
y  que  sin  embargo  la  Dirección  de  ferrocarriles  lo  hizo  á  su  ca- 
pricho, y  no  aceptó  ni  siquiera  observaciones  de  la  parte  de 
Hirck. 

Alegó  también  que  su  derecho  para  reclamar  de  la  provincia 
de  Buenos  Aires  la  indemnización  dé  los  perjuicios  que  se  le  ha- 
bían causado  era  indudable,  pues  el  caso  estaba  previsto  y  re- 
suelto por  el  Código  Civil  en  sus  artículos  mil  ciento  noventa 
y  siete,  mil  ciento  noventa  y  ocho, mil  ciento  nueve  y  mil  ciento 
diez;  y  en  cuanto  á  la  importancia  de  los  perjuicios,  para  cal- 
cularlos, dijo  que  bastaba  tener  en  cuenta  la  enorme  deprecia- 
ción sufrida  por  el  papel  en  el  tiempo  que  perdió  el  empresa^- 
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rio  para  constrair  lós  galpones,  por  culpa  de  la  Direcoiotí  de 
los  ferrocarriles,  pues  á  haberse  oamplido  por  ésta  el  coutra- 
to,  Hirck  habría  terminado  las  obras  antes  de  la  gran  baja  del 
papel,  pagando  los  materiales*  á  un  precio  ínfimo  relati?amente 
al  que  por  culpa  de  la  Dirección  tuvo  que  abonar  más  tarde. 

En  justificación  ó  confirmación  de  sus  pretensiones  hizo  pre- 
sente el  actor  que  los  nuevos  propietarios  del  Ferrocarril  del 
Oeste  habían  abonado  á  los  constructores  cuyos  contratos  eran 

• 

de  fecha  atrazada,  un  setenta  por  ciento  de  aumento  sobre  los 
preqios  estipulados  anteriormente,  y  que  así  aconsejaron  que  se 
hiciese  los  señores  Binguelet  y  Salinas,  gefes  de  vía  y  obras 
délos  ferrocarriles  de  la  provincia. 

Expuso,  finalmente,  que  si  á  esto  se  agregaban  las  pérdidas 
que  como  empresarios  habían  sufrido,  obligando  al  actor  á  dejar 
sin  efecto  contratos  ventajosos  celebrados  por  él,  para  la  adqui- 
sición de  materiales,  se  comprendería  que  era  muy  moderado  el 
apreciar  los  perjuicios  en  cien  mil  pesos  moneda  nacional. 

Que  respecto  á  la  segunda  parte  de  la  demanda,  el  actor  ofre- 
ce justificar  el  cobro  que  hace  con  la  prueba  correspondiente. 

Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  el  representante  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires  lo  evaruó  á  foja  cuarenta  y  cinco,  pi- 
diendo el  rechazo  de  ella,  con  costas,  y  exponiendo :  Que  la  de- 
manda de  Hirck  no  era  más  que  una  resurrección  tardía  de  pre- 
tensiones que  se  habían  ventilado  ante  todas  las  oficinas  del 
ministerio  de  obras  públicas  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
desde  antes  de  mil  ochocientos  noventa,  en  buscado  una  in- 
demnización imposible,  por  perjuicios  imaginarios. 

Que  de  todos  los  hechos  en  que  se  funda  la  demanda,  el  único 
que  era  cierto  y  reconocía,  es  que  antes  de  empezarse  las  obras 
contratadas  con  el  demandante,  hubo  una  demora  de  tres  meses 
para  dar  el  trazado  de  los  galpones ;  pero  que  esa  demora  no 
podía  haber  pausado  al  demandante  perjuicio  de  ningún  género, 
precisamente  por  haberse  producido  antes  déla  iniciación  de 
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los  trabajos,  caando  Eircb  no.  podía  haber  acamalado  ele* 
meatos,  ni  menos  contratado  obreros  con  salario  fijo  y  obligato- 
rio, sin  acQS9T  una  improTision  é  incapacidad  tan  manifie^ 
qae  lo^constituiría  á  él  en  único  culpable  de  los  perjuioios  que 
por  esa  cansa  hubiere  sufrido,  y  porque  siendo  el  contrato  de 
cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  la  damora  se 
produjo  mucho  antes  de  la  suba  del  oro. 

Que,  sin  embargo,  el  veintisiete  de  Noviembre  de  mil  ocho-r 
cientos  ochenta  y  nueve  el  Consejo  consultivo  de  los  ferroca- 
rriles de  la  provincia,  le  aumentó  sobre  el  precio  convenido  nu 
treinta  por  ciento  por  las  obras  ejecutadas,  es  decir,  por  todas 
las  obras  contratadas,  aumento  que  se  le  liquidó  y  cobró,  con 
lo  que  quedaron  más  que  compensados  los  perjuicios  de  la  de- 
mora y  pequeña  alza  á  que  en  esa  época  había  llegado  el  precio 
del  oro. 

Que  como  el  ingeniero  Binguelet  había  informado  qiie  se  po- 
dían aumentar  en  un  cincuenta  por  ciento  esos  mismos  precios, 
Hirck  insistió  en  sus  pretensiones,  alegando  los  supuestos  per- 
juicios de  la  suba  del  oro,  de  los  que,  en  todo  caso,  no  era  culpa- 
ble la  provincia,  ni  estaba  ésta  obligada  á  resarcir,  y  sn  preten- 
sión le  fué  desechada  por  la  Dirección  de  ferrocarriles  en  No- 
viembre veintiséis  de  mil  ochocientos  noventa,  por  no  haberse 
ejecutado  nuevos  trabajos  después  de  la  fecha  en  que  se  le  favo- 
reció con  el  aumento  de  treinta  por  ciento. 

Que  el  Poder  Ejecutivo,  previos  los  informes  más  detallados, 
de  todas  las  oficinas  que  habían  intervenido  en  esas  obras  en- 
tregadas á  la  empresa  adquirente  de  los  ferrocarriles  de  la  pro- 
vincia el  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa,  y  después 
d«  constatado  un  saldo  de  pesos  mil  treinta  y  dos  con  veinte  y 
siete  centavos  moneda  nacional,  en  contra  del  empresario,  por 
abonos  hechos  de  más,  confirmó  aquella  resolución  en  veinte  y 
seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  con  el  dictamen 
del  asesor  del  gobierno. 
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Que  00  tenia  para  qa^  ocnparse  ano  por  ano  de  los  siete  car* 
gos  que  seliacenenla  demanda,  desde  que  ha  negado  eo  ab^ 
soloto  los  hechos  en  qaese  fundan,  eon  etcepeion  de  ano,  perú 
que  érela  conveniente  hacer  notar  respecto  del  cnarto,  que  ao 
coBsta,  en  ninguno  de  los  expedientes  administratÍYOs,  que  se 
hayan  suprimido  obras  de  las  acordadas  en  el  contrato,  j  orde* 
nadóla  construcción  de  otras,  ni  menos  que  éstas  hayan  dejado 
de  pagarse,  pues  el  construetor  había  recibido  un  excedente  de 
más  de  mil  pesos  sobre  el  valor  de  sus  trabajos. 

Que  la  causa  se  recibió  á  prueba  por'el  auto  de  foja  cincuenta 
y  tres  vuelta,  expresándose  que  debía  versar,  la  testimonial,  en 
cuanto  fuese  procedente,  sobre  los  siguientes  puntos :  primero, 
sóbrela  existencia  de  perjuicios  y  su  monto;  segundo,  sobre 
responsabilidad  de  la  provincia;  y  tercero,  sobre  la  ejecución 
de  obras  por  parte  del  demandante  no  .comprendidas  en  el  cou'^ 
trato. 

Que  producida  la  prueba  de  que  instruye  el  certificado  de  fo- 
ja doscientas  veintinueve  vuelta,  ambas  partes  han  alegado  so- 
bre  su  mérito,  quedando  después  de  esto  conclusa  la  causa  para 
definitiva;  y 

GoBsiderundo :  Que  para  ser  procedente  una  demanda  por  da- 
ños y  perjuicios,  es  necesario  que  el  que  la  intenta  demuestre 
ne  solamente  su  derecho  á  ser  indemnizado,  lo  que  implica  ala 
ves  demostrar  la  responsabilidad  del  demandado,  sino  que  prue- 
be también  la  existencia  de  los  daños  y  perjuicios  recibidos,  así 
como  su  importancia,  á  fin  de  poder  determinar  la  suma  que 
deba  mandársele  abonar. 

Que  á  esta  exigencia  de  derecho  ha  respondido  elauto  de  prue- 
ba, al  fijar,  como  lo  ha  hecho,  el  primero  y  segundo  puntos  que 
en  él  se  indican,  para  que  sobre  ellos  versase  la  prueba  testi- 
monial en  lo  que  fuere  procedente. 

Que  eon  tal  motivo,  para  declarar  la  procedencia  de  la  de- 
manda deducida  por  don  Carlos  Hirek  á  foja  tres,  es  indispensa* 
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ble  que  resulten  de  esjbos  autos  acreditados  los  extremos  antes 
indicados. 

Que  examinadas  las  constancias  de  autos  con  relación  al  pri- 
mero de  esos  extremos^  ó  sea  al  derecho  que  asiste  áHirc^  para 
ser  indemnizado  de  los  daños  ;  perjuicios  que  dice  haber  sufri- 
do, se  ve  que  deriva  ese  derecho  de  la  falta  de  cumplimiento 
por  falta  de  la  Dirección  de  ferrocarriles  de  la  provincia,  de 
varias  cláusulas  del  contratoque  celebró  con  ella  para  la  cons- 
trucción de  galpones  en  la  estación  Once  de  Setiembre,  alegan- 
do que  esa  falta  de  cumplimiento  le  ha  ocasionado  considerables 
daños  y  perjuicios  que  debe  indemnizarle  la  provincia  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  mil  ciento  nueve  j  mil  ciento 
diez  del  Código  CiviL  " 

Que  es  de  observar,  en  cuanto  al  hecho  alegado  sobre  dicha 
falta  de  cumplimiento,  qixe  él  está  comprobado  en  lo  referente* 
á  los  cargos  primero,  tercero,  quinto  y  sexto,  que  ha  formulado 
Hirck  en  su  demanda;  el  primero,  por  haber  reconocido  su  ver- 
dad el  representante  de  la  Provincia  en  la  contestación  de  la 
demanda;  el  tercero,  porque  declaran  que  es  cierto  los  ingenie- 
ros que  estuvieron  empleados  en  el  ferrocarril  y  queha  presen- 
tado como  testigos  el  demandante;  y  el  quinto  y  sexto,  porque 
resaltan  justificados  del  informe  de  la  Contaduría  general  de  la 
Provincia,  de  foja  ciento  cincuenta  y  uno,  y  del  certificado  de 
pagos  de  la  misma,  de  foja  ciento  dos,  por  el  cual  aparece  que 
recibió  una  letra,  aunque  no  se  ha  probado  que  fuera  compeli- 
do  á  tomarla. 

Por  lo  que  hace  á  los  otros  cargos,  ó  no  están  justificados  con 
la  prueba  correspondiente  queha  debido  producir  y  no  ha  pro* 
ducido  el  actor,  como  ha  sucedido  con  el  cuarto  y  séptimo,  ó 
bien  no  puede  aceptarse  como  falta  que  responsabilize  á  la  pro- 
vincia la  imputación  que  se  le  ha  hecho  á  la  administración  de 
ferrocarriles  en  el  cargo  número  dod,  por  no  haber  entregado  de 
una  vez  todos  los  planos  de  las  obras  de  Hirck,  porque  ni  era  ne- 
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cesarlo,  ni  se  acostambraba  hacerlo,  como  lo  ha   declarado  el 
ingeniero  Bastos  Morón,  testigo  de  su  parte. 

Qáe  dado  qne  los  hechos  comprobados  por  Hirck  como  otras 
tantas  faltas  á  lo  estipulado  en  el  contrato,  le  hayan  causado  da- 
nos 7  perjuicios,  esevidente  qne  su  derecho  á  ser  indemnizado 
de  ellos  no  se  fundar(a  en  los  artículos  mil  ciento  nueve  j  mil 
ciento  diez  del  Código  Civil,  como  lo  pretende,  porque  en  estas 
disposiciones  no  se  comprenden  los  hechos  ó  las  omisiones  en  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  convencionales,  según  se  es- 
tablece en  el  artículo  mil  ciento  siete  del  mismo  Código,  sino 
que  sn  derecho  se  regiría  por  el  artículo  quinientos  ocho  del  ci- 
tado Código,  siendo  en  su  mérito  que  tendría  el  de  ser  indem-- 
nizado  de  los  dañóse  interesesque  la  morosidad  de  la  adminis- 
tración de  ferrocarriles  le  hubiere  cansado  en  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  contraidas  por  su  parte. 

Que  la  administración  de  ferrocarriles,  conforme  á  ladisposi- 
oion  del  artículo  quinientos  nueve  del  Código  Civil,  ha  incurri- 
do en  mora  para  cumplir  las  obligaciones  á  que  se  ha  referido 
Hirck,  y  que  se  expresan  en  los  cargos  que  ha  justificado,  no 
puede  haber  la  menor  duda,  ya  se  tenga  presente  para  ello  los 
reqnerimientos  extrajudiciales  de  que  instruyen  las  copias  de 
las  cartas  que  se  registran  en  el  expediente  administrativo  pre- 
sentado en  calidad  de  prueba  por  el  apoderado  de  la  Provincia, 
ó  bien  la  naturaleza  y  circunstancias  de  las  obligaciones  que  di- 
cha Administración,  por  hecho  imputable  á  la  misma,  dejó  de 
cumplir  en  el  tiempo  y  forma  estipulados  en  el  contrato. 

Que  demostrado  así  que  el  demandante  ha  justificado  el  pri- 
mero de  los  extremos  de  su  demanda,  6  sea  el  derecho  que  le 
«asiste  para  ser  indemnizado  de  los  perjuicios  que  haya  podido 
recibir,  resta  examinar  si  ha  probado  que  realmente  existan  los 
perjuicios  que  menciona  en  su  demanda,  y  el  monto  que  les 
atribuye. 

Que  de  la  prueba  producida  en  autos  con  relación  al  segundo 
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extremo  de  la  demanda,  óseaá  la  existenoia  de  perjuicios,  sólo 
resaltan  probados  los  siguientes  hechos:  Primero,  que  Hirck 
realmente  acumulólos  elementos  necesarios  para  la  obra,  ewui- 
do  se  firmó  el  oon'trato,  teniendo  que  e^tperMr  eon  ellos  tres  me- 
ses  hasta  que  le  dieron  el  terreno  delineado  para  comenzar,  — 
lo  que  está  probado  por  la  afirmación  del  apoderado  de  la  Pro«» 
vinoia  en  la  octava  posición  del  interrogatorio  de  foja  ochenta; 
Segundo^  que  la  obra  sv  snspendió  dos  veces  por  no  tener  la  Ad- 
ministracionde  ferrocarriles  de  la  Provincia  las  armadnras  me- 
tálicas para  el  techo  de  los  galpones,  cuya  colocación  era  de  su 
cuenta,  según  consta  de  las  declaraciones  de  ios  ingenieros  que 
intervinieron  en  las  obras;  Tercero,  que  la  demora  en  el  pago 
délos  certificados  de  las  obras  ha  sido  en  algunos  de  muy  pocos 
días,  los  necesarios  para  la  tramitación,  pero  en  otras  ha  durada 
hasta  cerca  de  un  mes,  como  lo  informa  la  Contaduría  de  laPro- 
vincia  á  foja  ciento  cincuenta  y  una;  y  Cuarto,  qoe  la  cotiaacion 
del  oro  con  relaeion  al  billete  de  curso  legal,  en  que  se  contrató 
la  construcción  de  los  galpones,  tuvo  la  oscilación  de  que  ins- 
truye el  certificado  de  foja  setenta  y  siete  vuelta. 

Que  si  es  indudable  que  por  razón  de  estos  hechos  algunos 
perjuicios  se  han  ocasionado  áHirck,  como  lo  declaran,  con  res- 
pecto á  la  suspensión  de  las  óbraselos  ingenieros  presentados  co- 
mo testigos  en  la  causa,  no  es  menos  cierto  también  que  tales 
perjuicios,  cuyo  monto  ellos  no  han  podido  fijar  por  falta  de  los 
datos  necesarios,  están  muy  lejos  de  revestir  la  importancia 
que  les  atribuye  el  demandante,  mayormente  cuando  no  ha 
producido  prueba  alguna  para  justificar  la  existencia  de  los  que 
alega  haber  sufrido  por  las  siguientes  causas:  primera,  por  ha- 
ber pagado  salarios  á  oficiales  y  peones  durante  la  suspensión  . 
de  las  obras,  pago  que  no  acostumbra  hacer  ningún  empresario, 
tratándose  de  una  demora  de  cierta  duración^  según  lo  ha  de- 
clarado á  foja  noventa  y  cuatro  el  ingeniero  Bustos  Morón,  tes- 
tigo de  Hirck;  segunda,  por  pérdidas  sufridas  á  consecuencia 
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de  ^abet  dejado  sin  efeeto  contratos  yeutajosod  para  la  adqnisi- 
croo  de  materiales^  loqae,  á  ser  cierto,  debió,  para  justificarlo» 
presentar  los  respectiros  contratos,  cosa  que  no  ha  hecho;  y 
bercera,  por  haber  pagado  más  caro,  materiales  para  las  obras, 
por  la  depreciación  de  la  moneda  corriente . 

Qae  sobre  este  último capitnlo  de  perjuicios  es  de  tener  pre- 
sente,para  declarar  la  improcedencia  de  la  demanda,  qne  Hirok 
celebró  con  la  Dirección  de  ferrocarriles  el  contrato  de  qae  se 
trata,  bajo  el  régimen  de  la  moneda  decurso  legal,  estipulando 
que  en  ella  debían  serle  abonados  sus  trabajos,  lo  que  implica 
ciertamente  que  corrían  de  su  cuenta  las  fluctuaciones  qne  ex* 
perimentase  con  relación  al  oro,  como  corría  de  su  cuenta  tam- 
bién el  valor  de  los  materiales  j  obras  de  mano,  aun  cuando  en- 
careciese, por  ser  empresario  délas  obras  contratadas á  precios 
unitarios,  lo  que  rale  decir,  en  la  condición  prevista  por  el  ar- 
tículo mil  seiscientos  treinta  y  tres  del  Código  Civil,  el  cual 
dispone  que  el  locador  de  las  obras  no  puede,  en  ese  caso,  pedir 
bajo  ningún  pretexto,  aumento  de  precio. 

Que  á  pesar  de  esto  la  Dirección  de  ferrocarriles,  según  cons- 
ta á  foja  veintiséis  del  expediente  administrativo,  qne  corres- 
ponde á  foja  ciento  treinta  y  siete  de  los  autos  corrientes,  au- 
mentó á  Hirck  el  treinta  por  ciento  del  valor  de  todos  los  tra- 
bajos, con  excepción  de  los  de  albañilería,  habiéndose  estable- 
cido el  precio  de  los  trabajos  no  concluidos  de  acuerdo  con  el 
empresario,  y  aumentado  también  el  treinta  por  ciento  como 
allí  mismo  se  expresa. 

Que  con  este  motivo,  y  resultando  de  los  informes  de  la  Con- 
taduría de  la  Provincia  de  foja  ciento  quince,  y  del  comisiona- 
do oficial  señor  Miguel Tedin,  de  foja  ciento  noventa  y  cinco,  qno 
se  ha  entregado  á  Hirck,  en  pago  de  las  obras  hechas  por  cuen- 
ta de  la  Provincia,  el  precio  en  que  ellas  se  han  liquidado  con  su 
intervención,  por  los  ingenieros  del  ferrocarril,  y  un  exceso, 
además,  de  mil  treinta  y  dos  pesos  veintisiete  centavos  moneda 


416  FALLOS   DB   LA  SUPREMA  CORTE 

nacional,  sin  que  conste  que  el  referido  Hirck  al  recibir  el  im- 
porte de  los  certificados  de  liquidación,  que.  ha  cobrado  de  la 
Tesorería  de  la  Provincia,  haya  hecho  reserva  alguna  sobre  los 
intereses  correspondiente^^  al  capital  que  se  le  adeudaba,  es 
claro  que  no  ^iiede  conservar  derecho  contra  la  Provincia  para 
cobrar  tales  intereses,  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo seiscientos  veinte  y  cuatro  del  Código  Civil,  como  no  tie- 
ne tampoco  derecho  para  demandar  indemnización  alguna,  des- 
pués de  pagado  el  precio  de  las  obras  con  el  treinta  por  ciento 
mencionado,  ya  sea  dicha  indemnización  por  el  perjuicio  pro- 
veniente de  haber  tenido  acumulada  durante  tres  meses  una 
porción  de  materiales,  antes  de  iniciar  las  obras,  ja  por  el  ma- 
yor valor  de  materiales  que  se  pretendiese  que  debiera  ser  ácar- 
go  de  la  Dirección  de  ferrocarriles,  desde  que  en  ambos  casos  el 
pago  aceptado  del  precio  de  las  obras  contratadas  con  el  aumen- 
to indicado  7  sin  reserva  de  ningún  género  de  parte  del  empresa- 
rio, no  puede  menos  que  significar  chancelación  definitiva  de 
cuentas. 

Que  nada  vale  para  desvirtuar  la  verdad  de  esta  conclusión, 
la  circunstancia  de  que  el  ingeniero  Bingnelet,  gefe  de  vía  y 
obras,  hubiese  opinado  que  se  aumentase  en  un  cincuenta  por 
ciento  el  precio  de  las  obras  contratadas  por  Hirck,  en  vez  del 
treinta  por  ciento  que  se  le  acordó,  como  nada  importa  tampoco 
que  la  Compañía  que  sucedió  á  la  Provincia  en  la  propiedad  del 
ferrocarril  hubiese  aumentado  en  un  setenta  por  ciento  el  pre. 
ció  de  las  obras  que  faltaba  ejecutar,  porque  el  diferente  crite- 
rio de  Ringuelet  pudo  obedecer  á  un  sentimiento  de  mayor  ge- 
nerosidad, que  de  equidad  y  justicia  en  favor  de  Hirck,  como 
pudo  ser  igualmente  equitativa  la  Compañía,  nueva  propietaria 
déla  línea, acordándosele  el  setenta^ov ciento^  que  lo  fué  la  Di- 
rección de  ferrocarriles  fijando  el  treinta^  porque  así  lo  aconse- 
jasen las  diferentes  circunstancias  en  que  se  hizo  el  respecti- 
vo aumento;  siendo  mucho  mayor  el  precio  del  oro,  cuando  el 
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ferrocarril  pasó  á  poder  de  la  Compañía,  que  lo  fué  cuando  per- 
tenecía ¿  la  Fiovincía,  como  lo  acredita  la  planilla  de  cotiza- 
ciones de  foja  setenta  y  siete  vuelta. 

Que,  finalmente,  Hirck  no  ha  probado  la  segunda  parte  de  su 
demanda,  6  sea  que  le  adeuda  la  Provincia  la  suma  de  diez  mil 
ciento  veinte  pesos  moneda  nacional,  por  valor  de  obras  que  di- 
ce haber  hecho  fuera  del  contrato,  como  se  demuestra  detalla* 
damenteen  el  informe  de  foja  doscientas  veintisiete  del  perito 
don  Alberto  de  Gainza,  del  cual  resulta  que  las  obras  que  por 
tal  concepto  hizo  Hirck,  no  han  sido  por  el  valor  de  aquella  su- 
ma, 7  todas  le  han  sido  abonadas. 

Por  estos  fundamentos,  no  se  hace  lugar  á  la  demanda  de  fo- 
ja tres,  de  la  que  se  absuelve,  en  consecuencia,  á  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  debiendo  las  costas  del  juicio  pagarse  en  el  or- 
den causado.  Notifíquese  con  el  original,  y  repuestos  los  sellos 
archívese . 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAlt. 
—  OCTAVIO  BDNGE .  —  JUAN 
E.   TORBENT. 


CAUSA  CVIII 


Don  Gotardo  Hoffmann,  contra  don  Cándido  Novillo^  sobre 

interdicto  de  despojo 

Sumario. —  El  permiso  dado  por  el  propietario  de  nn  campo, 
para  que  sus  vecinos  hagan  en  él  estudios  de  nivelación,  con  el 

T.  IXTII  27 


418  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

objeto  de  adquirir  una  servidumbre  de  acueducto,  no  importa 
concederles  la  posesión  del  campo ;  y  su  retiro  ó  suspensión  no 
puede  dar  logar  al  ejercicio  de  acciones  posesorias. 


Caso.  —  Resulta  del 


Fallo  del  Jues  Federal 

Córdoba,  Julio  23  de  1896. 

Vistos:  El  doctor  Eufrasio  S.  Loza,  en  representación  de 
don  Gotardo  Hoffmann,  se  presenta  exponiendo:  Que  tanto  él 
como  su  representado  y  el  señor  Alberto  de  la  Lastra,  son  due- 
ños respectivamente  de  tres  lotes  de  terreno  situados  en  el  de- 
partamento Colon  de  esta  provincia. 

Que  con  el  objeto  de  regar  esos  terrenos,  solicitaron  de  la 
administración  provincial  para  cada  uno  separadamente  una 
concesión  de  agua,  encargándose  el  doctor  Loza  de  los  trabajos 
del  canal  respectivo  en  términos  convenidos  de  antemano.  Di- 
cho canal  debía  atravezar  un  campo  perteneciente  al  señor 
Cándido  Novillo,  y  como  se  trataba  de  uua  servidumbre  crea- 
da por  la  ley,  como  es  la  de  acueducto,  el  señor  Lastra,  en  nom- 
bre de  los  tres  interesados  solicitó  del  señor  Novillo  el  permiso 
correspondiente  al  efecto,  en  virtud  de  la  obligación  legal  que 
á  éste  le  incumbía,  quien,  reconociéndola,  les  autorizó  para  em- 
prender inmediatamente  los  trabajos  para  la  construcción  del 
canal,  reconociendo  aquellos  la  justa  indemnización  á  que  el  se- 
ñor Novillo  era  acreedor  en  virtud  de  la  ley. 

Que  en  virtud  de  dicho  permiso  penetraron  en  el  terreno  del 
demandado  y  continuaron  los  trabajos  preparatorios  (picada  del 
monte)  para  la  escavacion  del  canal.  Faltaban  solamente  diez 
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cuadras  próximamente  para  salir  del  campo  del  señor  Novillo, 
cuando  se  produjo  un  pequeño  incendio  en  el  mismo,  cuya  cau- 
sa no  se  ha  comprobado,  botando  inmediatamente  este  señor  á 
los  trabajadores  que  se  ocupaban  en  la  obra  mencionada,  la 
que  ha  quedado  desde  entonces  interrumpida . 

Que  buscando  la  debida  reparación,  viene  en  nombre  del  se- 
ñor Hoffmann,  extranjero  7  domiciliado  en  la  capital  federal, 
á  intentar  el  interdicto  de  despojo  contra  el  expresado  señor 
Novillo,  al  objeto  de  que  sea  restablecido  en  el  uso  del  derecho 
que  estaba  ejerciendo  y  los  daños  y  perjuicios  ocasionados. 

Acreditado  el  fuero,  se  da  por  incoada  la  acción  y  se  manda 
comparecer  al  demandado  á  la  audiencia  de  ley,  laque  tuvo  lu- 
gar con  la  asistencia  de  ambas  partes.  En  ella  la  demandada  ex- 
puso :  Que  la  acción  deducida  por  el  doctor  Loza,  en  represen- 
tación deHoffmann,  era  insubsistente,  por  cuanto  no  se  manifes- 
taba en  la  demanda,  en  qué  ha  consistido  la  posesión  del  recla- 
mante, y  qué  actos  violentos  la  habían  arrancado,  circunstan- 
cias ambas  esenciales  para  la  procedencia  de  la  acción  de  des- 
pojo. 

Que  las  relaciones  de  derecho  entre  él  y  la  parte  demandante 
habían  sido  las  siguientes  :  á  mediados  de  Noviembre  de  1895, 
el  señor  Alberto  de  la  Lastra^  solicitóle  permiso  para  hacer  el 
estudio  de  la  linca  por  donde  debía  pasar  un  acueducto  que 
en  sociedad  con  el  doctor  Loza  y  el  demandante,  iban  á  cons- 
truir para  regar  sus  respectivas  propiedades,  prometiendo  in- 
demnizarle los  perjuicios  que  se  originaran,  tanto  por  razón  del 
estudio  como  délos  trabajos,  pues  dicho  acueducto  debía  pasar 
por  terreno  de  su  propiedad. 

Que  otorgado  el  permiso,  sin  conceder  ningún  otro  derecho,  y 
empezadoslostrabajos,  elSdeDiciembre,  comodelOáll  a.  m., 
ocurrió  un  incendio  en  su  campo,  y  habiendo  mandado  averi- 
guar su  procedencia  é  importancia,  se  le  hizo  saber  que  el  in- 
cendio había  sido  causado  por  los  trabajadores  que  tenía  el  se- 
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ñor  Loza  en  el  estadio  de  la  línea^  y  <lQ^i  habiendo  trazado  yá 
una  línea  á  mérito  del  permiso  concedido,  y  habiendo  empezado 
á  construir  otra  sin  su  consentimiento,  creyendo  proceder  en  el 
límite  de  sus  derechos,  mandó  al  capataz  para  que  dijera  al  que 
hacía  cabeza  en  los  trabajadores,  que  las  suspendiesen. 

Que  en  este  acto  no  hay  violencia  ni  fnerza,  ni  elemento  al- 
guno de  los  que  constituyen  el  despojo. 

Que  á  mérito  de  lo  relacionado,  pedía  fuera  rechazada  la  de- 
manda, con  costas. 

La  parte  demandante  presenta  en  el  mismo  acto  algunos  tes- 
tigos, cuyas  declaraciones  corren  á  fojas  17  y  siguientes,  y  pi- 
dió se  hiciera  absolver  posiciones  al  señor  Novillo,  las  que  co- 
rren á  foja  18  vuelta ;  visto  lo  alegado  por  las  partes  á  fojas  28 
y  siguientes ;  y 

Considerando  :  1°  Que  si  bien  para  deducir  la  acción  de  des- 
pojo no  es  necesario  comprobar  la  posesión  ad  usucapionem 
con  término  fijo,  con  ánimo  de  poseer  para  sí,  etc.,  esto  es,  la 
posesión  civil,  es  necesario  por  lo  menos  que  la  cosa  esté  sujeta 
á  su  voluntad,  haber  tenido  la  posesión  material  de  la  misma, 
la  tenencia  efectiva  de  ella  (artículo  2352,  Código  Civil;  Comen- 
tario de  Llerena  sobre  el  mismo  artículo). 

2°  Que  el  hecho  de  penetrar  á  un  campo  ajeno  con  permiso 
del  dueño,  al  solo  objeto  de  practicar  estudios  de  nivelación,  aun 
cuando  con  tal  fin  se  hayan  hecho  picadas  de  bosques  ú  otras 
disposiciones  materiales,  que  es  lo  alegado  y  probado  en  este 
juicio,  no  constituyen  una  posesión  material  del  campo,  ni  da 
derecho  para  ejercer  acciones  posesorias. 

Este  hecho  transitorio  no  importa  sujetar  en  parte  alguna 
ese  campo  á  la  voluntad  del  demandado,  ni  envuelve  en  sí  la  in- 
tención de  una  ocupación  exclusiva. 

3°  Suponiendo  hipotéticamente  que  tales  actos  importaran 
una  ocupación  ó  tenencia  del  campo,  la  protesta  del  dueño  de 
ocurrir  á  los  Tribunales  si  continúan  en  ella,  no  es  una  Tía  de 
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hecho  ilegal  capaí  de  dar  la  acción  de  despojo,  ni  alterar  la 
paz  pública,  y  es  más  bien  lo  contrario  el  medio  característico 
de  ejercer  nn  derecho  que  emplean  los  hombres  respetnosos  de 
las  leyes. 

4^  £sto  no  importa  declarar  que  el  demandante  carezca  de 
los  medios  necesarios  previos  para  adquirir  ana  seryidumbre  es- 
tablecida 6  autorizada  por  la  ley,  sino  sólo  que  el  medio  elegi- 
do no  está  autorizado  por  ella. 

En  su  mérito,  deñnitivamente  juzgando,  fallo:  no  haciendo 
lugar  á  la  acción  de  despojo  deducida  por  el  doctor  Loza  en  re- 
presentación de  don  Cándido  Novillo  en  el  presente  juicio,  con 
costas.  Y  apareciendo  que  en  el  escrito  de  demanda  y  exposi- 
ción dictada  del  demandado  se  han  hecho  enunciaciones  deleguas 
y  cuadras,  lo  que  importa  una  infracción  al  artículo  14  de 
la  ley  de  1877,  se  resuelve  hacer  efectiva  la  multa  de  diez 
pesos  nacionales  para  cada  una  de  las  partes,  que  ella  tiene 
establecido,  y  que  de  conformidad  á  la  misma  se  destina  al 
fondo  de  las  escuelas  públicas  de  esta  provincia,  debiendo  remi- 
tirse con  oficio  por  el  secretario  al  presidente  del  Concejo  pro- 
vincial de  Educación,  dejándose  constancia  en  autos.  Hágase 
saber  con  el  original,  previa  trascripción  y  reposición,  y  en  su 
caso  pase  al  archivo 

C.  Moyano  Gacilúa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corto 


Buenos  Aires,  Mayo  13  de  1897. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  y  considerando  además  que  el 
derecho  para  adquirir  una  servidumbre  de  acueducto,  en  los 
términos  del  artículo  tres  mil  ochenta  y  dos  y  siguientes  del 
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Código  Civil^  no  equivale  á  la  adqaísioion  de  la  misma  servi- 
dambre,  se  confirma,  con  costas,  ia  sentencia  apelada  de  foja 
ochenta  y  nneve.  Bepnestos  los  sellos,  devuélvanse. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE .  —  JU AN  £• 
TORRENT. 


CAVSJL  CIX 


El  doctor  Ignacio  Albarracin,  contra  don  Domingo  G.  Sobral^ 
por  indemnización  ;  sobre  competencia 


Sumario.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  conocer  en 
grado  de  apelación  en  demandas  de  cuantía  menor  de  doscien- 
tos pesos. 


Caso .  —  El  doctor  Albarracin  fué  presentado  y  citado  como 
testigo  por  don  Domingo  G.  Sobral,  en  el  juicio  seguido  por  éste, 
contra  la  señora  Jacinta  Albarracin  de  Rojo.  Prestada  su  de- 
claración, el  doctor  Albarracin,  invocando  el  artículo  133  de  la 
ley  de  procedimientos,  reclamó  como  indemnización  la  cantidad 
de  120  pesos  moneda  nacional. 
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El  señor  Sobral  manifestó  que  la  sama  reclamada  es  exage- 
rada, 7  qae  debía  suspendere  so  fijación  hasta  tanto  el  jaez 
aprecie  en  la  sentencia  definitiva,  la  deposición  del  doctor  Al- 
barracin,  la  cual  presenta  indicios  de  falsedad. 


FaIIo  del  Jues  Vedeml 


Buenos  Aires,  Abril  8  de  1897. 

Autos  7  vistos  :  Atenta  la  disconformidad  manifestada,  7  no 
estando  apo7ada  en  fundamento  legal  alguno  la  petición  de 
suspensión  á  que  se  refiere  el  anterior  escrito,  por  lo  cual  no  es 
procedente^  se  fija  en  cincuenta  pesos  la  suma  que  la  parte  de 
Sobral  debe  abonar  como  indemnización  al  testigo  doctor  Igna- 
cio L  •  Albarracin . 

Agustín  Urdinarrain. 


WmUo  do  la  Suprema  Cterfe 


Buenos  Aires,  Majo  13  de  1897. 

Autos  7  vistos  :  Considerando  :  Que  el  doctor  Albarracin  ha 
demandado  por  vía  de  indemnización  la  suma  de  ciento  veinte 
pesos. 

Que  por  el  auto  apelado  se  ha  fijado  la  suma  de  cincuenta  pe- 
sos al  objeto  de  dicha  indemnización. 

Que,  por  consiguiente,  el  valor  en  cuestión  no  excede  de 
doscientos  pesos,  7a  se  tenga  en  cuenta  lo  pedido  por  el  intere- 
sado, ó  7a  lo  resuelto  por  el  juez. 
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Por  esto  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarto 
de  la  ley  de  jurisdicción,  se  declara  mal  concedido  el  recurso. 
Devuélvanse . 

benjamín  paz. — ABEL  BAZAN. 
— OCTAVIO  BUNGE.— JUANE. 
TORKENT. 


CAUSA   €X 


D.  Ricardo  Sabaté,  por  tercería  de  dominio  en  la  ejecución  de 
D,  Antonio  Carboni  contra  la  provincia  de  Córdoba 


Sumario.  —  No  probada  la  posesión  de  largo  tiempo,  en  que 
se  funda  la  tercería  de  dominio,  debe  ésta  ser  rechazada.. 


Ca^o,  —  Resulta  del 


VaIIo  de  im  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  13  de  1897. 

Vistos  :  la  tercería  de  dominio  deducida  por  D.  Ricardo  Sabaté 
en  la  ejecución  seguida  por  D.  Antonio  Carboni  contra  la  pro- 
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Tincia  de  Córdoba,  resulta  :  Que  el  tercerista  fonda  sa  dere- 
cho de  propiedad  en  la  posesión  de  largo  tiempo  y  de  fecha 
inmemorial,  que  alega  sobre  el  terreno  que  fué  vendido  en  dicha 
ejecución,  invocando  la  prescripción  como  título. 

Que  negada  la  posesión  alegada  por  el  demandante,  se  recibió 
la  causa  á  prueba^  debiendo  ella  versar  sobre  la  prescripción 
invocada,  habiéndose  producido  por  el  actor,  la  testimonial  que 
corre  de  foja  setenta  y  cuatro  á  ochenta,  de  foja  ciento  ocho  á 
ciento  diez,  y  la  instrumental  de  foja  veintidós  y  ochenta  y 
ocho^  y  por  los  demandados  la  que  corre  de  foja  treinta  á  treinta 
y  seis,  de  foja  cuarenta  y  cinco  á  cuarenta  y  siete  y  la  de  foja 
ciento  diez  y  ocho  á  ciento  veintidós. 

Y  considerando  :  Que  el  tercerista  no  funda  la  prescripción 
que  invoca,  en  posesión  á  título  de  dueño  que  él  hubiera  tenido 
personalmente  durante  el  tiempo  requerido  por  la  ley,  recono- 
ciendo, al  contrario,  que  la  posesión  personal  que  alega  data 
tan  sólo  desde  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  á  estar 
á  la  declaración  contenida  en  la  escritura  de  foja  ochenta  y  seis. 

Que  haciendo  derivar  la  prescripción  en  cuestión  de  la  unión 
de  su  posesión  con  la  que  pretende  tuvo  D.  Luis  Demarchi,  ha 
debido  comprobar  la  calidad  de  sucesor  en  los  derechos  del  citado 
Demarchi. 

Que  no  ha  producido  esa  prueba,  desde  que  en  la  citada  escri- 
tura de  foja  ochenta  y  seis  el  otorgante,  1).  Juan  Castiglione,  se 
limita  á  reconocer  que  él  adquirió  de  Demarchi  los  derechos 
posesorios  y  de  dominio  sobre  el  campo  para  Sabaté,  con  dinero 
y  por  encargo  de  éste,  sin  que  ni  Castiglione  ni  Sabaté  hayan 
presentado  escriturado  adquisición. 

Que  aunque  la  trasmisión  de  Demarchi  á  Sabaté  se  tuviera 
acreditada,  no  se  ha  probado  que  Demarchi  hubiera  poseído  á 
título  de  dueño  por  un  tiempo  más  ó  menos  largo,  el  inmueble 
en  litigio,  pues  que  la  testimonial  de  foja  setenta  y  cuatro  á 
ochenta  es  enteramente  insuficiente  á  ese  objeto. 
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Que  la  prueba  testimonial  que  corre  de  foja  ciento  ocho  á 
ciento  diez  no  debe  ser  tomada  en  consideración,  por  haber 
sido  producida  fuera  del  término,  como  resulta  del  certificado  de 
foja  ciento  veintitrés. 

Que  no  habiéndose  justificado  que  las  tierras  á  que  se  refiere 
la  tercería  hayan  salido  del  dominio  del  Estado,  no  cabe  duda 
que  pertenecen  á  la  Provincia,  dentro  de  cuyos  límites  territo* 
riales  se  hallan  situadas,  conforme  al  artículo  dos  mil  tres 
cientos  cuarenta  y  dos,  inciso  primero  del  Código  Civil. 

Que  en  virtud  de  las  precedentes  consideraciones,  es  innece- 
sario apreciar  el  mérito  de  la  prueba  producida  por  la  Provincia 
de  Córdoba. 

Por  estos  fundamentos  :  no  se  hace  Ingar  á  la  tercería  dedu- 
cida» siendo  las  costas  del  juicio  á  cargo  del  actor.  Notifíquese 
con  el  original  y  repuestos  los  sellos  archívense. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 


CAUSA  CXI 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  del  Rosario 
de  Santa  Fe  y  el  de  San  Nicolás  de  los  Arroyos,  en  el  concurso 
de  D.  Pedro  Solano  Águirre. 

Sumario,  —  Si  el  concursado  tenía  un  establecimiento  rural 
en  un  lugar,  y  su  domicilio  real  en  otro,  es  el  juez  de  este 
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Último  lagar  á  quien  corresponde  entender  en  el  jnioío  de 
quiebra. 


Caso.  —  Lo  explica  la 


VISTA  DEL  SBftOR  PROCURADOR    GENERAL 

Suprema  Corte: 

Se  ha  demostrodo^  por  una  parte,  que  el  concursado  tenía  un 
negocio  en  Alcorta,  pueblo  sujeto  á  la  jurisdicción  de  la  pro- 
vincia de  Santa  Fe,  y  por  otra,  que  el  domicilio  real  suyo  y  de 
su  familia,  estaba  fijado  desde  años  atrás,  de  una  manera  efec- 
tiya  y  permanente,  en  la  ciudad  de  San  Nicolás  de  los  Arroyos, 
de  la  proYincia  de  Buenos  Aires. 

Ese  domicilio,  nosólo  se  ha  comprobado  por  las  declaraciones 
de  testigos  que  corren  agregadas  de  foja  19  á  30,  sino  también 
por  documentos  bien  significatiVbs. 

Las  cuentas  corrientes  de  fojas  16  y  18,  los  contratos  de  fojas 
19,  20  y  21,  todos  los  giros  y  documentos  de  fojas  22  á  29,  de- 
muestran que  todo  el  activo  y  pasivo  del  concursado,  se  desen- 
volvía por  operaciones  cumplidas  en  San  Nicolás  de  los  Arroyos. 

La  existencia  del  establecimiento  rural  en  el  Rosario,  no  es 
bastante  á  desvirtuar  las  consecuencias  del  domicilio  real  en  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  donde  se  desenvolvían  todas  las 
operaciones  comerciales  del  concursado  Agnirre.  Por  ello,  con 
sujeción  á  las  prescripciones  de  los  artículos  94  del  Código 
Civil  y  1389  del  Código  de  Comercio,  opino  que  el  juez  compe- 
tente del  concurso  formado  á  D.  Pedro  Solano  Aguirre,  es  el  de 
San  Nicolás  de  los  Arroyos^  y  pido  á  Y.  E.  se  sirva  así  decla- 
rarlo. 

Sabiniano  Kier. 
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Fallo  «le  la  Saprenia  Corte 

« 

Buenos  Aires,  Mayo  15  de  18d7. 

Vistos  7  considerando  :  Que  el  domicilio  del  fallido  determina 
la  competencia  del  juez  que  ha  de  conocer  en  la  qaiebra,  según 
lo  prescriben  los  artículos  mil  trescientos  ochenta  y  nueve  j  mil 
trescientos  noventa  y  seis  del  Código  de  Comercio. 

Que  las  reglas  para  la  determinación  del  domicilio/  aun  en 
materia  comercial,  están  regidas  por  las  disposiciones  del  Có- 
digo Civil,  como  lo  prescribe  el  Código  de  Comercio  en  su  título 
preliminar^  y  puesto  que  este  Código  no  las  contiene  especiales 
sobre  la  materia. 

Por  esto,  de  ecuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  Q-eneral  y  fundamentos  del  auto  de  foja  cuarenta 
y  cuatro,  del  juez  de  San  Nicolás,  se  declara  que  éste  es  el  com- 
petente para  conocer  del  juicio  de  quiebra  de  don  Pedro  Solano 
Aguirre. 

Bemítansele,  en  consecuencia^  los  autos  y  avísese  por  oficio 
al  juez  del  Bosario.  Repóngase  el  papel. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  £• 
TORRBNT. 
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CAVSA    CXII 


Criminal  contra  Elíseo  Mezzadrij  sobre  circulación  de  billetes 

de  curso  legal  falsos 


Sumario,  — Debe  absolverse  al  procesado,  si  en  autos  no  hay 
elementos  suficientes  que  sirvan  á  demostrar  que  sea  el  autor 
del  delito  materia  del  proceso. 


Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas : 


VISTA    FISCAL 


Señor  Juez  Federal : 


La  PlaU,  Octubre  17  de  1896. 


El  Fiscal  en  la  causa  seguida  á  Elíseo  Mezzadri,  sobre  circu- 
lación de  billetes  de  banco  falsos,  deduciendo  acusación,  áV.  S. 
dice: 

La  comisión  del  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  que 
representan  veinte  pesos  del  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  está  comprobada,  con  arreglo  álos  artículos  207  y  211 
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del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal.  Los  billetes  de  fo- 
jas 12  7  i6,  han  sido  clasificados  de  falsos  por  la  Caja  de  Con- 
Torsión,  como  lo  demuestran  las  impresiones  del  anverso  y  re- 
verso de  esos  ejemplares,  y  el  informe  de  foja  26. 

El  delito  se  ha  llevado  á  cabo  por  cambios  6  compras  simala- 
das,  como  lo  han  denunciado  los  perjudicados  en  esas  operacio- 
nes fraudulentas,  á  foja  18,  los  comerciantes  de  Moreno,  Don 
José  Cuneo,  Don  Francisco  Meoqui,  Don  Domingo  Massolo,  Don 
Pablo  Martini  y  Don  José  Carrón,  cuando  declaran  que  entre 
ocho  y  nueve  de  la  noche  anterior  (23  de  Enero),  han  sido  esta- 
fados por  un  individuo  que  no  conocen,  comprando  mercaderías 
de  poco  valor  y  pagando  con  billetes  de  veinte  pesos  falsos  y 
recibiendo  el  vuelto  en  billetes  de  curso  legal. 

El  24  de  Enero,  por  la  noche,  fué  encontrado  ese  individuo  en 
la  estación  del  ferrocarril^  esperando  el  tren  que  debía  pasar 
por  Moreno  hacia  el  11  de  Setiembre,  y  al  ser  interrogado  por  las 
personas  mencionadas  huyó^  dejando  abandonada  una  bolsa. 

Es  evidente,  entonces,  que  el  delito  se  ha  perpetrado»  desde  que 
constan  acreditados  en  autos  los  elementos  que  lo  constituyen. 

El  otro  extremo  legal  del  hecho,  es  la  constatación  de  la  iden- 
tidad personal  y  culpabilidad  del  delincuente . 

Los  mismos  autos  suministran  los  antecedentes  necesarios  pa- 
ra establecer  que  el  autor  de  la  circulación  es  el  procesado  Elí- 
seo Mezzadri. 

La  bolsa  secuestrada  por  la  policía,  contenía  los  objetos  deta- 
llados á  foja  11,  entre  los  que  ha  reconocido  como  de  su  propie- 
dad los  que  figuran  de  foja  1  á  foja  10,  coincidiendo  con  la  his- 
toria del  viaje  á  Buenos  Aires  que  hace  al  prestar  la  declaración 
de  fojas  28  vuelta  á  31,  en  cumplimiento  de  instrucciones  ó  en- 
cargos de  su  padre .  Manifiesta  que  la  expresada  bolsa  le  fué 
robada  en  Buenos  Aires,  momentos  antes  de  tomar  el  tren  para 
Moreno  ó  Lujan^  que  es  en  lo  que  discrepa  con  el  parte  de  fojas 
19  y  20,  donde  la  policía  dice  que  fué  tomada  en  la  estación  de 
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Moreno,  por  haberla  abandonado  el  procesado  al  emprender  la 
fuga ;  —  pero  acerca  de  esa  circanstancia,  no  existe  más  que  la 
manifestación  del  encausado,  qae,  mientras  no  concarran  otros 
datos,  hechos  ó  antecedentes,  á  establecer  la  yerosimilitad  de 
lo  qoe  afirma,  no  debe  tenerse  en  cuenta,  tanto  más  cuando  las 
demás  circunstancias  que  rodean  el  hecho  y  otras  que  surjen  de 
la  conducta  de  entonces  y  anterior  del  procesado,  no  dan  logar 
á  dudas  en  el  juicio  que  se  forma  acerca  de  la  situación  legal  de 
aquel. 

La  persuasión  es  acabada  al  leer  la  última  parte  de  la  inda- 
gatoria de  fojas  28  á  31 ,  en  que  declara  que  fué  otra  yez  proce- 
sado por  el  mismo  delito,  —  y,  en  efecto,  corre  agregado  á  estos 
autos  el  proceso  que  se  le  siguió  conjuntamente  con  Santiago 
Maimo,  en  1893,  por  una  defraudación  i  Cristóbal  Urriga,  en 
una  supuesta  compra  de  jamones,  con  billetes  de  diez  pesos 
falsos. 

Esta  vez,  es  cierto,  que  no  estuvo  Eliseo  Mezzadri  en  el  acto 
de  realizarse  el  negocio,  pero  lo  es,  que  estuvo  antes  y  después 
del  negocio  acompañando  á  Santiago  Maimo,  como  es  un  hecho 
averiguado  que  éste  era  por  lo  menos  su  huésped,  desde  que  am- 
bos habitaban  la  misma  casa. 

En  concepto  del  suscrito,  no  existe  duda  de  que  se  trata  del 
mismo  individuo. 

Los  antecedentes  que  constatan  la  identidad  de  Eliseo  Mez- 
zadri como  autor,  no  pueden  ser  destruidos,  porque  las  personas 
que  presenciaron  el  acto  de  fojas  48  vuelta  á  49,  no  hayan  reco^ 
nocido  si  el  procesado  estaba  ó  no  en  la  rueda  de  presos. 

Independientemente  de  lo  difícil  que  es  en  sí  esa  prueba,  so- 
bre todo  versando  en  cierta  clase  sociul,  que  con  pocas  diferen- 
cias sensibles,  el  traje  usual  y  la  reclusión,  las  vuelve  de  un 
aspecto  casi  uniforme  —  los  comerciantes  estafados,  que  vinie- 
ron á  ese  acto,  de  Moreno,  no  podían  decir  que  conocían  á  Elíseo 
Mezzadri,  porque  realmente  no  le  conocían. 
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La  circunstancia  qne  no  lo  conocían,  ya  consta  enantes,  á 
foja  j8,  cuando  hicieron  la  denuncia  de  ios  fraudes  llevados  á 
cabo  con  los  billetes  falsos* 

Eso  sólo,  no  puede  decidir  la  situación  del  encausado,  cuando 
está  por  otros  medios  demostrado  que  era  el  autor  de  las  com- 
pras con  aquellos  billetes. 

Está  probado  con  el  hecho  que  motiva  esta  investigación,  que 
Elíseo  Mezzadrí  es  reincidente  en  el  mismo  delito,  lo  que  cons- 
tituye una  circunstancia  que  agrava  su  condición  legal.  Las 
constancias  de  autos  que  he  puesto  de  manifiesto  en  las  consi- 
deraciones precedentes,  inducen  al  suscrito  á  pedir  para  el  pro- 
cesado, la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  cinco  mil 
pesos  fuertes  de  multa,  que  prescribe  el  artículo  62  de  la  ley  de 
i4  de  Setiembre  de  1863. 

G.  G.  Vieyra, 


Pa1I«  del  Jluea  Federal 


La  Plata,  Febrero  25  de  1897. 

Y  vistos :  El  sumario  instruido  contra  Elíseo  Mezzadrí,  con 
motivo  de  una  circulación  de  billetes  fallos  de  banco^  denunciada 
por  Don  José  Carrón,  y  del  cual  resulta : 

1^  Que  el  dia  24  de  Enero  de  1895,  ante  el  comisario  de  po- 
licía del  pueblo  de  Moreno,  se  presentan  los  comerciantes  se- 
ñores José  Carrón  y  otros,  manifestando  que  habían  sido  esta- 
fados en  pequeñas  sumas^  por  un  individuo  desconocido  (acta  de 
foja  18). 

2°  Prestada  la  declaración  indagatoria  (fs.  28  vta.  á81)y 
nombrado  el  defensor,  el  señor  Procurador  Eiscal,  á  foja  34  ex- 
pone : 
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» 

a)  Que  en  1893,  Elíseo Mezzadri  faé  procesado  por  no  delito 
análogo  al  actual,  recuperando  su  libertad  al  amparo  de  una  de- 
ficiente investigación  judicial^  que  colocaba  al  magistrado,  en  la 
duda  de  creer  que  fuera  coautor  6  cómplice  de  la  circulación  de 
billetes  falsos  imputada  á  Santiago  Maimo ; 

b)  Que  el  auto  por  el  cual  salió  en  libertad,  equivalía  á  un 
sobreseimiento  provisional,  de  acuerdo  con  el  artículo  435  del 
Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal; 

c)  Que  Mezzadri  reincide  en  el  mismo  delito^  pues  el  sumario 
de  prevención,  levantado  por  las  autoridades  de  Moreno,  inme- 
diato á  Lujan,  lo  revela,  y  que  los  datos  de  su  filiación  coinciden 
con  los  que  se  manifestaron  en  el  anterior  proceso,  estando  ade- 
más establecida  la  identidad  del  sujeto,  con  la  propia  declara- 
ción del  procesado; 

d)  Que  el  conjunto  de  circunstancias  denuncian  la  delincuen- 
cia del  procesado,  pues  ha  reconocido  pertenecerle  los  papeles  ó 
documentos  de  foja  \  á  foja  10,  los  cuales  fueron  extraídos  de 
la  bolsa  que  Medrazzi  dejó  abandonada  en  la  estación  Moreno, 
cuando  la  policía,  por  denuncia  de  uno  de  los  damnificados,  Don 
José  Carrón,  lo  persiguió  sin  lograr  su  captura,  pues  al  hacerle 
éste  una  pregunta,  hujó  sin  contestar,  al  amparo  de  la  oscuridad 
de  la  noche,  habiendo  obtenido  con  estos  datos,  la  prueba  del 
delito  y  del  delincuente. 

3^  Verificada  la  rueda  de  presos  de  que  instruye  este  sumario, 
foja  48  y  foja  49,  sin  haberse  obtenido  el  reconocimiento  del 
procesado  por  los  denunciantes,  hecha  la  acusación  fiscal  y  co- 
rrido traslado  al  defensor  ;  abierta  esta  causa  á  prueba  y  renun- 
ciándola éste,  previa  conformidad  del  Procurador  Fiscal,  se  lla- 
mó autos  á  foja  64  vuelta ;  y 

Considerando  :  1^  Que  con  arreglo  á  los  artículos  207  y  211 
del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  se  halla  compro- 
bado la  comisión  del  delito,  pues  los  billetes  han  sido  declarados 
falsos,  por  la  caja  de  conversión  (informe  á  foja  26). 

T.  LXYII  28 
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2^  Qoe  en  cuanto  á  la  identidad  del  delincaente,  si  bien  la 
meda  de  presos  no  dio  un  resultado  satisfactorio,  debido  en  parte 
á  la  deficiencia  de  estos  establecimientos ,  no  puede  deducirse 
el  que  debe  en  absoluto  atenerle  el  juzgado  á  este  medio  de  com- 
probación, cuando,  como  en  el  presente  caso,  los  mismos  autos 
suministran  los  antecedentes  necesarios  para  establecer  que  el 
autor  de  la  circulaoion  es  el  procesado,  y  en  efecto,  la  bolsa  se*- 
cuestrada  por  la  policía  contenía  los  objetos  detallados  á  foja 
11,  entre  los  que  ha  reconocido  como  de  so  propiedad  los  que 
figuran  de  foja  1  á  foja  10,  robusteciendo  de  este  mbdo  su  de- 
claración de  foja  28  á  foja  31 ;  ésto,  unido  á  la  conducta  del  pro- 
cesado^ no  da  lugar  á  dudas,  respecto  á  su  sitnacion  legal,  de- 
clara que  f  aé  otra  vez  procesado  por  el  mismo  delito,  y  en  efecto 
corre  agregado  á  estos  autos  el  proceso  de  su  referencia. 

3*^  Qae  una  vez  definida  esta  situación  legal,  se  hac?  necesa- 
ria la  aplicación  de  la  penalidad  correspondiente,  que  no  es  otra 
qae  la  regida  por  el  artículo  62  de  la  ley  14  de  Setiembre  de 
1863. 

Por  estas  consideraciones  y  las  del  Procurador  Fiscal  que  este 
juzgado  reproduce,  fallo:  condenando  al  referido  proce&adoEli- 
seo  Mezzadri,  á  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y 
cinco  mil  pesos  fuertes  de  multa,  con  costas,  debiendo  descon- 
tarse  el  tiempo  sufrido  de  prisión  preventiva,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  49  del  Código  Penal  y  hacerse  el  cóm- 
puto por  secretaría.  —  Notifíquese  con  el  original,  regístrese  en 
el  libro  de  sentencias  y  repónganse  las  fojas. 

« 

Mariano  S.  de  Áurrecoechea. 
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VISTA  DEL   SEftOR  PROCURA  OOR   GENERAL 


Buenos  Aires,  Abril  7  de  1897  • 

Suprema  Corte : 

No  se  ha  jastiñcado  la  identidad  del  procesado  Elíseo  Mezza- 
dri  con  el  desconocido  autor  del  hecho  de  circulación  de  billetes 
de  banco  falsos,  que  denunciaron  algunos  vecinos- del  partido  de 
Moreno . 

La  denuncia  se  refería  á  un  sujeto  desconocido,  según  consta 
de  las  diligencias  del  sumario  de  foja  18  adelante. 

Ese  desconocido^  creía  Don  José  Garrón  haberlo  encontrado 

en  la  estación  del  ferrocarril;  pero  según  la  diligencia  de  foja 

19,  al  inlerrogarlQ  para  cerciorarse  si  efectivamente  era  él,,  de- 

'  sapareció  fugitivo,  apravechando  de  la  oscuridad  de  la  noche. 

En  la  estación  del  ferrocarril,  se  había  encontrado  una  bolsa 
con  los  papeles  y  referencias  agregadas  de.f.  1  á  11^  y  se  dedujo 
que  el  dueño  de  esa  bolsa  abandonada,  podría  ser  el  desconocido 
circulador  de  los  billetes  falsos.*  De  ahí  la  prisión  del  procesado 
Mezzadri. 

Su  declaración  de  foja  28,  expresa  que  la  bolsa  le  fué  robada 
en  la  estación  Once  de  Setiembre,  en  momentos  de  haber  ido  á 
despachar  unas  encomiendas  para  su  casa  en  Lujan,  — designa 
el  empleo  de  todo  su  tiempo  en  Buenos  Aires,  determinándolas 
compras  que  hizo  y  el  nombre  de  las  personas  en  cuyas  casas 
estuvo ;  y  es  sensible  que  el  juzgado  no  haya  hecho  evacuar  co- 
mo correspondía  al  mejor  esclarecimiento  las  citas  de  «referen- 
cia. 

Agrega  que  no  sabe  la  causa  de  su  prisión»  que  no  conoce  á  los 
denunciantes^  y  es  extraño  al  hecho  denunciado. 

La  rueda  de  presos  fué  oportunamente  decretada ;  y  colocado 
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en  ella  el  procesado,  segon  la  diligencia  de  foja  49,  todos  los 
denunciantes  requeridos  separadamente,  incluso  el  mismo  Ga* 
rron,  denunciante  del  encuentro  y  escena  en  la  estación  Moreno, 
declaran  que  no  han  visto  después  á  la  persona  á  quien  atri- 
bnian  el  hecho,  y  que  entre  las  personas  presentes  no  seencuen' 
Ira  la  que  designaron  en  su  declaración  é  imputación. 

Resulta,  entonces,  improbada  por  la  declaración  de  los  mismos 
denunciantes,  la  identidad  del  procesado.  No  apareciendo  contra 
él  pruebas  ó  indicios  que  la  equivalgan,  con  sujeción  á  lo  dis- 
pnesto  en  el  artículo  358  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
criminal,  no  creo  pueda  fundarse  una  condena  severa  en  las  li- 
geras presunciones  emanadas  del  expediente  acompañado,  cuan- 
do según  el  auto  de  foja  68  de  ese  expediente,  Mezzadri  fué 
puesto  en  libertad  por  no  haber  resultado  mérito  para  su  deten- 
ción. ** 

Estas  consideraciones'  me  impulsan  á  adherir  á  los  funda- 
mentos y  conclusiones  de  la  expresión  de  agravios  de  foja  11, 
para  concluir  piaiendo  á  Y.  E.  se  sirva  revocar  la  sentencia  de 
foja  69,  como  de  estricto  derecho  corresponde,  y  declarar  ab- 
suelto  al  procesado. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  Ift  Suprem»  C«rie 

Buenos  Aires,  Mayo  15  de  1897. 

Vistos  y  considerando  :  Que  aunque  es  verdad  que  está  sufi- 
cientemente probado  el  hecho  delictuoso  de  la  circulación  de 
billetes  falsos,  no  lo  es  menos  que  no  hay  en  autos  elementos  su- 
ficientes que  sirvan  á  demostrar  que  el  procesado  Mezzadri  sea 
el  autor  del  citado  delito. 
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Qae  lejos  de  eso,  la  prueba  producida  á  objeto  de  establecer 
la  identidad  entre  el  procesado  y  el  autor  de  la  circulación,  ha 
dado  resultado  negativo  desde  que  los  denunciantes  manifesta- 
ron no  encontrarse  en  la  rueda  de  presos  la  persona  de  quien 
recibieron,  los  billetes,  no  obstante  hallarse  entre  los  presos  pre- 
sentes el  procesado. 

Que  ante  el  mérito  probatorio  de  esa  diligencia,  no  pueden 
hacerse  yaler  en  contrario  las  meras  presunciones  en  que  se  basa 
la  sentencia  apelada. 

Por  esto  7  de  acuerdo  con  lo  expuesto  j  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  se- 
senta 7  nueve,  absolviéndose  de  culpa  7  cargo  al  procesado 
Eliseo  Mezzadri.  Devuélvanse. 

benjamín  paz.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BDNGE.  —JUAN  E. 
TORRENT. 


CAD8A  ex  III 


El  Banco  Hipotecario  Nacional  contra  la  provincia  de  Corrientes , 
por  daños  y  perjuicios ;  sobre  competencia 

Sumario.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  el  conoci- 
miento de  la  demanda  que  se  promueve  contra  una  provincia, 
por  razón  de  cesión  de  derechos  hecha  al  actor  por  un  argentino 
vecino  de  la  misma. 
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Caso.  —  D.  Alberto  Peralta  Hamos,  por  el  Banco  Hipotecario 
Nacional^  se  presentó  ante  la  Suprema  Corte  demandando  á  la 
provincia  de  Corrientes  por  el  pago,  á  título  de  daños  y  per- 
juicios, de  la  cantidad  de  treinta  mil  pesos  en  cédulas  de  la 
serie  C^  con  más  los  intereses  y  las  costas  del  juicio. 

Los  antecedentes  de  la  demanda  son  los  siguientes  :  En  18 
de  Octubre  de  i886,  la  provincia  de  Corrientes  vendió  á  D.  Es- 
teban Chaine  nn  campo  de  propiedad  fiscal,  ubicado  en  el  de- 
partamento del  Sauce.  Por  escritura  de  5  de  Setiembre  de  1887 
Chaine  hipotecó  dicho  campo  al  Banco,  en  garantía  de  un  prés- 
tamo que  le  acordó  por  valor  de  treinta  mil  pesos  en  cédulas  de 
la  serie  C. 

El  referido  campo  fué  embargado  con  fecha  de  14  de  Octubre 
de  1885,  por  mandato  de  la  Suprema  Corte«  en  el  juicio  seguido 
por  D.  Joaquín  Lavalle  contra  la  provincia  de  Corrientes,  la 
que  tuvo  conocimiento  de  dicho  embargo,  debidamente  ano- 
tado. Seguidos  todos  los  trámites  dé  este  juicio,  la  Suprema 
Corte,  después  de  rechazar  la  tercería  que  dedujo  Chaine  (t.  49, 
p.  506),  mandó  vender  en  remate  el  campo  embargado,  que  fué 
adquirido  por  el  General  Budecindo  Roca,  quien  fué  puesto  en 
posesión. 

En  vista  de  esto,  el  Banco  demandó  á  Chaine  por  el  pago  del 
préstamo,  y  Chaine  cedió  al  Banco  sus  derechos  contra  la  pro- 
vincia por  haber  vendido  un  campo  que  se  encontraba  embar- 
gadOy  cesión  que  se  invocó  como  fundamento  de  la  acción. 

Fallo  de  la  Suprema  Certe 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1897. 


Vistos  :  el  presente  juicio  promovido  por  el  Banco  Hipóte-^ 
cario  Nacional  contra  la  provincia  de  Corrientes,  por  daños  y 
perjuicios. 
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Y  considerando  :  que  la  acción  deducida  por  el  Banco  no  per- 
tenece ai  establecimiento  en  calidad  de  acreedor  originario  de 
la  provincia  demandada,  según  lo  expresa  el  mismo  actor,  que 
hace  derivar  su  derecho  de  cesión  hecha  á  su  favor  por  D.  Es- 
teban Ghaine,  ó  de  la  facultad  de  ejldrcitur  las  acciones  de  éste, 
que  pretende  le  está  otorgada  por  el  articulo  mil  ciento  no- 
venta y  seis  del  Código  Civil. 

Que  en  efecto  demanda  contra  la  provincia  los  daños  y  per- 
juicios que  cree  se  adeudan  á  su  deudor,  el  citado  Chaine,  por 
haber  vendido  á  éste,  dicha  provincia,  un  bien  embargado  y  por 
haber  presentado  Chaine,  en  la  ejecución  seguida  contra  él  por 
el  Banco,  la  acción  contra  la  Provincia  á  los  efectos  del  embargo 
en  el  juicio  ejecutivo. 

Que  con  tales  antecedentes,  y  aunque  fuera  legalmente  cierto 
que  Ghaine  había  cedido  sus  acciones  y  derechos  al  Banco  y 
aun  dada  la  existencia  de  esas  acciones  y  derechos,  es  evidente 
que  el  caso  no  es  de  la  competencia  originaria  de  esta  Suprema 
Corte^  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ocho  de  la  ley 
jurisdicción  y  competencia. 

Por  estos  fundamentos  se  declara  :  que  no  corresponde  á  esta 
Suprema  Corte,  el  conocimiento  originario  de  la  presente  causa. 
Hágase  saber  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 


BBNJAMIN  PAZ.  —  ABEI4  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JÜANE. 
TORRENT. 
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CAUSA  CXIY 


El  doctor  D.  Migiiel  Ángel  Ángulo  y  García  contra  el 
Ferrocarril  Central  Norte,  sobre  daños  y  perjuicios 


Sumario.  —  1°  La  cuestión  de  daños  y  perjaioios  causados 
por  inceadío  producido  por  las  locomotoras  de  un  ferrocarril, 
corresponde  á  la  justicia  federal  ratione  matericB. 

2®  Probado  suficientemente  el  incendio  de  campos  y  cercos 
pertenecientes  al  actor,  producido  por  las  máquinas  del  ferro- 
carril, y  la  realidad  de  los  perjuicios  causados,  la  empresa  se 
halla  obligada  á  su  indemnización. 

3^  Pareciendo  equitativa  la  estimación  de  ellos  hecha  por  la 
sentencia  del  inferior,  debe  confirmarse. 


Ca^o.  —  Resulta  del 


Fftll«  del  Jíuea  Federal 


Córdoba,  Diciembre  5  de  1892. 

T  vistos :  estos  autos  seguidos  por  el  doctor  Miguel  Ángel  Án- 
gulo y  Garcia  contra  la  Empresa  del  Ferrocarril  Central  Norte, 
por  daños  y  perjuicios  y  de  ios  que  resulta  : 
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1®  Qae  dichos  daños  y  perjuicios  se  cobran  por  haber  sido 
incendiada  una  propiedad  de  dicho  señor,  denominada  «  La 
Guardia  >^  la  que  consiste  en  una  estancia  de  campo ;  cuyo  in- 
cendio se  debe  á  las  chispas  y  tizones  que  arrojaban  las  má- 
quinas de  dicha  empresa  férrea  y  sus  empleados. 

Que  dichos  incendios  tuvieron  lugar  el  16  de  Julio,  31  del 
mismo  y  1  de  Agosto  de  1890«  y  que  comprendieron  sus  campos 
y  cercos  al  poniente  y  naciente  de  la  línea,  cantidad  de  montes 
y  aún  alguna  de  hacienda,  cuyos  perjuicios  Talora  en  sesenta 
mil  pesos  moneda  nacional. 

Termina  pidiendo  se  le  mande  abonar  por  la  empresa  deman- 
dada la  indemnización  de  ios  perjuicios  directos  é  indirectos  y 
las  costas  del  juicio. 

i°  Contestando  la  demanda,  la  parte  contraria  se  limita  á 
negar  c  en  todas  sus  partes  lo  expuesto  por  el  actor  »  y  diciendo 
que  basta  que  no  se  justifique  la  culpabilidad  del  autor  ó  sus 
agentes,  para  que  no  se  haga  lugar  á  la  demanda. 

3®  Abierta  la  causa  á  prueba  se  produce  la  testimonial  de 
foja  . . .  á  foja  .  • .  ;  la  confesional  de  fojas  ...  y  la  pericial  de 
fojas  .  • . ,  cuya  prueba  se  estudiará  en  seguida.  Y  considerando : 

Primero.  Para  el  estudio  y  resolución  de  esta  cuestión  debe 
partirse  del  hecho  cierto  y  no  cuestionado  del  incendio  de  parte 
de  la  estancia  del  doctor  Ángulo  y  Garcia,  quedando  á  resolver 
sobre  esto  solamente  el  ponto  de  saber  quién  lo  quemó,  ó  más 
bien,  si  es  cierto  que  la  empresa  lo  quemó. 

Como  una  ntecedente  sobre  esto  debemos  advertir  que  la  que- 
mazón de  un  campo  por  máquinas  locomotoras  no  es  entre  nos- 
otros un  hecho  insólito,  y  antes  bien  de  pública  notoriedad  es 
que  se  repite  con  frecuencia  alarmante,  lo  que  ha  dado  origen  á 
reclamaciones,  juioios  y  aun  transacciones  de  las  empresas. 

Estos  hechos  se  explican  por  los  grandes  y  continuos  vientos 
que  reinan  en  algunas  estaciones  del  año  que,  como  los  últimos 
días  de  invierno  y  los  de  primaveral  vienen  acompañados  de  pro- 
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longadas  sequías,  los  que  concurren  .como  un  factor  de  estos 
estragos  causados  por  las  locomotoras  alimentadas  de  leña,  y 
que  aún  no  han  podido  evitar  la  caida  de  las  chispas  que  des- 
prende la  combustión  de  aquellas. 

Con  estos  antecedentes,  el  doctor  Ángulo  dice  que  en  los  días 
16,  3i  de  Julio  y  1  de  Agosto  del  año  1890,  unas  máquinas  del 
tren  del  Ferrocarril  del  Norte  (hoy  Central  Córdoba)  prendieron 
fuego  á  sus  campos  :  el  16  produjo  el  incendio  del  lado  poniente 
de  la  línea  un  tren  de  carga ;  el  31  fué  producida  )a  quemazón 
por  otro  tren  de  carga  que  pasó  después  de  las  12  del  día  y 
antes  del  regreso  del  tren  de  pasajeros,;  á  la  quemazón  del  día  1 
la  produjo  un  tren  de  pasajeros. 

Ahora  bien  :  de  la  prueba  producida  resulta  probabo  testi- 
monialmente  que  los  incendios  referidos  fueron  producidos  por 
las  locomotoras  de  la  empresa.  Varios  testigos  contestes  decla- 
ran que  vieron  que  el  incendio  del  16  de  Julio  se  produjo  con 
un  tizón  de  fuego  que  fué  arrojado  desde  la  máquina  por  una 
persona  (Declaración  de  Eustaquia  de  Aldecoa,  foja  . . .  ;  San- 
tucho, foja  22;  Avelina  de  Guzman,  foja  28  vuelta;  Bustos,  foja 
32,  y  otros). 

Varios  testigos  contestes  declaran  que  el  incendio  del  31  de 
Julio  y  1  de  Agosto  se  produjo  inmediatamente  después  de 
pasar  el  tren,  reinando  gran  viento  (declaración  de  Bustos,  foja 
25  vuelta;  Amaya,  foja 34;  Bazan,  foja 35).  Los  testigos  del  pri- 
mer incendio  afirman  el  hecho  de  un  modo  indubitable  :  vieron 
caer  el  tizón  que  prendió  fuego  al  campo,  uno  de  ellos  lo  tuvo 
en  sus  manos.  El  incendio  lo  produjo,  pues,  la  máquina  6  el 
personal  do  ella. 

El  segundo,  fué  también  producido  por  las  máquinas  de  la 
empresa,  puesto  que  el  campo  se  incendió  inmediatamente  des-^ 
pues  de  pasar  un  tren  que  arroja  chispas,  en  día  de  viento;  no 
se  conoció  la  causa  próxima  del  incendio,  no  se  vio  la  chispa 
que  le  produjo,  pero  se  vio  la  catisa  mediata  también  indubi^ 
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table  del  incendio,  se  tío  el  tren  que  lo  produjo.  Se  puede  ase- 
gurar que  una  persona  ha  caído  herida  de  bala,  cuando  se  tío 
al  herídor  apuntarle,  se  oye  la  detonación  y  se  le  ve  caer,. sin 
que  sea  necesario  haber  visto  también  el  proyectil  penetrar  en 
su  cuerpo  y  producir  la  herida. 

Pero  si  se  quiere  todavía  mayor  certeza  en  el  conocimiento,  ten* 
gase  presente  que  hay  varios  testigos  que  declaran  que  después 
de  pasar  la  máquina  y  producirse  el  incendio,  no  pasó  nadie  por 
el  camino  durante  algún  tiempo  (Bastos,  foja  23  vuelta;  Avelina 
de  Ouzman,  foja  28  vueUa;  Eustaquia  Aldecoa^  foja29ivuelta). 

Compruébalo  además  la  dirección  del  viento.  Con  estas  de- 
claraciones testimoniales  y  los  antecedentes  apuntados  al  prin- 
cipio de  este  considerando,  el  Juzgado  cree  bastante  probado  el 
hecho  del  incendio  por  las  máquinas  del  Ferrocarril  Central 
Norte  (hoy  Central  Córdoba). 

Empero,  se  tachan  los  testigos  presentados,  por  ser  ellos,  se 
dice,  capataces  ó  peones  del  demandante. 

Suponiendo  que  la  tacha  fuera  admisible  respecto  á  todos 
los  que  son  arrendatarios,  capataces  6  viven  en  la  estancia  del 
doctor  Ángulo,  siempre  quedaría  un  mérito  probatorio  aellas, 
siquiera  sea  como  presunción. 

Además,  quedarían  también  testigos  intachables  como  Santu- 
cho, que  sabe  y  le  consta  el  hecho  de  los  incendios  por  conoci- 
miento personal)  foja  22;  Eustaquia  Aldecoa,  que  le  consta  los 
mismos  hechos  por  haber  visto,  habiendo  visto  también  en  el 
suelo  el  tizón  que  producía  el  incendio,  foja  29 ;  Abraham  Agúe- 
Uo,  foja  26  vuelta. 

Estos  testigos,  unida  su  fuerza  probatoria  ala  que  resulta  de 
la  deolaracíon  de  los  otros,  harían  en  todo  caso  la  praeba  con- 
cluyeute  del  hecho  en  cuestión,  que  tiene  además  la  calidadde 
la  notoriedad 

Pero,  con  todo,  la  declaración  de  aquellos  testigos  no  carece 
por  los  hechos  indicados  de  su  fuerza  de  conviecion. 
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Las  tachas,  como  la  praeba  testimonial  en  general,  precisa- 
mente por  las  grandes  dificaltades  que  encierra  y  sus  notorios 
peligros,  debe  ser  juzgada  j  apreciada  segan  las  reglas  de  la 
sana  crítica  jurídica  y  filosófica,  de  manera  qne  no  paede  decirle 
nunca  que  hay  un  testigo  absolutamente  inaceptable ;  todos,  hasta 
el  más  tachable,  puede  decir  la  verdad,  como  puede  falsearla  el 
que  parezca  más  honrado;  averiguar  cuándo  ambos  dicen  la 
verdad,  estudiar  los  estímulos  que  puedan  trabajar  su  espíritu 
á  nombre  de  sos  conveniencias,  pasiones  ó  afecciones,  etc.,  tales 
son  las  reglas  de  sana  crítica  con  que  han  de  juzgarse  sus  dichos. 

Tan  es  así,  que  hoy  las  tachas,  en  realidad^  no  extinguen  en 
absoluto  la  fé  de  los  testigos,  pues  siempre  por  las  condicionen 
personales  ú  otras  circunstancias  pueden  valer  como  presun- 
ciones, y  las  presunciones  también  forman  entre  las  pruebas. 

Porque  nuestras  leyes^  con  las  del  fuero  nacional  del  63, 
siguen  la  teoría  moderna  de  apreciación  de  la  prueba  testimo- 
nial por  el  juez,  según  reglas  de  criterio  racional. 

Antes,  el  testimonio  de  ciertos  testigos  no  valía  absoluta- 
mente, y  hoy  nada  hay  absoluto  al  respecto.  Las  leyes  anti- 
guas decían  que  más  debe  creerse  al  rico  que  al  pobre,  al 
fidalgo  que  al  villano,  al  varón  que  ala  hembra,  etc.,  y  las  mo- 
dernas han  derogado  aquellos  preceptos  de  hierro  que  hacían 
del  procedimiento  un  grosero  mecanismo  algo  como  el  íeslimo- 
niámetro  qne  quería  aplicar  Bentham-Bonnier.  Cuando  anti- 
guamente se  decía  que  tal  persona  no  era  apta  para  prestar  una 
simple  declaración,  para  dar  simples  noticias,  esta  restricción 
tenía  una  gran  importancia,  puesto  que  indicaba  que  una  decla- 
ración de  tal  clase  no  podía  constituir  nunca  una  unidad. 

Hoy,  al  contrario,  cuando  la  ley  nos  dice  que  se  oiga  á  las 
personas  menores  de  15  años  cumplidos,  salvo  tener  en  cuenta 
estas  circunstancias,  al  apreciar  la  declaración,  se  advierte  con 
esto  al  juez  que  sea  circunspecto.  Pero  si  se  halla  íntimamente 
convencido  de  que  el  metior  de  45  años  dice  la  verdad^  nada  le 
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impide  decidirse  por  su  declaración  (Bonnier,  Tratado  de  las 
Pruebas,  tomo  i*',  página  339). 

Estos  testigos,  se  dice,  no  deben  hacer  fé,  en  mérito  de  ser 
peones  y  medianeros  del  demandante.  Pothier  dice  lo  siguiente  al 
tratar  de  la  clase  de  tachas  que  se  refieren  al  interés  6  parcia- 
lidad del  testigo :  c  Respecto  de  los  artesanos  que  trabajan  para 
nosotros,  nuestros  servidores,  nuestros  colonos,  pneden  declarar 
en  pro  6  contra  nosotros  >.  En  esto  hay,  por  lo  demás,  una 
cuestión  de  apreciación,  dice  Bonnier,  en  la  que  el  tribunal 
regulador  podrá  diticiimente  revocar  las  decisiones  del  juez  de 
hecho  (obra  citada,  página  325). 

Siguiendo  este  criterio  de  apreciación  debemos  tener  pre- 
sente : 

Que  el  hecho  sobre  que  deponen  los  testigos  es  creible,  bajo 
el  punto  de  vista  de  su  verosimilitud  6  factibilidad  ; 

Que  en  nuestras  costumbres  de  campo,  el  agregado^  como  hay 
varios  de  los  testigos,  no  es  un  peón  ni  depende  éste  del  dueño 
de  la  estancia :  vive  con  independencia  de  aquel  y  préstale  á 
veces  6  no,  servicios  accidentales  ; 

Que  por  la  naturaleza  de  las  cosas  era  punto  casi  imposible  que 
el  señor  Ángulo  pudiera  probar  un  hecho  de  esta  clase  con  tes- 
tigos que  no  vivieran  en  sus  campos  y  en  la  orilla  de  la  línea, 
en  donde  establecería  sus  poblaciones,  no  sólo  por  el  acceso  á  la 
via  pública,  sino  también  hasta  para  defenderse  de  los  incen- 
dios que  dice  se  le  hacían  frecuentemente. 

Es  algo  así  como  un  testigo  necesario  y  es  sabido  que  en  caso 
de  necesidad,  en  ciertos  juicios,  se  aceptan  ¿o(íos  los  testimo- 
nios, por  la  imposibilidad  de  tener  otra  prueba. 

Por  todo  lo  dicho  se  declara  comprobado  el  hecho  de  que  las 
máquinas  del  Ferrocarril  Central  Norte  en  cuestión  produjeron 
los  incendios  cuya  reparación  se  pide. 

Segundo.  Las  máquinas  locomotoras  de  la  Empresa  del  Ferro- 
carril Central  Norte  han  quemado  los  campos  del  doctor  An- 
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golo;  ¿debe  la  Empresa  responder  por  los  perjuicios  que  esas 
quemazones  hayan  causado? 

En  el  sistema  de  nuestras  leyes  civiles,  los  hechos  que  pueden 
dar  lugar  á  las  indemnizaciones  de  daños  é  intereses  son  :  la 
inejecución  de  los  contratos ;  los  delitos^  ó  sean  las  infracciones 
á  las  leyes  sancionadas  con  ponas ;  los  delitos  del  derecho  civil 
ó  los  daños  cansados  con  dolo,  y,  por  último,  los  actos  ilícitos, 
por  culpa  ó  imprudencia. 

En  el  caso  actual  no  se  trata  de  contratos.  Si  el  hecho  de 
arrojar  tizones  encendidos  pudiera  mirarse  como  un  delito  del 

derecho  criminal,  tal  vez  la  Empresa  podría  discutir  sures- 

« 

ponsabilidad,  sosteniendo  ser  persona  jnrídica;  pero  el  hecho  de 
tirar  tales  tizones  no  es  desde  luego  un  hecho  criminal,  aunque 
lo  sea  un  i acendio,  porque  no  se  deduce  necesariamente  de  aquel 

hecho  quoel  tizón  se  tirara  .p^ra  causar  daño,  elemento  indis- 

« 

pensable  en  todos  los  actos  que  importan  un  delito,  y  el  hecho 
no  está  expresamente  prohibido;  si  esto  pudiera  mirarse  como 
un  hecho  criminfd  lo  ^ería  el  arrojar  cigarros  encendidos  6  fós-: 
foros  en  el  campo,  y  no  lo  es  (aFtícuIo  i®,  argumento  del  artí- 
culo 5,  Código  penal). 

'  Pero  suponiendo  hipotéticamente  que  íisí  fuera,  siempre  que- 
daría el.  incendio  de  los  días  31  de  Julio  y  1  de  Agosto,  que  no 
consta  se  hicieran  con  tizones  encendidos. 

Tampoco,  por  falta  de  prueba  del  dolo,  puede  mirarse  el  he- 
cho  como  un  delito  civil;  no  consta  que  el  hecho  se  produjera 
con  intención  de.dañar. 

Lo  que  se  deduce  claramente  del  hecho  comprobado  de 
arrojar  tizones  al  campo,  es  un  acto  culpable  6  imprudente,  que 
somete  al  que  lo  hizo  6  á  la  Empresa  á  cuyo  servicio  se  euQon- 
traba,  á  las  reparaciones  de  los  perjuicios  causados  (artículos 
H09ylH9del  Código  Civil). 

* 

Ya  qué  no  puede  mirarse  como  criminal  el  hecho  de  tirar 
tizones  encendidos  en  campos  cubiertos  de  pasto  seco  y  en  días 
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de  TientOy  ello  es,  por  lo  meaos,  acto  notoriamente  imprudente  y 
sobre  cuya  apreoiacion  de  buen  sentido  no  pnede  haber  dos  opi- 
niones, 7  la  empresa  dueña  de  la  línea  y  de  las  máquinas,  es  res- 
ponsable por  los  daños  causados,  por  expresa  disposición  de  las 
leyes. 

El  artícnlo  1i09  del  Código  Civil  dice  :  c  todo  el  que  ejecute 
un  hecho  que  por  sn  culpa  ó  negligencia  ocasione  un  daño  á 
otro,  está  obligado  á  reparar  el  perjuicio  >. 

€  La  obligación  de  reparar  el  daño,  se  extiende  á  los^  que 
causaren  los  que  están  bajo  nuestra  dependencia  6  por  las  causas 
de  que  se  sirve  oque  tiene  á  su  cuidado  >,  dice  eJ  artículo  1113. 

Y  el  artículo  1119  establece  que  el  artículo  1118,  que  hace 
renponsables  á  los  dueños  de  hoteles  6  posadas  por  el  daño  que 
causan  sus  agentes  ó  empleados,  se  extiende  á  los  capitanes,  de 
buques  y  d  los  agentes  de  transportes  terrestres  por  el  que  co- 
meten los  mismos.  El  hecho  d^  que  estos  artículos  parezcan 
limitar  la  responsabilidad  á  los  efectos  de  los  que  habitan  en 
los  hoteles,  ó  á  los  dados  para  transportar,,  no  es  ni  puede  ser 
taxativo,  y  se  debe  entender  que  se  extienden,  á  cualquier  daño 
ejecutado  por  dichos  empleados  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
ó  con  rnotivo  del  mismo. 

Así  lo  da  á  comprender  la  razón  del  propósito  de  la  ley,  el 
argumento  de  la  última  parte  del  artículo  lí  19  y  la  opinión  de 
respetables  jurisconsultos,  además  de  que  lo  establece  el  artí- 
culo 1113,  que  no  hace  distinciones. 

Lo  primerp,  porque  si  por  estos  hechos  hubiera  de  responsabi- 
lizarse sólo  al  autor,  la  responsabilidad  sería  ilusoria  no  sólo  por 
la  diñcnltad,  en  el  caso  actual,  de  saber  cuál  fué  el  que  en  un 
tren  en  marcha  arrojó  el  tizón,  sino  también  porque  estos  em- 
pleados son  ordinariamente  gentes  cuya  responsabilidad  pecu- 
niaria no  puede  satisfacer  las  exigencias  de  los  perjudicados  ni 
de  los  poderes  públicos  que  autorizan  las  líneas  férreas.  Porque 
el  artículo  1119,  en  su  última  parte,  extiende  estos  perjuicios  á 
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una  esfera  más  amplia  que  la  que  parece  restringirlos  sus  inci- 
sos anteriores,  y  porque  autores  respetables,  como  Segovia,  lo 
creen  así. 

En  la  nota  1 7  á  su  artículo  i  120  dice :  c  pero  además  de  quedar 
ya  establecido  en  el  artículo  1il4  que  los  superiores  deben  res- 
ponder por  los  perjuicios  causados  por  sus  subordinados^  esa 
responsabilidad  existe  siempre  que  estos  últimos  causen  daños, 
en  el  ejercicio  de  su  funciones,  sin  distinguir  si  los  perjudicados 
habitan  ó  no  en  el  establecimiento  (tomo  1^,  El  Código  Civil). 

Esto  en  cuanto  á  la  responsabilidad  de  la  Empresa  por  el  in- 
cendio del  costado  naciente  de  la  línea,  y  motivado  por  el  tizón 
arrojado. 

En  cuanto  al  del  costado  poniente,  motivado  por  el  fuego  de  sus 
máquinas,  ella  es  también  responsable  porque  c  cuando  de  cual- 
quier cosa  inanimada  resultase  daño  á  alguno,  su  dueño  respon- 
derá de  la  indemnización  si  no  prueba  que  de  su  parte  no  hubo 
culpa  »  (artículos  1133  y  1113  del  Código  citado). 

Se  pretende  que  las  empresas  ferroviarias  no  son  responsables, 
por  cuanto  proveen  á  sus  locomotoras  de  aparatos  destinados  á 
evitar  los  incendios  por  las  chispas. 

Pero  esos  aparatos  no  son  eficaces  desde  que,  á  pesar  de  ellos, 
se  incendian  los  campos  frecuentemente  y. al  demandante  dos  ó 
tres  veces. 

Este  último  hecho  lo  hemos  declarado  probado :  era,  pues, 
inútil  averiguar  en  los  autos  si  las  máquinas  los  llevaban,  pues 
aceptando  ese  hecho,  siempre  resultaban  inútiles.  La  responsa- 
bilidad siempre  le  incumbía,  á  menos  que  se  hubiera  tratado  de 
un  caso  fortuito,  cuya  prueba  no  ha  suministrado  ni  pretendido 
la  empresa  (argumento  del  artículo  184  del  Código  de  Comercio 
y  artículos  514  y  1132  del  Código  Civil).  Pero  aceptando  tam- 
bién que  la  empresa  hubiera  provisto  sus  máquinas  de  los  me- 
jores aparatos  para  evitar  la  caida  de  las  chispas,  si  ellos  no  son 
completamente  eficaces,  aunque  ello  sea  debido  á  la  imperfección 
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dé  los  conocimientos  científicos,  la  empresa  siempre  es  respon- 
sable, porque  no  puede  hacer  marchar  sus  máquinas  en  condi- 
ciones susceptibles  de  hacer  un  dañOj  no  por  accidente,  sino  como 
consecuencia  natural  de  causas  conocidas,  sin  someterse  á  las 
reparaciones  legales  (Blanché,  Transports  par  chemins  de  fer^ 
n^  210;  artículo  53,  ley  de  ferrocarriles  del  año  1872). 

Tercero.  La  parte  de  la  empresa  hace  algunas  objeciones  que 
deben  tenerse  en  consideración  por  su  especialidad.  Se  reduce 
una,  á  que  no  habiéndose  probado  qué  persona  arrojó  el  tizón, 
la  empresa  no  puede  ser  responsable. 

Pero  esta  exigencia  no  es  racional,  desde  que  no  se  trata  de 
responsabilizar  al  agente  sino  á  la  empresa. 

Para  responsabilizar  á  ésta,  basta  con  la  prueba  producida  : 
un  empleado  del  tren,  es  deqir,  una  persona  de  la  máquina  arro- 
jó fuego,  la  máquina  arrojó  fuego  y  quemó  :  la  empresa  es  res- 
ponsable. 

El  nombre  del  empleado,  la  hora  precisa  en  minutos,  el  sitio 
exacto  donde  empezó  el  incendio,  son  puntos  que  deben  aclararse 
en  lo  posible ;  pero  que  no  pueden  serlo  de  un  modo  absoluto 
muchas  veces,  sin  que  esto  haga  improcedente  la  reclamación. 

Ahora  la  empresa  tiene  designaciones  bastantes  para  poder 
saber  cuál  fué  ese  empleado  y  esa  máquina,  en  los  autos  y  de- 
manda del  damnificado  principalmente. 

Otro  (le  los  puntos  á  observar  es  que  poco  queda  que  observar 
sobre  la  cuestión  de  derecho,  con  la  prueba  producida  ante  la 
expresa  declaración  de  la  parte:  c  La  responsabilidad  seriando  la 
empresa,  si  se  comprobara  que  sus  agentes  lo  cometieron  al 
incendio,  si  se  demostrara  la  culpa  ó  imprudencia  (foja  74  á 
foja  74  vuelta).  <  Esa  culpa  no  se  ha  demostrado,  como  no  se 
ha  demostrado  que  los  agentes  del  ferrocarril  arrojasen  el 
fuego  ». 

Estas  declaraciones  del  alegato  de  bien  probado  coinciden  con 

la  contestación  á  la  demanda,  que  hablando  de  la  responsabili- 
T.  Lxvn  •  29 
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dad,  dice :  c  Y  en  ello  estoy  oonformé,  oiia  vez  que  se  prueben 
los  hechos»  (foja  4). 

Cuarto.  Fundada^  como  queda  dicho,  la  responsabilidad  de  la 
empresa  por  los  incendios  producidos,  debe  pasarse  á  estudiar  en 
qué  consisten  esos  perjuicios  j  su  monto.  De  la  prueba  testimo- 
nial como  de  la  pericial  conteste,  resulta  comprobado  quelos  re- 
feridos incendios  quemaron  varias  leguas  de  cercos,  entre  cercos 
de  alambre,  palos  plantados  y  rama  volcada,  gran  cantidad  de 
bosques  bien  poblados  de  leña  de  excelente  clase,  varias  chacras 
de  alfalfa,  postes  de  campos,  etc. 

La  extensión  lineal  y  superficial  de  esos  cercos  y  campos,  que- 
da comprobada  por  el  dictamen  pericial  del  agrimensor  Don  Au- 
relíano  Bodereau,  quien  ha  procedido  á  determinarlas  sobre  la 
base  del  plano  de  foja  4,  presentado  por  el  perito  propuesto  por 
la  empresa,  señor  Barraza,  aceptado  por  la  parle  de  Ángulo,  y 
aceptado  implícitamente  por  la  de  la  empresa. 

De  dicho  dictamen  y  mensurn,  resulta  quemado :  4815  heotá- 
reas  5124  metros  de  bosque  y  pastos  fuertes,  y  como  80  hectá- 
reas de  alfalfa ;  26.544  metros  lineales  de  alambrados  de  5  hilos 
y  postes  á  tres  metros,  y  9898  metros  lineales  de  cerco  de  rama 
volcada. 

Tal  es  lo  que  resulta  quemado  á  la  propiedad  del  doctor  Án- 
gulo, según  la  prueba  plena  existente  de  autos,  sin  perjuicio  de 
explicar  la  partida  de  alambre.  Fijada  esta  suma,  debe  pasarse 
á  la  avaluación  del  quamtum,  en  dinero,  de  cada  una  de  esa  cla- 
se de'daños. 

Quinto.  Los  principios  generales  que  gobiernan  esta  materia 
están  comprendidos  especialmente  en  los  artículos  1068  y  1069 
del  Código  Civil. 

Ellos  establecen  que  c  habrá  daño  siempre  qne  se  causare 
á  otro  algún  perjuicio  susceptible  de  apreciación  pecuniaria,  ó 
directamente  en  las  cosas  de  su  dominio,  6  indirectamente  por 
el  mal  hecho  á  su  persona  ó  á  sus  derechos  ó  facultades  >. 
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€  £1  daño  comprende  no  sólo  el  perjuicio  efectivamente  su- 
frido, sino  también  la  ganancia  de  que  f  aé  privado  el  damnifi- 
cado, por  el  acto  ilícito  y  qne  en  este  código  se  designa  por  la 
palabra  pérdidas  é  intereses  >. 

Laurent,  tratando  de  los  daños  j  perjnicios  cansados  por  los 
cuasi-delitos,  dice:  cque  el  reglamento  (determinación)  de  los 
daños  é  intereses  depende  enteramente  de  los  jueces  de  hecho,  á 
los  qne  corresponde  exclusivamente  su  apreciación  (Laurent, 
Droit  Civil  Francais,  tomo  20,  n®  533).  Siguiendo  la  jurispru- 
dencia sentada  en  la  Corte  de  Aix,  sostiene  con  aquella  c  qne  loa 
daños  é  intereses  no  deben  ser  elevados  á  una  cifra  fuera  de  pro- 
porción con  la  pérdida  real  y  apreciable  en  dinero  que  los  de- 
mandantes han  sufrido»...  Siguiendo  aquella  resolución,  un 
siniestro,  una  desgracia,  no  debe  ser  el  sujeto  de  una  especula- 
ción qne  enriquezca  al  demandante  (n^  525,  id.).  Debe  pa- 
garse todo  el  daño;  pero  ei  daño  realmente  sufrido  7  actual 
(n""* 526  y  527,  id.).  Y  por  último,  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
de  la  Nación  tiene  establecido,  que  la  estimación  de  los  danos 
y  perjuicios,  cuando  no  pueden  calcularse,  y  son  exagerados  por 
las  partes,  corresponde  al  prudente  arbitrio  del  juez  estimar  y 
'  moderar  su  avaluación  (serie  2%  tomo  6,  página  29;  tomo  12, 
página  616;  tomo  14,  página  50). 

Sexto.  Con  estos  antecedentes,  debe  pasarse  á  la  considera- 
ción de  cada  crna  de  las  partidas. 

Cercos  de  alambre.  —  Consta  de  antos  que  el  alambrado  es  de 
cinco  hilos,  postes  á  tres  metros  de  distancia  y  trabas  de  torza- 
das  de  alambre^  poste  de  buena  qlase. 

Para  hacer  más  fácil  la  determinación  de  su  precio,  conviene 
reducirlo  á  la  unidad  de  130  metros  (cuadra)  lineales,  que  es  la 
que  han  usado  algunos  peritos,  y  la  parte. 

Fijamos  por  cada  130  metros  de  cerco  quemado,  las  siguien- 
tes partidas : 


; 
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Postes  40,  á20  pesos  ciento ¿    8.00 

Alambre,  650  metros,  á  14  pesos  quintal ...»  18.00 

5  torniqaetas,  á  40  pesos  ciento >     2.00 

125  metros  alambre  para  trabas >     3.50 

Acarreo  postes,  dos  viajes  (en  mediodía)  dos 

peones ,   >     0.80 

Acarreo,  uso  de  carro  y  animales  (pruden- 
cial)    1     0.40 

Acarreo  alambre  de  la  estación,  á  razón  de 
20  rollos  por  viaje,  dos  peones,  medio  dia, 
un  peso  viaje,  incluso  carros  y  útiles,  pre- 
cio en  cuadra »     0.08 

Uso  de  herramientas  (prudencial) >     0.10 

Construcción ^ »     7 .00 

Total \  $  m/n  39.88 

Queda,  así,  determinado  el  precio  por  cada  130  metros  linea- 
les, en  treinta  y  nueve  pesos,  ochenta  y  ocho  centavos  moneda 
nacional. 

No  debe  haber  más  trabas  en  alambrado  con  postes  á  tres  me- 
tros (supónese  sólo  una). 

En  el  acarreo  de  alambre  á  la  estación,  debe  tenerse  presente 
que  con  un  viaje  de  carro,  se  hace  lo  menos  doce  cuadras. 

Se  suprime  la  partida  de  clavos  que  son  innecesarios  y  no  ha 
probado  Ángulo  que  lo  tuvieran  sus  alambrados. 

En  el  uso  de  herramientas,  debe  hacerse  un  cálculo  pruden- 
cial y  moderado,  el  trabajador  práctico  gasta  muy  poca  herra- 
mienta de  buena  clase,  parece  exagerado  el  cálculo  del  doctor 
Ángulo  y  cree  más  aceptable  y  justo  fijar  la  pérdida  de  diez  pe- 
sos, por  cada  cien  cuadras  de  cerco  trabajado.  Es  el  mismo  cri- 
terio con  que  se  ha  avaluado  el  alquiler  del  carro  y  animales. 

Suprímese  también  el  capataz  para  conducir  el  carro  por  creer- 
lo innecesario,  tanto  para  transportar  el  alambre,  como  para  los 
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postes.  Y  siendo  el  total  de  metros  del  cerco  de  alambre,  vein- 
tiún mil  seiscientos  sesenta  y  pinco,  con  cincaenta  centímetros, 
se  fija  en  seis  mil  seiscientos  cincuenta  y  tres  pesos,  noventa  y 
siete  centavos. 

Al  fijar  esta  extensión  de  óercos,  cuando  el  perito  Bodereau  la 
fija  en  34.259,50  metros, se  ha  tenido  en  cuéntalas  explicacio- 
nes dadas  por  el  mismo  perito  y  es  en  mérito  de  ellas  y  constan- 
cias de  autos  que  se  ha  rebajado  aquella  snma  á  la  fijada.  La 
diferencia  proviene  de  que  el  perito  Bodereau,  incluye  en  la 
suma  que  él  designa,  la  partida  de  alambrado  á  reparar,  que  se 
indemniza  separadamente. 

Además,  ha  incluido  también  una  superficie  de  2701  metros 
que  no  fué  quemada  al  poniente  de  la  línea ;  y  otra  de  5067  me- 
tros, qne  el  señor  Barraza  hace  figurar  como  no  quemada  (al 
poniente  de  la  línea)  y  que  debe  tenerse^sí,  en  razón  de  la  con- 
formidad del  reclamante  con  el  plano  y  decreto  de  fojas  ...,  y 
de  que  la  totalidad  de  metros  de  cerco^  es  análoga  á  la  que  co^ 
bra  el  doctor  Ángulo,  según  su  conocimiento  completo  en  mate- 
rias en  que  no  es  posible  suponer  su  error,  porque  se  traía  de 
trabajos  que  él  mismo  ha  hecho. 

Cercos  de  palo  plantado.  —  En  ana  conferencia  oficial  del  in- 
frascripto con  los  tres  peritos,  Olmos,  Buiz  y  Barraza,  después 
de  muchas  explicaciones  y  cambios  de  idea,  resaltó  definitiva- 
mente este  tipo  de  avaluación  por  cuadra  ó  sean  130  metros  : 


Postes  300,  á  12  pesos  el  ciento,  puesto  en 

el  cerco $  36.00 

Bama,  300  rastras,  á  1  peso  el  ciento,  costo 

corte *     3.00 

Conducción,  20  viajes  de  15  postes  cada  uno, 
á  50  centavos  viaje,  suprimiendo  alquiler 
de  carro >  10.00 
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Para  trabajar  el  cerco >  H  .00 

Uso  áe  herramientas ¿ »     0.10 

Total $  m/a  60.10 

Queda  así  apreciados  los  ciento  treinta  metros  de  este  cerco, 
en  sesenta  pesos  diez  centavos  moneda  nacional.  Y  siendo  la  ex- 
tensión de  estos  cercos,  de  veintiséis  mil  quinientos  cuarenta  y 
cnatrometros,  da  nn  total  de  doce  mil  cuutroeientos  cincuenta 
y  ocho  pesos  y  sesenta  y  cuatro  centavos. 

Este  es  el  cerco  más  costoso  délos  qnetieneel  doctor  Ángulo, 
y  s^  hace  comunmente. 

Ha  sido  apreciado  de  manera  muy  diversa,  y  el  Juzgado  ha 
creido  de  su  deber,  por  razones  de  justicia,  subir  un  tanto  todas 
las  avaluaciones  periciales  que  se  han  formulado,  en  atención  á 
las  razones  expuestas  j^r  el  mandante  y  al  tipo  de  avaluación 
que  surgió  en  la  conferencia  ya  citada,  razones  que  deben  pesar 
más  aún  en  el  ánimo  del  jaez  que  la  misma  tendencia  moderada 

de  sus  funciones  al  avaluar  perjuicios.  Decimos  que  ello  surgió 

* 

de  la  conferencia  con  los  peritos  en  general,  y  esto  naturalmen- 
te, importa  una  consideración  de  sus  dictámenes  en  esta  parte. 
Por  indicación  de  ellos,  en  esa  conferencia  se  llegó  á  fijar  por 
cuadra : 

300  postes  á  13  ó  15  pesos,  ciento 

350  á  400  rastras,  á  tres  pesos,  ciento 

10  á  15,  por  hechura  del  cerco,  etc. 

Con  sólo  estas  partidas,  se  ha  excedido  el  límite  que  ellos  fi- 
jaron en  sus  dictámenes. 

En  cuanto  al  demandante,  él  también  ha  fluctuado  en  la  ava- 
luación de  este  cerco. 

En  su  escrito  de  foja  96  vuelta,  lo  avalúa  en  116  pesos  por 
cuadra.  En  el  de  foja  110,  á  136  pesos. 

El  Juzgado  ha  debido  rebajar  sus  partidas  por  exageradas  en 
general  y  en  especial,  la  relativa  al  acarreo  de  postes. 
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El  demandante  alquila  sus  carros  y  animales  á  la  empresa,  de 
manera  que  le  dejarían  gran  utilidad  con  motivo  del  incendio, 
cuando  debe  limitarse  á  resarcirse  de  lo  que  ha  perdido  ó  deja- 
do de  ganar. 

Cerco  de  rama.  — Es  el  más  barato  de  todos  los  cercos  y  más 
fácil  de  avaluar. 

Los  peritos  lo  hicieron  en  ocho  pesos  cuadra;  pero  hay  tam- 
bién que  hacer  un  pequeño  aumento.  Supongamos  que  el  traba- 
jo cuesta  5,50 ;  pero  lleva  500  rastras  de  rama,  y  aun  cuan- 
do ésta  no  se  avalúe  en  esos  lugares,  por  su  gran  abundancia  y 
hasta  inutilidad,  pero  ha  habido  el  trabajo  de  cortarla  y  llevar- 
la, el  que  debe  avaluarse  al  menos  en  un  peso  el  ciento  de  ras- 
tras, de  manera  que  en  500  hacen  5,  más  5,50  del  trabajo, 
hace  diez  pesos  cincuenta  centavos,  suma  en  que  avaluamos  la 
cuadra. 

Y  siendo  setenta  y  cinco  el  número  de  unidades  de  ciento 
treinta  metros  (9898  metros),  da  un  total  de  800  pesos  50  cen- 
tavos (ochocientos  pesos  cincuenta  centavos). 

Avaluación  del  bosque.  — £1  doctor  Ángulo  toma  por  base  de 
avaluación  de  sus  montes,  la  cantidad  de  pilas  de  leña  que  po- 
dría sacarse  de  él,  con  un  precio  bajo  por  pila.  Pero  esta  base 
es  inaceptable. 

El  doctor  Ángulo  cree. que  de  cada  cuadra  .de  sus  montes,  se 
puede  sacar  400  pilas  (foja  112  vta.)  de  leña,  siguiendo  ese  cri- 
terio habría  que  pagarle  á  1.50  centavos  por  pila,  lo  que  daría  la 
cuadra  600  pesos,  y  la  legua  de  monte  960.000  mil  pesos,  y  te- 
niendo su  estancia,  en  la  parte  quemada,  cerca  de  dos  leguas,  y 
suponiendo  la  posibilidad  que  se  hubieran  quemado  todas,  laso- 
la  partida  de  montes  hubiera  costado  á  la  empresa  cerca  de  mi- 
llón y  medio  de  pesos  !  Y  sin  embargo,  el  demandante  quedaba 
dueño  del  campo  quemado  y  dueño  de  la  estancia !  Ahora  bien, 
por  más  valiosa  que  la  estancia  toda  entera  sea,  no  es  posible 
que  valga  la  tercera  ó  cuarta  parte,  porque  no  las  hay  tal  vez, 
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en  la  proTíncia  de  Córdoba  ni  en  la  República,  que  en  igualdad 
.  de  superficie  las  valgan. 

Y  sin  embargo,  es  posible  que  de  sus  montes,  se  pueda  sacar 
400  carradas  de  leña  j  es  muy  aceptable  el  precio,  más  bien 
bajo  de  1 .50  pesos  por  cada  pila  ó  carrada.  ¿Dónde  está  entonces 
la  explicación  de  este  contra  sentido? 

¿  En  qué  consiste  el  error  que  lo  produce  ? 

Decididamente  en  el  tipo  de  avaluación  adoptado  por  la  de- 
manda. Si  se  toma  como  tipo  la  pila  de  leña,  ese  cálculo  no  es 
exagerado,  pero  ese  no  es  la  unidad  ó  tipo  de  avaluación  para 
venderlo.  El  precio  del  monte  no  es  el  precio  de  la  pila  de  leña 
que  pueda  sacarse  del  monte. 

^  Siguiendo  ese  criterio,  pudo  haberse  tomado  por  base  el  nu- 
mero de  postes^  tirantes  y  aun  puertas  que  se  puedeta  sacar  de 
él,  y  no  es  necesario  esforzarse  en  demostrar  que  reducida  á 
puertas  una  legua  de  montes,  ó  á  metros  cúbicos  de  piedra  una 
legua  de  terreno  pedregoso,  6  á  toneladas  de  cal  los  cerros  Ma- 
lagüeños, quizás  n(»  habría  dinero  para  pagarlos.  El  error,  con- 
siste en  tomar  como  base  de  avaluación  una  unidad  distinta  de 
la  unidad  á  avaluarse.  Se  trata  de  avaluar  el  monte  y  se  avalúa 
la  pila  de  leña. 

De  allí  viene  el  error  en  el  valor  de  la  cosa. 

Si  el  valor  es  el  poder  de  cambio,  el  valor  del  monte  no  es  el 
correspondiente  á  las  pilas  de  leña  que  de  él  salgan,  porque  así 
no  se  cambia  el  monte. 

Y  la  razón  de  que  no  se  cambie,  es  porque  no  hay  demanda 
bastante  para  agotar  todo  un  monte  á  ese  precio  :  el  doctor  Án- 
gulo no  ha  demostrado  ni  pretendido  siquiera,  que  sin  el  incen- 
dio le  hubiera  sido  posible  cambiar  su  monte  por  dinero. 

Y  ello,  por  varias  razones  : 

I**  Porque  dada  la  inmensa  cantidad  de  montes  de  la  provin- 
cia, éste,  como  materia  prima,  casi  no  tiene  valor ; 
2°  Porque  el  valor  de  éste,  para  reducirlo  á  la  unidad  indi- 
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cada  por  el  doctor  Ángulo,  lo  da  principalmente  el  trabajo  del 
hombre ; 

'     3*  Porque  frente  á  la  inmensa  cantidad  de  montes  de  nuestro 
país,  está  la  pequeñísima  demanda  de  ellos. 

Para  que  el  doctor  Ángulo  pudiera  reducir  d  dinero  su  bos- 
que, vendiéndolo  por  pilas,  tendría  que  bajar  tanto  sus  precios 
que  serían  nulos,  casi  respecto,  al  precio  ordinario  y  anormal  de 
la  leña. 

Concretando,  debe  decirse  que  no  debe  avaluarse  por  pila  el 
monte  quemado: 

i"  Por  la  dificultad  de  cortarlas,  punto  que  debe  tenerse  muy 
especialmente  en  consideración  en  estas  avaluaciones; 

2^  Porque  la  pila  de  leña  no  es  la  cosa  quemada,  aun  cuando 
se  saque  de  ella  ; 

3®  Porque  la  venta  de  un  monte  avaluado  así  sería  necesaria- 
mente tan  remota  que  haría  incierta  la  determinación  de  su 
valor. 

4°  Porque  para  tomar  el  precio  por  pila  es  necesario  bajarlo 
más  aún  para  adquirir  la  certeza  de  la  posibilidad  de  su  venta. 
Para  contarlo  también  por  pila,  es  necesario  igualmente  reba- 
jarlo  mucho  para  tener  la  seguridad  de  no  exagerar.  Resulta 
que  la  avaluación  por  pila  es  incierta  y  arbitraría  é  importa 
avaluar  una  cosa  diversa  de  la  que  debe  avaluarse. 

La  única  avaluación  aceptable  es  la  del  campo  con  monte,  para 
lo  cual  debe  tenerse  presente  la  especialidad  en  bondad  de  los 
del  demandando,  la  proximidad  de  los  mismos  á  una  ciudad 
importante  y  su  situación  sobre  una  línea  férrea  interprovincial. 
En  vista  de  estas  consideraciones  y  también  las  que  han  ser- 
vido de  fundamento  al  perito  doctor  Ruiz  en  sus  escritos  de 
fojas  86  y  100  vuelta,  el  juzgado  adopta  como  tipo  de  avaluación 
el  precio  de  la  leña  y  monte  por  hectárea. 

Fijándose  en  12  pesos  moneda  nacional  el  precio  de  cada  hec- 
tárea de  monte  seco  antes  del  incendio,  sin  contar  el  valor  de 
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la  tierra  y  en  20  por  ciento  de  su  valor  total  lo  que  ha  consu- 
niido  el  incendio,  tenemos  :  precio  de  48i5  hectáreas  á  12  pesos, 
57.780  pesos ;  20  por  ciento  de  monte  quemado  á  indemni2ar, 
i  1 .565  pesos  (once  mil  quinientos  sesenta  y  cinco  pesos  moneda 
nacional). 

De  cualquier  manera  una  avaluación  de  esta  naturaleza  tiene 
que  ser  prudencial  j  carecer  de  bases  enteramente  Qjas. 

Pero  la  fijada,  prndencialmente  moderada,  tiene  la  ventaja 
de  avaluar  la  cosa  misma,  el  monte  quemado. 

El  tribunal  no  avalúa  la  quemazón  del  monte  verde,  porque 
es  difícil  apreciar  al  árbol  que  vuelve  del  realmente  extinguido, 
7  porque  esta  quemazón  deja  generalmente  el  árbol  en  estado 
de  leña. 

Alfalfares  perjudicados.  De  la  prueba  rendida  consta  de  autos 
haberse  quemado  chacras  alfalfadas  y. sus  cercos,  de  manera 
que  estando  abiertas  han  quedado  inutilizadas  por  no  poderse 
invernar  en  ellas. 

Una  de  esas  chacras^  de  50  hectáreas  y  7000  metros  cuadrados, 
lo  está  en  esas  condiciones  desde  el  incendio  del  1  de  Agosto  de 
1890. 

La  chacra,  no  habiéndose  alegado  que  estaba  destinada  á  cor- 
tarse la  alfalfa,  era  sólo  para  invernada  y  tener  animales  á 
guarda,  los  que  no  se  han  podido  tener  desde  entonces  y  estando 
abierto  los  alfalfares  está  cabi  perdida  por  el  chnrqui  que  ha  na- 
cido en  ella,  pues  no  se  ha  regado. 

Ha  sufrido,  pues,  perjuicios  positivos  el  demandante,  que  de- 
ben serle  reparados. 

Después  de  estudiado  el  dictamen  de  los  peritos  sobre  ellos, 
atendidas  sus  razones,  lo  alegado  por  la  demanda,  y  según  el 
conocimiento  personal  del  infrascripto,  puede  moderadamente 
apreciarse  estos  perjuicios  en  la  siguiente  forma. 

En  50  hectáreas  de  alfalfa  pueden  mantenerse  todo  el  año  150 
animales  y  moderando  esa  suma  en  vista  de  la  probabilidad  de 
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qne  el  demandante  no  hubiera  tenido  demanda  pueden  fijarse 
en  100;  fijándose  el  precio  de  dos  pesos  por  pastaje  por  mes, 
cantidad  moderada,  tendríamos  en  28  meses,  pesos  5600.  Ava- 
luando al  mismo  precio  las  otras  33  hectáreas  y  8000  metros, 
en  cuatro  meses  daría  560  pesos.  De  modo  que  se  avalúan  los 
perjuicios  por  la  alfalfa  en  6160  pesos  (seis  mil  ciento  sesenta 
pesos  moneda  nacional).  Hay  en  esta  avaluación  que  disminuir  la 
cantidad  de  cabezas  que  pueden  mantenerse  en  hectárea  además 
de  las  razones  ya  dichas,  porque  para  que  un'invernador  pueda 
llenar  sus  chacras  necesitaría  hacer  una  notable  rebaja  de  pre- 
cios. Por  lo  demás,  se  desestima  la  partida  de  7500  pesos  que 
cobra  el  doctor  Ángulo  por  el  valor  de  sus  chacras^  porque  éstas 
y  aunque  están  perdidas,  no  costaría  eso  la  avaluación  de  la  cua- 
dra, ni  sería  tal  vez  responsable  la  Empresa  por  su  mal  estado. 

Lo  primero,  porque  el  precio  de  la  siembra  de  una  cuadra  de 
alfalfa  es  menor  la  tercera  6  cuarta  parte  del  que  cobra  el  doctor 
Ángulo. 

En  los  Altos  de  Córdoba,  aunque  el  monte  es  diferente  pero 
donde  el  peón  es  mucho  más  caro,  puede  calcularse  así  una  cua- 
dra de  alfalfa  :  desmonte,  40  pesos;  arado,  20  pesos;  semilla, 
20  pesos;  total  80  pesos,  que  hecho  por  cuenta  propia  cuesta 
mucho  menos  aún. 

En  €  La  Guardia  >  el  desmonte  será  más  caro  no  hay  duda, 
no  obstante  no  ser  de  raíz,  pero  el  peón  es  más  barato  y  no  es 
posible  aceptar  más  de  80  pesos  por  cuadra  de  desmonte. 

Lo  Sfgundo,  en  mérito  de  las  siguientes  consideraciones  :  En 
la  inspección  ocular  del  2  de  este  mes  se  dudó  por  el  abogado  de 
la  empresa  que  una  parte  de  una  de  las  chacras  que  el  deman- 
dante considera  como  quemada,  hubiera  sido  tal  chacra  de  alfalfa 
en  tiempo  del  incendio,  en  razón  de  notarse  en  etla  entre  la  gran 
cantidad  de  pasto  y  paja  que  tiene  muy  poca  alfalfa  y  sobre  todo 
mucho  churqui  que  parece  tener  más  edad  que  la  de  los  incendios. 
El  doctor  Ángulo  manifestó  que  ese  churqui  se  había  creado 


460  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

desde  el  año  1890,  después  del  incendio  hasta  la  fecha,  pues  como 
esas  chacras  quedaran  abiertas,  él  no  había  querido  regarlas. 

No  obstante  lo  dicho,  la  gran  cantidad  de  ese  arbusto  no 
prueba  que  ja  existiera  antes  del  incendio.  El  demandante  ha 
manifestado  que  él  no  desmonta  de  raiz  sus  montes,  sino  super- 
ficialmente, hecho  general  en  los  campos  muy  poblados  de 
churqui  y  árboles  grandes. 

Así  se  explica  fácilmente  la  rapidez  con  que  vuelve  á  repro- 
ducirse en  chacras  abandonadas  nuevas  (que  no  se  verifica  en 
chacras  viejas,  que  con  la  continuación  de  cortar  la  alfalfa  han 
perdido  el  germen  vegetativo  las  raíces  que  se  dejaron  bajo  de 
tierra).  Hemos  recibido  datos  de  personas  competentes  sobre 
estos  puntos. 

Ahora  el  hecho  de  si  se  quemaron  esas  chacras  está  plena- 
mente comprobado  en  autos.  Los  testigos  Bustos,  Isidoro,  foja 
23  vuelta,  y  Clemente,  foja  25  vuelta,  declaran  ser  cierto  que  se 
quemaron  las  chacras  del  naciente  de  los  rieles  hasta  la  colonia 
de  Caroya  y  Troncopozo. 

El  perito  Luis  J.  Olmos,  persona  honorable,  y  que  procede  á 
la  avaluación  por  conocimiento  personal  del  incendio,  y  anti- 
quísimo de  los  campos,  asigna  á  las  chacras  de  alfalfa  quemadas 
50  cuadras  próximamente.  Ante  estos  testigos,  ante  esta  prueba, 
no  es  posible  desconocer  que  esas  chacras  fueron  quemadas;  y 
de  la  inspección  ocular  resulta  evidente,  indiscutible^  que  esas 
chacras  están  si  no  perdidas,  muy  deterioradas. 

Pero  debe  decidirse  que  de  ello  no  es  culpable  la  empresa,  6 
al  menos  no  es  responsable,  porque  el  autor  de  un  perjuicio 
involuntario  aunque  culpable  no  es  responsable  del  mal  cansado 
cuando  la  persona  que  lo  sufre  pudo  evitar  sus  perjudiciales 
consecuencias. 

La  empresa  es  responsable,  mientras  no  se  restablezcan  los 
cercos  de  las  chacras,  de  los  perjuicios  que  sufre  el  doctor  Án- 
gulo por  no  poder  guardar  animales,  pero  no  del  estado  del 
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alfalfar,  que  no  habría  estado  perdido  si  el  doctor  Aogolo  lo 
hubiera  regado. 

El  doctor  Angalo  debió  proceder  así,  como  procedió  mandando 
apagar  los  incendios  y  podo  hacerlo  así  bin  gran  costo  (Fallos 
de  la  Suprema  Corte,  serie  2*^,  tomo  14,  página  50,  argumento 
del  artículo  111 1  del  Código  Civil). 

Pasto  de  campo  quemado  é  inutilizado.  Para  la  avaluación 
de  este  perjuicio  partimos  de  la  base  de  que  en  buen  campo  no 
puede  conservarse  más  de  1000  cabezas  por  legua  y  moduran^os 
esa  cantidad  prudéacialmente  en  800,  y  sin  que  esto  importe 
desconocer  que  aquellos  campos  pueden  admitir  más  en  general. 

Ahora  bien,  la  totalidad  de  pasto  de  campo  es  de  4815  hec- 
táreas, la  cantidad  quemada  2450,  la  cantidad  inutilizada  por 
estar  abierta  2360  hectáreas. 

En  esta  extensión  de  campo  (4815  hectáreas)  el  demandante 
ha  podido  mantener  1800  cabezas  de  ganado,  el  doctor  Ángulo 
ha  tenido  allí  1200  á  1400  de  su  propiedad,  luego  no  ha  podido 
lecibir  á  pastaje  mus  de  400  cabezas. 

Para  aceptar  la  posibilidad  do  que  las  hubiera  tenido  hay 
que  suponer  que  bajó  sus  precios  y  calculándolos  á  razón  de 
20  centavos  mensuales  en  los  20  meses  serían  2240  pesos  (dos 
mil  doscientos  cuarenta  pesos)  por  perjuicios. 

Perjuicios  indirectos  t 

Alfalfares,  Debe  suprimirse  la  partida  del  interés  del  capital 
empleado  en  los  alfalfares,  porque  ya  se  manda  pagar  en  forma 
áv  productos  de  las  chacras  y  porque  ello  importaría  pagarlos 
dos  veces. 

Pasto  de  campo.  Suprímese  esta  partida,  por  estar  compren- 
dida en  la  anterior  bajo  el  mismo  título. 

Gastos  de  juntar  hacienda.  Fíjase  esta  suma  de  25  pesos 
mensuales  á  que  el  doctor  Ángulo  rebajó  la  misma,  propuesta 
por  el  perito  doctor  Buiz,  en  coubideracion  á  los  motivos  que  la 
fundan  :  en  28  meses  suma  700  (setecientos  pesos). 
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Administración  de  cercos.  No  se  hace  lagar  por  no  haberse 
probado  que  esta  tenga  por  causa  la  quemazón. 

Alambrado  á  reponer.  Acéptase  la  suma  fijada  por  el  doctor 
Ángulo,  que  es  la  misma  que  ba  avaluado  el  peritp  de  la  em- 
presa. Esta  suma  es  procedente  en  mérito  del  gran  deterioro  de 
los  cercos.  Qaeda,  pues,  fijada  en  pesos  906  (novecientos  seis 
pesos  moneda  nacional). 

Adicional.  Conducción  de  alambre.  Esta  suma,  dada  la  difi- 
cultad de  hacer  la  división  por  cuadra,  se  dejó  para  regularla 
aquí,  y  se  acepta  la  hecha  por  el  demandante  por  consistir  en 
sumas  convenidas.  Sólo  la  última  partida  la  suprimimos  pur  ha« 
ber  sido  incluida  á  foja  ...,  quedando  reducida  á  83  pesos 
(ochenta  y  tres  pesos  moneda  nacional). 

Sétimo,  Eeasumiendo,  todas  estas  partidas  dan  el  siguiente 
resultado  (suma  á  indemnizar)  salvo  error  de  cálculo  : 

Cercos  de  alambre $    6653.97 

Cercos  de  palo  plantado 12468. 6i 

Cercos  de  rama 800.50 

Monte  quemado 11565.00 

Alfalfares  perjudicados 6160.00 

Pasto  de  campo. w» 2240.00 

Gastos  de  juntar  hacienda 700.00 

Alambrado  á  reponer 906.00 

Adicional.  Conducción  de  alambre 83.00 

Total 41567.11 

(Cuarenta  y  un  mil  quinientos  sesenta  y  siete  pesos  onceeen^ 
tavos  moneda  nacional  de  curso  legal). 

Octavo.  Resta  sólo  decidir  un  punto  sometido  á  discusión.  El 
hecho  de  no  haber  comprobado  el  doctor  Ángulo  que  la  estancia 
quemada  ts  de  su  propiedad. 

El  representante  en  juicio,  de  la  Empresa,  no  ha  exigido  esa 
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comprobaoion,  porqne  no  ha  negado  este  heebo,  razón  por  la  cual 
el  demandante  no  ha  debido  comprobarlo. 

El  apoderado  de  la  Empresa  ha  negado  los  hechos  qae  sirven 
de  fundamento  á  la  demanda,  pero  esta  negativa  nunca  pudo 
tomarse  como  que  abrazaba  la  propiedad  del  terreno  qaemado ; 
sino  el  hecho  del  incendio  j  el  de  lo  que  hubiera  producido 
las  máquinas  de  la  empresa;  esto  es  lo  que  debe  probarse  de  or- 
dinario en  estos  casos,  porque  es  lo  que  está  en  discusión.  Lo 
demás  no  ha  debido  comprobarse^  á  menos  de  una  exigencia  j 
negativa  formal  de  parte,  que  no  ha  existido,  y  en  los  casos 
fijados  por  la  ley. 

Negarlo  expresamente  á  última  hora,  en  las  postrimerías  de 
nn  juicio  tan  largo  y  laborioso,  en  que  tantas  pruebas  se  ha  ren- 
dido ;  negarlo  en  este  estado  es  imposibilitar  la  defensa  y  aún 
la  prueba  del  demandante.  Aparte  de  que  no  ha  demostrado  la 
parte  de  la  Empresa  que  sólo  el  propietario  puede  quejarse  de 
los  daños  causados  en  una  propiedad  como  en  el  caso  sub-judice 
(artículo  1110). 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten,  deñnitiva- 
mentf^  juzgando,  fallo  y  declaro  :  que  la  Empresa  del  Ferro* 
carril  Central  Norte  €  The  Córdoba  Central  Railway  Company 
limited  »  es  responsable  civilmente  por  el  incendio  producido 
por  sus  máquinas  en  la  estancia  c  La  Guardia»,  del  doctor 
Miguel  Ángel'  Ángulo  y  García,  y  ordeno  que  esta  Empresa 
abone  á  dicho  señor,  á  título  de  indemnización  por  dichos  incen- 
dios la  suma  de  cuarenta  y  un  mil  quinientos  sesenta  y  siete 
pesos  once  centavos  moneda  nacional  de  curso  legal,  y  con  más 
las  costas  del  presente  juicio.  Hágase  saber  con  el  original  y  no 
siendo  apelada  en  tiempo  y  forma,  archívese. 

C,  Moyano  Gacitúa, 
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Fallo  de  la  Saprenia  Corte 

.    Buenos  Aires,  Mayo  22  de  1897. 

Yistos :  los  presentes  recursos  de  apelación  j  nulidad  traídos 
á  esta  Corte  por  la  empresa  del  Ferrocarril  Central  Córdoba, 
contra  la  sentencia  definitiva,  que  corre  á  foja  ciento  treinta  y 
siete,  pronunciada  por  el  Juez  Federal  de  la  provincia  de  Córdo- 
ba, en  el  juicio  promovido  por  el  doctor  don  Miguel  Ángel  Ángulo 
7  García,  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que  le  han 
sido  irrogados  á  cansa  de  incendio  de  campos  de  su  propiedad  en 
dicha  provincia,  resulta :  que  sustanciado  el  proceso  con  lasfor- 
malidades  legales,  el  juez  sentenció  la  causa  en  mérito  de  lo  ale- 
gado y  probado,  invocando  las  l^yes  que  en  su  concepto  rigen  al 
caso  y  los  precedentes  judiciales  que  hacen  jurisprudencia  en  la 
materia. 

A  la  apelación  referida  se  ha  adherido  el  demandante  al  eva- 
cuar el  traslado  de  la  expresión  de  agravios,  por  la  parte  de  la 
.  sentencia  que  valora  los  perjuicios,  según  lo  manifiesta  expresa- 
mente. La  empresa  fonda  la  nulidad  de  la  sentencia  recurrida 
en  la  falta  de  jurisdicción  del  juez,  por  tratarse  dé  un  pleito  en- 
tre una  sociedad  anónima  que  tiene  su  asiento  en  Córdoba,  don- 
de hace  sus  negocios,  y  un  argentino ;  citando,  al  efecto,  el  ar- 
tículo segundo,  inciso  segundo,  de  la  ley  de  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  tribunales  nacionales,  y  agregando  que  el  actor 
no  ha  acompañado,  ni  el  juez  lo  ha  exigido,  los  documentos  que 
acrediten  que  el  caso  corresponde  á  la  justicia  nacional.  La  ex- 
planación de  este  extremo  fundamental  de  la  nulidad  alegada, 
que  el  demandado  ofrece  en  su  escrito  referido  de  foja  ciento 
ochenta  y  tres  y  siguientes,  se  dirige  á  cimentar  el  principio 
de  la  improrrogabilidad  de  la  jurisdicción  nacional,  y  á  deducir, 
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basado  en  él,  la  incompetencia  sascitada.  La  apelación  se  apoja 
mucho  en  alegaciones  qnereproduce  en  esta  instancia,  de  las  que 
hizo  valer  en  la  primera  sobre  inhabilidad  de  los  testigos,  tacha- 
bleSy  segon  lo  pretende,  por  sus  vinculaciones  con  el  actor,  lo 
sospechoso  de  sus  testimcfnios,  el  no  haber  probado  qUe  los  cam- 
pos incendiados  eran  de'  propiedad  del  demandante  y  que  en  el 
supuesto  de  que  lo  fuesen,  el  incendio  no  había 'sido  causado  por 
las  máq.uinas  del  ferrocarril. 

Y  considerando,  primeramente,  en  ooanto  á  la  nulidad  :  que  , 
la  jurisdicción  federal  procede  en  esta  causa,  por  razón  de  la  ma- 
teria, tratándose  de  un  caso  expresamente  regido  por  la  ley 
nacional  de  ferrocarriles,  como  lo  ha  declarado  esta  Suprema 
Corte  en  los  basos  análogos  que  lleva  resueltos  :  no  se  hace  lugar 
á  dicho  recurso. 

Y  considerando,  en  cuanto  al  recurso  de  apelación  : 
Primero :  Que  se  halla  suficientemente  probado  en  estos  au- 
tos, que  en  los  dias  diez  y  seis  y  treinta  y  uno  de  Julio  y  prime- 
ro de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa,  fueron  incendiados 
campos  y  cercos  pertenecientes  al  demandante,  causándole  con- 
siguientes  y  notorios  perjuicios,  comprobados  por  los  testigos  y 
por  la  información  pericial,  por  cuyos  perjuicios  se  debe  justa 
indemnización,  con  arreglo  á  las  leyes,  de  parte  de  quien  los  hn- 
bit-re  causado. 

Segundo:  Que  la  afirmación  del  actor  de  haber  sido  las  má- 
quitias  del  Ferrocarril  Central  Córdoba,  las  que  ocasionaron  di- 
chos incendios,  en  su  tránsito  por  los  referidos  campos,  se  en- 
cuentra apoyada  por  el  testimonio  aceptable  de  diversas  perso- 
nas que  pudieron  presenciar  los  hechos  y  que  dan  razón  formal 
de  sus  dichos  respectivamente. 

Tercero :  Que  la  factibilidad  del  incendio  de  campos  cubiertos 
de  pastos,' que  el  invierno  seca  en  vastas  extensiones,  reco- 
rridas por  los  ferrocarriles,  es  una  circunstancia  más,  que  hace 
probable  lo  afirmado  por  los  testigos,  que  han  declarado  en  el 
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proceso,  especialmente  cuando  lo  contrario  no  ha  sido  probado 
por  la  otra  parte,  interesada  en  desvirtuar  los  efectos  de  la  prue- 
ba considerable  del  actor,  como  se  hace  notar  también  en  la  sen- 
tencia recorrida. 

Cuarto :  Que  los  testigos  que  afirman  el  hecho  de  los  incenr 
dios,  no  son  todos  arrendatarios  ó  peones  del  demandante,  sino 
qne  los  hay  también  sin  estas  condiciones,  como  el  testigo  Sa- 
lustíano  Santuchos,  á  foja  veintidós,  Abraham  Arguello,  á  foja 
veintiséis,  y  Eustaquia  Aldecoa,  á  foja  veintinueve. 

Quinto:  Que  estos  testimonios  son  decisivos,  reforzando,  al 
mismo  tiempo,  lo  afirmado  por  los  otros,  no  siendo  posible  dejar 
de  tomarlos  en  consideración  y  relacionarlos  debidamente  con 
los  hechos  y  demás  datos  revelados  en  la  causa. 

Sexto:  Que  así  estimada  la  prueba  testifical  presentada  por 
el  actor,  no  es  dado  negarle  un  asentimiento  legal,  que  se  im- 
pone al  criterio  con  la  fuerza  de  toda  verdad,  suficientemente 
demostrada. 

Séptimo:  Que  lo.  expuesto  por  el  demandado  en  la  primer^i 
instancia,  reproducido  también  en  la  segunda,  y  dilucidado  con 
insistencia  en  sos  alegatos  ante  esta  Corte,  de  no  haber  acom- 
pañado el  actor  á  su  escrito  de  demanda  la  prueba  de  su  calidad 
de  propietario,  carece  de  razón  y  hasta  de  seriedad;  no  sola- 
mente porque  esa  calidad,  invocada  por  él,  al  iniciar  el  juicio, 
no  ha  sido  puesta  en  duda  por  nadie,  ni  aún  por  el  demandado, 
sino  porque  éste  la  reconoce  de  un  modo  implícito  al  tachar  di- 
versos testigos  en  la  causa,  por  ser  arrendatarios  unos  y  peones 
otros,  del  doctor  Ángulo  y  García,  en  esos  mismos  campos.  Ade* 
más,  todos  los  testigos  así  como  los  peritos,  en  sus  respectivas 
informaciones  y  en  los  planos  levantados,  se  expresan  en  el  con- 
cepto deque  los  campos  incendiados  pertenecen  al  demandante. 

Octavo :  Que  dada  la  posesión  de  los  campos  por  el  doctor  Án- 
gulo y  Garcia,  con  ganados,  alfalfares  y  chacras  de  su  propiedad, 
si  no  fuese  propietario  de  ellos,  sería  por  lo  menos  su  arrendata- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  467 

río  6  asoario,  en  cuyo  carácter  estaría  facultado  á  demandar  la 
indemnización  de  los  perjuicios  que  los  incendios  lé  causaron 
(artículo  mil  ciento  diez  del  Código  Civil). 

Noveno :  Que  respecto  de  las  estimaciones  hechas  en  la  sen- 
tencia recurrida,  del  valor  de  los  perjuicios  que  deben  ser  in- 
demnizados, ellas  parecen  equitativas,  basadas  en  los  infprmes 
periciales  y  en  los  datos  que  suministran  los  autos,  tanto  res- 
pecto de  los  montes  y  cercos  destruidos  por  los  incendios,  como 
de  las  chacras  y  pastos ;  sin  que  el  actor  haya  conseguido  refu- 
tarlas, en  lo  que  le  concierne,  respecto  de  este  extremo,  en  su 
escrito  de  contestación  á  la  expresión  de  agravios,  al  adherirse 
á  la  apelación  del  demandado. 

Décimo :  Que  comprobados  los  daños  recibidos  por  don  Miguel 
.Ángel  Ángulo  y  Garcia,  á  consecuencia  de  los  incendios  de  cam- 
pos de  su  propiedad  en  la  provincia  de  Córdoba  y  suficientemente 
justificado  que  ellos  han  sido  producidos  por  las  máquinas  del 
Ferrocarril  Central  C6rdoba  al  pasar  por  los  referidos  campos, 
es  la  empresa  propietaria  de  dicho  ferrocarril  la  responsable 
del  daño  causado  por  agentes  suyos  6  por  su  negligencia,  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  por  la  ley  (artículos  mil  ciento 
nueve  y  mil  ciento  trece,  Código  Civil,  y  artículo  sesenta  y 
cinco  de  la  ley  de  ferrocarriles)  y  por  la  jurisprudencia  cons- 
tante de  esta  Suprema  Corte  en  casos  análogos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada  de  foja  ciento  treinta  y  siete,  se  confirma  ésta ;  con  de- 
claración de  que  en  la  suma  fijada  en  dicha  sentencia  están 
comprendidos  todos  los  perjuicios  causados,  inclusive  los  inte- 
reses, sin  especial  condenación  en  costas.  Notifíquese  con  el 
original  y  repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

ABEL   BAZAN.  —  OCTAVIO  BüNGE.— 
JUAN  E.   TORBENT. 
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bro ejecutivo  de  pesos ;  sobre  competencia 376 

Banco  Hipotecario  Nacional,  centre  la  provincia  de  Corrientes, 
por  daños  y  perjuicios ;  sobre  competencia 437 

Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires^  con  el  Banco 
Agrícola  Comercial,  por  cobro  ejecutivo  de  costas  ;  sobre  ape- 
lación denegada 94 

Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  con  Don  Dal- 
miro  Magan ;  sobre  nulidad  de  venta. 171 

Banco  Nacional,  en  liquidación^  contra  Don  Policarpo  Castro,  por 
cobro  de  pesos ;  sobre  recusación 36 

Banco  Nacional,  en  liquidación,  contra  Don  Manuel  Ferré  y  Don 
Benito  L.  Ramayon,  por  nulidad  de  cancelación  de  deuda; 
sobre  embargo  preventivo 47 

Banco  Nacional,  en  liquidación,  contra  Don  Esteban  Chaine,  por 
nulidad  de  cancelación  de  una  deuda ;  sobre  embargo  preven- 
tivo  398 

Barcos,  el  doctor  don  Justo,  tutor  de  la  menor  Fanny  de  la  Hoz^ 
contra  Don  Felipe  de  la  Hoz,  por  cobro  de  pesos  y  alimentos  ; 
sobre  competencia 193 

Bergen  y  Gurt,  contra  Williams  y  C*,  por  cumplimiento  de  un 
contrato  de  fletamento,  y  daños  y  perjtiicios ;  sobre  pruebas.. .     44 

Bemigola,  Doa  Serafín,,  con  el  doctor  Don  Julio  Fonrouge,   por  . 
devolución  del  precio  de  un  bote  ;  sobre  competencia 10 

Belzunce,  Don  Juan  Pedro,  con  Don  Juan  de  la  Cruz  Gatica,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos 32 

Bianchi,  Antonio,  y  Cirilo  Murillo^  por  estafa;  sobre  apelación . .  353 

Boccutici,  Antonio,  criminal,  contra;  por  circulación  de  billetes 
falsos  de  curso  legal;  sobre  ejccarcelacion  bajo  fianza 90 

Bossio,  Don  Carlos,  contra  el  Gobierno  Nacional,  por  cumplimien- 
to de  un  contrato  de  proveeduría  y  daños  y  perjuicios;  sobre 
pruebas * * 345 
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BruDy^  Don  Julián,  contra  Don  Luis  Ghiglione,  por  cobro  de  pe- 
sos :  sobre  arraigo 389 

Buenos  Aires,  la  provincia  d^,  con  Don  Enrique  Solanet;  sobre 
escrituración 144 

Baenos  Aires,  la  provincia  de,  con  Don  Guillermo  Roberts,  sobre 
escrituración  de  un  terreno 336 

Buenos  Aires,  la  provincia  de,  con  Don  Carlos  Hirck,  sobre  cobro 
de  pesos  ;  por  daños  y  perjuicios , 406 

Bula  de  su  Santidad  el  Papa  León  XIII  por  la  creación  de  las 
nueyas  diócesis  de  La  Plata^  Santa  Fé  y  Tucumán,  y  nueva 
circunscripción  de  los  ocho  diócesis  de  la  República ;  sobre 
pase 284 

Burgos,  Doña  Juana,  contra  Don  Federico  Lacroze,  propietario  de 
la  empresa  del  Tramway  Rural,  por  expropiación;  sobre  in- 
competencia, falta  de  personería  y  defecto  en  la  demanda. ....  360 


C 


Cacciola,  Don  Francisco,  con  Don  Salvador  Cacopardo,  por  divi- 
sión de  condominio ;  sobre  excepciones  dilatorias 358 

Cacopardo,  Don  Salvador,  contra  Don  Francisco  Cacciola,  por  di- 
visión de  condominio  ;  sobre  excepciones  dilatorias 358 

Canori,  Enrique,  por  circulación  de  billetes  falsos  del  Banco  de 
la  Nación 340 

Capurro,  Don  Andrés  D.,  con  Don  Luis  Gardey,  por  cobro  de  pe- 
sos ;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda ,    88 

Carballo,  Domingo,  los  herederos  de,  contra  Don  Roque  Ruzzito  y 
Don  Antonio  Donadío,  por  reivindicación  ;  sobre  pruebas 280 

Casavega,  Don  Emilio,  escribano  de  marina,  denunciando  el  esta* 
blecimiento  de  una  sucursal  de  la  escribanía  del  escribano  de 
marina,  Don  T.  López  Cabanillas 204 

Castro,  Don  Policarpo,  con  el  Banco  Nacional,  en  liquidación,  por 
cobro  de  pesos;  sobre  recusación , , , . , 36 
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Catoni,  Don  Francisco,  contra  Don  R.  W.  Roraer,  por  cobro  de 
pesos;  sobre  pruebas .,.>,..  ,ss%*  .v..^..  ..%•..•. 391 

Chaine,  Don  Esteban,  con  el  Banco  Nacional^  en  liquidación,  por 
nulidad  de  cancelación  de  una  deuda  ;  sobre  embargo  preven- 
tivo  398 

ChapeUnd,  Don  Ant^me,  con  Don  Jorge  Hagne,  por  cobro  de  pe- 
sos ;  sobre  competencia 384 

Codomi,  Pedro,  Cornelio  K  Martínez  y  Alfredo  Almeida,  por  de- 
fraudación de  dineros  fiscales  ;  sobre  sobreseimiento 320 

Compañía  «  Depósitos  y  Huelle  de  las  Catalinas  y^,  contra  el  Go- 
bierno de  la  Nación ;  sobre  giro  de  cargas  é  indemnización  de 
daños  y  perjucíos 214 

Compañía  de  seguros  <c  La  Portéña  )),  con  Long  y  Santos,  por  co- 
bro de  seguros 199 

Consejo  de  Higiene,  contra  Don  Cesar  Genzana,  sobre  recurso  á 
la  Suprema  Corte  de  autos  de  los  tribunales  locales 275 

Contienda  de  competencia  entre  el  juez  de  comercio  de  la  Capital 
y  el  de  la  provincia  de  Santa  Fé,  sobre  el  concurso  Perret  y 
Grasser •. 394 

Contienda  de  competencia  entre  el  juez  de  comercio  del  Rosario 
de  Santa  Fé  y  el  de  San  Nicolás  de  los  Arroyos,  en  el  concurso 
de  Don  Pedro  Solano  Aguirre 426 

Corrientes,  la  provincia  de,  con  el  Banco  Hipotecario  Nacional, 
por  daños  y  perjuicios ;  sobre  competencia 437 

Crank,  Don  Federico,  contra  Frietz  y  Navarro,  por  rescisión  de 
contrato  ;  sobre  competencia  y  costas 380 

Crovetto  y  C*,  C.  0.,  .con  Don  Nicolás  Hihanovich,  por  cobro  de 
lanchaje ;  sobre  falta  de  personería 369 


D 


Davales,  Don  José  Benjamin,  con  Don  Antonio  Ugueroaga,  por 
devolución  de  una  finca  y  reconvención  por  escrituración ; 
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sobre  depósito  ó  afianzamiento  del  precio  entregado  y  compe- 
tencia  ^ 53 

Descours,  Don  Andrés,  contra  Don  Roberto  Hac  Iver,  agente  del 
vapor  inglés  Juslin ;  sobre  pago  de  averías 148 

Donadio,  Antonio,  y  Roque  Ruzzito,  con  los  herederos  de  Don  Do- 
mingo Carballo,  por  reivindicación ;  sobre  pruebas 280 

Durand,  Enrique,,  José  Soldati  y  Emilio  Lambinet,  por  falsedad  y 
estafa ;  sobre  prisión  preventiva 322 


E 


Echeguren,  Ángel,  criminal,  contra,  por  inrraccion  á  la  ley  sobre 
lotería  nacional ;  sobra  destrucción  de  billetes  de  lotería  ex- 
trí|ña 185 

Echeverría,  Pedro,  y  Francisco  A.  Iturrios,  sobre  extradición. . .  307 

Escobar,  Don  Paulino,  contra  Don  Juan  A.  Guevara,  por  cobro  de 
pesos  ;  sobre  defecto  en  la  demanda 386 

Espeche,  Don  José,  con  Don  Amadeo  Oviedo,  por  ejecución;  ter- 
cería de  dominio  deducida  por  Don  Peregrino  Agüero. .......  329 


F 


Ferrari,  Don  Ángel,  con  Don  Pablo  Amespil,  sobre  cumplimiento 
de  contrato 119 

Ferré,  Don  Manuel,  y  Don  Benito  L.  Ramayon,  con  el  Banco  Na- 
cional, en  liquidación,  por  nulidad  de  cancelación  de  deuda; 
sobre  embargo  preventivo 47 

Ferrocarril  Central  Argentino,  con  Rivas  y  C»,  por  entrega  de 
cargamento  y  daños  y  perjuicios ;  sobre  prescripción 166 

Ferrocarril  Central  Argentino,  con  el  doctor  don  Belisario  Sara- 
via,  por  la  Dirección  de  Ferrocarriles^  por  cobro  ejecutivo  de 
una  multa  ;  sobre  cobro  de  honorarios  y  falta  de  personería. . .  265 
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Ferrocarril  Central  Argentino,  con  Don  Roberto  Thompson,  por 
cobro  de  pesos ;  sobre  suspensión  de  la  tramitación  y  costas. . .  300 

Ferrocarril  Central  Norte,  con  el  doctor  Miguel  Ángel  Ángulo  y 
García,  sobre  daños  y  perjuicios 440 

Ferrocarril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  con  Don  Joaquín  Garayar, 
sobre  daños  y  perjuicios ^206 

Ferrocarril  del  O^ste  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  contra  Do- 
ña Angela  Machado  Yentury  y  otros,  sobre  expropiación 28 

Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino,  con  el  doctor  don  Belisario 
Saravia,  por  la  Dirección  de  Ferrocarriles^  por  cobro  de  una 
multa;  sobre  personería 293 

Fonrouge,  el  doctor  don  Julio,  contra  Don  Serafín  Bernigola^  por 
devolución  del  precio  de.  un  bote ;  sobre  competencia 10 

Freiré,  doctor  don  Marcelino,  contra  Don  Eduardo  Passo,  por 
cobro  de  daños  y  perjuicios ;  sobre  competencia \ 183 

Frietz  y  Navarro,  con  Don  Federico  Crank,  por  rescisión  de  con- 
trato ;  sobre  competencia  y  costas 380 


G 


Gaché,  Ricardo,  contra,  por  defraudación;  sobre  prisión  preventiva.  40 
Garayar,  Don  Joaquin,  contra  el  Ferrocarril  de  Buenos  Aires  y 

Rosario  ;  sobre  daños  y  perjuicios 206 

Gardey,  Don  Luis,  contra  Don  Andrés  D.  Capurro,  por  cobro  de 

pesos  ;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda 88 

Gatica,  Don  Juan  de  la  Cruz,  contra  Don  Pedro  Belzunce,  por 

cobro  ejecutivo  de  pesos 32 

Gemoli  Santini,  contra,  por  circulación  de  billetes  de  curso  legal 

falsos ;  sobre  excarcelación  bajo  fianza 316 

Genzana^  Don  César,  con  el  Consejo  de  Higiene,  sobre  recurso  k 

la  Suprema  Corte  de  autos  de  los  tribunales  locales 275 

Georges,  Domingo,  contra,  sobre  comiso 270 

Ghiglione,  Don  Luis,  con  Don  Julián  Bruny,  por  cobro  de  pesos  ; 

sobre  arraigo 389 
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Giraldez,  Don  Ignacio,  contra  Don  David  Kingslíind,  por  rescisión 

de  contrato  y  daños  y  perjuicios ;  sobre  rebeldía 15 

Gobierno  de  la  Nación  con  la  compañía  c  Depósitos  y  Muelle  de 

las  Catalinas  >^,  sobre-giro  de  cargas  é  indemnización  de  daños 

y  perjuicios , 214 

Gobierna  nacional-  con  Don  Garlos  Bossio,  por  cumplimiento  de 

un  contrato  de  proveeduría  y  daños  y  perjuicios ;  sobre  pruebas .  345 
Grúmbein,  Don  Adolfo,  contra  Don  Honorio  Acevedo,  por  cobro 

de  pesos ;  sobre  pruebas; 490 

Guevara,  Don  Juan  A.,  oon  Don  Paulino  Escobar,  por  cobro  de 

pesos ;  sobre  defeclO'  en  la  demanda 386 

Gutiérrez,  Don  Julio,  contra  Don  Manuel  Hortal  Torroba,  por  cobro 

de  daños  y  perjuicios  ;  sobre  competencia 156 


H 


Herner,  Augusto,  y  otros^  criminal  contra,  por  infracción  á  la  ley 
de  enrolamiento  y  movilización  de  la  guardia  nacional 137 

Hirck,  Don  Carlos,  contra  la  provincia  dé  Buenos  Aires,  sobre 
cobro  de  pesos ;  por  daños  y  perjuicios 406 

Hoffmann,  Don  Gotardo,  contra  Don  Cándido  Novillo,  sobre  inter- 
dicto de  despojo 417 

Hortal  Torroba,  Don  Manuel,  coa  Don  Julio  Gutiérrez,  por  cobro 
de  daños  y  perjuicios  ;  sobre  competencia 156 

Hoz,  Don  Felipe  de  la,  con  el  doctor  Don  Justo  Barios,  tutor  déla 
menor  Fanny  de  la  Hoz,  por  cobro  de  pesos  y  alimentos ;  sobre 
competencia 193 


Ibañez  y  Sarsotti,  contra,  por  infracción  á  las  Ordenanzas  de 
Aduana ;  sobre  dobles  derechos  * 159 
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Icasate,  Don  Rafael,  contra  Don  José  Wells,  sobre  escrituración  .     i  9 
Itiurios,  Francisco  A.,  y  Pedro  Lcheverría,  sobre  extradición. . . .  ■  907 


K 
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• 


• 


Kiogsland,  Don  David,  con  Don  Ignacio  Giraldez^  por  rescisión  de 
contrato  y  daños  y  perjuicios ;  sobre  rebeldía *. •  15 

Kundig,  Don  Th.,  con  Ree  hermanos,  por  cobro  ejecutivo  de 
pesos  ;  sobre  coinpetencija t tOi 

Kundig,  Don  Teodoro,  con  Banco  Francés  del  Rio  de  la  Plata,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos ;  sobre  competencia i07 


Lacroze,  Bailester  y  Olmedo,  con  Recagno,  Olcese  y  Casenave, 
por  cobro  def  pesos ;  sobre  competencia 9 

Lacroze,  Don  Federico,  propietario  de  la  empresa  del  Tramway 
Rui-al,  con  Doña  Juana  Burgos,  por  ^ipropiacion  ;  sobre  incom- 
petencia, falta  de  personería  y  defecto  en  la  demanda 360 

Lambínet,  Emilio,  Enrique  Durand  y  José  Suldati,  por  falsedad  y 
estafa ;  sobre  prisión  preventiva 322 

€  La  Rural  »,  compañía  de  seguros,  con  Don  Eduardo  Artas,  por 
cobro  de  un  seguro ;  sobre  costas 356 

Lataillade,  Don  Pedro  A.,  con  el  Banco  de  la  Nación,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos  ;  sobre  competencia 58 

Long  y  Santos,  contra  la  compañía  de  seguros  «  La  Porteña  >, 
por  cobro  de  seguros 199 

López  Cabanillas.  Don  T.,  escribano  de  marina,  en  la  denuncia 
de  Don  Emilio  Casavega 204 
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Machado  Ventury,  Doña  Angela,  y  otros,  con  el  Ferrocarril  dei 
Oeste  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  ;  sobre  expropiación  ...     28 

Mac  Dougall  hermanos,  con  Don  Roberto  Mackill,  por  falsifica- 
ción de  patente  de  invención  ;  sobre  defecto  en  la  demanda. . .  276 

Mackill,  Don  Roberto,  contra  Don  Tomás  Murray  y  C%  por  falsifi- 
cación de  patente  de  invención ;  sobre  caución 267 

Mackill,  Don  Roberto,  contra  Mac  Dougall  hermanos,  por  falsifi- 
cación de  patente  de  invención  ;  sobre  defecto  en  la  demanda.  276 

MacYver,  Don  Roberto,  agente  del  vapor  inglés  «  Justin  »,  con 
Don  Andrés  Descours  ;  sobre  pago  de  averías 148 

Magan,  Don  Dalmiro,  contra  el  Banco  Hipotecario  de  la  provincia 
de  Buenos  Aires ;  sobre  nulidad  de  venta 171 

Magne,  Don  Jorge,  contra  Don  Antyme  Chapeland,  por  cobro  de 
pesos ;  sobre  competencia 384 

Maldonado,  Luis  A.,  criminal  contra,  por  lesiones 114 

Martínez,  Cornelio  E.,  Pedro  Codomi  y  Alfredo  Almeida,  por  de- 
fraudación de  dineros  fiscales  ;  sobre  sobreseimiento 3^0 

Medina,  Don  Demetrio,  en  la  ejecución  de  Don  Domingo  Lorenzo, 
contra  Doña  Lorenza  M.  de  Maidana,  por  cobro  de  pesos  ;  sobre 
tercería  de  dominio  ;  incidente  sobre  prueba  de  testigos 3i8 

Menn,  Don  Francisco  S.,  contra  D.  Horacio  Alemán,  por  rendi- 
ción de  cuentas  ;  sobre  suspensión  del  alegato  sobre  el  mérito 
de  la  prueba 83 

Mezzadri,  Elíseo,  criminal  contra,  sobre  circulación  de  billetes  de 
curso  legal  falsos 429 

Mihanovich,  Don  Nicolás,  contra  C.  0.  Crovetto  y  &,  por  cobro  de 
lanchaje  ;  sobre  falta  de  personería 369 

Monsegur,  Garlos,  criminal  contra,  por  deOraudacion  ;  sobre  re- 
curso á  la  Suprema  Corte  de  autos  de  los  tribunales  locales  ...     38 

Murray  y  C%  Tomás,  con  Don  Roberto  Mackill,  por  falsificación 
de  patente  de  invención  ;  sobre  caución 267 

Murillo,  Cirilo,  y  Antonio  Bianchi,  por  estafa;  sobre  apelación...  353 
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Novillo,  Don  Cándido,  con  Don  Gotardo  Hoffmann,  sobre  interdicto 

de  despojo 417 

Nuñez,  Don  Hermindio,  contra  Don  Pastor  Acuña,  por  desalojo  ; 
*   sobre  competencia 347 


O 


Ojeda,  Hermenegildo,  Bernabela  y  Eleuteria,  contra  Don  José  J. 

Rolon  y  Don  León  Spalding,  por  reivindicación  ;  sobre  pruebas.  3^26 
Oviedo^  Don  Amadeo,  contra  Don  José  Espeche,  por  ejecución; 

tercería  de  dominio  deducida  por  Don  Peregrino  Agüero 3^9 

Oyhenart,  Don  Ramón,  recurso  de  hateas  corpus  deducido  por  el 

doctor  Don  Marcelino  Torino 63 


Passo,  Don  Eduardo,  con  el  doctor  Don  Marcelino  Freiré,  por 
cobro  de  daños  y  perjuicios;  sobre  competencia 183 

Peña,  Don  Manuel  Antonio,  y  Don  Napoleón,  con  el  Banco  Hipóte* 
cario  Nacional,  por  nulidad  de  locación  de  un  inmueble  hipote- 
cado ;  sobre  falta  de  personería 303 

Peña,  Don  David  B.,  con  el  Banco  Hipotecario  Nacional,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos ;  sobre  competencia 376 


Q 


Querencio,  Don  Carlos  María,  con  Doña  Pascuala  Toledo,  sobre 
reivindicación  de  un  campo 66 
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Quiros,  Epifanío,  y  otros,  contra;  por  infracción  á  la  ley  de  enro-  . 
lamiente '. 131 


i 


R 


■ 


Ramayon,  Don  Benito  L.,  y  Don^^Manuel  Ferré^  con  el  Baqco    * 
Nacional,  en  liquidación,  por  nulidad  de  chancelación  de  deuda; 
sobre  embargo  preventivo. 47 

Recagno,  Olcese  yCasenave,  contra  Lacroze,  Baílester  y  Olmedo, 
por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia 9 

Rée  Hermanos,  contra  Th.  Kundig,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos; 
sobre  competencia 101 

Ríos,  Desiderio,  y  Sabá  Horel,  contra;  por  infracción  á  la  ley  de 
movilización  de  la  guardia  nacional 131 

Rivas  y  compañía  contra  el  Ferrocarril  Central  Argentino,  por 
entrega  de  cargamento  y  daños  y  perjuicios ;  sobre  pres- 
cripción . . . . : 166 

Roberts,  Don  Guillermo,  contra  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
sobre  escrituración  de  un  terreno * 336 

Rodríguez,  Doña  Francisca  P.  de,  y  otros,  CQn  Doña  Antonia 
Viera  de  Pérez  y  otros,  por  cobro  de  pesos;  sobre  excepciones 
dilatorias 97 

Rolon,  Don  José  J.,  y  Don  León  Spalding,  con  Hermenegildo^  Ber- 
nabela  y  Eleuteria  Ojeda,  por  reivindicación;  sobre  pruebas.. .  326 

Romer,  Don  R.  W.,  con  Don  Francisco  Catoni,  por  cobro  de 
pesos;  sobre  pruebas 391 

Ruzzitto,  Roque,  y  Antonio  Donadlo,  con  los  herederos  de  Do- 
mingo Carballo,  por  reivindicación;  sobre  pruebas 280 


Sabaté,  Don  Ricardo,  por  tercería  de  dominio  en  la  ejecución  de 
Don. Antonio- Carboni,  contra  la  pravincia  de  Córdoba 424 


\ 
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Sácristi,  Don  Arístides,  y  otros,  con  el  Banco  de  la  Nación,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos;  sobre  gastos  judiciales 82 

Samson  y  G%  con  Don  Juan  Alberti,  por  cumplimiento  de  con- 
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interés  del  destinatario,  ó  de  quien  la  presente  enjuicio,  debe 
ordenarse  su  reconocimiento,  sin  perjuicio  de  apreciarse  en 
la  sentencia  definitiva  so  'pertinencia  5  impertinencia.  Pá-  . 
gina  190.  '  '         .       .    .        • 

tiatalinas.  —  La  concesión  abordada  á  la  sociedad  «  Depósitos  al  Norte 

9  m  * 

y  muelle  de  las  Catalinas»,  f)or  decreto  tfe  21  de  Julio*de 
1875,  y  aprobada  por  ley  de  12  de  Octubre  de  1877, .está  en 
vigor.  Página  ál4. 


OE    JUSTICIA    PIACIONAL  485 

t 
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el  comprador  pide  que  la  otra  deposite  el  precio  recibido  ó 
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endosada  por  un  residente  en  el  extranjero  á  un  vecino  de  la 
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Costas.  —  La  condenación  en  costas  entra  en  la  indemnización  debida 
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continúe  y  desiste  de  la  petición,  es  pasible  de  la  condenación 
en  costas  del  incidente.  Página  300. 
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cargo  de  las  costas.   Página  356. 

Costas.  —  Estas  son  de  cargo  del  que  ha  ocurrido  á  juez  incompetente. 
Página  380. 

Cotejo  de  firmas,  —  Véase  :  Prueba. 

Cuestión  de  competencia,  —  Véase  :  Inhibitoria. 
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Daños  y  perjuicios,  —  Para  qae  sea  procedente  la  demanda  por  can- 
tidad de  pesos,  procedentes  de  daños  y  perjuicios,  en  cuyo 
juicio  se  ha  abierto  la  causa  á  prueba  sobre  la  eiistencia  y 
monto  de  los  perjuicios,  y  responsabilidad  del  demandado,  es 
necesario  que  el  actor  demuestre  no  solamente  su  derecho  á 
ser  indemnizado,  sino  también  la  realidad  y  la  importancia  de 
los  daños  y  perjuicios.  Página  406. 

Daños  y  perjuicios.  —  Probado  suficientemente  el  incendio  de  campos 
y  cercos  pertenecientes  al  actor,  producido  portas  máquinas 
del  ferrocarril,  y  la  realidad  de  los  perjuicios  causados,  la 
empresa  se  halla  obligada  á  su  indemnizaciou.  Pareciendo 
equitativa  la  estimación  de  ellps,  hecha  por  la  sentencia  del 
inferior,  debe  confirmarse.  Página  440. 

Declinatoria.  —  Véase  :  Inhibitoria. 

Decreto  de  trámite.  —  Véase  :  Apelable. 

Defecto  legal.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda,  cuando  resulta  que  esta  reú- 
ne los  requisitos  exigidos  por  la  ley  de  procedimientos. 
Página  88. 

Defecto  legal.  —  No  lo  hay  en  la  demanda,  cuando  ésta  reúne  los  re- 
quisitos que  exige  el  articulo  57  de  la  ley  de  procedimientos. 
Página  360. 

Defecto  legal. —  No  lo  constituye,  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, 
la  falta  de  citación  de  la  ley  aplicable,  y  de  la  numeración  en 
párrafos.  Página  386. 

Demanda.  —  Véase  :  Padres. 

Dobles  derechos.  —  Debe  confirmarse  la  pena  impuesta  de  dobles  de- 
rechos, si  la  sentencia  que  la  impone  no  ha  sido  recurrida, 
aunque  pudiera  aplicarse  á  los  hechos  ocurridos  la  de  comi- 
so. Página  159. 

DomingueZj  Dr.  José  E.  —  Acuerdo  celebrado  con  motivo  de  su  ia- 
llecimiento.  Página  5. 
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Ejecwion.  —  Corresponde  el  procedimiento  ejecntivo  para  la  cobran* 
za  que  haga  el  Banco  Hipotecario  Nacional,  Tundadoen  la  es- 
critura pública  de  préstamo  otorgada  con  arreglo  á  su  ley  or- 
gánica. Página  297. 

Embargo.  —  Véase  :  Apelable. 

Embargo  preventivo.  —  Procede  éste  para  asegurar  el  pago  de  una 
deuda  que  se  reconoce  haber  existido,  y  se  alega  haber  sido 
cancelada  sin  derecho.  P/iginas  47  y  398. 

Enrolamiento.  —  La  imposibilidad  para  el  servicio  militar  por  defecto 
físico,  funda  la  excepción  absoluta  establecida  por  la  ley. 
Página  137. 

Enrolamiento.  —  Véase  :  Pena;  Proceso. 

Escribano  de  marina,  —  No  es  contrario  á  ninguna  disposición  de  or- 
den público  que  el  escribano  de  marina  coa  registro  de  con- 
tratos en  la  Capital,  y  derecho  de  ejercer  su  oficio  en  todas 
sus  secciones,  establezca  en  una  de  estas  una  oñcina  para  re- 
cibir los  datos  y  antecedentes  de  sus  clientes,  á  fin  de  otor- 
gar las  escrituras  en  su  registro.  Página  204. 

Escrituración.  —  El  comprador  que  ha  tomado  sobre  sí  el  cargo  de 
pagar  las  letras  que  el  vendedor  debía  abonar  al  gobierno  de 
la  provincia,  para  obtener  la  escrituración  del  terreno  ven- 
dido, y  que  ha  rehusado  hacer  el  pago  de  dichas  letras  al  ven- 
cimiento, no  puede  obligar  al  vendedor  á  que  le  escriture  el 
mencionado  terreno.   Página  19. 

Excarcelación.  —  La  sola  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal 
admite  la  excai'ceiacion  bajo  fianza.  No  obsta  que  sobre  el  * 
procesado  recaiga  la  sospecha  de  ser  la  persona  á  que  se  re- 
fiere otra  causa  seguida  por  igual  delito,  si  de  ésta  no  reisulta 
contra  dicha  persona  semiplena  prueba  ó  indicios  vehemen- 
tes de  culpabilidad.  Página  90. 

Excarcelación.  —  Pudiendo  la  pena  que  merezca  el  delito,  ser  mayor 
de  la  que  admite  la  excarcelación  bajo  fianza,  debe  ésta  ser 
negada.  Página  316. 
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Excepciones  dilatorias.  —  La  falta  de  derecho  qo  puede  Tundar  excep- 
ciones dilatorias.  Página  303. 

Excepciones  dilatorias.  —  Las  opuestas  después  del  término  señalado 
por  el  articulo  12  de  la  ley  de  procedimientos,  no  son  admi- 
sibles. Página  358. 

Excepciones  personales.  —  Véase  :  Solidaridad. 

Expropiación.  —  No  habiendo  mérito  para  modificar,  el  precio  é  in- 
demnización lijados  por  el  Inferior,  debe  confirmarse  su  sen- 
tencia. Página  28. 

Extradición.  —  Cuando  hay  traudo,  el  pedido  de  extradición  debe  su- 
jetarse á  la  forma  y  requisitos  prescriptos  por  él ;  y,  siendo 
cumplidos,  debe  hacerse  lugar  á  la  extradición  solicitada. 
Página  307. 


Falta  de  personería.  —  La  presentación  del  poder  bastante,  hecha  an- 
tes de  oponerse  legalmente  la  excepción  de  falta  de  persone- 
ría, por  no  haber  sido  acompañado  el  poder  á  la  demanda, 
hace  inadmisible  dicha  excepción.   Página  303. 

Falta  de  personería.  —  El  no  haberse  pasado  copia  del  poder  presen- 
tado por  el  procurador  del  demandante,  no  justifica  la  excep- 
ción de  falta  de  personería.  Página  360. 

Falta  de  personería.  —  La  excepción  que  importa  la  falta  de  derecho 
en  el  actor,  no  puede  ser  admitida  como  dilatoria  por  faltado 
personería.  Página  369. 

Fecha.  —  Véase :  Instrumento  privado. 

Ferrocarril.  —  Véase :  Daños  y  perjuicios ;  Negligencia. 
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Habeos  corpas.  —  La  orden  de  arresto  del  fallido,  dictada  por  el  juez 
de  la  quiebra,  no  es  susceptible  del  recurso  de  habeos  corpus. 
Página  63. 

Hipoteca.  —  Véase  :  Competencia. 
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Imposibilidad,  —  Véase  :  Enrolamiento. 

Inhibitoria»  —  Deducida  la  excepción  de  declinatoria  de  jurisdicción, 
no  puede  promoverse  la  misma  cuestión  de  competencia  por 
inhibitoria.  Página  347 . 

Instrumento  privado. —  El  documento  privado  que  presente  el  tercerista 
no  tiene,  con  relación  al  ejecutante^  más  fecha  que  la  de  su 
presentación  enjuicio,  sin  que  pueda  alterar  esta  conclusión, 
fundadaen  el  articulo  1035  del  Código  Civil^  el  hecho  de  haberse 
encontrado  ausente  el  fírmante  del  documento.  Página  329* 

Interdicto.  —  El  permiso  dado  por  el  propietario  deun  campo,  para  que 
sus  vecinos  hagan  en  él  estudios  de  nivelación,  con  el  objeto 
de  adquirir  una  servidumbre  de  acueducto,  no  importa  conce- 
derles la  posesión  del  campo;  y  su  retiro  ó  suspensión  no  pue- 
de dar  lugar  al  ejercicio  de  acciones  posesorias.  Página417. 


Juicio  ejecutivo.  —  La  manifestación  del  ejecutante  de  haber  sido  inte- 
gramente pagado  del  crédito,  intereses  y  gastos  judiciales,  que 
le  corresponden  pagar,  importa  que  entre  éstos  se  hallan  com- 
prendidos los  honorarios  de  los  peritos  tasadores.  Página  82. 

JtUcio  ejecutivo,  —  No  habiéndose  opuesto  excepciones,  debe  seguir 
adelante  la  ejecución.  Página  382. 

Juicio  ejecutivo.  —  Véase  :  Apelable. 

Jurisdicción  prorogada.  —  Se  entiende  prorogada  la  jurisdicción 
local,  si  el  extranjero  demandado  ante  ella  por  un  argentino, 
después  de  haber  declinado  de  la  misma,  no  reclamó  de  la 
rosolucion  negativa,  y  concurrió  después  de  ésta  ante  el  juez 
local  interponiendo  recusación  contra  él.  Página  347. 

Justicia  federal.  —  No  corresponde  á  ella  la  causa  en  que  no  puedan 
demandar  y  ser  demandados  ante  los  tribunales  nacionales, 
todos  é  individualmente  los  que  son  parte  activa  y  pasiva  en 
la  demanda.  Página  9. 

Justicia  federal.  —  No  corresponde  á  ella,  ratione  materice  la  causa 
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por  devolución  de  precio  de  un  bote,  no  destinado  al  co- 
mercio marítimo.  Página  iO. 

Justicia  federal.  —  No  corresponde  á  ella  ratione  personae  la  causa  por 
devolución  de  precio  de  un  bote,  si  su  importancia  no  excede 
de  lo  que  pertenece  á  la  justicia  de  paz.  Página  10. 

Jt^íicia  federal.  —  El  vecino  demandado  ante  su  propio  juez,  no 
puede  invocar  la  jurisdicción  federal  por  razón  de  residir  el 
demandante  en  el  extranjero.  Página  101. 

Justicia  federal,  —  No  corresponde  á  ella,  la  demanda  por  daños  y 
perjuicios  procedentes  de  embargo  ordenado  en  causa  se- 
guida ante  la  justicia  local.  Página  156. 

Justicia  federal.  —  La  acción  personal  dirijida  por  un  argentino  contra 
un  extranjero,  corresponde  al  fuero  federal,  si  éste  no  ha  re- 
conocido la  jurisdicción  de  los  tribunales  locales.  Página  193. 

Justicia  federal.  —  No  siendo  anónima  la  empresa  cuyo  propietario  ha 
sido  demandado,  es  el  domicilio  de  éste,  y  no  el  constituido 
para  la  empresa,  que  debe  tenerse  en  vista  á  objeto  de  deter- 
minar la  procedencia  del  tuero  federal,  por  razón  de  la  dis- 
tinta vecindad  de  las  partes.  Página  360. 

Justicia  federaU  —  Para  justificar  el  fuero  federal  por  razón  de  per- 
sonas, no  basta  probar  la  distinta  vecindad,  es  necesario 
probar  también  la  nacionalidad.  Página  384. 

Justicia  federal.  —  La  cuestión  de  daños  y  perjuicios  causados  por 
incendio  producido  por  las  locomotoras  de  un  ferrocarril, 
corresponde  á  la  justicia  federal  ratione  materice.  Página 
440. 


Loteria.  —  La  destrucción  de  billetes  de  loterías  extrañas,  ordenada 
por  sentencias  válidas  de  los  tribunales  locales,  interpretando 
y  aplicando  la  ley  de  la  materia,  no  es  violatoria  de  ninguna 
garantía  constitucional.  Página  185. 

N 

Naufragio.  —  Véase  :  Arrumaje. 
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Negligencia,  —  La  falla  de  guardián  en  los  pasos  á  nivel  de  las  calles 
de  la  ciudad  donde  pasa  la  vía  férrea,  constituye,  por  parte 
de  la  empresa,  una  negligencia  que  la  responsabiliza  por  los 
daños  ocurridos  á  consecuencia  de  dicha  falta.  Página  206. 

Nulidad.  —  No  procede  la  nulidad  fundada  en  notificaciones  hechas  en 
domicilio  equivocado,  si  consta  que  el  mandamiento  de  embar- 
go ha  sido  notificado  personalmente  al  ejecutado,  y  la  citación 
de  remate  se  ha  hecho  á  su  apoderado  para  el  juicio.  Página  60. 

Nulidad.  —  Si  los  hechos  alegados  no  son  conducentes  á  modificar  el 
resultado  del  pleito,  la  no  recepción  de  la  causa  á  prueba  no 
causa  nulidad.  Página  171 . 

O 

Obligación  sin  plazo, —  Debe  fijarse  un  término  para  la  prestación  que 
es  objeto  de  la  obligación,  si  resulta  que  no  se  ha  hecho  y  no 
hay  plazo  estipulado.  Página  119. 

Olivares,  doctor  Adolfo  F,  —  Acuerdo  nombrándolo  secretario.  Pá- 
gina 6. 

Olivares^  doctor  Adolfo  F.—kcueráo  celebrado  con  motivo  de  su  falle- 
cimiento. Página  6. 


Padres,  —  Los  padres  que  están  llamados  á  representar  á  sus  hijos 
menores  en  virtud  de  la  patria  potestad,  no  están  .oblij^ados  á 
acompañar  comprobantes  para  justificar  su  personería. 
Página  97. 

Patente  de  invencioth,  —  Sin  acompañarse  ala  demanda  la  patente  ces- 
pectiva,  no  puede  dársele  curso.   Página  276, 

Patente  de  invención.  —  Véase  :  Caución, 

t^ena,  —  La  de  servicio  militaren  el  ejército  permanente,  impuesta  por 
un  año  á  los  infractores  de  la  ley  de  enrolamiento,  y  por  dos 
años  á  los  intractores  de  la  ley  de  movilización  de  la  guardia 
nacional,  debe  ser  disminuida  á  razón  de  un  día  de  servicio 
por  cada  dia  de  prisión  sufrida.  Páginas  131  y  137. 
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Personería,  ^-  El  decreto  del  Poder  Ejecutivo,  de  7  de  Noviembre  de 
1895»  que  prohibe  encargar  del  cobro  de  las  multas  á  los  em- 
pleados de  la  dirección  de  ferrocarriles,  no  se  opone  á  la  in- 
terpretación que  dicha  dirección  le  ha  dado^  entendiendo  que 
se  refíere  no  á  nombramientos  de  apoderados  hechos  ya,  sino 
á  nombramientos  por  hacerse.  Páginas  265  y  293. 

Personería.  —  Véase  :  Padres. 

Posesión.  —  Véase  :  Interdicto. 

Posiciones.  —  Si  la  cédula  de  citación  para  la  absolución  deposiciones, 
no  contiene  las  formalidades  requeridas  por  el  artículo  62  de 
la  ley  de  procedimientos,  no  pueden  darse  éstas  por  absueltas 
en  rebeldía,  y  debe  precederse  á  nueva  citación.  Página  345. 

Prescripción.  —  El  justo  título,  la  buena  fé  y  la  posesión  continuada 
por  más  de  veinte  años,  confiere  al  poseedor  el  dominio  del 
inmueble  poseído,  y  le  da  el  derecho  de  rechazar  la  acción 
reivindicatoría  que  se  intente  contra  él.  Página  66. 

Prescripción.  —  La  acción  personal  sobre  cumplimiento  de  contrato^ 
deducida  después  de  más  de  veinte  años,  desde  que  se  alega 
haber  sido  celebrado,  se  halla  extinguida  por  la  prescripción. 
Página  144. 

Prescripción.  —  La  acción  sobre  entrega  de  cargamento,  nacida  de  un 
contrato  de  transporte  terrestre  celebrado  y  concluido  bajo 
el  régimen  del  antiguo  CóJigu  de  Comercio,  se  prescribe  por 
uñ  año.  Página  166. 

Prisión  preventiva. —  La  prisión  preventiva  no  proced»;  si  no  existe  se- 
miplena prueba  6  vehementes  indicios  de  culpabilidad  con- 
tra la  persona  á  quien  afecta.  Página  40. 

Prisión  preventiva.  —  No  habiendo  semiplena  prueba  ó  indicios  vehe- 
mentes, no  precédela  prisión  preventiva.  Página  32*2. 

Prisión  preventiva.  —  Véase  :  Apelable. 

^Proceso.  —  Tratándose  de  hechos  diversos  con  relación  á  personas  di- 
ferentes y  que  fundan  causas  independientes  entre  sí,  debe 
formairse' un  proceso' para  cada  una  de  ellas.  Páginas  131 
y  137.  '  •  •    ■ 

Próroga  de  jurisdicción.  —  Véase  :  Jurisdicción  prorogada. 

Protesten  —  Véase  :  Capitán. .  '       '  *         . 
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Prueba.  —  La  pertinencia  ó  no  de  las  medidas  probatorias  solicitadas, 
debe  apreciarse  ai  dictar  sentencia.  Página  44. 

Prueba.  —  Aún  después  de  los  alegatos,  el  juez  puede  mandar  agre- 
gar las  pruebas  producidas  en  tiempo,  y  no  agregadas  sin  cul- 
pa del  interesado.  Página  83. 

Prueba,  —  El  incidente  sobre  pruebas  de  una  de  las  partes,  suspende 
eí  curso  del  término  probatorio.  Página  280. 

Prueba,  —  La  ratiGcacion  ó  cotejo  de  firmas,  es  una  diligencia  distin- 
ta de  la  comprobación  de  autenticidad  ó  falsedad  de  las  mis- 
mas. El  haber  pedido  aquella  dentro  del  término  probatorio 
no  autoriza  á  pedir  ésta,  si  )a  falsedad  no  fué  alegada  oportu- 
namente, y  si  la  comprobación  se  pide  después  de  vencido 
dicho  término.  Página  326. 

Prueba.  —  No  puede  dejar  de  acordarse  la  devolución  de  un  expediente 
agregado  á  la  prueba,  que  pida  la  Cámara  de  Diputados,  sin 
perjuicio  de  lomarse  copia  de  lo  que  haga  al  derecho  de  quien 
lo  presentó  como  prueba.  Página  345. 

Prueba,  —  Resultando  comprobada  la  negligencia  de  la  parte,  no  es 
admisible  la  prueba  que  solicita  después  de  vencido  el  térmi- 
no probatorio.  Página  391. 

Prueba.  —  Véase  :  Nulidad ;  Testigos. 

Q 

Quiebra.  —  Si  el  concursado  tenia  un  establecimiento  rural  en  un  lu- 
gar, y  su  domicilio  real  en  otro,  es  el  juez  de  este  último  lu- 
gar á  quien  corresponde  entender  en  el  juicio  de  qujebra. 
Página  427. 

R 

Rebeldía,  —  No  puede  darse  por  decaído  en  primera  instancia  el  dere- 
cho de  contestar,  si  después  de  acusada  la  rebeldía  no  se  han 
acordado  las  24  horas  que  prescribe  el  artículo  12  de  la  ley 
de  procedimientos,  aun  cuando  fé  haya  concedido  próroga 
del  término  respectivo.  Página  15. 

Reconocimiento,  —  Véase :  Carta  de  tercero. 
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Recusación,  —  El  pleito  pendiente  de  una  de  las  partes  contra  el  juez, 
es  justa  causa  de  recusación.  Página  36. 

Recurso.  —  La  interpretación  y  aplicación  de  las  leyes  de  procedímien- 
tos,  hechas  por  los  tribunales  locales,  no  autoriza  el  recurso 
á  la  Suprema  Corte.  Páginas  38  y  275. 

Recurso.  — Cuando  la  excepción  de  competencia  déla  justicia  federal, 
se  rechaza  en  concepto  de  no  poder  hacer  uso  ya  de  ese  pri- 
vilegio^ el  auto  que  la  niegue  debe  tenerse  por  definitivo,  y 
es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte.  Página  193. 


Servicio  milHar,  —  Véase  :  Pena. 

Sobreseimiento.  —  Corresponde  el  provisional  y  no  el  definitivo,  cuan- 
do no  resulta  con  evidencia  la  inexistencia  del  delito.  Pá- 
gina 320. 

Solidaridad.  —  El  ejecutado  por  una  deuda  solidaria  no  puede  defen- 
derse oponiendo  excepciones  personales  á  su  codeudor. 
Página  32. 

Suprema  Corte.  — Estaño  puede  resolver  sobre  las  consecuencia^  que 
entrañe  la  falta  de  cumplimiento  en  el  plazo  fijado  para  el  de 
una  obligación  sin  término,  si  el  Inferior  no  se  ha  pronun- 
ciado sobre  ese  punto.  Página  119. 

Suprema  Corle.  —  No  corresponde  á  ella  entender  en  la  apelación  de 
una  causa  criminal  por  delito  común,  seguida  ante  el  juez  fe- 
deral, por  impedimento  del  juez  letrado  territorial.  Página 
353. 

Suprema  Corte.  —  No  corresponde  á  ella,  conocer  en  grado  de  apela- 
ción en  demandas  de  cuantía  menor  de  doscientos  pesos. 
Página  422. 

Suprema  Corte.  —  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la  de- 
tnanda  que  se  promueve  contra  una  provincia,  por  razón  de 
cesión  de  derechos  hecha  al  actor,  por  un  argentino  vecino  de 
la  misma.  Página  437. 

Suprema  Corte.  —  Véase  :  Contienda  de  competencia. 
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Tasadores.  —  Véase  :  Juicio  ejecutivo. 

Tercería  de  dominio.  —  No  probada  la  posesión  de  largo  tiempo,  en 
que  se  fonda  la  tercería  de  dominio,  debe  ésta  ser  rechazada. 
Página  AU. 

Término.  —  Véase  :  Prueba. 

Testigos.  —  Debe  rechazarse  la  prueba  de  testigos,  si  ha  sido  pedida 
dos  diasantes  de  vencerse  el  término  probatorio.  Página  318. 

Testigos.  —  Pedida  la  prueba  testimonial,  y  presentada  la  lista  detes- 
tigos en  tiempo,  debe  aquella  ser  admitida,  sin  que  pueda 
perjudicar  á  la  parte  el  hecho  de  haberse  proveído  por  el 
juez  varios  dias  después.  Página  351.    ' 

Testigos.  —  En  las  causas  criminales  no  es  admisible  la  prueba  de  tes- 
tigos después  de  vencidos  los  primeros  diez  dias  del  término 
probatorio.  Página  371.  . 

Transporte  terrestre.  —  Véase  :  Prescripción. 


m 

Venta.  —  La  hecha  por  el  Banco  Hipotecario,  en  virtud  de  las  faculta- 
des que  le  acuerda  su  ley  orgánica  y  el  contrato  de  préstamo, 

■ 

reconocidas  y  aceptadas  por  el  deudor  hipotecario,  e^  válida, 
y  no  puede  ser  tachada  por  éste  de  nula.  Página  171. 
Venta,  — r  Con  arreglo  á  la  ley  de  contabilidad  de  (a  provincia  de  Bue-  . 
nos  Aires,  de  21  de  Enero  de  1890,  ^oda  venta  en  subasta 
que  se  haga  por  cuenta  de  aquella,  no  se  considera  consu- 
mada sin  la  aprobación  'del  Poder  Ej^cutivo.  Página  336. 


* 


FU<(  DEL  TOMO   SEXAGÉSIMO  SÉPTIMO 


i 

t 


/- 


i 


):- 1 


